POR LOS 

Hambres de lis partes ti lis tusas cnleilJis ei ti mm CXLVl 



A 

Pájini 

Abraliain, don José, contra el l^etr rucar r¡| Central Xorle 
Argentino, por cobro de pesos 40.1 

Administración de les Eerrocarriles del listado en autos 
ton Alberto Nacerá, por cubro de pesos; sobre e«nni>e- 

Alió, don Enrique, pur la provincia tle Bunios Aires, con- 
tra tloíh M;tíiUk- Uiro di- Mezquita, por reivindicu- 
cit'ni; sobre rvi;\iwvirífí*1]v un ('«hijhcz y de un Ministro 
di- la Curte Suprema 1 2 

Alió, dun Enrique, por la provincia de Buenos Aires, con- 
tra el Club Mar del Plata, por reivindicación ; sobre re- 
cusación de un Ministro de la Corte Suprema 2iA) 

Alió, don Enrique, por la provincia de Buenos Aires, con- 
tra la Compañía Nacional de Grandes Hoteles, sobre 
ro\ iiidiCcicion *.«.••,.*♦«.,.*«.« » , - * . » # < » * 3m*4 
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Alió, don Knrique, por ta proymc|a de Buenos Aires, con- 
tra Iíi Sociedad Anónima Club Mar del Plata, sobre rei- 
vindicación ...... 2í<S 

A fió, ddii Enrique, ¡mr la provincia de Hítenos Aires, cotí- 
ira Atar del Plata Golf Cltibj sobre reivindicación Iv. . 304 

Alió, diiii Knriipu . p0t la provincia de Ibicnos Aires, con- 
tra .Mar dél Plata «ñilf Club, por reivindicación: sohn- 
recusación sin cansa tic un miembro de la Corte Su- 
prema i 62 

•Mió. don Knriqttt, |>or la provincia de Uuenos Aires, enn- 
^ tra >!ar del líala Golf Club, por reivindicación: sobre 
' recusación de un Ministro de la Corte Suprema 3f9 

Alió, dnn Enrique, pur la provincia (le Unenos Aires, coli- 
na "San Juan l-and Compañía Limitada", j»or reivin- 
dicación: sobre hiconqjatibilidad liara de.seui|H-iiar el 
cargo de Conjttez de la Corte Suprema 340 

Alvarez. don Julián, cu autos con el Ferrocarril Central 

Norte Argentino, por cobro de jicsos 403 

Alvares, Juan y otros, criminal, contra, pur boniieidio, rol mi 
y violación de correspondencia 427 

Aramltarri, don José, en autos con don Vinsi>eare Agesilao 
David Rubinctii. sobre desalojamiento. Recurso de be- 

Argañarax. don Bautista, en amos con dnn Antonio Mou- 
tiel Kuiz. pur cobro de alquileres: incidente sobre cnikir- 
go preventivo 40S 

Ariné*. don Miguel y otros, en las causas que se les siguen 
por infracción al artículo 990 del Código de Comercio. 
Recurso de hecho 14/ 

Aruani, don Moisés, contra ía provincia de Mendoza, so- 
bre cohro de |wsos , 3«> 
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Mito» 

Ayliar, don Francisco, m auto* con don Loteitzü Rozón, 
jMir malversación tic fondos. Recurso de hecho ... 3,íS 

Ayhar, Francisco, criminal, nmlra. Recurso de hecho ... 424 

B 

Banco de E#] tafia y América contra <U ni felfa Saguior. 
por cobro tío pesos; sulirc jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema , 25 

Marfileño Hermanas en el sumario qtjc se les sigue por 
supuesta infracción de reembarcos fie mercaderías a 
Chile. Recurso de hecho 5íi 

Maiaglia, drjh Pairo. contra el Fisco Nacional, por devolu- 
ción fie dinero 1 .12 

Bcltramino, don Tomás, en autos con la Sociedad Anónima 
Cooperación General de Consumos de Rafaela, sobre 
nulidad de acciones. Recurso cíe hecho 276 

Benvcnuto y Cía., contra la provincia de Mendoza, sobre 
cobro de |X'sos , 30 

Betgmans, don Carlos, contra Ja provincia de San Juan, 
IKir cobro de f>esos: sobre inandamientf) de ejecución y 
embargo 3ái 

Tioetto. don Bartolomé, contra la Km presa fiel Ferrocarril 

Buenos Aires al Pacifico, jkh' daños y perjuicios 17 1 ' 

Boitari, don Níno L„ en autos con doña Mariana lMvieo. 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho , . . 425 

I tungo, doña ínna Pilz de, y otro, en autos con la Muni- 
cipalidad <le la Capital, sobre reivindicación. Recurso 
de hecho 426 

Bttslaimaii, don Raúl I,. contra los Fcrniearriles del lis- 
tado, por cobro de pesos , 40.Í 
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c 

Caltrera, Pedro, Triíóii Godoy y «ir»s, criminal, contra, 
|H>r Koniícidio, Recurso de hecho , ,' 

Caja» de Previsión Social, en and* (un don Julio García 
y Cia. Recurso de hecho 248 

Caravia, \"ie<>lás 0„ criminal, contra, »r dt-iraudación a 
la Institución Cooperativa del I'ersn'ial di* los Ferroca- 
rriles del Estado. Contienda de competencia 7 

Caries, don Cario-, contra el Ferrocarril del Sud, sobre in- 
demnización de danos y per juicios 69 

Calillo, don Dionisio del. contra la provincia de Mendoza, 



.sobre cobro de ¡h-sos 393 

Ca>*tro. don Máximo, contra el Fisco Xacioual. sobre rc- 
l>etición de pago 41 8 

Castillo, Juana María del, crimina!, contra. por homicidio. 

Recurso de revisión 43o 

(llámale y Cía., contra el Ferrocarril Central Norte Ar- 
gentino, por cobro de (tesos 403 

Clérici, doña Josefina Martínez de, contra doña María Za- 
lema Valdcz fie Mtirúa, sobre cobro ejecutivo de pesos. 
Contienda de eoinpciencia , -b,3 



Clul> Mar del Plata, Cn autos con don Enrique Ajió, *tor 
la provincia de Buenos Aires, por reivindicación: sobre 
recusación de un Ministro di- la Corte Suprema . , 2W 

Club Mar del l'lata. en autos con Enrique Alió, por la pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre reivindicación ........ 2WK 

Compañía de Tierras. Maderas y Ferrocarriles "La Fo- 
restal Lda.", contra la provincia de Santa Fe, sobre co- 
bro de patentes y mullas 1 53 ^ 
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de Sentiros La Unión Gremial, contra la Coni- 
paflm de Seguros Skandinavia, |K>r rendición de cuen- 
to* 49 

Compañía de Seguros Skaildinavia, en autos con la Comjm- 
nía de Seguros í.a Unión Gremial, por rendición de 
c lientas «..«h - * * ■ * É , 49 

Compañía Mammi de Telegrafía sin Hilos del Río «le la 
Plata, en autos con la Marconi's Wireless Telegraph 
Ci-.., sobre incumplimiento de contrato. Recurso de he- 

dio .......,,,».., 147 

Compañía Nacional de Graneles Hotetes, en autos con don 
Enrique Alió, por la provincia de Buenos Aires, sobre 
reivindicación 324 

Consejo Nacional de Educación, en los autos seguidos 
contra José Bottone y otros, por falsificación de docu- 
mentos públicos y tentativa de estafa, en la sucesión 
de Fortunato Martínez. Recurso de hecho 246 

Contamino, «lona María, en autos con don Fidel Mondini. 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 148 

Conté, don Atilio, en autos con don Luis Dufour, sobre 
desalojamiento Recurso de hecho 14S 

Curdo. Mónico ¿«\. ex sargento I . v del Ejercito, en la cau- 
sa incoada en su contra, por pérdida de efectos y malvcr- 

Costariiurs, don Jorfje, en los autos seguidos |»r don Luis 
y Angel Curletto contra Dionisio Antonatos. sobre de- 
salojamiento. Recurso de hecho . . .• 148 
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D 

Daduiic, don Pablo K,, en autos con don Conrado L. 1 "ne- 
cio, sol>re cobro de alquileres y embargo. Recurso de 
hecho 48 

Dcmarchi. don Pedro, (su sucesión*. Contienda de com- 
petencia 2f»4 

Díaz Yclcz. doña Maria Engerí ¡a y Josefina, en autos con 
el diario "La ^p¿C¿'| sobre desalojamiento. Recurso 
de hecho 

Dur afuma, don Aristóbulo, (ten inicia la desaiKiricióu de 
tina valija di su i>erlcncncia. de nn tren en ma relia de 
Constitución a Mirainar. Contienda de üinipétencia. . *'7 

E 

Kxhorto del Juez del Crimen de la 4.* Ninninaeión de la 
ciudad di: Córdoba, al de igual clase de la 2* Nomina- 
ción ele la ciudad riel I' sario, •solicitando la extradición 
de Kodnlto Soria, acusn<ln de ejercer ¡legalmente la me- 
dicina 41o 

lílíguía. don Marcos, en autos con don Kdninndr Ouaglio- 
si. sobre calumnias. Recurso de hecho fc 244 

Kli/oiulo, don l'edro Segundo, contra la Junta Klccioral 
de la provincia de San Juan. Recurso de hecho 4fi 

Erhait. don Adolfo F,. en auto» con la Sociedad Anónima 
"I-a Vascongada", sobre desalojamiento, Recurso de 
I lecho . , 338 

Kstévex Hermanos, en el sumario míe se les sigue jxir 
reembarco de mercaderías a Odie. Recurso de hecho. 57 
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Etchevcrry, don Juan, en autos con doña Alaria tíarragán 
de Bcckwith. sobre desalojamiento. Recurso de hecho. . J46* 

Exhorto del Juez en lo Civil y Comercial de La Plata, 
doctor Lucio Moreno Quintana, librado a otro de pri- 
mera Instancia en lo Civil de la Capital, en el juicio 
•■Caballares, don Héctor, sobre reculación de honora- 
rios". Contienda fie competencia 2t 

Exhorto suplicatorio del Juez Federal de Tucunián, soli- 
citando sea notificado el Gobierno Nacional, citado de 
evicctón en los autos sentidos por don Rafael Oliva 
contra la Empresa del Ferrcearril Central Córdoba, por 
cohni de jiesos 

Ezcurra, duna Esperanza Giménez de (mi sucesión ». Con- 
tienda de competencia 2H4 



r 

Fernández Morante, don Aurelio, en autos con don Eduar- 
do Zulwrbuhler, sobre desalojo. Recurso extraordinario m 

Ferraudino. don Gregorio, en autos con don Cayetano .Ve- 
concia, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 244 

Ferreyra. Juan Bonifacio, crimina], contra |»»r homicidio. 
Recurso de revisión 2-ls 

Ferrocarril al Pacifico, en autos con la Municipalidad de 
Godoy Cntz. sobre cobro de pesos 122 

Ferrocarril Hítenos Aires al Pacífico, en autos con don 
Bartolomé Boetto, por fíanos y | a-r juicios 179 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Carlos y 
tJIrico Stifcl, sobre cobro de peso* 34.? 

Ferrocarril Central Argentino, en autus con el Fisco Na- 
cional, sobre indemnización de fíanos y perjuicios . . . 24V 
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Ferrocarril Central Argentino, en autos cdn la Sociedad 
Anónima "La Protectora Agrícola", jxir devolución de 
sumas de dinero 268 

Ferrocarril Central Córdolra, en autos con don Adulfo 
Gómez, sobre cubro de pesos 2.V» 

Ferrocarril Central Córdoba, en ¡míos con d<>n Dionisio 
Marroco y Cia., sobre cobro de 

Ferrocarril Central Córdoba, en autos con don José A. 

t'aoletti. sobre cubro de pésos 236 

Ferrocarril Central Córdoba, en autos ton don Juan lí. 

Gómez, sobre devolución de fletes . , 207 

Ferrcicarril Central Xorte Argentino, en autos con Cha- 

niale y Cía., por cobro de |>eso> 40.1 

Ferrocarril Central Xorte Argcntiiui, en autos con don 
Carlos Lombardi, por cobro de pesos 40.1 

Ferrocarril Central Xorte Argentino, en atrios rail don 
Julián Alvarcz, \xtr cobro de |wsos 40.1 

Ferrocarril Central Xorte Argentino, en autos con don 
José Abraham. p»r cobro de pesos ...... , 403 

Ferrocarril Central Xorte Argentino, en autos con dofl 

fík'ardo Jerez, |hw cubro de pcaoS 403 

Ferrocarril Central Xorte Argentino, en autos con Isas- 
mendi y Cía.. |ior cobro de pesos 403 

Ferrocarril Centraí Xorte Argentino, tu autns cotí W tiir— 
taz, Gómez y Calón ge, por cobro dé pesos 4Ut 

Ferrocarriles del Kstado, en autos con don Klias Sáleme. 

por cobro de t>esos , 308 

Ferrocarriles del Jetado, en í»iH*w cótt don l'ascual língim 
e lujos, por cobro de pesos 403 

Ferrocarriles del Estado, en autos con don Raúl h, Bus- 
laiman, ]K»r cobro de pesos 403 
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Ferrocarril del Sud. en autos con don Garlos (.'arles, so- 
bre indemnización de daños y i>erjnicios 

Ferrocarril Oeste de LSuenus Aires, en antas can (inicua 
y Duran, sobre, devolución de fletes. Recurso extraor- 
dinario ^TvrrTTVTT 

Fisco Nacional, en autos con don Máximo Castro, sobre 
repetición de jiíigo /. 

Fisco Nacional contra él Ferrocarril Central Argentino, 
sobre indemnización de daños y per juicios 

Fisco Nacional contra la Sociedad Anónima Compañía 
de Hierros y Acero, Pedro Vascna e hijos Limitada, 
sobré expropiación 

Fisco Nacional, en autos con don Pedro Itatnglin. por de- 
volución de dinero 

Fortuny y Hardy, en autos con la Sociedad Anónima Coiu- 
inereialv Belgo-Argentine, sobre ejecución de prenda 
agraria. Contienda de competencia 

Frigorífico Swift de T-a Plata, contra la Provincia de Hue- 
llos Aires, sobre devolución de mi mus de dinero 



Gadea, don José, contra la provincia de Mendoza, por co- 
bro de pesos ; sobre absolución de pcsíckmcs 

Calíanlo, don Jerónimo, en autos con don Néstor Morie- 
ga, por reivindicación. Recurso de heclio 

García, doña Paulina M, de, en autos con don Angel lia- 
diño, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 

Garro, Miguel, criminal, contra, por homicidio. Uvenrso 
•Te hecho , 
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Gobierno N'acional contra don Juan Pedretti. sobre des- 
alojamiento y cobro de pesos 100 

Gobierno de la Xación. en autos ton la Sociedad Anóni- 
ma Puerto del Rosario, sobre «institución de tribunal 
arbitra) 171 

Coicoá y Duran, contra cí Ferrocarril Oeste de Bunio* 
Aires, sobre devolución de fletes. Refirió extraordi- 
nario 10 

Gómez, don Adolfo. .contra el Ferrocarril Central Córdo- 
ba, sobre cobro ríe pesos 2.Vi 

Cióme*, don Juan B„ contra la Kmpresa del Ferrocarril 

Central Córdolta. sobre devolución de fletes 207 

( Watw/.. Juan, criminal, contra, por homicidio. Recurso de 

revisión gjgg 

Gotto. don Tadeo. en el sumario instruido en 511 contra. 

|mr reembarco dé mercaderias a Chile 

Grana, don Antonio A., en autos con doña Petrona Salas 

de Real, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 42$ 

Guarí, don Lorenzo, y oíros, contra la provincia de J tijuy, 
snlne reivindicación 25^ 

Guastavtno, doña Pía líonetti de, en las actuaciones inicia- 
das por la misma, sobre información sumaria fie testi- 
gos. Recurso de hecho ,^7 

Gmitjcr. don Félix, apelando de una resolución de Adua- 
na. Recurso de hecho 

initiém-z Gañido, don Francisco, en autos con doña Jo* 
sefa Fernández Martin de Gutiérrez Casado, sobre di- 
vorcio. Recurso de hecho 14<i 

imtiérrez. don Petfrb; contra la Municipalidad de Salla. 

en juicio contencioso ailniinistrativo. Recurso de hecho 247 

Gutiérrez. Fernández, don Antonio, en autos con don Ju- 
lián Panelo. Recurso t\i hecho 42$ 
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H . 

Huincaiau. Juan, criminal, o mira. l»or liuiuicidiu 49 

Instituto Itatoar^ciitítio de Seguros, S. A., en autos con 
don Mauricio M. Zicmaii. )*»r cobro de. j»csns. Excepciói» 
dte ínctjffipetcfícín \7<> 

¡ 

Isasmeiidi y fia., contra ti FéFrqe^ttil Central Norte Ar- 
gentino, (Mir cobro do jr'sias 40.1 

J 

fnmiello, don l'raneisot. contra la provincia de I' uenos 
Aires, si »l»ri- devolución de sumas de dinero ..... 207 

Jerez, don Ricardo, contra el Ferrocarril Central Nmie 

Argentino, j>or cobro de i»esos 403 

Juez del Crimen de la quinta nominación de la Ciudad de 
Córdoba, eleva exhorto qité dirigió ni Juez del Crimen 
de Tttciimán. solicitando la extradición de Gustavo Lei- 
va. |Hir halicrse negado su diligenciamiento 237 

Juez del Crimen de la Kcmihlica del Paraguay, solicita la 

extradición del ciudadano argentino Antonio Monis . . . ,W 

Juez Federal de Salla. M>licitnndo medidas de sii|Hrioten- 
deueia 130 
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Kalf, don .\ dolió, en aulos con don Horo Xisivoecia. so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 149 



L 

Loícndo, dio» Eugenio, en autos con doña Elvira Angela 
Kamonigno. sohre desalo jaimVuto. Recurso de hecho 3ffi 

Lomhardi. don Carlos, contra el Ferr» carril Central Ar- 
gentino, por cohro de pesos . . . .■ 403 

López, Ramón Tonino, cu la causa seguida en su contra 
por homicidio. Recurso de hecho 40 

I jorenz, don Rudolfo, en autos con la Buenos Aires Build- 
ing Society Lda., suhre con agnación de alquileres. Re- 
curso extraordinario 140 

Uopis. Antonio, su extradición, a solicitud del Juez del 
Cri men de la Kepiihltca del Paraguay 



Alacchioli, don José T'., contra la provincia de Buenos Ai- 
res, por devolución de sumas de dinero 3 ( _> 

Matdonado, Pascual, criminal, contra, por homicidio 47 

Marccllini. don Pedro, contra la provincia dé Buenos Ai- 
res, por devolución de dinero 45 

Mar del Tinta Uulí Club, en autos con don Kfíríqiic Alió, 
ix>r la provincia de Buenos Aire», por reivindicación; 
sohrc recusación sin cansa hl 
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Mar del Pinta Golf Club, tu autos crni don I^tiruiuu Alió. 
|>or la provincia de Buenos Aires, por reivindicación ; 
sobre recusación de un ministro de la Corte Suprema . . . 259 

Mar del Plata Golf Club, en autos ctóri don Enrique Alió, 
\*>r la provincia de Buenos Aires, sobre reivindicación M)4 

M arengo, don Santiago, contra la provincia de Mueiu* 
Aires, sobre inconstitucional idad de impuesto 42 

Marroco y Cía., Dionisio, contra él Ferrocarril Central 
Córdoba, sobre cobro de i»esns . . 

Helo, don Antonio, cu autos con la sucesión de don Juan 
líulia, por devolución de precio de venta y daños y jwr- 
juicios. Recurso de hecho . . . , 147 

Mezquita, doña Matilde Luro de, en autos con dnn Knri- 
que Alió. jKjr la provincia de Buenos Aires, por reivin- 
dicación : sobre recusación de un O m juez y de un Minis- 
tro de la Corte Suprema ¿ yi 

M irás, don Marcial (sus herederos), contra la provincia de 

Buenos Aires, sobre ineoiistitucionalidad de impuesto . . 204 

Monserrat, don Miguel, en autos con don Miguel Monsc- 
rrai (hijo), \-xiv cobro de pesos; sobre cniii]M'tencia 156 

Montiel Rui*, don Antonio, contra don Bautista Argañn- 
raz, por cobro de alquileres : incidente sobre emliargo 
preventivo 

Morales, don Ernesto, en autos con don Tomás E. Corte- 
jaretia, sobre desalojamiento, Recurso de hecho 247 

Munici|nlidad iU- Avellaneda, en autos cmi doña Francis- 
ca Iza de Olio, sobre cobro de pesos , 14 

Municipalidad de Godoy Cruz, contra el Kerrecarril al Ta- 
cífico. sobre cobre de |>esus 12* 
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Nltirúa, doña María /iili-ma Yaldcz de, en autos eun doña 
Josefa Martínez de Clérici, solide cobro ejecutivo de pe- 
h<*. Contunda «le cuinpciencia . , 4U.í 



N 

Nacer, don Al>rahnm entura el Vvrtt narril Central Xor- 
ic Argentino, \*>r cobro de pesos 40.í 

N'ágera, d«m Alliert». contra ta Adiiiinistracián «le los Fe- 
rrocarriles del Rstado, ¡x>r cobro de pesos ; sobre com- 
petencia - I" 

N'kva. don Lnts. en autos con d*nía Isabel Juana de Jíarii- 
ni. sobre desalojamiento. Recurso de hecho . , . . , 

Niiñr/, doña Aniceta Ana Correa de. contra la provincia 
'le Hítenos Aires, sobre expropiación. Exceptióil <le in- 
competencia 



O 

( tilo, doña Francisca Iza de, contra la Munieipal ; d:id de 

Avellaneda, snbre cobro de |*'sns 14 

i lumii-ndi, don Daniel, contra la provincia fie Buenos Ai- 
res, por cobro de pesos 1-7 



Paita, don Pedro S„ vu antus ion don Juan II. Pkaltea, 
¡«olire desalojo 53 

l'aoletti. don Jóse A., contra el Ferrocarril Central Cór- 
doba, sohre cobro de |H-sos 2M* 
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I Vdrctti. ílu» Juan, en autos con el {.iobienio Nacional, so- 
bre desalojamiento y cobro dé pesos ]«0 

Pérez, don Adolfo, denuncia una defraudación a la mita 
de Aduana 

Pérez, dolí Castor P., en amos con don Amonio Barcia y 
Calero, sobre consignación. Recurso de hecho *. 24o 

Pieabea, don Juan B„ contra don Pedro S. Paita, sobre 
<fe0k 53 

Plaza, don Victorino de ta (su sucesión). Contienda de 
competencia j^j 

Procurador Fiscal de la Cámara Federal de la Capital, en 
el sumario instruido contra Fnncjuc Moreira y Rome- 
ro. Vitiéncz. Díaz y Cía., con motivo de supuesto trán- 
sito ile mercaderías a Chile. Recurso de hecho ol 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Aniceta 
Ana Correa de Xúñcz. sobre expropiación. Kxcepció» 
de incompetencia u 

Pmviiwta de Unenos Aires, en autos con doña Francisca 
Bonardi de Viscaya, sobre devolución de sumas de di- 
ncro 2Ó7 

Provincia de Kucuos Aires, en autos con don llame! Ota- 

mendi. |ior cobro de pesos 127 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Uiógenes Cr- 
muza y Auchorena, sobre interdicto de retener 110 

IVovincia de Buenos Aires, en autos con don Francisco 
.fannello. s«ibre devolución de sumas de dinero JtJ7 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don José P. Ahic- 
chioli. sobre devolución de sumas de dinero ,W 



4** tÁtXflS, de l\ come 5U PICHA 



Provincia de Jíneuos Aires, en autos con don Julio O. de 
Jíoa, sobre devolución tic dinero 142 

Provincia de Unenos Aires, en autos con don Marcial Mi- 
ras (sus heredero»), sobre ineonstitucionalidad de im- 
puesto . , 204 

Provincia de Kuenos Aires, en autos condón Pedro Marce- 
lliui t |xir devolución de dinero 45 

f Wincia de Buenos Aires, en autos con don Santi go Ma- 
rengo, sobre tnconstiütcionalidad de impuesto 4- 

Provincia de Hítenos Aires, en autos con el Frigorífico 
Swift de La Plata, por devolución de sunias de dinero 3íí 

Provincia fie Iluenos Aires, en autos con Ta Sociedad Al- 
bina y Sevigné, ]n>r tlevolucíón de sumas de dinero ... 64 

■ 

Provincia de lineaos Aires, en autos con la Sociedad 
Anónima I .a Estrella, sobre ineonstitucionalidad de im- 
puestos , 27*} 

Provincia de Entre Ríos, en autos con don Francisco Puig, 
sobre interdicto de despojo 303 

Provincia de J tijuy» en autos con don Lorenzo (ínari y 
oíros, sobre reivindicación 25ü 

Provincia de Mendoza, cu autos con don Dionisio del Cas- 
tillo, sobre cobro de jiesos 3*)3 

Provincia di* Mendoza; en autos con don José de Valle, so- 
bre cobro de pesos , 27 

Provincia de Mendoza, en autos con don José <*adea. |>or 
Cübirb ile |iesos; sobre absolución de posiciones 257 

Provincia de Mendoza, en autos coi) don Moisés Aman i, 
sobre cubro de pesos .tí) 

Provincia de Mendoza, en aultw con d»n Oscar Zaviferer 
Silva, sobre interdicto de despojo J70 
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Provincia <Ic Mendoza, en autos con don Pascua! Toso, 
sobre devolución ele dinero , 30 

Provincia de Mendoza, en autos con los señores Bcnve- 
nuto y Cía,, sobre cobro de pesos 30 

Provincia de. Salta, en auto con la Sociedad Anónima An- 
gjél Braceras, sobre cobro de pesos 357 

Provincia de San Juan, en autos con don Cario;! Hcrfj- 
nians, |x»r cobro de pesos ; sobre mandamiento de eje- 
cución y emlwrgo 335 

Provincia de Santa Fe, en autos con la Compañía tic Tie- 
rras, Maderas y Ferrocarriles "La Forestal, Lda.'\ so- 
bre cobro de pitentes y umitas 153 

Puijí, don Francisco, contra la provincia fie Entre Rio*, 
sobre interdicto de despojo .. . 3fnl 



R 

Ramírez, Luis Angel, criminal, contra. ]»or tentativa de 



homicidio y burlo con escalamiento 45 

KatnouiKo, don I .iris, en autos con la sucesión Creta Go- 
ñi, sobre desalojamiento. Recurso de hecho -tii 

RejK-tto, don Bartolomé Pedro y doña María Victoria, en 
los autos sucesorios de doña María Viola de tflaluga. 
Recurso de hecho 3.VJ 

Riani, don Erminio, en autos con la Empresa del Ferroca- 
rril de Santa Fe, sobre devolución de fletes. Recurso 
de hecho 24*) 



Roa, don Julio O. de, contra la provincia de Buenos Ai* 
res, sobre devolución de di.iero 142 



» 
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Roliirosa, doña María Codeas de, en aulas con doña Au- 
gusta *IVi,t«nii dé y.wnUnñ. sobre ejecución hipotecaria 426 

Romero, don .Manuel, til la musa seguida contra Carlos 
América, por cohro de pesos ; siihre jurisdicción origi- 
nóse]] /anima, don Ramón, cti autos con los señores Ru- 
jien y t ía., solirt* nulidad de intente, Recurso de hecho 1 1 

Riigna. don. Pascual v hijos, tniitra los KerntcatTiles del 

Estado, por cohro de pesos 40.1 



s 

Sagttíer, don IVdro. en auto* ron eí {lauco de Kspaña y 
America, ¡hip cobro di- pesos: soh»"e jurisdicción origi- 
naria de la Corte Suprema . . , 

Salas. Juan, criminal, contra, por homicidio , 45 

Sáleme, di mi tilias, contra los Ferrocarriles del ^tajpi 
sohre cohro de pesns 

Sánchez, don Xica>ío. en ¡tutu* con don ¿osé i I aria Caba- 
llero, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 337 

• San Juan IaiuI. I oinpauia Limitada", en autos culi don 
Kuritpie Alió. |>or la provincia de Huellos Aires, |jor 
reivindicación ; sohre incompatibilidad para desempeñar 
el cargo de Coiijue/ de la Corte Suprema 

Santos, don Éruestó de Ins. K\ee|>eióii del servicio militar 1W 

Sociedad Albina y Sevigué. contra la provincia de Hue- 
llos Aires, por devolución de sumas de dinero ....... 64 

Sociedad Anónima \ngcl liraceras. contra la provincia 
de Salta, sobre, cohro de pesos lv 
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SiKiédád Anónima Comniciviale JU-1(l»«>- Vrgeittiite, contra 
los señores T<ortuny y Hardy, sobre ejcniriñn tk¡ pren- 
sa agraria. Contienda de ra mipetencia 240 

Singlad Anónima Günipañia. de Hierros y Aceros. Pedro 
Vasciia e hijos. Limitada, en autos con el Fisco Nacio- 
nal, sobre expropiación j ¡ 5 

SiHriedad Anónima U Estrella, contra la provincia de 
I Sueños .\ires, sobre iteónstitucionalidad de impuesto. 

Sociedad Anónima "í-a Protectora Afincóla", contra la 
Kitipresa del E-errocarrit Central Vr^c-ntiTio, por devolu- 
ción tic sumas de dinero 2 uH 

Sociedad Anónima Puerto del Rosario, contra el Gobier- 
no de la Xación, sobre constitución de tribunal arbitral 

Soprano, iím Miguel, en autos con don Miguel Pierri, so- 
to* desalojamiento. Recurso de hecho 427 

Stiefil, don Carlos y Urico, contra el Pcrrocarril Central 

Argentino. sobre cobro de |>esm .Í4.Í 



Tano, don Nicolás y Cía., en autos con la Sociedad Anóni- 
ma .Mercados de Mendoza, sobre desalojamiento, lie- 
curso fie hecho 245 

Torillo, Tomás, criminal, comra. p ( .r homicidio 

l oso, don Pascual, contra la provincia de Mendoza, so- 
bre devolución de dinero .id 

Trohiuo, don Juan M., en autos culi K. SluU Peierscn. 

sobre cobro de pesos. Recurso de fcecho -lo 
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Urquiza y Anchorcna, don Diógenes, contra la provincia 
rio Buenos Aires, sobro interdicto de retener JiO 



'Valle, don José de. contra la provincia (Je Mendoza, sobre 
cobro de pesos ....... 27 

Vázquez, Frasmo, criminal, contra. Recurso de revisión. . 245 

Viseara, doña Francisca tloiiardi de. contra !a provincia 
de Hítenos Aires, por devolución de simias de dinero. . . 207 

Veloz, don Francisco, en autos con don Eduardo Zorra- 
qnín, sobro desalojamiento. Recurso de hecho 245 



w 

\\ ni>taz, (íómez y t alongé, eontni el Ferrocarril Central 

Norte Argentino, |Kir cobro fie pesos 403 



Yantóme», ílóij Benjamín, en la euimu-ainna de acreedores 
de don O. liorgioti. Recurso di hecho 244 



z 



7.m iíeror Silva, don Oscar, contra la provincia de Men- 
doza, sobre interdicto de despojo 170 
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Zicntan, don Mauricio M„ contra él Instituto Italoargen- 
tino de Seguros. 5. A., por cobro de pesos. Excepción 
ile incompetencia , 

Zorraguiera, don Amadeo y don Arturo Funes, en el juicio 
seguido por la Municipalidad de Godoy Cruz contra el 
Ferrocarril al Pacífico, sobre cobro de jíesos 

Zuberbiihler, don Eduardo, contra Fernández Morante, 
don Aurelio, sobre desalojo. Recurso extraordinario.. 
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A 

dHgmmttés íif tíiúitt0fás. — Kl adquircntc de la propiedad d<- 
im inmueble tío está obligado a comprobar la verdad M las 
en iniciaciones de los instrumentos públicos que acredita ?) 
derecho del enajenante. Pág, 324. 



Bmiej privados del Estado, su cottsctgracwi id uso o gpce común. 
— La consagración o afectación que produce la consccticii- 
ciá dé tnicíir la propiedad privada del Kstado. sujeta hasta 
ese momento al derecho civil, en una propiedad regida (wr 
el derecho inil>lii*t>, ennsiste en la manifestación de Volun- 
tad del |Kjder público, en cuya virtud, cumplidos los traba- 
jos corres|Kindicutcs a su estado exterior, la cosa queda írjh 
corporada al uso y goce de la comunidad : siendo neetsario 
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|mra que sea eficaz esa declaración de voluntad, que con* 
curran las dos condiciones de que el bien al cual ella se re- 
fiere, se dalle actualmente en su patrimonio y que la cosa 
haya sido colocada en su estado exterior afrente para ser 
Viable al servicio. El origen de la cosa pública debe refe- 
rirse al momento en que tiene lugar su consagración a la 
función buscada, poniendo de manifiesto las consecuencias 
ile esa consagración de |>arte de la propiedad privada del 
Estado al uso o goce común, de hacerla imprescriptible, 
inalienable, inembargable, exenta de imposición fiscal y 
sujeta a la |>olicía propia de tos caminos y de las calles, ta 
necesidad de que la afectación sea un acto expreso y cir- 
cunscripta a bienes cuidadosamente especificados, Pág, 304. 

Bienes privados del listado; su prcseriptibilidad. — La impres- 
criptibiti<lad de los bienes privados del Estado, sin ley que 
autorice su enajenación, no es conciliable con lo dispuesto 
l>or el articulo 3951 del Código Civil, que somete a los Es- 
tados a las mismas prescripciones que los particulares en 
cuanto a los bienes o derechos susceptibles de ser propie- 
dad privada, — y lo son tintos aquellos que no están desti- 
nados al uso público — debiendo tenerse en cuenta, i»r otra 
parte, que sucesivas leyes y actos de la provincia desde 
1819 a 1860, habían hecho salir estas tierras del dominio 
del Estado para i licorera rías a ta vida del comercio. Pá- 
gina 288. 

Biaus prmidos det Estado; su prese nptibUidad. — No hay dis- 
posición alguna en el Código Civil que requiera una ley 
es|>ccial para ixmer en et comercio los bienes privados del 
Estado, y establecido, respectivamente, por los artículos 
3951 y 3952, que pueden prescribirse todas las cosas cuyo 
dominio o posesión pueda ser objeto de adquisición, es de- 
cir, que estén en el comercio, y que el Estado, general o 
provincial, y todas las personas jurídicas, están sometidas 
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a las mismas prcscri|icioiies que los |jarticulares. en cuan- 
to a sus bienes u derechos, susceptibles de ser propiedad 
particular, surge la conclusión de que no es admisible la 
doctrina de ta imprcscriptthilidad de los bienes privados 
del Estado. I'ág. 524. 

Bietm fitbliros del /istmia mn iotutl. provmaat o de las nuimdpa- 
¡ufad es, — La propiedad pública del Estado Nacional o de 
los Estados provinciales, asi rgnio de las comunas o mu- 
nicipalidades en el caso del artículo 254 del Código Civil, 
sobre los inmuebles que forman el objeto de aquélla, y á 
qtíé se refiere ti articulo 2340, inciso 7." del mismo Código, 
termina por la dcsafcctactón producida por una declara- 
ción de la administración u por uñ hecho ele la misma, en 
cuya virtud aparezca indudable que la cosa ha dejado de 
servir directamente al fin de uso y noce públicos, al cual 
hasta ese momento se encontraba destinada. Y tal desafec- 
tación, cuando es ordenada por la autoridad con faculta- 
des suficientes, produce el efecto general de cambiar la 
condición jurídica del bien, que se toma, a partir de ella, 
enajenable, prescriptible, cmhargable y regido, no ya por 
las disposiciones del derecho administrativo relativas a la 
1 Milicia de los caminos y de las calles, sino por el derecho 
civil, a cuyo campo de acción ha ingresado, como conse- 
cuencia de aquélla, y dentro del cual el Estado O la comu- 
na ejercitan su ixider jurídico sobre las cosas, en ¡as con- 
diciones de sus otros bienes del dominio privado. Púg. JSf*. 

Buena fe a hs efectos ¿fí la prescripción. — I-a buena fe requeri- 
da en el admiirente jwra que él pueda prescribir, se presu- 
me siempre (artículos 400K y 2Mi2, Código Civil), y ese 
requisito la ley lo exige en el adquirente y no en el enaje- 
nante (artículos 3275. 4001 y 4005, Código citado). Pá- 
gina 524, 
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c 

Camas civiles. — Véase "Jurisdicción originaria". 

Ctdles y caminos ¡acales, snjtin tas leyes de la prorimin de Buenos 
Aires. — Ijs leyes ele la provincia de Buenos Aires, en la 
éooijca eu que ocurrieron los hechos que motivan este plei- 
to, hahían puesto liajo el dominio y juristlicción <le las mu- 
nicipalidades las calles y caminos locales (ley de caminos 
de 8 de octubre de 1889, artículos 13. 14 y 17; ley muni- 
cipal de 28 de octuhre de 1890, articulo 33 >■ ley de venta 
de terrenos de ejidos, de 19 de julio de 1887). Pag, 324. 

Omitetencia. — Véase "Jurisdicción". 

í cu flirt ti cutre jueces de distinta jurisdicción. — Las razones 
que informan 13» disposición del articulo 9,* de la ley 4055 
que amplió la esfera de acción de la Corte Suprema en las 
cuestiones de com|wtencia, justifican su intervención en un 
conflicto entre jueces de distinta jurisdicción, resjKxMo a 
la facultad de un Juzgado Federal, desconocida ]>or la jus- 
ticia local, («ira trabar embargo del sueldo de un litigante 
en la proporción determinada jwr la ley 9511. (El litigan- 
te era un Juez de provincia). Esa intervención se legitima, 
igualmente, fx>r la superin tendencia genenil atril mida a la 
Corle Suprema por el articulo 10 de la citada ley 4055 y 
2.» de la número 7009. Pág. 408. 

Con juez de la Corte Suprema; sus condiciones. — Para ser Con- 
juez de la Corte Suprema, se requieren condiciones legales 
necesarias para ser juez de sección. (Artículo 24, ley 50). 
Pégi 340. 



Contienda entre jueces de distinta jurisdicción. — Corresponde a 
la Corte Suprema dirimir tm conflicto entre jueces de dís- 
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tinta jurisdicción, respecto a las formalidades que debe He- 
nar un exhorto librado |>or uno de ellos. Pág, 237. 



D 

Daños y perjuicios, — Para que una empresa ferroviaria pueda, 
ajnparándose en lo dispuesto en la segunda parte del ar- 
tículo 70 «fe la ley alegar irrtsponsaliilidad por da- 
ños causados a consecuencia de una infracción cometida 
por la misma al articulo 5 ». inciso 10 de dicha ley. es ne- 
cesario que concurran los requisitos establecidos por üqüé- 
11a disposición de la e\presada ley, o sea, que en la res- 
pectiva reclamación presentalla a la Dirección de Ferro- 
carriles denunciando la infracción, haya alegado el quere- 
llante halk-r sufrido perjuicios y que la autoridad admi- 
nistrativa no se haya pronunciado al resínelo, ordenando, 
simplemente, que la empresa sus^enrla y desista de la in- 
fracción. (Eli el caso, el actor no incluyó en la reclama- 
ción capitulo alguno en concepto de daros y perjuicios, 
los que, (Mir otra parte, se produjeron recién cuatro años 
después fie la susodicha gestión). Pág. 69. 

Quitos y perjüiHos, derivados de error c» la transmisión teh-grá- 
ftea. — El error en la transmisión de un despacho telegrá- 
fico "simple", no trae aparejada responsabilidad para la 
empresa telegráfica que los transmitió, |>or Jos daños y 
perjuicios derivados del error, sino en caso de doto de 
ésta o de sus empleados. Artículos 34; ¡35 y 36 y sus con- 
cordantes de la ley 750 

El precepto del articulo III «leí Código Civil, según el 
cual el hecho que mi causa daño a la persona que los sufre 
sino |H>r una falla imputable a ella, «o impone resi>onsa- 
bilidad alguna, es aplicable al que habiéndose servido del 
telégrafo para realizar un contrato, no tuvo la elemental 
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previsión de emplear uno ti otro de los procedimientos 
stmpU'H y expeditivos que marca la expresada ky de telé- 
grafos número 750 cu sus artículos 35, 91 y 93. Pá- 
gina 179. 

Daños y púrjtmtote; sit csiimición. — Kstableeida la existencia 
del perjuicio y l¡i respimhilidad <le la demandada, mas 
mi asi su imparte por los deficientes elementos de prueba 
aportada sobre él particular, es de oportunidad proceder al 
jurameuti* e^tiniatoiio del aeu»r. previsfn |w>r el artículo 
220 del Código de Procedimientos de la Capital para ca- 
sos análogos y supletorio del Federal. PÁg. 249. 

Defraudación */r la renta tt? Aduana. - Los artículos 1027 y 
102.S de la ley 810. consagra el principio de que el direc- 
tamente res|»aaable ante la Aduana, es el patrón, comer- 
ciante, fabrica nte. etc. : y de acuerdo cbn Ib establecido en 
Ta última partí- del referido artículo 1028 de la ley S10, y 
tu dispuesto en ti articulo 143 del Código di- Comercio, un 
gerente o factor de tina casa de comercio no es pasible de 
condenación personal; mientras sai principal no demuestre 
en otro juicio que la infracción se produjo sin su conocí 
inienin. y por consiguiente, en exclusivo provecho del 
mandatario. l'ág. 5.S. 

Dniuuiffa contra [a Xactóii. sin muja ¡eyisialiva. — I.as diver- 
gencias producidas entre el IWcr Kjecutivo y la empresa 
concesionaria relativas a la distribución o destino «le los 
fondos provenientes de derechos cuya percepción estaba 
encomendada a la empresa, se encuentran comprendidas 
entre las que autorizan a demandar a la Nación, sin nece- 
sidad de venia legislativa. (Se trataba de cuestiones regi- 
das directamente imr el contrato, y en que la Xación no 
actúa como entidad política, soberana, y en su carácter 
exclusivamente público, sinu como persona del derecho 
privado, rág. 373. 
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í>t'rcch(i de propiedad. — VA l Ormino de año y medio fijado [ior 
la ley 1 1 156 en la locación de casas, departamentos o pit- 
eas (Rutinarias a habitación, tío altera en sti esencia el de- 
recho di- propiciad garantido i*»r el artículo 17 de la Corte* 
titttción, sino que constituye una rej» lamentación razona- 
ble de los derechos del locador, auturi/aria por el articulo 
28 de la misma. 53. 

Despojo ( interdicto ds), — La a]>crtura de un camino cerrado 
\h>t tranquera con caudado y cadenas que fueron entre- 
gadas al encargado del Campo, no uhstame la oposición de 
éste y usando al efecto de la acción policial, jxiscído |w»r el 
actor ricsri<' más de un año antes de esa ai»crtiira. son he- 
chos que, pór haWr sirio éa virtud de ellos excluido el po- 
seedor de ese camino, absoluta y totalmente de la posesión 
en que se hallaba, definen el concepto doctrinario y jurí- 
dico del despojo. 

No habiéndose comprobado ]*ot la demandada que el 
terreno objeto del camino, materia del litigio, lo adquirió 
mediante convención o juicio de expropiación, y su habi- 
litación real jara el fin público que se tuvo en vista, o el 
uso común del mismo desde t¡enqx> inmemorial, admitido 
y reconocido por ef propietario o por sus antecesores en el 
dominio, corresponde desestimar la defensa, basada en la 
consideración que dicho camino es un bien del dominio 
público, y se halla como tal fuera del comercio y excluido 
de la protección i>osesoria. Pág. ,163. 

E 

Ejidos municipales; sus tierras. — Resultando de las disposicio- 
nes leirales y antecedentes judiciales y administrativos adu- 
cidos en los autos, que tas tierras de los ejidos municipa- 
les cuando no iKTtcneecn a los particulares, son del dómi» 
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nio ¡de las comunas, es evidente que la de Mar del Plata 
ejercitó un Refecho legitimo al vender a la señora de Mez- 
quita la que se trata de reivindicar ]H>r la provincia en el 
presente juicio, y que ésta procedió de buena fe al adqui- 
rirla, en la creencia de que lu hacía legalmente cuando la 
iMunicij»alida<l se la vendió. Pág. 288. 

Exhorto de tai juez federal a mi juez local: su cumplimiento. — 
lit embargo preventivo decretado por un juez local en jui- 
cio ejecutivo seguido contra el mismo, en la pro|)orción que 
establece la ley 051!, hasta cubrir la suma adeudada, está 
autorizado por el artículo 13 de la ley 48, y debe ser prac- 
ticada, sin perjuicio de que el ejecutado haga valer sus de* 
rechos en el juicio que se le sigue, dado que, si un embar- 
go u otra medida tic carácter procesal, autorizada por su 
ley de procedimientos (Lev nacional 3375), es delegada 
por un juez federal a otro de carácter local, no es éste el 
que pueda juzgar de su legalidad, suplantando su autori- 
dad y jurisdicción al juez de la causa, sino que es el liti- 
gante interesado el que hará valer los derechos que consi- 
dere le corresponden ante el Juez que conoce del juicio, y 
cuya coni|>etencia no lia sido desconócela. Pag, 408. 

Excepción del sen-icio militar., — Infiriéndose de los artículos 34 
y 63 de la ley 4707 y del pro]>io contexto de ésta, que lo 
que se ha querido evitar es que dos hermanos pertenecien- 
tes a la misma clase alraudonen simultáneamente su ho- 
gar, procede la excepción del servicio militar de un her- 
mano mellizo. Imitándose el otro prestando servicio. Pá- 
gina 199. 

Exhorto; su diUycnciamicnto. — Para que un exhorto dirigido 
por autoridades nacionales a autoridades de provincia o 
nacionales fuera de su jurisdicción, pueda diligenciarse, 
no se requiere más requisito que la firma del juez y sello 
del juzgado respectivo. Pág. 237. 
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I:. v futrios; sus requisitos. — Los exhorto* dirigidos entre jueces 
de distinta jurisdicción, minen Ins requisitos leudes, v 
delw ordenarse su diiígenciaínienfo, sin necesidad de ser 
previamente autenticados, cuando llevan impreso el sello 
de linta del Jugado y la firma del Juez. 416. 

Exhorto; su tlilhicnviomimlo, — \*éase "Jurisdicción originaria". 

Expropiación. — Los gastos a (¡tic dé lnjííir la denu ilición, trasla- 
do y reconstrucción di' las instalaciones ulitcadas. dentro 
de tus treinta y Cinco metros de ribera, que son de uso pú- 
blico, cnimi tu establea- el artículo 2630 del Código Civil, 
deben ser a cosía <lr la demandada. 

La objeción sobre la improcedencia de una expropia- 
ción no es pisilik- tenerla en consideración, pirque ha- 
biendo sido consentida \mr la parte, la .sentencia que la 
desestimaba, no es ella susceptible de revisión jior la Cor- 
le Suprema en ese punto, (Vig. I15, 

Extradición, — Procede la extradición de mi ciudadano argenti- 
no solicitada por exhorto de un Juez de la República del 
Paraguay, presentada pir la vía diplomática, con los re- 
caudos consiguientes. 

N'o esta cutre los requisitos exigidos por el artículo 
19 del Tratado di- Derecho Penal Sud-. Americano, la re- 
misión de los testimonios de las disposiciones del Código 
ferial del país reclamante, relativas a la prescripción pe- 
nal o de la pena, y su omisión no puede enervar, en el 
caso, el pedido de extradición formulado, constando, co- 
mo consta. la manifestación expresa y categórica riel juez 
requirente, de que el delito acusado no se encuentra pres- 
cripto según las leyes de ese ¡wís. Pág, 389. 
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Ferrocarril Central Argentino. — l-i Empresa del Ferrocarril 
Centra] Argentino no se halla autorizada, expresa ni im- 
plícitamente, por las leyes 2873. 4307 y 5315 y decreto 
del Poder Ejecutivo, de 13 de enero de H»13, ^ra estable- 
cer las tarifas de arrendamientos de espacios destinados 
al almacenaje de cereales, sin necesidad de someterlos a la 
asolación gubernativa. Pág. 268. 

Pkm®* — m fianza prestada en los términos del articulo 92 de 
la ley de Contabilidad, número 42H. conforme a ta letra y 
al espíritu de esa dis|*isición. sólo puede comprender las 
responsabilidades derivadas de actos de apropiación de 
fondos verificados |Sor el empleatlo. a partir de la feclia 
de su otorgamiento, con exclusión. jK»r consiguiente, de las 
corresjjondientes a aquellos que verosímilmente se hayan " 
producido durante el tiempo en que el empleado ocujíó el 
cargo de habilitado en calidad de interino. Pag. 418. 

Ferrocarril Central Córdoba. ~ Ni sus leyes de concesión ni la 
mí mero 5315 autorizan a la empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Córdoba |wra elevar sus tarifas sin necesidad de re- 
querir la aprolación del Poder Ejecutivo ni de la Direc- 
ción General de Ferrocarriles. La absoluta libertad de 
contratar y de fijar el precio de las cosas o de los servi- 
cios, existe solamente cuando la propiedad o la actividad 
persona] se hallan dedicados a objetos puramente priva- 
dos, pero no cuando lo son a cosas públicas, especialmente 
sí se explota alguna concesión, privilegio o monopolio 
concedido por el Estado, como ocurre tratándose de ¡fe- 
rrocarriles; por lo que, toda concesión para la explotación 
de servicios públicos que importe un monopolio, aún cuan- 
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(lo sólo sea virtual. como es el caso de los ferrocarriles, 
lleva implícita la condición fie que sus precios o tarifas e>- 
lán sometidos al contralor de ía autoridad administrativo. 
Estos principios, lejos de hallarse en pugna con la ley de 
concesión del ferrocarril demandarlo y con la ley número 
5315 que éste invoca para pretender aumentar las tarifas 
sin la previa aproliación del Poder Ejecutivo o de sus ór- 
ganos especiales, armonizan perfectamente cotí la letra y 
el espíritu dominante en las leyes número 2KJ5. artículo 
6$ j vl. inciso no dentada : en la ley general de fe- 
rrocarriles, número 2K7.Í, artículos 13, 33 y 34 y en la 
número 5.115. artículo 9.» Esta última ley, en su articulo 
SM contempla tina situación hien ilistiula de to que consti- 
tuye la materia de las disposiciones citadas de las leyes 
números 2835 y 2H7.I. pues en tanto que estas últimas dis- 
t>osiciones se refieren a la itnervención del Poder Ejecu- 
tivo o de sus órganos especiales en la aproUición de las 
tarifas oriffiflúrias y de sus modificaciones sucesivas como 
requisito indispensable para que los ferrocarriles pueden 
hacerlas efectivas, en aquélla se pronuncia solire un nuevo 
aspecto de la compleja cuestión, o sea sobre la interven- 
ción del Estado en las tarifas vigentes y que oportuna- 
mente fueron objeto de aproliación. Pág, 207. 

* 

o 

Gol'frnador^s tic f^rovincui. — Los gol temad ores de provincia 
no pueden ser citados para absolver posiciones en ufi plei- 
to en que la provincia sea parte. Pág. 2-57. 

I 

Impuesto til alcohol; su devolución, — Resultando de tas cons- 
tancias de los liltros fiel destilador, conformes con la de- 
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claracióu jurada del mismo, que no existió el exceso He 
alcohol ixir el ipie se formuló el cargo, corresponde la 
devolución del impuesto pagado por ese concepto. (Ar- 
ticulo 792 del Código Civil). Pág, 132. 

Ineotnpetctuia; excepción tic, — I-a excepción de incompetencia 
por razón de la materia, puede ser deducida en cualquier 
tiempo y declararse por el juez en cualquier estado de la 
causa, aún de oficio. I'ág. 49. 

Itwoustifuchualidtuí de estatutos. — No puede alegar la incons- 
titucional ¡dad de una cláusula de los estatutos de una sa- 
ciedad anónima, el socio que expresamente aceptó el conte- 
nido de esa cláusula al Subscribir tas accione* de míe era 
jwscedor. I'ág. 276. 

imonstituchnmlidud de impuesto. — (La del establecido en la 
ley de la Provincia de Buenos Aires, de 30 de Diciembre 
de 1907, mandando construir el camino ^tavimentado de 
1.a Plata a Avellaneda). Véanse los de los fallos publica- 
dos en los tomos 138, páginas 161 y 142, página 120, 
aplicables al presente. Pág. 36. 

Im onstitttc'wmdiiitid de impuesto. — I-a del establecido en la Jey 
de la provincia de Buenos Aires, de 30 de diciembre de 
1907, mandando construir el camino pavimentado de La 
Plata a Avellaneda). Véase el de las causas publicadas 
cu las páginas 120 y 165 del tomo 142, aplicables al pre- 
sente. Pág. 64. 

hit OHstititeioutdidad de impuesto. — La del establecido en la ley 
de la provincia de Buenos Aires, de 30 de diciembre de 
1907, mandando construir el camino pavimentado de La 
Plata a Avellaneda). Véanse tos sumarios de los fallos 
publicados en los tomos 138, página 161 y 142. página 
120. aplicable al presente. Pág. 42. 

litcoustilucbmiiidud de leyes. — (La de las de impuesto a la uva, 



468 



FALWS DE LA CORTE SUPREMA 



de la provincia de Mendoza, números 758 y ÍS9}.> Véase 
el sumario del tallo publicado en el t< «nui 139. i«Ííí¡ii¡' ,-n8. 
aplicable al presente. Pág. 30. 

Inconstiivciomndaá de impuesto. — (La del establecido m la ley 
de la Provincia de Buenos Aires, de 18 de julio de 1907, 
destinado á construir el camino entre Avellaneda y le- 
rnas de Zamora). Corresponde el rechazo dé una deman- 
da por restitución de diñen» ¡nagado en concepto de emi- 
tas del impuesto creado por la ley de la Provincia <le Bue- 
nos Aires de ]8 «le Julio de 1907, destinado a allegar los 
recursos necesaria |xira la apertura y pavimentación de 
un camino entre Avellaneda y Lomas de Zamora, en un 
caso en nug el actor ni siquiera intentó demostrar qué !a 
obra a cuyo pago está destinada la referida contribución 
es de benefició local, y oue el sacrificio impuesto a los 
dueños di* las propiedades afectadas, no excede substan- 
cialmente al beneficio que obtienen ¡»or razón de dicha 
obra pública, ni ninguna de las afirmaciones contenidas 
en su escrito de demanda. Pág. 142. 

iMómUUtcwiátidad de impuesto. — (Lo fiel establecido en la 
ley de la Provincia de Hítenos Aires, de 30 de diciembre 
de 1907. mandando construir el camino pavimentado de 
ta Plata a Avellaneda!, Veas*' el de las causas publicadas 
en el tomo 138. página 161 y 142. página 120. aplicables 
al presente. Pág. 127 

InCótistitHciottaitóad d€ impuesto. — (La del establecido en la ley 
de la Provincia de Buenos Aires, de 30 de diciembre de 
W07. mandando construir el camino |>avímentado de La 
Plata a Avellaneda). Véase los de los fallos publicados en 
los tomos 138, página 161 y 142, página 120, aplicables al 
presente. Pág. 204. 

iHcoitstitiiiionulidad de los artículos 40 y 202. inciso 9.*> de la 
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Coustífiiar'ut di' Mendosa, — \ai Constitución de Mendo- 
za, al substraer a la provincia o a las municipalidades 
de la acción de ta justicia, en virtud de la ejccépctón que los 
articulo* 40 y 202. inciso 9." de la misma, consagra a fa- 
vor de ellas en cuanto a la forma y modo de hacer efecti- 
vas sus deudas, lia estatuido sobre materia míe es del re- 
sorte exclusivo del Congreso. En consecuencia, la sanción 
legal establecida en los referidos preceptos de la Constitu- 
ción de la Provincia de Mendoza se halla en pugna con 
la legislación de fondo dictada por d Congreso en cuanto 
a la forma y metilos de perseguir las deudas (Constitu- 
ción Nacional, artículos 31 y IOS: argumento del fallo del 
tomo 124. pagina 379). Pág. 122. 

Jiih-rdu to dr despojo. — Comprobado el hecho de la posesión y 
el despojo, procede el interdicto deducido antes de haber 
transcurrido un año desde que se realizaron los actos de 
despojo, sin que sea óbice para el progreso de la acción el 
antecédeme confesado |*ir el actor de ocupar una super- 
ficie de tierra mayor que aquella a que tiene derecho se- 
gún su titulo. Sumario, tomo 143. página 239 (Artículos 
2490. 2493 y 2494, Código Civil). Pág. 170. 

InU rdicio de rclctter. — Comprobados la jmwcsíóii y el acto de 
turbación consistente en el hecho de cortar alambrados 
en la propiedad del actor, con el fin de abrir un camino 
en ella, procede el interdicto de retener. (Artículos 327 
de la ley 50 y 24^5, 2496 y 2497 del Código Civil). • 

La confesión del demandante de haberse repuesto los 
alambrados jx>r los mismos iioscedores, inmediatamente 
después de producido el acto de turkición, no es óbice 
para la procedencia de la acción. 

I-a circunstancia de halarse realizado la turbación co- 
mo acto de gobierno y con fines de interés general, no se 
opone al progreso del interdicto. Pág. 110. 
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instrumentos fritadas, .tu reconocimiento. — De acuerdo con lo 
estableado ¡*>t el articulo 1028 del Código Civil, e! reco- 
nocimiento de la firma de un documento privado, impor- 
ta la de todo el contenido del documento Pág. 39. 

I/nkdabilidad de h defensa en ¡nieto. — El principio de la in- 
violabilidad de la defensa en juicio destinado a proteger 
a los procesados contra los enjuiciamientos arbitrarios 
ninguna vinculación tiene, y consiguientemente, no puede 
invocarse jjor quien pretende asumir el )>a[>cl de quere- 
llante y no el de acusado. Pág. 5. 



J 

Jurisdicción. - - No corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de una causa por defraudación a la " Institución 
Cooperativa del Personal de los Ferrocarriles del Esta- 
do". {Esa institución no fué creada ni reglamentada por 
ley del Congreso como dependencia de (os Ferrocarriles 
deí Estado, ni de otra rama de la administración pública, 
y eJ supuesto delito, de carácter común, no se habría co- 
metido en tildar en donde el G.iliiernu Nacional tenga al)- 
sqlnta y exclusiva jnrisdieción j. Pág. 7. 

JtiHsfiicciñn. ~ Coms¡KHide a la justicia nacional el conocimien- 
to de una causa |»or eoltro de ]»csos. seguida contra la Ad- 
ministración de los Ferrocarriles de! Estado, en su carác- 
ter de encargada de la Societlad de Socorros Mutuos de 
dichos ferrocarriles. (El caso no podía ser resuelto sin la 
interpretación dé la ley esj»ecial del Congreso, número 
o/5"). Véase el sumario del fallo publicado en el tomo 
143. pág. 29), I'ág. 17. 

Jurisdicción. — La, reculación y cobro de honorarios devengado* 
m W Juicio sucesorio competen al Juez de la sucesión. 
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El cobro de honorarios importa el ejercicio de una 
acción personal, y su cOnocimiehtó correspondí;, jjor lo 
tamo, al Juez del domicilio del demandado. 

Las gestiones sobre coliro de honorarios conslituvcti 
un incidente o emergencia de! juicio en el que han sido 
causados, y su conocimiento corres|»iule al Juez que en- 
tiende en los autos principies. Pág, 21. 

Jimtoiháó». — Acreditado el fuero federal [»r razón de las per- 
sonas, el juicio de expropiación debe sustanciarse de 
acuerdo con las disipaciones de la ley nacional, número 
180 y no el fijado por las leves provinciales. Pag. 32. 

lurisdkriÓH. — Versando el caso de autos, sobre oraciones de- 
rivadas de un reaseguro que pro viene, a su vez, de un 
contrato de seguro marítimo, corrcsjjonde su conocimien- 
to a ta justicia federal. ¡M»r hallarse comprendido en ct ar- 
tículo 2.. inciso 10 de la ley 48. |»úg. 49. 

Jtmsiticciáit, — \\, correspmide a la justicia federal sino a la 
ordinaria do la Capital, el conocimiento de un juicio por 
el delito de substracción de tina valija de un |>asajero, so- 
metido en un convoy ferroviario de la Capital Federal. 

rág. 97. 

hirtsductán. — Es de jurisprudencia que el juicio sucesorio 
concluye, practicada la división de tos bienes que han sido 
objeto del mismo, y que la demanda que no es deducida 
contra la testamentaría sino personalmente contra uno de 
los coherederos, como la que no se dirige contra la suce- 
sión sino contra persona determinada, no corresponde al 
juez de la sucesión ; en consecuencia, no corresponde a la 
jurisdicción local que estatuyen tos artículos 3283 y 3284, 
inciso 1.' del Código Civil, sino a la justicia federal, el co- 
nocimiento de un juicio entre un argentino y un extran- 
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jern en el ijiir, si bien d titulo que sirve de lase .1 la de- 
manda es tina hijuela otorgada a favor del demandante en 
un juicio sucesorio, la acción que se ejercita no se relacio- 
na con dicho juicio, sino que se limita a perseguir el co- 
bro de mi crédito, a exigir el cumplimiento de una obli- 
gación personal atri huida al demandado. Artículo 12. in- 
ciso t.« ríe la ley 48; articulo 2.* de la ley 927; artículo 100 
de la Constitución v articulo 2.*. inciso 2? de la lev 48. 
Pátf. M, 

Jurisdicción, — Radicado ante el Juez de la sucesión. fldí su 
agregación al juicio testamentario antes de ser presentada 
Ja corres] ¡ondicnte cuenta particionaria. un juicio por eje- 
cución de sentencia pronunciada en una tercería de domi- 
nio seguida contra el causante de dicha sucesión, corres- 
ponde al juez de la misma el conocimiento del referido 
juicio par ejecución de sentencia. IVig. 2f>0. 

Júrisdiccióit. — Infiriéndose de los antecedentes de autos (pie et 
causante se hallaba domiciliado en esta Capital, correspon- 
de, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, declarar que 
el conocimiento del juicio sucesorio compete a los jueces 
de la misma. (Esos antecedentes eran; adquisición de 
muebles i>or el cansante para su uso; gestiones para com- 
prar casa, que se propon ia habitar; cuenta bancaria ahier- 
ta en un establecimiento de esta Capital, acto en que de- 
clan 1 que era éste su domicilio, y otros). Pag. 2í>4, 

Jurisdicción, — El conocimiento del juicio sucesorio corresjwu- 
de al juez del ultimo domicilio del causante. ( En el caso, 
el de la Capital Federal, por haberse trasladado a ella la 
causante, de Curnzíi Cuatiá (Corrientes i, según lo de- 
muestran diversos hechos que 110 dejan la menor duda 
acerca de su proposito de cambiar de domicilio). Pag, 284. 

Jurisdicción. — \"o erirrcs|*mde ivtionc Materia a la justicia fe- 
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deral él conocimiento de una demanda por cobro de comi- 
siones a que el actor se considera con derecho, eti virtud 
de su intervención como corredor en la tramitación de con- 
tratos sobre seguros marítimos hechos por la sociedad de- 
mandada con terceras personas. Pag. 176. 

Jmmikcimi (Prenda Agraria). — La jurisdicción acordada por 
el articulo 18 de la ley 9644 sobre Prenda Agraria, no se * 
altera por la declaración de quiebra del deudor, y consti- 
tuye una excepción a las noratas que i*ira los juicios uni- 
versales establece el artículo 3284 del Código Civil y el 
articulo 58 de la ley 4156; sin que sea óbice a la proceden- 
cia de la' jurisdicción del Juez de Comercio del lugar de- 
signado para el pago de la obligación, la circunstancia de 
ipu- Ja quiebra del deudor fué declarada con anterioridad a 
la acción ejecutiva del acreedor prendario. Pág. 240. 

Juristtitaiin. — Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de demanda contra la Administración de los Ferrocnni- 
les del Kstadn, jxir devolución de dinero por demora en 
la realización de determinados trans]H>rtes. {Xo es pwi- 
ble inferir de la ley 6757 el propósito de desvincular a 
dichos ferrocarriles del patrimonio de la Xacióit, que se 
hallan por los fines de su creación, sujetos a la jurisdic- 
ción de I<w iribunales nacionales. Palios, fcuna 14.Í. pági- 
na 29). Pag. 398. ■ 

Jurisdicción. — Aceptada \*w las partes a los efectos del cumpli- 
miento de sus respectivas obligaciones, la jurisdicción de 
los trilmnales ordinarios, corrcs|>oudc a éstos el conoci- 
miento del juicio respectivo. Pág. 403. 

Jurisdicción arbitral ((¡ohienjo Nacional y sociedad Puerto del 
Rosario). — Establecida la jurisdicción arbitral en virtud 
de autorización legislativa, en el contrato celebrado por el 
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Poder Ejecutivo para la construcción y explotación del 
puerto del Rosario, para resolver dificultades entre la em- 
presa constructora y el Sujierior Gobierno sobre la ejecu- 
ción e interpretación del contrato, y no habiendo sido im- 
pugnada como repugnante a la Constitución y leves de la 
Nación, procede declarar (pie ésta está obligada a formar el 
tribunal Mamado a resolver tas dificultades surgidas con 
la einpresT demandante. Pág. 373. 

JuristlUritht federal. — l a jurisdicción federal es, salvo tas cx- 
cepciones expresas del articulo 12 de la ley 4H, privativa y 
excluyeme de las demás jurisdicciones, e improrrogable 
aún por voluntad de tas partes. Pág, 49, 

Jurisdicción militar. — La circunstancia de que el procesado lu- 
ya perdido su estado militar con posterioridad a la comi- 
sión de los actos delictuosos que se le imputan, no lo sa- 
can de la jurisdicción militar a que el hedió y sus cir- 
cunstancias lo someten. 

Emanando las jurisdicciones represivas de ta misma 
ley, ellas son de ordon público, y no pueden ser alteradas 
por la voluntad de los sometidos a las mismas. Pág. 301. 

Jurisdicción orújintsria. — Ks improcedente un exhorto librado 
]>or un juez de Sección para. orn* por intermedio de ta 
Corte Suprema se notifique una demanda al Gobierno de 
ta Nación. Pág. 20. 

Jitrisdiccién originaria. — l-a Suprema Corte no puede conocer 
de tas demandas que se interpongan contra los embajado- 
res u otros ministros diplomáticos, a menos que éstos re- 
nuncien, con autorización del gobierno que rei>rcsentan, 
al privilegio que respecto a la jurisdicción del país en que 
residen, les acuerda el derecho de gentes. Pág. 25- 
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Jurisdicción originaria. — Xo corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema el conocimiento de un juicio 
de reivindicación contra una provincia, fundado exclusi- 
vamente en disposiciones del derecho conitm y cu el que 
muchos de los actores tienen su domicilio en la misma. Pá- 
gina 258. 

Jurisdicción originaria. — Las acciones por cobro de impuestos 
son de competencia de tos tribunales locales respectivos de 
las provincias, cuyas luyes u ordenanzas han establecido 
dichos impuestos, cualesquiera que sean el domicilio de 
los demandados y las excepciones que se opongan, (artícu- 
los 104 y 105 déla Constitución Nacional, y 2» de la ley 
número 48) ; no podiendo ocurrirse a la justicia nacional, 
sino |>or la vía fiel recurso extraordinario en los casos 
previstos por el articulo 14 de !a ley número 48, o por ac- 
ción de re[teticióu de un impuesto impugnado como con- 
trario a la Constitución Xacional, después de haberlo pa- 
gado con las reservas consiguientes. Pág. 279. 

Jurisdicción originaria. — Upa demanda contra una provincia 
jxjr cobro de pesos, ¡por sueldos devengados, no es la «hi- 
ja civil que preceptúa el articulo 1.» de la ley 48 i>ara la 
procedencia del fuero originario de la Corte Suprema. 

lil concepto cansas civiles sólo comprende las emer- 
gentes de estipulación o contrato o regidas ]x>r el derecho 
común, entre las que no pueden incluirse los juicios por 
cobro de sueldos o jubilaciones de los empleados públi- 
cos y otros regidos j>or el derecho administrativo que las 
provincias pueden sancionar en ejercicio de sus faculta- 
des reservadas (Artículos 104 y 105 de la Constitución), 
emolumentos que constituyen la retribución de un servi- 
cio de carácter público, distinto de los previstos en el ar- 
ticulo 1627 del Código Civil. Pág. 393. 
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Justo titulo a los efectos de la prescripción. — Reuniendo la es- 
critura que acredita la transferencia (*>r la Municipalidad 
a favnr de duna Matilde Luro de Mezquita, los ref|iiisítos 
y formalidades extrínsecas indispensables para la validez 
del acto, no haliría causa fundad» |iara considerar que el 
fie la demandada no es el justo títuln requerido ¡w>r el ar- 
tículo «10 para prescribir. Pág. 288. 

Justo titulo a tos efectos de la prescripción. — Véase "Prescrip- 

* ■* *i 
CKJU . 

Juzgado Beáiral tic Salto. — La situación anormal en que desde 
hace varios años se desenvuelven las actividades del Juz- 
gado de Sección de Salta, debido a la suspensión del Juez 
titular, en virtud del juicio ixilitico que se le sigue, deci- 
dió a la Corte Suprema, de conformidad con el dictamen 
del señor Procurador General, elevar al Poder Ejecutivo 
Nacional, las actuaciones producidas al respecto. Pag. 150. 

L 

Legislador y juez: acumulación de funciones. — Xo pueden acu- 
mularse las funciones de legislador y de Juez. Pág. 340. 



Moro. — Xo habiéndose justificado en autos que las compras de 
mercaderías efectuadas j>or el Gobierno, y cuyo valor se 
reclama, no estuvieron I finiente autorizadas, la manifes- 
tación de lialier el Poder Ejecutivo solicitado de la Legis- 
latura tos fondos necesarios para cumplir con sus compro- 
misos, iio excusa su situación de mora en satisfacerlos. 
Pág. 357. 



N 

Nutidád de título de propiedad. — Xo habiendo sido argüida en 
el caso, como repugnante a la Constitución de la Provin- 
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cía de Unenos Aire*, la ley de la misma, de 19 tk- julio 
de 1887, sobre ventas de tierras dentro de los ejidos, cuyo 
artículo 7: } establece que "en adelante las ventas en los 
pueblos estarán sólo sujetas a las ordenanzas que se dic- 
ten por las respectivas municipalidades' 4 , ni tam|toco la 
de cercos y caminos de 8 de octubre de 1889, no puede 
alegarse, eficazmente, que el titulo del demandado adolece 
de nulidad debido a que la enajenación que hizo la Mu- 
nicipalidad de Mar del Plata a favor de doña Matilde 
Litro de Mezquita, antecesora de aquél, se realizó sin la 
previa sukista pública exigida por los artículos 206, inci- 
so 6.*» de la expresada O institución, y 47, inciso 30 de las 
Municipalidades: a lo que se agrega que para tomar en 
consideración tal nulidad, habría sido necesario que se la 
hubiera declarado con anterioridad por juez competente. 
I'ág. 288. 

P 

Posesión a hs fines <ie la adquisición del dominio f>or prescrip- 
ción. — lis principio consagrado por el derecho civil que 
el sucesor particular está facultado i>ara unir su posesión 
a la de su autor o predecesor, sin ninguna limitación atando 
aquélla se invoca con el fin de adquirir el dominio jior la 
prescripción de trrnta años, ya que ésta se opera con arre- 
glo a los artículos -4015 y 4016 del Código Civil, prescin- 
diendo de la buena fe del poseedor o |XJsecdores sucesi- 
vos, y viene a ser. por consiguiente, una jioscsión legal en 
los términos de la úftiuta parte del artículo 4005 (artícu- 
los 2475 y 247(5 del Código Civil ; Fallos tomo 140, jwgina 
120). Pag. 304. 

Posesión; su conservación. — Citando el poseedor actual pruelra, 
en efecto, halier poseído antiguamente por sí mismo o por 
su autor, tiene en su favor ta presunción de haber poseído 
cu el tiempo intermedio, y esta presunción sólo puede ser 
destruida por la pruelja positiva de una cesación volunta- 
ria de la intención de poseer. 
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La |x>scsión, una vez adquirida, se mantiene y conser- 
va i»or tíi sola intención de continuar en ella. ( Artículo 
2445 y siguientes del Código Civil). P%. 304, 

Posicwitt'.t. — Véase "HuÍH-niaílnres «le provincia". 

Prtacripcii'iH. — I «as causas por las cuales se adquiere o se extin- 
gue el derechci de propiedad, están previstas en el Código 
Civil, y siendo la prescripción una fie ellas, sus distxjsicio- 
ues deben prevalecer sobre las leyes provinciales, respecto 
de las Condiciones requeridas para que ella se produzca: en 
consecuencia, carece de valor la defensa fundada en que 
sólo la posesión de terrenos de ejido continuada durante 
cuarenta años sin interrupción, constituye titulo suficiente 
contra toda gestión de dominio, por parte del Fisco o de 
las Municipalidades, en virtud de lo dispuesto por la ley 
de Kjitlos en su artículo 5.* 

Xo habiendo discutido el actor la antigüedad de la po- 
sesión de la demandada, ni alegado »pie se haya interrum- 
pid* ► alguna vez, dada la fecha de su titulo en que se pre- 
sume que comenzó, con arreglo al articulo 4003 del Códi- 
go Civil, debe prosperar la excepción de prescripción. Pá- 
gina 2S8, 

Prt'scripi ión. — Kl articulo 4010 del Código Civil, al establecer 
lo que rs el justo titulo necesario para la prescripción, ex- 
cluye, expresamente, toda consideración a la condición de 
la pei-sorta de quien emana el título. 

\j\ prescripción tiene, precisamente, por objeto cubrir 
el vicio de falta del derecho de propiedad en la persona 
que transmití' la cosa, y tiende a asegurar la estabilidad de 
la propiedad, evitando al último adquirentc la necesidad de 
prolvir el derecho de propiedad de su autor inmediato y 
en ciertos casos, el de lus predecesores de éste, prueba casi 
imposible [K»r lo indefinida. 

Atenta la limitación del precepto del artículo 4012 del 
Código Civil a las nulidades de forma, y siendo la simula- 
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ción un vicio tic nulidad relativa que no produce invalidez 
«TOS < lestlv el tlía de Ja sentencia que anula el acto viciado 
y que se prescribe ]>or dos años (artículos 10*5, 1046 y 
4030 del Código citado), dicho vicio no impide la pres- 
cripción de diez años por jwtc del adquirente, ni puede 
hacer ineficaz el título de fos sucesores particulares o ad- 
qui rentes posteriores de buena fe. 

Estando fuera de controversia el hecho de que la 
compañía demandada ha poseído continuamente los inmue- 
bles sot»re que versa el pleito, desdé el 1.» de marzo de 
1912 hasta el II de julio de 1923. día de la interposición 
de la demandada de reivindicación, tiempo que excede de 
diez años, debe declararse que. concurriendo además los 
requisitos de buena fe y justo titulo exigidos por el ar- 
tículo 3909 del Código Civil, dicha compañía ha prescripto 
la propiedad fie los bienes mencionados. Pag. 324, 
f*rescri])ción treintañal, — Acreditado i*>r el demandarlo el hecho 
de halwr poseído desde el año 1874 hasta el momento de 
la interjiosición de la demanda, 11 de julio de 1923, la tie- 
rra que se trata de reivindicar, es indiscutible la proce- 
dencia de la cxceiKión de prescripción treintañal opuesta 
por aquél, con arreglo a lo dispuesto en los art ¡culos 4015 
y 4015 del Código Civil. 

Iü heclto reconocido |»r el actor dé que "en el caso 
de autos se reivindica ío único que es posible reivindicar, 
un bien del dominio privado del Fisco de la provincia ac- 
tora", establece una diferencia capital entre el actual liti- 
gio y el anterior, incoado por don Alberto Peralta Ramos 
contra la provincia de Buenos Aires, sobre reivindicación, 
dado que en éste ta cuestión fué planteada respecto de 
bienes del dominio público, y en el presente el propio po- 
der otorgado ix>r la actora. atribuye a las tierras que rei- 
vindica la calidad de bienes del dominio privado a fines del 
año 1897. Pág. 304. 

PrfK'htaas: sus 0fím (Art. 108 de la Constitución). _ El 
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precepto <id artículo IOS de ta Constitución no deja lugar 
a duda en cuanto a que todas las leyes que estatuyen sobre 
las relaciones privadas de los habitantes de la República, 
siendo del dominio de la legislación civil o comercial, es- 
tán comprendidos entre las facultades de dictar los Códi- 
gos íu n (laméntales que ta Constitución atribuye cxclusiva- 
nu-nte at Congreso, l'ág. 122. 
f'ntrbit. ■— En ausencia de prueba directa a indirecta, respecto a 
ta ocupación atribuida por el actor al demandado, 
estarse a las inantí estaciones de éste al respecto. 

f-i maní testación espresa y categórica formulada 
pnr el demandado en actuaciones administrativas de lia- 
Ikt ocupado determinada fracción del terreno de cuyo 
desalojamiento se trata y por cuya ocupación se cobra 
arrendamiento, del* primar solire iu que nsulta ele la* 
prueba pericial. Pág. 100. 

n . 

Reaseguro, — El reaseguro participa de la naturaleza riel seguro 
y de los caracteres esenciales del mismo, del que deriva di- 
rectamente, sin el cual no tiene existencia posible y del que 
no puede, en consecuencia, considerarse independiente en 
sus constitutivos y antecedentes originarios. Pág. 49. 

AV. ifno t.vtntimh'iiaria, — N'u tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del articulo 14 de Ja ley 
-IS. y U" de la número 4055, la resolución de una Cámara 
Federal* ¡i|úe interpretando el artículo 71 del Código l*c- 
xíü], declara que la intervención del querellante en las cau- 
sas de acción pública del>e considerarse limitada al ejerci- 
cio de sus derechos |»or la indemnización de] perjuicio su- 
frido. Pág. 5. 

Recurso exiraordimrio, — Xo procede el recurso e.\traordina- 
río del artículo 14. ley 48. contra una resolución que no 
hace lugar al pedido de utilidad de una patente de inven- 
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ción. fundada en f|iic el demandante no justificó su inte- 
rés en la anulación do dicha natcntc y que, |*>r fi> tatito 
esté autorizado para ejercitar la acción deducida, con arre- 
glo al artículo 48 de la ley 111. (Cuestión «le hecho, aje- 
na, por consiguiente, al expresado recurso). 1%, n. 
Recurso extraordinario. _ Ka procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48. contra una sentencia dictada en un 
juicio por cobro de pesos seguido por una municipalidad, 
por pretendido cercenamiento de dominio con destino a 
calles públicas, y fundada en que la actora no logró con,, 
proliar que se le hubiera desásenlo efectivamente de) te- 
rreno que se dijo afectado a tales calles, ni la existencia 
de ordenanza alguna que dispusiera la expropiación o des- 
IKtsesión de esas fracciones del inmueble en cuestión. (Sen- 
tencia fundada en consideraciones de hechos y pruebas 
bastantes |iara sustentarla). Página 14. 
Recurso extraordinario. - No procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. contra una sentencia que se limita 
a interpretar precios de derecho común contenidos en la 
ley 11.156. que se halla incorporada al Código Civil, y 
que. j*>r consiguiente, son extraños a dicho recurso. í'á- 
gina 5j. 

Recurso extraordinario. — No |irocede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48, contra una sentencia que declara 
la responsabilidad del recurrente por una infracción adua- 
nera, no como consecuencia de la inteligencia atribuida en 
el caso a alguno de los preceptos de la ley número 810, 
en contra del derecho afirmado ]>or aquélla, sino, simple- 
mente, como resultado de la apreciación de los hechos y 
circunstancias que la misma da por comprolmdos. (La de 
«o haber salido del país la mercadería). Pág. 56. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 48, contra una, sentencia que declara la 
reR|Htnsabi!idad solidaria de un gerente de una casa de co- 
mercio con su princijial. en contra de ío sostenido j»r 
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aquél, fundado etl los articulas 1027 y 1028 de la lev 810. 
Pag. 58 

Recurso extraordinario, ~ N*o procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48, contra una sentencia que declara la 
irresponsabilidad de un despachante de Aduana y ¡le una 
casa de comercio, no cuino consecuencia de la negligencia 
atribuida, en el caso, en el cumplimiento de alguno de los 
preceptos de la lev 810. sino simplemente como resultado 
de la apreciación tic los hechos y circunstancias que la 
misma da por compro! lados, y sobre cuyo mérito la Corle 
Suprema se encuentra inhabilitada |»ara pronunciarse en 
dictut recurso de puro derecho federal. Pág. 61. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 4tf, contra una decisión contraria a un pri- 
vilegio de la ley 2873, invocada por el recurrente, l'ág. 69. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48, contra una decisión de un tribunal de 
última instancia favorable a la validez de disposiciones de 
una constitución provincial impugnadas por el recurrente, 
|Hir considerar que ellas invalidan las atribuciones del Con- 
greso Federal, a quien corresponde, exclusivamente, legis- 
lar sobre las instituciones del Código Civil j sin que sea 
óbice la circunstancia de tratarse de ta denegación de un 
pedido de embargo en un juicio ejecutivo cuando, como 
en el caso, ello importa resolver sobre puntos que no pue- 
den ser después útilmente discutidos en el juicio ordinario 
respectivo y cuyos efectos posibles sobre el resultado del 
litigio dan fuerza definitiva a la resolución dictada. Pá- 
gina 122. 

Recurso extraordinario. — Xo son reviaib'es por la Curte Supre- 
ma en la instancia de puro derecho autorizada por el ar- 
ticulo 14 de la ley 48, las conclusiones de un fallo de ca- 
rácter contcticioso-administrativo pronunciado |>or un Su- 
perior Tribunal de Justicia de Provincia, confirmatorio 
de una resolución administrativa, rute sin estatuir nada 
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sobre ta materia privativa de las leyes nacionales 2873, 
4715 y 5315. no tiene más alcance (¡tic establecer, a los 
fines del régimen impositivo de la provincia. <¡itc las lí- 
neas férreas de propiedad dé la compañía recurrente, exis- 
tentes en el territorio de ese Estado, están dedicadas a la 
explotación del tráfico de pasajeros y de carga, y no so- 
lamente al servicio de «lidia compañía como un accesorio 
de sus propias industrias, como lo lia sostenido ésta ante 
la jurisdicción local. (Puntos de hechos y de prueba, míe 
siendo ajenos al recurso extraordinario, le impedían a la 
Corte Suprema entrar a examinar si, a (os efectos de la 
|tatcntc fijada en las leyes locales sobre la materia, las lí- 
neas férreas (( tie la Compañía "La Forestal" posee dentro 
de la provincia de Santa Fe. revisten o no el carácter de 
empresa ile ferrocarril j. Pág. 153. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. en un caso en que ninguna de las 
disposiciones de la ley especial y su decreto reglamenta* 
rio (articulo 44. ley 2873 y 283 del decreto), tienen rela- 
ción directa e inmediata con la cuestión deliatida y resuel- 
ta en el pleito, y en que, |»r otra (arte, la decisión apela- 
da se ajwiya en disposiciones tlel derecho común (artículos 
¡65. 167 y 187 del Código de Comercio). Pág. 169. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48, contra una decisión contraria a un pri- 
vilegio contenido en la ley especial del Congreso, número 
4707. invocada jtor el recurrente. Pág. 199. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48, contra una resolución que si bien decide 
Ja causa por apreciación y aplicación de disposiciones de 
derecho común, confirma \*vr sus fundamentos el fallo de 
primera instancia, en el que se analizan c interpretan tas 
cláusulas tle la ley especial del Congreso invocadas por la 
demandada. Pág, 179. 
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Recurso extraordinario. — Procede *d recurso extraordinario del 
artículo 14, inciso 3» de la ley 48. contra una resolución 
adversa al derecho fundado en la disposición del articulo 
222 del Reglamento de Ferniearriles. sin une oliste a su 
procedencia la circunstancia de que en la sentencia apela- 
da no se mencione el referido reglamento. Iiaciéndose ajm- 
recer, en cambio, como aplicado el articulo 188 del Código 
de Comercio, dado (¡ue uno de los puntos cs|>ecialtnente 
discutidos en el pleito fué la inteligencia «pie debía darse 
a la recordada disposición reglamentaria de la lev 2873. 

Fágí 341 

Recusación sin anisa <te tm ministro de ta Corte Suprema. — Co- 
rresponde desechar de [daño la recusación sin cansa de un 
ministro de la Corte Suprema, formulada después de ven- 
cido el térmiuu fijado al efecto, por el articulo 1.» de la 
ley 32ón. Pág. 12. 

Recusa* ión de los Ministros de h Corte Suprema, — Es impro- 
cedente Ir recusación de un Ministro de la Corte Suprema, 
deducid;! fuera de la oportunidad prescrípta por los ar- 
tículos 28. 39 y 44 de la ley 50. 

ié añlbtad entre el Juez y el abogado de una de las 
¡«irte, no es de la causales taxativamente especificadas en 
la t% de Procedimientos. Pág. 259. 

RccitSacwn sin causa de mi miembro de la Corte Suprema. — El 
término de tres días (rara la recusación sin causa de un 
miembro de la Corte Suprema, empieza a contarse desde 
el siguiente a la notificación de la providencia de autos, 

Xo puede usarse sino una sola vez en cada caso de 
la facultad de recusar sin cansa a un miembro de ta Corte 
Suprema. Pag. 62. 

Rekimiicacióii. — Véase "Prescripción". 
RcfchtdUación. — Véase "Prcscr¡|>ción treintañal. 
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S 

Scuttnaa fundad,, en ley. — VA pronunciamiento de ja justicia 
ordinaria declernndo la validez de una decisión de un Con- 
sejo de Administración de una Swiedad Anónima, a mé- 
rito <ie la interpretación atribuida i>nr éste a un artículo de 
los estatutos sociales, enmjiorta la sentencia fundarla en 
ley. exigida por el artículo 17 de la Constitución, Pág. 276. 

T 

Tarifas ft-rnn'iiiria.i, — Véase " Ferrocarril Central Argentino". 
Tarifas ferrtmurias. — Véase ■'Ferrocarril Central Córdolia" 
Tercera instancia, — 1.a tercera instancia a que se hace referen- 
cia en el artículo 3.» incis» Z? de la ley 4055. lia sido ins- 
tituida, exclusivamente, para aquellas causas fiscales en- 
que sea parte la Nación o un recaudador de sus rentas. 
Pág. 341. 

Terreno de camino o calle, Aw« fado, — Cuando mi camino o 
calle son desviados o suprimidos, el terreno desocupado 
pasa, ipso fado, a integrar ei patrimonio privado del mis- 
mn dueño que lo poseía entre sus bienes públicos. Pág¡ ,124. 

Tárenos dr ejítto: término para su prescripción, — Siendo el 
Código Civil una ley nacional a que delien con formarse las 
autoridades de cada provincia, es inaplicable al caso la lev- 
de la provincia actora que fija el término de cuarenta años 
jjara prescribir contra et Fisco los terrenos de ejido. Pá- 
gina 324. 

Títulos lie la tienda pública de Ui provincia de Mcudoza. — Véase 
el del fallo publicado en el tomo \3$ k pagina 402, aplicable 
al presente, Pág. 27, 

Titulo cjt i Htho. — I-os cupones impagos de los títulos de deuda 
pública de la provincia de San Juan, emitidos en virtud de 
Jas leyes de 28 de diciembre fie 18% y 7 ele noviembre de 
1917, no traen aiarejada ejecución. Pág. 335. 
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Transporte por ferrocarril ; término f>ar t ¡ efectuarlo. — El ar- 
ticulo IH8 (Id Código de Comercio sólo hace referencia, 
en términos generales, al tiempo o plazo normal acordado 
pira la ejecución del contrato dé transporte, sin determi- 
nar su duración, ni sus couqumentes, ni sus caracteres pe- 
culíares, lodo lo cual se encuentra establecido m el artícu- 
lo 222 del Reglamento, disposición que rige privativamente 
el término pira el transporte ferroviario. 

De los tér mitins del precepto establecido en el artícu- 
lo 222 del decreto reglamentario de la I^ey General de Fe- 
rrocarriles, se infiere que él tiempo normal acordado a las 
empresas ferroviarias jiara el transporte de la carga es el 
que resulta de la acumulación de los diversos factores enu- 
merados en el mismo, que podrían designarse bajo los 
nombres de distancia o recorrido, empalmes, trasbordo % 
entrega, sin que ello implique, |»>r cierto, admitir la exis- 
tencia de plazos independientes pira cada una de las ope- 
raciones designadas, sino p»r el contrario, un plazo total 
para el transarte considerado en su acepción integral, 
esto es, para la ejecución de todos los actos indispensables 
pira poner los efectos a disposición del destinatario, plazo 
que constituye un todo indivisible, dentro del cual puede 
actuar libremente el acarreador. En consecuencia, la divi- 
sión de ese termino global inuiorta una evidente violación 
de la letra y espíritu de la referida disposición del Regla- 
mento General, l'ág. 343. 
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Don Manuel Wúmcró (Mí la caUsa seguida contra Carlos Antonio 
Siriio y otros, j>or homicidio. Recurso de hecho. 

Sumario : ¡: No tiene carácter de definitiva, a los fines de] re- 
curso extraordinario del articulo 14 fie In ley 48, y 6." cíe 
la número 4055. la resolución de una Cámara Federal, que 
interpretando el articulo 71 del Código Penal declara que 
la intervención del querellante en las causas de acción pú- 
Mica dtíbé considerarse limitada al ejercicio de sus derechos 
|K>r la iitrtemni^adón del perjuicio sufrido. 

2." El principie) de la inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio destinarlo a proteger a los procesados contra los enjui- 
ciamiento* arbitrarios ninguna vinculación tiene, y consi- 
guientemente, no ¡Hiede invocarse j>or (|iiien pretende asu- 
mir el pá£el de querellante v no e] de acusado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMIÍM DEL SEÑOR PROCURADOR GEN'ERAI, 

Buenos Aires. Krhrcro S de lK6 

Suprema Corte: 

IV la ex]M>stción de fojas t del présenle recurso de lieeho que 
hace el (jucrellante. corroborada con el informe expedido a f«¡. 
] 1 por la Cámara Federal de Apelación del Paraná, se deduce 
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qtle en el I>n»ccí<> criminal '|Uc ]Mir homicidio se siguió cuntía 
Caflos Antonio Sirito y oteros, la referida pane querellante fué 
impedida de actuar, en ese carácter, en la tramitación de la cau- 
sa, en virtud de la interpretación (huía por el tribuna] al articulo 
71 del Ci'kIÍk 1 * Penal. 

Recurrid" dicho prununcia'iiietKrj para ante esta Corte fia 
sido denegada la apelación. 

Considero ajustada a derecho tita denegación. 

En éféctO, la sentencia recurrida no es definitiva, ni el punid 
resuelto envuelve una cuestión de carácter federal, en que pueda 
aparecer comprometida la garantía (pie acuerda al aniculn 18 
de la C»n sí i litcion Nacional. 

Asi lo tiene resuelto V. E. en la causa que se registra en 
el tÓJttO 14.1, pagina X «le la colección] <le fallos del tribuna!. 

Cor eüo, opino í|tie el presente recurso es improcedente. — 

Horacio A'. Lamia. 



KU.1.0 til- LA CiKTIÍ SITKKMA 

Bueno* Airos, «Brío tS de 192" 

Vistos y considerando: 

(Jue la Cámara Kederal del Paraná, interpretando el ar- 
ticulo 71 del Código Penal, fia declarad" míe la intervención 
del querellante en las cansas de ac ión pública debe considerarse 
limitada al ejercido de sus derechos |h»r la indemnización del 
peí juicio sufrido. 

ÍJue esta resolución, en cuanto deniega a los fines de re- 
presión del delito, la intervención como querellante dé la per- 
sima particularmente ofendida " de sus herederos, 110 es defini- 
tiva dentro del pleito, como lo requieren los artículos 14 de la 
ley minien > 4K y &? de la ley número 4055. |K>rque el litigio 
se mantiene en pie y seguirá su curso ¡ior la acción del Mi- 
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nisierii) Príblico hasta obtener la sentencio que definitivamente 
In termine. Palios, tomo 143, pájjgjnas 5 -y H. 

Que aún en la lii|>ótesis dé ser definitiva, no llcijana el 
requisito señalado jmr el articulo 15 de la ley 4K para la pro- 
cedencia líe] recurso extraordinario. En efecto, faltaría la Ha- 
don directa e inmediata entre la garantía de los artículos 18, 
28 y 33 de la Constitución que se pretenden desconocidos y el 
punto controvertido de falta de acción penal, [mes el principio 
de la inviolabilidad de la defensa en juicio destinado a proteger 
a los procesados contra los enjuiciamientos arbitrarios ninguna 
vinculación licué y consiguientemente, ÜS puede invocarse por 
qitiert pretende asumir el papel de querellante y no el de acu- 
sado. Fallos, tomo 143. párrina 5. 

IC11 su mérito, y de conformidad con lo dictaminado y pe- 
didn por el señor Procurador (.eneral. se declara improcedente 
la queja, Notifitpiese y repuesto el papel archívese. 

J. Ficui'koa Ai.couta. — Ka- 
si ók MiiKie, — Kohkkto 

RlvI'ICTTO. — M 1. MKKNCtfNA. 



Criminal contra Nicolás ¡K Curafins. por defraudación a la Ins- 
titución. Cooperativa del Personal de ¡as Ferrocarriles del 
¡Utado. Competencia neyativa. 

Sumario; No corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa por defraudación a la "Institución Coopera- 
tiva del Personal de los Ferrocarriles del Estado"* 1 Fs;i 
institución no fué creada ni reglamentada por ley del Con- 
greso como dependencia de los Ferrocarriles dei Kstado, ni 
ile otra rama de la administración pública, y el supuesto 
delito, de carácter común no se habría cometido en lugar 
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en donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva 
jurisdicción i. 

Caso: E¿o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOk /ROCUKADUK GENERAL 

Buena» Aire», Diciembre t« de IKB 

Suprema Corte: 

Se ha planteado cuestión negativa de competencia entre el 
Juez Federal de la Capital de ja Nación y el de Instrucción 
en lo criminal de la misma para conocer en la causa que se 
inicia contra Nicolás 1>- Caravias j>or defraudación a la Insii- 
tltctón "Gooperativa del Personal de los" Ferrocarriles del lis- 
tado". 

Se imputa al expresado Caravias la comisión de delitos 
mientras tuvo a su cargo la gerencia general de la citada Ins- 
titución. 

lísta a estar a los teñidnos de su creación y funcionamien- 
to consignados en sus Estatutos, aprobados éstos por el l'odcr 
Ejecutivo Nacional al concederle personería juridica, no es una 
dependencia del Estado, por más que su adininist ración sea ejer- 
cida por funcionarios públicos que tienen a su cargo la admi- 
nistración de los Ferrocarriles de! listado. 

La expresada Cooperativa es. como su propio nombre lo 
deja suponer, una institución de carácter privado, con fines de 
asistencia social, con iwrsuneria jurídica propia, que maneja 
fundos propios obtenidos por la contribución de sus propios 
asociados (los obreros y empleados de los Ferrocarriles 1,'y que 
no tiene con estos últimos otra relación de vinculación o depen- 
dencia que la preindieada. 

Los fondos, pues, que administra la institución que apa- 
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rece ik'trnuilnila s*m propios; la Nación no es parte en esta 
causa ni puede resultar ]*-rjudieado su patrimonio. 

Asi lo confirma, además, la n»la de fs. 29 en la cual el 
scfmr Administrador C.eneral de los Ferrocarriles del lisiado 
manifiesta que ru> existe vinculación entre dichos ferrocarriles 
y la expresada cooperativa del persona! de los mismos. 

Xo aparece, por otra parte, demostrado <jue el delito impu- 
tado haya sido cometido en lugar donde el Gobierno Nacional 
ejerza absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Por lo expuesto soy de opinión cjue la presente causa in- 
coada con motivo fie la comisión tic un delito de carácter común, 
como es la defraudación, previsto y castigado por el Código 
Penal, no es de eoni|>etcnda de la justicia Federal, 

Kn tal sentido pido a V. 1¿. dirima la rpresente contienda. — 

Horacio fi. Larrcta. 

X'WXU DK LA OüICTtí slTKKMA 

Bueno! Aíief , Mano 15 de 1K6 

Autos y vistos: 

L¡ós de contienda negativa de com])ctencia entre un Juez 
de Sección de esta Capital y otro de Instrucción en lo Criminal 
de la misma, para conocer en la causa iniciada contra Nicolás 
IX Caravias por defraudación a la Institución Cno¡>erativa del 
Personal de los Ferrocarriles del Kstado, 

V considerando: 

Que los fundamentos de hecho y de derecho del preceden- 
te dictamen del señor Procurador General dejan establecido, de 
acuerdo con las constancias de autos, (pie la sociedad coopera- 
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:iva de <¡uc se trata es una insiituei "ni privada, regida por su 
estatuto social, con ¡jeüsoiteria jurídica acordada j»or el Poder 
Kjecuiivo en observancia de las dis]MisicHiiics legales pertinen- 
tes, i'nri haber («itrimonial Jíro$0 y sin (tira relación efe depen- 
dencia con los Ker roca r riles del listado que algunos fimeiawarios 
«le los tisnn>s tienen :i >n cargo el régimen ¡i(lministi'#tvo de 
la asociación. 

(Jne el Administrador General de dichos Ferrocarriles en 
-n n:.ta ;i la Inspección de Just'cia, acreditada a fs. 24, atril «uve 
a la Cooperativa las características precedentemente relaciona- 
das, agregando que "it< > se lia creado como una oficina directa 
de !a Administración de los Ferrocarriles del listado'' y que la 
asociación retine pira optar a la personería jurídica las tres 
condiciones principales exigidas por el Coligo Civil, esto es; 
capital propio, fin de conveniencia general y facultad de adqui- 
rir times y de actuar en la niedi<la de su objeto. 

(Jne a estos aniea-denles y ronsideractones se agrega, que 
ía persona jurídica de que se traía no lia sido creada ni regla- 
mentada por ley del Congreso como dependencia de los ferro- 
carriles del listado ni de otra rama de la administración púliüca 
v que romo se hace constar e.t la citada vista de fojas 33, las 
imputaciones que originan el proceso se refieren a un delito 
cfimun que ih> se habría cometido en lugar donde el Gobierno 
Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. 

I'or e|lb, y de acuerdo con lo expuesto en el dictamen de 
referencia y en el auto de t>. J<». se declara que el présenle caso 
no es de la conijiei encía de la justicia federal. Tin consecuencia, 
remítanle los autos al Juez de Instrucción en lo Criminal de 
la Capital, aviándose al Juez Federal en la forra de estilo. 

J, l-V.rr.no \ Au'oktv — Ramón 
WmWM — M. LAi ki:Mi:w. 
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/'.■» Ramón A'oscit Zamora m nulos con ¡a.t señares Rlibcrt 
v Cía., sobre nulidad de patente. Itecurso de hecho. 

Suniarios Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra una resolución que no hace lugar al |iediiio 
(ir nulidad de una patente de invención, fundada en que el 
demandante no justificó su interés en la anidación de di- 
cha ]>íitetilt* y que, por lo tanto, esté autorizado paiía ejer- 
citar la acción deducida, con arreglo al articulo 4K de la ley 
Mi. I Cuestión de hecho, ajena j>or consiguiente al expre- 
sada recurso ) , 

Casa: I.o explica el siguiente: 



F.M.L" Mi 1„A SL'I'KE-M.t CORTE 

Bu«o S Aírn. Marzo 15 de 10* 
Autos y Vistos, y Considerando : 

Que el recurrente señor Ramón Rósetl Zamora defraudó a 
la razón social Kuhcrt y Cía., por nulidad ríe la patente de In- 
vención número 10.fi.23 y alegó para justificar su derecho a 
ejercitar esla acción en primer término, el interés público, y en 
segundo, el particular suyo, i>orque su viaje a esta República 
había respondido al propósito de poner en práctica una prepa- 
ra -ióu de su invención, cuyo principal objeto es. idéntico al 
patentado como invento a la demandada. 

Que e? Juez de Primera Instancia, no obstante reconocer 
que e! actor podía tener interés en la anulación de la («itente en 
cuestión, rechaza la demanda por no haber justificado aquél, 
contravención alguna de parte de la demandada, del art. 4." de 
la ley número 1 1 1 . "a fin de poder ejercer la acción que autoriza 
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el ;irt- -\<\ pues tío ha trasudo de probar que el invento de la 
referencia lia sitli i eotincido ¡>or el píihlfec» anteriormente, ni 
tamil» *o en qué lumia ]>erjwliea al producto del que se dice 
inventar". 

One apelada esta sentencia, ta Cámara Federal, confirmán- 
dola, declara; que el actor no lia justificado SU interés en la 
anülatióti de la patente <le referencia y que esté autorizado. jMir 
lo tanto, para ejercitar la acción deducida eon arreglo a! art. 4K 
de la citada ley número ni. pues "el no demanda con motivo 
de solicitar patente jaira su diclio prcj>arado, ní lia acreditado 
que lo produzca y su explotación puede ser restringida j»or la 
subsistencia de la patente de la deiiiandada'*. 

Oue según se ve, la cuestión que ha determinado la sen- 
tencia cqielada, es puramente de hecho, y e] caso no está com- 
prendido, por tu tanto, en el art. 14 de la ley 4H que autoriza el 
recu rs< > ex t raord ¡nano , 

Kn mérito de lo expuesto se declara bien denegado dicho 
recurso y no se hace lugar a la queja interpuesta. Nntifíquesc 
y archívense estos obrados, previa rejiosición del p:qxd, devol- 
viéndose los ex¡H j dÍentes venidos j>or vía de informe, al juzgado' 
de origen. 

}. Fióii'ko.\ Ai.Corta. — Kamún 

MkNMI-Z. — M. L-lt'RKNCKXA. 



Alio, don Enrique, por la I'rm-incia de Bunios Aires, (mitra do- 
ña Matilde Litro de M esquita, por reivíudirarión \ sobre 
réctisWión de un cOKjties y de un ministro de la CMfc Str 
pre»u¡. 

Sumario: Corresfmnde desechar de 1» plano la recusación sin 
causa de un ministro de la Corte Si prema, formulada 'les- 



pues de vencido el término fijado al efecto, por el articulo 
I." de la ley ¿2(>tt. 



r.\ÍJJ> m I A tü.KTl- SUPREMA 

Bueno* .Vite*. Mino 2? de KWi 

Autos y Vistos : 

Atento lo dispuesto en el articulo 24 <lc la lev numera 50 
| artículo 1." de !;i ley núm. 3266, admítese la recitación sin 
causa del con juez, doctor Eduardo Prayones. 

V Considerando en cnanto a fa recusación sin causa del 
señor ministro, doctor Rnlierto Rejwtto: 

Que con arreglo a lo preceptuado |>or el articulo citado de 
la ley número 33(16. la recusación sfai causa de alguno .de los mi- 
nistros ríe la Suprema Corte Federal podrá deducirse hasta tres 
días después de hacerse saber el señalado para fa vista de los 
pleitos civiles o comerciales, esto es. del llamamiento de autos 
pata sentencia definitiva. 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 
Nacional de Procedimientos cuando la recusación no sea dedu- 
cida en tiempo hábil, será desechada, de -plano, |>or la Corte. 

Que en el caso, la recusación de que se trata ha sido for- 
mulada, no solamente con posterioridad a dicho llamamiento de 
autos, sino también después de estar consentida ta providencia 
de fojas 258 que hizo saber que el ministro doctor Repctto in- 
tervendría en la decisión final del pleito. 

Por ello se desestima dicha recusación. Señálase la audien- 
cia del 3o del corriente mes & las quince horas para la insaculación 
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de un conjuez en reemplazo del doctor 
papel . 



Ramón Mknnix — M. I. \r m:\ci:- 

na. — C\HI,"Í¡ M. C>1.].. 



Doña Pfatitisea iza r/t* fJÍ/ ( j cvnirti ¡o Mttutñfuilitltid de Arrfhr 
ttcda. SÓpn cabro dt' prsos. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra una sentencia dictada en un juicio por eolito 
de | tesos seguido jmr una municipal idad por pretendido cer- 
cenamiento de dniinuio. con destino a calles públicas, y fun- 
dada en que la actora un logró comprobar t¡ue se le hubie- 
r;i desposeído efectivamente del terreno (¡ue se dijo afecta- 
do a tales calles, ni la existencia de ordenanza alguna míe 
dispusiera bi expropiación <> desposesión de esas í racione* 
del inmueble en cuestión. 1 Sentencia fundada en conside- 
raciones de hechos y prueba bastante p;ira sustentarla 1 . 

Cnxo : Lo explican las piez.is siguientes ; 

DICTAMEN D^C, SEXOR PROC IRADOK ClíNERA!, 

Bueno» Aires, Diciembre 34 de 1039 

Suprema Corte : 

Ooña Francisca Iza de Olio demandó ante el Jüxgado Fe- 
deral de La Plata n ln Municipalidad de Avellaneda por cobro 
de pesos como impone del precio de liarte del terreno de su 
propiedad que la citada Municipalidad había destinado a calle 
pública. enrresiKindictites a las calles [\-nil Angulo, Avolas y 

* 



Londres, que rodean hi manzana numero 305 del plano general 
del citado partido de Avellaneda. 

U ^[imicí¡>:i1UIarl al contestar la demanda lmu 
que no ex istia desapoderamiento alguno de terrenos de la 
mandante para dedicarlos a calles públicas: tpie sólo existia un 
plano de los terrenos referidos confeccionado de acuerdo con 
lo solicitado por la propietaria y aceptado por el representante 
de 




a la Municipalidad de 
el terreno que se 

reclama. 

l'ero la Cámara Federa] de Apelación lia revocado dicha 
sentencia en atención a que la parte adora, si bien ha acreditado 
el dominio de la manzana en cuestión, no ha justificado que 
efectivamente ha sido desposeída de la superficie cuyo precio 
cuestiona en. autos. 

Añade la sentencia que tampoco ha justificado la actora la 
existencia de la ordenanza rcs]>eetiva que disponga la expropia- 
ción necesaria, en cuya virtud los propietarios hubieran sido 
desposeídos de los terrenos destinados a las calles que circun- 
dan la manzana número 305 referida. 

"La aprobación, ha dicho la Cámara, del trazado del plano 
ile fojas 04 no significa la des|Kisesión materia!. . 

Como se ve. la Cámara ha desestimado la demanda ]>or ra- 
zones de hecho corro lo son las que se refieren a la falta de 
prueba de la desposesión. 

Las conclusiones a que, en tal sentido, llega la sentencia no 
pueden ser revisadas por esta Corte Suprema en el recurso ex- 
traordinario que acuerda el artículo 14 de la ley número 48 para 
ante V. R. creado exclusivamente para resolver cuestiones de 
puro derecho federal. 

F.slas no existen en la presente causa atento la so] 
dada al litigio por el tribunal apelado. 
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Soria inoficioso entrar a pronunciarse sobíé las propuestas 
¡xtr la jíartc adora .sino es dado a esta Corte Suprema mixtifi- 
car los puntos de hecho contenidos en la sentencia recurrida. 

Un pronunciamiento en tilles condiciones si-ría de carác- 
ter abstracto. Resoluciones tic esta naturaleza no corresponden 
a la jurisdicción originaria ni apelada de V. K. 

Opino, por [ó lanío, que el recurso deducido es improce- 
dente, 

Horaria R. Larreia, 
FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

t : 

Buenos Aires, Marzo 22 de IV» 

Vistos y Considerando: 

Que la recurrente lia n legado como fundamento de su de- 
manda qnc la Municipalidad He Avellaneda bahía destinado a 
calles públicas una parte de su .propiedad, cercenando así su 
derecho de dominio sin la correspondiente indemnización. 

Que. entretanto, ta sentencia apelada establece <|iic la parte 
aetora no lia logrado comprobar que se te haya desposeído efec- 
tivamente del terreno que se dice afectado a tales calles, ni la 
existencia ele alguna ordenanza que disponga la expropiación o 
desposesión de esas fracciones del inmueble. 

Que en tales condiciones no es admisible el recurso extra- 
ordinario que autoriza el artículo 14 de la lev número 48, toda 
vez que b sentencia traída en revisión se apoya en cotisideracÍ€>- 
nes de hecho y de prueba que bastan para sustentar dicho pro- 
nuncia 1 iento y que no son revisibles en el expresado recurso 
ile puro derecho federal. 

Que a mayor abundamiento procede observar que fué la 
misma recurrente quien espontáneamente solicitó la determina- 
ción de la linca de edificación del inmueble, comprendido den- 
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tro del pefípetra trazado por las calles indicadas m un plano, 
habiéndose limitado la municipalidad a conceder el ]>eriniso so- 
licitad», dé acuerdo con lo que prescriben las ordenanzas vi- 
gentes (testimonio de fs¡ 75). — antecedente que excluye por 
completo toda idea de despojo. l\n realidad, lo que aparece con 
evidencia en las actuaciones producidas en e! juicio es que la dc- 
1 enn ¡nación de los límites del inmueble libre de cales circun- 
dántes fué solicitada por la demudada |»or míe asi convenía 
a sus inl ereses, pues de esa manera satisfacía una condición im- 
puesta ¡t>or el comprador de dicho bien raíz y que en consecuen- 
cia no puede decirse vulnerada la garantía de la inviolabilidad 
de la propiedad privada. 

En su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
Señor Procurador General se declara imprcu-edente el recurso. 
Xotifiquese y devuélvase al tribunal de procedencia donde se 
repondrá el jwpel. 



Don Alberto Nagcra contra Ut Administración de tos h'erroca- 
rriies del Estado, por cobro de pesos: sobre competencia. 

Sumario: Corresponde a la justicia nacional el conocimiento de 
una causa pt*r cobro de jwsos. seguida contra la Adminis- 
tración (ie los Ferrocarriles del Estado, en su carácter de 
encargado de la Sociedad de Socorros Mutuos de dichos 
ferrocarriles. ÍE1 caso no podía ser resuelto sin la interpre- 
tación de la ley especial def Congreso, número 67"). Véa- 
se el sumario del falle» publicado en el tomo 143. pág, 21)). 

Caso: l.o explica el siguiente: 



J. FiglOmia Ai.corta. — Ramón 
Mhnihíz. ~ Al. LaurkncKna. 
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EAI.LO DE I.A CONTE SU I'REMA 

Butnoí Ai«», Mario 2i de 1K* 

Y Vistos: 

Hl recurso extraordinario interpuesto y comedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de AjX'laeíúii de la Capital que 
declara la incompetencia de la justicia federal para e.iiender en 
la cansa seguida jior don Alberto Xágera contra la Adminis- 
tración de tos Ferrocarriles del Hitado, por cobro de pesos. 

Y Considerando: 

One las constancias de autos acreditan que el juicio de re- 
ferencia ha sido promovido contra la citada ad ninist ración de 
los Ferrocarriles del Estado en sn eará:ter de encargada exclu- 
siva de la S'tciedad de Socorros Mutuos de dichos Ferrocarriles, 
asociación constituida por la concurrencia obligatoria de todos 
los empleados de la aludida institución ferroviaria, y emanada 
del ejercicio de la facultad conferida a ta Administración Gene- 
ral ¡Mir el artículo 3,". inciso 8," de la ley 6757. en las condiciones 
que determina el artículo 4." de la misma. 

One la sociedad asi instituida no tiene p* .' su forma y 
esencia personería propia y autonomía legal, constituyendo en 
realidad una dependencia inmediata y directa del Consejo Ad- 
ministrativo une la lia creado. í|uc la reglamenta y la administra 
directamente, con el contralor, en cuanto al manejo de los fon- 
dos, fie la Contaduría General de la Nación. 

Oue dados estos antecedentes y Ins términos en que se ha 
plantearlo el litigio, encaminado a derostrar que el derecho del 
actor deriva fie disposiciones reglamentarias que no han podido 
ser modificadas en el moflo y forma que la defensa del deman- 
dado alega que 1<» fueron, es evidente que el caso no puede ser 
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resuelto sin la interpretación de. la ley especial del Congreso nú- 
mero ''757. fuente originaria del reglamento sobre (¡ue versa 
la cuestión promovida, y en consecuencia, nq es meno; evidente 
que el $nb Índice está comprendido en el inciso 1." le! artículo 
2.' de la ley número 48, invocado por ei actor, según consta de 
su escrito de rectificación de fojas 30 de autos. 

í.>;ie p&t lo demás, esta Corte tiene declarado i|Ue no es 
posible inferir de tas disposiciones de la ley 6757 él propósito ile 
de.svii.cdar los Ferrocarriles <'"! Estado del patrimonio de b 
Nación, sino solamente acordarles una relativa autonomía in- 
dispcnsahle paría el ejercicio por el listado de la industria de 
los trasportes: y míe dichos Ferrocarriles constituyen una orga- 
nización creada ¡.or ley esjtecial de] Congreso con fines de viri- 
lidad inicrprovinciah de seguridad y de progreso general, y se 
hallan j>or lales causas, sujetos a la jurisdicción de los tribunales 
nacionales con arreglo al articulo 100 de la Constitución y al 
artículo 2.". inciso 1." de la ley número 48. (Fallos, tono 143. 
página 20) . 

En su mérito, oído el Señor Procurador General, y decla- 
rándose que la presente causa es de la competencia de Ta jus- 
ticia nacional, se revoca la decisión recurrida de fojas 80. de- 
volviéndose los autos al tritmna] de procedencia para míe se 
pronuncie sobre la materia de la apetadón que le fué llevada, 
debiendo hacerse ante el misino tribunal la reposición del papel- 

J. I'V.i iCNOA Alcokta. — Ramón 
Mkmjhz. - M. I,.u jri-nlKna. 
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Exhorto suplicatorio del Vmr Federal de Tncitmán. solicitando 
sen notificado el gobierno nacional rifada de fricción en 
tos autos seguidos por don Rafael Oliva contra [a empresa 
del ferrocarril Central Córdoba, por cobro de pesos. 

Sumario: Us improcedente un exhorto librado \mr un Juez de 
Séccíón para que |Kir intermedio de la Coirte Suprema se 
notifique una demanda al Gobierno <lc la Nación. 

* 

Casa: U* expli.an las piezas siguientes: 

DrCTAMKN PUL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mirto 11 de >«* 

Suprema Curte: 

No CpttOZCp precepto legal alguno (|Ue establezca que el 
, trámite de la notificación al Gobierno He la Nación de una 
demanda o diligencia, deba ser ciunplido jxir intermedio de la 
Corte Suprema de Justicia Nacional en las cansas sometidas a 
la jurUdudón de los Jueces federales. 

Opino. |*>r tanto, que el pedido formulado en ese sentido 
por el Juez de Sección de Tucttmán en el presente exhorto, 
e-. improcedente. 

Manuel R, de Anchorena, 



iwllo m La o.»rtk SUI»RGMA 
* 

Humos Aires, AUrio 22 de Itftf 

IX- acuerdo con la vista que antecede del Señor Procura- 
dor General declarase improcedente el exhorto librado por el 
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Juez de Sección i II- la Provincia de Tueumán para cjue por 
intermedio ilc esla Curte se notifique una demanda al Gobier- 
no de la Nación >, en consecuencia, devuélvase sin más trámite. 

J. Kic.ncwiA Ai.corta. — Kamóx 
Mkxdi». — M. LU'RKXCI&A. 



Exhorto del Juez en lo Civil y Comercial <fe La Plata, doctor 
Lucio Moreno Quintana, librado a otro de Primera Instancia 
eu h Orí' de la Cafital, en el juicio "Cascalhtres, don Héctor, 
sabré regulación de honorarios''. Contienda de competencia. 

Sumario: i." La regulación y cobro de honorarios devengados 
en un juicio sucesorio competen al Juez de la sucesión, 

2." El cobro de honorarios importa el ejercicio de una 
acción (personal, >y su conocimiento corresponde, por lo 
tanto, al Juez del dnmiriHfr <lel demandado. 

3. I*as gestiones sobre cobro de honorarios constituyen 
un incidente o emergencia del juicio en el que han sido 
causados, y su conocimiento eorres|xmdc al juez que en- 
tiende en los autos principies. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA l'ISCAL 

Señor Juez; 

En ira concepto el escribano Casca llares debe solicitar re- 
culación de sus honorarios ante el juez de <|uien emana su nom- 
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tiramiento, del mismo modo (|ue la gestión jiidi-ial ¡jara el paga 
de tos mismos, debe entablarse ante e] juez cid! domicilio de la 
entidad deudora, por tratarse de una acción personal. 

1 'tenso, pues, ([lie e] Señor Juez exhortante eareee de ju- 
risdicción para fijar lus honorarios devengados por el escribano 
Caballares, cuya designación, qoÉño lo he dicho, enana de U- 
S. y, jK'r lo tanto, procede que de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 415 del Código de Procedimientos, se lilire el exhorto 
inllíliitonti solicitado. — M. Gratuiali, 



Af ro \>v,\. jüKz Kx %jo civir. 

Buen» Aires, jnlfo :J Je lltíí, 

Autu> y vistos: 

Mentó ipie Íós honorarios del est*ril>ano Casealtares fueron 
devengadas en la testamentaria de Claudio X. S;egmami que 
tramitan ante el juzgado a ca£> del proveyenie. Y atento que 
loda cuestión relativa a arpié! los dctie ser decidida por el Juez 
de la causa t véase, apéndice al Código de Procedimientos), la 
gestión realizada en extraña jurisdicción es improcedente. Por 
ello así se declara y atento lo solicitado jwir el apoderado del 
albaeca, lo solicitado por el señor Agente Fiscal y lo dispuesto 
por los ai! ¡culos 415 y 417 del C. de I'., declárase procedente 
ta inhibitoria jiedida y en su mérito devuélvase el exhorto íjue 
nntceede. previo desglose de las fs. ¿, 4 y 5, incluyéndose en el 
oficio de remisión tos testimonios pertinentes. Repóngante las 
fojas, —Jtían f.itis /'emolir. Ante mi: Héctor Olmedo Cortes, 
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DICTAMEN UPA. SKÑIIK 1'kOClR AlKlR C.KNKKAI, 

Buenot Altes, Marzo IT de inje 

Suprema Corte: 

Las actuaciones referentes n las regulaciones y cobros de 
lionorarios <lel»cn ser consideradas como incidentes del juicio 
principal en el cual dichos honorarios aparecen devengados. 

El juez i|iic ¡conoce en esle último juicio es el comitente 
para resolver las cuestiones concernientes a la fijación y pago 
de los servicios realizados. Asi lo tiene resuelto V. K. unifor- 
me rente. 

Diena doctrina es de aplicación pira resolver la presente 
contienda de competencia tratada entre el Juez de primera 
instancia en lo civil de la Capital de !a Nación y et de igual 
clase de La Plata, con motivo de tr.i pedido de regulación de 
honorarios hecho por un escribano designado ¡K)r el Juez de 
la Capital, en una sucesión tramitada a<|iii para <|ue protocoli- 
zara en ta Plata un testamento. 

La jurisdicción, en la causa, del Juez de la sucesión es 
evidente en mí opinión. 

Ta! es mi dictamen. 

Manad fí. de Anvhorcna. 



EAI.1.0 m l.A CMKTE SUI'MEMA 

Bnenoi Aires. Mjrzo 34 de Iffi» 

Autos y vistos; 

Los de contienda de competencia entre un Juez de primera 
instancia en lo civil de esta Capital y otro de lo civil y comer- 
cial de La Plata, para conocer en las actuaciones sobre regida- 
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ciüi! y cjtirn de honorarios que se dicen devengados por el es- 
iril>ano don Héctor Cascallares ]Ktr la protocolización de un 
testamento en el juicio sucesorio de don Claudio Nicanor SÉeg* 
mann. 

V* considerando : , 

Qué segiSn aparece de las constancias de autos, el cscri- 
liíino Caballares ítie uomliradn por t-| juez de la sucesión de 
don Claudio N. Stegmnnn. qjSé lo es el de primera instancia 
en lo civil de esta Capital, para <pte protocolizara en La Plata 
c] testa. liento de] caúsame. 

(Jue este antecedente es bastante |»ara establecer que los 
honorarios devengados i*>r el escribano señor Caballares lo 
han sido en el juicio sucesorio de referencia, y ]*n consiguiente 
es ante esa jurisdicción que debe gestionarse la regulación y 
cobro correspondientes, mo sólo pirque se trata de una deman- 
da contra la sucesión, que compete al Juez de la misma, sino 
porque siendo personal la acción intentada corresponde ejerci- 
tarla ante el Juez del domicilio del demandado. 

Que la jurisprudencia de esta Corte tiene reiteradamente 
establecido que las gestiones sobre cobro de honorarios cons- 
tituyan un incidente o emergencia del juicio en que han sido 
cu usados y (pie en consecuencia su conocimiento corresponde 
al Jw*í que entiende en los autos .principales. | Fallos, tíímo of>, 
página 35: íbmo 99. J^tJS 210; tomo 113, página 219; tomo 
119, página joo, entre otros). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador Gertóral, se declara que el Juez competente en el 
caso es el de Primera Instancia en lo Civil de esta Capital, a 
quien se le rer.itirán los autos, avisándose al Juez de í,a Plata 
t ti la lumia de estilo. Ncpóngase el papel, 

J. Fh.i KKOA Auomta, — Ramón 
Mknokz. — M. Uairkxcena. 
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Banco de tispaiia y América contra don Pedro Satjuier, por co- 
bro de pesos; sobre jurisdicción originaria de ¡a Corte Su- 
prema, 

Sumario ; La Suprema Corte no puede conocer de las demandas 
<pie se interpongan contra los emlxijadores u otros* minis- 
tros diplomáticos, a menos que éstos renuncien, con auto- 
rización del gobierno que representan, al privilegio rjite 
res¡>ecto a la jurisdicción del país en que residen, les acuer- 
da el derecho de gentes. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

DICTA 31 RX agí. SKÑOJl I-ROCUHAIíOH ílKXKKAL 

Buenos Air«». Mano IB 4t 1025 . 

Suprema Corte: 

El Banco de España y América demanda por cobro de 
pesos a dcwi Pedro Saguier. Ministro Pleni|x>tenciario de la 
República de] Paraguay, atribuyendo a V. E. jurisdicción ori- 
ginaría y exclusiva para conocer en ja causa. 

"I.a Cono Suprema de Jiistkia Nacional conocerá en pri- 
mera Instancia — dice el articulo inciso 3) de la ley 48. 
cunear Jante con los artículos joo y joi fie la Constitución de 
la Wición — De las causas concernientes a Embajadores 11 
oíros Ministros diplomáticos extranjeros, a las personas que 
compongan la Legación, a los individuos de su íanilia o sir- 
vientes domésticos del modo que una Corte de Justicia puede 
pra-eder con arreglo al derecho de gentes^ 

Es evidente que la demanda que se inicia concierne al di- 
plomático contra quien va dirigida, ya que la sentencia que 
en ella se <!kte puede llegar a afectar sus bienes particulares. 
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Opino, por ello, gitfe corresponde a V". E. conocer en la 
presente causa. — Manttcf B, tic Atn¡unr*ui. 



wct.xmex mu skñor RJtíJCüRAbutl gkxknai. 

Btwnot Airea. Mino IH de vm 

Suprema Corte: 

Puesta en conocimiento ele acuerdo con mi dictamen de 
fojas t f . del Señor Ministro Plenipotenciario de la República 
del Paraguay, don Pedro Saguier. la iniciación de esta deman- 
da, según infamia el Poder Ejecutivo Xadonal en su nota de 
tojas 14. e] referido diplomático no lia comparecido a liacerse 
parle 1*11 la cansa. 

Kilo importa ampararse al privilegio que, res¡>ecto a la 
exención de la jurisdicción del país donde reside, le acuerda el 
derecho de gentes, ya tjüe 110 aparece renunciado dicho privi- 
legio, ni tal renuncia puede presumirse. Ella delje ser expresa, 
previ» autorización del gobierno que representa. 

En tal virtud, soy de opinión, que de acuerdo con la doc- 
trina de V. Ií; (€^:.i,i8j. que el presente asunto lia dejado de 
corresponder a la jurisdicción de ésta Corte Suprema. — Afu- 
HMÍ fi. (/<■ Ant horcua. 



FALLO DE LA CORTE 5UPBEK A 

Bueno» Aire». Marín u de IMS 

Autos y vistos: 

Atenta la demanda entablada ante esta Corte Suprema de 
justicia jM>r el Banco de España y América ¡contra el Señor 
Ministro Plenípoteneiario y Enviado Extraordinario de la Rc- 
pública del Paraguay, don Pedro Saguier. sobre cobro de pesos. 
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1. " Que esta Curie Suprema sólo puede conocer de las cau- 
sas concernientes a Embajadores u otros ministros diplomáti- 
cos del modo que una Corte de Justicia puede conocer con arre- 
glo .ni derecho dé gentes, según lo dispuesto por el artículo ¿*, 
úmo y de la ley de de Septiembre de 1863, sobre juris- 
dicción y competencia de los tribunales nacionales. 

2. a Que los ministros diplomáticos están exentos, jwr el 
derecho tle gentes, de la jurisdicción del pais en que residen. 

3. " Que aunque pueden renunciar a este privilegio con au- 
torización del gobierno que representan y someterse a la ju- 
risdicción local, en el presente caso el señor Ministro del Pa- 
raguay no ha manifestado que baya renunciado a dicho privi- 
legio. (Fallos, tomo oü, página 338). 

Por ello y atento lo dictaminado -por el Señor Procurador 
íieneral. se declara que esta Suprema Corte de Justicia no tiene 
jurisdicción -para conocer y resolver sobre el presente asunto. 
Notiííqnese y arebivese reuniéndose el pape!. 

J. Fi<;uehoa AuokTA. — Ramón 
Méndez. — M. Lairkncjína, 



Don José de Valle contra la provincia de Mendoza, sobre cobro 
de pesos. 

Sumario; Véase el del fallo ptd>ticado en el tomo 138. página 
402, aplicable al -presente, 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO 1>E LA CORTE SUPREMA < l > 

' Butnos Aires. Mino .4 ck ID-'B 

y vistos: 

l>on Bernardo I), llarluclict, por dnn jpsé <Ie Valle, se 
presenta demandando a ta provincia de Mendoza, por cobro ele 
pesos provenientes cíe un titulo sorteado y cupones eorrespofi* 
dientes al empréstito exterior de 5 ' <lc mjo<). creado ]?or la ley 
de la Provincia de 28 de Alisto de ujoy. 

One los cupones de que el demandante es tenedor alcanzan 
al número de un mil doscientos noventa y tres, los que se en- 
cuentran depositados en el líauco de la Nación Argentina, se- 
gún lioleta de fojas r. e importan a razón de pesos oro sellado, 
uno con veinticinco cada uno, la suma de un mil seiscientos diez 
y seis pesos con veinticinco centavos oro sellado, que unidos al 
título de fojas dos de cien pesos oro sellado, suman la cantidad 
de un mil setecientos dieciséis pesos con veinticinco centavos 
oro sellado, equivalente a la suma de tres mil novecientos pe- 
sos con cincuenta y seis centavos moneda nacional de curso 
legal. 

Que no ha podido obtener el pagi> en oro o su equivalente 
en moneda nacional, a lo epie tiene dercclio, conforme a lo que 
resulta de la cláusula tercera de la obligación general contenida 
en el mismo titulo, derecho de los tenedores de títulos y cu- 
pones ampliamente reconocido .por sentencias de este tribunal, 
recaídas en juicios análogos, y oue versaron sol>re cupones del 
mismo empréstito a que esta demanda se refiere. 

Que en consecuencia y previa una relación circunstanciada 
de los antecedentes y condiciones legales y de todo orden en 
que fué contratado el empréstito de referencia, pide que se 
tenga ]Hir entablado este juicio y en su oportunidad se con- 
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denc ¡i la provincia de Mendoza al pago de la suma reclama tía. 
con intereses y costas. 

Qw acreditada en cuanto a tugar jxir derecho ia jurisdic- 
ción originaria de esta Coríc y conferido el traslado correspon- 
diente a la provincia demandada, el representante de la misma 
expresa: Que habiendo esta Corte, en juicios anteriores esta- 
blecido que la provincia está obligada a pagar los cupones del 
empréstito de referencia, no tiene del punto de vista legal nin- 
guna objeción que hacer a las pretcnsiones del actor sobre este 
[mnto, como no las tiene respecto a la autenticidad de los cu- 
pones, y dejando asi contestada la demanda, pide se provea lo 
que corresponda (fojas 37). llamándose en consecuencia autos 
para definitiva a fojas 37 vuelta. 

Y considerando : 

Que aparte de que la contestación del representante de la 
provincia ¡:r*porta en los términos transtriptos un reronooimien- 
to expreso de las acciones y derechos en que el actor funda su 
demanda, procede también considerar que el caso de autos ver- 
sa sobre la misma materia, comprende iguales antecedentes y 
guarda completa identidad con el juicio seguido por don A maí- 
do Luchinetti contra ta misma provincia, resuelto por esta Corte 
en Septiembre 17 de 1923 (Fallos, tomo 138. |iágiua 402). en 
el que se dió jwr reconocida la autenticidad de los cupones, la 
legitimidad de ta emisión de los títulos a que 'os cui»ones co- 
rresponden, y Ta validez de las cláusulas u obligaciones con- 
signadas en dichos documentos. 

En su mérito, y reproduciendo en cuanto son aplicables al 
sub judice, los fundamentos del fallo de referencia, y haciendo 
lugar por lo tanto a ta demanda, se declara que la provincia de 
Mendoza está obligada a pagar á don José de Valle, dentro del 
término de diez días, la cantidad de mu mil setecientos diez y 
seis pesos con reintieiuco cettlat'os oro sellado, o su equivalente 
en moneda de curso le|hl ( al cambio de doscientos veintisiete 
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con veintisiete moneda nacional. jKir cien jxrsos oro, con sus 
intereses desde la nulificación de la demanda. Las costas \mr 
su orden atenta la forma en que lia sido contestada la demanda. 
Xutifiqucse. reiKingase el panel y areliívesc. 

J. Pkuiíroa Alcorta. — Rasión 
Mknukz. — M. Lai-rknckna. 



i i lOm fecha veintiséis la Corte Suprema se pronunció en 
igual sentido en la causa seguida por los señores Bcn ventilo y 
Giá. contra la misma provincia de Mendoza, por idéntica cansa. 



Dtín Pasi llo} Toso cQiiira la Provincia de Mendoza, sobre de- 
rnlndón de dinero. 

Sumario : Véase el sumario del fallo publicado en el tomo 139, 
página 358, aplicable al presente. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTií SL'PRKil A 

Bucnot Air», Mario H de 1«« 

Y vistos: 

Los seguidos jMir don Pascual Toso contra la Provincia 
de Mendoza, sobre devolución de dinero, de los que resulta: 

Qué a fs. 31 ¡y con los documentos (precedentemente agre- 
gados se presenta don José Rodríguez, en representación del 
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actor, deduciendo demanda por restitución de la suma de cua- 
renta y cinco mil quinientos veintisiete pesos con veintisiete cen- 
tavos momia nacional, la <|ue fué pagada bajo protesta en vir- 
tud de que conceptúa inconstitucionales los impuestos creados 
jx>r las leyes provinciales números 758 y 750.. 

Que previa una relación detallada de los antecedentes de 
liedlo relativos al cobro y pago tajo las protestas referidas de 
los impuestos de que se trata, el actor expresa que declarada 
por esta Corte la ¡nconsiituíionalidad de la ley número 703, se 
han sancionado rara substituirla las que ahora se impugnan y 
que al aplicarse constituyen una verdadera expoliación para los 
industriales y propietario* j e v ¡ñ as de Mendoza, como así se 
lia reconocido por sentencias de este Tribunal dictadas en los 
juicios que cita, pidiendo por lo tanto se condene o la Provincia 
de Mendoza al pago de la suma reclamada; con sus intereses 
y costas. 

Que acreditada en cuanto hubiere lugar por derecho la juris- 
dicción originaria de esta Corte y conferido el traslado corres- 
pondiente a la provincia demandada, el representante de la mis- 
ma a fs. 51 expresa; Que no tiene ningún argumento de orden 
legal no defensa que oponer, pidiendo jxn lo tanto se provea lo 
que corre.-|)omla. llamándose en consecuencia autos para defini- 
tiva : 

Y considerando: 

Que apañe de que la contestación del representante de la 
provincia importa en los términos enunciados en reconocimiento 
expreso de las acciones y derechos en que el actor funda su de- 
manda, procede también considerar que el caso de autos versa 
sobre la misma materia y guarda completa analogía |>or la cues- 
tión promovida y ios antecedentes que le dan origen, con el caso 
resuelto por esta Corte en 28 de diciembre <le 1923, en la causa 
seguida por don Francisco Pasera contra la misma provincia 
demandada por restitución de dinero, provinientes de los íníísmos 
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impuestos declarados ímniistitucionalcs en aquel caso, por fun- 
daaifrilOS y consideraciones inte siendo innecesarios transcribir 
it. extenso, se <lan aquí jxir reproducidos por su pertinente aplica- 
ción al sub judice, (Fallos Tomo ijy ^'ijjína 358 entre otros). 

Ivn su mérito y haciendo lugar a la demanda, se declara: 
yue las leyes números 758 y 759 y sus respectivos decretos 
reglamentarios, contrarían las garantías establecidas en la Cons- 
titución (Artículo 14*. relativas a la libertad de trabajo, indus- 
tria y comercio. Kn consecuencia Ea Provincia de Mendoza, debe 
devolver al actor en el término de diez días, la suma de cuarenta 
y cinco »i¡¡ quinientos veintisiete pesos con veintisiete centavos 
ir.onedn micioitai con intereses a csíilo del Banco de la Nación 
Argentina, contados desde la notificación de la demanda. Las 
costas por su orden atenta ta forma en que lia sido contestada 
In demanda. Nntifiqtiese, repóngase el papel, y archívese. 

J. FmuiiRo* Alcorta. — Ramón 
Méntwz. - M. LaurknlKna. 



Pirie Aniceta Ana Corren de Núñes contra ta Provincia de Bug? 
i'i's Aires, por expropiación. Excepción de incourpeteneh. 

Sumario: Acreditado el fuero federal ]hit razón de las personas, 
el juicio de expropiación debe substanciarse de acuerdo cotí 
tas disposiciones de la ley nacional número 189. y ne el 
fijado ¡*>r las leyes provinciales. 

C«í.í<': l.o explican las piezas siguientes: 
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DICTA MKN Egi, >:i:ÑOR PROCURADÓR GENERAL 

Buenoi Aire». Mirlo * de 1MU 

Suprema Corte: 



V, K. ha dado por acreditada la jurisdicción originaría del 
Tribunal por razón de la distinta nacionalidad de las partes, en 
la presente causa que se inicia entre los herederos de doña Ant- 
ct ta Ana Correa dé N'úñcz y la provincia de 1 Sueños Aires, donde 
se discute la expropiación de unos terrenos situados en juris- 
dicción de la referida provincia. 

!■]! representante de ésta sostiene (jtie el caso está legislado, 
en genera], por la ley general de expropiación de la provincia 
de jo, de enero de i8Si. modificada en sus artículos 12 y 30 por 
la ley de 23 de agosto de 1893, y con relación al caso especial, 
por la ley de 4 de abril de 1923, sancionada por la Legislatura 
provincial. 

Pide ]x>r elfo que sea la causa tramitada de acuerdo con las 
leyes mencionadas, ante los tribunales locales. 

Por su parte la sucesión expropiada sostiene la aplicación 
de la ley nacional número 189, sobre expropiación. 

Considero ajustada a derecho esta tiltima petición. 

En efecto; acreditada debidamente, como lo ha declarado 
V. E. la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema, no iHicde 
privarse a la imrte que tiene derecho a ampararse al fuero fe- 
deral del (privilegio de ser juzgada por Jas leyes federales. I*as 
provincias no pueden, |>or disposiciones propias quitar ese de- 
recho a los habitantes de la Nación. 

Asi lo tiene resuelto V. E. en la causa que se registra en 
e! tomo 54. página 255, y dicha doctrina la ha mantenido un¡- 
fomnemente (59, 411 ; 61, j6; 85. 200). 

No obsta, ha dicho además V. % al ejercicio de esta ju- 
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risdiceión el carácter administrativo que se atribuye a la deman- 
da interpuesta, ni la Constitución y las leyes locales de la pro- 
vincia, porque las disposiciones de este origen no pueden alterar 
la jurisdicción de los Tribunales Federales regida exclusivamen- 
te i>or la Constitución y leyes de la Nación 1 54. página 330; 93. 
página 54). 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde a V. E. 
conocer de la tramitación de la presente causa. — Eduardo Sar- 
miento. 



l'.\I.U> DE LA CORTE SUPKEMA 

Buen» Aires. Muco 14 de IW 

Vistos nf resultando: 

Que don Máximo Paz en representadón de los herederos 
de duña Aniceta Ana Correa de Núñez, se presentó ante esta 
Corte entablando demanda contra la provincia de Buenos Aires 
por expropiación de los terrenos especificados en el plano de 
fojas 3» Se fundan los actores en que la Legislatura de la pro- 
vincia dictó el 28 de marzo de 1923 la ley llamada de canalización 
de Avellaneda, y que de acuerdo con ella el gobierno debía pro- 
ceder a construir canales de desagüe y otras obras, facultando 
al P«xlor Kjecutivo para expropiar los terrenos que fueran ne- 
cesarios a ese fin. 

Oue el gobierno inició las obras por los terrenos de la su- 
cesión de la señora Correa de Núñcí. disponiendo de ellos por 
su propia autoridad con violación det artículo 17 de la Consti- 
tución Nacional, sin iniciar juicio de expropiación ni consignar 
la simia correspondiente, no obstante no existir una necesidad 
imítenos.-! que justificara la aplicación del artículo 2512 del Có- 
digo Civil. 
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Que contestando la demanda negó el representante de la 
provincia los hechos afirmados por el actor, y a] mismo tiempo 
dedujo la exeej>c¡on de incompetencia, porque en su concepto, el 
caso debe regirse por Tas leyes provinciales de exproj>tacÍón del 
19 de octubre de 1881. 23 de agosto de 1893 y 4 de abril de 
1923. a lo tpie se ojniso el «ctor, sosteniendo que siendo proce- 
dente el fuero federal que se díó por justificado sin contradic- 
ción de aquél, el juicio debía substanciarse por la ley nacional 
de expropiación número 189. 

Que convocadas las partes a audiencia a los efectos del ar- 
tículo ó.° de dicha ley. reprodujo la demandada la excepción de 
incompetencia 0* el actor su o]x>stctón a ella, una y otra por fes 
consideraciones aducidas anteriormente en sus escritos de fo- 
jas 22 y 26. 

Y considerando: 

Que acreditado el fuero federal por razón de las personas, 
el juicio de expropiación del» sustanciarse de acuerdo con las, 
disposiciones de la ley nacional número 189, 

Que a esto no .¡Hieden o¡>onerse las leyes provinciales invo- 
cadas por el representante de la provincia, sosteniendo que 
tanto el Poder Ejecutivo corno los propietarios de las tierras 
delwn snmeterse a ellas mientras no se resuelva la caducidad o 
invalidez de dichas leyes, porque la aplicación de tal doctrina 
imjK»rtaría privar a los habitantes de la República del privilegio 
constitucional de ser juzgado por las leyes federales, que en 
estos casos deben prevalecer sobre las provinciales, como lo 
tiene resuelto esta Corte en repetidos fallos (tomo 54, página 
255 ; tomo 59, .página 41 1 ; tomo 61, página 16; tomo 85, página 
200 y tomo 93, página 54). 

Por estos fundamentos y los del dictamen del señor Prcu- 
rador Genera!, no se hace tugar a la excepción de incompeten- 
cia y corran los autos según su estado. Repóngase el papel* 

J. FrcuEROA Alcorta. — Ramón 
Méndez. — M, Laueencena. 
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f'rif/orífuo .fíí'i/í de La Plata contra la Provincia de Buenos 
Aires, sobre dei'olución de sumas de dinero. 

Sumario: Véanse los de los fallos fHiblícados en los tomos 138, 
páginas 161 y 142, página 120. aplicables ni presente. 

luso: í/i ejípliatn las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEt SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

•«no» MiH, Octubre II de 19» 

Suprema Corte : 

L$ cnmpaiiia Frigoriiico Swift <ie La Plata, demandó a 
la provincia de [luenos Aires por devolución de la suma de 
|iesns 41.jlM.21 m¡n. y sus intereses, pagada indebidamente, 
según la aetora. en concepta de ini|Hiesto especial de afirmados 
del camino público de La Plata a Avellaneda, en ejecución de 
una ley provincial de 30 de diciembre de 1907. 

La provincia 110 contestó la demanda, no proilujo prueba, 
ni alegó en su defensa. 

La cuestión de derecbo planteada cu la presente demanda 
no difiere de la resuella jior esta Corte Suprema con feclia 
22 de junio de 1923 en la causa seguida contra la misma pro- 
vincia de Buenos Aires por don Martín Pereyra Iraola. V. E. 
declaró en ella la inconstituetonalidad del impuesto aplicado. 

De acuerdo cent esta sentencia iv no babíendo la provincia 
demandada introducido modificactói alguna de becho o derecbo 
en esta "litis", soy de opinión que corresponde mantener la 
doctrina de V". Iv. haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta 
demanda. 

Horacio H. Larrcta. 
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VM.Ui DE l„\ COKTE SUPREMA 

Bueno» Aire», Marta 34 de 1918 

Y vistos: 

Don Juan A. Antonetti ]>or la Compañía Swift de La 
Plata (sociedad anónima frigorífica), demanda a la provincia 
de Buenos Aires, por repetición de la suma de cuarenta y un 
mil doscientos sesenta y un pesos con veintiún centavos, que 
su instituyeme ) )a satisfecho, liajo protesta, en concepto de cuo- 
tas del impuesto creado por la ley de dicha provincia de diciem- 
bre .so de 1907. destinado a allegar los recursos necesarios para 
la apertura y pavimentación de un camino entre La Plata y 
Avellaneda. 

Funda su acción en que el impuesto que su poderdante 
ha sido oldigado a pagar ha sido declarado inconstitucional por 
sentencia de esta Corte de 22 de junio de 1923, dictada en la 
causa que se siguió por don Martín Pereyra Iraola contra la 
mencionada provincia, ¡y en consecuencia, encontrándose en 
análogas condiciones el sub judie? con el caso citado, con rela- 
ción al impuesto de que se trata, le asiste también el derecho 
de reclamar la devolución de Jo pagado indebidamente, con in- 
tereses y costas, derecho que solícita le sea reconocido opor- 
tunamente. 

Xo habiendo sido evacuado en tiempo el traslado de la de- 
nwtnda. se dió por contestada ésta en rebeldía, y recibida la 
causa a prueba, se produjo la que Informa el certificado del 
actuario de fojas 48 y agregado el alegato de la parte actora, 
quedó la causa en estado de sentencia. 

■ i 

Y considerando: 



Que el demandante lia comprobado con la libreta agregada 
a los autos y con la escritura, haber satisfecho bajo protesta 
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el impuesto establecido \h>t la ley provincial de 30 de diciem- 
bre de i(j07, creado con el objeto de costear la apertura y pa- 
vimentación de un camino entre las ciudades de La Plata y 
Avellaneda. 

Que en reiteradas decisiones de esta Corte, se lia declarado 
que el referido impuesto no reúne Tos requisitos esenciales para 
la validez de toda contribución de mejoras o ''local assessement", 
a saber : que la obra a cuyo pago está destinada sea. ante todo, 
de beneficio local, n que el sacrificio impuesto a los dueños de 
las propiedades afectadas no exceda sustancialmente al !>ene- 
fieio que obtiene |>or razón de dicha obra pública. (Faltos; 
tomo j^K. página 1ÍÍ1 y sentencia de 29 de octubre de 1924. 
en la causa Mnsurel Fils "versus" la provincia de Buenos Ai- 
res y otras). 

Que en las decisiones citadas se lia dejado claramente es- 
tablecido que la contribución impuesta a unos pocos propie- 
tarios con el propósito de construir una obra de casi exclusivo 
Interés general, como es el cannno de que se trata y mediante 
la cual altsorhe una fiarte considerable del valor de tas propie- 
dades afectadas, sin conferir en cambio un beneficio equiva- 
lente o aproximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto 
al impuesto y con ta inviolabilidad de la propiedad consagrada 
]w>r los artículos 16 y 17 de la Constitución, 

Que no habiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia especial capaz de influir en la modificación de tas conclu- 
siones alcanzadas en tos mencionados fallos y concurriendo por 
lo demás, todas las condiciones que determinaron a esta Corte 
a pronunciarlos, corresponde dar a este litigio una solución 
análoga. 

Kn su mérito y reproduciendo los fundamentos iuvoc los 
t u las recordadas sentencias de este Tribunal y de acuurt'-j con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, se declara que 
el impuesto establecido por la ley de la provincia de Buenos 
Aires de 30 de diciembre de 1907 es contrario a los artículos 
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iG y 17 de la Constitución y que, en consecuencia, dicha pro- 
vincia está obligada a devolver a la compañía demandante, den- 
tro del término de diez días, la cantidad de cuarenta y un mil 
doscientos sesenta y un .pesos con veintiún centavos moneda 
nacional, xron sus intereses, a estilo de los que cobra el Banco 
de la Nación Argentina desde la fecha de la notificación de 
la demanda; con costas. Notifiquese, repóngase el papel y ar- 



la causa seguida fx>r don José P. Macchiofi, contra la misma 
provindia por igual causa. 



Don Moisés Arnaui contra ta provincia de Mendoza, sobre co- 
bro de pesos. 

Sumario. De acuerdo con lo establecido por el artículo 1028 
del Código CivSI. el reconocimiento de la firma de un docu- 
mento privado importa la de todo e! contenido del docu- 
mentó. 

Caso-. Lo explica el siguiente: 



chívese. 
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Vistos : 




Estos autos seguidos por don Moisés Aruani contra la 
provincia de Mendoza sobre cobro de pesos, de los que resulta : 



40 *MWB DK IA CORTK 5LTRKMA 

Que a fojas 16 y con los documentos que aspira. se pre- 
senta don Gabriel Labanca por el actor, exponiendo (|ue su 
mandante vendió en diversas o|»rt unidades a la Jefatura Po- 
lítica del departamento de Tunuyán, (provincia de Mendoza, 
bolsas conteniendo írfáíz, por un precio en total, de un mil 
cuatrocientos sesenta v un pesos moneda nacional. 

Que no habiendo dado resultado las gestiones realizadas 
a fin de olrtener el cobro de la suma adeudada y fundado en 
los artículos 450. 464 y 465 del Código de Comercio, entabla 
U presente demanda. 

Que el derecho que se invoca, encuadra en el caso stíb 
judia; [mes la provincia citada en la (contratación de la com- 
pra venta de maíz obró como persona jurídica por medio de 
sus órganos ¡institucionales y por lo tanto, previo los trámites 
legales, pide se condene a la provincia citada al pago de la 
suma indicada, sus intereses y costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, se corrió 
traslado de ta demanda, la que fué evacuada a fojas 30. pó| 
el representante de la provincia, quien expuso: Que no ha- 
biendo recibido instrucciones de su mandante para reconocer 
la legitimidad de la deuda, se veía precisado a esperar la prue- 
ba consiguiente. 

Que abierto el juicio a .pruelw se produjo la que expresa 
el certificado del actuario' de fojas 66 y agregados los alegatos 
de fojas 68 y 72, se llamó autos i»ra definitiva. 

Y considerando: 

Que de los documentos de fojas 41 a 44 resulta que la 
Oficina de Provisiones de Mendoza, solicitó del actor la re- 
misión de la mercadería comprada y consta de los comproban- 
tes de fojas J7 a 44. que aquélla fué entregada, habiéndosela 
recibido sin observación ni reparo, prestando su conformidad 
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además, no sólo el jefe de Ta oficina citada, sino también el 
de la Policía de Mendoza y el Jefe Político de Tumuyán. 

Que dichos documentos lían sido jjerfectamente reconoci- 
dos por cada uno de ]o.s firmantes, reconocimiento de firma 
que según el artículo 1028 del Código Civil, importa la de 
todo el contenido del instrumento, 

Que aparte de ello, se lia comprobado en autos que en 
los libros respectivos de la Oficina de Provisiones que es una 
dependencia directa del Ministerio de Hacienda del Gobierno 
de Mendoza, se asentó la operación, dejándose constancia de 
todos los detalles enunciados en la demanda y corrolwrados 
en autos. 

Que atentos tales antecedentes, debe darse por acreditado 
que los funcionarios que intervinieron se han ajustado a las 
disposiciones legales del caso, sin extraliniitación alguna de sus 
facultades administrativas, siendo jior lo demás de notarse a 
este respeto (jue el Gobierno demandado no impugna en forma 
expresa el carácter oficial que asiípia la prueba rendida, a los 
empleados rpie intervienen en las oj>eraciones realizadas, ni 
desautoriza las mismas por el concepto expresado. 

Por estos fundamentus, se hace lugar a la demanda en- 
labiada y por consiguiente se declara que la provincia de Men- 
doza debe entregar al actor en el término de diez días, la suma 
de un mil cuatrocientos sesenta y un pesos moneda nacional, 
con intereses a estilo del Banco de la Nación Argentina, con- 
tados desde la notificación de la demanda, sin especial conde- 
nación en costas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. 
Xotifíijucse y repuesto el pa]jel, archívese. 

J, FlGüfiROA Alcorta. _ Ramón 
Mkxjkíz. — M. LAURBNCeÑA. 
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Pon Santiago Mamujo contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre incanstituc'wnalwtad de impuesto. 

Sumario; Véanse los sumarios de los fallos publicados en Jos 
tomos 138. página 161 y 142. púgma 120. aplicable ;il 
presente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 



DICTA MKX D¡8fc SRÑOR [PROCUR ADOR fil-N'ERAI. 

Bu? no» Aires, lo 4c Noviembre 4c IB» 

Suprema Corte: 

Don Santiago Ma rengo demandó a la provincia de Bue- 
nos Aires por devolución «le la suma de $ 10.215.53 m|n. y 
sus intereses, pagada indebidamente, según el actor, en con- 
cepto <le impuesto especial de afirmados del camino público 
de La Plata a Avellaneda, en ejecución de una ley provincial 
de 30 de diciembre de 1907. 

La provincia no contestó la demanda, no produjo prueba, 
rii alegó en su defensa, 

Ka cuestión de derecho planteada en la presente demanda 
no difiere de la resuelta por esta Corte Suprema con feclia 22 
de junio de 1023 vil la cansa seguida contra la misma provincia 
de Buenos .Mires por don Martín Perbyra Jraola, V. E. de- 
claró en ella la inconstitucionalidad del impuesto aplicado. 

De acuerdo con esta scntctKia y no habiendo la provincia 
demandada introducido modificación alguna de hecho o de de- 
reelin en esta litis, soy de opinión que corresponde mantener 
la doctrina de V. B.. haciendo lugar por sus fundamentos a 
está demanda, 

Horacio R. t.arretú. 
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FAIXO DE U\ CORTE SUPREMA 
. . . Buenoi Aires, Mitio W de IW8 

^ vistos: 

Kl procurador Ricardo Fernandez Urrizola mandatario de 
(ion Santiago Maretign, demanda a la provincia de Buenos Ai- 
res por repetición de la suma de diez mil dosdicntos quince pe- 
sos -con cincuenta y tres centavos moneda legal, que su insti- 
tuyeme ha satisfecho, bajo protesta, en concepto de cuotas del 
impuesto creado por la ley de dicha provincia de diciembre 30 
de 1907. destinado a allegar los recursos necesarios para la aper- 
tura y pavimentación de un cairiino entre La Plata y Ave- 
llaneda. 

Funda su acción en que e! impuesto que su poderdante 
ha sido obligado a pagar ha sido declarado inconstitucional por 
sentencia de esta Corte, de 22 de junio de 1923, dictada en la 
causa que se siguió contra la misma -provincia de Buenos Aires. 

Manifiesta que su poderdante se cnouentra en análogas 
condiciones que el señor Martín Pereyra Iraola con relación 
al impuesto de que se trata y en consecuencia 1c asiste también 
el derecho de reclamar la devolución de lo pagado indebida- 
mente, con intereses y costas, derecho que solicitaba le sea 
reconocido oportunamente. 

No habiendo sido evacuado en tiempo el traslado de la de- 
manda, se dió por contestada ésta en rebeldía. En seguida se 
recibió la causa a prueba y producida la que expresa el cer- 
tificado de fojas 47 y agregado el alegato de la parte actora, 
quedó la causa en estado de sentencia, 

Y conside i-ando: 

Que el demandante ha comprobado con ías libretas agre- 
gadas a los autos y con la presentación a la Dirección General 
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ríe Rentas l fojas 4, 5 y ¿7 ) haber satisfecho, bajo protesta, 
diversas cuotas del impuesto establecido por la ley provincial 
cíe 30 iIl* diciembre de t«í<>7. creado COU el objeto de costear la 
apertura y pavimentación de un camino entre las ciudades de 
La Mata y Avellaneda. Eri conjunto, las cuotas pagadas as- 
cienden a fa Mttua reclamada en la demanda, es decir, a diez 
mil dn>cienti>s quíliee jwsos con cincuenta $ tres centavos mo- 
neda legal. 

(Jvte en rdite radas decisiones de es' a Corte se ha de.;la- 
rado que el referido impuesto no renne los requisitos esenciales 
| ira la validez de toda contri! melón de mejoras o hcal m asst ss- 
wnt, a satfcr. que la obra a cuyo pago esté destinada sea ante 
indi» ele iK'iicfieío local y que el sacrificio impuesto a los Jueños 
de las ¡impiedades a feriadas no exceda substancial rente al he- 
tieüo que obtienen por razón de dicha obra pública. (Faltos, 
tomo j.íS. página ff»t : y sentencia de 29 de octubre del afm 
oij-4 en la causa Masttrel Fils versus provincia de Buenos Ai- 
res, y otras ). 

Oue en las decisiones citadas se ha dejado claramente es- 
tablecido que la contribución impuesta a unos |>ocos propieta- 
rios con el pro|>ósMo de construir una ohra de casi exclusivo 
interés general, como es el camino tic que se trata, y mediante 
la cual se absorbe una parte considerable del valor de las pro- 
p¡edade> afectadas, sin conferir en cambio un Itenefirio equi- 
valente o aproximado, es inconciliable con la ¡igualdad en cuan- 
to al impuesto y con la inviolabilidad de la propiedad consa- 
gradas por los artículos 16 y \j de la Constitución. 

Que no habiéndose invocado en el caso alguna circuns- 
tancia especial rapaz de influir en la modificación de las con- 
clusiones alcanzadas en los mencionados fallos y concurriendo, 
por lo demás, todas las condiciones que determinaron a esta 
Corte a pronunciarlos, corresponde dar a este litigio una so- 
lución análoga. 

¡til m mérito, reproduciendo los fundamentos invocados 
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ni las recordadas semencias de esta Corte -y de acuerdo con 
h dictaminado por el señor Procurador General, se declara 
que el impuesto establecido, p<,r ta ley de la provincia de fíue.- 
nos Aires, de 30 de diciembre de 1907, es contrario a los ar- 
tículos t6 y 17 de la Constitución y ( juq en consecuencia dicha 
provincia está obligada a devolver al demandante, hoy don Ce- 
lestino Calante, a mérito de la cesión de fs. 20, dentro del ter- 
mino de diez días !a cantidad de diez mil doscientos quince pe- 
sos con cincuenta y tres centavos, con sus intereses, a estilo 
de los (jue cobra el Banco de la Nación, desde la fecha de la 
notificación de la demanda; con costas. Nolifiqucse, repónga- 
se el papel y archivese. 

J. J-'mrgtw,\ Ai.h»kta. — üamóx 
Méndez. — M. LaurencEna. 

(í) Con fecha siete de abril la Corte Suprema se pro- 
nunció en igual sentido en la causa seguida por don Pedro 
Alarcelliní, icnntra la provincia de Buenos Aires, por devolu- 
ción de dinero. 



NOTAS 

Con fecha tres del marzo de mil novecientos veintiséis fué 
confirmada por la Corte Suprema, la sentencia pronunciada por 
la Cámara Federal de Apelación de La Plata, qué condenó al 
procesado Juan Salas a sufrir ta pena de doce años de reclu- 
sión, en vez de la de ocho años de la misma pena, ijue le fuera 
impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional de la 
Pampa Central, como autor del delito de homicidio simple, per- 
petrado en la jiersona de Mauricio Córdoba, el dia 29 de abril 
de roazrW-^ftJttlcbín, jurisdicción de dicho territorio. 



Kn cinco del mismo fué confirmada, igualmente, la sen- 
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uncía dictada por la Cámara Federal dé 1.a Plata, la qne con- 
firmó a su vw, la pronunciada jxir el Juez Ixtrado del Terri- 
torio Nacional de la Pampa Central, qíje condenó al procesado 
Luis Ángé| Ramírez, a sufrir la pena de diez y seis años de 
reclusión, accesorios legales y costas del juicio. como autor del 
delito de tentativa de homicidio ¡Mir envenenamiento en la ]kt- 
sona de Angel Valdez, y el de hurto con escalamiento, pene- 
trados en General Aclia y l'nanué. jurisdicción del expresado 
territorio, el .íi de enero y ,í de febrero del año prójimo pa- 
gado, respectivamente. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
]K>r don Juan M. T rebino en autos con K. Stollz Peterscn, so- 
bre cobro de {tesos, en razón de <|iie, debiendo interponerse el 
recurso extraordinario dentro de los tres días de la notificación 
para que sea viable, según lo dispone el articulo 231 de la ley 
nacional de prucedinventos número 50, el recurrente lo dedujo 
recién a los cinco días de notificada la sentencia que no hacia 
!u^ r ar a la demanda. 

Con fecha doce no se hizo lugar a la queja deducida por 
don IVdro Segundo KÜzondo contra la Junta Klectoral de la 
provincia de San Juan, |xir no aceptársele su renuncia como 
presidente de una mesa, en r.oón de no ser de la competen- 
cia ile la Corte Suprema el conocimiento del caso de referencia. 



Kn la nferna fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida ;ht Ka vón Toribio I,ó¡*z. en la causa seguirla en su 
contra, por homicidio, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que las cuestiones que motivaban el recurso extra- 
ordinario, constituían puntos de hecho y de derecho procesal 
extraños a aquel remedio excej ícipnaí» conforme a lo dispuesto 
por el artículo 15 de la ley número 48. 



Fn doce del niismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Gerónimo Gallardo, en autos con don Néstor Moriega, 
por reivindicación, por no aparecer el documento acompañado, 
que le hubiera sido denegado al recurrente, el recurso extra- 
ordinario autorizado ]xir el articulo 14 de la ley 48, sino e! 
dé ínaplicabilidad de ley o doctrina legal, extraño al fuero fe- 
deral ; agtegándose, además, que aún en la hipótesis de ha- 
berse interpuesto ante la Cámara Federal de Córdoba el aludi- 
do recurso, la, queja fundada en la denegación estaría fuera de 
térm¡H0, ]Hies entre el ó de febrero iy el t> de marzo del co- 
rriente año. habría transcurrido un término mayor que el se- 
ñalado |»r el artículo 231 de la ley número 50, para interim- 
ner la (pie ja. 



Con fecha diez y siete fué confirmada jK»r la Corte Su- 
prema, la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación de Ui Plata, que condenó al procesado Pascual Maído- 
nado. a¡ sufrir la pena de diez y seis años y mcdlin de prisión, 
accesorios legales y costas, en vez de la de diez y siete años 
que fe fuera impuesta, por el Juez Letrado del Territorio Na- 
cional del Río Negro, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de Domingo Yaras, el día 1 1 de junio 
de 1922, en el pueblo de Ci|»lletii. jurisdicción de dicho te- 
rritorio. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
|>or doña Paulina M. de García en autos con don Angel Ma- 
diuo. sobre desalojamiento, por desprenderse de la propia ex- 
posición del recurrente, que éste había sido nido en las dos 
instancias ordínarins del plditn, con lo que aparecían llenados 
m lo substancial los requisitos de la defensa en juicio y, ade- 
más, porque |sira Ja procedencia del recurso extraordinario, no 
basta la simple invocación ríe cláusulas constitucionales, si cu- 



c 
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Tiin ocurría en el casi), la euesftm planteada. >> sea la relativa 
a la furnia de substanciarse el juicio (le desalojo y 3 la adnli- 
-ibilidad de articulaciones de i>rtvi<> y especial pronunciamicu- 
to. no se encuentran regidas directamente por la Constitución, 
sino jn.ir los preceptos de la ley procesal, extraños por su na- 
turaleza al remede legal interpuesto. 1 Articulo 15. ley 



Con f< cha veinticuatro no se hizo lugar a 'a queja dedu- 
cida por f I* *n l'aMo K, Dadone en autos con don Coitrado L- 
^tite'éQ, por cobro tjé alquileres y cintarco, jwt 110 aparecer <le 
los tértninos en que se fundaba la queja que se hubiera ínter- 
puerto ante el Juez ríe última instancia ordinaria, dentro de la 
justicia local, y para anie la Corte Suprema, el recurso extra- 
ordinario del articulo 14 tic la ley ^K, y ijite este le hubiese sido 
denegado: agregándose, además, que la decisión ajelada se ba- 
hía limitado a pronunciarse sobre ta procedencia de un embargo, 
aplicando a! efecto disposiciones de la ley local de proecdimicii- 
tns. cuya interpretación es extraña al expresado recurso. 



l**u la nusina fecha no se hizo lugar, igualmente, á la queja 
deducida por don I.uis Ramóhigo en autos con la sucesión Cre- 
ta (ioñi, sobre desalojamiento, por nn resultar de la propia 
exposición del recurrente, haberse interpuesto ante el tribunal 
de úllirtta instancia, y para ante esla Corte Suprema, el recurso 
extraordinario autorizarlo por el articulo 14 de la lev número 
4S y que éste Se Imhiera sido denegado; sirviendo, ¡i sionismo, de 
la referida cxjhtsícíóu que 110 habían siilfi desconocidos los pre- 
ceptos del aníeido iS de la Constitución Nací' mal. ]mr cuanto 
el Juez de Paz que entendió en la litis, es nn funcionario que 
forma parte ile la Administración de Justicia, lo que implicab.i 
une el a¡K'lnntc no había sitio sacarlo de sus jue.e* naturales. 
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Kn veintiséis del misma fué confirmada por la Corte Sn- 
prcma l;i sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación de La ['lata, la míe confirme), a su vez, la dictada pnr 
el Juez Letrado del Territorio Nacional tle la I'ampa Central, 
que condenó a Juan Iluincalno a sufrir la pena de veinte años 
de prisión, accesorios legales y costas, como autor riel delito 
ríe homicidio perpetrado en la persona de Manuel Genlib, en 
Mari-Manuel, departamento de C.natraclié, jurisdicción de di- 
cho lerrilorio. d dia 10 de marzo de 1:925; 



Com[>añM de securas La Unión Uremia! contra ¡a compañía de 
safaros Sktutdlnavia, por rendición de cuentas. 

Samarías 1 " t,a excepción de incompetencia por razón de ta 
iraleria puede ser deducida en cualquier liemjMi y declarar- 
se por el juez en cualquier estado de la causa, aún dc.of idio. 

2." J«a jurisdicción federal es. salvo tas excepciones ex- 
presas del articulo 12 de la ley 4S. privativa y excluyen!;- 
de las demás jurisdicciones, e improrrogable aún por volun- 
tad de las partes. 

y \l\ reaseguro participa de la naturaleza juridica del 
seguro y de los caracteres esenciales del mismo, del que 
deriva dfrectamente, sin el cual no tiene existencia posible 
y del que no puede, en consecuencia, considerarse indepen- 
dientc en sus constitutivos y antecedentes originarios. 

4." Versando el caso de autos, sobre operaciones deriva- 
das de un reaseguro que proviene, a su vez. de un ;omrnto 
de seguro marítimo, corresponde su conocimiento a la jus- 
ticia federal, por hallarse comprendido en el articulo 2", in- 
ciso 10 de la ley 48. 

Caso: I.o explican tas piezas siguientes: 



fALLOS DE LA CORTE SUPftF.MA 



Al Ttl DK LA CÁMARA COMERCIAL 

Bueno* AJics, Scpllcmbi e II 4* 1315 

y vistos: 

l*nr los fundamentos fiel dictamen que antecede del señor 
Fiscal, se confirma, con costas ( articulo 24, ley 412$), et auto 
aoetádo, a cuyo fin se fijan en cien y cuarenta pesos m|n., res- 
pectivamente, los honorarios del doctor Chedufau y apoderado 
ductor Sosa, en esta instancia. — V.strada. — Metindez. 



DISIDKN'CIA 



Y vistos: 

La acción promovida responde al propósito de fijar las 
obligaciones que incumíieii al actor en su carácter de reasegu- 
rador de un riesgo marítimo que el demandado tomó a su cargo, 
enmo asegurador tlef velero "General San Martin" y como este 
contrato, según la ley y la doctrina ("artículo 517, Código de Co- 
mercio, Vivante, "Les Obligaüons*', numere» 1922 y 1925 y 
la citada a fojas 55», partidtpa de la naturaleza del primero, 
del que es para ñegovia (N T .° 1822), un accesorio, sin el cual 
no podría existir, el caso se encuentra comprendido dentro de 
la disposición del artículo 2.°, inciso lo.* de la ley N." 48. 

I'nr ello, enn sujeción a lo dispuesto por el articulo 87, 
apartado -j." del Código de I Yocedimienlos, y oído et señor Fis- 
cal, se revoca el auto a[>elado de fojas 45, — Casares. 
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VAtm DÍ IA CORTE SUPREMA 



Y vistos: 

Ht recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara de Apelación en lo Comercial de la Ca- 
pital en la causa seguirla j>or la compañía de seguros La l'niún 
Cremial contra la compañía de seguros Skandinavia, por ren- 
dición de cuentas y cobro de saldo. 



Y considerando: 

Que respecto al fundamento de la decisión recurrida míe 
desestima la excepción por haber sido opuesta fuera de tér- 
mino, procede observar que dicha excepción es la de incompe- 
tencia de jurisdicción por razón de la materia, y que en con- 
secuencia, de acuerdo con la ley, la jurisprudencia y la doc- 
trina, puede ser deducida en cualquier tiempo y declararse por 
el Juez en cualquier estado de la causa, aún de oficio, toda vez 
que la jurisdicción federal en tales casos, ¡y salvo las excepcio- 
nes expresas del articulo 12 de la ley 48, es privativa y exclu- 
yeme de las demás jurisdicciones e improrrogable aún por vo- 
luntad de las partes (ley N.° 48. artículos 2.". 3.» y 12; 
ley X.» 1893, artículo 11 1; Fallos, tomo 66. página 222, en- 
tre otros). 

Que en cuanto al fondo de la cuestión debatida, ante la 
expresa disposición legal correspondiente no se ha puesto ni 
lia podido ponerse en duda que competen al conocimiento de 
la justicia federal las causas que versen sobre seguros maríti- 
mos, consistiendo la controversia en el caso en que éste no tiene 
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origen en un contrato de seguro sino en uno <lc reaseguro, 1n 
que implica pani el amor que la causa no está comprendida en 
el precepto, de la ley federal invocada, en tanto qlte el deman- 
dado sostiene la tesis contraria, en la c|ue funda la procedencia 
de la excepción opuesta. 

One si bien tki existe disposición legal expresa que ftquí- 
pare el contrato de reaseguro al de seguro, los antecedentes 
doctrinarios y de legislación al respecto, así como la opinión 
general de loa comentaristas en la materia, permiten establecer 
con certeza (pie el reaseguro participa de la naturaleza jurídica 
del seguro y de los caracteres esenciales del mismo, del que 
deriva directamente, sin el cual no tiene existencia posible y 
del que it" > puede, en consecuencia, considerarse independiente 
Cfl Mis constitutivos y antecedentes originarios. 

One |Mir lo demás nuestro Coligo define el aludido con- 
trato en términos que m dejan lugar a duda de que el rease- 
guro se refiere a lo mismo qud ha sido objeto del seguro, pues 
establece que el asegurador puede en cualquier tiempo hacer 
asegurar jx>r otro* las cosos que él Ha asegurado (Código de 
Cosuercio. artículo 51 p. definición que si bien no excluye en 
absoluto el concepto de que por ese arbitrio el asegurador jione 
a salvo de posibles rÜesgos. su propio patrimonio, ello sólo im- 
porta el resultado indirecto de una operación que lia tenido por 
objeto directo e inmediato asegurar las mismas cosas que lian 
sido materia del seguro. 

(Jue de la jiertinente aplicación al snh jndkc de las pre- 
sentes consí deraciones es forzoso concluir que el caso de autos, 
que versa sobre o[»eracíoncs derivadas de un reaseguro que 
proviene a su. vez de un contrato de seguro marítimo, está com- 
prendido en el artículo 2.*, inciso i o de la ley número 48, y 
su conocimiento corresponde, por consiguiente, a la justicia 
federal. 

ICn su mérito, oído el señor Procurado;- General, y de acuer- 
d< cotí el voló en disidencia de fojas <._>, se -declara procedente 
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la excepción opuesta y en consecuencia se revoca la sentencia 
apelada. Xotifiqucsc y repuesto el papel, archive- 




Pon Juan fí. Pkabea contra don Pedro Paita, sobre desalojo. 



Sumarlo; i." No procede el recurso extraordinario de! articulo 
14. leiy contra una sentencia (pie se limita a interpretar 
preceptos de derecho común contenidos en la ley ir. 156. 
que se lialla incorporada al Código Civil, y que, por con- 
siguiente, son extraños a dicho recurso. 

2." Kl término de año y medio fijado por la ley 11.156 
en la locación de casas, departamentos o piezas destinadas 
a habitación, no altera, en su esencia, el derecho de propie- 
dad garantido por el articulo 17 de la Constitución. Sino 
que constituye una reglamentación razonable de los dere- 
chos del locador, autorizada por el articulo 28 de la misma. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



I^i resolución de fs. 17 que confirma por sus fundamentos 
la de fs, 10 de este juicio; sobre desalojo seguido por don Juan 
11. [•tcabea contra don Pedro S. I'aita. ha resuelto la causa 





■■«tos Aires, Agosto SS ác tKi 
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por interpretación de las cláusulas del contrato de fs. i apli- 
cando al misntff disposiciones del Código Civil relativas al tér- 
mino de la locación. 

Si bien es verdad <|iie en el escrito de fs. 2. se habla de 
la inconstitucional ¡dad de la ley 11.231 sobre alquileres "o de 
cualquier otra'", ornno textualmente se dice, nn resulta que en 
dicho escrito ni en la ablación de fs. 18 planteada una cues- 
tión concreta de inconstitticionalidad que autorice el recurso ex- 
traordinario que se ha concedido para ante V. E. 

Rs necesario para la procedencia del mismo, lo ha dicho 
esta Corte Suprema reiteradas veces, que se plantee oportuna- 
mente en forma expresa er caso federal durante el litigio y que 
al interponerse la ajxdaeSón extraordinaria que acuerda el ar- 
tículo 14 de la ley 48. e] fundamento de la queja aparezca de 
l<>-> autos y tenga una relación directa é inmediata a las cues- 
tiones de validez de tus articulo* de la Constitución, leyes, tra- 
tados o comisiones en disputa. íAn. 15 de la ley citada). 

Nada de esto encuentro cumplido en el presente recurso 
en el que el apelante, en forma breve y vaga, no concreta ni 
demuestra la inconstitucionatidad que alega. 

( )pim>. jwir tanto, que el recurso es improcedente. 

Htmu m io H. Larrcla. 



W, 14 COKTg SLI'KKMA 

Bueno» Alrei. Abril Ib ir 1626 

V vistos: 

ríl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
la sentencia de Ki Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital, en la causa seguida por "Picabea. Juan B. contra Paita. 
Pedro S., sobre desalojo". 

Y considerando: 

Que la sentencia del tribunal «1 quo confirma por sus fnn- 
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tlamentOS la resolución del Juez de 1 Viniera Instancia, la que 
se limita a interpretar preceptos de derecho común contenidos 
en la ley N * 11,156, que se halla incorjx>rada al Código Civil, 
y por consiguiente, extraños al recurso extraordinario, de acuer- 
do a lo que dispone en su segunda parte el articulo 15 de la 
ley número 48. 

Que si hicn el apelante en su escrito de fs. 2 manifiesta 
f|ue: "Si el inquilino pretende ampararse de la ley n.231 pro- 
rrogada o cualquier otra, la impugno de inconstitucional, en la 
parte que se pretenda que défce aplicarse a los contratos escri- 
tos a término fijo, a cuyo efecto me amparo de los artículos 14, 
i" y 58 de la Constitución.,.", resulta evidente sin cmlmrgo 
que la cuestión federal no ha sido planteada en la forma que 
la ley y la jurisprudencia lo exigen, el recurrente ni al entahlar 
la demanda ni al inteq>oner el recurso de apelación extraordi- 
nario míe autoriza el artículo 14 de la ley 48, ha cumplido lo 
que establece oí articulo 15 de la ley citada. 

Que a mayor ahundamiento catw agregar que el término 
de año y medio fijado ]x»r ta ley 1 1.156 en la locación de casas, 
departamentos ( » piezas destinadas a habitación, no altera, en 
su esencia, el derecho fie propiedad garantido |x>r el articulo 
17 de la Constitución, sino que constituye una reglamentación 
razonable de los derechos del locador, autorizada por el art. 28 
ríe la misma, puesto que. como ya lo ha ducho esta Corte en 
los autos "M:i ligo U c/. Traba E„ agosto 26 de 1925 y Ví- 
llnnueva. doña Ana Murray de. c/. Oerónima Ti. fie Casas, agos- 
to 31/1025", ese término "que fué sancionado como un prceep- 
" to de derecho contó n y de legislación general, destinado a dar 
"una estabilidad permanente a Io s arrendamientos que no tu- 
piesen plazo contractual y morigerar asi la opresión cconó- 
"niica que pudiera ejercerse contra los iw|uiI(nos en situacio- 
" nes amamales derivadas de la escasez de habitación." 

Kn su mérito y teniendo presente lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se declara mal concedido el recurso. 
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Molifiqúese y devuélvanse al tribunal de su procedencia, donde 
deberá réjwnerse él ]»a¡>cl. 

A. Bermejo. — .Ramón Méndez, — 

RimiCHTÓ RkI'IyTTO. — M. Lau- 
R E VC 15 VA. 



Bargueño Hermanos, en r! su nutrió que se Íes sitfue por su- 
puesta infracción de reembarcos de mercaderías a Chite. 
Recurso de flecha. 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del artíeulo 14, 
ley 48, contra una. sentencia que declara la responsabilidad 
«leí reeurrenfe jHir una infracción aduanera, lio como con- 
secuencia de la intcligcntia atribuida en el caso a alguno 
de los preceptos de la lev número 810. en contra del de- 
recho afirrndo p*>r aqütéllia, sino simplemente como resul- 
tado de la apreciación de los hechos y circunstancias (pie 
la misma da por comprobados. (La de no li¡Aer salido del 
pais la mercadería). 

i'uso; Lo expliea el stRitieiiíe: 



PALLO 1»E LA CORTE SCI'RKMA 

Bueno» Airei. 1» Abril de IKfi 

Vistos y considerando 

Que la semencia pronunciada por la Cámara Federal, de 
h cual recurre Bargueño Hermanos, para extraer la 'conclusión 
de une la nombrada sod'cdad es responsable, por la infracción 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



57 



ftduaiura materia del litigio se ha fundado en ijue las merca- 
derías solicitadas en tránsito para Chite por aquella firma 
"nunca salieron de! país". 

(Jue de ello se desprende (|iie la responsabilidad de la so- 
ciedad anclante ha sido declarada en- la sentencia no como con- 
secuencia de la intcligcniva atribuida en el cagp a alguno de 
Jos preceptos de la ley número 8io. en contra del derecho afir- 
mado [Kir aquélla, sino simplemente como resultado de la apre- 
ciación de los hechos y circunstancias que la misma da |>or 
comprobados- 

One no es óbice la afirmación formulada recién en esta 
instancia de habérseles desconocido derechos basados en el Có- 
digo Civil y en la Constitución Nacional porque, en cuanto al 
primero, su interpretación es extraña al recurso extraordinario 
(le puro derecho federal (artículo 14 de la ley 48), y en cuanto 
a la segunda, porque aparte de no tener las garantías invocadas 
en los artículos iG. 18 y 19 de la Constitución relación directa 
e inmediata en las cuest iones ventiladas en la causa, se ha omi- 
tido hacerlas valer en la oportunidad legal, esto es, en condi- 
ciones tales que fuera posible un formal pronunciamiento a su 
respecto en las instancias ordinarias del juicio. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario es im- 
procedente conforme a lo preseripto por el artículo 15 de la leiv 
número 48 y a lo reiteradamente resuelto. Notifíquese y repues- 
to el papel archívese y devuélvanse los autos pedidos por vía 
de informe con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — J. Fir.uEBOA Al- 
corta. — Rasión Méndez. — 
.Rouekto Repetto. — M Lac- 
hen-cena. 

. I 1 ( Kn la misma fecha se dictó igual resolución en el re- 
eiirsu de breho deducido por los señores lístévez Hermanos, por 
idéntica causa. 



V.M.WS W. LA CORTE SUPREMA 



{ton Tabeo Coto, ea til suuutrio instruido cu su contra, por rccm- 
bargo de mercaderías a Chita. 
■ 

Sumario : i." 1'roccde et recurso extraordinario de! articulo 14. 
lev 48, contra nna sentencia que declara la responsabilidad 
solidaria de un gerente de una casi de comercio con su 
principal, en contra de lo sostenido por aquél, fundado en 
los articulo.'; 1027 y 1028 de la ley 810. 

2." Los artículos 1027 y 1028 de la ley 810 consagra el 
principio de que e! directamente responsable ante la Adua- 
na, es el patrón, comerciante, fabricante, etc. : y de acuerdo 
con lo establecido en la última parle del referido artículo 
1028 dé la ley 810. iy lo dispuesto en el articulo 143 del Có- 
digo de Comercio, un gerente 4) factor de u;.a casa de co- 
mercio no es pasible de condenación personal, mientras su 
principal no demuestre en otro juicio que la infracción se 
produjo sin su conocimiento, y por consiguiente, en exclu- 
sivo provecho del mandatario. 



l'Al.I.o HK LA CORTE SUPREMA 

Buinoi Alm. Abfil 1« de \m 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que en el curso del procedimiento el apelante, don Takeo 
Goto, representante o gerente de la casa de comercio Fujimai- 
su y Cia.. ha sostenido \ fs. 4(17 \ su irresponsabilidad personal 
cMl en el presente juicio, fundado en lo dispuesto ¡>or los afjjg, 
1027 y 1028 de la ley nacional X," 810. 
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í ; ederal de la Capital lia declarado que el nombrado Guio es so- 
lidariamente r<- ¡inusable con su princi]Kil jxir el valor de la nuil- 
i;i correspondiente a una infracción aduanera descubierta en el 
o mure i.» a cuyo fren le se encontraba el primero. 

(Jw en presencia de tales antecedentes, el recurso extraordi- 
nario denegado es procedente, conforme a lo dispuesto por el 
articulo 14 inciso 3/ de la ley N.° 48. toda vez cpie la sentencia 
lu resuelto el caso federal en ci ntra del derecho fundado ¡xir el 
recurrente en los |tt». 10.7 iy 1028 de la ley nacional número 
Km, y así cumple declararlo de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador General. 



lín cuanto al fondo de la cuestión . |>or ser innecesaria ma- 
yor substanciación; cpie ésta se reduce a saber si en presencia 
del contenido de los citados arts. 1027 y 1028 de las Ordenanzas 
de Aduana, Goto, en su carácter fie factor o gerente de la casa 
Fugitmasut y Cía. Lda.. es personalmente responsable por los 
servicios correspondientes a la infracción aduanera descubierta 
en el comercio que regentéala. 

Que el artículo 1027 citado sólo responsabiliza a los comer- 
ciantes patrones, fabricantes, consignatarios, capitanes de bu- 
ques, lancheros, etc.. que tengan relaciones con las aduanas por 
los hecbos de sus empleados, dependientes, obreros domésticos 
u otras personas -".salariadas por ellos y el artículo 1038 man- 
tiene esa responsabilidad de los principales, aun en la hipótesis 
de que éstos estuvieran para su justificación que el fraude o 
la contravención lia sido constituida por sus dependientes o em- 
pleados sin su conocimiento. 

(Jue el principio consagrado en tales artículos de ser el pa- 
trón, comerciante, etc.. el único y directo responsable ante la ad- 
ir ínisi radón aduanera de los hechos de infracción o de fraude 
y de sus consecuencias, se hace más claro todavía en presencia 
de la última parte del artículo 1028, que deja a salvo al primero 
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s*i derecho para reclamar ame la autoridad correspondiente 
contra el que causó la ¡etia y do lo dispuesto por el articulo 143 
det Código di- Comercio, concordante con aquél. ¡y por el cual »c 
declara que la responsabilidad por mullas se hará efectiva en los 
bienes que administre el factor, salvo el derecho del propietario 
contra aquél si fuese culpable en lo.s hechos que (rieron lugar a 
la multa. 

Que revistiendo (Soto el carácter de gerente p factor de 1.1 
casa de comercio que gira en esta plaza ha jo el nombre «le Ku- 
gttmasut y Cía. I,da-, es de toda evidencia, de acuerdo con los 
principios legales recordados, que no es pasible de condenación 
(K-rsonal alglUla mientras su principal no demuestre en un jui- 
cio distinto del presente que la infracción se produjo sin su eo- 
luiciriento. y p>r consiguiente, en el exclusivo provecho del 
mandatario. 

r.n su mérito, y de acuerdo con lo dispuesto por el articule) 
16 de la lev número _}K. nido el señor Procurador General, se 
revoca la sentencia apelailíi en la parte <me contiene condena- 
ción personal contra Takco Goto, con la declaración de que 
aquella en lo que le concierne, sólo puede híicerse electiva sobre 
el valor de los bienes que administraba en el momento de des- 
cubrirse la infracción. Notifíquese y devuélvase, reimniémlose 
el papel e») el juzgado de origen. 

A. riiiRMKJo. — ). FlGUBROA Al- 
corta, — Ramón Méndez. — 
RonKKrtt Hki'Ktto. — M, I.ai;- 
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Procurador fiscal dé la Cámara Federal de k Capital, en el 

inario insimula tontea ¡-arique Mitrara y Harnero Citiéttcz 
$fe2 v Cia., con wotkx> de supuesta tránsito tic mercader ¡us 
a Chile. Recurso de hecho, 

Sumario: Xti procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48, contra una sentencia que declara la ¡rrespnnsa Utili- 
dad de nu despachante de Aduana y de una casa de comer- 
cio, no como consecuencia de la negligencia atribuida, en el 
caso, en el cumplimiento de alguno de los preceptos de la 
ley Rio. sino sr.rrplcmentc como resultado de la aprecia- 
ción de los lieclios y circunstancias que la misma da l«n- 
Comprobados, y sobre cuyo mérito la Corte Suprema se en- 
cuentra inhabilitada para pronunciarse en dicho recurso de 
puro derecho federal. 

Caso: I,o explica el siguiente: 

J-AI.I.i) PK LA COHTK SUPRtíMA 

Buenos Afrw, Abril 1» de 1I2H 

Vistos, y Considerando: 

Que la semencia pronunciada |wn- la Cámara Federal, ríe la 
cual recurre el señor Procurador Fiscal de Cámara en cuanto 
absuelve de responsabilidad al despachante Bnrique Moreira y 
a Romero Viticnez Díaz y Cía., se ha fundado, respecto del pri- 
mero, en ''que. Fugimatsn y Cia. no han justificado que, fuese 
.Moreira quien documentase la seda ante la Aduana, infiriéndo- 
se, entonces, de esa circunstancia que no fué él quien llevó los 
cajones a la casa de la calle Tueu;run" : y en cuanto al segundo, 
"que en lo que se refiere a la mercadería solicitada a nombre de 
Romero Yttiénez Diaz y Cia,, resulta de autos que tal hecho 
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obedeció a 1111 alai.su o míe: ido ]>or el apoderado de dicha firma. 
Rodolfo Fernández, contra t|«ier¡ rq se lia dirigido Ja acción, a 
¡Héríio del sobreseimiento solicitado en la acusación". 

Que las transeri|>eiones anteriores demuestran que l;i irises* 
potabilidad de las personas nombradas ha sidn declarada en la 
sentencia, no como consecuencia de la negligencia atribuida en 
el casa a alguno de los preceptos de la 1«v X." 810. sino símple- 
niente como resultado de la apreciación de los hechos y circuns- 
tait.'ias míe la inania da jmr comprobados, y sobre cuyo ■.nérilii 
e*ie tribunal se encuentra inhabilitado para pronunciarse en el 
presente recurso de puro derecho federal. Que en tales condi- 
ciones el recurso extraordinario es improcedente conforme a lo 
pt-escripto por el articulo 15 de la ley número 4S y a lo reítera- 
d;imente resuelto. 

['«ir ello, oidci el señor iVocurador Genera!, no se hace 1 11 - 
gaf a la queja. KoHfiquese y archívese, devolviéndose los autos 
-M|j,-Í!;id*.s por via de infonne. con transcripción de la pre- 
si-ute. 

A. Kkrmkj». _ J. FtcuKROA Ai.- 

CQHTA. — RAMÓN MÉN'OKZ. — 

RoniíRTii Uki-ixto. — M. I,. u - 

RKNCKXA. 



i huí i: 11 rujio- Alió, por fu Provincia de Buenos A ires, cani M 
Mar del Phitti Golf Club, sobre reivindica! ¡oh. 

SitHiuño ; \." Kl termino de tres días para la recusación sin e:m- 
-;¡ de un mfenibro de la Cortu Suprema, empieza a contar- 
se desde el siguiente a la notificación de la providencia de 

autos. 
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-j. Xii puede usarse sino una sola vez en cada caso de la 
facultad de recusar sin causa a titi i-íembrn de la Oirk- 
Suprema. 

Caso: \a-> explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPRKMA ' 

Bueno* Aire», Abril IB de 1928 

Aulos y Vistos: 

Atento lo dispuesto en el articulo 24 cíe la ley número 50 y 
articulo 1." ile la ley número 3266, admítese la recusación sin 
causa «el Conjuez doctor Norberto Pinero, y señálase la au- 
diencia 4el dia veintiséis del corriente, a las quince horas. |>ara 
la insaculación de un Conjuez! en su reemplazo. 

Considerando en cuanto a la recusación sin causa del señor 
Ministro, doctor Roberto Repello : 

Que la ley número 32ÍÍ6 autorizaba la recusación sin causa 
basta tres días después de hacerse saber el señalado .para la vis- 
ta de los pleitos civiles y comerciales. 

Que como lo lia resuelto esta Corte recientemente ( Fallos 
tomo ior, página 310; y causa Riestra v. Kscafeda, Diciembre 
12 de 1901, entre otros), suprimido el trámite de la vista de la 
causa y reemplazado por la provtdenciá de autos para sentencia 
l»or la ley número 3375. el témíino de tres días para deducir la 
recusación sin causa, debe contarse desde el siguiente a Ja noti- 
ficación de esta última. 

Que en el caso, la recusación se ha deducido después de 
lilas de 1111 año de haber quedado vencido el término para hacer 
liso de ese derecho. (Noviembre 3 de 1924- Abril 13 de 1926). 



FALLOS DE LA CORTO SUPREMA 



IW ello y 1 • » dispuesta en la parte final del arliculu i." fie 
lía lev X. " .í-í**' v en él artículo _'S de la ley número 50. se deses- 
tima dicha recusaciún. Repóngase el papel 

|v\Mox MlíSDUZ. — M. LURKMK- 
XA, — AUKKlMt I.. l'.U.Al l()S. 

Ivti la misma fecha y en idéntico sentido fué resuelta la re- 
i ii- u'it'iti *in causa del .señor Ministro; doctor Roberto Repetto, 
« i- el juicio seguido ]mr don Kitriipie Alió, por la provincia de 
tíllenos A'ires -nutra "Club Mar del Plata*, i>or igual causa. 



Sreiedud Albina y Seritftté (Mitro la Prmimta de Une mu Aires, 
por devolución de sumas dé dinero. 

Skmarim Véase el <lc las causas publicadas en fas páginas un y 
105 de! tomo 142, aplicables al présenle. 

Cuso; Lo explica el siguiente : 

DICTAS! EX DHL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aire*, Abril 2T. de 18B 

Suprema Corte: v 

1 .a Sociedad Albina y Scvigné demandó a la provincia de 
Puenos Aires por devolución de la suma de !? -L.irn.58 m]n. y sus 
intereses, pagada indebidamente, según los actores, en concepto 
de impuesto especial de afirmados del camino publico de La 
Plata a Avellaneda, en 
Diciembre de 1907. 
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La Provincia no contestó la dematida, nu produjo prueba ni 
alegó en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente <lemanda 
no difiere de la resuelta por esta Corte Suprema con fecha 22 
de Jumo de 10,23 en la causa seguida contra la misma provincia 
de Buenos Aires, por don Martin Pereyra Iraola. V. E. declaró 
en ella la inconstitueionalidad del impuesto aplicado. 

De acuerdo con esta sentencia y no habiendo la provincia 
demandada introducido modificación alguna de hechn o de de- 
recho en esta litis, soy de opinión que corresponde mantener la 
doctrina de V. E.. haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta 
demanda. 

Horacio R: Larreta. 
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Buen» Airet. Abril 21 de 1936 

V vistos: 

Don Andrés Cassinca se presenta ante esta Corte como 
mandatario de la razón social Albina y Sevigné. promoviendo 
demanda contra la provincia de Buenos Aires, por repetición de 
sumas que indebidamente obligó a sus Jjoderdantes a pagar en 
concepto de impuestos destinados a costear el camino general 
de La Plata a Avellaneda, y expone : 

Que los señores Albina y Sevigné son propietarios de un 
inmueble áituado en la zona quinta de la ciudad de La Plata, 
Provincia de Buenos Aires, comprendido entre las calles 7 a 1 1 
y 26 a 28, designado en el plano oficial como quinta números 
'35 a 13& '73 a 176. de b Sección B. La propiedad está afec- 
tada por el impuesto creado por la ley provincial del 30 de Di- 
ciembre de njO/. que dispuso la ejecución del camino pavimen- 
tado entre la ciudad de La Plata jy la de Avellaneda, creando 
conducentes a tal fin, siendo a cargo 





os 
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tartos ile los terrenos adyacentes y del i Hibierno en l.-i propon 



Qtie l;i provincia de Buenos Aires, ha cobrado a sus a- 
preserttados, en concepto de imputo;, la cantidad de cuatro mil 
trescientos diez y nneve pesos con cincuenta y achó centavas 
moneda nacional, cuya devoIu:ión reclama. 

Qne i*I pago fué hecho en efectivo el 31 fie Octubre de 
0)22. realizándose el mismo día. una protesta ame escribano 
público, dejándose a salvó 1»* derechos y haciéndose constar 
que el cohru por parte de la provincia no está autorizado por 
disposición k-iííi 1 alguna, acompañando, al mismo tiempo, la*» li- 
bretas de pago, cuentas corrientes mimeros 754. 757. 313 y 752. 

Que el impuesto de que se trata es inconstitucional, porque 
abMirhe la totalidad de] valor de los inmuebles afectados. Que 
aplicando la contribución en la forma que pretende hacerlo la 
provincia de l(ueno> Aires, se llegaría al resultado que los pro- 
pietarios de los terrenos afectados al camino, se verían en la 
necesidad de abandonar >us tierras a la provincia. Que. además, 
el impuesto importaría una verdadera confiscación, siendo, por 
Iti tanto, contrarío al articulo 17 de la Constitución Nacional. 

¡Jue finida e! derecho di- sus representados en la dis|H>si- 



cordantes del Código Civil, 

Qite por estas consideraciones y las resoluciones recaídas 
en el juicio IVrcyra traola contra la Provincia de Kuenos Ai- 
res, pide ipte en su Oportunidad se decíate <|iie ta contribución 
cobrada a su represeiitaila en virtud de la ley provincial del 30 
de Diciembre tle 1007. es contraria al articulo 17 fie la Consfitu- 
ción Xa.-iomd. y -pie en consecuencia, la provincia está obliga- 
da a devolver la suma reclamada, con sus intereses y costas. 

Une se corrió traslado fie la demanda por auto de fs. 1$, 
ta qiu no fué contestada por la demandada, abriéndose esta cau- 
sa a prueba por amo de fs. 2j¡¡ vuelta, la que según el certificado 



ción del 70 y 30 ';, re:.pecnvamcnie. 



ción del articulo 17 de la 




y con- 
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ios los autos para alegar, sólo hizo uso de ese derecho la acuna, 
quedando Ja causa para definitiva por auto de ís. Sj vuelta. 

V considerando : 

One los demandantes han comprobado con las libretas ag¡v- 
g;.das a l<>s autos y con las escrituras respectivas, haber satis- 
fecliu, liajn protesta, diversas cuotas de] impuesto establecido 
pur la ley provincial del 30 de Diciembre de iqoj, creado con el 
objeto di' costear ta apertura y pavimentación de un camino en- 
tre las ciudades de La Mata .v Avellaneda. En conjinuo. las 
cnptas pagadas ascienden a ta suma reclamada en !a demanda, 
es decir, a cuatro mil trescientos tfifí y nueve pdSOS con ánciien- 
t¿ y ocho centavas moneda nacional, sobre un impuesto total de 
oitcc mil ait intento., quince fftsús con treinta y cinco centavos 
moneda nacional fijado a la propiedad de los actores que en 
reiteradas decisiones de esta Corte, se ha declarado (pie el re- 
ferido impuesto no retme los requisitos esenciales para la vali- 
dez de toda contribución de mejoras o Incal ass&ssUicnt, a saber, 
■ [lie ía obra, cuyo pago esté destinada sea. ante todo, de benefi- 
cio local, y que el sacrificio impuesto a los dueños de las pro- 
piedades 'afectadas no exceda substancial mente el beneficio par- 
ticular (pie ohfiene por razón de dicha obra pública, ( Fallos to- 
mo 142, páginas 120 y if>5h 

Que en las decisiones citadas se ha dejado claramente esta- 
blecido que la contrihncVm impuesta a unos pocos propietarios 
con el propósito tle construir una obra de casi exclusivo interés 
general como es el camino de que se trata, y medíanle la cual se 
absorbe una pane considerable del valor de las propiedades «ifec- 
ladas, sin conferir, en cambio, un 1 Unefício equivalente o apro- 
ximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto al impuesto 
y con ki inviolabilidad de la propiedad, consagradas por los ar- 
ticulo* 16 y 17 de la Constitución. 

(Jue en la especie snb lite el gravamen asignado al inmueble 
de que se trata cx:edia el valor de dicha propiedad en la época 
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en qw- tm establecido el impuesto, y. en la acUi:i3itlatl, represen- 
ta iiíáa del cincuenta ¡n>r ciento de su tasación, según se despren- 
dí* 'le! dictamen pericial expedido a fs. 63. siendo de notar que el 
aumento operado en el -alur de dicha tierra después de cena de 
quince jmo> de ltaJwr sidu construido el camino no puede Iónica- 
mente atribuirse en su totalidad a la influencia de la recordada 
obra pútilivit; desde que necesar'iauenie han debido contribuir a 
esc efecto d aumento progresivo de la ¡«oblación y la influencia 
d<* la misma a los barrios suburbanos de las ciudades. Por otra 
pane, de la misma [H-ricia se infiere que el camino corre a tra- 
vés le! terreno de los actores, n manera de terraplén, dejando 
las fracciones de tierra adyacentes a mi nivel muy inferior que 
dificultará su aprovechamiento para fines urbanos, a menos que 
si- efectúen los rellenas indispensables, con el gast<> consiguiente. 

Une con . un iendo, ]>or lo tanto, en el enc ujas ra aones que 
determinan m los fallos de esta Corte, precedentemente citados, 
corresponde dar a este litigio una solución análoga. 

Kn su mérito, reproi luciendo los fundamentos invocados en 
la- icc'irdadas sentencias de esta Corle, y de acuerdo con lo die- 
laiuinado por el Señor Procurador General, se declara (pie el 
impne-to establecido jK>r la ley de fa provincia de Hítenos Aire> 
de ,íi> de Diciembre 'le 1007, es contrario a los artículos in y 17 
de la Constitución, y que en consecuencia dicha provincia está 
obligada a devolver a los demandantes. Sociedad Albina y Se* 
vtgrie. dentro del término de diez días, la cantidad de cuatro tiiü 
tnsticHtt's i/tYr y Hnfir pesos aui dics y, ocho frutaros moneda 
Miciott&l, mtl sus intereses a e-tilo de los que cobra el Mane.» de 
la Nación Argenlinn. desde la fecha de la notificación de la de- 
manda. O'U eo-ta-, Xotifi píese, repóngase el pa¡iel y archivesc. 

A. BkRMIO". — J. IV.L'KROA AL- 
CORTA. — Kamóx Mkmhíz. — 
RoJUCStí) kiU'i'Ti'o. — M. l.u-- 
ki:sci:xa. 
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Don Curios Caries contra ti Ferrocarril del Sittt, .wbre iudeitiui- 
zaeián de daños y perjuicios. 

Sumario: i." Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. contra una decisión contraria a un privilegio de la 
ley 2873. invocada por el recurrente. ' 

2." Para que una empresa ferroviaria pueda, amparándo- 
se en lo dispuesto en la segunda parte del artículo 76 de la 
ley 2873. alegar irresponsabilidad por daños causados a 
consecuencia tic una infracción cometida |>or ¡a misma al 
articuTo 5.". inciso 10 de dicha ley. es necesario que concu- 
rran los requisitos establecidos por aquella disposición de la 
expresada ley, o sea, que en la respectiva reclamación pre- 
sentada a la Dirección de Ferrocarriles denunciando la in- 
fracción, haya alegado el querellante haber sufrido perjui- 
cios y que la autoridad administrativa no se haya pronun- 
ciado al respecto, ordenando, simplemente, que la empresa 
suspenda y desista de la infracción. (Fjn el caso, el actor no 
incluyó en ia reclamación capitulo alguno en concepto de 
daños y perjuicios, los que, por otra parte, se produjeron 
recién cuatro años, después de la susodicha gestión). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



Bucnoi Alen, Abril 30 dt 10» 



Los promovidos por el doctor Carlos Carlés contra el Fe- 
del Su<f sobre indemnización de daños y per juicios, de 
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i. (jne de fojas i a 19 v medíante aclaraciones y ampliacio- 
íiés de fnjn^ ,í(. a 47. se ¡ípeseriía el doctor Garles instaurando 
demanda contra la empresa citada, por indciuniz uión de los da- 
ños y perjuicios que 1c ha apasionado la inundación habida en 
tas primeros días de Jüíio de i<>ig, en c] cslahleniniento agro- 
pecuario de >u propiedad, denominado Mauiaguita. que se- halla 
eSi el paffídp Wititfcínco de Mayo; coartel noveno, provincia de 
Buenas Aires, a ambos lados de la via férrea de Saladillo a San 
Knriqttc, lisa inundación, incurrida con motivo de las lluvias caí- 
das en Julio de 10 iy, ha sido causada por las deficientes ohras 
de de-agües de la via férrea que atraviesa el ea n|H>, reproducién- 
dose otro estancamiento en el curso natural de las aguas, análogo 
al de M/15, > ( ,l,re el que existe sentencia COá autoridad de cosa 
juzgada. 

j. íJhc la defieieiicia de las ohras de desagüe del terraplén 
y la existencia de una zanja de préstamo, a la altura de la alcan- 
tarilla .leí Kilómetro _'¿f»/7_'o. determinaron la inundación de 
los potreros U Laguna. K] Cnanaeo, El Monte, Kl Horno, Kl 
Trabajoso; El Arroyo. Kl Molino. Los Sauces. La Chacra. San- 
ta Ana «y Los Chacareros, aniquilando y dispersando tas hacien- 
da- vacunas, lanares y yeguarizas (pie por más de un millón de . 
pesos había en la estancia y destruyendo los sembrados <le maíz 
y avena de los potreros Santa Ana. La Chacra. Los Chacareros 
y Kl Horno. Las pérdidas sufridas, sea como daño emergente y 
íttero cesante i*>r ventas anticipadas, arriendos para las hacien- 
da* que se sacó del campo, muertes, malogros, gastos, destrozos 
en alamhrados. desmejora en el campo de excelentes pastos, ele. 
ete.. ijue correspondió a un cstahleeh'iento reputado modelo en 
>u género, hace procedente el pedido de setecientos cincuenta 
mil pesos moneda nacional, en concepto de indemnización. 

.í.' pie la empresa demandada, por ímermedin del ingenie- 
ro VVood, hizo abrir cinco boquetes en el Kilómetro 
I ;.ra íaciKiar el desagüe del campo, cuyos (jinquetes cerró im- 
prudentemente la empresa con |»osierior¡dad. Todos estos he- 
chos y rircuustaridas son conocidos de la Dirección General de 
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Ferrocarriles, como se desprende del ejijiertiente 05059 S 1*115. 
en que consta í;i intervención del actor, demandada y dicha Di- 
rección, con motivo de redamos y denuncias verificadas al res- 
pecto. 

4." One de acuerdo con lo dispuesto por ja ley -'S73 en los 
nn ¡culos 5.*. inciso 10. y 7f> y oj. !a empresa debe soportar tudas 
las resportóábüidades dé los daños y peíjüicíiSa míe ha ocasiona- 
do, por cuyo hrjHirte ya señalado pide .sea condenada aquélla, 
con intereses U" costas. 

Declarada la competencia del Juzgarlo a fojas 26 cucha, se 
corre traslado de la demanda a fojas 49 vuelta, que evacúa don 
Pablo L. Tissone — instrumento de fojas 7,1 y de fojas 54 a 71 
— expone: 

1." Que con motivo de las inundaciones de 1915. la Dirección 
Géncrrál de Ferrocarriles, en virtud de una denuncia del actor, 
formó el expediente 05059 S. 1915. y ordenó a la empresa, me- 
diante resolución de .Abril f> de 1915. rjuc construyera dnersa* 
obras para que la vía dejase ülirc paso a las aguas, y no obstan- 
te las salvedades de la empresa, ésta ejecutó las obras ordena- 
das por la autoridad competente, por lo cual no cabe responsabi- 
lidad alguna, conforme a lo dispuesto en los artículos 5, ó. 71 y 
70 de la Ley 2873. 

2' Que una gran parte del campo del actor está, por su na- 
turaleza, sujeto a inundaciones ]K?riódteas. Kxplica el desagüe 
del canijjo citado en forma detallada, relacionándolo con los pla- 
nos que acompaña, se refiere minuciosamente a los terrenos, 
llm'ias, zonas, inspeccione* administrativas, dirección de la^ 
aguas, ef ¡caria de las alcantarillas, señala un err^r del act:>r en 
cuanto a la dimensión de la ubicada en el Kilómetro 220/720. y 
afirma que en la inundación del campo del actor ningún rol han 
jugado los terraplenes de la linea férrea, pues lo mismo habría 
ocurrido si ésta no existiera. 

3." Que no iotló el campo se inundó, y el remanso formado 
en el Kilómetro aludido, a < pie se refiere el ingeniero Seiu]»é. 
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v'itn ha podido cansar inundación de cuarenta» hectáreas, indica- 
das en el plano que adjunta. La zanja de préstamo, por su ubi- 
cación y régimen tampoco ha podido cansar inundación de los 
potreros situados al N. K. del c.iiii¡m» ; esa zanja existía con an- 
terioridad a 1919, y no fué ordenada su clausura por la Direc- 
ción General de Ferrocarriles. En cuanto a las zanjas o alcanta- 
rilla.-, provisorias recordadas por el actor, fueron abiertas por el 
ingeniero Wotxl, de la empresa, no porque se las reconociera ne- 
cesarias ni eficaces, sino como una defercn;ia persona] hacía el 
actor, y esas cinco alcantarillas abiertas el 19 de Julio, fueron 
rellenadas el dia 25. porque no pasaba ya agua jhit ellas, y en el 
Kilómetro 2.26/7,20. había desaparecido el pequeño remanso no- 
tado por el ingeniero Sempé. Agrega el señor Tissone que se 
trata, por (p demás, de un caso definido de fuerza mayor, de lo 
que surge otra causa de irresponsabilidad para la empresa ( ar- 
tículos 513 y 5 [4 Código Civil }. 

4. tjue caite decir que la zona inundada en campo del actor 
es la que deja aludida más arriba, y etnno la empresa no puede 
penetrar a dicho campo, no le es posible expresar con exactitud 
cuál ha sido la superficie inundada. Respecto a los perjuicios 
que puede haber causado la inundación al actor, están muy lejos 
de la enorme suma pedida : no es exacto que haya sufrido ani- 
quilamiento y dispersión de sus haciendas ni de parte de éstas, 
ni Ardidas, malogros ni sacrificios. Reconoce como exacto que 
sp vendió en lo s remate*- ferias de Veinticinco de Mayo una par- 
te de haciendas de inferior clase, sin sufrir quebrantos, y que 
1 arte de las haciendas las sacó el actor a pastoreo a otros cam- 
pos por plazo no mayor de dos meses, traiéndolas después a su 
campo. Kn cuanto a precios pagados jxir tal concepto, pueden to- 
marse en cuenta los razonables y corrientes en la región, y no 
los precios exagerarlos o fantásticos que ha querido pagar el ac- 
tor, los cuales no son recobrables por indemnización. En cuanto 
a las sementeras de maíz y de avena, reconoce que el actor tenía 
una extensión aproximada de trescientas hectáreas de caita una, 
peto niega perjuicios por la inundación, pues el maíz estalla re- 
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cogido, y la avena, una vez que bajaron las aguas, brotó con 
fuerza el pasto, que fué aprovechado p«'r hs haciendas del ac- 
tor. Termina negando y desconociendo todo lo que se afirma en 
contra de lo que deja expuesto y solicita el rechazo de la acción, 
con costas. 

Abierta la causa a prueba a fojas 77. se produce la que ex- 
presa el certificado de fojas 861. Alega el actor de fojas S63 a 
t;il7 y la deslindarla de fojas yg8 a [026. 

Se decreta a fojas 1032 una inspección ocular del canqM), ta 
Miie se realizó, según consta en el acta de fojas 1044. Atenías las 
observaciones formuladas en el alegato de la demandada. -,e co- 
rre vista de ellas a los peritos a fojas 1044 vuelta, quienes se ex- 
piden de fojas 1047 a ioói. Se llama autos para definitiva a 
fojas ic/>2 vuelta, con lo cual queda la causa en estado de sen- 
tencia. 

r," Que la competencia fiel Juzgado para conocer y decidir 
en esie asunto, surge de la naturaleza de la cuestión debatida 
entre las partes, y el auto que la decreta a fojas p vuelta, está 
de acuerdo con ta jurisprudencia réiterada de los Tribunales Fe- 
derados sobre el punto. ( Véase Suprema Corte, tomo c/¿. ingi- 
na 336: tomo 103. página 331 ; Ionio 1 ift. página 279; tomo 121. 
página 22t. etc.; véase asimismo el juicio anterior at presente 
seguido por las mismas partes, sentenciado por el subscripto en 
Mayo 10 ile hjiS, y confirmado por la Cámara, lo ahi resuelto 
con fecha Mayo 28 de 1019. ( "Gaceta del Foro". 607 y rj;(>. 

2* Que de este co.nplejo asunto y voluminosas actuaciones 
cabe formular una síntesis, a fin de facilitar la decisión judicial. 

De consiguiente procede enunciar los puntos principales y 
fundamentales de la litis en esta forma ; inundación, causa y me- 
canismo, alcances, responsabilidad, der&lio, daños y perjuicios 
e indemnización a que hubiere tugar- 

3." Que las partes litigantes convienen al dejar trabada la 
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litis que en realidad se produjo una iiuitu1nci>>ii en Maimguita 
ci >ti hiotivo de las lluvias caídas en la provincia dé Buenos Ai- 
re- en Juliu de iv")- 

Di-iente en cuanto a su extensión, pues ti actor sostiene que 
se le inundaron los potreros La Laguna, Arroyo, Kl Molino, 
Kl Ilnriio. Kl Trabajoso, Kl Üuanaeo. Kl Monte. Los Sauces. 
La Ciñera. Santa Ana y LOS Chacareros, en razón tic ta> defi- 
ciencias «le las ol)fas de desagüe de la via férrea, y la demanda- 
da sostiene que e] cargo hecho en su contra sólo puede haber de- 
terminado la inundación de cuarenta hectáreas, más o menos, 
según h> demuestra el plano de fojas 55, pues el campo del ador 
-¿i- mmdó durante i'tu>. sin- (|iie jugaran rol alguno en pro de la! 
inundación los terraplenes de la litiea férrea. 

Mutere decir, pues, que de la litis surge con evidencia que 
el c.rrpn de Matuaguita fué materia de inundación, debatiendo 
ardor -amenté las partes cuál ha sido la causa, desde que el ac- 
t..r la imputa a la existencia de la linea férrea y la demandada 
sostiene que no es exacto. 

Los pumos relativos a la inundación, causa y mecanismo y 
alcance de la misma, son de Índole esencialmente técnica, y |Hir 
I- tanto su dilucidación debía ser confiada a expertos en la ma- 
teria. c|iiienes llenaron cumplidamente la misión que se les etico- 
níendó en autos, presentando los planos e informes que figuran 
en los .uierpos cuarto, quinte $ sexto de este expediente. 

Las jKir.tes les sometieron los cuestionarios, planos, memo- 
riales y demás elementos que tuvieron a bien, ¡y que la Cámara 
autorizó. Véase fojas j8j a 2f*o. 516 a 550. 553, 554, 694. 605 
y flt. 

El subscripto decidió a fojas someter al dictamen de 
los ¡entos la siguiente cuestión: l.° Si los terraplenes del Ra- 
inal dé Saladillo a San Enrique; del Ferrocarril del Sud. han 
perturbado el desagüe natural en el campo del doctor Caries, 
pur de í ciencia o mala ubicación de tas obras de arte, y en caso 
afirmativo qué extensión de ese catUpo ha sido inundada como 
consecuencia de esa perturbación. 
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Como fácilmente puede advertirse y co.ro lo señalan los 
peritos a fojas / JO. la cuestión asi planteada contempla con toda 
;m]j))ituii el problema hidráulico de la inundación del campó de- 
nominado .Uamnguiia. pmjJiedad del actor, doctor Carlés. ocu- 
rrida en Julio de iyiy. 

Los peritos estudiaron la cuestión detenidamente, recogie- 
ron dattis en e! terreno, analizaron las constancias de autos con 
reposado y sano criterio: son minuoiusos hasta en los detalles 
más pequeños, argumentan con eficacia y ciencia, traen a cuenta 
el fruto de la observación real de las cosas, extraen conclusiones 
verídicas de sus estudios, señalan con claridad puntos que me- 
recen explicación, y luego de demostrar los fundamentos de sus 
afirmaciones precisas y categóricas, fojas ~20 a 756. exponen su 
pensamiento acerca de la cuestión propuesta por el subscripto, v 
dicen que los terraplenes han -perturbado el desagüe natural del 
campo por deficiencia y mala ubicación de las obras de arte, 
dando lugar a la formación de un remanso que desvió la co- 
rriente del desagüe natural a través del campo, inundando po- 
treros bien defendidos por la configuración altimétrica del te- 
rreno en una extensión de mil quinientas hectáreas, perjudican- 
do, además, trescientas que quedaron perjudicadas jjor las aguas 
inundantes, fojas £56 vuelta. 757 y 820. 

Kstá. pues. solutH.mada técnicamente y hicn solucionada, la 
controversia de las partes acerca del papel desempeñado por la 
vía f éi rea en e! desagüe de Mamaguila. toda vez que en la litis 
se observa la insistente imputación del actor y la tenaz defensa 
de la dt mandada, siempre en vista a la causa de la inundación. 

Disconforme la demandada con tas conclusiones de la |>er¡- 
cía de fojas 7(6 a 833. formuló en su alegato una serie de ob- 
servaciones de índole técnica, no vacilando el subscripto en so- 
meterlas a la consideración de los pe ritos, mediante auti; de fo- 
jas 1044 vuelta. 

Figura de fojas 1047 a 1061 la respuesta de los gritos a di- 
chas oliservaetunes, Conen ahí nuevamente de relieve cuanto ex- 
pusiernn de fojas 757 a 780 al dictaminar sobre el cuestionario 
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de la nandada, insisten en lo qiie manifestaron a fojas 760 
y vue!.a. 7Ó3. 765, 71*1 y vuelta. 7Ó7 y vuelta, Jf68 y vuelta. T'*» 
y vuelta, 770 y vuelta, 77-' y vuelta. 773 a 77S, 784 y vuelta y 
revelan los errores en que incurrió la demandada al deslizar, en 
su memorial de fojas 516 y alegato de fojas 1005, una serie de 
apreciaciones equivocadas, sea con relación a datos de tos au- 
tos, sea con relaci'm a fórmulas, reglas y leyes fisicas. fojas 
lOJl a l©59 vuelta. 

Kl Juzgado acepta. ]>or lo tanto, el dictamen pericial, por 
encontrar une explica ron todo discernimiento y sagacidad, el fe" 
nótriena do la inundación acaecida en campo del actor, en virtud 
de la existencia de la línea férrea, a cuyo efecto conviene tener 
présente qxté los planos 3 A y 3 B corrientes a fojas 841 y 84* 
completan gráficamente la explicación aludida. 

4." Oue ad.vtiido j»or el Juzgado el fenómeno de la inunda- 
ción de 10 nj en campo del actor en la extensión señalada ]H»r los 
peritos de un mil miiriientas hectáreas a causa de la interpola- 
ción del terreno con las obras de desagüe, deficientes y mal ubi- 
cadas, y perjuicios en trescientas hectáreas aisladas ]>or las 
agua-; inundantes, corresponde hacerse cargo de lo relativo a la 
responsabilidad que el caso apareja. 

T.a empresa demandada se escuda en primer término en su 
defettsa, sosteniendo (pie al curplir lo ordenado por la Dirección 
(leneral de Ferrocarriles con fecha Abril 8 de 1915. fojas 14 
del expediente administrativo agregado 05059 S. Iyl5. ninguna 
responsabilidad le comprende en el caso presente. 

Sobre este punto cuadra observar que la resolución aludida 
de Abril 8 de 1**15 fijaba alternativamente al Ferrocarril la 
construcción de diversas obras. A fojasi y 40 de ese expe- 
diente se aprueba el plano 25357 y memoria descriptiva, con la 
condición de que la Kmpresa levantará el terraplén basta con- 
seguir las desembocaduras exigidas en la resolución de Abril 8 
tic 19 15. A fojas 4", ratifica la Dirección la resolución de fojas 
39 y -10, 
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Cim unitiva de la nueva presentación hecha por el ductor 
Caries en ese expediente administrativo, el 'insiieetor general ma- 
nifiesta a tojas 84 vuelta; si bien con reservas, que debe decla- 
rarse ¡Hir la Dirección General; que las obras ordenadas en E$|5, 
y construidas más tarde, son las que se júzgala necesarias, peni 
la Dirección General, a fojas l.y y siguientes, señala que ella ha 
constatado que las obras de desagüe existentes en ta zona a age 
se alude, son insuficientes -para garantizar la seguridad y regu- 
laridad del tráfico, desde que afluye al puente existente en el 
Kilómetro 220/720 un caudal de agua que se emtialsa por insu- 
ficiencia de la luz de di:ho puente y compromete asi la estabi- 
lidad de la via, por lo (pie la Kmpresa delicrá presentar el pro- 
yecto y estudio de las obras que debe llevar a ca!>o para solu- 
cionar el inconveniente notado. 

í,a Kmpresa formnló en seguida en dicho expediente, va- 
rias observaciones, y jnir lo que a este juicio concierne, merecen 
tenerse en enema las quo corren a fojas 144 y vuelta, y la que 
mi deja fie ser original de fojas 143 cuando- dice que. la provi- 
sión de alierturas adicionales en el campo de Mamaguiia, no 
sólo es innecesaria, sino (pie su realización sería un jxisn en re- 
troceso y perjudicaría jjara siei-pre. no sólo los Intereses de la 
empresa, sino también tos del doctor Caries! 

Evidentemente, tal afirmación está en pugna con la reali- 
dad, según se desprende de lo resuelto ]Kir la Dirección General 
de Ferrocarriles jy la |)ericia practicada en autos, fojas 831. 
Además, ¿ jior qué abrió el ingeniero Wood cinco alcantarillas 
en esa vía férrea, si no se necesitaban? I«a respuesta no es du- 
dosa. 

Kn fin, sea !<► que fuere. Ib cierto es que la demandada no 
puede eludir su responsabilidad so pretexto de haber cumplid" 
las órdenes de ta autoridad administrativa en lo referente a la 
resolución de Abril 8 de 1915. puesto que se ha demostrado en 
autos qué las obras de desagüe existentes en la via en Julio de 
10,1 y, no reunian los requisitos exigidos por el inciso 10 del ar- 
ticulo 5 de la ley 2873. ya que no son las necesarias en la región. 
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La ri'Milución de Abril S de 1915 nu puede exonerar a la 
Kmpresa < [f ta responsabilidad a su cargo, pues aparte dé cjiic 
se ha comprobado que lás ulna?; ahi dispuestas tu> son las ucee- 
barias ya recordadas, hay que tener en cuenta t|iie la Empresa 
puede haber cumplido con los malicíalos de la Dirección, y que- 
dar exenta fie cargo para con ella, pero tn> para con lus vecinos 
a quienes perjudicase el mantenimiento de un estado de cosas 
dañoso para sus intereses. Sobre este particular, los articulo;- 
J'134. Jf»45- ¿f»4~. ^>.;i y 2f>¡i; y nota del Código Civil, dan cur- 
io a la acción del tercero interesado, sin que surja oposición en- 
tre su derecho y la orden o autorización administrativa. 

No habiéndose observado rigurosamente el dclter impuesto 
por la ley 2873 en su articulo 5 'inciso 10. la responsabilidad de 
la Kmpresa es indiscutible- 

y Oue la demandada sostiene como causa eximente de res- 
ponsabilidad, que . promedia en la iirandadón motivo de esta h'ti<. 
un caso definido de fuerza mayor, contemplado por los articu- 
l" s 5 '3 >' 5'4 del Código Civil. 

Propiamente bablando, la defensa opuesta es la de caso 
fortuito, y un ile fuerza mayor, ya que se traen a cuenta circuns- 
tancia?, que provienen de la naturaleza y no de liedlos del hom- 
bre. Pero sea lo que sea, cabe consignar que en juicio anterior 
seguido entre las panes, el subscripto mltazó semejante defen- 
sa, y en el presente se ini|>one idéntico tenqieraniento. 

Kn ta sentencia re:aida en el juicio citado que corre agre- 
gado cornil prueba en el actual, dijo el subscripto: "Además, 
é$ de tenerse présenle, que *i bien puede admitirse que desde 
cuarenta años no se inundaba el campo de Mamaguita, ello no 
se lia debido a que las lluvias caídas fuesen efectivamente de 
menor caudal que las de Pobrero y Marzo de 1 *> 1 5» No hay datos 
piecisos al respecto, fojas 94 y 95, pero si las lluvias última- 
mente citarlas, fueron torrenciales y extraordinarias, también 
lo han sido las de iqoo. fojas 4Ó8, 469, 0$ vuelta. 517 y vuel- 
ta. 31K y vuelta. 536; 45S y vuelta. 621, y en esa época en que 
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la vía férrea no existía el campo no .se inundó con la? propon 
tifones obsen acias en lyts. 1 ' 

V agrega el subscripto: "(Juicrc decir, entonces, que .-icn- 
do torrenciales y extraordinarias las lluvias caídas en Maiiia^'iii- 
antes y después ele cnusiruida {a linea lerrea. en un ;aso la 
iiuutdaeam se lia producido cor lo pnCftos en mayor éktéiisiÓn 
que en el otro, y las aguas han tiirdado mayor ticñii>o en correr 
liana su desagüe natural. Surge, entonces, evidente el papel des- 
empinado por el terraplén, con sus obras de arle inadecuadas v 
deficientes para permitir un desagüe qtie ho debió interrumpir.*' 
Si a Id expuesto y a lu dicho a fojas 760 vuelta, se agresra 
ln contentación dada fie fi.jas 787 vuelta a fojas 78*) por (os pe- 
ritns a fa preguma décima del cuestionario de la adora de f-das 
554- se llega por el Juzgado a la conclusión de que nó existe 
caso fortuito ,,ue ampare a la demandada, puesto que la relativa 
periodicidad de lluvias abundantes, es cosa que fácilmente puede 
¡■reverse y de consiguiente evitarse obrando con la prudencia y 
pleno conocimiento de las cusas que prescritie el articulo 902 del 
Código Civil, l'or otra |tane. la nota del articulo 514 del Código 
Civil contempla acontecimientos que son resultados del curso 
ordinario y regular de la naturaleza, como la lluvia, el viento, 
e:c. que no se dclic calificar de caso fortuito, 

Ka defensa de la demandada sobre tal punto es inadmisible. 

6," Que en lo relativo al punto de la responsabilidad de ta 
demandada, es cosa qnc no se discute, atento el desarrollo de los 
razonamientos consignado* en los considerandos que anteceden, 
. lín cnanto a los precepto* legales, cuya aplicación apareja 
el incumplir icnio de ln dispuesto en el inciso to articulo 5 de 
1 k ">' #Éf» son los contenidos en el Código Civil, artículos io68, 
tofiy, non, y los citados en el cuarto considerando, a los que 
debe agregarse como complemento necesario Jos artículo* «km, 
1074. io8.í. 1 1 13. 1 108 y 1009 del expresado Código. 

Une entrando ahnra a tratar lo referente a los daños 
) perjuicios ocasionados al actor con la inundación en cuanto 
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queda a cargo do la demandada, conviene formular mi resumen 
do la causa. 

La inundación provocada en proporción mayor, por la exis- 
tcncin de la linea férrea y ¡>or la permanencia del agua durante 
un tempo sobre el terreno, ha debido irrogar forzosamente i>er- 
jinVios de eiena consideración. 

!'.n efecto; el agua ha permanecido durante cerca de rg 
días estancada en el campo, fs. 7H5 vta.. 816 vu., y su estupen- 
da masa ha ido abandonando paulatinamente el lugar en que se 
hallaba a! seguir el curso que la naturaleza y la mano del hom- 
bre te brindaban. rtse estancamiento en terrenos dedicados a la 
explotación agríeolo -ganadera, ha tenido, sin duda alguna. que 
perjud'car las calidades de mi canuto avaluado en ochocientos 
cuarcn:.*i y dos mil |tesos moneda nacional por dos mil quinientas 
hectáreas en 1014 — fojas Stg y 220, expediente anterior agre* 
gado-^y avaluado en qinníeuiós cuarenta y ocho mil pesos mo- 
neda nacional («ir su totalidad a raíz de! ta inundación de julio 
j.M<j — fojas 116 y ti" del presente juicio. 

%a Kmpresa dice ú tujas 71. por intermedio de su represen- 
tante, lo siguiente; "Kn cuanto a sementeras de maiz y avena, 
reconozco que el actor tenía una extensión aproximada de tres- 
fi» 111:1-. hectárea- de rada una. ■pero niego <¡ne baya sufrido per- 
juicio en ellas por la inundación. Kt maiz estaba recogido, y iiin- 
e.úri daño podía sufrir, y en cuanto a la avena, una vez que Ira- 
jaron las aguas brotó con fuerza el pasto, que fué aprovechado 
pnr el actor para el pastaje de sus haciendas cuando las volvió 
a su cam]>o"'. 

Los testigos Tunicr. fojas 335 : (iuerrero. fojas XV) vuelta : 
(Vioia, fojas 355. y Hustingorri, fojas ,157, declaran categórica- 
mente que era completo el estado de vegetación, con abundantes 
plantas de los avenales que fueron destruidos, y que la inunda- 
ción destruyó el maizal colorado, sembrado cuando se había dado 
comienzo a la recolección. 

Cuadra apreciar entonces con equitativa latitud el rubro de 
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los daños en ias sementeras de avena y de maiz. a cuyo efecto 
Üft i°nra únicamente las extensiones reconocidas jxir la deman- 
dada, Sin discusión, tienen que haberse ]>erjudicado considera- 
ble sino totalmente por la permanencia del agua, un maizal co- 
menzado a recoger y los avenales en plena vegetación ; tenien- 
do pues presente en este rubro, por vía ilustrativa y no radi- 
calmente decisiva, el dictamen pericial— fojas 817 a 818 vuelta 
y rofit — el Juzgado fijará en una suma prudencial el importe a 
i|»e lian ixnlido llegar los perjuicios en este punto. 

Evidentemente, las reflexiones de los peritos son aliñadas, 
pero el Juzgado cree oportuno desligarse de ellas, atento a cjue 
no existe una prueba completa y minuciosa de ta producción de 
riqueza que hubiera proporcionado la cosecha en forma de Ja 
avena y del maiz en cuestión: Dictum c.r¡>crlorum Mtnquan 
tnmsit ¡n rcm judiaUitui. 

Respecto de las haciendas vacunas, lanares y yeguarizas 
que poblaban el campo de Mamaguita, dice la demanda que su 
valor, en et momento de la inundación, era de un millón de pe- 
sos moneda nacional. La demandada desconoce la alta calidad de 
esa hacienda, su aniquilamiento, dispersión, pérdidas, malogros, 
etc. ; reconoce, empero, que se vendió en los remates-n»erias de 
Veinticinco de Mayo una parte del la hacienda de inferior cíase, 
sin sufrir quebranto alguno, y que parte de las haciendas las sa- 
có el actor a pastoreo durante dos meses, más o menos, at calió 
de los cuales fueron traídas al campo otra vez. 

Si se) relaciona todo ello con las piezas de este expediente, 
consistentes, en tasaciones, fichas de censos ganaderos, guias de 
campana y de ferrocarril, cuentas de rematadores y consigna- 
tartos, contratos de arrendamientos, etc., que con profusión con- 
siderable obran en autos, así como si se tiene en cuenta las de- ■ 
claraciones de testigos aludidos en la pericia de fojas 818 vuel- 
ta a 823. puede llegarse, sin temor de errar, a la conclusión de- 
finitiva de que el actor sufriá evidentemente pérdidas efectivas 
y dejó de obtener una discreta ganancia con sus haciendas, a 
causa de la inundación. . 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Los traslados de |»arte ríe las haciendas a campos de pasto- 
rea y regreso al establecimiento, conducción a los remates, ven- 
tas forzosas, enflaquecimiento de las que quedaron, muertes, ina- 
logros, arreos, arriendos o pastoreos, etc., etc., son cosas que no 
cofee discutir cuando promedian circunstancias como tas de au- 
tos, y (¡ue se traducen en sumas de dinero ]>or demandar (fastos, 
significar pérdidas efectivas y fracaso de ganancias lógicamente 
esperadas, 

1X-I ennjumo y detalle de la pruelra de autos y aplicando 
idéntico criterio <jue el empleado en el rubro de las sementeras, 
el Juzgado llegará a fijar ta cifra que prudencial mente encuen- 
tra corresponde al caso. 

Pasando a otros puntos de los perjuicios ocasionados, ad- 
vierte el subscripto que forma parte del reclamo del actor. lo 
concerniente a. los perjuicios sufridos por el cam|xj a causa de 
1?. permanencia de las aguas en él. A este respecto el actor so- 
metió dos cuestiones al dictamen de los peritos, esto es. la nove- 
na y la duodécima de fojas *Kfi vuelta y ¿Ko. que a ¡inicio del 
subscripto están perfectamente ligadas. 

Al contestar la novena, los peritos manifiestan que por con- 
cepto de dcsvaloriración del campo corresponde fijar la suma 
de ciento cincuenta mi] pesos moneda nacional, y a! contestar la 
duodécima, se lian ocupado sólo fie los arrendamientos pagados. 

Piensa el que subscribe que el asunto debe contemplarse so- 
lamente desde el punto de vista del perjuicio sufrido por la pri- 
vación del campo inundad*» a causa de la linea férrea y el resta- 
blecimiento del mismo a su anterior estado de productividad de 
riqueza, desde que lo indemnizablc en derecho es el daño sufrido 
acordando los medios de repararlo, y no debe computarse la des- 
. valorización como lo pretende el actor, ya que ello no puede 
considerarse como daño efectivo o lucro cesante inmediatos, di- 
rectos e intimamente relacionados con la inundación, sino más 
bien como un perjuicio indirecto o remoto o una contingencia, 
que m> presenta lazos de estrecha vinculación con la materia que 
es objeto de ineludible y necesaria reparación. 
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Debe* ]>or lo tanto, ceñirse e! Juzgado al punto de la priva- 
ción del campo durante cieno Hempo y a su restablecimiento. 

Resumiendo W* que se expresa en el presente considerando, 
determina el Juzgado los rubros y cantidades que en seguida se 
consignan, pensando no incurrir ni en desmedida exageración ni 
en excesiva parsimonia, sitio señalar las .-ultras que apa recen ser 
las más justas, razonables y equitativas. 

Primero. Reparación de (taños y («rjtiicios ocasionados en 
las sementeras. Suma total: ochenta y siete mil jiesos moneda 
nacional. 

Segundo. Reparación de daños y perjuicios sufridos en las 
haciendas vacunas, lanares y iveguarizas, en concepto de perdí-' 
das, malogros, arreos, arriendos, disminución de valor, trastor- 
nos, quebrantos de diversa índole, etc.. etc. Suma total : ciento 
diez mil pesos moneda nacional. 

Tercero. Reparación por la privación del campo inundado 
y restablecimiento a su anterior estado. Suma total : veinticinco 
nñl pesos noneda nacional. 

Cuarto. Reparación por los alambrados dañados. Suma to- 
tal : dos mil pesos moneda naciunal. 

Total general : doscientos veinticuatro mil pesos moneda na- 
cional. 

l*a enorme prueba de autos adolece de ini|ierfecciones a los 
fines de justificar claramente el monto de la suma reclamada, 
(x?ro no arguye en favor de la inexistencia de los i»er juicios y en 
lu presente causa, como en la anterior agregada como prueba, 
piieile el criterio judicial suplir en cierto modo las deficiencias, 
y atenía la jurisprudencia federal reciente que vuelve a observar 
e! precepto contenido en el articulo 220 del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, debe deferirse al juramento estímatorm 
del actor la fijación del importe de los perjuicios reclamados. 
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8." tjue. por último, a mayor abundamiento es necesario 
hacer resaltar que el subscripto veri f iní personalmente tina ins- 
pección, ocular en Mamaguita en ¿5 de Diciembre ppdo,, como 
consta a fojas 1044. 

En dicha inspección se bailaron presentes el actor y los tres 
peritos, ingenieros Casulto, Herrera y Devoto, no concurriendo 
la parte demandada, jwr no Interesarle la medida, según lo ma- 
nifestara a fojas 1041. 

l»a inspección ocular bailase desorbita por los i»eriins. de 
fojas 1047 a 1051 : coincide con lo que .practicó el susvipio en 
Abril 28 de 1918— fojas 1214 vuelta a 1218, juicio anterior agre* 
¡. :l dí>— y nuevamente puede afirmarse como síntesis de la vista 
realizada, que "el aspecto general del establecimiento mueve á 
considerar que los efectos de la inundación han debido forzo- 
samente producir, estragos de cuantiosa magnitud''. 

(Mr las consideraciones que preceden, fallo: condenando a 
la Empresa demandada de! Ferrocarril de! Sud. a pagar al ac- 
tor doctor Carlos Caries, dentro de dieat días, la suma que éste 
jure dentro de la de doscientos veinticuatro mil pesos moneda 
nacional, en concejrto de total indemnización de los daños y i>cr- 
juicios reclamados en la causa. Con intereses estilo Banco de la 
Nación, a contar desde la notificación de la demanda, siendo las 
costas a cargo de la Empresa { Suprema Corte, tomo 1 15, página 
1 5. etc. ) — Sitiíf M . Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Boma Alm, Septiembre 10 de 1«5 

Vistos estos autos caratulados "Carlos Caries contra la em- 
presa del Ferrocarril del Sud. jior indemnización de danos y 
perjuicios'', para resolver los recursos de apelación concedidos 
centra la sentencia de fs. 1064, y 
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Considerando : 

Que expresando agravios, la empresa sostiene, en síntesis: 

}' Q" e '» inundación del campo de Caries no fué causada 
por insuficiencia tío las aberturas de desagüe en los terraplenes 
de la línea férrea, sino por las condiciones naturales del campo, 
por su condición topográfica, produciéndose, sin intervención al- 
bina de los terraplenes, cuya influencia única consistía en la 
sobreíntindación" durante el corto tiempo de! período máximo 
de la inundación, de una superficie aproximada de cuarenta hec- 
táreas de tierra. 

2: Que está exenta de responsabilidad, pues al efectuar des- 
pués de la primera inundación, las obras de desagüe que hoy 
existen, reparó la infracción del articulo 5.*, inciso 10 de la ley 
2873, de acuerdo con el dictamen de la Dirección General, en la 
forma que ella indicaba y a plena satisfacción del doctor Carlés. 
Kste. agrega, no sólo no manifestó en ningún momento discon- 
formidad con las obras que la Dirección General declaró bastan- 
te* y necesarias rpara dejar libre el campo, ni pretendió que de- 
bieran efectuarse obras de mayor amplitud, sino que. jwr el con- 
trarío, exteriorizó, en forma reiterada y entusiasta, en múltiples 
ocasiones, su satisfacción por tal decisión. 

3* Que, finalmente, la inundación de 1919 constituye un 
caso fortuito o de fuerza mayor que en cualquier supuesto elimi- 
naría toda imputación de responsabilidad por su parte. 

Considerando, en cuanto al primer punto: 

a) Que producida la primera inundación en 1915 y a con- 
secuencia de la denuncia de Carlés. la Dirección General f en 8 
de abril de 1915) declaró que: "de conformidad a lo establecido 
cm el artículo 76, ley 2873. la empresa debía desistir de la in- 
fracción cometida, lo que sólo podía realizarse, como lo ha com- 
probólo en un estudio que ha efectuado sobre el terreno 011 la 
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linca, construyendo alcantarilla- con de-emlituyiduras ile m. 
y 22 111. y Qí$¿ 111. en lo* kilómetros 33«joo. 34 300 y ,15 aproxí> 
uta ¡.miente de -11 ramal ele Saladillo a San Knrique, i» en la im- 
posibilidad de cn-r^uir c-a- -ii]>erí¡cii-s, levantando el terraplén 
hasta dejar luces de _*. 4 y 5 m.. respectivamente. 

ln'Oue 110 obstante manifestar ta empresa 110 aparecer ne- 
cesaria ni conveniente la realización de dichos trabajos, porque 
la inundación de] campo no se debía a falta «le alcantarillas ó 
desagües. . . ¡sino a que b>* campos de este distrito son inunda- 
bles ly !■> pfíJüilin con evidencia el hecho de que el (lol tierno de 
la i'fovilicía había proyectado dos canales, el i'> y i". |«ra dcs- 
an-iar dichos MupM), procedería a efectuar tas obras ordena- 
das, como efectivamente U> Hizo; 

e 1 'Jue a>i las eosas. producida la segunda inundación de 
mi'i. previos los tramites del caso, a fs. 133 del expediente ad- 
toinistrativQ de la referencia, la Dirección declaró: que practi- 
cada una ins]HHVtón ¡*m* uno de sus ingenieros en 17 de junin de 
igi<), se verificó <|uc en el ¡mente de cinco metros de luz del ki- 
lómetro 22ii 270, la sección de esctirrimiento estaba totalmente 
llena v aun el agua snliia 1^ centímetros sohre el borde inferior 
del cordón de la viga principal. . . que los estudios y relevaniicii- 
ins practicados por cuatro peritos judiciales con motivo del jui- 
cio sonido por el doctor Caries contra el F. G. del Sud. ]>or in- 
demnización de daños -y perjuicios con motivo de la inundación 
ue 1*115 v lo verificado j>or el ingeniero de la Dirección (leneral 
"demuestra evidentemente Ja "insuficiencia" del puente de cin- 
co íitetros en el kilómetro 720 para dar paso a las aguas (pie 
al mísmo se dirigen cu las condiciones actuales de los desagüe* 
«le la región y en época de lluvias extraordinarias"... Respec- 
to a la zanja de préstamo adyacente a la vía. aludida por el recu- 
rrente, ta .nal desvia en efecto una parte del caudal, por las pen- 
dientes naturales del terreno, los elementos de juicio aportados 
a e-tas actuaciones, no son suficientes para apreciar si es la can- 
sanie directa de la inundación del potrero Sama Ana... 



Asimismo, estableció la Dirección Central. que las obras de 
desagüe existentes en la zona a qjte se alude son insuficientes 
"para garantizar la seguridad y regularidad del tráfico" desde 
que afluye al puente existente en el kilómetro 226)730 mi tm 
Úé de agua cjne embalsa por insuficiencia ríe la luz de dielm 
piieme y compromete así la estabilidad de la vía. por lo míe la 
empresa deberá presentar el proyecto v estudio de la* obras míe 
debe llevar a caU> para solucionar el inconveniente notad... 

t¿ue iH,r su parte los peritos Nicolás 1 1 Herrera, Claudio 
bastillo y Juan Devoto, nombrados de oficio por el señor ,««. 
ni forman a fs. 71Í» que : 

lW terraplenes del ramal de Saladillo a San Knriqite. del 
F. C. Sud. han perturbado el desagüe natural en el campo del 
doctor Caries, por "deficiencia" y "mala «bteaeSotl* de tas otras 
de arte, dando lugar a la formación de un remanso de í« ;entí- 
metros de altura, que desvió la corriente del desagüe natural a 
través de] f¡mm inundando potreros bien defendidos pr la 
configuración altímetra del terreno ( fs. 825 ) v , ,-omn consecuen- 
cia de la perturbación del desagüe, se han inundado mi] quinien- 
tas hectáreas* a uno y otro lado de la vía férrea en los potreros 
U laguna. 1CI Arroyo. K| .Morro. E\ Guanaco. Kl Sfóntei La 
Chacra. Uw Sauces y Santa Ana. 

Kf inmigro y los, perjuicios.— agregan. -que representa ,, ara 
el establecimiento la redición de inundaciones co no las de M/15 
y ioj5. serán hechos fatales, indudables e inevitables, siempre 
que subsista ía deficiencia y mala ubicación de las obras de arte 
existentes en los kilómetros 227(672 a ^¡278. 

Que la empresa objeta la eficacia del peritaje anterior por- 
que el "a quo". ciñéndose a la letra del articulo 142 del Código 
de Procedimientos, designó de oficio tres peritos, asumiendo asi 
la responsabilidad plena 9 exclusiva de la información técnica 
une ilustraría el .riterio judicial: que los peritos han presentado 
un informe que es tm confuso conglomera ti» , de incongruencias, 
contradicciones, despropósitos, etc.. según resulta de la 
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del ingeniero civil señor Mercau. f 11 rcspue-ta a 1111:1 eonsuka 
cxirajudictal que se k* hizo p'»r la empresa, y cuya opinión esta 
hace -uva é« todas sus partes. transcribiéndola en el <#e.rit0 de 
expresión de agravios. 

I'cro. calie establecer que la pane ajelante lia consentido la 
designación de los perttos mencionados, ¡jo trayendo la cuestión 
en alzada a este Tribunal y que. por más consideración tjue me- 
rezca la opinión profesional del señor Mercan, no puede tenerla 
er cuenta este Tribunal para desvirtuar las conclusiones unifor- 
mes líe Iom peritos señores Herrera. I, asidlo y Devoto, y las de- 
ciaiacjnncs de la Dirección (íencral. por no tratarse de un [icri- 
designado en eí juicio y referirse aquélla a cuestiones en las 
■ |uc e| criterio judicial requiere ser informado por peritos nom- 
brados en forma legal % con todas las responsabil 
te. dé la fundación que se Ies encomienda. 

Considerando, cu cuanto al segundo punto; 

(¡Jije la empresa funda la exención de res¡Minsabilidad de la 
circunstancia de haber construido las obras de arte ordenadas ]>or 
la Dirección General a raiz de la primera inundación, s!n que el 
dwlor Caries manifestara disconformidad con las oliras orde- 
nadas, ni -pedir olías de mayor importancia. Invoca el artículo jft 
"¡:i fine" de la ley JS73 y el principio de derecho (pie establece 
ijtte el ejercicio de un derecho propio, o el cumplimiento de 1111a 
nhKgaitón legal no puede constituir como ¡licito un acto (articu- 
lo t7t del Código Civil k 

(Jue las circunstancias apuntadas no enervan el derecho 
que asiste al doctor Caries para demandar los daños y perjui- 
cios materiales ([tic compruelia halierle ¡rogado la inundación de 
1919, 1.a disposición del articulo "o de la ley de ferrocarriles, a 
tmyqs heneficios se acoge la erpresa, se refiere expresamente a 
las responsabilidades penales previstas n los artículos (»." y t)¿ de 
la ley -hada, a las medidas coercitivas que la inspección gtilier- 
nativa está facultada a imponer a las empresas a fin de hace* 
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Ctlttiulir sus mándalos, ni- las responsabilidades de urden mil 
->ne éstas cótU raigan con relación a los particulares. m\o ejerci- 
cio está regido por las disposiciones del Código Civil. ' 

Sin perjuicio de las responsabilidades penales, dice el ar- 
ticulo ó.-\ las empresas están obligadas a efectuar los trabajos 
necesarios para poner la vía en las condiciones del articulo ¡in- 
terior, construir las alcantarillas y obras necesarias para dojar 
libre del desagüe de los terrenos linderos (articulo 5.', ¡i H ¡s.. mi, 
dentro del término que la Dirección General determine. 

El articulo y-> establece, entre otras, cuáles son las respon- 
sabilidades ppgtliaí "Cada infracción— dice— comel ida pnr las 
- empresas, será castigada con multa de quinientos a diez mil pe- 
"sos, debiendo considerarse como una infracción distinta, caita 
' dia que elejen transcurrir sin ponerse en las condiciones de la 
"ley. después de Ja orden (fue al efecto hubieran mabfctó de la 
" inspección gubernativa". 

Ks esta responsabilidad "penal" la (pie tiene en vista e! ar- 
ticulo ;í,. cuando establece > fine". <pic si en diebo plazo se 
comprobase a !a Dirección que ta infracción lia cesado y el ]>er- 
juicio ha sido reparado de acuerdo con su dictamen (t a satisfac- 
ción de la parte 'querellante", se levantará acta de ello, quedan- 
do In empresa exenta de ulterior responsabilidad 6 penalidad por 
razón de dieba infracción. 

tjue en tal concepto, y siendo una regla de derecho que 
todo aquel que ejecuta un acto que por su culpa o negligencia 
ocasiona un daño a otro, está obligado a la reparación del per 
juicio (articulo 1 100, del Código Civil 1 corresponde que la em- 
presa del F, C. del Stid repare los que se lian ocasionad" con 
motivo de la inundación de] campo. 

Que si bien es cierto, el doctor Carlés en las actuaciones ad- 
ministrativas originadas por Ja primera inundación de 1015, no 
aparece manifestando disconformidad con las obras que la Di- 
reclón General declaró bastantes y necesarias, ni solicitando otras 
de mayor amplitud de desagüe, tales circunstauias no pueden 
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il( pararle per juicios, va que no es razonable suponerle con la 
ciencia ni con la sagacidad de un profesional en la materia: de- 
bió creer que. darla la competencia de los ingenieros <le la Direc- 
ción y de la empresa, tas ■ «liras en cuestión llenaban ampliamente 
i' objetivo tenido en vista. 

l*i a* lo demás, la ¡ranifestación del doctor Caries en la con- 
testación a la expresión de agravios t is. 1,171 de los autos agre- 

airilmye. 

El doctor Caries, al manifestar míe [a investigación, los in- 
forme? y la resolución en él establecida, con ta competencia de 
lo> sabios especialistas en la materia que componen ta Dirección 
('enera! cjtie tuvieron ocasión th; estudiar "'de vtsu" lo ocurrido, 
cansan ta sensación y dan la seguridad de la verdad: se refiere a 
ta* causas que motivaron la inundación de 1915. 

I.a culpa o negligencia de la empresa, al proceder a cons- 
truir de una manera "evidentemente insuficiente", como la cali- 
fica la Dirección, el puente en los kilómetros 220:720, se infiere 
tle la naturaleza de dichos trabajos, porque cuanto mayor sea el 
deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, 
mayor -era !a obligación iftte resulte de las consecuencias posi- 
ble* de los liedlos tan. (J04 del C. Civil i, tanto nías cuanto 
que. a estar at in for re de la Dirección General, no solamente su 
ingeniero, después de ta segunda inundación verificó personal- 
mente la evidente insuficiencia del puente en el kilómetro 226720 
siiin también asi se desprendía de los estudios practicados por los 
cuatro peritos judiciales con motivo del juicio seguido ]ior el 
doctor darles contra el f ; . C. del Sud. por indemnización de da- 
ños y perjuicios. . . estudios ¡y rclevamientos que la empresa de- 
bió conocer y tener en cuenta. 

Kl Itecli.- de que, como lo establece el artículo 2611 del Có- 
digo Civil, las restricciones impuestas al dominio privado sólo 
en el ¡Títeres publico, están regidas por el derecho administrati- 
vo, no implica, como lo sostiene la empresa, que los particulare> 
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damnificados por la obra pública queden privados deT derecho 
de solicitar daños y ]terjuieios. in el caso ck daño causado n sus 



jUf ésa díspisición no tiene, en verdad, otro ©bjétó 
que el de determinar los limites a lus nuiles debe restringirse el 
tjercicio nonral del derecho de propiedad o de conciliar los in- 
tereses opuestas de los propietarios vecinos mota a] articulo). 

U autoridad administrativa, dice la nota al artículo 
en virtud de la cual la obra o el establecimiento se hubiese hecho, 
un priva ni puede privar al vecino del derecho de ocurrir a la 
autoridad judicial con una demanda de indemnización. Lns Tri- 
bunales, agrega, conociendo y resolviendo sobre la retiración 
de iierjiiicios causados ix>r un establecimiento iosalubre incó- 
modo no ne ptmeu en n]K.sición con el acto administrativo que Jo 
autorizó, porcpie la autorización necesariamente llevaba como 
condjeYjn implícita, la de no causar |>erjuieio a tercero. 

Considerando, en cnanto al puntn tercer- 1 : 

Que la eiwfiresa sostiene, por último, que la inundación de 
in-i<> constituye un caso fortuito o de fuerza mayor, (pie en cual- 
quier supuesto eliminaría tuda i.-iputación de responsabilidad de 
su narte. Cabe establear al respecto «,ue los accidentes de la na- 
turaleza no constituyen casos fortuitos. 4m Troploug. mientras 
<jue jM.r su intensidad no salgan del orden común. No se debe, 
por lo tanto, calificar como caso fortuito o de fuerza mayor los 
;*contcciniientos que son el resultado del curso ordinario v regu- 
lar de la naturaleza, como la lluvia, el viento, la creciente ordina- 
ria de los rios, etc., pues las estaciones tienen su orden v su 
desarrollo, une producen accidentes y perturbaciones que lam- 
inen traen daños imprevistos (articulo 514 del Código Civil y 
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í pericial a que se ha hecho referencia más 
arriba "el volumen de agua caída y el caeficiente fie derrame ha 
sido mayor en la inundación de t$r| que en la de 1019. la des- 



92 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

micción del canal i<> estaba descontada antes de su construcción. 
>• se pueíle afirmar cjtie lás thivins abundantes dentro del cursi» 
regular de la naturaleza se producen cada cinco, die* ti quince 
años'*. Luego, en el cas», el hecho de la inundación no caite den- 
trn del concepto del articulo 514, porque "el caso fortuito es el 
que no ha pulido ¡-reverse u fjiie, previsto, no ha podido evita- - 
y la inundación se lia podido evitar, según los peritos, caris» 
truyendo obras de iitavor cajjacidad tic desagüe. 

l'or otra fiarte, este Trihunat, en el asunto de la primera 
inundación fecha noviembre de o>tS» confirmando la .sentencia 
de! Juez "a qtto", hizo suya la declaración de ño trillarse de caso 
fortuito, como lo pretendía la demandada al trabarse la litis y 
como lo pretendí actualmente. 

Queda pues eslahlecido que la inundación, contrariamente 
a I" v>tciiidti jHir la empresa, 110 ha sido originada |»or las con- 
diciones topográficas del campo del doctor Caries, ni existe caso 
fortuito 11 fuerza mayor sino, corno dice la Dirección General, 
ella ha sido debida a la insuf ¡delicia del puente de cinco metros 
en el kilómetro 2^r\j2o jvnra dar paso a las aguas, desde i\m 
afluye a el un caudal de agua que emhal>a por insuficiencia de 
la luz de dicho puente, comprometiéndose la seguridad de la 
via O, cpmo unánimemente afirman los lientos, debido a que los 
terraplenes han perturbado el desagüe natura! por deficiencia y 
mala ubicación de las ohras de arte, dando lugar a la formación 
tic un remanso de sesenta centímetro* de altura, el cual ha des- 
viado la corriente náuira!. inundando potreros bien defendidos 
por la configuración altímetra del terreno (fs. a$g) en cantidad 
de mil quinientas hectáreas. 

Une de las constancias de autos no resulta justificado el 
im¡ <Tte de lo» ríanos y perjuicios sufriilos )>or el doctor Caries 
y. en tal concepto, usando el Tribunal de la autorización que Je 
acuerda el articulo _>¿i del Código de Procedimientos Civiles de 
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la Capital, supletorio, defiere al juramento del actor la fijación 
dd intuirte de los daños y perjuicios, dentro de la suma de 

fm fas consideraciones expuestas y sus concordantes se con- 
tinua, con las costas de esta instancia, la sentencia recurrida en 
cuanto declara la responsabilidad de fa empresa, modificándola 
en cuanto al monto de ia indemnización, la que se fija en la que 
el actor jure dentro de la suma de ochenta mi! pesos moneda na- 
cional de curso legal, con intereses a estilo del Banco de la Na- 
borí Argentina, desde la notificación de la demanda. 

Devuélvase y repónganse las fojas en el Juzgado de proce- 
dencia. — 7*. Arias. — B. A, Nazar Anchor, na. — En disiden- 
cia; José Marcó. — En disidencia: /. P. ¡.una. 



SENTENCIA ni! LA SUPREMA CORTE 

Bueno» Airci, Abril 21 de IBM 

Autos y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra fa 
¡a-niencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital, en 
los autos seguidos por el doctor Carlos Caries (hoy su sucesión ). 
contra la empresa del Ferrocarril del Suri. 

V Considerando: 

Que habiéndose invocado por ¡jane la empresa demandada 
un privilegio contenido en un articulo de la ley 2S73 e interpre- 
tada dicha disposición en la decisión de q(ie se recurre en contra 
del derecho invocado |x»r el apelante, la procedencia del recurso 
mi es dudosa, alentó lo que dispone el inciso 3." del artículo 14 
do la ley número 48. 



Considerando, en cuanto al fondo: 
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tjue la parte recurrente fia sostenido <|iic de acuerdo cotí lo 
prescribió cu la /láusula final del articulo 70 de (a ley nacional 
<ie íerroearriles, la empresa del Sud se llalla exenta de toda res» 
¡,011-ahilidad en el cuso particular ijiu- motiva este juicio, no ilu- 
diendo serle imputada la infracción al articulo 5". inciso ro de 
dicha ley, qjte constituye el fundamento tiiít» de la demanda 
COlHo de la Sentencia recurrida. 

Q«e el aludido artículo 7Í1, inciso _\ en el cual funda la em- 
presa su exención de responsabilidad, di;e: "Si ?n cjiclio plazo 
se comprolpase a la Dirección tpie la Infracción lia cesado v el 
perjuicio ha sido reparado de acuerdo con su dictamen o a sa- 
tisfaecua de la parte (picrcllantc. se levan:ará acta de ella. que- 
dando la empresa exenta de ulterior responsabilidad o penalklád 
¡jor razón de dicha infracción". 

(Jnc la disposición transcripta se vincula intimamente con 
cj contenido dé los artículos 74. 75 y 7<\ primeni parte, y su ló- 
gica interpretación reclama el análisis previo de éstos, KJ artícu- 
l»i 74 faculta ;i toda persona o asociación agraviada por hechos 
" omisiones de las empresas en contravención a la lev de ferro- 
carriles para ocurrir a la Dirección, eximiendo brevemente su 
uteja. IX- acuerdo con la letra del artículo, sustanciada admi- 
nistrativamente la c|tieja. pueden ocurrir ríos cosas: ai (roe la 
cmpresi. en el plazo señalado, se altane a reparar el perjuicio 
afegado o admita el reclamo; hl qué la empresa un lo satisfaga. 
Kn este último supuesto la Dirección ordenará «articulo 741, 
lina investigación y verificada (articulo jh. primera parte \, ex- 
presará clara y terminantemente" "el hecho o la omisión contra- 
ria a la ley" o "el daño o perjuicio eausado por la infracción"', 
debiendo expedirse inmediatamente copia fiel dictamen a la em- 
presa con un aviso para rjtoe "sus|>cnda y desista de la infrac- 
ción" o "repare e! daño causarlo" o ambas cosas a la vez", den- 
tro del plazo prudencial que al efecto se fije. Y en este estado de 
la reclamación administrativa pueden a su turno ocurrir dos hi- 
pótesis: a i que la empresa haya hecho cesar la infracción o haya 
reparada el perjuicio, de acuerdo con el dictamen de la Direc- 
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ciólt. O ambas cosas a la vez: o 1t) que la empresa se resista a 
<!ar cuniplmüento al dictamen de la Dirección. 

(Jtie la anterior exfmsición demuestra, medíante la letra cla- 
ra e imergiversahle de la misma ley, que tanto la queja como la 
investigación pectén" referirse: !>, a un hecho u omisión de las 
empresas tjíis importe la violación de la ley, auiunit' en ellu no 
se haya derivado perjuicio directo para el querellante : ¿". a un 
daño o perjuicio causado |xir una infracción, V,n el primer su- 
puesto lá condenación administrativa consistirá en que la em- 
presa "susiwnda y desista de la infracción"; en el segundo, que 
repare los daños causados, y, además, en su caso, que corrija ta 
inf ración de la cual aquéllos han nacido. ]. a última cláusula del 
atticulo 76, deslindando siempre los dos objetos a c|ue la queja 
puede aplicarse, establece como lógica consecuencia que en el 
primer caso, es decir, si la empresa desiste de la infracción en 
presencia de la resolución administrativa que la declare eompro- 
Itada, no tendrá ¡>ena alguna, no obstante halierla cometido; y 
que cu el segundo, esto es. si repara el daño cansado, quedará 
exenta en cuanto al queríanle, de rcs|>onsabilidad ulterior, por 
razón de la infracción denunciada, solución explicable si se tiene 
en cuenta que el derecho del reclamante ha sido satisfecho, y 
además porque aquel, al deducir gestión, y el ferrocarril al cum- 
plir la decisión de la Dirección General, lian aceitado de un modo 
expreso la jurisdicción administrativa creada por los artículos 
74 tv siguientes de la ley de la materia. 

Uue sentado lo que precede, llega el momento de examinar 
cuáles fueron los términos de la reclamación administrativa pre- 
sentada ante la Dirección General de FernH'arrilcs |x»r el actor 
en este juicio, y en cuya solución encuentra la recurrente la 
«•usa de exención de responsabilidad que alega. Desdé luego, 
por aquella reclamación presentada el año 10,15 "se imputó a la 
empresa estar incurriendo en infracción al articulo 5.". inciso 10 
de la ley de ferrocarriles, obstruyendo el desagüe natural del 
campo tic >ti propiedad, y a objeto de que ja expresada Direc- 
ción constatara y declarara la infracción y ordenara a la empre- 
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« eSS»T ™ ella. obligando!., a construir las ..lira* de desagüe adi- 
■i-iiiíik-^ necesaria,, al rfccUft 1.a empresa acajú en definitiva ta 
«¡solución de la Dirección y ejecutó ¡as obras (j ue *e k- orde- 
uaban. 

ÍJne e) reclamo formulado por el ductor Carlos Caries no 
m inia. pues, «piral algunu en concepto lié daños t jierjuícios. 
v es fxplíi-alih' entonces ijne la decisión administrativa sclo In- 
t era alusión a elltis j ara tíefeír Qué a su respecto se tramitaba 
1 ' r «eparadn una contienda» En todo caso, esa enmienda, tu» jxt- 
dia referirse nuil, -a a ios exigidos en el préseme inicio, desde 
qm fets inundaciones productoras de los j>erjuici<>s tuvieron ítípr 
mam. años de*pues de la susodicha gestión administrativa. 

íjue en tales condiciones, -i la resolueion administrativa eo- 
-<-p.ndien:L' a !a (J ueja del año , 10 estatuyó nada acerca 
de laims todavía no ocasionados, y si con juntamente la empresa 
n i pudo acatar un dictamen de la Dirección de Ferrocarriles 
mexislente en ¡.tinto a tales daños, es por demás visible mu- n.. 
■ oticnrrt-n en el caso los requisitos legales establecidos por el ar- 
r'cnh. 7*1. segunda parte, para míe la recurrente haya sido exo- 
nerada de responsabilidad por ios perjuros reclamados en este 
juicio. 

Hti su mérito se confirma la semencia apelada en la parte 
<¡ue ha podido ser materia del recurso. 

N'.nifioitc-c y devuélvanse, reponiéndose el pa|>el en el juz- 
gado d<¡ origen. 

A. BURiiKjo. — J. (fiftt^A .U- 
OlKTA. — k.i.MÚv AMixiaíz. — 
Rom-KTo RKi'irrni. — AL I. vu - 

RliXCHN A. 
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&M Aristabttl» Dutafioim. deuuuáa !a desaparición de una vali- 
ja df su pertenencia, de un tren en marcha de Constituí h>ii 
a M tramar. Competencia netjatña. 

Sumario: So corresponde a la justicia federal sino a la ordina- 
ria de ht Capital, el com^imientu de un juicio por el delito 
til' substracción de una valija de un pasajero. cnim-iid. > en 
un convoy ferroviario de la Capital Federal. 

Caso: f.o explican las piezas siguientes : 

vi si \ fiscal 



Señor f uez : 



DbK. »w. 



de autos que el hecho que motiva e! suma- 
rio preventivo no es de aquellos delitos y fallas contra la segu- 
ridad del tráfico, previstos en la ley de ferrocarriles, sino rjue 
asume un carácter común cuyo juzgamiento corresponde a ta 

tender en esta causa, de conformidad con la declarado constan- 
temente por la Suprema Corte Nacional, (ver fallos del tomo 
§& página 254; 57. página 58. página 185, etc. ). 

J. Z. Atfi'tero l \ ra. 



At'Tí 1 OKI, Jl lV. I-'COKKAL 

BucuOt Alrtt. Mi.10 b de I8W 

Autos y Vistos: 

Resultando que el hecho que motiva las presentes actua- 
ciones no es de los que afectan la segundad del tráfico, de acuer- 
do con lo dicta t inado por el señor Procurador Fiscal y la ju- 
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imprudencia de la Corte Suprema invocada, se declara incom- 
petente el iuf rastripN» para entender en el sumario. Un su erni- 
secneneia. remitase al señor Jnc* de Instrucción fpie correspon- 
da, con el oficio de estile», 

.1 ti til US- 
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Suprema Watfo : 

J.ns alentados contra la seguridad del tráfico 
cuyo juzgamiento compete a la justicia federal, son aquellos des- 
tinados y capaces de suspender, interrumpir o alterar dicho tra- 
fica. 

La pérdida ríe la valija de un ¡msajero. (jue supone le ha sido 
substraída, y asi lo denuncia ante la autoridad Hicial i f s. i ), 
rto reviste, éoma es obvio, los caracteres del delito antes referido. 

Dicha substracción puede constituir un delito de carácter 
común, previsto y castigado |*>r el Código l'enal. Su juzga- 
miento corresponde a la jurisdicción del Juez local. 

Km tal sentido soy de opinión rpte procede dirimir la pre- 
sente contienda de competencia trabada entre el señor Juez Fe- 
dera! y el de Instrucción en lo Criminal de la Capital de la Na- 
ción, en la presente causa tpte se inicia por denuncia del doctor 
Aristóbulo 11. Durañona, 



Tal es mí dictamen. 



Horacio R. Luneta- 
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fallo de la corte suprema 

Butno» Alrtí, Abril 3 de 1936 

Autos y V ístos : 

Los de contienda do coni|>cTCiicia negativa suscitada entre el 
señor Juez Federal <le la Capital y el de Instrucción en lo Cri- 
minal de la misma. |»ara conocer en la préseme causa seguida 
por "l>urañona, Aristóhulo H., denuncia la desaparición de una 
valija de su pertenencia en un tren en marcha de Constituciún 
a Miramar". 

W Considerando : 

(Jue enrresponde a esta Corte la decisión de ta expresada 
con arreglo a lo dispuesto en el articulo 9, inciso b> 
de la ley número 4055. 

Que para ello, procede tener presente las manifestaciones 
hedías ]H>r el denunciante en el sumario instruido por la Policía 
de la Capital, que fuera enviado en su oportunidad al señor 
Juez Federal, del <jue resulta que el juicio versa sobre la comi- 
sión de un delito común, 

(Jue habiéndose cometido dicho delito en esta Capital, en ía 
< ( iie residen la Empresa donde fueron substraídos los efectos 
denunciados y el propio denunciante, no es a la justicia federal 
a la que corrcsjionde conocer de la causa, desde que ésta no se 
encuentra comprendida en ninguno de los casos determinados 
por el articulo y de la ley número 48 y el 23 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal que pudiera autorizarlo y justi- 
ficar su intervención; ni por tratarse tle delitos o faltas contra 
la seguridad del tráfico. 

Que por consiguiente. >y dado el carácter del delito de (pie 
se trata y lugar en que ?e dice cometido, el Juez de Instrucción 



100 



FALLOS DE LA CORTE SL'PKEMa 



conocer en 



ni Id Criminal tle ía 
esté juicio; 

IVt ello, y de conformidad con lo e puesto por el señor l'm- 
citra-lnr (Wncral y !.. resuelto cu casos análogos (Fallos, torno 
5«, págffia 1%; tomo 117. página 1X7 i. st . declara: que est* 
causa es de compelerle» de] seiW Jue^ .le Instrucción, a 
quien se rewtttirán tus autos, bidéíktose salicr esta resolución ai 
señor juvz Federal en h furnia de estilo. 

rO Rr ,\. — RolIl KTo UKt'lSTTt) 



(¡Mftna Wieumal cantm t /»„ Jiuw Pedreiti. salm- desalo ja- 
"liciltif y Cúbro de pesos. 

Sumaria : ¡.' Kn ausencia de prueba directa n 
a la ocupación atribuida j>or el actor al 
estarse a las x.an i f estaciones de éste al 

-'.* I,a tuanif estación expresa y categórica formulada 
¡>«>r el demandada en actuaciones administrativas de halier 
ocupado determinada fracción del terreno de cuyo desalo- 
jamiento se trata y |x.r cuya ocupación se cobra arrenda- 
miento, debe |>ninar s.diro lo rjne resulta de la prueba pe- 
ricial. 




m las piezas 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

U Hata, Junio IT de 10» 

Ksic juicio seguido ]»ir el Gobierno Nacional contra don 
Juan Pedretti. sobre desalojo y cobro (le pesos, de su estudio, 
resulta: 

i." Qtre a ís. 35, con fecha ó de diciembre de U)22. .se pre- 
sema el señor Procurador Fiscal, en representación del Gobíer- 

en los siguiente* hechos y consideraciones: a) el P- K. X.. por 
decreto de fecha 10 fie diciembre de mcuy agregado at juicio 
Pisco contra Marjorihanks. desalojo (secretaria Sánchez), en- 
comendó iniciar juicio contra Juan Pedretü, |*>r desalojo de un 
terreno de varadero, de propiedad fiscal, situado en la ribera 
Siiíl del liiaehuelo. compuesto de 3.325 metros cuadrados; h> 
en dicho juicio. que se ventiló |>or la secretaria del señor Quiro- 
ga. Pedretti desconoció la propiedad (pie se atribuía el Gobierno, 
v afirmó ipie ocupaba esas tierras en su carácter de arrendata- 
rio de la empresa del F, C. del Sud. co no consecuencia del con- 
Eiato de locación celebrado con la misma, en 17 de julio de 1908: 
agregó que nunca fué locatario del Fisco; el en esa situación el 
amor desistió del juicio contra I'edretti. encaminándolo contra 
el F. C. del Sud, quien en la secuela del juicio, sostuvo y 
iró que. si bien existia non Pedretti un contrato de 
no aféctala n] se refería a la parlé de la ribera, la cual. |jor ese 
mismo contrato, había quedado excluida del terreno tomado en 
locación ; d ) truc no es dudoso ijtte el terreno en cuestión, es pro- 
piedad fiscal, en orden a lo dispuesto por los artículos 2340 v 
2$*y del Código Civil, resultando incuestionable, de los antece- 
dentes narrados, que es ocupado por don Juan I'edretti. sin titu- 
lo ni derecho alguno; que es un detentador de mala fe, desde 
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i|iti' invoca circunstancias inexactas para eludir las rcsimnsabí- 
Idade* emergentes dé esa it-iu-ti o explotación indebida: p | 
fítfítíadü ni Jos artículos 2513, .'515. $$í¿ del Códig. Civil. de- 
duce demanda ordinaria de desalojo contra el nombrado don 
Juan Pedrctii. solicitando se fe condene fi|M>rtunameme a devol- 
\i-r a ¡n Nación el inmueble que indebidamente retiene. con cos- 
ías; i) acompaña un expediente administrativo referente a eS|Jí 
ti ismo asunto, e invoca contó fundamento coadyuvante de esta 
acción las Kni^nclas de los juicios citados: Fisco ¿\ Pedretti. 
«¡esalojo, cobro de pesos y c.| James Marjoribanks. 

j." yne el mismo dia í> fie diciembre de U)J2. y pur ante la 
secretaria actuaría, el señor Procurador Fiscal, inicio juicio or- 
dinario por cobro de ]>csos. contra el mismo don Juan Pedretti. 
en cuya virtud, el Juzgado, teniendo en cuenta que se trataba de 
acciones supinadas al mismo procedimiento, refació .nadas en- 
tre las mismas parte e iniciadas simultáneamente, dispuso <pie 
ambas corrieran conjuntamente su trámite ; el actor, para fun- 
dar la procedencia de la inis.i;a. adujo: ai se refiere a los mis- 
mos antecedentes relatados en su demanda de desalojo, para 
afirmar míe Pedretti es quien dek- arrendamientos al Fisco, por 
la ocupación de ese terreno, a contar desde el primero de .sep- 
tiembre de hk>; hasta el 30 fie junio de ic)j.', que ascienden a 
S 54.r12.21. Funda el derecho del Gobierno en los artículos 
-\s<*». -'5 i.l. 2522 y concordantes del Código Civil, y termina pi- 
diendo se condene a Pedretti. al pago de la suma reclamada, in- 
tereses y costas del juicio. 

y Corrido traslado de ambas acciones, a fs. 4.1. el deman- 
dado Pedretti se presentí) manifestando, sin contestar la deman- 
da, qiie ha deducido ante el Juez f-ederal de la Capital Federal, 
cuestión de competencia por inhibitoria i art. 45. ley 50). solici- 
tando a la vez la suspensión de toda tramitación hasta tanto fue- 
ra resucita aquella cuestión. I mimado Pedretti a contestar la 
dc.nanda. una vez resuelta negativamente por los Tribunales He 
la Capital la inhibitoria planteada, a fs. 40. transcribiendo una 
nota presentada al Ministerio de Hacienda, expresa; Que con 
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anterioridad había negado 0e*éeh0 ■> [impiedad al Fisco para 
MAtticos reclamos, convencido, tumo estata. de que el terreno 
tK'iijüiflu había sido comprendido en la tracción que abarcaba la 
.sii|wrficie qug fué materia de un contrato de ideación con la 
empresa del % C. del Sud. error que surgía ]>or halrcrse real i - 
zado el contrato sobre la base de un plan» (pie hace llegar hasta 
las mismas aguas del Riachuelo los limites del terreno de la em- 
presa, (¿tic después de múltiples investigaciones ha llegado a 
comprobar que los títulos de la empresa, excluían de su propie- 
dad la faja de ribera, en cuya situación reconoce expresamente 
,1 favor del Fisco la propiedad de la misma, t¡ue linda con el te- 
rreno que ocupa del ferrocarril ; que esta ritara. es allí de una 
extensión de 90 metros aproximada rente, y su ancho de .'5 y 
35 metros; ipte sólo ocupa la ribera en una extensión de 30 me- 
tros más u menos, como lo ha sostenido desde que el (lobierno 
inició las gestiones tendientes al cobro del alquiler; que el resto 
de la rihera. no lo ha usado, ni ío usa actualmente, pues existen 
en ella los restos de una grada que pertenecieron hace 35 años al 
astillero líaTlaraco: se extiende en otras con sideraciones para 
terminar man i f estándose dispuesto a abonar los arrendamientos 
adeudados por la extensión de rilara de 30x35 que ocupa, y so- 
licíiar el rechazo de la demanda en lo demás, con costas. 

4- One abierto el juicio a prueba, se produjo la certificada 
por el iLluarin a f*. 77, y habiendo las partes alegado sobre su 
mérito, la causa quedó en estado de sentencia. 

Y Considerando: 

Primero; íjue tal como ha quedado tratada la litis cmitt's- 
latió, la resolución debe versar sobre los siguientes puntos de he- 
cho : ¡n extensión de la riliera ocupada por IVdretti: b) fecha 
desde la cual usa iv goza de la mikna ; o importe de los arren- 
damientos; d > procedencia de! desalojo. 

Segundo: Qne desde luego, el actor, ¡rara demostrar los ex- 
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iremos de >n demanda, ¡menta vsí&M de las consianeias de fos 
expedientes anteriormente Iniciados. que tienen relación directa 
.*<>n ¿>ie. Realmente, que examinadas sus constaucins, no surge 
dé las infernas otra cosa l|m . „ sea la demostración palpable y 
evidente de la conducta pofco .seria en que <sj demandado desen- 
vuelve sus actos, para eludir las gestiones de quien reclama con 
«éreclio--a1 que uso. gg¿ a y usufructúa «na cosa que conoce 
twrfactíítneníí es de propiedad ajena.— el pago de los arrenda- 
mientos. Es indudable pe con la táctica puesta en juego por 
l'cdretl:. desde el comienzo de esta peregrina I ramillón. «O 
Mili» febrtsigiiíó convencer— apaientcreule— de la razón de su 
excepción, sino-n- ello era indudablemente lo que más 1c inte- 
resaba—demorar indefinidamente la solución de los continuos 
decíamos del Gobierno, que incesantemente bregaba por el pago 
oe lo que legal y moratmentc debía l'edretti. 

Por ello fué que éste, valiéndose de un conlrato de locación 
celebrado con el F. C. del Sud sobre una extensión de tierra lin- 
dera a la de la ribera aquí discutida, incluyó a ésta como com- 
prendida en aquél, con el prepósito deliberado de desviar \ x ges- 
tión del Gobierno, 

Ksta actitud obligó al Fisco a seguir juicio al F. C. del Suri, 
.¡ttien sostuvo, y consiguió demostrarlo, que del conlrato nludi- 
do. estaba completamente excluida la extensión de la ribera. 

ICntrctanto el Gobierno vese obligado a ordenar la inicia- 
ción de nuevas acciones contra el que resulte ocupante, en cuyo 
ínterin. IVdret tinque en actuaciones judiciales negaba derecho 
al bisco -realiza ante él mismo gestiones administrativas que 
importaban el rccoinH'imiento que ahora, ante la ausencia de 
• ■:ra nueva estratagema, se ve obligado a declarar. 

M Fisco atribuye a l'edretti la ocupación de una extensión 
de ribera de 3.^5 meiros cuadrados, y éste solo reconoce ocupar 
dos fracciones que en el plano de fs. 65 se designan con los nú- 
mmm M y IV con un total de l,tS$m mnm cuadrados. 

iH vlc luego, incumbía al a.-tor la prueba de su aseveración, 
pn la parte no reconocida j>or el rlemandado. 
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3 Kxíste en autos tal tímela : Se cká iiiMsicnteinentc Ja cau- 
sa fiscal X." $6 t|iic lia ¿fclo trairla como tal Analizando el In- 
frascripto esa tramitación administrativa— larga v engorrosa 
por cierto — uo encuentra en las mismas, el menor antecedente 
que tienda a probar este extremo. Sólo se advierte que el de- 
mandado gestiona empeñosa e inca usablemente la constatación 
de la superficie qué realmente ocupa — que es la reconocida cu 
autns^v que difiere en muclio de la míe le atribuye el Guíñenlo. 

A esos fines solicitó se mandara medir- la parle de ribera 
que ocupasen sus -frailas de retiraciones. A fs. t>í de dichas ac- 
tuaciones existe un informe de la sección Muelles del M. de 
Obra* Públicas, cuyas conclusiones consisten: "ÍJuc pedretlí 
ocupa con sus juradas las fracciones demarcadas en el plano de 
ís. (|~ (ae. adm. I, cun los números El y LV", y en cuanto a la I 
y III, agrega: "<Jw en las mismas existe un estramado de vigas 
y tablones, en mal estado, es tramad o que si bien es cierto, como 
lo manifiesta el recurrente f Pedretti ). no puede utilizarse co.ro 
varadero, jjor las con di c iones en que se encuentra, |niede. en 
cambio, tener apliraeión como playa para la reparación de em- 
barcaciones que se tiren a tierra por los varaderos adyacentes'', 
y termina expresandn: 'Si el recurrente utiliza o no dicho ex- 
tensión en la forma indicada, y si la utiliza con qué densidad, y 

formar'". 

Como se ve. el propio informe de la repartición del actor, se 
manifiesta indeciso, dejando insinuar que puede liai»er sido ocu- 
ltada las fracciones I y 111 para otros fines que no fueran los 
(pie se le atribuyen a Pedretti. 

Si. como se advierte, el actor no prueba con los informes 
de sus dependencias, la verdadera ocupación de tas fracciones I 
3 III. la demanda no puede prosjwrar en esa ipane. No basta 
para ello (pie. eonw en el citado informe, se diga en forma vaga 
y confusa — eludiendo la afirmación terminante, — que ese terre- 
no ha podido ocuparse para tal o cual fin, lis necesario poder 
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decir, expresar ?Íflrat«cnte, afirmarlo con los antecédenos Mi? 
lo demuestren, que IVdretti usufructuó esas fraccionen y que, 
t>tá obligado ;i| j^g,, del arrendamiento. 

Nada de eso se lia demostrado ante la negativa del demanda- 
rte, hechos que. por otra parte. no surgen justificados del alu- 
dido informe de fs. *)2. 

lín tal situación debe tenerse por establecido -pie Pedretti 
ocupa léla una extensión de 1183.75 "«tros cuadrados, com- 
puesta por las fracciones II y ÍV, sobre la que <íei* arrenda- 
miento*, en la forma «pie expresa la demanda, que debe acep- 
tarse, ya que el demandado, al evacuar el traslado de la acción. 
Venció el punto relativo al precio del arrendamient,. (m 86, 



Tercero: Que arredilada ta .«upación por Pedreíti de las 
fracciones 1 1 y IV. corres^ mde establecer desde cuando usa o 
&m ile las mismas a los efectos de poder liquidar los arrenda- 
:i ientos. 

M Gobierno reclama la deuda, en ese concepto, desde el 1." 
de septiembre de 1000 hasta el 30 de junio de 1922. 

Pedretfi. a su vez, se defiende afirmando que Ja fracción 1 T 
la ocupa desde el año 1922. y ía IV desde el año fo¿3 Kste 
punto lo confirma con las declaraciones de fs. 70 y a 75, tes- 
tigos que respondiendo a la p y fV preguntas del interrogatorio 
de fs. óó. aseguran la exactitud de tal punto. 

A primera vista, estos dichos habrán dado solución a ese 
punto, | RT „ examinadas sus declaraciones de acuerdo a \as re- 
glas de la sana critica f art. 124. lev 50 y ¿04 Córl. ['roe. Suplet. \ 
ildie ileclararse que carecen de fuerza y autoridad probatoria, 
par estar en pugna con un hecho que el propio demandado ha 
reconocido en el escrito de fs. 

Kn efecto, a fs. 49 v., IVdrctti. a! responder a la deman- 
da, expresa: "A pojq de instalar mi astillero, construi dos gra- 
das en un ancho suficiente para las necesidades de mi astillero. 
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rara utilizar el resto de la ribera, tendría que sacar las gradas 
que pertenecieron a liadaracco y construir nuevas". A fs. 50 
agrega: "La ¡jarte que necesito y uso. es la que ocupan las úm 
gradas que fueron construidas («ir mí y están en buen estad. > de 
conservación". 

\o calic duda, que el demandado se refiere y alude a las 
das gradas existentes en las fracciones II y IV. 

Desde luego los testigos, conocedores de la situación de Pe- 
dretti. en grado superior y más intimo que el del propio intere- 
sado, afirman que éste ocupó la fracción II recien en el año 

Se exceden manifiestamente en su deseo delibrado de ser- 
vir intereses particulares, olvidando su verdadera misión— hov 
relajada por cierto— que es la de auxiliar a la justicia en el es- 
La falsedad en que han incurrido invalida totalmente sus 
dichos. 

V. |n>r último, estando reconocido por Pedretti que en se- 
guida de instalar sn astillero. ucti]n'i las fracciones ][ y IV. y 
que la instalación de aquel es muy anterior a la fecha desde la 
ct:al se le reclaman arrendamientos, es necesario concluir en 
que esfe los adeuda desde la fecha en que se I reclaman. 

Cuarto: Que eit atención a lo expuesto en el último párra- 
fo del 2." considerando, los arrendamientos deben liquidarse a 
razón de S 1,50 por metro y jKir año. según se expresa en la 
demanda, 

Pedretti, al contestar la acción, silenció este plinto, en cuva 
situación debe tenerse por aceptado tart. 80 ley 501. 

Quinto: {¿ue de todo lo anteriormente expuesto, fluye en 
forma indudable la razón legal que asiste al Fisco para intentar 
el desalojo de un inquilino que. valiéndose de fútiles pretextas, 
adeuda arrendamientos desde el año 1000,. Ya ha puesto en evi- 
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'lene a el suscripto, la conducta observada por fcj demandado 
y, ¿onfto enrolar»» do la misiiia. obsérvese que no está de acuer- 
do con las manifestaciones de fs, 50 v. 

IV estos fundamentos y definitivamenie 'juzgando, fallo : 
condenando a don Juan Pedretii. a que en plazo de noventa día*, 
desaloje ta fracción de ribera que ocupa y que ha sido deslinda- 
da, bajo apercibimiento de lanzamiento y al pago de los arren- 
damientos de las fracciones II y IV. con una superficie de mil 
ciento ochenta y tres metros con setenta ¡y cinco centímetros 
cuadrados, desde el día primero de septiembre de mil nove- 
cientos nueve, basta que se efectúe el desalojo, a razón de un 
¡seso cincuenta centavos por metro y por año. Sin costas, atento 
l* términos en que quedó (rabada la litis y lo resuelto. 

Rafael A. LcytttcautÓH. 



siíntexci/v vk la cámaka FKIíKKAL 

Plata. Octubi* H de im 

Vistos y Considerando: 

tjuc los hechos funda réntales de este juicio seguido jior él 
Estada Argentino contra don Juan Pedretti, han sido en prin- 
cipio reconocidos |x>r el demandado, acreditándose asi que ocu- 
pa una fracción de ribera y que no ha pagado basta la fecha los 
correspondientes arrendamientos o derechos de ocupación. 

Oue la extensión ocupada ha sido estudiada y determinada 
con acierto por el señor Juez a (¡no, quien asigna a las fraccio- 
nes II y IV la cantidad de metros mil ciento ochenta y tres con 
sel cuta k cinco, y establece que el demandado adeuda los arren- 
damientos a partir del primero de septiembre de mil novecien- 
tos nueve, de acuerdo a lo reclamado en la demanda, a pesar de 
M r muy anterior la ocupación. 1.a manifestación expresa del 
actor al respecto y la falta de prueba de haber sido .«upados 
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también los lotes 1 y III, no podían llevar a una conclusión (lis- 
unta. 

Ü'.ie por lo tanto el monto adeudado debe ser fijado sobre 
la base precedentemente aceptada y de acuerdo proporcional - 
mente a la liquidación administrativa de fojas 19 a 20 en lo que 
a precio anual unitario por metro cuadrado se refiere. 

Que la procedencia del desalojo no puede ser más justa si 
se tiene en cuenta el tiempo transcurrido desde que el demanda- 
do se instaló en la ribera sin abonar jamás lo que debía al Fisco. 

Por ello se condena a Juan Pedretti a pa^ar, en el término 
de diez días, los arrendamientos de las fracciones II y IV, de 
:t>¡1 ciento ochenta y tres con setenta y cinco metros de exten- 
■ión. de conformidad a la liquidación de fojas 19 a 20, desde el 
primero de septiembre de mil novecientos nueve hasta el treinta 
de junio de mil novecientos veintidós, con más sus intereses a 
estilo de Banco, reformándose así la sentencia apelada, y se la 
confirma en cuanto ordena el desalojo del demandado, sin cos- 
tas R. Cuido Lavolk. — Antonio ¿. Marcenara.— U , Hcnci, 



PAULO m 1*A CORTE SUPREMA 

AJrn, Abril 93 de 1985 



Y Vistos: 

Kstc juicio seguido por el Estado Argentino contra don 
Juan Pedretti sobre desalojamiento y cobro de pesos, venidu en 
apelación de la Cámara Federal de La Plata. 

Y Considerando: 



Que el Fisco Nacional no ha traído a los autos ta pnieb.i de 
que el demandado haya ocujado las fracciones representadas 
por los números 1 y III del plano de fs. 65, ni existe la pnsibi- 



l-'AI.LOS tm iji CORTE SO TREMA 



lidnd de tlctlucír la nulidad di- esa oeup.ieión del simple hecho 
■le que el terreno arrendado por Pedretti al Ferrocarril del Sud 
y donde tiene instalado sil astillero, presenta un ancho igual al 
conjunto de las cuatro fracciones interpuestas entre aquél y el 
Riachuelo. iHin|ite cal* en lo ¡»osible. efectivamente, que la co- 
iminicación entre el astillero y el agua se hiciera exclusivamen- 
te por fas mencionadas fracciones II y IV. que son las únicas 
que tienen construcciones aparentes efectuadas por el propio 
actor. En ausencia de prueba directa o indirecta sohrc c! punto, 
debe estarse a las man i f estaciones de! demandado, que niegan 
ta! oicupactóti. 

(Jne en cuanto a la ablación de! demandado, motivada en 
la circunstancia de condenarle la semencia a pagar por su ocu- 
pación sM lote U a partir de la misma fecha que el lote IV, 
(oda sw argumentación delie necesariamente ceder ante la ma- 
nifestación expresa y categórica formulada por él en su presen- 
tación ante el Ministerio de Hacienda y en la cual dijo "que a 
poco de instalar su artillen» construyó dos gradas de ancho su- 
ficiente para las necesidades del mismo", Y tal reconocimien- 
to debe primar sobre lo que resulte de !a pruclta testifical. 

Ku su mérito y reproduciendo los fundamentos de la sen- 
tencia apelada, se la confirma en todas sus |>artes. Notif ¡(píese 
y devuélvase reuniéndose el pa|*l en el juzgado de origen. 



— J. FrcutísoA Ai<- 




Poit Diógtxcs I rquiza y Ánehorcna contra la Provincia de fttw- 
Hos . tires, sohrc interdicto tfc retener. 

Sumaria: i." Gmiprolwdos la posesión y el acto de turbación 
consistente en el hecho de cortar alambrados en la propie- 
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dad tlirl actor, con eT fin de abrir un camino en ella, proce- 
de el interdicto de retener. ( Artículos 327 de la ley 50 y 
2495. 24<f> y 2497 <M Código Civil). 

2." La c<mfes¡ón de! demandante de haberse repuesto los 
alambrados por los mismos poseedores, inmediatamente des- 
pués de producido el acto de turbación, no es 
procedencia de 



3.° La circunsL. 
acto de gobierno y con iir 
al progreso del interdicto. 




como 
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Bvnt* Afm. Abiil 23 de 1036 



Kl presente juicio sobre interdicto de retener, deducido 
por don Diógenes Urquiza Ancliorena contra la provincia de 
Buenos Aires, del cual resulta; 

t¿ue a fs. 5 comiwece el doctor Carlos A. Fernández por 
c! actor, entablando interdicto de retener contra la provincia 
nombrada, a fin de que se ampare a] señor Urqtlfea Ancliore- 
na en la posesión que tiene de un inmueble ubicado en las in- 
mediaciones de la estación María Lucila, Ferrocarril Midland, 
partido de Pehuajó, provincia de Buenos Aires, y pidiendo se 
condene a ésta a restituir las cosas al estado en que se encontra- 
ban antes de la turbación ; con declaración de que son a su ex- 
clusivo cargo los gastos que eso origine y las costas del juicio. 
Relacionando los hechos que sirven de antecedente a la acción, 
exjMine: a} que el 19 de agosto fué notificado su mandante que 
el Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires había re- 
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suelto proceder a la apertura de un camino cu una extensión de 
más di* diez y seis mil metros de largo, y cóñig él delie rciur 
«n anchu (te quince metros, corres|)ondia quje el propietario ce- 
diese una franja de siele metros cincuenta centímetros para es¿.- 
f*n. resolución míe le filé nulificada pOf segunda ve? el 30 de 
octubre de n>i8; b) que con fecha 17 de octubre de 1922 se le 
hizo coriocer de nuevo aquella resolución, pero esta vez auiuri- 
¡amío a la Dirección de Hidráulica ¡Ktra intimarle la apertura 
del camino, <y cnso de no hacerlo, proceder a ello con el auxilio 
de la fuerza publica; c) que e! 28 de mayo de 1924 se presentó 
al establecimiento un ins|>ector de la Dirección de Hidráulica, 
acompañado de la fuerza pública, y procedió a abrir el camino 
de referencia, arrancando los postes y sacando los alambrados, 
r; teclados por este ultimo* sin que previamente se hayan cum- 
plido loh trámites forzosos de la expropiación y sin que se haya 
ofrendo indemnizar a su mandante por el desmedro de su pro- 
piedad. 

Kneuentra el derecho aplicable en los artículos 32(1 del Có- 
digo iie Procedí miemos Federal, y 24H2. ¿486 y 24Y*) del Có- 
digo Civil. 

cjue acreditada la jurisdicción originaria de la Suprema 
Corte, se señaló a fs. 10. el juicio verbal ordenado por el artieu- 
1" 333 de la ley número 50 y el cual tuvo lugar a fojas 29. cun 
asisicncia de amitos litigantes. El actor reprodujo su demanda y 
la provincia de Buenos Aires, por intermedio de su represén- 
tame, el doctor Kmilio Zorraquín. manifestó: al que según los 
informes que posee, el actor tiene su domicilio en el pueblo de 
Olivos, partido de V icente López, provincia de Rueños Aires, 
donde vive con su familia, j>adre y hermanos, en la quinta lla- 
mada La Lucila; b) que en cuanto al fondo del asunto los ex- 
pedientes administrativos en los cuales se han dictado las reso- 
luciones cuyo cum plimiento motivan este interdicto, son la me- 
jor demostración de su improcedencia, cuyo rechazo solicita, 
con c '-tas. Ofrecida en ¡a misma audiencia la prueba tendiente 
a justificar las res¡>ectivas afirmaciones de las partes, alegó so- 
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lire el mérito de la producida tan sólo el actor, ¡xjr haberse abs- 
tenido el representante de la provincia de concurrir a la audien- 
cia señalada al efecto, llamándose autos para sentencia a fs. <j8. 

V Considerando i 

Que el representante de la provincia demandada ha soste- 
nido como cuestión previa, que el actor tiene su domicilio en el 
partido de) Olivos, provincia de Buenos Aires, y no en esta Ca- 
pital, como sería indispensable para que proceda la jurisdicción 
originaria de esta Suprema Corte. 

Que, entretanto, la prueba rendida en autos demuestra, aca- 
badamente, fine el señor tiene su domicilio en esta Capital. En 
efecto: ello resulta asi. no sólo de la prueba directa constituida 
l»r las declaraciones de los señores Jorge Castex. fojas 50; Tito 
ÍJvio Arata, fojas 53; Santiago Moreau. fojas 62; y del señor 
Juez de Instrucción de la Capital, doctor Ignacio C. Irigoyen, 
fojas 71, quienes han afirmado que el actor reside en la calle 
Río Bamba 1220, de esta ciudad, desde tiempo atrás, donde lo 
ban visitado; sino también, indirectamente, de los informes co- 
rrientes en loa autos expedidos por la Inspección de Tráfico de 
ta Capital. Jockey Club y Ministerio de la Guerra, de Jos cuales 
resulta que el actor, propietario de un automóvil particular, ob- 
tiene patente municipal desde e! año 1922; es socio de la men- 
cionada instit lición, con domicilio en la calle Victoria número 
.150. y se baila empadronado en esta Capital para los fines elec- 
torales. 

Que aun cuando sea exacto que el actor baya tenido su do- 
micilio en Olivos, como lo afirma el presentante de la provin- 
cia, tal domicilio sólo subsiste mientras no se demuestre que se 
lia cambiado de un lugar a otro (artículo 97), cosa ésta que se 
baila en sus facultades hacer en todo momento. Y esa demos- 
tración es concluyeme en el caso de estos autos, pues, de Ta 
prueba analizada resulta que el actor tiene, además de su resi- 
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deuda habitual en esta Capital el asiento principal de sus ne- 
gocios. 

Que en tales condiciones, la excepción previa de inconipe 
t encía l>asada en que el actor es vecino de la provincia de Bue- 
nos Aires, debe ser desestimada, y así se declara. 

Y Considerando, en cuanto al fondo de! asunto: 

Que di; acuerdo con lo dispuesto i*>r los artículos 327 de la 
ley número 50 de procedimientos federales y 2495. 2496, 2497 
del Código Civil, el actor, en el presente interdicto, ha debido 
probar su posesión y el acto de turbación. 

yue respeto de lo primero, tanto los términos de la con- 
notación de la demanda y las actuaciones del expediente admi- 
nistrativo como las declaraciones precisas y concordantes de los 
testigos Argerich. fojas 88; Lavallen, fojas 89; Guina T fojas 90: 
Aramia, fojas 91 ; Benidi, fojas 92 vuelta, respondiendo a la 
tercera pregunta dé pliego de fojas Si. acreditan plenamente su 
existencia. 

(Jtte en cuanto al acto de turlKición, ta protesta acompaña- 
da a fojas 46. las constancias de] expediente administrativo y 
las contestaciones afirmativas de los testigos nombrados, al de- 
clarar al tenor de la segunda pregunta del interrogatorio de 
fojas 81, demuestran que con fecha 28 de mayo de 1924 y el 
veintiséis de junio siguiente, un inspector de la Dirección de 
Puentes y Caminos de la provincia de Buenos Aires, invocando 
un decreto que ordénala la apertura de un camino en la pro- 
piedad del actor procedió a cortar los alambrados afectados por 
dicho caminí» con la oposición del mayordomo dfci estableci- 
miento. 

<Juc el hecho confesado por el actor al absolver posiciones, 
de halterse repuesto los alambrados por los mismos poseedores, 
inmediatamente después fie producido el acto de turbación, no 
es óbice para la procedencia de la acción, pues ello no impide 
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que haya existido de parte de la administ ración «na pretensión 
contraria al derecho de! poseedor y que ella pueda repetirse. 

Qiic la circunstancia de halwrsc realizado la turliación co- 
mí, acto tle gobierno y con fines de interés general, lia dicho 
esta Corte en fallos reiterados, no se opone al progreso del in- 
terdicto, desde que tales motivos no pueden autorizar a los po- 
deres públicos a disponer de la propiedad de los particulares, 
stno en los casos y con los requisitos establecidos en el artículo 
17 de la ley fundamental de la Nación (tomo 141!. página 65 ). 

En su mérito, se hace lugar a la acción promovida, decla- 
rándose que la demandada debe restituir a sus expensas las co- 
sas al estado en que se encontraban antes del acto de turbación, 
dentro del término de diea días, y las costas del interdicto. No- 
lífiquese y repuesto el -papel, archívese. 

A. Bermejo. — J. Ficüekoa Ai> 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M Lau- 

KENCENA. 



Ptsro Nacional contra fu Sociedad Anónuna Compañía de Hie- 
rros | rheros. Pedro Vascna c Hijos limitada, sobre ex- 

Sumario : t," Los gastos a que dé lugar la demolición, traslado 
y reconstrucción de las instalaciones ubicadas dentro de los 
treinta y cinco metros de ribera, que son de uso público, 
como lo establece el articulo 2630 del Código Civil, deben 
ser a costa de la demandada. 

2.* La objeción sobro la improcedencia de una expropia- 
ción no es posible tenerla en consideración, porque habien- 
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do sitio consentida |jor la parte, la sentencia que la desesti- 
maba, no es cita susceptible de revisión por la Corte Su- 
prema en ese punto. 

("ojo: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

„ , B«t*oi Utm, DfcIcabK II 4c 11*3 

Y Vistos: 

Los promovidos por el señor Procurador Fiscal contra la 
sociedad anónima Compañía de H-ierros y Aceros Pedro Vase- 
ra e hijos Limitada, sobre expropiación. 

Y Considerando: 

[.* Que el P. E.. por intermedio del señor Procurador Fis- 
cal inició juicio de expropiación de diez mil seiscientos cuaren- 
ta y nueve metros con setenta y ocho decímetros cuadrados per- 
tenecientes a Ta demandada, por cuya superficie afectada a las 
obras de canalización y rectificación del Riachuelo, ofreció la 
suma de doscientos doce mil novecientos noventa y cinco pesos 
con sesenta centavos moneda nacional, esto es. veinte pesos mo- 
neda nacional ct metro cuadrado. 

2* Que realizada a fs. 30 la audiencia designada con arre- 
glo a lo establecido en, la ley 189. la (parte demandada manifes 
ti") que no aceptaba el precio ofrecido, y que. en consecuencia, 
correspondía nombrar peritos a los efectos del artículo 6.° de la 
citada ley. 

Designados esos peritos, se advierte que el del Fisco estima 
en doscientos catorce mil setecientos cuarenta y ocho pesos con 
noventa centavos moneda nacional el importe total de la ¡ndem- 
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de^lda^° rdarS<: U e!tpr ° piadón de « ue se trata * * 

El perito de ésta fija dicho importe en la cantidad de ocho- 
eremos cuarenta y seis mil pesos con cuarenta centavos moneda 
nacional, y el perito tercero, nombrado por el suscripto, señala 
la suma de trescientos noventa y ocho mil quinientos noventa 
y tres pesos con ochenta y cuatro centavos moneda nacional 
en la forma expuesta en su pericia. 

3-' Que en la audiencia de fs. 30, ambas partes se han 
mostrado conformes en ta procedencia de la expropiación, con- 
templada por las leyes 1S9 y 9126. 

No tiene entonces por qué entrar el suscripto a hacerse 
cargo de la manifestación tardía contenida en el escrito de fs 
76 vta.. la que, aparte de haberse formulado fuera de oportuni- 
dad no ha merecido la atención de la propia demandada a fines 
de allegarle la prueba pertinente e indispensable bajo todo pun- 
to de vista. p 

Corresponde, de consiguiente, resolver el asunto tal cual 
quedara planteado en la respectiva audiencia, y a ese efecto se 
ha verificado el estudio del caso sobre tos precios fijados a la 
superficie en expropiación pon el Fisco y Jos tres peritos. 

Examinadas las pericias que obran en autos, con la deten- 
ción que el asunto requiere, encuentra el suscripto que la del pe 
rito 'tercero hace un minucioso análisis de cuanta circunstancia 
ea dable tener en cuenta para el caso, cuyo análisis revela una 
comprensión exacta de la materia sometida a su dictamen. 

Ha advertido los errores cometidos por los peritos de la ex- 
propiante y expropiada en cuanto a la superficie, y formula ati- 
nada» reflexiones, que ilustran el criterio judicial, debiendo re- 
cordarse, empero, que las conclusiones a que llegan los dictáme- 
nes Periciales no obligan al Juez, según lo tiene resuelto con 
reiteración la jurisprudencia federal. Véase, entre otros, los jui- 
cios del Fisco v. Fermepin, British Structural, Consignen Fi- 
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rito, cíe, del Juzgada t3el suscripto. — "Gaceta fiel Forn". núme- 
ros K56, 1/15. 962. 1354. 1572. 1799, etc. 

Atento, pues, lo resucito por el suscripto, Cámara Federal 
j Suprema Corte en dicho* casos, cuya parte pertinente aplica 
en esta oportunidad y lo expuesto en el dictamen del perito ter- 
cero, el Juzgado encuentra equitativo y justo fijar, de confor- 
midad a lo preceptuado en los artíceos 15 y 16 de la ley 189, 
la cantidad de cuatrocientos mil pesos moneda nacional como 
importe de la indemnización a acordarse, cuya cantidad repre- 
senta aproximadamente una suma que se acerca al- promedio de 
los precios indicados en las tres pericias <y ofrecido por el ex- 
propiante. 

Cor las consideraciones que preceden, fallo: declarando trans- 
ferida la fracción de tierra de la Compaíiia de Hierros y Aceros 
Pedro Vasena c hijos, materia de este juicio de expropiación, a 
favor de la Nación, previo pago de la cantidad de cuatrocientos 
mil pesos moneda nacional, en iconcepto total indemnización, de 
conformidad al articulo 16 de la ley 189. Costas a cargo de la 
Níacíón (artículo 18 ley citada^. 

Saúl M. Escobar. 

SENTENCIA DE 1..V CÁMARA, FI&EK.M. 

Bueooi Aira, Junio 23 de 19*4 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de la sentencia apelada de fs. 78, se 
h confirma en cuanto tiace lugar a la expropiación de la finca 
de la Compañía de Hierros y Aceros Pedro Vasena e hijos, con 
costas a cargo de la Nación, y se la modifica respecto al precio 
que se manda abonar, el que se fija en la suma de trescientos 
noventa y oclio mil quinientos noventa y tres pesos con ochenta 
y cuatro centavos moneda nacional, en que estima su valor el 
jierito tercero. — T. Arias. — Marcelino Escalada. — B. A. A/a- 
zar Anchan- na. — /. P. Luna. 
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Bueno* Aire* Abril t» d* imt 

«útil * n uc l KA) 

Vistos iv Considerando: 

t." Que para fijar el monto de la indemnización que debe 
satisfacer el Fisco Nacional a l a Compañía demandada por la 
expropiación del terreno a que se refiere la demanda, corres- 
ponde tenerse en cuenla; a) el valor del misino, según su ubi- 
cación y destino, y los precios corrientes en la época en que 
aquélla se efectúa, de los terrenos en igualdad de condiciones, 
situados en Ja misma zona; b) el perjuicio que por tal hecho 
pueda sufrir el expropiado por uno o más conceptos. 

*** Q ue el pento designado por el actor, don Evaristo Mo- 
reno, estima en $ 18 el valor del metro cuadrado, citando como 
antecedentes favorables a su estimación algunas ventas y trans- 
ferencias por expropiación de fracciones adyacentes que oscilan 
entre $ 18 y aa 

3 ° Que a este respecto conviene tener en cuenta las ob- 
servaciones del perito tercero, ingeniero Alberto Coni Molina, 
en su informe de fojas 72, especialmente la de que: "no puede 
dar la pauta del valor real las ventas de los terrenos muy pró- 
ximos a las que consideramos pero sin acceso a la ribera", agre- 
gándose: "la base, a mi -juicio equitati.i para ¡a fijación <le] 
precio, es aquel que pagaría en la actualidad y corrientemente 
una empresa de las que necesitan acceso a un canal navegable 
para embarcaciones que llegan al costado de tes buques de ul- 
tramar", de lo que se deduce que los terrenos a que se refiere 
el perito Moreno, no se encuentran en esas condiciones y si el 
expropiado en estos autos. 

+° Que en oposición al criterio del perito Moreno, puede 
mencionarse también; 1.' que en Octubre de 1920 pagaron las 
Obras Sanitarias de la Nación $ 25 el metro cuadrado por una 
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fracción situada en la intersección de la calle San Francisco con 
el Kiachuclo. como lu hace notar el perito designado por la de- 
mandada, ingeniero Salvador Kissegi, en su informe de fojas 
76; 2." que según lo afirma el representante de aquella en su es- 
crito de fojas 76. sin contradicción del actor. la señora Rosa 
Ucrnasconi de Vasena. Ha venido a la Sociedad "La Cantábri- 
ca", una fracción contigua a la expropiada a raión de $ 30 el 
metro cuadrado. 

5." Que en vista de estos antecedentes y en atención a las 
consideraciones recordadas, del perito tercero Coni Molina, el 
precio de $ 28 en que éste avalúa el metro cuadrado del terreno 
en expropiación, es indudablemente equitativo, y puede acep- 
tarse sin riesgo de |wrjudicar a ninguna de las partes. 

Que en cuanto a los perjuicios sufridos por ía Co;nj>añia. 
ellos han sido estimados por el ]>crito del Gobierno, en jiesos 
veintitrés mil cincuenta y dos con ochenta y seis centavos, te- 
niendo en cuerna únicamente el gasto de desarme y nuevo mon- 
taje del galpón afectado por la expropiación — escrito de fs. 73. 
— En cambio el perito de la demandada, los hace ascender, por 
distintos conceptos, a la cantidad de pesos 526.516. 

Que ambas estimaciones son inaceptables, la primera por 
ser evidentemente inferior al perjuicio sufrido ¡x>r la deman- 
dada a causa de ta expropiación, y la segunda por Ta razón con- 
traria. 

Qvt'*. respecto de esta última puede observarse principal- 
mente que tos gastos a que haya dado lugar ta demolición, tras- 
Indo y reconstrucción de tas instalaciones ubicadas dentro de los 
treinta y cinco ¡retros de ribera, que son de uso público, como 
lu establece el articulo 2639 del Código Civil, deben ser a costa 
de la demandada, pues, con arreglo a esa disposición, las conce- 
siones que haga el J'oder Ejecutivo a particulares para ejecutar 
obras; de cualquier naturaleza, deben ser con carácter preca- 
rio. — como lo fué la otorgada a aquélla, según se re por tos de- 
cretos transcriptos en el 'informe del perito tercero — de modo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 131 

que llevan implícita la condición fie que ellas deben ser retiradas 
cuando la autoridad lo exija; y siendo así, en lógico que no pro- 
cede el sab títe la indemnización de dichos gastos. 

Que en consecuencia, los únicos perjuicios que deben tenerse 
en consideración en este caso para fijar el monto de la indemni- 
zacmn por tal concepto debe pagar el Fisco, son los que señala 
el perito señor Coni Molina, en su informe de fs. 62, Jo que 
equitativamente avaluados por aquél, a juicio de esta Corte as- 
cienden a la cantidad de $ 100.400, que agregada al valor de los 
10.649 metros 7« c, expropiados, o sean pesos 298.193.84, hacen 
un total de pesos trescientos noventa y ocho mil quinientos no- 
venta y tres con ochenta y cuatro centavos, que aquél debe abo- 
nar por toda indemnización a la Compañía demandada, como 
acertadamente lo ha resuelto la Cámara de Apelación en su sen- 
tencia de fojas 86. 

Que por otra parte, el monto de la indemnización fijada «n 
dicha sentencia no podría elevarse legalmente porque ella fué 
consentida por la demandada, con» tampoco seria justo dismi- 
nuirlo por las razones antes expuestas y las aducidas en los fa- 
llos de primera y segunda instancia, sin que nava demostrado 
nt intentado demostrar el apelante en la presente, que aquella 
estimación fueya excesiva. 

Que en cuanto a la objeción hecha por la demandada en su 
escrito de fojas 76 sobre la improcedencia de la expropiación, no 

porque habiendo sido con- 
sentida ¡ior su parte, la sentencia que la desestimaba, no es ella 
susceptible de revisión por esta Corte en ese punto. 



Por estos fundamentos .y los de dicha sentencia, se la con- 
firma en toda* sus partes. Notifíquese y devuélvase, debiendo 
reponerse el papel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramó.v Méndez. — 
Roberto Kepetto. — M. Uu- 

RENCENA. 
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Ihm Amadeo Zorratjnieta y don Arturo Funes, en el juicio se- 
tjaido /">r la Municipalidad de Uodoy Cruz, contra el Fe- 
rrocarril Pacifico, sobre cobro de pesos. 

Sumario: i," IWede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. contra tina decisión de un irilmnal de última ins- 
tancia favorable a Ja validez de disposiciones de lina cons- 
titución provincial impugnadas por el recurrente, por con- 
siderar (pío clJas invalidan las atribuciones del Congreso 
Federal, a quien corresponde, exclusivamente, legislar so- 
bre las instituciones det Código Civil; sin que sea óbice la 
circunstancia de tratarse de la denegación de un pedido de 
cmkirgo en un juicio ejecutivo cuando, como en el caso, 
ello importa resolver sobre puntos que no pueden ser des- 
pués, útilmente discutidos en el juicio ordinario respectivo y 
cuyos efectos posibles sobre el resultado del litigio dan fuer- 
za definitiva a la resolución dictada. 

3" VA precepto del artículo 108 de la Constitución no deja 
lugar a duda en cuanto a que todas las leyes que estatuyen 
solire las relaciones privadas de los babitantes de la Repú- 
blica, siendo del dominio de la legislación civil q comercial, 
están comprendidos entre las facultades de dictar los Có- 
digos fundamentales que Ta Constitución atribuye exclusi- 
vamente al Congreso. 

3¡? La Constitución de Mendoza, al substraer a la pro- 
vincia o a las 1 Municipal i d;tdes de la acción de la justicia, 
en virtud de la excepción que los artículos 40 y 202, inci- 
so f>.° de hr misma consagra a favor de ellas en cuanto a Ja 
forma y modo de liacer efectivas sus deudas, ha estatuido 
sobre materia que es del resorte exclusivo del Congreso. 
En consecuencia, ta sanción legal establecida en los referi- 
dos preceptos de la Constitución de la Provincia de Men- 
doza se halla en pugna con la legislación de fondo dictada 
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jior el Congreso en cuanto a la forma y medios de perse- 
guir las deudas (Constitución Nacional, artículos 31 y 108; 
argumento del fallo de! tomo 124, página 379). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTA SI Km DKL SEÑOR PROCURADOR gfínekau 

Bmnh Aira, AfMto 15 dt U» 

Suprema Corte: 

En la ejecución que ante el Primer Juzgado en lo civil de la 
ciudad de Mendoza, sigue don Amadeo Zorraguicta «y don Artu- 
ro Funes contra la Municipalidad de Oodoy Cruz por cobro de 
pesos. ]«s actores solicitaron se trabara embargo sobre dos in- 
muebles de propiedad de la expresada Comuna. 

El juzgado no hizo lugar a dicho pedido, por considerar que 
de acuerdo con disposiciones de la Constitución provincial, los 
bienes municipales no podían embargarse mientras no se cum- 
pliesen determinados requisitos. 

9 

Recurrida dicha resolución, la Cámara de Ablaciones la 
ha confirmado, aplicando el artículo 202. inciso 9." de la Cons- 
titución de Mendoza, que dice : "No podrá trabarse embargo en 
bienes y rentas municipales. Cuando haya sentencia que conde- 
na a la Municipalidad a! pago de alguna deuda, ésta gestionar;! 
¡os recursos para efectuar el pago dentro de los tres meses, so 
pena de hacerse efectiva la ejecución''. 

Los actores interpusieron para ante esta Corle Suprema el 
recurso extraordinario, de acuerdo al articulo 14 de la ley 48 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, 
siéndoles denegada Ja apelación. 

Por elfo lian recurrido de hecho ante V. E. 

Considero mal denegada la referida 
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Esta Corte lia resuello reiteradas veces, en situaciones se- 
mejantes a la presente, que la denegación de un pedido de em- 
bargo iiti[Kirta resolver sobre puntos que no pueden ser después 
útilmente discutidos en el juicio ordinario respectivo, y cuyos 
efectos posibles sqtwre el resultado del litigio, ilan fuerza defi- 
nitiva a la resolución ípje se dicte. 

Resultando de autos que los recurrentes batí formulado 
oportunamente la impugnación de la disposición constitucional 
local aplicada frente al derecho que ellos invocaron y tes acuerda 
el Código Civil y la Constitución de !a Nación, opino que se han 
llenado los requisitos que para la procedencia de la apelación 
r|ue prescriben los artículos 14 y 15 de la ley 48 citada. 

En cuanto al fondo del asunto : 

La sentencia de la Cámara se Timita a denegar el embargo 
pedido, por prohibirlo ] a Constitución provincial, mientras no 
transcurra cierto término acordado a las munieii>alidades para 
gestionar los recursos. 

No lo tía denegado, pues, corno se ve. en razón de tratarse 
•le bienes municipales inembargables, de acuerdo con la doctri- 
na de esta Corte Suprema establecida para los casns en que di- 
cho* bienes estén afectados al pago de servicios públicos inelu- 
dibles, y sin los cuales seria imposible la existencia de las refe- 
ridas Comunas como personas jurídicas de existencia necesa- 
ria. (Código Civil, artículos 32. 33. 42, ¿344' S. C N. 98. 244; 
«".i. .173: '-"5- 2T2 y KM- &7)- 

L,a referida sentencia, al no acordar él embargo, somete 
al acreedor a mía espera con violación de diSppsií -iones del Có- 
digo Civil, las que deroga en cuanto a la forma y medios de 
perseguir el pago de las deudas. < S. C. N. tomo 133, página 161). 

Ivn el citado fallo V. E- ha dicho que el régimen político 
y administrativo de las provincias no es otro que el previsto en 
Ins artículos 104 y rol y correlativos de la Constitución Nacional 
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y P° r Iat<)S <l"e sean los poderes inherentes aT misino no llega 
hasta autorizar sanciones legales que esién en pugna con la le- 
gislación de fonda (Helada por el Congreso de la Nación. 

Por lo expuesto, soy de opinión que eorreS|xjnde revocar la 
sentencia apelada en- la parle que ha podido ser materia del re- 



FAlJ.o í)K LA COKTR SÜPKEMA 

Air», Atomttoim 

Autos y Vistos, Considerando : 

Que en el pleko se ha sostenido por el recurrente nuc los 
artículos 40 y 202, inciso 9," de la Constitución de la Provincia 
de Mendoza, invalidan las atribuciones del Congreso Federal a 
quien corresponde exclusivamente legislar sobre las institucio- 
nes del Código Civil, entre las cuales se encuentra todo lo rela- 
tivo al carácter y responsabilidad de las personas jurídicas 
(Constitución, articulo 67, inciso 11 ; Código Civil, artículos 30, 
¿2, 33, 42 y 724 y siguientes). 

Que habiendo sido la decisión del tribunal de última ins- 
tancia favorable a la validez de los artículos 40 y 202, inciso 9* 
de la Constitució rule la Provincia, el recurso extraordinario es 
procedente, de acuerdo con lo establecido en el inciso z:\ ar- 
tículo 14 de la ley 48, sin que sea, óbice para ello la circunstan- 
cia de tratarse de la denegación de un pedido de embargo en un 
juicio ejecutivo, pues esta Corte ha declarado que ello ¡nipona 
resolver sobre puntos 1 que no pueden ser después útilmente dis- 
cutidos en el juicid 1 ordinario respectivo, y cuyos efectos posi- 
bles sobre el resultado del litigio -jan fuerza definitiva a la re- 
solución dictada. Fallos tomo 103 pagina 373 y tomo H2 t pá- 
gina 5- 
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Considerando en cuanto al fondo del recurso: 

Oiie la justicia ordinaria de la Provincia de Mendoza ha 
denegado el ¿pedido de embargo sobre bienes de la Municipali- 
dad de C.oduy Cruz, fundándose en que conforme a lo» artícu- 
los 40 y 202. inciso 9" de la Constitución provincial no puede 
hacerse ejecución en los bienes del Municipio hasta jasados tres 
meses. 

(Juc según to establece, en lo pertinente, el artículo 108 de la 
Constitución, las provincias no ejercen el poder delegado a la 
Nación, y no les está permitido dictar los Códigos Civil, Co- 
mercial, Penal y, de Minería, después que el Congreso los haya 
sancionado, precepto que no deja Jugar a duda en cuanto a que 
todas las leyes que estatuyen sobre las relaciones privadas de 
los habitantes de la República, siendo de! dominio de la legisla- 
ción civil u comercial, están conrprendidos entre las facultades de 
dictar los códigos fundamentales que la Constitución atribuye 
exclusivamente al Congreso y Fallos tomo 103. página 373). 

Que las provincias son. por el Código Civil | artículo 33. 
inciso j.' y artículo 42) personas jurídicas de existencia nece- 
saria, deniandables y susceptibles de ser ejecutadas; de suerte 
que la Constitución de Mendoza, al sustraer a la provincia o a 
las municipalidades de la acción de la justicia en virtud de la 
excepción que ios artículos 40 y 202. inciso o," de la misma 
eonsagra a favor de ellas en cuanto a la forma y modo de hacer 
efectivas mis deudas, ha estatuido sobre materia que es del resnr- 
te exclusivo del Congreso, a cuya legislación deben conformarse 
las provincias, no obstante cualquier disposición en contrario 
que contengan su Constitución o leyes locales. 

(Jne en consecuencia, el auto denegatorio del embargo, un 
puede fundarse con eficacia legal en los preceptos invocados |«>r 
los tribunales de Mendoza, porque etlo inqiortana consagrar dis- 
posiciones derogatorias de las que contiene el Código Civil en 
cuanto a ta forma y medios de perseguir el [rago de las deudas. 
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Que como se ha establecido en casos análogos, el régimen 
político y administrativo ele la.* provincias no es otro que el pre- 
visto en los artículos 104 y 106 y correlativos de ía Constitu- 
ción Nacional, y por latos que sean los poderes inherentes al 
mismo, no llega hasta autorizar sanciones legales que estén en 
pugna con la legislación de fondo dictada ¡Hir el Congreso, como 
ocurre con los artículos 40 y 202, inciso t). a de la Constitución 
Provincial aludida, del punto de vista expuesto en los conside- 
randos precedentes ( Constitución Nacional, artículos 31 y 108; 
argumento del fallo del ionio 124, página 37$). 

En su mérito y de ch informidad con lo dictaminado y pe- 
dido por el señor Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada. Notifiquesc, y repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Bkrmkju. — J. FiGUEaoA Ah- 
cokta. — Kamó.v Méndez. — 
Romero Rkpbtto. — M. Lau- 
kkncbxa. 



Dan Daniel Otamcndi contra la Provincia de Buenos Aires, por 
cobro de tesos. 

Sumario: Véase el de las causas publicadas en el tomo 138. pá- 
gina 161 y 143, página 120, aplicables al presente. 

Caso: Lo explican las piezas siguiemes: 



DICTAMEN Util, &KÑUR l'KOCUKADOR OGNIfcAl, 

t 

«tuto» Alnt. Mir» V * lfl* 

Suprema Corte: 

líon Mantel M. Otamendi y otros demandaron a la Provin- 
cia de Buenos Aires por la devolución de la suma de pesos 
7.730.20 in/n. y sus intereses pagada indebidamente, según Jos 
actores, en concepto de impuesto especial ele afirmados del ca- 
ir.ino público de La Plata a Avellaneda, en ejecución de una lev- 
provincial de 30 de diciembre de 1907. 

La Provincia no contestó la demanda, no produjo prueba, 
ni alegó en sil defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente demanda 
no difiere fie la resuelta por esta Corte Suprema con fecha 28 
dé junio de 1923 en la causa seguida contra la misma Provincia 
de Buenos Aires por don Martín Pereyra Iraoía. V. E. declaró 
en ella la inconstitucionalidad del impuesto aplicado, 

Dq acuerdo con esta sentencia y no habiendo la Provincia 
demandada introducido modificación alguna de hecho o de dere- 
cho en esta litis, soy de opinión que corresponde mantener la 
doctrina, de V. R, haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta 
demanda. 

Horacio fi. Larrcta. 



FAI.I.0 m m CORTE SUPREMA 

Bueno* AirM, Abril M de MSB 

V Victos los seguidos por: 

Oon Daniel M. Otamendi y otros, quienes se presentan ante 
«.¡•ta Corte promoviendo demanda contra la Provincia de Bueno* 
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Aires, por devolución de la su nía de siete -mil setecientos treinta 
pesos con veinte centavos moneda nacional, que han satisfecho 
bajo protesta, en conceptos de impuestos destinados a costear 
la pavimentación del camino general de La Plata a Avellaneda, 
y exponen : 

Qtfe son propietarios de un inmueble situado en el Partido 
de Avellaneda, provincia de Buenos Aires, con una extensión 
de 172-864 metros cuadrados, designado con el lote N* 1 de la 
manzana 62. La propiedad está afectada por el impuesto creado 
por la ley provincial del 30 de diciembre de 1907, que dispuso 
1 1 ejecución del camino pavimentado entre la Ciudad de La Pla- 
ta y Avellaneda, creando los recursos conducentes a tal fin, 
siendo a cargo de los propietarios de los terrenos adyacentes y 
del gobierno en la proporción del 70 y 30 %, respectivamente. 

Que teniendo necesidad de protocolizar en ta Ciudad de La 
Plata una declaratoria de herederos dictada en los Tribunales 
de esta Capital, se les exigió el pago de dicho impuesto de acuer- 
do a lo que establece la ley de la Provincia de Buenos Aires, 
mencionada, habiéndose visto obligados a abonar por concepto 
del mismo. la cantidad precedentemente indicada. 

Que el pago fué liecho efectivo el 18 de abril de 1925. rea- 
lizándose el mismo dia una protesta, dejando a salvo sus dere- 
chos y haciéndose constar que el cobro por parte' de la Provin- 
cia no estaba autorizado por disposición legal alguna, acompa- 
ñando, al mismo tiempo, libreta de pago cuenta corriente Nú- 
mero 11,887. 

Que el impuesto de que se trata és inconstitucional, porque 
absorbe la totalidad del valor de los inmuebles afectados, que 
aplicándose la contribución en la forma que pretende hacerlo la 
Provincia de Buenos Aires, se llegaría al resultado de que los 
propietarios de los terrenos afectados al camino se verían en la 
necesidad de abandonar sus tierras a la Provincia, y que, ade- 
más, el impuesto ¡mportaria una verdadera confiscación, sien- 
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•Jo. por lo tatito, contrario al articulo 17 de la Constitución Na- 
cional 

Que fundan su derecho en lo dispuesto en el articulo 17 de 
la Constitución Xacioaal y 784 .y concordantes del Código Civil. 

Que ¡H»r estas consideraciones y las resoluciones recaídas 
en el juicio iVreyra Irania contra la Provincia de Buenos Aires, 
pide que en su oportuniilad se declare que la contribución co- 
brada en virtud de la ley provincial del 30 de diciembre de 1907. 
es contraria al articulo 17 de la Constitución Nacional, y que, en 
consecuencia, la IWincia está obligada a devolver la suma -t- 
clamada. con sus intereses y costas, más el pago efectuado bajo 
protesta f fs. 371 el dia 31 de octubre del mismo año, cuyo im- 
l«»ne fué de S 516,02 m/n.. suma |>or la cual pide se tenga por 
ampliada h demanda entablada. 

t¿iK corrido traslado de la demanda j*>r auto de fs. 18, la 
que no fué contestada por la demandada, se abrió la causa a 
prueba por auto de fs. 35. la que. según el certificado del Secre- 
tario de fs. 56. corre agregado de fs. 36 a 55 ; puestos los autos 
¡*ara alegar, sólo hizo uso de esc derecho la actora, quedando la 
causa j-ara definitiva |*>r auto de fs. 61 vuelta. 

Y Considerando: 

Que lo* demandantes han probado con la libreta agregada a 
fs. 40 y los documentos de fs. 36. 37. 38. 3a 49 ,y 50 halwr sa- 
tisfcdto bajo protesta, diversas cuntas del impuesto establecido 
P«-r la ley provincial de 30 de diciembre de 1907. creado con el 
•■bp l o lie costear la apertura y iiavimentacióu de un camino en- 
rre la> ciudades de U Plata y Avellaneda. En conjunto, las 
cuotas pagadas ascienden a la sima reclaniada en la demanda. 
nn> el pago efectuado el 31 de <ictubre de 1925. cuyo importe 
fué de .miníenlos diez y seis pesos con dos centavos moneda na- 
<■ ; i mal. 
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Que en reiteradas, decisiones de esta Corte se ha declarado 
que el referido impuesto no reúne los requisitos esenciales para 
la valide; de toda contribución de mejoras o local assessment 
a saber, que la obra a cuyo pago esté destinada sea, ante todo, 
de beneficio local, y que el sacrificio impuesto a los dueños de 
las propiedades afectadas no exceda substancial mente el bene- 
ficio que obtienen por razón de dicha obra pública (Fallos, to- 
mo 138, pág. 161 ; ry sentencia de 29 de octubre del año 1924 en 
la causa Masare! Fils versus Provincia de Buenos Aires, y 
otros). 

Que en las decisiones citadas se ha dejado claramente esta- 
blecido que la contribución impuesta a unos pocos propietarios 
con el propósito de construir una obra de caso exclusivo interés 
general, como es el camino de que se trata, y medíante ta cual se 
absorbe una parte considerable del valor de las propiedades 
afectadas, sin conferir, en cambio, un beneficio equivalente o 
aproximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto al im- 
puesto y con la inviolabilidad de la propiedad, consagradas por 
los artículos 16 y 17 de la Constitución Nacional. 

Que no habiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia especial capaz de influir en la ¡modificación de las conclu- 
siones alcanzadas en los mencionados fallos y concurriendo, por 
lo demás, todas las condiciones que determinaron a esta Corte a 
pronunciarlos, corresponde dar a este litigio una solución aná- 
loga. 

En su mérito, reproduciendo tos fundamentos invocados en 
las recordadas sentencias de esta Corte y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, se declara que el im- 
puesto establecido por la ley de la Provincia de Buenos Aires de 
30 de diciembre de 1907 es contrario a los artículos t6 y 17 de 
la Constitución y que en consecuencia dicha Provincia está obli- 
gada a devolver a los demandantes, dentro de término de diiv. 
días, ta cantidad de ocho mil doscientos cuarenta y seis peso* 
con veintidós centavos moneda nacional, y sus intereses, a estilo 
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de los que cobra él Banco de la Nación Argentina desde la fi- 
cha de la notificación de la demanda, con costas. Notifiques*.-, 
repóngase el papel y archívese 

A. Bermejo.— Ramón Méndez. — 
Roherto Reprtto. — M. Lau- 

REXCBN'A. 



fhm redro Bútaglia contra el Fisco Naciotial, por devolución, de 
dinero. 

Sumario: Resultando de las constancias de tos libros del desti- 
lador, conformes con la declaración jurada del mismo, que 
no existió el exceso de alcohol por el que se formuló el car- 
go, corresponde la devolución del impuesto pagado por ese 
concepto. (Articulo 792 del Código Civil). 

fVw: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

*feml«i. Pcbrtra I • 4« >M4 

^ \ istos : 

Los presentes autos de cuyas constancias resulta: 

ijiie a fs. 4 dnn Joan P Cuartara demanda ,d fflm Nacio- 
nal, por devolución de pago de siete mil doscientos seis i>esos 
con cuarenta centavos m/n., míe Battagh'a y Cía. abonara en los 
autos N." 35.369 en concepto de impuestos. Como fundamentos, 
expresa : ijuc la sociedad Battaglia y Cia., de la que su mandante 
Pedro B.ittaglia es sucesor, adquirió en ta bodega de don Luís 
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E. Arroyo una .partida de 320.000 litros de vino averiado para 
destilar. Se sacaron las muestras reglamentarios por triplicado, 
presentándose una a la Oficina Química para su análisis, otra 
a Impuestos Internos, quedando la tercera en su poder, y se so- 
licitó permiso para la destilación, que fué acordado en 7 de 
mayo de 1918. El análisis arrojó una graduación alcohólica de 
11.40*. Con posterioridad al permiso correspondiente, el em- 
pleado destilador extrajo nuevas muestras por triplicado, remi- 
tiendo una de ellas a ta Oficina Química, sin perjuicio de la des- 
tilación. Terminada ésta, se comunicó oficialmente su resultado, 
de acuerdo a los enunciados del primer análisis; la Inspección 
Seccional observó su resultado a base de que el segundo análi- 
sis arrójala un titulo superior al obtenido en el primero, exi- 
giendo explicaciones a Battaglia y Cía. ; ordenó y practicó un pro- 
lijo inventario de la destilería, el que dió por resultado una per- 
fecta conformidad con los libros y declaración jurada de la so- 
ciedad. 

Dada la diferencia existente entre el análisis de una y otra 
muestra, Battaglia y Cía, solicitó se procediera a analizar el du- 
plicado de las últimas muestras, lo que no pudo realizarse por ha- 
berse destruido, tanto la que había en la Oficina Química, como 
la que existía en poder de su mandante, que lo fuera en forma 
casual. 

Fundada en los resultados del análisis. Impuestos Internos, 
el 15 de marzo de 1920, formuló cargo contra Battaglia y Cía., 
por concepto de impuestos, por la suma reclamada rjr por un al- 
cohol que se dice producido y hecho desa¡>arecer por los desti- 
ladores. 

El asesor letrado de la Administración, al dictaminar sobre 
la procedencia de ta reconsideración solicitada, sostiene que la 
kise para el cobro de ¡os impuestos es la declaración jurada del 
fabricante, y que no siendo posible establecer la graduación al- 
cohólica del vino a destilar, por cuanto la segunda muestra no 
fué habida para su ratificación de 12.50", corresponde, en con- 
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secuencia, la reconsideración solicitada. Denegada esta reconsi- 
deración, fué recurrida ante ct Ministerio de Hacienda que. con 
el criterio «le! Procurador del Tesoro, erróneo a su juicio, to- 
mando por base el resultado del segundo análisis, formula la li- 
quidación del alcohol a obtenerse, resultando de esta manera un 
exceso sobre la cantidad obtenida en realidad, según los libros. 
<k 33/9 l»i*os de alcohol, por el que se cobra, con fecha 15 de 
marzo de 1920, el impuesto reclamado. Sostiene, fundado en ar- 
gumentos diversos, que la base de la imposición debió ser la de- 
claración jurada y el resultado del primer análisis que dio 11.40". 

Que pagado el impuesto del supuesto exceso de los autos 
35-3<*>. se ha reservado las acciones de repetición en juicio or- 
dinario 

Que la sociedad Battaglta y Cía. cumplió con los requisitos 
do ta ley. solicitando permiso de destilación de los 320.000 litros 
de vino, análisis, cálculos, etc., y de acuerdo con ellos, din co- 
mienzo a la destilación, resultando conforme la producción de 
alcohol con el primitivo análisis a «na graduación de 11.40", se- 
gún las constancias de los libros. Que el alcohol producido es 
en realidad el que tiene por base el primer análisis, ya que la 
graduación de 12.50" es antojadiza y desmentida |*>r las cons- 
tancias de los libros controlados por Impuestos Internos; de ha- 
berse producido mayor cantidad de alcohol, éste estaría de ma- 
nifiesto, ya que no se ha probado su salida clandestina. Sostiene 
que por ser Instante alta la graduación de 12.50". el vino no se 
avinagra fácilmente, siendo la graduación normal de 11.40", que 
no hay base para una condena fundada en una simple presun- 
ción. Refuta las conclusiones de Ja condena que se ajana de las 
disposiciones del Código de l'niccdímientos Criminal (pie debie- 
ran aplicarse de existir exceso de producción de alcohol, que al 
Haberse hecho desaparecer clandestinamente, se habria cometido 
un deliti» que no existe, ya que la destilación está de acuerdo al 
primer ttríájisis y que en caso de duda, debe estarse a favor de 
¡a ¡ictora. 
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Invoca a su favor los artículos 784 y 704 tlel Código Civil, 
pidicndci daños y iierjiiicios. Cita varias jurisprudencias y pide 
costas. 

Corrido traslado a fs. 10. se suspende ti término para con- 
testar la demanda hasta el fallo del juicio de apremio, a fs. 
11 vta. 

Cu su contestación de fs. 14 el señor Fiscal sostiene: Que 
la demanda delie ser rechazada, con cosías, por ser una redi- 
ción de los argumentos hechos, y sobré los cuales ha recaído re- 
solución administrativa, cuyas constancias dclwu tenerse presen- 
te al fallar. 

Que Battaglia y Cia.. obtuvo permiso para destilar 320.000 
litros íle vino desnaturalizado con una tolerancia del 4 % de 
pérdida, e! que una vez destilado, de acuerdo a la observación de 
is. 11 vta, del expediente 35.369, acusó una graduación de 
12,50". Que sobre la diferencia de graduación alcohólica, es de 
observar, como reconoce el actor a fs- 14. que su permiso lleva 
el N." ¿41, letra B. antecedente que coincide con los datos enu- 
merativos a que se refiere el escrito de fs. 2 vta. De ese escrito, 
consta igualmente que la muestra N/ 1794 es la misma que en 
análisis químico lleva el N.° 58.677, y cuyo resultado se pone de 
manifiesto en el certificado de fs. 5 y que corresjxmde al per- 
u.iso concedido a fs. 5 vta.. en cuya nota el señor Battaglia ma- 
nifiesta que la cantidad de vino a destilar es de 320.000 litros 
de ti. 40" de alcohol. 

Habiendo obtenido una diferencia de más de un grado en- 
tre la graduación denunciada y la que en realidad corresjwnde, 
mía vez hecha la destilación, aparece evidente un exceso noto- 
rio de graduación alcohólica con pérdida de graduación, de la 
que es responsable el señor Battaglia, porque la muestra ana- 
lizada N. u 1704 es la proveniente tlel vino destilado, y que según 
el informe de fs. 14 vta. es el mismo producto declarado y que 
ingresó a la destilería. Reconocido por el mismo Battaglia en 
su solicitud de permiso de fs. 3 la graduación de 11.40*. na pne- 
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de susténtese que después de efectuada !n destilación y obteni- 
do un producto de 12.50/", que las primeras muestras estuvieran 
equivocadas, tanto petas, cuanto las muestras fueron tomadas en 
la misma destilería de Battaglia, en el preciso momento de desti- 
larse el v ino, formalidad cumplida de acuerdo al artíctdo 103, in- 
ciso x° del reglamento interno de la Administración. 

Que esto basta para destruir la argumentación de la ac- 
to ra. 

f„a circunstancia de haberse destruido dns de las muestras 
qíic pur triplicado se sacaron, no puede dejar en la incertidum- 
bre la graduación alcohólica del producto destilado, ya que el 




1 a prueba a fs. 16 vta., agregada la produ- 
cida de fs. 20 a 43; hecha la certificación de fs. 43 vta.; glosa- 
dos los alegatos de fs. 44 a 50, quedó para definitiva con el lla- 
mamiento de fs. 51, y 



Que a fs. 73 del exjiedieiite 35.369. "Impuestos Internus 
contra Battaglia y Ga., por cobro de impuestos", que se tiene a 
la vista por haber sido ofrecido como prueba jjor las partes, el 
actor, al consignar, hizo expresa manifestación de subordinar 
esta consignación al juicio ordinario que contra el Fisco Nacio- 
nal iniciaría por repetición de pago, quedando de hecho estable- 
cida, sin otro requisito, la competencia del Juzgado porque el 
demandado concurre en calidad de juris gestionis. 

Que con fecha 7 de mayo de 1918, la razón social Battaglia 
y Cía. solicitó y obtuvo de la Administración de Impuestos fu- 
tí ritos permiso para destilar una partida de vino desnaturaliza- 
do, de 320.000 litros, como consta a fs. 2 y vta. del ex | «diente 
citado. 

Esta partida de vino, según declaración del destilador, de 
fs. 3 y el resultado del análisis N." 67.665 de 7 de mayo de 1918. 
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de la Oficina Química Nacional, ile fs. 16, tenía una 




ción de 1 140°. 

Ojie por no lial terse hecho entrega, por el iiUcresado, de las 
constancias del resultada del análisis con el permiso correspon- 
diente para ser agregado al expíente, se extrajeron nuevas 
muestras que. analizadas el 21 de junio, bajo et N. ü 68.677, dio 
una graduación de 12.50", como consta de fs. 5 y 12. 

Que efectuado el cómputo sobre la operación de destila- 
ción que asigna al vino a destilarse, el certificado de análisis 
\." 68.677, es decir, de 12.50". debia producir el señor Battagüa 
40.000 litros de alcohol y, y como no ha producido sino 35.021 
litros, existe una diferencia dcjoTO, litros, y deducida la toleran- 
cia del 4 % — 1.600 litros — arroja un exceso de producción de 
3.379 litros sobre los que se formula el cargo que se ha cobra- 
do, de $ 7.20640. 

Que efectuado el mismo cómputo con la base del certifica- 
do de análisis N." 67.665 que da 11.40* de graduación, es decir, 
de la primera muestra extraída, el destilador debía producir 
35.021 litros de alcohol a los que, deducida la tolerancia del 
4 r /o — 1459 litros — resultaría no pasible de cargo alguno, de 
acuerdo a su declaración y al permiso concedido de fs. 3 y vta. 

One sosteniéndose pefir el Fisco su derecho a cobrar el im- 
|,i;cstn de acuerda al cómputo hecho de alcohol a producirse con 
una graduación de 12.50°. como consta del expediente que se 
tiene a la vista, aun cuando el señor Fiscal discrepa con esta te- 
sis, como puede verse en su contestación a Ja demanda, de fs. 



Indamente la cantidad consignada a fs. 72, la cuestión se rechice 
a decidir cuál de los dos análisis tiene validez legal. 

O^ie de acuerdo al articulo 17 de la ley N." 3764, la liase 
para el cobro de Tos impuestos es la declaración jurada del fa- 
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3üo.üoo litros de vinu desnaturalizado, con una graduación de 
11.40° que debían producirles 33.750 litros de alcohol, aproxi- 
madamente, y el permiso respetivo Ies fué acordado en estas 
condiciones, es natural concluir qué ef cargo formulado sobre 
el exceso de? 3.370 titrus que debía producir a una graduación 
de 12.50°, no es la ajustada a la ley. 

(Jtte si hubo omisión por parte de los señores Battaglia al 
no acompañar culi el permiso eorres¡xtndientc el resultado del 
análisis de la primera muestra, esa omisión quedó subsanada 
con la agregación al expediente recordado, de fs. 16. que com- 
prueba que el producto a destilara estaba en un todo de acuer- 
do a su declaración. 

Que si esta omisión no se hubiera producido, habría sido 
innecesario el segundo análisis que diera una graduación distin- 
ta, y es de observar especialmente, que para asignar un valor le- 
gal a este segundo análisis, habría sido necesaria su ratifica- 
ción, hecho (jtte resultó imposihle, por la destrucción de las 
siniestras, como consta del expediente citado, circunstancia no 
imputable a la adora, que munida ya de su permiso, podía en- 
tregarse a la destilación. 

Kl recordado articulo 17. dispone también que para el cobro 
de los impuestos, a más de la declaración del fabricante, delicn 
ser tenidos en cuenta tos asientos de sus libros, los que deberán 
exhibirse cada vez que sean solicitados, vale decir, que están 
bajo e] contralor directo de la oficina perceptora. 

Qtte de las constancia., le los libros, ofrecidos como prueba 
y que se tienen a la vista, resulta que en los meses de mayo a 
30 ríe junio, las entradas y salidas de alcohol, coinciden en un 
todo con la declaración y el permiso de fs. 3 y vuelta. 

(Jiie no habiéndose hecho la comprobación del análisis de 
la segunda muestra, el cargo debió formularse de acuerdo a la 
graduación de 1140". afianzado por su resultado oficial, la de- 
claración jurada de] fabricante de alcohol y los asientos de sus 
libros. 
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(Jue si de éstos resulta que no se ha producido más de 1» 
<|iie ha declarado el productor y el jwnnisu respectivo .señalan, 
lóela imposición sobre un exceso sería arbitraria, máxime cuan- 
do en autos no se l>a probado una salida clandestina que está 
penada por la ley. 

Que el derecho a repetir lo pagado indebidamente, está san- 
cionado por los artículos 784 y 794 del Código Civil." 

(Jue en ciianh» a los daños y perjuicios que el actor recla- 
ma en su demanda, establecido que el Fisto percibió indebida- 
mente una suma de dinero depositada en el Hunco de la Nación 
a la orden del Juzgado, es claro que ha irrogado al actor un 
daño rejwrablc. pero inapreciable objetiva >y precisamente por 
no haberse proliado su monto, por lo que corresponde dejar a 
salvo los derechos del demandante — y así se declara — debiendo 
procederse de acuerdo a las disposiciones ile la última (jarte del 
artículo 15 de la ley X." 5a 

l'or las consideraciones expuestas, disposiciones legales ci- 
tadas y argumentos pertinentes de los escritos de fs. 4 y 44, re- 
suelvo: hacer lugar a la presente demanda, por repetición de 
fiago deducida |x>r don Pedro Battaglia, sucesor de Battaglia y 
Cía., contra el Fisco de la Nación, que delwrá devolver al actor 
dentro de los diez días de ejecu. criada esta sentencia, la suma 
de siete mil doscientos seis pesos eo» cuarenta centavos m/n.. 
con intereses a estilo del Banco de la Nación, desde el dia de la 
notificación de la demanda, con costas. 

I.uis 6. /.en'tiw. 



SENTKXClA Hi; LA CAMAMA rft>KKA« 

Buen» Atiet, Octubre S7 de W* 

Oue si bien los análisis Nú:ns. 68.077 y 67663 arrojan re- 
bultados diferente!-, en la imposibilidad de ratificarlos, corres- 
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pontie estar a las constancias de los libros del destilador — visados 
por la Oficina de Impuestos Internos — los que coinciden con Ja 
declaración jurada (|ue sirvió para obtener el permiso y de con- 
siguiente enn el análisis K' 67.665, 

Que, por lo tanto, no es posible practicar la liquidación deí 
impuesto de acuerdo con las conclusiones del análisis de las 
Mtltestfas extraídas por el señor Guerra, ya que el artículo 17 de 
la ley 3764 establece que se tendrá como base la declaración ju- 
rada del causante y los asientos de sus libros, los que, en nin- 
gún estado dql juicio han sido impugnados. 

I'nr ello v sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 52, que hace lugar a la demanda por repetición de 
pago, deducida |>or don Pedro Jíattaglia contra el Fisco Nacio- 
nal.— T . Arias. — Marcelino l'.seolada, — B. A. Ñauar Ancho' 
rena,—J. /* Luna, 



Que la aplicación por la Administración de Impuestos In- 
ternos de la Nación, de la multa valor de siete mil doscientos 
seis pesos con cuarenta centavos, cuya devolución reclama en 
este juicio don Pedro líattaglia como sucesor de la sociedad Pe- 
dro líattaglia y Com [tañía, se fundó, en que habiéndose autori- 
zado a ésta j*>r la Ad mriistración ele Impuestos Internos i>ara 
destilar trescientos veinte mil litros de vino desnaturalizado con 
graduación alcohólica <lc 11.40 y no obstante que del análisis 
practicado por la Ofjdna Química a base de muestras tomadas 
|*>r un inspector de Impuestos Internos, resultó esa misma gra- 
duación, como la que se practicó posteriormente dió un porcen- 
taje de 12,50. lo ouc debió determinar un aumento de tres mil 
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Bueno* Aire», Abril 30 de II» 





producido 
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con Ja graduación de 11.40, no habiéndose manifestado tal ex- 
xeso para el pago del impuesto se habían hecho acreedores Jos 
fabncantcs a aquella sanción, con arreglo a | articulo 17 de la 
ley 3764. 

(>c tal exceso, sin embargo, no se ha probado, como lo ha- 
cen notar las sentencias de primera y segunda insiancia. y por 
el contrario, diversas circunstancias que constan de autos, ha- 
cen presumir su inexistencia, como ser: a) que habiéndose or- 
denado por la Administración de impuestos Internos a pedido de 
los fabricantes la ratificación del segundo análisis, para com- 
probar su exactitud, y no habiendo podido cumplirse esta reso- 
lución por haberse inutilizado la primera y segunda muestras 
de las extraídas para dicho análisis, se practicó un inventario por 
los empleados fiscales en la destilería de aquéllos, resultando 
que U existencia del producto destilado correspondía a la que 
debió rendir el vino sometido a la operación con la graduación 
fie 11.40 que acusaba el primer análisis; b) que ese resultado 
estuvo también de acuerdo con la declaración jurada de Batta- 
glía y Compañía y los asientos de sus libros; c) que de éstos n«> 
aparece que los tres mil trescientos setenta y nueve litros del 
supuesto exceso hayan salido de la fábrica para el expendio sin 



que tampoco se haya intentado probar que hubiera, ; , 
traídos clandestinamente. 

Que en vista de estos antecedentes, y teniendo en cuenta 
que la base para el cobro del impuesto, es la declaración jurada 
y los asientos de los libros del fabricante o importador, y que 
la recaudación se hace por el expendio mensual, entendiéndose 
por tal toda salida de la mercadería de la fáfrica o depósito (ar- 
ticulo 17, ley 3764), forzoso es llegar a la conclusión de que no 
existe prueba del exceso de referencia, y que, en consecuencia 
el cargo de siete mil doscientos seis pesos con cuarenta centavos 
que formuló la Administración de Impuestos Internos contra 
— llia y Compañía, carece de consistencia legal, 

la acción de repe 
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tición de dicha cantidad, con arreglo a lo dispuesto |«or el ar- 
tículo ?í}2 y siguientes <lel Código Civil y la jurisprudencia de 
esta Corte en casos análoga (tomo 23, página 276; tomo 82. 
fina -*Sr)). 

Por estos fundamentos iv los de la sentencia recurrida, se 
la confirma, con costa*. Xotifiquese y devuélvanse, debiendo re* 

lo de 




M> Laurknciíxa. 



oa Al- 



i*on Julio O, de Roa contra h Pun-ificia de 
devolución de dinero. 



s .-lin\f. sobre 



Sumario : Corresponde el rechazo de una demanda i>fjr restitu- 
ción do dinero («gado en concepto de cuotas del impuesto 
creado por la ley de la l*rovincia de Buenos Aires de 18 de 
Julio de UJO/. destinado a allegar los recursos necesarios 
para la agriura y jKivimentaciótt <le un camino cutre Ave- 
llaneda y Ironías de Zamora, en un caso en que el actor ni 
siquiera intentó demostrar que la obra a cuyo pago está 
destinada la referida contribución es de beneficio local y 
que el sacrificio impuesto a los dueños de las propiedades 
afectadas, no excede suhstancialmcntc al beneficio que ob- 
tienen ]*>r razón de dicha obra pública, ni ninguna de las 



Caso: \a> explican tas piezas siguientes: 
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Suprema 



PlOCUftADOl cineiai, 

Buenos Ürts. Septiembre Jl de |0KS 



Don Julio O. ríe Roa demanda a la provincia de Unenos Ai- 
res por inconstitucionalidad de un impuesto de afirmados del 
camino que une Lomas de Zamora ron Avellaneda, y pide se 
condene a la referida provincia a devolverle la suma dJ $ ggqgft 
moneda nacional .y sus intereses. Ins que ha abonado en tal con- 
cepto, fajo -protesta. 

Pero el actor lia omitido profwr los términos de su deman- 
da, limitándose a la :ncra interposición de ésta en condiciones 
tales, que en la presente causa no existen elementos de juicio 
M»e limitan apreciar Jo* fundamentos de la ineonstitueionali- 
dad alegada. 

Xo ha dicho tampoco cuál es la disposición legal que se im- 
pugna como violatoria; no existe en autos el texto de dicha lev 
y ni siquiera se la menciona a, los fines de su individualización. 
%m falta de antecedentes y la vaguedad de la demanda, me 
1 opinar que la misma dche ser desestimada en unías mis 




es mi dictamen. 1 

Horado R. Urreta- 



FALLO J1E LA CORTE SUPREMA 

Bocm* Aires. Abril 10 de 19» 



Don Julio O. de Roa. quien se presenta ante esta Corte 
promoviendo demanda contra la provincia de liuenos Aires \v>r 
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restitución de la su:na de trescientos treinta y siete pesos con 
noventa y seis centavos moneda nacional, que ha satisfecho, 
bajo protesta, un concepto tic cuotas del impuesto creado por la 
ley de dicha provincia de 18 de julio de ¡907, destinado a alle- 
gar los recursos necesarios para la apertura y pavimentación de 
un cáramo entre Avellaneda y Lomas de Zamora. 

Que lo pagado en concqno del impuesto asciende a la suma 
de S 277.0/» m/n. y los gastos realizados para prejKirar el juicio 
a S fo, lo (pie hace un total de $ 337.96. 

Que funda su acción en que el impuesto (pie se ha visto 
obligado a pagar, fue declarado inconstitucional por sentencia de 
esta Corte, de Octubre 29 de 1924. dictada en la causa que se 
siguió contra la misma provincia de Buenos Aires. 

Que solicita se declare indebida la contribución que la pro- 
vincia pretende hacer efectiva sobre la propiedad. j*>r ser con* 
irario a lo que prevén los artículos 16 y \j de ta Constitución 
Nacional, en virtud de que dicha contribución ha sido fijada sin 
tener en cuenta el Ijene ficto particular recibido por el inmueble 
por razón de la obra pública. 

Que ese Iwneficio no existe en el cas 1, porque 110 se trata 
de una mejora de carácter local, sino de un camino destinado a 
facilitar las comunicaciones entre lus grandes centros poblados v 
del que solanKiitc pueden derivar benef icios generales para todos 
los habitantes de la provincia. 

Que. además, por lo (pie una tasa de mejoras cuyo monto 
ahsirhe más de la tercera pane del valor del inmueble, sin que 
se haya producido por razón de la obra púhlica un beneficio par- 
ticular al cual imputarla, es incompatible con la garanlia de la 
inviolabilidad de tn propiedad consagrada en el articulo 17 de 
la Constitución. 

Que para demostrar el escaso beneficio particular que la 
propiedad ha podido recibir con ia construcción del camino, hace 
presente que ella se encuentra situada a una distancia :io menor 
de 500 metros de dicho camino. 
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Que pttr todn lo expuesto solicita se condene a ta provincia 
demandada a restituirle la suma reclamada de S 337-06 in/n.. 
sus intereses y las costas <lcl juicio. 

Que corrido traslado de la demanda por auto de fs, y, fue 
contestada por el representante de la provincia a fs. 14. abrién- 
dose la causa a prueba por auto de fs. 18 vuelta, no habiéndose 
producido alguna según lo expresa el certificado del secrelario 
de fs. 2>, puestos los autos para alegar, sólo hizo uso de ese 
derecho la parte demandada, quedando la causa en estado de 
pronunciarse sentencia a fs, 26 vuelta. 

Y Considerando: 

■ 

Que si bien el actor ha Compro! «ido con la libreta de fs. I 
y la escritura de fs. 4, haber satisfecho, bajo protesta, diversas 
cuotas del impuesto establecido por la ley provincial de 1S de 
Julio de 1907, creado con el objeto de costear la pavimentación 
de un camino entre las ciudades de Avellaneda a Lomas de Za- 
mora, haciéndose llegar las cuotas pagadas a la su tita reclamada 
en la demanda, no se han llenado asi más que uno de tos requi- 
sitos necesarios para la procedencia de la acción instaurada. 

Que el demandante ni siquiera ha intentado demostrar que 
el referido impuesto 110 reunía los requisitos esenciales para la 
validez de toda contribución de mejoras Local assi'ssntent, a 
.saber, que la obra a cuyo pago esté destinada sea, ante todo, de 
beneficio local, -y que el sacrificio impuesto a los dueños de las 
propiedades afectadas no exceda Mihstancialmcntc al liencfício 
que obtienen ¡>or razón de dicha obra pública. (Fallos tomo 138. 
página 164; tumo 14J, páginas 120 y 165 1, ni ninguna de las 
afirmaciones contenidas en su escrito de de. muida. 

Que según se desprende de los fallos precedentemente ci- 
tados, la violación de la garantía, constitucional relativa a la 
propiedad en tos casos de impuestos tle la naturaleza del impug- 
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cada inmueble gravado con h eontribuci Ñu, cuestiones qjje de- 
ten ser planteada* y probadas por el demandante para qüé pue- 
da tener éxito *u gestión judicial. 

Kn su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por el sefior 
Procurador t ".enera!, se resuelve uo liaccr luíjar a la demanda, 
erm costas. Molifiqúese, rejión£ase el papel y archívese. 

A. Brhaikjo. — ). FicuiflcOA Al- 
corta. — Ramón Mkvuez. — 
M. Lauriwckva. 



NOTAS 

Con fecha siete de Abril de mil novecientos veintiséis la 
Curte Suprema declaró improcedente la queja deducida jior don 
I.uis Nieva en autos con doña Isabel Juana de Znnini. sobre des- 
alojamiento, | M >r resullar de] testimonio acompañado, que la re- 
solución del tribunal ti qno se habia licitado a pronunciarse so~ 
hrc la obligación de pagar honorarios causídicos, es decir, sobre 
pUíito regido por las leyes de carácter local, ajeno al recurso ex- 
traordínario de acuerdo con lo que dispone v ) articulo 15 de la 
b y número 4S, 



En la misma feclia no se hizo lugar a la queda deducida 
por ésa Juan Kieheverry. tn mm c<>» doña María Narrarán 
de üedívvith. sobre desalojamiento. jwir desprenderse de la pro- 
pia exposición del recurrente, que este babia sido oido en dos 
instancias, con lo <| U e aparecían llenados en lo substancial los 
re-nusito> de la defensa, y iraiarse. además, de un juicio por 
■ lechudo. aplicando* dispositíonés de derecho común. ¡nt¿r 
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pretamlnac los artículos 604 y 605 del Código de Procedimien- 
uis de Ja Provincia de Buenos Aires, los que, no habiendo sido 
impugnados como violatorios a principios consagrados en la 
Constitución, son extr:.nos al recurso extraordinario, según lo 
dispuesto por los artículos 14 y 15 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar la queja deducida por 
la Compañía Marconi de Telegrafía sin Hilos del Río de la Pla- 
ta, en autos con la Marconi's Wireless Telegraph Cía. sobre in- 
cumplimiento de contrato, por no aparecer de la exposición de 
1¿ recurrente, que ésta hubiera interpuesto para ante la Corte 
Suprema recurso alguno que le hubiese sido denegado. 



En nueve del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
|>or don Antonio Melé en autos con la sucesión de don Juan 
Duba por devolución de precio de venta y daños y perjuicios, por 
no resultar de la exposición del recurrente que se tratara de nin- 
guno de los casos previstos por la ley 4055, ni que se hubiera 
interpuesto para ante la Corte Cuprema el recurso extraordina- 
rio que autoriza el articulo 14 de !a lev número 48 



En la misma fecha no se hizo Jugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por Miguel A riñes y ot ros, en la causa que se les 
sigue por infracción al artículo 990 del Código de Comercio y 
!05 del Código Penal, en razón de que no aparecía que se hu- 
biera interpuesto para ante la Corte Suprema e] recurso de ape- 
lación autorizado por el artículo 14 de la ley 48. y ser impro- 
cedentes los recursos ordinarios de apelación y nulidad de las 
sentencias pronunciadas por la Cámara Federal de Apelación de 
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la Capital en materia criminal, según se establece en el articulo 
4." de la ley 7055. 



lin tltcz y nueve del mismo un se hizo lugar a la tjueja de- 
ducida por doña María Contamina en autos con don Fidel M011- 
díui sobre desalojamiento, m razón <le .pie, aún en el supuesto 
■ ie Haberse interpuesto para ante la Corte Suprema el recurso 
kducido ante la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil, de 
¡a propia exposición del recurrente resultaba, que dicho recur- 
so no había sido el extraordinario de que instruye el artículo 14 
de la ley 48, sino el de inconstitncionalidad e inaplteabilidad de 
ley. ^procedente para ante el tribunal, según es de ley y eons- 
tmm jurisprudencia. 



(.'. .n f.-cha .eintíséis rio se hizo lugar n la queja deducida 
por dnn A tilín Conté en autos con don Uiis Dtifnur, sobre des- 
alojamiento, por resultar de tos propias términos en ottc se fun- 
damentaba la queja, ipie el recurrente hal»a sido nido en las 
instancias ordinarias del pleito, con 1<> míe aparecían llenados en 
I > Md.>lancial los requisitos de la defensa en juicio y, además, 
porque la interpretación dada por el juez ai aplicar disposiciones 
de derecho común contenidas en ct Código de Procedimientos, 
son puntos extraños al recurso extraordinario de apelación, aten- 
to lo dispuesto en el articulo 15 d c l a \ vy número 4 « y a lo reite- 
radamente resuelto. 



l\n la tnísuiTi fecha no se hizo Jngat a ta qttejá deducida 
¡.nr don Jorge Costarines en !o> aillos >eguídos jior los señores 
Luís y Angel Cmlelto contra Dionisio Antonatos. sobre dcs- 
alojamiento, por resultar de ta propia exposición del recurrente, 
que se trataba de un juicio He desahucio, y que las resoluciones 
recaídas habían interpretado y aplicado disposiciones de dere- 
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cho común contenieras en la ley 11.156, M i K se halla ¡nempora- 
da al C/nligo Civil y. por consiguiente, tales rcsulücioncs son aje- 
nas al recurso extraordinario co:rm lo disimile el articulo 15 de 
la ley 4K. 



Con fecha treinta no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Adolfo Kalf en autos con don Floro Nisivoccia, sobre des- 
alojamiento, en razón de que, según fu expresaba el recurrente 
tos resoluciones recaídas en d pleito se habían limitado a aplicar 
disposiciones contenidas en el Código Civil, extrañas al recurso 
ex-traordinario, según b establece en su segunda parte el ar- 
tículo 15 de la ley número 48. 



fecha no se hizo lugar a la queja deducida jior 
don Francisco Hutiérrez Casado, en autos con doña lacoba Fer- 
nández Martín de Gutiérrez Casado, sohre divorcio, ]an resultar 
de la propia exposición del recurrente, que en el pleito no se 
hahía planteado cuestión federal alguna, y las resoluciones re- 
caídas limitáronse a interpretar y aplicar disposiciones conteni- 
das en los Códigos Civil y de Procedimientos que no fueron im- 
pugnadas como contrarias a las garantías establecidas en la Cons- 
titución y, por consiguiente, extrañas al recurso extraordinario, 
según los términos del articulo 15 de la ley número 48 y a la 
reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema. 



F.n la misma fecha la Corle Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado por el señor IVocurador General, decían, mal 
concedido por c! Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Ca- 
pital, el recurso extraordinario interpuesto (xir don Carlos Ro- 
dolfo Lorenz en autos con la Rueños Aires, Building Society 
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l.da. sobre consumación dé alquileres, ei razón de no aparecer 
«le ¡Mitos que el recurrente hubiera planteado oportunamente en 
el pleito la cuestión federal esto es, en condiciones tales que el 
tribunal de última instancia hubiera podido pronunciarse sobre 
tí punto como lo exige el articulo 14 de !a lev número 4S: agre- 
gándose, además, que en la especie ¡tith lite se habia disentida el 
aléame de las leyes 1 1 156, 1 1 157. u 2 ¿ t y \i¿\H, y las resolucio- 
nes recaídas ltabian interpretado y aplicado dís|)os¡c¡oncs eon- 
it nidas en las mencionadas leyes de der&rbo comtón. y pnr con- 
¡ngttientéi i'Mrana-, al recurso extraordinario, atenta la que dis- 
piíne en su seguida parte el artículo f de la eit;ida ley 4K 



./¡ii',: ¡''(•ííi-r<tl ¡Ir S,ift,¡, .a^-ihimlt) tuduhts de .<inj> ( 'ri>!h*mLmiti, 

^tinmrm: 1.a situación anormal en que desde hace varios años 
-e desenvuelven las actividades del Juzgado de Sección de 
•Salta, detiido a la suspensión del Juez titular, en virtud del 
juicio paimm qm- se le sigue, decidió a la Corte Suprema, 
de conformidad con el dictamen del señor Procurador Ge- 
neral, elevar al IVider J'jecittivo Nacional; las actuaciones 
pn «lucidas al respecto. 

ÚWP: I -o explican tos piezas -.¡fruientes : 
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1 fs. J25 vía. y i'Jfi i 

.One a mérito de la» razones elucidas por et señor Pro- 
curador Kiseal en su vista de fs. 46. debe prevenirse al señor 
Juez interino, doctor Gómez Hincón, y al secretario, ípe en 
ningím caso pueden |u> .empleadlas de su dependencia sustituir a 
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lus defensores de los procesados en la tarea p«rB0ria1ísÍma tic 
formular los correspondientes escritos de defensa, aun Citando 
ello tenga por objeto evitar l;i ¡tnraliznción ¡le los inicios. 

declarar que tanto las denuncias contra el Juez Federal interi- 
no de la Sección Salta, doctor Cumie* Rincón, que lia dado lu- 
gar a la inspección en el tribuna! a cargo de aquél, ordenada por 
esta Cámara, así como las presentadas posteriormente al señor 
inspector, doctor Rodríguez Rivas. carecen de fundamento, ha- 
biéndose comprobado plenamente la corrección de sus procede- 
res y el buen concepto público de que gozan, 2." Hacer al mismo 
Juez y al Secretaria la prevención a ipie se refiere el último con- 
siderando de esta resolución. Declarar, igualmente, de acuerdo 
con la opinión del señor Procurador Fiscal de esta Cámara, que 
la publicación del diario "Kl Cívico Intransigente*', enviada por 
el referido juez al tribunal con fecha 20 de Octubre ppdo., no 
concreta ni denuncia ningún hecho nuevo posterior a la inves- 
tigación realizada por el Inspector Dr. Rodríguez Rivas. cuyo 
resultado se resume en la declaración precedente y, 4." Poner en 
conocimiento de la Suprema Corte la situación anormal en que 
ne encuentra el Juzgado Federal de Salta, de cinco años a esta 
parte, con motivo del juicio político y consiguiente suspensión 
de! juez tittdar Dr. Costa, a cuyo efecto serán remitidas estas 
actuaciones. Transcríbase en el libro de acuerdos. — Nemesio 
OoHzátccs— A. Ü, Fossc. — Rn disidencia: E. /?. Fierro. 



DICTA mm Wk SI* ÑOR í'ROCUKADOR niiNKKAL 

Bueno* Alfa, Pebre» 24 d« 1926 

Suprema Oírte: 

A pedido del señor juez Federal interino de Salta, doctor 
Martin Gómez Rincón, la Cámara Federal de Apelación de Cor- 
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«le Ja. en ejercicio lie f:i superintendencia que te a'uerda la lev 
;t*r}. decretó uta investigación t*ti el juzgado de referencia. 

Motiva el pedidu del Juez Federal ciertas publicaciones 
aparéenlas en un .pt^ódlco Inca! y títi otro de ta Capital Fede- 
ral, cu las que se hacían comentario* relacionado?, con el funcio- 
nntnieut» irregular del Juzgado, atribuido al referido juez, los 
que, afirmando dicho magistrado ser falsos, eutendia que afec- 
taban gravémente e! decoro y dignfelatf tle fas funciones que in- 
vestía. 

Practicada la amplia información a que _>e refieren las co- 
municaciones de fojas 7 a i -'. la Cámara Federal declaró infun- 
dadas las denuncias. 

Pero, considerando que la titilación de interinato en que el 
aludido Juez desempeña sus funciones desde e? año i<vi, fecha 
en que el titular fué suspendido en virtud del juicio político 
que se le iniciara ante el U. Senado de ta Nación, lo que ubligó 
ál doctor Gómez U i neón a delegar sus funciones de Procurador 
Fiscal en el señor Defensor de Pobres e Incapaces, con tos tras- 
tornos consiguientes at normal desarrollo de tas tareas del tri- 
bunal, máxime >i se tiene en cuenta las excusaciones que se pro- 
ducen en los juicios, lo que exige* la intervención frecuente de 
ahogados tle la lista de Conjueces. 1a Cámara Federal, en aten- 
ción a dichas razone*, ha resuello elevar estas actuaciones a 
V. K. a fin de que lome conocimiento de las mismas y, si ln con- 
ceptúa conveniente, pueda adoptar las medidas necesarias para 
que desa]*arezca dicho estado de cosas. 

Creu que. en ejercicio de la superintendencia general subre 
la justicia federal que a V. K. acuerda el articulo n de ta ley 
4055. esta Corte Suprema está habilitada para acceder al i»edido 
formulado por la Cámara Federal -de Córdoba, tendiente a hacer 
desaparecer la situación ano-mal en que, desde hace varios 
años, se desenvuelven las actividades de un juzgado de sección 
y que, en tal virtud correspondería, salvo la mejor opinión de 
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V. fi. elevar estas actuaciones al Poder Kjectitivo Nacional, a 
mis efectos. 

Tal es tnt dictamen. 

HuMCÍo Ñ. f.iUTt'ttí. 



Biwroi Air**, Mayo b de 1)90 

De acuerdo con Tos antecedentes y consideraciones <[üc con- 
digna en SU resolución la Cámara Federal de Apelación de Cór- 
doba ífs. 22~f vía. y 2261, y a los fines que expresa en el apar- 
tado final de su dictamen el señor Procurador C.eneral. elévense 
eslas actuaciones ]>nr intermedio del minisferin respectivo, al 
Poder Ejecutivo de la Nación. 

A, Bkhmi-jo. — J. Ficubkoa Al- 
corta. — Ramón' MÉNr»i:z. ■ — • 
RoitiíHTO Rkpi;tto. — M. L\u- 

KliNOJXA. 



Compañía de Turras, Mmh rus y Ferrocarriles "I.a Forestal 
Lda." contra la Provincia tic Santa /V. stí&re i'obro (fe pa- 
tentes y nmlhijr. 



Sumaría: No son revisihles por la Corle Suprema en la instan- 
cia, de puro derecho autorizada |>or el articulo 14 de la ten- 
siones de un fallo de carácter eomencioso-ad- 
Lo por un Superior Tribunal de Jus- 
ticia de Provincia, confirmatoria de una resolución admi- 
nistrativa, que sin estatuir nada sobre la materia privativa 
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fe las leyes nacionales aS^j, 4715 j 5^5, no tiene mas al- 
cance cjiie establecer, a ios fines de] régimen impositivo de 
la provincia, c|nt k tas lineas férreas de propiedad (te la c»m- 
pañia recurrente, existentes en el territorio tic ese Estado, 
cstáii dedicadas a la explotación de) tráfico de pasajeros y 
de carga, y no solamente al servido de dicha Compañía 
conm im accesorio de sus propias industrias, cono ¡c» ha sos- 
ÉettMo ésta ame la jurisdicción local. ( Puntos de Iludios 
y de prueba, que siendo ajenos al recurso extraordinaria 
le iin¡Kilíati a la Corle. Suprema entrar a examinar si, a los 
efectos de la patente fijada en la? leyes locales sobre la 
materia, las lineas férreas que la Compañía. "l,a Forestal" 
poste .[entro de la provincia de Santa Fe. revisten o 110 el 
carácter de empresa de ferrocarril). 

I'üsü: Lo explican las ¡tic/as siguientes: 



PALLO HE LA CORTE SCPKÜMA 

Buenos JUHl, Mayo 5 de 1»S8 

Vistos y Considerando: 

One el recurso extraordinario para ame esta Crie se funda 
en tpie la decisión del Superior Tribunal de Justicia de la Pro- 
vincia tle Santa Fe. confirmatoria de la respectiva resolución 
administrativa en cuanto declara (pie la sociedad recurrente se 
encuentra comprendida en el articulo u. letra E. inciso j" de la 
ley de [tatemes de iyod y subsiguientes, y en el articulo 13, le- 
tra K, inciso 4. de la ley provincial número 178K y se halla obli- 
gada a satisfacer las patentes y -multa* correspondientes, es in- 
eompatible &m las leyes nacionales núuiems 4715 y 5^15. 

(juu ese pronunciamiento de carácter contencioso adminis- 
trativo no tiene más alcance que establecer, a los fines del ré- 
gimen inquisitivo de la Provincia. que las líneas férreas de 
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propiedad de ¡a recurrente. exMente* en el territorio dfe dicho 
l\-tado. c-tán dedicadas a la explotación del tráfico de pasaje* 
rus y de cargan, y no solamente al servicio de la Compañía '"La 
KoreM.d". mm un accesorio de sus -propias industrias, según 
l> toa sostciíífla esta última ante la justicia local. 

One no son revisililis en esta instancia de puro derecho fe- 
deral las conclusiones del fallo anclado acerca de los liedlos 
planteado,-, por las partes y de las pruebas rendidas a tales fines. 
¡it> podiendo, ¡wir lo tanto, esta Corte entrar a examinar si a los 
efectos ilé h patente fijada en las leyes Incales precedenlemef?" 
ie mencionadas las líneas férreas que "1.a Forestal" |M>ste den- 
tru de la Provincia de Santa Fe. revisten o no el carácter de em- 
presa de ferrocarril. 

ijne, dados estos antecedentes, resulta evidente «JHs el pro- 
nmeiamiento del tribunal a qm no desconoce ningún dereelio. 
privilegio o exención acordado por las recordadas leyes naciona- 
les números 4715 y 5,^5, desde que, en primer tugar, na- 
da esta:nye sobri,- la materia privativa de estas leyes, sino sola- 
mente acerca de! carácter de las lincas férreas de míe se trata 
como cosas sujetas al impuesto local. — y por otra parte, la ale- 
gncíón de tai recurrente se apoya en que sus lineas férreas eons- 
1 huyen meros ramales industriales, hecho que ha sido ya rtefi- 
nitivanienle juzgado en la instancia contencioso administrativa, 
y que tío puede reverse en el presente recurso. 

Que en cuanto a la tesis de (pie los ferrocarriles nacionales 
*C encuentran fuera de! alcance del poder impositivo local como 
mstrumetito.s de! comercio entre !a> provincias, bastaría recordar 
que las líneas de (pie >e trata no revisten los caracteres ii: 
pensabíes para haüarse comprendidas en ta doctrina 
dado lo que aparece en el informe de la Dirección General de 
Ferrocarriles corriente a fojas _>&>: aparte de que no encontrán- 
dose amparada j»or ninguna ley dé excepción como lo seria la 
número 5315, articulo 8.". si la recurrente estuviera acogida a 
>us itenef icios, siempre se hallaría sujeta a los impuestos onli- 
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naríos de la provincia cuyo lerrhorío ocupan sus vías y propie- 
dades, o>n arrute ;i Ib ya resuelto ¡«>r esta Corle, i Fallos lomo 
página 6fi i. 

En su mérito se declara que !a sentencia arlada no lesiona 
ningún dcreclta de naturaleza federal invocado en el pleito. No- 
li fiques» y repuesto t*I j»apel. devuélvanle, 

Í.okia. — Ramón Mé mu :z, - 
Rouerto Rkprtto. — M. L\u- 

KBSCKSS a. 

l i t \m se publica la sentencia del Suprior Tribunal de 
ju>tkia de la Provincia de Santa I-e a que se refiere el fallo de 
la Corte Suprema, porque además de no contener decisión alguna 
sobte la materia privativa de las leyes nacionales números 2873, 
47 1 5 v 53 15. sobre ferrocarriles, invocadas por el aclame, co- 
mo In dice uno de los considerandos de la sentencia de la Corte, 
es muy extensa, y ocuparía más de cuarenta páginas de la pu- 
blicación. 



Bok Mii/ncl Monserrat, hijo, contratinu Mujttci Altwsrrntf. pnr 
ct>hro tic pe^os; sokn- fámppttottffa 

Sumario: Ks de jurisprudencia que el juicio sucesorio concluye, 
practicada la división de los bienes que lian sido objeto del 
mismo, y que la demanda que nn es deducida contra la tes- 
tamentaria sin», personalmente nintra uno de los coberede- 
ros, como ía eme no se dirige contra la sucesión sino contra 
pcrsnna determinada, ru> eorrcs|winde al juez do la sucesión ; 
en consecuencia, no eorrcs|MinoV a la jurisdicción local (pie 
estatuyen los artículos 3383 y 3284, inciso 1." del Código 
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entre mi argentino y un extranjero <jn el que. si bien el ti- 
tulo que sirve <Ie kise a t:t demanda es una hijuela otorgada 
a favor de] demandante en un jnicin sucesorio, h acción 
«pie se ejercita no se relaciona con dictio juicio, sino que se 
limita a perseguir él cobro efe un crédito, a exigir el cum- 
plimiento de una obligación personal atribuida al demanda- 
do. Articulo i- inciso i." de la ley 48; artículo 2." de la ley 
V-7 : aniculo 100 de la Constitución y articulo ¿:\ inciso 2 " 
de la ley 48. 

í <m«: Ui explican l;is .piezas siguientes: 



SKSTKXCI \ MU SI-XOK JL'KZ IIIOJÍR.W. 

Rmwi*. aiomo « de ira 



Y Vistos: 



liste juicio ordinario sobre cobro de cantidad fie pesos., se- 



por Mmm Monserrat fliijo) contra Miguel Monserrat ; 
del que resulta: 

A fs. ¿comparece el señor Monserrat Hiijo) y entabla for- 
mal demanda contra eT señor Miguel Monserrai, fundado en el 
hecho de míe éste se niega a entregarle el caudal que le ha co- 
rrespondido como herencia de su señora madre doña Antonia 
f.rimalt de Monserrat : caudal representado por la suma de cien- 
to catorce mil quinientos cuarenta y tres pesos nacionales (jíe- 
S0S 1 14 54.1 m/n. l, que retiene el demandado en su ^«ler inde- 
bidamente o sin razón, a pesar de diversos requerimientos que 
le ha formulado. En comprobación de la existencia del crédito 
que reclama, presenta la hijuela en que consta la adjudicación 
«id mismo; y ai>oya. además su petición en hs disposiciones 
contenidas en los artículos 505 y 50* del Código Civil. 

Acreditado el fuero federal en razón de la distinta nació- 
nalidad de las parte, se dió curso a la demanda; siendo ésta 
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pontestatla por el representante del demandado, manifestando 
qite, sin negar ta deuda, opone ;t su pago inmediato la Condición 
a que está sujeta y en virtud de la cual sólo podra hacerse efee- 
i va después del $1 de diciembre de IO28. 

Abierto a pruebü el Juicio, la pane demandada promovió 
un incidente sobre término extraordinario, al mismo tiempo que 
el doctor Oléese suscitó otro, ampiándose cu id secreto profe- 
sional tara negarse a declarar I-ajo jiirainemu, cuino testigo 
propuesto por la adora, siendo ¡ bogado pal rocinante de la de- 
mandada. Tramitadas conjuntamente en ambas instancias di- 
e&as incidencias, fueron resuelta* en la forma tic que instruyen 
los autos de ts. 67 y 81 >. 

Uccibidas que fueron tintas las pruebas, ambas partes hi- 
cieron uso de la facultad que les acuerda el articulo 177 de la 
ley de procedimientos N 50. alegando sobre el nitrito de aqué- 
llas. ?cgtin consta de los escritos de is- 10K y 1 iS. Agregados 
ratas al expediente, se tlictú la providencia de "autos" el dia i 1 
uel mes que hoy termina. 

Y Considerando; 

1,' Que la .situación de tos litigantes del puntu de vista ex- 
puesto en el primer párrafo del alegato de k, determina 
al proveyente a dedicarle una breve consideración, que será a la 
\V7. una rectificación impuesta l*>r la verdad y en obsequio a l:i 
seriedad que revisten y delten revestir los actos realizados en la 
-ala «le Juzgado. Kn la audiencia de absujuctón <le tuiciones 
que en aquel Trárrafo se evoca, con más colorido que verdad, el 
Miscriptn no tuvo irada que observar a la actitud del actor, vale 
decir, que no hubo tal cigarro puro en la ltoca: siendo también 
iridudalde que iodo el proeeso aludido se consiguió en el acta, 
donde en todo tiempo podrá verse si hubo algo impertinente. 
IW lt. demás, si este pleito afecta las más estrechas relacionen 
de familia, implicando de por si una lamentable alteración de ta 
cordialidad con c[ue generalmente se desenvuelven, ello no pue- 
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di- infuir en la materia jurídica del mismo: él Juez. como la dio- 
sa del símbolo, dclM! cerrar los ojos a ese aspecto intimo tic la 
cuestión, para discernir el d«*Bdiq y dar a cada uno lo suyo, se- 
yún fo altado y probado, cualquier noxbre que Heve su titular 
y cuales-piiera sean !«s vínculos de familia ijitc liguen a las jíar- 
m entre sí, de los cuales, ellas mismas lian prescindido par et 
m\ú hecho de traer l;i controversia a los estrados de la justicia. 

J." <¿ue la cuestión jurisdiccional ha merecido ]. referente 
atención en este caso, dado que tratándose de una esSjsécfe de 
incidencia del juicio sucesorio de la señora Mouxcrr.il. cabía 
dudar si QüdtU independizársela por completo de él para some- 
terla a la justicia federal, en razón de la distinta nacionalidad 
de actor y demandado ; pero bien examinada la cuestión, dicha 
duda desaparece. U solución dada ante Ja justicia provincial 
con el común asentimiento de las ¡artes, y el concepto de las dis- 
posiciones contenidas en los artículos 12, inciso 1.'. de la ley 
4* concordante coi, | a del 3284. inciso r." del Código Civil, de 
notan que la exclusividad de aquélla para conocer en los juicios 
sucesorias tiene su limite en la partición de Ja herencia ; hecha 
la cual ,y aprobadas fas adjudicaciones 3 los herederos cesa la 
Unidad absórbeme del procedimiento. Y no puede ser de otra 
manera, dado que el origen del crédito cuyo cobro se ¡«rsigue, 
no puede por si solo determinar la jurisdicción, pues ¿j bastara, 
ninguna acción fundada en titulo hereditario o en un derecho 
que arranque de una sucesión liquidada, podría deducirse ante 
la justicia federal ; lo cual no armoniza con los preceptos rela- 
tivos al establecimienlo de ésta, 

Hite no ha puesto en duda en ningún momento la exis- 
tencia del crédito motivo del presente juicio; por el contrario, 
hay absoluta conformidad de partes respeto a que, al liquidarse 
la sucesión de doña Antonia Orímali de Uouserrat, espora del 
demandado y madre del actor, se adjudicó a éste la suma de 
doscientos catorce mil setecientos cuarenta v ocho pesos con cin- 
cuenta y dos centavos nacionales ($2 14.748.52 m /».J, en con- 
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apto del ImU-r Uiial integrante di- mi respectiva hijuela; la cual 
junto rim Unías las une constituyen la cuenta partii-iiutaria— 
fué aprobada judicialmente, previo expreso asentimiento de los 
herederos t fs. 07-1,^1. por auto de fs. *f)-i$J, extendido en el 
papel sellado corres] >ondienle, según consta en el expediente de 
l:i referencia «me se tiene a la vista. Ahora bien: oleante 
dicho reconocimiento y prueba, el demandado se niega ;i en- 
ligar el íin|»irte total que se le reclama, fundado en qiie "lia 
^iilii valor entewj'dti etttre las partes'" fv. ts- 3| vta. escrito de 
contentación a ta demanda» "que sólo el 31 de diciembre de 
■<uft dcl>crá ef editarse el t>ago". T>e esta for;na expresa y ca- 
ugóriea en que se tra1»'> la lilis. SC desprende con tuda niiidez 
qué >ti si. luciñn depende ríe la prueba de la existencia de diebo 
convenio o reciproco entendimiento acerca de la é]M>ea en que 
c! detintnda<kv— tenedor de iodo el caudal hereditarift— debia en- 
tregar la parte adjudicada al actor: la obligación del demanda- 
do en tal carácter (articulo del Código Civil), .y el dere- 
cho correlativo del sucesor i definición del articulo ¿262 id ), 
asi to itujíonett. 

q." Que de las pruclas rendidas sobre éste punto que con 
propiedail puede denominare, el centro o nudo de la contro- 
versia, la más imjmnante ba sido la ele posiciones del deman- 
dado; según la cual éste no ba hecho con el actor, antes ni des- 
pués fie terminada la sucesión, ningún convenio tendiente a mo- 
dificar ios términos y condiciones de la hijuela de fs. 5. Ksta 
man i testación contradice, como es evidente, la afirmado ;tl con- 
testar la demanda: y a la vez da mayor fuerza aun. si cabe, a 
las constancias de la escritura pública de fs. 14. con la que se 
prueba la enuncia de entregas |Kirciates a cuenta del crédito 
hereditario, basta la simia ib' cien ¡vil doscientos cinco pesos con 
treinta y oqjho cení a vos nacionales 1$ 100.205.38 m/n.); entre- 
ga* ijtté no ;.e explicarían si realmente se hubiera establecido el 
plazo que se pretende para efectuar el pago, en atención a mo- 
tivos esi»eciales que imposibilitaban al tenedor de los bienes de 
la sucesión a desprenderse de ello* antes de determinado tiempo. 
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=;." O tic esta conclusión si* afirma COSI el tNameti de los au- 
nis sucesorios, en I« >s que consta efectivamente que al invenía- 
riar lus bienes de ia sucesión, el tenedor de ellos, que lo era el 
demandado, manifestó f|iie su capital y utilidades en la firma 
Remonda. Monserrat y Ct»ii]iáñia estaban supeditados a eondi- 
i Vm y {tendientes de plazo; en cuyo mérito la partición y adju- 
dicación Se practicaron contemplando esa situación y consignan*- 
do en cada hijuela las condiciones necesarias a dejarla en salvo, 
sin renoseabo alguno de los herederos, cuya voluntad, asi como 
>iis intereses se consultaron en todo (v. fs. 45-1351. Ks induda- 
l>ie, pues, que cuando se formuló la cuenta parlieionaria judi- 
calmente aprobada en su oiwirtunidad, ' se omtempló detenida - 
menle el caso expuesto por el demandado y se le resolvió a sa- 
tisfacción común, imponiendo plazo para la entrega de su parte 
a ios herederos Inocencia, Cristina, Fernando, Margarita, Ro- 
lierto. María Victorio y Antonio ía éste sólo por un saldo de 
y 71,430,80 m/ti. ), sin estipularse absolutamente nada respecto 
de las hijuelas de Hartólo y del aotnr. lv¡ imposible, hasta lo ab- 
surdo, suponer que la falta de expresión de condición y plazo 
en estas hijuelas sea una omisión involuntaria o una inadverten- 
cia, pues se calculó «hasta el interés que se reconocería a estos 
capitales, durante el -tieinju que quedarían en poder del deman- 
dad", fijándose al efecto el 5 ojo anual. 

O.*" Que los antecedentes inconmovibles expuestos, dan fuer- 
za a las manifestaciones explicativas formuladas en sn dcclara- 
rión por el testigo, escribano Ortií. de Guinea, concordantes con 
las del actor, en sentido de que el reconocimiento por éste de la 
existencia del plazo que se alega fué exclusiva, nenie resultado 
cíe una errónea información. Ni el actor, ni su abogado, ni el 
escribano tenían a la vista la respetiva hijuela, y sólo les fué 
presentada la minuta |>ara la escritura de recibo parcial : infor- 
mando en ese acto el doctor Oléese que el saldo de! crédito sólo 
era pjcigible en el 192.8» porque se hahia establecido asi en las de- 
más hijuelas. Cuando fué conocida por el actor la suya y pudo 
constatar la ausencia de lal cláusula, ya estalla firmada la es- 
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entura: no ..fiante l« cual se mMitlé al doctor Mccse, 
d.jo , |t w n- recordando con precisión. d¡', el dat„ futulac].. mi 
la creencia de ifiic fu toda* sin excei*ión se había puesto dicha 
restricción. -O'-ni.. puede tal error necésario o farmm perju- 
dicar al actor, constituyendo catfca legal k-mamc para .jue >e 
cammo lundamenlaliueule el carácter del crédito, cíimíMMosc 
para el deudor cu obligación : , pjá^l 

7 " Qtte la negativa del demandad., tampoco puetle fundar- 
se en acpiel mismo reconocimiento (leí actor, manifestado al 
subscribir la escritura di- fs. fj(j con lu S añores IVats; pne> mi- 
litan aqui escactarrente los motivos que se .han señalado en el 
párrafo prudente para ocasionar el error de heeho en que in- 
currió al otorgar la de & [4 sobre recibo ¡«areial de dineros a 
cuenta de la hijuela. Y aunque asi no fuera la escritura <Ie ce- 
S!,,n omlit " ;i |,w inores IVats no tiene ninguna significa- 
ción, desde el momem,. .pie existe el documento cuva copia co- 
rrí- a fs.' t¿5. y sobre tolo, dado el resultado de lanificación 
de la cesión. «p tt . Elisia en el euer|>o de l a niisma escritura. De 
nada vale, pues, una tBantfft^áMa incidental v evidentemente 
lucha a l^se de un error, en frente de la documentación acu- 
mulada en el juteip sucesorio en donde se establece con preci- 
-ion cuales hijuelas llevan la condición alegada, v cuáles no. |\„a 
<pte prevalezca v\ criterio del demanda<lo. h a ,k-b¡d M éste probar 
suficientemente que con interioridad a aquel nrreglo judicial, 
pactó o Lonvino el plazo a que alude, con el actor, o llegó a pro- 
ducirse en alguna f,.rma ese enieii.limieiito recíproco, m* ha- 
Leudo esto, ni rencamente, hav íjtte pasar por 16 que en los 
documentos se ha expresad... mereciendo la aprobación jmlieial 
<|iie les i t prime carácter. 

« ' <Juc la tacha opuesta al ^ñor Oniz dé ( '.niñea, cuya de- 
1 -'aracióii se acaba de considerar por la importancia .pie el luz- 
gado le atribuye, no invalida en absoluto ese testimonio. |H,r\los 
raimes primales ; a. por cuanto >e inua de una persona vín- 
culada a los alados de las dos ¡unes litigantes y no a éstas 
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directamente, de donde se desprende que su imparcialidad no se 
halla afectada; pixHendo decirse, si fuera permitido materiali- 
zar el concepto, <|tie Ta dublé vinculación contribuye a mantener 
el equilibrio, y b) porque constando o! hecho sobre el que de- 
clara de escritura y documentos públicos, no podría reeurrirse 
a nadie mejor que al funcionario (pie los redactó para que dé no- 
ticias de pormenores como los que se fe lian requerido; sin que 
pueda decirse que lo declarado altera o desfigura el hecho ma- 
teria de esas escrituras. 

Por esos motivos y concordantes alegados, el Juzgado defi- 
nitivamente falla, haciendo lugar a la demanda, y declarando, 
en consecuencia, que el demandado debe entregar de Inmediato 
al actor el saldo de ($114,543 m/n.) ciento catorce mil quinien- 
tos cuarenta v tres pesos nacionales, que le adeuda en concepto 
de su hal>er en la hijuela materna de fs, 5. Con costas. Insértese 
y hágase saber. 



SENTENCIA DE I.A CÁMAKA 



Rourlo, Noviembre I* di IfK 



Etl acuerdo; Vistos los autos caratulados "Motiserrat 
gtwíl (hijo) v. Miguel Monserrat. s. cobro de pesos"; 



1," La acción deducida tiene por objeto la entrega del va- 
lor adjudicado en la hijuela de! actor; y tanto es asi que se ad- 
junta a la demanda y como base de la misma, una copia lega- 
lizada de dicha hijuela. De consiguiente, entonces, para deter- 
minar la jurisdicción debe tenerse en cuenta lo dispuesto por 
Ins artículos 3283 y 3284 del C. C. según los cuales el derecho 
de sucesión se rij^e por el derecho local del último dumieilio del 
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causante, t-nn presciiicleneia de la naeimialídad de los ftmá&M) 
siendo los jueces locales de dicho domicilio, los únicos eon>|>e- 
tinus para conocer de las demandas concernientes a los bienes 
bercdiiarius. hasta la partición inclusive, cuando soti interpues- 
tas por algunos de los herederos universales contra sus cohere- 
deros. \ este respecto liay una abundante jurisprudencia de la 
Suprema Corte, según la cual sólo el Juez de la sucesión es el 
único competente ¡«ra conocer <le las demandas entre los en- 
herederos relativas a los bienes de la miaña, hasta la partición 
inclusive, 

J." Ahora bien, es de todo punto evidente que la partición 
no es una operación puramente especulativa, teórica por decir- 
lo asi; sino una oj>eración real y electiva, cuy» principal efecto 
jurídico, es la entrega de los bienes partidos; sin lo cual no hay 
(«ilición. Y también es evidente une el objeto de la presente ac- 
ción es la entrepi del saldo de la hijuela del demandante: !»or 
tanto la justicia federal no es competente para conocer de la 
misma. Se trata indiscutiblemente de la ejecución de obligacio- 
nes emergentes 'le actos judiciales que del™ hacerse efectivas 
ante la misma jurisdicción en que se han originado, a la cual ha 
dado la ley el imperio necesario para míe no sean eludidos sus 
mandatos— Suprema Corte, t 4*. pág. 46X. 

.i." &a jurisdicción federal es de excepción y no puede pro- 
T-m»ar, ni aun j»or comento de partes; de tal modo que en eual- 
qiiier mam de la cansa que 1 Tribunal descubra su incompe- 
tencia, esta obligado a declararla de oficio, anulando lo actua- 
do y ordenado que el :ictor ocurra donde corresponde tarts. 1 " 
y .v. ley 50), 

ÍW tanto se declara la incompetencia del Tribunal a tpw 
\ la nulidad de todo lo actuado. Sin cosías, — /,,„> V. Goma* 
N. - Carlos M. /JriU. I\n disidencia: h$é .V. Fwrro. 



Disidencia: 

Vistos en acuerdo los autos seguidos por don Miguel Mon- 
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serrat (hijo) contra dun .Miguel Monscrrai sobre colm» de 

Considerando sobre la jurisdienón : |>or kis fundamentos 
del a ¡Jim de fss i.í'i: y además: 

ti* Porque en ef ífí¿ ///i-, como que *e reclama del tenedor 
de (os bienes de una sucesión liquidada y no contra ésta, jwr 
haberse hecho mucho ha la partición i Snp. Corle, t. 129. pág. 
130) la entrega del saldo de la hijuela de un heredero, es éste 
el actor y no tampoco nn acreedor extraño a aquélla: .y hallán- 
dose terminada, como queda dicho, la tramitación de la aludi- 
da, lo que se confiesa por el demandado at contestar a fs. 22, 
hasta cuya terminación, solamente, da jurisdicción el artículo 
3284, incisos i." y 4." Código Civil al Juez de la misma para las 
cuestiones que expresa; disposición legal que, posterior a !a ley 
48. habría, a lo menos, derogádola sobre el particular. 

2, " Según jurisprudencia reiterada y constante de la Su- 
prema Corte, t. 15, págs. i-'o y 312; t. 37, pág. 264; t. 10O, pág, 
132; 1. 1 22, |Kig. 408 y otros, la dis|X)sición de excepción del in- 
ciso r " del artículo 12, ley 48, no es aplicable a casos, como el 
presente, en que e! actor es un heredero del causante de la su- 
cesión, ,y no ésta (Stip. Corte, t. 129. pág. 376 y t- 130, pág. 59) : 
ni después de haberse verificado la partición de la herencia; 
puesto que ahora no se trata ya de uno de esos juicios universa- 
les comprendidos en la excepción, sino de una acción personal 
contra el depositario o tenedor de los bienes adjudicados, ri- 
giendo, en consecuencia, el principio sentado en el inciso 2.°, ar- 
tículo 2." ley 48, sobre diversa nacionalidad de las partes, no 
puesto en duda, siquiera, en el sub Ule. 

V en cuanto a lo principal ; por sus fundamentos ; y ade- 

nuis : 

3. " Porque el error de hecho en la escritura de fs. 14, ex- 
presando en forma aparentemente espontánea su Otorgante y 
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actor almra, ,| W . mi m-diin o»mra su señor |xnlrc cíe la aludida 
''¡tocia no era cobrable liastn ej año i&aií, fué ocasionado, se- 
,.ni tas constancias de ¡frutos; por Ja información, invnhintaria- 
mente errónea, del doctor OIccse. abogado de] demandado. M uc 
justamente merecía a aquél todo respeto ; siendo asi el caso de 
la primera pane del articulo ij») Código Civil 

líf£ Respecto a la cesión de fs. g£ del actor a lus señores 
1'r.üs I rijos y Cía., de parte del crédito demandado, a más de 
no haberse formalizado po r el resultado negativo de la notifi- 
cación de arru lla al deudor cedido, fs. 101. y M lo que resulta a 
fs. 125 y se expresa en el considerando 7." de fs. 132 vuelta, no 
lialm'-mlnse presentado en el juicio ¡os aparentes cesionarios re- 
clamando derecho alpino, el demandado, a más de no haberse 
formalizado por el resultado negativo de la notificación de 
aquélla al deudor cedido, fs, 101. y de lo que resulta a fs. r¿s 
y se expresa en el considerando 7" de fs. tp vuelta, no ha- 
biéndose presentado en el juicio los aparentes cesionarios re- 
clamando derecho alguno, el denamlado no ha podido iH.ncrse 
en su lugar, trgiimcnlando con tal cesión. 

Por tanto; & confirma, con costas, la sentencia de fs. iji> 
a 1X1 y ampliación de fs. 135 vuelta, del 31 de agosto y 4 de 
septiembre pajinos pasados— tm M. Fierro. 



V Vistos 



PAjytO DtJ La i nRTK SUI'REM.x 

Bueno» Aire*. Maya 5 de \m 



líl recurso extraordinario interpuesto v concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Ablación de! Rosario que 
do lara la incompetencia de la justicia federal para conocer en 
la manda instaurada por don Miguel Monserrat 4 hijo | 
n a - don Miguel Monserrat, por cobro de pesos. 



con- 



Y Considerando: 



Que los antecedentes de autos acreditan que. promovida el 
litigio ante la jurisdicción federal conceptuada procedente en ei 
raso por razón de las persona*, atenta la distinta Nacionalidad 
tic las partes, y resuelta la cansa en primera instancia, el fallo 
recurrido anula todo lo actuado y -declara la incompetencia ra- 
thm' mutrníe tlel fuero nacional, por cuanto la acción se diri- 
ge a la entrega del saldo de la hijuela del demandante. 

yue en estas condiriones, lo que corresponde examinar es 
si la materia controvertida en el pleito constituye una inciden- 
cia del juicio sucesorio, o afecta a los derechos de la sucesión, 
o se relaciona en alguna forma con la masa de bienes heredita- 
rios indivisos jKir no halwrse practicado aún la cuenta de parti- 
ción correspondiente. (Fallos tomo 142. página 158). 

Qnc de los términos concretos de la demanda resulta que sí 
bien el título que le sirve de base es la hijuela otorgada a favor 
del actor en el juicio sucesorio de la señora de Monserrat. la ac- 
ción que se ejercita no se relaciona con dicho juicio, pues 110 se 
encamina a la retiración de errores que se hubieran cometido 
en el mismo, ni a la nulidad y rescisión de la declaratoria de he- 
rederos, ni a observar la partición y adjudicación de los bienes, 
limitándose a perseguir el cobro de un crédito, a exigir el cum- 
plimiento de una obligación personal atribuida al demandado, 
(juten, |M>r su pane, tampoco se excepciona con objeción alguna 
al título de la demanda ni con referencia directa o indirecta al 
juicio sucesorio aludido. No está. pues, en cuestión el derecho su- 
cesorio que se rige por la ley local del domicilio del difunto, 
sean los sucesores nacionales o extranjeros, (Código Civil, ar- 
tículo ¿283. ni procede ta jurisdicción que estatuye el inciso 1." 
riel artículo 3284 del mismo Código. j>orquc en el juicio suce- 
sorio de referencia está hecha la cuenta a |>art ¡donaría de los 
bienes hereditarios y transferidos éstos en forma de créditos a 
c;:rgo de quien tiene la posesión fie la herencia, con lo que ha 
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it-rminad" el juicio universal fie IHCesióu. ( Fallo* m:nu ¿¿. \á- 
gina iji, tunii'i ,S_>, pá^inn 41 1 í. 

(JtU' en casos análogos al de autos la jurisprudencia ha e> 
tableeido tj[taé él juicio sucesorio concluye practicada la división 
dé ios bienes que son objeto del mismo ( Fallos, tomo ijo,, pági- 
na -\toi. y que la demanda que no es deducida cuín ra ln tesui- 
mentaria >itio personalmente omtra uno (le los coherederos l Fa- 
llos torro (Si página ijo». como la que mi se dirige contra su- 
cesión alguna sino contra una persona determinada, un corres- 
(Kinden al Juez de la sucesión. Fallos, tumo ijo. página 0), 

ptie ñu estando jues, comprendida ln acción de qué se trata 
en e] juicio universal de sucesión, y ilabiéndosc acreditado la 
distima nacionalidad de las partes, no son de aplicación al sub 
¡infice las disposiciones antes citadas de] Código Civil y las del 
inciso i.-, articulo 1 ¿ de la ley +S y articulo 2. e de la le* 0.7. y 
la acción deducida debe seguir el fuero del demamlado míe de 
acuerdo con el artículo 100 de la Constitución y articulo z* in- 
ciso 2* de la ley 4JÍ es el fuero federal. 

l*or estos fundamentos, de acuerdo con los pertinentes del 
fallo de primera instancia, asi como tos relativos a líi jurisdic- 
ción que consigna él votó en disidencia de fojas toa y oído el se- 
ñor Procurador General, se revoca la sentencia apelada y se de- 
clara que es procedente en el caso el fue- o federal. En conse- 
cuencia, devuélvanse los autos al Tribunal de que provienen íi 
fin de tme, reasumiendo la jurisdicción de que se ha desprendi- 
do, los resuelva con arreglo a derecho. Notifiques?- v repóngase 
él papel. 

A. Bi:r5u:.?o, — J. Fic.lkkoa Al- 
corta. — Ramóx Mknokz, — 
RoitukTu Rkh:tto. — M, 
rkxcena. 
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sobir ttvi'ohu ióti de fíffím 



Sumarios N« procede cl recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4H. cu un caso en que ninguna do fas disposiciones de la 
ley especial y su decreto reglamentario (articulo 44. lev 
- ,fí 73 y <í8,i del decreto I. tienen relación directa e inmediata 
con ta cuestión debatida y resuelta en el pleito, y cu que, 
por cura parle, la decisión apelada se a¡Miya én disposicio- 
nes del derecho común urt ¡culos 1Í.5. 167 y iHj del Código 
tic Comercio), 

Oaso; 1.41 explican las piezas siguientes: 

lílLTASIKN SKÑOR fkuCUKaDOK Cí¡ NKK AL 



Lo que se discute en la presente causa que la Soeienuu uni- 
eoa y Duran siguió ante la Justicia Federal de La Capital de la 
Nación contra la Empresa del Ferrocarril Ostc dé liucnos Ai- 
res, sobre devolución de fletes, es saber si la tarifa existente en 
el momento de solicitarse vagones para el transporte de tina mer- 
cadería es la que corresponde robrar por dicho transporte o si. 
jK»r el contrario, procede aplicar la tarifa vigente en el momento 
de realizarse aquel transporte. 

Aunque en la cansa se lian invocado por el actor diversas 
disposiciones de la ley de ferrocarriles y de su decreto regla- 
mentario, el litigib Ju quedado resuelto por interpretación y 
aplicación exclusiva del Código de Comercio en cuanto legisla 
sobre obligaciones que emanan del contrato de transporte, sobre 
la naturaleza, alcance y efecto de las mismas. 




Buenos Aim. Abril 27 de 11*56 



rema Corte; 



170 FAI.I.OS Üi UA enRTK SUPRKMA 

Todo ello no puede ser revisado por cMa Otu Suprema 
en la instancia extraurdiiiaria qae acuerda el artículo 14 (te la 
ley 4f<. 

V. K., en una cansa idéntica a ia presente rumio 145, |$- 
ghja ,;i t seguida mmm la misma ettijjresa demandada, así lo lia 
resuelto coíl fecha í8 d« octubre del año próximo jasado. 

Corresponde jM)r ello declarar mal concedido el recurso de- 
ducido a fs, 170 para ame esta Corte Suprema. 

fiortu to A', ¡.urrctti. 

n>M® W. t¿A OiRTi; Sl l'kKMA 

Bucnoa Aira. May* 7 «fe K06 

Aillos y Vistos: 

IV.r los fundamentos del dictamen <lcl señor Procurador 
general, y lo resuelto por esta Corte en los autos "Don I,u¡s 
Scala y Compañía Limitada Anónima y Comercial contra la 
Kmpresa del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, sobre devolu- 
ción de exceso de fletes'-— Fallos tomo 145. ,¿ R i na 51— se de- 
clara mal concedido el recurso, Notffíqttese y devuélvanse, de- 
pendo reponerse el paj>el en el juzgado de origen. 

A. Bkkmkjo. — J. Fici-KKOA Ai,- 
COkT.v — RniiKKTo "RliT'KTTu 



lh,„ Oscar Silva etiutra h Provim'nt de Mendoza, so- 

bre interdicto de despojo. 

Stttiumo: 1.' Comprobado el hecho de la posesión v el despojo, 
procede el interdicto deducido antes de haber 'transcurrido 



.ni año desde que se realizaron los actos de despojo* .sin 
que sea Óbice para el progreso de la acción ej antecedente 
con fosado ]je»r e] ador de ocupar una superficie de tierra 
mayor qué aquella a que tiene derecho según su título. 

V Sumario, tonto 1^. página 2$) (Artículos ¿#)0, 
t oso; ho explica el siguiente: 



1 .w.u> ih; com í- sui-rkma 

Bflenoi Alies, Maro lu de tí» 

Y Vistos: 

Don Oscar Zaefferer Silva, de nacionalidad chileno, veci- 
no de ta Capital Federal, comparece ante esta Corto promo- 
viendo interdicto de desdijo contra la provincia de Mendoza, 
y expone : 

Que don Adolfo Moreno, con un titulo de seis mil trescien- 
tas una hectáreas poseía en Mendoza los lotes fiscales números 
I y ?■ M tu ' cn conjunto tienen una superficie de cincuenta y tres 
mil setecientas cuarenta y cuatro hectáreas. l\\ Gobierno de la 
provincia de Mendoza le inició un juicio de reivindicación por 
el excedente que tenia de más. fuera de su titulo, y esta Corte 
ffeclaró que Moreno estaba obligado a restituir a la provincia el 
terreno que ocupaba, fuera del que le conferia su título, para lo 
cual debe procederse a la ubicación del mismo, con más los f Hi- 
tos percibidos y los (pié i»or sn negligencia dejara de percibir. 

Que poco después de dictarse ese fallí», el Gobierno de 
Mendoza ocupó arbitrariamente la mayor iwrtc del Inte 5, com- 
puesto de treinta y siete mil seiscientas cuarenta y ocho hectá- 
reas, quedando de él en [>oder del señor Moreno tan sólo una 
parte al Sud del Manzano, en donde ubican las casas de la es- 
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tancia, población imtittes de sauces, álamos y cultivos con ea- 
nales de regadío, 1-11 Uúv 4, compuesto de diez y seis mii noven- 
ta y seis hectáreas, guedó en cambio en |>uder de Moreno. 

<¿ne en cw estado. Moreno vendió ¡Hir escritura olí trgada 
en la República de Chile a su lujo Nicolás todos su> derechos de 
dominio sobre el inmueble de referencia y el demándame los 
adquirió de éste, según escritura otorgada tu Santiago <¡i? Chi- 
le. Ambos nutrimientos fueron protocoi izados en la ciudad de 
Mendoza. 

One en posesión de los restos del inmueble, sea de la laja 
situada al Sud del Manzano, poblada y cuu caserío, y de todo el 
lote 4. trátó de regularizar con el Gobierno de Mendoza la si- 
tuación a fin de proceder a la ubicación de ta parte que debía 
eorresjKtnnlerle, Je acuerdo con su titulo, sin conseguirlo, hasta 
que hace tre* años, más o menos, los entregó en arriendo a los 
señores José y Ricardo Cuiráldcz por 1111 precio ínfimo y con 
la salvedad de que el alquiler cesaría en cualquier momento si 
lo arrendadn no Je correspondiese en definitiva. 

Oue asi las cosas y no obstante 1os dictámenes de la Ofi- 
cina de Geodesia y Tierras y del Fiscal ile Estado, el Gobierno, 
con fecha 17 de marzo de 1921. |Hir intermedio del Departa- 
mento de Industria y Obras Públicas, dictó un decreto por el 
cual, -y después de ordenar en el articulo jf£ que: "en adelante 
las tierras fiscales dél distrito Malargué serán arrendadas di- 
rectamente a los puesteros por el comisario del lugar' 1 , se con- 
fiere a este último el mandato "de amparar a nombre del Goj 
brerno de la provincia, todos los campos fiscales que existan en 
aquella zona, a cuyo efecto la Dirección General de Obras Pú- 
blicas procederá a confeccionar una nómina de dichos campos". 

Une con fechas ai de abril y 1." de agosto de vem fué des- 
peado con iitervención de la policía de Malargué del lote 4 v 
de la iKirte de! lote 5 que también ocupaba. La forma de que vi 
Gobierno se ha valido, ha consistido en una notificación policial 
;i todos los pobladores tlt " *l lltí '«s alquileres, en lo sucesivo, de- 
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tiian jtagarse al encargado fiscal, don Juan Chaye*. Kste se ins- 
talo, con auxilio de la policía, cu el ¡ote fiscal número 5, cons- 
truyendo allí una vivienda y luego han entrado a ocupar las ca- 
sas él Registro Civil y la Ksenela Nacional, quedando el actor, 
iiptal y absolutamente despojado. 

(Jue después de ampliar algunos antecedemos acerca de 
los orígenes cíe la jjosesión de Moreno, afirma que los hechos 
relacionados imi>ortan tina violación, tanto mayor si se tiene 
presente i|tie la provincia de Mendoza no i>odia. por su propia 
voluntad, innovar respecto de esas tierras, por cuanto esta Cor- 
te había declarado en su sentencia mencionada, de 16 de nuviem- 
hrc de !</*), que don Adulfo Moreno dehia restituir a 1n pro- 
vincia las tierras que poseía fuera de su titulo, para lo cual de- 
bía procederse a la ubicación de las mismas, .y tal ubicación 110 
se ha realizado todavía ]>orque el (ínbierno se ha negado a elfo, 
o |Kir to jnenos. se ha manif estado interés alguno en lia-erlo. 

Que el interdicto de despojo que deduce cu presencia de 
tales hechos tú funda cu los artículos 24fk>. 2482. 24100 del Có- 
digo Civil y 328 de la ley nacional número 50. y termina pidien- 
do se condene a la provincia de Mendoza a la restitución de las 
tierras, ]Hihlaciones, arlulerias y sembrados, con daños y per- 
jUÍCÍO!$; costas y costos. 

Acreditada la nacionalidad y distinta vecindad del actor de 
«¡lie deriva la jurisdicción originaria de esta Corte, se convocó a 
las parles a juicio verla!, con arreglo a lo dispuesto cu el ar- 
lieulo 332 ile la ley nacional de procedimientos, en cuyo acto 
t fojas 25 l. el actor reprodujo su demanda y el prepresentantc 
de la provincia de Mendoza expresó que: "no habiendo recibi- 
do instrucción alguna respecto a este asunto de su líodcrdantc, 
quien se había limitado a enviarle la copia de la demanda, sin 
acompañar tus antecedentes necesarios para contestarla, no se 
hallaba en condiciones ni de negar los hechos a que se re feria 
la demanda, ni tampoco manifestar su conformidad con los 
mismos, par h» que solicitaba de! Tribunal tuviera a bien tener 
presente lo expuesto. 
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ytie producida la prueba ofrecida ]>or el actor y Oídas íitíc? 
vamcntc las partes (fojas se pusieron lus autos para sen- 

tencia : y 

Consideíantlo : 

(¿tic de las declaraciones i»rt.su*ct;*í. por lo* testigos 
Bustos, lujas XX vuelta; Ricardo (íiiiráldez. fojas U ► vuelta; 
Guajarclo, fojas 115 vuelta; i^Iaveeino. fojas uX; Ozcs, lujas 
no; Vertirá, fojas ui vuelta: Aravcna, tojas 121; Avelino 
Rodríguez, fojas 1J5 vuelta: t iuajanlu. tujas 1*7; Catabas, fu- 
jas 128 vuelta; Rasso, tujas 132; Chaves, fojas i 24 vuelta: Ri- 
vero, fojas rjl : Barros, fojas 134. al tenor de lus interrogato- 
rios fie fojas 136, 139 y «40. resultan plenamente acredi- 
tados los liechus siguiente»: ai que el 10 de abril y 1." d,e agos- 
tu de 1923, el actor poseia pública y pacificamente todo el lote 
4 asi <cn;rn la Jonja de tierra que t\iwth al Suil del Manzano, 
ilunile están las casas, poblaciones y montes (jue íunna la pane 
Xurte del (óte 5 de la >ección sexta de tierra fiscal ; Im que en 
tas fechas indicadas la policía fie Malargué. |>or intermedio del 
calió K i ven» y del agente Barros, notificó a todos los puesteros 
dt los lotes 5 y 4 que don Juan Chávcz tomaba posesión de esos 
(pies, y que a él debían ¡tacarle los arrendamientos en lo suce- 
sivo; ijuedando cómo consecuencia de ellu. totalmente desposeí- 
do de la propiedad el doctor Zaeffercr Silva. 

(Jue tatitu et hecho de la posesión como el despojo y las 
demás circunstancias afirmadas ett el escrito de demanda, re- 
sultan asimismo acreditarlas por la confesión ficta de la provin- 
cia tle Mendoza, pues la forma en que esta ha evacuado el tras- 
lado del interdicto, autoriza a declarar producida aquélla, con- 
forme a lo dispuesto por el articulo 8T1 de ta ley nacional de 
procedimientos y el articulo too. inciso 1: fiel Código de Pn> 
culi míenlos de la Capital. 

Une la circunstancia de haberse deducido el présenle in- 
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terdkto el 10 (le abril do 19^4, es decir, i-jcihj* de un año des- 
pués de realizados los aclns de desdijo. (leva a afirmar que el 
actor ha cnliierto también el requisito señalado pur e¡ articulo 
-*4<At de! Código Uvil. 

yue no es óbice al progreso de la acción el antecedente 
confesado |Kir el actor de ocupar una suiterficic de tierra ma- 
yor que armella a ipte tiene derecho scffún su titulo, pues la oWi- 
gación en que se encuentra en virtud de una sentencia ejecuto- 
riarla de devolver a la provincia de Mendoza el exceso de árci 
que posee sólo puede hacerse efectiva conforme a a<¡uel pronun- 
ciamiento mediante la determinación judicial o convencional pre- 
via de la ubicación <pic corresinmda conforme al titulo. 

(Jue cualesquiera qttc sean los derechos de la provincia de 
.Mendoza sobre las tierras objeto de la demanda, es evidente 
que ella no lia podido, por su propia autoridad, despojar al ac- 
tor de su posesión (articulo 24651, Código Civil k Loa interdic- 
tos, ha dicho esta Oírte reiteradamente, tienen por principal fi- 
nalidad im|)cdir que las personas se hagan justicia ]>or sí mis- 
mas, lo que es aplicable tanto a los particulares como a las per- 
sonas de derecho público. Si así no fuera, las garantías consti- 
tucionales, .pie constituyen otras tantas limitaciones impuestas 
a la acción de los gobiernos, resultarían ilusorias (tomo 143. pá- 
gina 2$)h Y es asi que aunque la provincia de Mendoza tenga 
ti «Winio recunocido ¡lor sentencia de esta Curte, de una bue- 
na parte de las «cetáreas «le campo ocupadas por el actor, aqué- 
lla no ha podido de propia autoridad tomar iiosesíón de ellas v 
mucho menos de las contenidas en el título del actor, sin caer 
en el intento de hacerse justicia por si misma y- motivar el in- 
terdicto de despojó. 

lín su mérito y de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 24<k> y J404 riel Código Civil, se hace lugar al inter- 
dicto de desjiojo deducido |ior don Oscar Zaefferer Silva contra 
la provincia de Mendoza, declarándose, en consecuencia, que 
ésta debe restitujr los inmuebles materia del mismo, en el tér- 
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itiiíBo de treinta días, con cmiii». Xottfiquesé y repuesto el pa- 
pel, archívese. 

A. Bermbjo. — J, Figukroa Al- 
itiKTA. — Ramón Méndez. — 
EtonüRTó Ki:i'i;rro — M. L,.\u- 
ri;ni i:n .\. 



/'íí« Muitrkio M. Zlcman et>ntra el Instituto Itíúúárgentmó de 
Seguros, S. A., por cabra de ¡tesos, Excepción' de ineont- 
peteiicúi, 

Sumarió: No corresponde rathtut imteriíB a la justicia: federal 
el i'nniNríintvnto de una demanda por cobro de emulsiones a 
que fl actor se cunsidera eim derecho, en virtud de su in- 
tervención cuino corredor en la tramitación de contratos so- 
bre seguros marítimos hechos por la sociedad demandada 
tvin terceras personas. 

t astil L" explican las piezas sijíuit 



AITO DKt, SEÑOR JUEZ DK COMKRC1Ü 

6u.no. Airfi. Otlubt. 15 de m 

Y Vfctos : 

tiara resolver la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción deducida, y 

Considerando: 

I. -üiic pava que pn ceda la jurisdicción federal en los 
términos de la ley 4K. articulo ».". inciso 10. es necesario que el 
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litigio verse sobre él btK|ue q sus implementos o su carga o las 
demás c««w que enumera el articulo 1157 fiel Código de Co- 
mercio, direcl amenté relacionados indos ellos con el ímque mis- 
mo o con cí viaje del buque y con su ruta por mar o ¡xjr los 
ríos interiores. 

II. — Que la citada disposición legal al determinar la com- 
petencia de la justicia federal, tiene en cuenta la materia sobre 
h que versa la cuestión ("Gaceta del Foro". N.' 2277, página 
67, Pérez y Cía. Tristán y otros c,/ Instituto ltaloargentíno de 



III.— Que eit el sitb judtec lo que se 
de comisiones de corredor de 




^ ■— Q w - en consecuencia, las relaciones fiel actor con la 
demandada no son ríe las previstas en la ley 48, articulo 2.\ in- 
ciso 10, sino relaciones del derecho común, regidos por el Có- 
digo de Comercio y sometidas a la justicia ordinaria. 

Por ello de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Agente Fiscal, desestímase la excepción de incompetencia de 
jurisdicción deducida y se declara Ja -del juzgado para entender 
en este juicio, con costas. Contéstese derechamente a la de- 
mandada. Notifique Montes. — D. Goiiztthz Gozehiul. — Ante 
mí: L, Martín y Herrera. 



SKNTfíNCIA l)K U\ CÁMARA I>K COMKKCIO 

Buenoi Airct. Diciembre I de I9M 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y los del precedente dictamen fiscal, 
se confirma el auto de fojas 25. con costas, a cuyo efecto se fi- 
jan en cincuenta y quince jwsos los honorarios en esta instan- 
lel doctor y apoderado Páez Carrillo y devuélvanse previa 
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reposición de sello* dentro «le tres días, bajo a|K,'rcih¡m¡ento tic 
h. dispuesto por el artículo 23 de la ley 41 jS. — Estrada.— 
Cranurlt.—M,lctni,¿.—.\nU- mi ; .llfir.fo /-W. 



IHCTA.MIÍX MKI. SKNHlt l'KOi'l'K \|KiK liKXK RAI. 

Buenos Aires, Marzo 27 de ItffiS 

Suprema Corte: 

l«o ((lie se demanda en la presentí* causa seguida por 
rieio M, Zkinan contra el Instituto lialoargcntino de Seguros, 
es el pagó de comisiones a las «pie el actor se considera ctín de- 
recho en virtud «le su intervención como corredor en la trami- 
tación de contratos sobre seguros marítimos hechos pur la so- 
cieda«l demandada con terceras personas. 

1.a acción aparece, asi. fundada en las deposiciones del Có- 
digo dé Co:iwrcio referentes a los corredores como agentes au- 
xiliares del comercio. 

La materia de la cansa no es. pues, federal cotila errónea- 
rhenle lo sostiene la demanda, 

Nada tiene <|ite hacer cu esta demanda la jurisdicción ma- 
rítima a míe se refiere el articulo 100 de ta Constitución Na- 
cional y aniculo _>." inciso jo de la ley 48. ya «pie nada hay en 
ella concerniente a la navegación y comercio marítimo. 

La Cámara de Apelación en lo Comercial de la Capital de 
la Nación, al confirmar la sentencia «leí Juez míe desestimaba 
la excepción de incom|>cteiiCÍa de la justicia local para conocer 
en (a causa, excepción opuesta por la compañía de:ramta«Ia. ha 
interpretado, en mi opinión, debidamente las disposiciones le- 
íale- citadas, ajustándose a la doctrina al respeckj invariable 
«i<- esta Corte Suprema. 

S«<y por ello «le opinión ífltfc corresponde confirmar la sen- 
tencia recurrida en la parle que es materia de la apelación. 

Horario R. i,nnri t i. 
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Butnoi Alrei, Mayo 10 de 1*28 



Y Vistos: 



[*ur los fundamentos del antu de fojas ¿5. tcnicndoM: pre- 
sente lo dictaminado por, el señor Procurador C.euerat y !u re- 
cuello ]>or esta Curte un casos análogos { Fallos tumo W>, pági- 
ha 451 y tomo 103. p'tgína 331) se confirma la resolución ape- 
lada en la parte que lia podido sur materia del recurso. Nolifí- 
quisu y devuélvase al j tugado de origen, donde deberá reponer- 
se el papel. 



fion fíurtoloiiié fíoctto con ¡a lita presa del Ferrocarril fíncaos 



Sumario: 1." Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una resolución que si bien decide la causa 
por apreciación y aplicación de disposiciones de derecho 
común, confirma por sus fundamentos el fallo de primera 
instancia, cu el que se analizan e interpretan las cláusulas 
de ía ley especial del Congreso invocadas por la deman- 
dada, 



2." Kl error en la transmisión de un despacho telegrá- 
fico "simple" no trac aparejada responsabilidad para la 
empresa telegráfica que los transmitió, por los daños y 
perjuicios derivado* del error, sino en caso de dolo de ésta 
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o de sus empleados. Artículos 34. |g y y> -y sus concordan- 
tes de la ley 750 

3¿" El precepto del artículo 1 1 1 del Código Civil, se- 
g$ffi el cual el hecho que no cansa daiío a la persona que los 
ádfre siim por una falla imputable a élta, ti" impune respnii- 
-ahilidad alguna, es aplicable al que habiéndose servido del 
telégrafo para realizar un contrato, un tuvo la elemental pre- 
visiñn de éfflpléar uno u otro de los procedimientos sim- 
ples y ex|ieditivos que marca la espresada ley de telégra- 
fos númfcro 750 % en sus artículos 35, 91 y ty% 

i'u.w: I.o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA 1>EL SEÑOR JUEZ 

Mtndoxs. julio Í6 de IKt 



V Vistos: 



Los autus Ilaaiados a resolver a fs. 75 vta. el presente j ni- 
eto, resulta: 

Qlie a fs. 5 se présenla don Oscar A. Carson, como apode- 
rado de don Bartolo Boctto, iniciando demanda por daños y 
perjuicios contra la empresa del Ferrocarril Rueños Aires al 
Pací lien. Se funda en que su mandante, tenia ofrecida en venta 
a los señores jóse Carletto y Juan li. Larghvr una partida de 
ciento cincuenta ovejas al precio de seis péiM cincuenta centa- 
vos C| 0.50» cada una. puesta sobre vagón en la estación Cene* 
tal Alvear. Une teniendo urgencia de salicr si los nombrados 
las' lomarían, les telegrafió por intermedio de la empresa, pi- 
diendo contestación inmediata, recibiendo del señor Largher la 
que corre agregada a ís, 4 y dice: "Si las ovejas ¡«san de trece 
liilov arriba, mande. De lo contrario un hace cuenta. 

Oue como los animales de referencia tenían más de quince 



kilos, el señor líoctto se apresuró a enviarlos a Palm ira, no pu- 
diéndose realizar el negocio porque ninguna de las ovejas pesa- 
ba treinta kilos, cantidad pérfida según el original del telegra- 
ma, y que por un error culpable del telégrafo se puso la palalira 
trece en vez de treinta, como se constató posteriormente me- 
diante una copia autorizada pedida a 
de 



Que por este error, casual u 
demnizar todos los perjuicios que ha 
pleta reparación, y que elfos consisten : 



1, la empresa debe in- 
lasta la com- 



i." En la diferencia de precio en menos que sufran las ove- 
jas al cumplirse la sentencia que recaiga, pues el señor Boetto 
no las puede vender, porque si esto hiciera, la empresa podría 
negar el valor conseguido en un remate particular. 

2" El interés del capital empleado, desde que paralizado esos 
valores para un comencinnte sufre un perjuicio con la inacción 
o falta de movimiento y necesita pedir dinero a interés para 
el giro de sus operaciones. 

3.* El pasto consumido por las ovejas desde el desembarco 
a que stí realice su enajenación judicial en pública 



4. " El flete jxigado a la empresa misma por los señores Car- 
letto y Largher. 

5. " Los gastos de conducción y cuidados de esos animales 
desde 1'almira a Tres Pórtalas, hasta colocarlos a potrero. 

También hace presente que llegó una oveja muerta. Esti- 
ma el monto de la acción prima facie" en cinco mil pesos, sin 
perjuicio de la liquidación en más o menos, bajo la hase pericial 
eti lo que sea susceptible de esc sistema de apreciación. 

Funda su acción en lo dispuesto jxir los artículos 1109 y 
1 1 13 del Código Civil, como también en los que se 
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secuencia* > que lleva» !«■> números 901 4 &2¡ yoj y 1J04 cJl-I cú- 
digi» citado. 

Termina pidiendo se condene a la demandada al pago de la 
indemnización debida, con costas. 

Se furnia en <|lie este caso debe ser regido jior la lev N.° 750 
de teli'grn iVs nacionales, y por consiguiente, resuello enn arre-- 
glu a las prescripciones de dicha ley. '■ 

fjne de acuerdo a lo estatuido en el articulo .15 de ta ley ci- 
tada, la empresa de telégrafo, en caso de errores, alteraciones o 
demoras, se limitará a la devolución del importe del telegrama 
si éste no ha sido colacionado, y no tratándose en este caso de 
un telegrama colacionado, no existe la responsabilidad por tales 
éfforesí sino en caso de haber dolo, imputable legalmente a las 
mismas, 

ijnv tales disposiciones concuerdan con los artículos i 14. in- 
ci-4» y 115 de la ley N." 750. disponiendo que ej expedidor 
del despacho puede pedir la devolución de su ¡miarte, cuando 
hubiese existido dolo en la transmisión. 

Kn cualquier forma, lo único procedente era pedir devnlu- 
ción del importe del telegrama o rectificación y confirmación 
del texto del despacito equivocado a la oficina expedidora, pero 
nunca demandar jj.tr daños y perjuicios, no habiendo existido 
ítoíq por parte de sn representada, y por consiguiente, resulta 
i:n procedente esta demanda. 

tjue para el caso bipolél ico de (pie ésta no fuera rechaza- 
da, se habría incurrido en plus ¡>ctitio, correspondiendo aplicar 
las sanciones pertinentes, 

Que tampoco ha mediado contrato entre el señor lloelto con 
tas señores Carlctio y [«nrglwr, ]Kjrque en atención a lo dispues- 
to p«ir el articulo 1 i\j <U'I Código Civil, debe mediar 1111 acuerdo 
de voluntades que »«> ocurrió en este caso. Finalmente, de ser 
exacto lo que se afirma, nada 1c hubiere impedido al actor dis- 
fmner de tales animales en tiempo oportuno, y no esperar tanto 
para iniciar una demanda ¡>or daños y perjuicios fantásticos. 
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Abierta la cansa a prueba a fs, iH, se produce la que corre 
de fs. 20 a fs. 64 y fs. 76 n fs. <>4 siendo certificada la c»u- 
si\ a fs. í>4 vta. y quedando los autos en la oficina j>»r el térmi- 
no de ley. prndu riéndose tos alegatos sobre el mérito de la causa 
que corren^ el (le la achira desde fs, 0.7 a fs. 72 y el de la de- 
mandada de fs. 73 a 75. llamándose autos para sentencia, pru- 
videnria que quedó consentida, y 

Considerando: 



r," Que 3 fs. 31 se encuentra copia del original del telegra- 
ma dirigido por el señor flocho a los señores Larghcr .y Car- 
ie! ta. desde Colonia Alvear a Tres Porterías con f celia 2«i de 
junio de 1921. en que, oírecia ovejas en venta al precio de seis 
]H-sus con cincuenta centavos moneda nacional cada una. 

Que a fs. 30 corre agregada otra copia fiel de la Contes- 
tación recaída a la ofertante, y con lugar de origen Tres I'or- 
teñas, y de deslino Colonia Alvear, fecha 2 de julio de hj>i, es 
decir, tres dias después del de fs. 31. En ella, se dice que si las 
ovejas íse sobreentiende las ofrecidas), pasan de treinta kilos 
arriba, mande; de b» contrario, no hace cuenta. 

3 " A fs. 4 se encuentra el que recibió el dueño de los ani- 
males, y dice CU for:na inequívoca. . . "Si ovejas pesan de trece 
kilos arriba, mande"... Confirma más aún todo esto el infor- 
me pericial de fs. 26, 

4." Del escrito de demanda y jontcslación, se deduce que 
Uhdo ello es cierto, habiendo, jjor consiguiente, un error impula- 
ble a la empresa telegráfica del Pacifico, que ocasioné un ])er- 
juicin al ofertante al no poder llevarse a cabe» ef negocio con- 
venido, por encontrarse después con que la pretensión de los 
compradores era la de adquirir esos animales at precio estipu- 
lado, pero a condición de pesar cada uno más de treinta kilos y 
nu trece, como erróneamente consignó el telegrama de refe- 
rencia. 



FALLOS DE LA COITE SUPREMA 



<Jue el señor Baétto ic^tSa mucha razón al decidirse a 
transportar esa -hacienda lanar, pues ella pesaba un promedio 
-uperior a 15 kilos, cantidad muy suficiente, por cuanto exce- 
día al fijado corito base. 

<V' Todo esto está de acuerdo equ la absolución de ilicio- 
nes hedía por el actor a fs. 62 y las declaraciones de los señores 
Carletto y I.argher de fs. 78 «y fs. 79. 

7. " One la pniela rendida por la demandada al hal>er ob- 
tenido contestación de ta Intendencia Municipal de esta Capi- 
tal, según ffc 55 vta M resulta improcedente, por cuanto existe 
un hecho real que es el contrato tramitado entre ausentes, me- 
(liante el cambio <te telegramas a (pie se refieren los conside- 
randos precedentes, pues nada tiene que ver entonces que las 
ovejas [tesen cuarenta y cinco kilos, si la compra iba a tener 
bt^ar sobre una base convenida, mayor o menor que la canti- 
dad de referencia. 

8. " La demandada MiMienc que no hubu contrato. Ksto no 
tiene mayor atingencia en el presente juicio, constatado, como 
ota. que el transporte de las ovejas se hizo motivado por el 
error del telegrama, originándose serios perjuicios al ofertante. 
>-in culpa de él, ]mruue tenia motivos para determinarse a en- 
viar los animales de referencia a objeto de realizar et negoció 
convenido. 

Q* Kl artículo noy del Código Civil dice en forma termi- 
nante que "todo el que ejecute un hecho— -no se refiere a con- 
tratos — que pur su culpa O negligencia ncasione un daño i otro, 
tstá obligado a la reparación del perjuicio". 

tu." l'Jn el s\tb judies no se sabe quién es el autor del error, 
el empleado transmitente del telegrama *> el que lo recibió al 
escribir el g.iartsnio. circunstancias éstas que no tienen impor- 
tancia, pues la única culpable es la empresa demandada que res- 
ponde de los daños causados por las personas que están Ixijo su 
de] videncia. ., segÚH el artículo ntj del Código Civil. 
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11." (Jue la de fs. óo no lictic ninguna eficacia favorable a la 
empresa ; por el contrario, ella demuestra la realización del 
transporte. En !a misma situación se enaieuira la de fs. $\y, 
pues por haber tenido tiempo suficiente para hacer uso de los 
correos existentes en la semana, cualquiera de tas partos ink ■ 
tesadas en el negocio. — y en consecuencia de aclarar la cifra 
consignada en el telegrama. — no se puede decir (pie ella sea una 
obligación, pues debe ser bastante fundamento cualquier des- 
pacito emanado de una empresa seria <y t\ue i>or sí representa 
una garantía; máxime- teniendo en cuenta que se usa de ese me- 
dio de comunicación precisamente por el carácter de mayor ur- 
gencia para proceder sin dilación. Esto misino aseveran los ar- 
tículos yol, t)02. 903 y 004 del Código Civil, cuando se refieren 
a consecuencias. 

i." Que la ley N." 750 de telégrafos nacionales en (pie lasa 
su defensa la demandada, dice en su articulo 35: "l,a resiHin- 
calididad en los casos de! articulo anterior se limitará a la de- 
volución del importe del telegrama".... o lo que es lo mismo, 
según ella, que la empresa no tiene una obligación que reconoce 
expresamente; la de devolver al señor Hoetto la Sttma de dinero 
qu« gastó en el telegrama de fs. 4 donde se produjo el error. 

13. " El principio de por sí es absurdo, por cuanto haría 
ilusoria la disposición juzgada por los grandes maestros del de- 
recho, como la más humanitaria y sabia de nuestra legislación 
civil en lo que se refiere a la responsabilidad hacia el inocente, 
del (pie resulte culpable. Ella es la base de la ley de accidentes 
del trabajo y de la moderna teoría de la reparación integral. 

14. " Analizando los artículos precedentes a! 35 citado, se 
verá que no es eso lo míe consigna; y en efecto, el articulo 33 
dice : "El contrato celebrado entre el expedidor de un telegrama 
y una administración telegráfica, será considerado como una lo- 
cación de servicios y será regido en sus consecuencias j»or los 
principios establecidos por las leyes generales, para la regla- 
mentación de este contrato; salvo las disi>nsiciones especiales 
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en la íceseme ley" ; .y d articulo 34, expresa : "tas 
empresa* ilo telégrafos están obligadas a la fiel e inmediata 
tr^niMii ¡si> iii de los dts|>achi>s cpie les son confiadas, y serán re.*- 
ponsablcs de los errores, alteraciones u demoras (pie ellos su- 
friesen, por sólo culpa o negligencia de ellas o de sus emplea- 
dos", Y el citado artículo 35. "la res]Kinsa1iiIidad en los casos 
del articulo anterior, se limitará a !a devolución del imjw>rte del 
telegrama". . . 

15.' í>e la lectura de oto* ires artículos se deduce <juc el 
contrato celebrado entre la persona <|iie envia un telegrama 
nnediante el pago de imn suma de dinero ) y la empresa encar- 
gada de transmitirlo, es una locación de servicios. Kn el sttb ju- 
dViv el autor del telegrama es el sefli »r t.orgher, -iendn. en con- 
secuencia, el contrato realizado, entre éste y la empresa, Como 
se verá, el sentir lioetto resulta un tercero. 

\h." 10 articulo 34 halda de la responsabilidad entre ellos 
cuando hubiese existido errores y el siguiente, refiriéndose al 
anterior, dice; "En estos casos la responsabilidad se limitará a! 
importe del telegrama", liesiilia muy claro i|ue esa devolución 
delw hacerse al señor Largher. autor del telegrama, y siendo el 
señor Iloetto un tercero pero damnificado por causa de ese des- 
pacha, tiene derecho a ser indemnizado de acuerdo COJ1 el articu- 
lo 1 100 del Código Civil. 

17." One constando de autos la manifestación de la parte 
adora 0,110 estima, prima focíe, el monto de la indemnización en 
cinco mil («sos. siu ]»erjuiein de ser ella mayor o menor, según 
la operación pericial, es decir, míe somete a lo <pie resulte pro- 
bado, no existe plus tritio, como sostiene la demandada, y asi 
SC declara. 

Por las consideraciones (Ktpuesías <y las pertinentes del es- 
crito de fojas 5, se hace lugar a la demanda, con costas. No ha- 
biendo mérito para fijar el monto de la indemnización, reser- 
vase ella para el juicio correspondiente, articulo 15 de la 
X." 50. 

Luis (¡. /.t-rz'ina. 
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¡jliNTiíNCI A Olí 1,A CÁMARA MÍUKHAI. 

Buenos Aires. Abril a «te 1926 

Vistos cstus autos seguidos por Bartolo Hactti» contra la 
empresa Ferrocarril Buenos Mrm al Pacifico por daiius y 



Considerando: 

Que cualquiera (pte sea la vinculación contractual entre el 
mritente de] telegrama y la empresa transmisora, m. puede 
cuestionarse el derecho del destinatario a reclamar |>nr los |ier- 
jnicius que cualquier errónea transmisión le ocasione : 

Que en el caso de autos el error er la transmisión bailase 
acreditado suficientemente. Tal error, como lo hace notar la 
sentencia recurrida, ¿parece cometido por la empresa transmi- 
sora, iKrasionando la situación de donde lian emergido los |ht- 
jtiicios consiguientes y motivando la cuestión planteada entre el 
vendedor y el comprador de las ovejas; 

Que son de aplicación los preceptos de los artículos i jrxj 
y 11 13 del Código Civil, en que la sentencia se funda: 

Que existiendo en autos elementos de juicio suficientes para 
apreciar, aproximadamente, los perjuicios o para fijar un lími- 
te al juramento estimatorio del actor, el señor Juez o (¡no ha 
debido efectuar tal apreciación, no siendo el caso de aplicar el 
precepto del articulo 15 de la ley federal X." 50. 

Por tanto, y fundamentos concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 96 a fs. too, en cuanto, admi- 
tiendo la demanda, declara la responsabilidad de la empresa de- 
mandada, y se la modifica en cuanto |jara fijar el momn de !a 
indemnización, reserva los derechos de la actora para otro jui- 
cio. En consecuencia, vuelvan los autos al Juzgado de su pro- 
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calenda, a Ió5 efectos de la estimación que corresponda con 
arreglo a los fundamentos det último considerando de esta sen- 
tencia. — José Marcó. — Marcelino liscahida, — T. Arias. — 
R A. .Vffl^íir Aitchorma. — /. P. Luna. 



DICTAMEN Mil, SEÑOR PROCURADOR ÜlíN'liRAI, 

Butno» Aire*. Octubre 7 de tM5 

Suprema Corte: 

Anle t> Juagado Federal de Mendoza, don Bartolo Bnetto 
demandó a la Empresa del Ferrocarril de Buenos Aires al Pací- 
fico por daños y perjuicios que dijo le .liahia ocasionado un dt-s- 
iwclio telegráfico, recibido por intermedio de la citada empresa, 
en cuyo testo se consignaba una cifra errónea referente al peso 
que debían tener unas ovejas vendidas a los señores Largher y 
Gatlétto en una negociación que con los mismos había realizado. 

Fundó su derecho en disposiciones del Código Civil relativas a 
la responsabilidad en que incurren los que ejecutan hechos que 
I«>r sil culpa o negligencia ocasionen daños a otros. 

L,a empresa demandada sostuvo su irresponsabilidad amparán- 
dose en disposiciones expresas de la lev de Telégrafos Naciona- 
les n." 750 y 2 . 

El Juzgado, interpretando el alcance de los artículos 3$ 34 
y 35 de la referida Ley de Telégrafos, invocados por la doman- 
iladn, desestimó la defensa de ésta, condenándola al pago de los 
perjuicios ocasionados. 

La sentencia fué confirmada, por sus -fundamentos, por la 
Cámara Federal de la Capital de la Nación. 

Interpuesto recurso de apelación para ante esta Corte, fun- 
dado en el articulo 14 de la ley 48. ha sido concedido. 

Atento los antecedentes preindicados es evidente, en mi opi- 
nión, que procede en esta causa, la tercera instancia estraordi- 
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liaría ante V. Iv, .ya que. en ella se ha invocado oportunamente 
derechos míe emanan M una lev «social, los que han sido mate- 
ria de resolución, siendo ésta contraria a la validez de tales de- 
rechos. 

Kl caso federal, pues, ha quedado planteado en condiciones 
que autoriza, en el recurso deducido, la revisión de la sentencia 

Mu cnanlo al fundo del asunto: 

Resulta de autos que don Juan lí. Lagher remitió, por inter- 
medio de la empresa demandada, un despacho telegráfico de ca- 
rácter simple al señor líoctto, i*>r el que le pedia la remisión de 
unas ovejas siempre que su gü&O fuese suprior a treinta kilos. 

El telegrama fue entregado a lloctto, substituyéndose la pa- 
labra "treinta*" por la de "trece". 

Concertada así erróneamente, la negociación. las ovejas fue- 
ron remitidas, pero el destinatario se negó a recibirlas, al cotn- 
probar que no tenían el peso exigido por él. 

Descubierta la causa del error que bahía sido cometido por 
la empresa, el destinatario del telegrama es el que ha promovido 
la demanda. 

Tales son los puntos de hecho probados en la causa y que no 
pueden ser revisados por esta Corte en el presente recurso ex- 
traordinario. 

La cuestión de derecho nuedata reducida, pues, a saber si 
corresponde aplicar a la resolución de esta causa, las disposicio- 
nes generales sobre responsabilidad contenidas en c] Código Ci- 
vil, como lo hace la sentencia, o las de carácter especial de la Ley 
de Telégrafos; y en este último supuesto, si la responsabilidad de 
la empresa telegráfica puede hacerla efectiva directamente, en 
la medida que lo intenta, el destinatario del despacho erróneo. 

Desde luego, es evidente, a los fines de dejar estiblecida la 
situación legal de la empresa demandada, (pie los telegramas que 
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ella CNpltUíi son considerados nacionales, en virtud de lo díspues- 
tu por el áíftmío inciso 2." de la ley respectiva 750 % .y com- 
prendidos y sujetos por ello al régimen de la misma. 

Kl Congreso de la Xación, en ejercicio de la facultad «pie le 
acuerdan los incisos 11 y l 4 í del articulo 67 de la Constitución 
Nacional, lia podido dictar leves sobre telégrafos, estableciendo 
en las mismas principios esfaeiales sobre rcsj>onsab¡tidad, emer- 
gente de su funcionamiento, explicable* por l;i naturaleza y con- 
diciones ¡impías del servicio, de Sityo inseguro, v qtíc lian veni- 
do, en esa forma, a modificar o restringir el alcance de la respon- 
sabilidad en general, por hechos u omisiones, legislado en el CVV- 
á\g¡<¡ Civil, como lo ha heclio también enn otra-! leyes dictadas de 
análoga o diferente naturaleza, que amplían o modifican prin- 
cipios generales de derecho contenidos en los Códigos comunes. 

ta Liv. de Telégrafos ha creado asi. con relación a las em- 
presas, una rcsixmsabilidad especial y única, j>or c1 "act<i tele- 
gráfico*', la de ¡ós artículos 3,1. 34 y 35 ( pie dicen: 

".V- — El contrato celebrado entre el expedidor df un tele- 
grama y una administración telegráfica, será considerado como 
mía locación de servicio, y será regido en sns consecuencias |>or 
lo,- principios establecidos por las leyes generales, para la regla- 
mentación de esc contrato, salvo las disposiciones especiales con- 
tenidas en la presente ley". 

' M- — empresas de telégrafos están obligadas a la fiel 
e inmediata transmisión de los despachos míe le son confiados, 
y serán responsables j^r h,s errores, alteraciones o demoras <pic 
ellos sufriesen, ¡>or sólo culpa o negligencia cíe ella o de sus em- 
pleados". 

'\1>— I*a responsabilidad en los casos del articulo anterior, 
se limitará a la devolución del importe del telegrama, si éste no 
ha sido colacionado; entendiéndose |H>r colación, la devolución 
del despacho completo desde la estación de su deslino a la de 
origen, y con remisión al domicilio del expedidor, de una copia 
dél despacho devuelto por la oficina destinataria". 




DÉ JUSTICIA UE I.A NK1ÓN 





forma amplia, ante ti destinatario con miicn no tiene vinculo al- 
pino de derecho y cuya acción directa contra la empresa es por 
tilo legalmente inaceptable, (Articulo 47 de la lev citada V 

I**n el caso de autos existen dos relaciones contractuales dis- 
tintas, la del vendedor y comprador entre sí y la de éste con la 
em] iresa t eícgrá f tea. 

1.a pri.rera es regida por los principales generales de dere- 
cho y. en Jo ¡«Hiriente, [mr las disjiosiciones especiales de !a Ley 
tjé Telégrafos (articulo 41 y siguientes l. j>ero la segunda debe 
necesaria y exclusivamente contemplarse del punto de vista de 
la responsabilidad especial legislada en esta última ley- { Articulo 
28 y siguiente). 

.£sta. trata en esa parte, "De las relaciones entre las Em- 
presas de Telégrafos con los particulares" y en la anterior, de 
las relaciones de los particulares entre sí con motivo "De los ac- 
tos y contratos celebrados por el telégrafo". 

m principio, por lo demás de la res-Kiiisabilidad limitada 
íjtié consagra la Ley Argentina en materia de errores telegráfi- 
cos es aceptada en la legislación de los principales países del 
mundo. 

Tal irresponsabilidad legal creada, se explica jxjr la imper- 
fección del medio emplead» tuyas consecuencias, como es lógi- 
co, no deben recaer sobre t|U¡tn presta el servicio sino sobre quien 
lo reclama y hace uso del mismo a su exclusivo riesgo. 
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]•"> asi que también las legislaciones tetará f teas de los oíros 
países sólo rcs¡Hjnsabilizan a las empresas, como lo liare nuestra 
ley. cuando el telegrama tía sido colacionado, es decir, cuando su 
texto lia quedado controlado cunto exacto después de una triple 
transmisión del misino GOjj aviso de ello al propio expedidor. 

Y aun en este ¿asa, en el orden internacional, esta misma 
resi*m>ahilidad no se aeepta, 

La Convención Telegráfica Internacional de San Petersbur- 
go sancionó los siguientes artículos qtíé hizo suyos la Conven- 
ción Telegráfica Internacional celebrada en landres el año lyu 
a la cual se han adherido los principies países, entre éstos la 
República Argentina y que está en vigencia en la actualidad : 

'"Art. 2." — Las aftas partes contratantes se comprometen a 
adoptar todas las disposiciones necesarias para asegurar el se- 
creto de las correspondencias -y su buena ex¡jedición". 

Art. 3."— Sin embargo declara no aceptar aitujumi responsa- 
bitídad en lo <|ite concierne a! servicio de la telegrafía interna- 
cional'". 

Por lodo lo expuesto soy de opinión que la interpretación 
dada en la sentencia a los artículos referidos de la Ley de Telé- 
grafos es errónea; que la irresponsabilidad, en este caso, de la 
empresa telegráfica es evidente frente al destinatario del despa- 
cho y corresjHinde por ello revocar la sentencia apelada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio H. Larrcta. 
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FALLO PE LA CUKTB SUMKSMA 

Buena. ¡H M<yo 11 de 16» 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia tle la Cámara, federal tic Apelación <le la Capital en el 
juicio seguido por don Bartolo üoetto contra la empresa del I'c- 
rrocarril Buenos Aires al Pacifico, por daños y anuidos. 

Y Considerando: 

Qae si bien la sentencia recurrida decide la causa por apre- 
ciación de circunstancias de hecho y aplicación de disposiciones 
de derecho común, confirma l*or sus fundamentos el fallo de 
primera instancia en el que se analizan e interpretan las cláusu- 
las tle la lev especial del Congreso invocadas en el pleito por la 
demandada y la decisión recaída es contraria a la validez del de- 
recho fundado en dichas cláusulas que han sido materia del liti- 
gio, antecedentes que determinan la procedencia del recurso c> 
traordinario. de acuerdo con lo que prescrito el inciso jf del ar- 
tículo 14 de la ley 48. 

Que en cuanto a to principal, la información de autos acre- 
dita que en la celebración de un contrato por corres^ mdenria te- 
legráfica, la transmisión equivocada de un despacho ha induci- 
do en error a una de las partes contratantes, ta que atribuyendo 
las responsabilidades civiles del caso a la respectiva empresa de 
telégrafo, le promueve demanda de daños y perjuicios, fundada 
en determinadas disjwsicioncs del Código Civil. resi»nsabilida- 
dcs tle que la demandada se dice exenta, por cuanto asi lo esta- 
blecen cláusulas expresas de la ley de telégrafos nacionales hú- 
mero 750 Yi a cuyo régimen sostiene que está sometido el sub 
jftdic<>'\ 



I AM.OS HK C'oKTK SL'I'RKJI A 

Ui'L- asi planteada la controversia a que han dado mm tos 
fttrtecéilentes réjaciotadas, proeiide determinar ímimn <ui". 
punto U\-ku de las ctíMiolies a resolver, cnul es el estatuto legal 
■pie rige el caso, esto es. *i «ielw éste juzgarse por aplicación de 
fc« preceptos correspondientes de ks leyes generales o de las dis- 
posiciones pertinentes de ta ley especial invocada. 

<¿w es evidente, desde liiego, que se trata en esta causa de 
deslindar relaciones de derecho emanadas del procedimiento en 
el ajuste de mí contrato singularizado |>or el instrumento de su 
celebración, esto es. del telégrafo, reglamentado en su uso y en 
las contenencias jurídicas del mismo ,*> r una legislación pro- 
pia, la que no es excluyeme de la ley común, v antes bien, pres- 
cribe el régimen de ésta, en general, pero con h salvedad de la 
aphcac:o„ de disposiciones esleíales a los casos v eirennstancias 
que se especifican y determinan i ley número 750 articulo 53 >. 

ijue c* igualmente de evidencia innegable .pie a los daños y 
perjuicios que se demandan se les hace derivar, como queda di- 
cho, de un error que se atribuye a la empresa demandada v del 
que se dice energen las res|H»nsabilidades consiguientes, de acuer- 
do coi, el precepto legal .le que todo d que ejecuta un hecho, que 
por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, está obliga- 
do a la reparación del perjuicio, principio general, que en efecto, 
sena de inmediata y pertinente aplicación a la es|*cie sttb lite si 
el hecho <• error imputable no estuviera exento de la ley común 
¡>or razón del medio empleado para cometerlo y en virtud de .pu- 
las consecuencias jurídicas del mismo hayan "sido determinadas 
por expresas disposiciones de una ley especial que las sustrae de 
las normas generales y las rig c por otras de más adecuada adap- 
tachín al caso, 

©lie en las condiciones y dados los antecedentes con que 
aparece constituida esta causa (ley 750 >í, artículos r." v 2*}. 
no es posible desconocer une está comprendida en dis¡KJsícÍones 
expresas de dicha ley de telégrafos nacionales de 7 de octubre 
de 1N75. la que en lo pertinente establece : a ) si el telegrama es 



DH JUSTICIA 13IC LA .VACIÓN 



196 



simple, I;l responsabilidad de las empresas telegráficas y de ríUs 
ciii] ilcados por los errores que se cometan en la transmisión de 
los despachos que se Ies confien, se limita a la devolución del 
impone del telegrama, a menos <|Ue haya dolo por parte de las 
empresas o de sus empleados; b) si el telegrama fue^c colacio- 
nado, y no se probase por los demandados que el error proviene 
tle caso fortuito o fuerza mayor, la responsabilidad se extiende 
a todos los danos y perjuicios qite se hubiesen ocasionado i ley 
750 y 2 , artículos ¿4. 35 y y sus concordantes). 

(Jue no ha sido maieria de discordancia en el pleito ta cali- 
ficación legal del despacho telegráfico en cuestión, y las decisio- 
nes recaídas en la causa no han |>nd¡do pronunciarse sino en el 
concepto de que se trata de un telegrama "simple", toda vez que 
el actor 110 ha opuesto ningún rcjwro a las observaciones hechas 
¡wr la demandada al respecto, quedando trabado sobre esa base 
el cuasi contrato de la litis conlcstatto. lis, pues, fuera de duda, 
que el caso de autos está comprendido en el punto a) del prece- 
dente considerando, y es de acuerdo con las disposiciones lega- 
les allí enunciadas que dclwn deslindarse los derechos y respon- 
sabilidades de las partes en este litigio. 

Que la conclusión a que se llega por el sucinto análisis pre- 
cedente y que en realidad consagra la exención de responsabili- 
dad que la empresa ha opuesto a la demanda de daños y perjui- 
cios, no es. como se afirma en autos, contraria al principio gene- 
ral de la responsabilidad del culpable hacia el inocente y repug- 
nante a la doctrina de la reparación integral l es simplemente un 
caso como hay tantos en la legislación común, en las leyes espe- 
cíales y en las relaciones jurídicas derivadas de convenciones o 
contratos, en que se amplia o se restringe la extensión de los de- 
rechos v obligaciones por la influencia de múltiples factores de 
interés privado o de orden público. No hay en esta causa el "cul- 
pable" y el "inocente" que se pretende, y asi como ta culpa y res- 
|>onsahilidad consiguiente de la demandada sólo puede derivar 
del dolo siendo el telegrama simple, o del error cometido en un 
despicho colacionado, circunstancias ambas excluidas del litigio. 
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así también ta inocencia del actor sólo podría fundarse en su 
desconocimiento de las formalidades legales necesarias para el 
debido resguardo «le su derecho, excusa a todas lucís inadmisi- 
ble, atento el principio elemental nciittmn ¡as ignorara liccnt < ar- 
líc-til- • 20, Código Civil i. 

(¿tu- examinadas en su necesaria correlación las diversas dis- 
posiciones relativas a tos obligaciones y deberes de Iris empresa.- 
telegráficas regidas por Ja ley de referencia, fácilmente se alcanza 
la conclusión de 0,11c son infundadas las impugnaciones que se le 
hacen en razón de las eximentes de culpabilidad qué consagra, 
pues c-:i realidad el régimen de la ley está basado en el principio 
de la responsabilidad ríe las empresas, y sólo se las exime de re- 
parar el daño que causen, en los casos de excepción que prevé v 
señala expresamente, A esc fin rescinde la clasificación de los 
¡elegrama> en "simples" .y colacionarlos"; por los primeros no es 
responsable sin,, en caso de dojítj poí los segundos, es res- 
ponsable siempre; y a tal efecto, en salvaguarda de los ¡ntc- 
re-es recíprocos en juego, la ley define con precisión v claridad 
la colación telegráfica, entendiéndose por tal, dice, la devolución 
del despacho .•omplcto desde la estación de su destino a la de su 
origen, hasta que ésta conteste que se encuentra igual al origina], 
y con remisión al domicilio del expedidor, de una copia del des- 
pacho devuelto por la oficina destinatnria 1 articulo 35'), y más 
adelante, para mayor seguridad, prescribe el procedimiento ;, se* 
pír en estos casos, estableciendo que en todo despacho que deba 
ser colacionado, la oficina expedidora procederá a comparar el 
despacho repetido jhm- la dcsiinataría con el original del expedi- 
dor, dáftdble su conformidad, sin la cual 110 será entregado en su 
destino. Kn caso de diferencia enn d original, lo comunicará a 
h oficina desttoataria, la que repetirá la corrección hasta recibir 
la expresión de conformidad Cley citada, artículu 0,2). 

IJue haciendo aplicación de las normas precedentes al caso de 
autos, es bien |x?rceptib1e la precisión y facilidad con que el ac- 
Itíf debió prevenirse de los riesgos que corría, por un jtosible 
error la negociación (pie inició por correspondencia telegráfica. 
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I.c habria bastado al efecto ejercitar cualesquiera de los proce- 
dimientos qtte marca la ley. a saber; a) colacionar totalmente el 
despacho recibido devolviéndolo cotí la palabra "colacionóse", a 
Ta citación de origen, abonando, la tasa especial correspondiente 
■ arliettlos 35 y iji ) : bi colacionándolo sólo parcialmente en 
cuanto a Jas cantidades numéricas que registrara el despacho, sin 
pagar tasa especial alguna t articulo tft\ ; c) expedir un telegra- 
ma con contestación paga a la oficina de procedencia, cuyo im- 
porte le ludiría sido devuelto al comprobarse que estaba equivo- 
eado el primitivo desenlio. La elemental previsión de emplear 
11110 u otro de estos medios simples y expeditivos de comproba- 
ción, habria seguramente salvado el error, y en lodo caso, si clin 
no obstante, éste subsistiera, la responsabilidad de ta empresa 
seria tan evidente como el derecho del actor a demandar los «la- 
ños y perjuicios (pie se le hubieran irrogado. Kntrc lauto, en las 
condiciones en tpte aparece concluido el contrato celebrado jior 
intermedio de un instrumento sui <¡rm'rís. propenso a errores y 
deficiencias notorias, la omisión de las medidas precauciónate* 
aludidas elimina toda responsabilidad, no SÓIb ptít aplicación de 
las disposiciones legales enunciadas precedentemente, sino en vir- 
tud del precepto de legislación comíin según el cual el hecho que 
no cansa daño a la persona que lo sufre, sino por una falta im- 
putable a ella. 110 impune responsabilidad alguna (Código Civil, 
articulo uní. 

Que esta interpretación, en cuya virtud se limita la respon- 
sabilidad de la empresa irasmisora de la correspondencia lele- 
gráfica a los casos y circunstancias enunciados, deriva no sólo de 
la conformación literal de la ley y del sentido estricto de la mis- 
ma, sino también del extenso y erudito debate parlamentario a 
que su -aitción diera lugar en ambas Cámaras del Congreso, y 
en el que predominó la opinión dominante boy entre los trata- 
dista-, en casi todas las legislaciones y en la jurisprudencia de 
los paises más adelantados, de que las compañías telegráficas 
sóln pueden ser obligadas a responder de demandas instauradas 
en las condiciones de este juicio con las limitaciones que la ley 
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respeta establece. m > «'.¡o jmrquc de otra manera se compro- 
metería ta ¡aibsisteitóia tnisroa cid telégrafo, sino también porque 
seria injusta j a con^M)api<aii a reparar un daño que h;i debido 
evitar el que [o sufre, y «jue muchas veces no ha podido inijiedir 
el qué I" causa, desde que agentes extfaiiós a los mismos que in- 
tervienen cu la transmisión telegráfica como un .-ucídeme o va- 
riación atmosférica, pueden alterar un signo y determinar un 
error (véase Diario de lesiones del Congreso Xnciunal. Cántara 
(le Diputados aiiq 1X74. páginas qg0 a 815 y siguientes Cámara 
di- Senadores de la Nación, ano 1875. páginas $g§ a 1064). 

Que. por lo demás, el hecho de que el actor, que si- dice dam- 
nificado por el error del desjneho telegráfico, no sea el expedi- 
dor de éste sino su destinatario tío es una circunstancia que altere 
.» modifique la naturaleza, jurídica del caso, pues no seria, desde 
'tugo, adftiisíble que si el erm r afecta al primero, rija la lev es- 
pecial, y si al segundo, el derecho común, toda vez que ha que- 
dado esíabtÉdctó .pie uno y otro tienen los mismos arbúrins lega- 
les para resguardar sus derechos contra las consecuencias del 
error y corren amitos los mismos riesgos si prescinden de tales 
arbitrios, consideraciones a las que procede agregar que el desti- 
natario |ia sido el iniciador de la negociación por telégrafo, v con 
la devolución del importe del despacho de iniciación aludido. se 
realiza el objetivo primordial de la ley al respecto. 

I*or estos fundamentos y de acuerdo con el dictamen de] se- 
ñor Procurador ("reiteral. se revoca la sentencia arlada y se de- 
clara que la empresa demandada sólo es resitniisable en el snb 
l'itditT con sujeción a los términos de la primera parte del articu- 
lo 33 de la ley nacional de telégrafos numera 750 }/.. Notifiquc- 
se y repuestos los sellos devuélvanse al Tribunal de procedencia. 

A. ÜKKMK.IO. — J. Frc.LTROA Al- 
corta. — RAMÓN Méndez, — 

RohKRTO JÍIII'KTTO. 
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Snmaríü: i." Procede él recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4S. contra una decisión contraria a un privilegio conte- 
nido en la ley especial del Congreso, número 47«". invocada 
por el recurrente. 

j." Infiriéndose de los articulo;; 34 y 03 de la ley 4707 
y del propio contexto de esta, que lo que se lia querido evi- 
tar es que dos hermanos pertenecientes a la misma clase 
aliandoneti simultáneamente su hogar, procede la excepción 
del servicio militar de un hermano mellizo, hallándose el 
otro prestando servicio. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 



SIÍNTKNC j,\ OKI, SIÍÑ'OK 1 l ' KZ l'KOKK.W. 

Resallo. Diciembre 5 de 1985 

Autos y Vistos : 

F.Mas diligencias Spbíe excepción del servicio militar trami- 
tadas a instancias del euidndann Rrnesto de loa Santos, clase 
11)05. nralrícula ¿537. Distrito Militar 33; y teniendo en consi- 
deración: que el ¡íeticionante ha acreditado en forma el hecho de 
hallarse amparado por la disposición del inciso e I del articulo 63 
de la ley XV' 4707, en su primera ]>ane: es hermano mellizo de 
Adolfo de los Sanios; y se ha comprobado también que ambos 
deben prestar el servicio militar que por sorteo les ha corrcs|xiii- 
ilido en el año próximo de [926, según lo informa procedente- 
mente e! Distrito Militar a que pertenecen. l*or consiguiente, el 
solicitante ha llenado los extremos legales del caso, y debe hacerse 
lugar a la declaratoria i|ite gestiona. 
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De conformidad a lo expuesto según constancias de las pre- 
sentes diligencias y oído el señor Procurador Fiscal, quien con- 
viene, en principio, en la procedencia fiel pedido del ciudadano de 
los Santos.— el Juzgado resuelve: Declarar comprobada por Er- 
nesto de los Santos la causa! de excepción del servicio militar 
que invoca (articulo 6,}. inciso c>, ley 4707V 

Insértese. hágase salwr. comuniqúese a las autoridades mili- 
lares, expidasc copia, y fecho archívese el expediente. 

Manuel Carrillo. 



SENTENCIA Mi l„\ CÁMARA FEDERAI, DE APELACIÓN 

Rom rio, Diciembre :o d* IfcTi 

Visto en acuerdo el pedido de excepción militar de Ernesto 
de i<>s Santos; 

Y Considerando : 



No siendo el caso del inciso e) del articulo (y de la ley nú- 
mero 4707, el que en las dos hipótesis a que se refie e presume 
diferencia de edad cutre Jos hermanos y acuerda la excepción al 
mayor de los pertenecientes a una misma clase o a! menor de la 
clase siguiente, si estuviese bajo banderas un hermano cumplien- 
do el servicio; en tanto que en el mh judie c se trata de dos her- 
manos de igml edad, pues que son nacidos en un sólo parto. ( Art. 
SS. Código Civil), caso no previsto en el citado inciso, y ai que 
los jueces no pueden extender por analogía la excepción que en 
él se autoriza, ]»or ser de derecho estricto su aplicación en razón 
de su misma naturaleza, como lo ha resuelto el Tribunal, por 
identidad de razones en los casos de madre viuda y madre aban- 
donada; y atento, además, a las consideraciones que formula el 
señor Fiscal de Cámara en su vista precedente: se revoca la re- 
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solución recurrida y se dejara (pie el solicitante Ernesto de los 
Santos no está comprendido en h causal de excepción invocada. 
Xolifiipicsc y devuélvase, al juzyailc» de origen, donde se repon- 
drán los sellos. — Cartói M- Ai iht. — Luis V, C»n=ákz.—)osc M. 
FÍe?mi según su voto. 



Bueno* Atru, Abril r> dt ltt» 

Sii|>rema Corle: 

Se discute en la presente cansa sí los hermanos mellizos es- 
tán o no comprendidos en la excepción <|uc prescribe el inciso 
e l del artículo 63 de la ley 4707 sobre prestación del servicio 
militar. 

He manifestado en otras oportunidades, en mi carácter de 
Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital de la Nación, mi opinión de (pie el hermano mayor de una 
misma clase o el hermano mellizo reputado mayor ñor el padre, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 106 del decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional de 26 de Abril de 1909, reglamentario de la 
cita da ley, se 'hallan en todo tiempo comprendidos dentro de la 
referida exención, sin que ésta 4iava limitado ni subordinado el 
derecho a dicha exención a la circunstancia de hallarse el menor 
de loa hermanos o uno de los mellizos prestando el servicio mi- 
litar. 

Mantengo dicha opinión en el presente caso, cuyas circuns- 
tancias particulares la corroboran. 

Éti efecto, con el certificado de fs. 16, expedido por la Ter- 
cera División de! Ejército se ha comprobado que los dos herma- 
nos mellizos de la clase 1005, Ernesto y Adolfo de los Santos, 
han sido incorporados en calidad de conscriptos al Regimiento 11 
"Ceneral Las Heras". 



Ks precisamente esa situación la r¡u« la ley militar lia <|uc- 

riili t evitar. 

V si. cu virtud de li> manifestado a fs. 4 pnr él conscripta 
Rrnesto, c<m la venia tic su señora madre, viuda, y de su mío 
■hermano Adulfo, éste solicita la excqwión a íavur de aquél, soy 
de opinión que dcl»e ser eximido del servicio militar et expresa- 
do Rrnesíp de los Santos, revocándose en esa forma la sentencia 
apelada en cüanta declara t|iic ninguno de los dos ¡temíanos me- 
llizos puede ampararse en la exención que acuerda el inciso el, 
del articulo 63 citado. 

Tal es mi dictamen. 

Htmn Ui R, Lumia. 



KAi.1.0 i>t; i.a (jgüfjg ^:i'kk.m.\ 

Buenos Airen, Mayo It de Ü<K 

Y Vistos; 

Bl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de Apelación de Rosa- 
rio, en los autos caratulados "líe los Santos Ernesto, excepción". 

Y Considerando: 

tjue la procedencia del recurso extraordinario no es dudosa 
conforme a lo dispuesto pur el articulo 14, inciso 3." de la ley 48. 
toda vez que se lia invocado oportunamente por el apelante un 
privilegio L'onn-uido en la ley especial del Congreso numero 4707 
y la decisión recaída ha sido contraria al derecho fundado en di- 
cha íey. 

V considerando eiv cuanto al fondo de la cuestión: 

Une si liien el articulo 63, inciso el, no prevé especialmente 
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el caso de excepción de Ikt.i "anos mellizos. tamjxico puede decir- 
se que la prohiba, puesto que por 01 se exceptáis del servicio mi- 
litar *a! mayor de Itis hermanos pertenecientes a utin misma cla- 
se" y es de observar que por e! artículo 34 "Kl servicio militar 
se hace por clases, y estas se componen de los ciudadanos naci- 
dos del 1." de enero al %\ de diciembre de cada año''. 

Que en la cs|H.*eie snb iitc, según se desprende del certificado 
agregado a fs. |6>. se hallan bajo banderas prestando servicio dos 
hermanos pertenecientes a una misma clase, sólo pur haber na- 
cido en el mismo parlo y considerárseles de la misma edad de 
acuerdo con lo que dispone el articulo 88 del Código Civil. 

Que según se infiere de tos artículos 34 y 63 citados, y del 
propio contexto de la ley 4707, 1" que se lia querido evitar es 
que dos 'hermanos pertenecientes a la mis:na clase alwindoncn st- 
iiuilláneamente su hogar, como ocurriría en el caso de prevalecer 
la doctrina del fallo arlado. 

(Jue a mayor abunda miento ca1>e observar que el hermano 
del solicitante que subscrilx: el pedido de excepción, se encuentra 
en la actualidad prestando servicio, — con lo que quedarían cum- 
plidas las exigencias de la ley 47°7- 

Por ello, y teniéndose presente lo dictaminado por el señor 
I'rocurador General y las consideraciones aducidas jxir el defen- 
sor a fs. 2j$« se revoca la sentencia apelada, devolviéndose los au- 
tos a primera instancia a fin de que se otorgue al ciudadano Er- 
nesto de los Santos la excepción del servicio militar solicitada. 

A. Bermejo. — J. FiGuBROa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roiuíhtó Rkpktto. — M. Lau- 

RENCENA. 
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Dan Marcial Miras i sus herederas) , contra ia Provincia de Bue- 
nas Aires, sobre inconstitudonalidad de impuesto. 

Sumario : VÓase los de lo* fallos publicados en los tomos 138, pa- 
gina ifu y 142. página 120. aplicables al presente. 

Caso: La explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKl. SEÑhk l'ROCL'HAUOk GENERAL 

Buenos Altes, Marzo 27 de I9SA 

Suprema Corte : 

Don Marcial Al irás demandó a la provincia de Rueños Aires 
|»or devolución de la su;na de S 9.831.361 m/n. y sus intereses, 
pagad» indebidamente, según el actor, en concepto de impuesto 
especial de afirmados del camino público de La Plata a Avella- 
neda, en ejecución de una ley provincial de 30 de diciembre de 

i'jo;. 

La Provincia rm contestó la demanda, no produjo prueba, ni 
alegó en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente demanda 
no difiere de la resuelta por esta Corte Suprema con fecha 22 
de junio de 1923 en la causa seguida contra la misma provincia 
de Unenos Aires por don Martín Pereyra íraola. V. H. declaró 
en ella la inconstitucionalidad del impuesto aplicado. 

He acuerdo con esta sentencia y no habiendo la provincia 
demandada introducido modificación alguna de hecho o de de- 
recho en esta litis, soy de opinión que corresponde mantener la 
doctrina de V. F... haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta 
demanda. 

Horacio R. Larrcta. 
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Bucnoi Alm, Mijo 21 út 19E6 

Y Vistos; 

El procurador Facundo Ctianetón, hijo, mandatario del ad- 
ministrador de la testamentaria de don Marcia! Mirás, demanda 
a la provincia de Buenos Aires por repetición de la suma de nue- 
ve mil ochocientos treinta y un pesos con treinta y seis centavos 
(S 9.831.36) moneda nacional, que dicha sucesión ha satisfecho, 
bajo protesta, en concepto de cuotas del impuesto creado por la 
ley de dicha provincia de 30 de dicilemhre de 1907, destinado a 
allegar lo* recursos necesarios para la apertura y pavimentación 
de un camino entre La Plata y Avellaneda. 

Funda su acción en que el impuesto que su poderdante ha 
sido obligado a pagar ha sido declarado inconstitucional por sen- 
tencia de esta Corte, de 22 de junin de 1923. dictada en la causa 
que se siguió contra la misma provincia de Rueno-s Aires. 

Manifiesta que su poderdante se encuentra en análogas con- 
diciones (pie el señor Martin Pereyra Iraola con relación al im- 
puesto de que se trata, y que, en consecuencia, le asiste también 
el dercclvo de reclamar la devolución de lo pagado indebidamen- 
te, con intereses y. costas, derecho que solícita le sea reconocido 
oportunamente. 

No habiendo sido evacuado en tiempo el traslado de la de- 
manda, se dió por contestada ésta en rebeldía. En seguida se re- 
cibió la causa a prueba y producida la que expresa el certificado 
de fojas cuarenta y cinco y agregado el alegato de la |>arte ado- 
ra, quedó la causa en estado de sentencia; y 

Considerando : 

Que el demandante ha comprolwdo con las libretas agrega- 
das a los autos (fojas 38. 39 y 4») habcr satisfecho, bajo pro- 
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testa, i ts. ,s i. diversas cuntas del impuesto establecido por la ley 
provincial de ¿a de diciembre de tyo-, creado con ej objeto de 
costear la ;t|»ertura y pavimentación de un camino entre la* ciu- 
dades (le La Plata y Avellaneda. Kn conjunto, las amias: ija- 
das ascienden a la simia reclamada en la demanda, es decir, a 
nueve mil ochocientos treinta y un pesos cotí treinta .y seis cen- 
tavos moneda nacional. 

One en reiteradas decisiones de esta Corte se lia declarado 
«lite el referido impuesto iiO reúne los requisitos esenciales para 
la validez fie toda contribución de mejoras o local assrxsnit'iit, a 
saber, que la oftra a cuyo pago esté destinada sea ante todo de be- 
neficio local y que el sacrificio impuesto a los dueños de las pro- 
piedades afectadas no exceda suhstaneialmeme al Wneíieio ¡jife 
obtienen por razón d e flicha obra pública. «Fallos, tumo pá- 
gina líjj ; tfflno 1+2. ]>á|j¡tta rao). 

ijue en las decisiones citadas se ha dejado claramente es- 
tablecido (|ut- la contribución impuesta a unos pucos propietarios 
con el prurito de construir una obra de casi exclusivo mu-res 
general, como es el camino de que se trata y mediante la cual se 
absorbe una parte considerable del valor de las propiedades afec- 
tadas, sin conferir, en cambio, un Iwncfk'ío equivalente q apro- 
ximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto a! impuesto y 
cim la inviolabilidad de la propiedad consagradas por los articu- 
les i;0 y 17 ,| e la Cansí tuición. 

\m habiéndose invocado en el caso alguna circunstancia es- 
pecial capaz de influir en la modificación de las conclusiones al- 
canzadas en los mencionados fallos y concurriendo, por lo de- 
más, todas las condiciones (pie determinaron a esta Corte a pro- 
nunciarlos, corresponde dar a este litigio una solución análoga. 

(Sh mi mérito, reproduciendo los fundamentos invocados en 
las recordadas sentencias de esta Corte, y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, se declara que el im- 
puesto otablccido por la loy de la Provincia de Buenos Aires, 
de 30 de diciembre ríe 0^7, es contrario a los artículos 16 y 17 
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de k Constitución y que. en consecuencia, dicha provincia está 
uhügada a devolver a la sucesión de muñíante, dentro riel térmi- 
no de diez dias, ta cantidad de nueve mil ochocientos treinta y un 
pesas con treinta y seis centavos moneda nacional con ¡sus inte- 
reses, a estilo de los <|iic cobra el Banco de la Nación, desde la 
fecha de la notificación de la demanda: con costas. Vntifimiese. 
repóngase el ]>a|)el y archívese. 

A. RiíRMKjo. — J. Fioiiíkoa Ar,- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roiu-:rtü Rei'KTTo, — M. Lau- 

RENCE.VA. 

f I I Fin la misma fecha se dictó idéntica resoíuciún en la 
eausa seguida jmr doña Francisca Itonardi de Viscaya. contra la 
expresada provincia de Buenos Aires, |Kir devolución de sumas 
de diñen», y con fecha veintiséis la Corte Suprema se pronunció 
en igual sentido en el juicio seguido por don Francisco Jannello 
contra la misma provincia |>or idéntica causa. 



Pon Juan fí. GÓmes contra ¡a i-iapresti del f f crr\mirrif Centra! 
Córdoba, sobre devolución de fletes. 

Sumaria: \r sus leyes de concesión ni la número 5315 autorizan 
a la empresa del Ferrocarril Central Córdoba para elevar 
sus tarifas sin necesidad de requerir la aprobación del Po- 
der Hjeeutivo ni de ta Dirección General de Ferrocarriles. 
La absoluta libertad de contratar y de fijar el precio de las 
cosas o de los servicios, existe solamente cuando la propie- 
dad o la actividad personal se hallan dedicados a objetos 



áOt¡ 



FALLOS DE LA COI TÉ SUPIElf A 



puramente privados, pero 09 cumulo li> son a cusís públicas. 
esi>ecialmente si se explota alguna concesión, privilegio o 
inouopotió Concedido ¡wr él listado, como ocurre tratándose 
de ferrocarriles: por lo que» toda concesión para la explota- 
ción de -emeios públicos íjiic iiii]Mirtc un monopolio, 
cuando sólo sea virtual, corao es el caso dé Ins ferrocarriles, 
lleva implícita, la condición de que sus precios o tarifas cs- 
lán sometidos al contralor de la autoridad administrativa, 
listos principios, lejos de hallarse eu pugna con la ley de 
concesión del ferrocarril demandado y con la ley número 
pjl-j que este invoca para pretender aumentar las tarifas sin 
la pre\ i;t aprobación fiel Poder Incentivo o de sus órganos 
judiciales, armonizan perfectamente con la letra y el espíri- 
tu dominante en las leyes numero 2833, articulo 6.". y 71, in- 
ciso H,", no derogada : en la ley genera! de ferrocarriles, nú- 
mero 287,*;. artículos 13, 33 y .U y en la nímero 5^1 5. articu- 
lo 9." lista última, ley, en su articulo o,," contempla una si- 
tuación bien distinta de !o que constituye la materia de las 
disposiciones citadas de las leyes números -'835 y 287,1, pues 
en tanto que estas últimas disposiciones se refieren a la in- 
tervención del Poder Ejecutivo o de sus órganos especiales 
en la aprobación de las tarifas orU/iuarias .y de sus modifi- 
caciones sucesivas como requisito indispensable para que los 
ferrocar riles pueden hacerlas efectivas, en aquélla se pro- 
nuncia sobre un nuevo aspecto de la compleja cuestión, o 
sea «Obre la intervención del listado en las tarifas Vigentes 
y que oportunarríente fueron objeto de aprobación. 

Coso; l,o explican las piezas siguientes: 
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Buenoi Alrci, M*no \i de í&i* 

K>te juicio seguido pur don Juan 15. Gómez contra la cm- 
pn-u del ferrocarril Central Córdoba, sobre devolución <lc fie- 
les, del que resulta : 

I 'rimen i: (Jiic en JJ de noviembre <le 1922, se presentó don 
I.nis F. Gómez, cutí |n»der del actor, fundando la acción en los 
siguientes heclius y consideraciones: a) Con motivo del trans- 
pnrte de leña procedente de la estación ]<aprida a esta Capital, 
el acinr. a partir del 1." de abril de 1921. debió pagar los fletes 
con un recargo del io , debido a que la empresa aumentó su ta- 
rifa, hasta que en agosto del mismo año el Gobierno desautorizó 
esos aumentos y obligó a la empresa a restituir a los cargadores 
las sumas cobradas de más. sobre las tarifas autorizadas, existen- 
tes ames del aníllenlo; b) Las planillas adjuntas intruyen del 
monto de los fletes pagadus de más; c) Funda sus derechos en 
los artículos 79 2. 794 y demás concordantes del Código Civil y 
después de hacer un análisis del régimen legal existente en ma- 
teria de tarifas y a las funciones tjue sobre el particular desem- 
peña la l>irección General de Ferrocarriles, termina pidiendo se 
condene a la empresa demandada, a la devolución de la suma de 
nueve mil quinientos ochenta y siete pesos, ochenta y nueve cen- 
tavos m/n„ con sus intereses legales y costas. 

Segundo; (Jue acreditado el fuero, se dió traslado de la de- 
manda, siendo ella contestada a ís, por don Antonio Koton- 
daró. cotí poder al efecto» quien para pedir su rechazo con eos- 
tas, niani fiesta: (Jue ante todo, como defensa general, opone la 
falta de acción en el demandante, por tratarse de contratos en 
que el actor no figura como consignatario, con flete a pagar en 
la estación de destino, y la circunstancia de que el actor sea el 
remitente de la mercadería, en nada altera la situación creada, 
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desde el m^nentO que : " ser retirada la carga pnr el consígnala- 
rio, éste subroga W1 | ()S dcreclííis que podrían pertenecer a aquel. 
I«i contraria parece desconocer une la caria. de p®m es él titulo 
legal <lct c* mi rain de transporte y ( |ue la tarifa a aplicarse es la 
dé la fecha t u que dicho contrato quedó concluido. Todos esos 
ci míralos se han celebrado con posterioridad a la fecha en que 
entraron a regir las tarifas que se iíijpttpjm; y en cuanto a la 
provisión de vagones se ha seguido y se sigue un escrupuloso or- 
den de tumo, de acuerdo con el articulo 45 de la ley En- 
trando al fondo deja cuestión, agrega (pie la empresa no tiene 
necesidad de requerir la previa aprobación del Poder Kjccutivri 
ni de la Dirección Cuncral para elevar las tarifas dentro del 
margen establecido por el articulo 9 de la ley 5315, desde que 
el Ferrocarril Central de Córdoba cumplió, en lo t|iie concierne- 
a la tarifa especial, con los únicos requisitos exigidos por la ¡ev, 
al eo-mmiear y publicar los aumentos introducidos, (jue para el 
caso que se desconociera a la empresa el derecho de establecer 
sus tarifas sin la previa aprobación gubernativa, promueve re- 
convención contra el actor por cobro de la suma de cuarenta y 
siete mil cuarenta y nueve pesos, ochenta y cinco centavos mo- 
neda nacional, porque habiendo caducado el 31 de diciembre de 
tojo la tarifa que debió aplicarse u los transarles hechos por 
el actor y no habiendo sido aprobadas las tarifas confeccionadas 
en su reemplazo, careció de tarifa especial y |>or lo tanto hubiera 
correspondido aplicar la tarifa ordinaria, y eh tal supuesto la 
empresa habría cobrado de Píenos para los transportes a que alu- 
de el ador. 

Tercero; Qm- corrido traslado de la contrademauda a fs. 
i.ía lo evacuó el representante del actor a fs. 144: y abierta la 
causa a prueki s C produjo la certificada a fs. ¿ift'vta.. sobre 
cuyo mérito ambas partes alegaron, quedando aquélla para de- 
finitiva. 

Y Con sideran rio : 
Qu« i»' Ctfíwfí la litis se ha trabado, corresponde resolver 
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par su urden las siguientes cuestiones: I i Si el á&tor carece de 
acción ¡ara promover esta demanda; II i Si la fecha en que se 
Milicho lns vagones debe ser tenida en cuenta a lo* electo*, de! 
perfeccionamiento <lel ci nitral.» fie tran^Kirir y cnnio ítinda- 
ri.ento ¡jara sostener que las une vas tarifas nu podían aplicarse 
al actor por no haber estado en vigencia en aquella fecha; lili 
Si las empresas pueden modificar sus tarifas sin intervención 
de! liiih crin»: I\' > Si en lo que respecta a la demandada se cum- 
plieron las disposiciones del artículo 44 de la lev V" \ ') 
I'ji caso negativo si el actor lia justificado la existencia del e.\- 
ces« eiin í¡ne fué tarifaria su carga; VI 1 Si ta contrademanda es 

J." Que la defensa fundada en la falta de acción 110 puede 
prosperar, como quiera que el fundamento aducido jx>r la de- 
mandada lia sido desvirtuado por la prueba producida i**>r el ac- 
tor. Se dice, en efecto, al eoiil estar la demanda. <|ue ninguno de 
los transportes pertenecen a Oómez; que se trata de contratos 
en que el actor no figura como consignatario, con flete a pagar 
en destino, sin que la circunstancia de ser remitente el actor 
pueda alterar la situación creada, desde el momento <pie al ser 
retirada la carga por el consignatario, éste se subroga en los de- 
recho* ijue podrían pertenecer a aquél; en otros casos figurando 
el demandante como consignatario ha endosado las correspon- 
dientes cartas de i>orie v siendo así delte entenderse (pie ha trans- 
ferido a los endosatarios los derechos que habría podido ejercer, 
resultando asi evidente !a a fita de vinculación jurídica entre <ló- 
mez y la e rpresa. Kl actor, a su vez, ha demostrad, en la esta- 
ción oportuna, mediante el testimonio de KniiÜo Oescnlin ffs. 
15S vta. l. Rafael Sachi 1 fs. 159 ) y José Chiozza (fs. too), tpte 
éstos, como consignatarios, endosatarios o recibidores de la leña 
«pie el actor remitía, paga-lian el flete por cuenta del vendedor, 
descontando de las liquidaciones las sumas a que aquél ascendía, 
entregándole también los rccilws que la empresa otorgaba. Kn 
estas condiciones, es indudable, a juicio del subscripto; que la 
relación de derecho se ha creado entre Oróme?, y la empresa, ha- 
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hiendo sido aquél el que sufrió en sus intereses las consecuen- 
cias del ¡tutiK-nto de precio en el transporto cíe ja leña, %, perso- 
nería efe Gómez, entonces, es indiscutible para accionar, y así se 
declara. 

3/ íjiie respecto a la segunda cuestión, ésto es, si la fecha en 
que si? solicitó \m vagones debe ser tenida en cuenta a los efectos 
(leí perfeeei. namleniu del contrato .Te transarte, y como funda* 
rnento liara sostener que las nuevas tarifas no pixlian apliear.se 
al actor por no haber estado en vigencia en aquella fecha. del* 
tenerse en cuenta que no habiéndose demostrado en autos, ni 
nijicho menos, que la demora por parte de la empresa en prupor- 
cionar vagones al actor nbedeeiera. como se .sostiene, al designio 
de que ti transporte se efectuase cuando el aumento de las tarifas 
estu viese en vigor, es forzoso aceptar las explicaciones dadas por 
la empresa de míe los vagones se pro|H>rcH marón respetando es- 
crupulosamente el turno con que fueron presentados los pedi- 
dos. No es la empresa, sin duda, quien debe probar que su pro- 
ceder se ajustó en este caso a las preseri piones del articula 45 
de la ley y del articulo 28$ del reglamento; sino que es el actor 
que ha ctóbídp demostrar que la demora en prtqjorcionar los va- 
gones tuvo realmente el propósito malicioso enunciado en su ale- 
gato. No !<• lia hecho; pues sobre el particular sólo existe en su 
cuaderno de prueba la compulsa de fs. «o. en la que se dice que 
los pedidos de fechas jttlin. agosto y septiembre de 1020. sólo 
fueron atendidos en abril de 1921, lo que no implica, como antes 
se dice, que Ja demora obedeciera a otra cosa que af normal des- 
envolvimiento de las actividades y exigencias del servicio ferro- 
viario y de las posibilidades internas de la empresa. De todos 
modos, la- cartas de porte a que esta demanda se refiere, son to- 
rtas de fecha posterior al r." de abril de 1921 en que el aumento 
de las tarifas entro a regir. 

4. Qüé en cuanto a si las empresas pueden modificar sus 
lanías sin intervención del Gobierno, es de tener en cuenta que, 
Con i'l eoneepm fie reducir a SUS verdaderas proporciones la jh>- 
litica ferroviaria que venia siguiéndose en eí (ais desde r8íi2. el 
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Congreso dictó la ley N." 5315 a cuyas disiwsieiones se acogieron 
voluntariamente las empresas (respecto de la demandada, ello 
resulta del decreto testimoniado a fs. 20Í>> renunciando a sus 
leyes particulares de concesión en la inteligencia de que ello im- 
plicaba despejar para el futuro su situación ante las segurida- 
des que la nueva ley les daba, entre otras la de que el Gobierno 
nunca intervendría en las tarifas sino cuando el promedio del 
producto bruto de la linea en tres años seguidos, excediese de un 
porcentaje fijado. lo que implicaba asegurarles una plena inde- 
in-tideneia en el desarrolle» de su giro comercial con sujeción, na- 
turalmente, a las disposiciones reglamentarias y a la constante 
vigilancia de la Dirección General de Ferrocarriles de la Nación. 
Knire esas disposiciones reglamentarias está la del articulo 44 de 
la ley 2873, bife dice ¡ "Las empresas comunicarán a la Dirección 
" de Ferrocarriles y publicarán las tarifas y reglamentos que es- 
" tallecieren para el transporte de mercaderías en la forma indi- 
*' cada para la tarifa y reglamentos de pasajeros, Los cambios 
" que se introdujeren se pondrán en conocimiento del público un 
** ines antes de su vigencia. Las tarifas relativas al transarte de 
"pasajeros y mercaderías serán "razonables" y "justas". Una 
errónea interpretación vulgar de las dos últimas palabras del ar- 
tículo transcripto, lia generalizado ta creencia de que el Gobierno 
puede desaprolíar una tarifa so color de que resulta onerosa para 
el público. Lo que et Estado, por el órgano de la Dirección de 
Ferrocarriles debe controlar es que las tarifas sean "razonables** 
y "justas", Podría darse el caso, v. g.. de que se tarifara con ex- 
ceso un articulo en perjuicio de otro similar o se favoreciera 
exageradamente el tráfico en una región a expensas de otra, cau- 
sando o exponiéndose a causar un trastorno en la economía ge- 
neral del país : tarifas hedías con ese criterio es indudable que 
no serían' "razonables". Si una empresa estableciera sus tarifas 
en forma de permitirle cobrar por el acarreo de un mismo articu- 
lo 11 un precio a "A" y otro a "B". es indudable también que esa 
tarifa no seria "justa". En ambos casos la Dirección de Ferro- 
carriles def>e intervenir para hacer cesar situaciones incompati- 
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bhs C0¡1 el imeres público. f> m si una empr.su mu, contó la 
ítósttítuidada, no ha ¡legaclo al de utilidades que ^ r jiie 

el articulo <j de la ley 5J(3 , r ,, m . [ve ¡„ mnIlK . ir un aumento en 
su* tantas, solo necesita llenar los requisitos del articulo 44 de 
la !e.v jS 7ií . esto es. C01^ilfci* a la Dire.vi 6* v ponerlo eji cn,m. 
c.mrenu, -Id ^felico con un me. «Je anticipación, fcn el /„ ( /,< v 
ambas eondreioncs aparecen tíéttndas. sc^un se desprende de la 
co„,,.,anún afirmativa darla en el oficio de fs, 200, emanado de 
m ?mWW pfiWfe». a las premunías formuladas en el escrito 
Je ts. h,i. fíien es cierto aje el Ministerio de Obras Públicas con 
focha abril ,1 de u m y forero ^ de loao desaprohó | a nindí- 
mm mxt^m en e) Suplemento \V 3S ( | e la empresa de- 
mandada, pello semejante resnlucmn. a juicio del suscripto no 
paectó modificar la situación de la empresa fl ue sólo del* en el 
desarrollo de su actividad ajustarse a los preceptos de la lev y de 
OS reglamentos ■ y va se ha visto que el único caso en que ét^O- 
Im rnu puede intervenir para autorizar una modificación ¡xvu- 
mana en las tarifas, es el del articulo «, de b. lev gf4 q«e quie- 
raque la intervención ,,ue el articulo 44 <í c la lev jH n da a la 
^racctón de Ferrocarriles. según V a se fa visto, sea al solo 
efecto de que las tarifas sean "razonables" v "justas** v no 
'iwpetiír r,ue las tarifas resulten ,uás onerosas que antes a los 
cargadores, 

5 l ÍJm- resucito auno queda, que dentro del régimen le«at 
en Vigencia ha | M .dido efectuar el aumento de tarifas, es incon- 
ducente analizar la prueba relacionada con el exceso cobrado v 
que el actor entiende debía devolvérsele. 

<>. Une resisto de la eonlradeimnda. cutio quiera que ella 
fue deducida para el casó en que el juzgado desconociera la 
facultad de la empresa para aumentar su s tarifas, habiendo sido 
deaoaoci^O ese derecho, del» tenerse por no deducida la re- 
convenc.oi,. siendo inconducente jior lo tanto. íomar en cuenta 
los hechos a que ella se refiere. 

Por todo lo expuesto y definitivamente 
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chazando en todas sus liarles isla demanda, con costas. Notifí- 
quesc. repóngase el ¡Épeí y archívese, 

Clodomiro /.avalia. 

SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL 

Bucnoi Aires, Octubre 27 de 1OT4 

Vistos : 

Estos ntiii^s seguidos .por Juan !í. C\twA contra el Ferroca- 
rril Central Córdoba, sobre devolución de fletes relacionados a 

Considerando : 

t« íjnc la excepción de falta de personería del actor opues- 
ta por d demandado, ha sido acert adámenle rechazada i>or la 
sentencia apelada. 

j." Cjue no procede hacer pronunciamiento resjwcto a la di- 
ferencia de fletes por retardo en el transporte, pues ésta no lia 
sirio solicitada" por la parte actora. la que expresamente mani- 
fiesta en su demanda que no hace cuestión de esto, sino "'pura 
y simplemente respecto de las diferencias f|«e resulten entre la 
primera tarifa ($ 16.4» por tonelada) y la aplicada abusiva- 
mente 1$ IQ.37 por tonelada!, diferencias que no ha devuelto la 
«"presa..." 

3.' Queda jx.r decidir si la empresa demandada, ipie no ha 
acatado, como ni ras lo lian hecho, el decreto de 21 de agosto de 
K;_»¡. ha podido elevar sus tarifas vigentes sin la aprobación del 
I*. F., como lo sostiene, fundándose en el carácter de contratos 
que atribuye a sus concesiones, las que establecen un régimen 
que nb puede ser alterado por otras leyes iwstcriorcs. sin el con- 
sentimiento o sumisión de partes i ís. «0 vía.), ya que no es 
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pasible admitir la derogación de su* leves-eont ralos por tina ley 
general o onecía!, < f s. ¿47 v(a. i. Y, en caso negativo, cuánto es 
lo que se ha cobrado de más y que del* ser devuelto a la parte 
aetora. 

4-" gué a juicio del a qiw, procede el rechazo de la demanda, 
en atención a que, de acuerdo al artículp +4 de la ley ¿873. hasta 
con oue las empresas ferroviarias comuniquen sus tarifas a la 
Dirección de ferrocarriles y las pongan en conocí miento del pú- 
WÍW en un mes de anMeípadón. siempre que las utilidades de 
la empresa tu- excedan del límite máximo establecido en el ártícu- 
lo*//' de la ley 5315. 

Sv para fijar el alcance de esta última ley (53151. hay 
qué tener en cuenta que con ella no se derogó (a ley \! u J873 ni 
con ista ] a ley -'835. sancionada pocos dias antes, pero discutida 
después que volvió en revisión del Senado el proyecto de la ley 
2873 t ver palabras de M agnasco en la página 683 del tomo I del 
Diario de Sesiona del ano iíír>i > y sobre la base de las disposi- 
ciones <le esta última ley. 

I ji el articulo 6;- ele la ley 2835 se establece: 

"(Jue á l' n ,l er Kjecmivo ímervendrá en la formación de las 
garifas de todos los ferrocarriles, teniendo presente los intere- 
" s-es genérate* del país y las leyes-contratos de concesión." 

Esta ley refiérese a las garantías acordadas a las empresas 
en los artículos r> al 5.» y en el 7"; jiero en e! articulo 6.* antes 
transcripto se refiere a todos los ferrocarriles, como resulta de 
su pr«pí,> texto y lo corrobora la breve y elocuente discusión ha- 
bida a su respecto, En efecto, al leerse el articulo tal cual se san- 
cionó, el Ministro del Interior, dijo: "Me parece que ha sido un 
error de la secretaría, tal vez de copia, la omisión de la palabra 
" ffurantktQs", ¡i lo que contestó el miembro informante Osvaldo 
Magnasco: "Kl espíritu de Ja comisión es que el P. É. interven- 
•ga en todos los ferriK-arriles'*, y como el Ministro preguntara: 
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",;aún cuando no sean garantidos?" el señor Magna seo fépuso: 
" Si, señor. Kíi el proyecto de ley de ferrocarriles que se está 
"preparando, que ha venido en revisión del H. Senario y de cuyo 
" despacho por la comisión se tiará cuenta dentro de breves días, 
" se hace la supresión de aquella enumeración que Contiene la 
" ley vigente. Xo se dice cuáles sean los ferrocarriles nací una les; 
"todos los ferrocarriles de la República, son nacionales, (con 
"esto incúrrese en un error, pero es de observar que es obtter 
" dittum con relación a lo que se discutía ), sobre todo ¡jara t"do* 
" los ferrocarriles establecidos en el país, regirá la ley general de 
" ferrocarriles (como en efecto lo seria). De manera que el es- 
" piritu que ha presidido en la confección de este proyecto, por 
" liarte de la comisión, es que el P. % intervenga en la formación 
"y fijación del monto de las tarifas de todos los fernuarrites. 
'• Parque dentro de poco serán ferrocarriles nacionales todos los 
" establecidos en el país. Por consiguiente, creo que ño lia ha- 
" bido omisión," 

l\l Miui tro agregó: "Me basta con la explicación que lia 
" dado. Si ese es el espíritu de la comisión, yo lo respeto. Es la 
" misma interpretación que he creído que deW dársele, siempre 
" a la intervención del Gobierno, tratándose de los ferrocarriles 
" existentes en la Nación. Todos deben ser nacionales a los efer- 
" tos de la intervención del Gobierno Nacional." 

Después de las palabras que quedan transcripta^ se aprobó 
el citado artículo 6," de la ley 2835. V no debió ser de otra ma- 
ñera si se considera la naturaleza jurídica de la concesión, ya 
determinada por esta Cámara, que importa ttn acto de soberanía 
entre el listado .y el concesionario en todo aquello que se refiere 
a ta fnniKL de la construcción y a las condiciones de explotación 
del ferrocarril, pues éstas se relacionan cen el poder de policía 
del P.starlo. y un contrato en todo lo demts relacionado con las 
obligaciones reciprocas, como ser la garantía por el Kstado de 
un interés determinado, el uso de tierras de propiedad fiscal, la 
exención de impuestos en cambio de una contribución fija sobre 
las entradas, la rebaja de las tarifas para las cargas del Cobier- 
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no y para los fmicionari<!s-r- empleados cu comisión, gtc, Y esto. 
jMirfjiic lu concesión de un ferrocarril im¡>nrta ceder a un par- 
tirulnr 6 empresa él monopolio de un servicio público, ct que por 
circunstancias tic hecho no puede someterse a la comj>etencÍa 
económica, y cpJte es de vital importancia para la economía 
del jais; e^te servicio que cu principio delie prestarse por el 
listado, es concedido por éste, por razones financieras y en 
uso de su soberanía, a empresas o compaiua* privadas, las que 
por esas circunstancias quedan gravadas con obligaciones de na- 
turaleza pública que las diferencian de una cfirporación pura y 
estrictamente privada : o cotilo decía Lord I hile, hace casi tres si- 
glos, citado por la Corte Suprema americana en el footfing cOSc 
Murm v. Illinois | -'4 law ed. 77 > y en tantos fallos posteriores, 
''cuando una propiedad privada está afectada con un interés pú- 
blico cesa de ser fiáis privati solamente; y en tal caso sus propie- 
tarios no pueden Cobrar derechos o precios arbitrarios y excesi- 
vos, sin.» (jue ellos deben ser razonables y moderados, a diferen- 
cia de lo que ocurre cuando el propietario no goza de nn mono- 
polio de hecho o cuando su prupiedad tu» está destinada a pres- 
tar un servicio público, en euyus casos puede exigir el precio que 
quiera por el uso o la dÍsi*osíción de su propiedad o por sus ser- 
vicios."' 

,;Con qué objeto debe intervenir el l\ K. en la formación de 
lai tarifas de todos los ferrocarriles? Con el de que ellas sean 
'"justa* y razonables", como se establece en la ley general de la 
materia 2'.." .287^, la que en su articulo 09 derogó expresamente 
la ley «¡¡31 de iS de septiembre de 1872. que im contenia este con- 
cepto, él que fué tomado ile la ley americana del 4 de febrero de 
titulada "Cutlon Act an nct 10 regúlate commerce"'; y 
é-ta del cpmmon fas americano e inglés, como lo ¡ha declarado 
reiteradamente la Corte Suprema Federa] en tos casos conocidos 
kijo la denominación de gmiujcr cases, y cu otros, al decidir ta 
consiiiitcionalitíail de aquella ley, en los que se interpretaron las 
distintas leyes coutu declaratorias del cotítiitoti lo&t, relacionadas 
con el preciu de! transporte ferroviario, las que se conocen con 
el nombre dé (¡ntnycr ky'tshitian. 
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Esta legislación tendiente u rumiar las tarifas ferroviarias, 
fue, como en Inglaterra, impuesta por las circunstancias, y tuvo 
por objeto evitar tus grandes abusos cometido* por las empresas 
(|tie creían que por obrar en competencia unas con otras, debían 
otar libre* de toda intervención ÜéJ Estado, y que sus tarifas 
debían eslar sometidas tan sólo a la lev económica de la oferta y 
la demanda iluu\í of tnute). 

Hasta el año 1869 los estallos americanos estuvieron poco 
dispuestos a sancionar leyes que li citaran las tarifas, creyendo 
i|iiL' lo más conveniente era fomentar la competencia entre las 
empresas, a cuyo efecto favorecieron el establecimiento <le la 
mayor cantidad ríe ferrocarriles qtíe sirvieran las mismas ciuda- 
des o las mismas zonas; cayeron asi en el error en que había 
incurrido Inglaterra, que creyó ]x>s¡lile ipie los precios fueran 
regulados ¡>or la competencia entre varias lineas, como si esta 
competencia no hubiera de terminar siempre en la fusión o con- 
venios de tarifas de unas y otras empresas, con el gravísimo e 
insalvable inconveniente de haber empleado irremediaMemente 
dos. tres o más veces el capital necesario para hacer el mismo 
tráfico, y sobre el cual el público cargador lia de pagar a la pos- 
tre el interés correspondiente. 

l'ero ya entonces una fuerte opinión pública exigió de las 
legislaturas cstaduales una efectiva regulación del transporte 
ferroviario y esirecialmente la regulación de las tarifas. Varios 
estados, Massarliussets en 1^69. estableció una dimisión de vi- 
gilancia : Illinois, en 1871. creó la comisión de ferrocarriles y 
depósitos con póder de vigilancia sobre la cxplr >tación de Iris fe- 
rrocarriles y con atribución para fijar las tarifa? máximas que 
podían cobrar las empresas ferroviarias, y con autoridad para 
compeler a las compañías a olxxlceer tas decisiones de ta comi- 
sión y las feyes reguladoras de! transporte ferroviario. Según esta 
ley, las tarifas fijadas por la comisión eran. prima /uW<*. razo- 
nables ; enrrespondia a las compañías ferroviarias prolwr lo con- 
trario. La comisión ipte represéntala al Kstado. tenía razón bast í 
.|iir se probara lo contrario (tké W&t rü/hf tittttl pravtl 
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wraiigl : Iowa y \\ ¡scmisi». en 1874, sancionaron leyes fijando 
tari fes máximas; Minnesota, en el mistiK* año, eren una comi- 
aión con pider para prescribir ("prescribe'') tarifas; Georgia, 
en i*í7*>, creó una comisión con análogas facultades; y Califor- 
nia fue más lejos aún. incluyendo, en 1879. un precepto en sn 
Constitución, según et cual la Legislatura debía establecer una 
comisión de ferrocarriles "con poder para determinar las tarifas 
" por el transporte de pasajeros y carga por ferrocarril u otras 
"compañías de transporte". 

La ejecución de estas leyes, dicen los profesores Johnson y 
Vim Metre ("Principes oí Railroad Transporta! ion'*, ed, 1923, 
cap. XXV), "fue vigorosamente resistida por las corupañias fe- 
rroviarias ojie sostenían que su negocio era dé naturaleza priva- 
da y que el Estado no tenia poder para determinar o fijar las 
tarifas que ellos debían cobrar por sus servicios. Las empresas 
demandaron en juicio U'/ciíw) sosteniendo que. los estados que 
les habían concedido las cartas (concesiones) dándoles la facul- 
tad de cobrar tarifas razonables por sus servicios, no podían es- 
tablecer o determinar las tarifas a cobrar por las compañías, sin 
violar el contrato; y adujeron en su favor el famoso caso del 
Darmouth Collcge fallado por la Corle Suprema en tSlO,. 

Las Corles estadualcs rechazaron las demandas, y la Corte 
Suprema I-Vderal. en el año 1877 en las causas conocidas por el 
nombre de tjranfjer ?ast\<¡ declaró válida la legislación estadual 
que fijaba las tarifas ferroviarias. Las empresas fueron así obli- 
gad:*.- a reconocer la naturaleza pública del servicio que ellas 
cumplían, y a reconocer la autoridad de los estados para regular 
el negocio ferroviario y aún a fijar las tarifas del mismo"' 1 ¡>ág. 

Los fallos de ta Corte Suprema Federal Americana (</ r "' J - 
¡it'r Clises 1 fueron dados el 1." de mayo (te i S77 en las causas The 
Chicago lí. and A. Railfoad Co, v. M, E. Cutts, Atlorney genera] 
and \\ illiam Chrisiy. treasurcr of tlie State oí Iuwa; Peik and 
otbers v. The Chicago and Xorthwestcrn Raihvay O).: The 
Chicago Mihvmikee and Su P: R. R. Co. v. Aeklcy, y The Wi- 
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noiia and St. P¡ R. R. Co. y. Ijlake. en indos los cuales la Oírte 
repfaduefi los argumentos -y consideraciones hechos en el "Lead- 
ing Case" Munn v. Temple of Illinois, fallado en la misma fecha 
y remirado inmediat amenté antes qué los anteriores, en el tomo 
-»4. ¡psSgi n.í ( tumo ,14, l>ág 77 Law Ud.). Al decidir esta causa, 
expresó la opinión de la Corte su presidente, Mr. Waitc. y lo 
hizo con tal acopio de antecedentes y de razones tan valederas y 
consistentes con nuestro régimen constitucional, el sistema y la 
legislación ferroviarios argentinos qwe aquella merece citarse 
in éxteítso en la parle pertinente. 

Se demandaba por Munn y otros que la legislatura de Illi- 
nois no podra, <le acuerdo a las limitaciones sobre el Poder Le- 
gislativo impuestas a ios citados por la Constitución de los lis- 
iados Unidos, determinar, ¡mr ley, el má.vimmn del preeio por 
el almacenaje de los cereales en los almacenes o dejiósitos dé Chi- 
cago y en otros lugares del Estado que tuvieran no menos de cien 
:ril habitantes. Se impugnaba, entre otras cosas, que la. ley de 
Illinois era repugnante a la enmienda XIV de la Constitución 
c¡*.te ordena que "ningún listado privará a una jiersona de su 
vida, libertad o propiedad, sin el debido proceso de lev ni le ne- 
yan'i, dentro de sil jurisdicción, de la igual protección de las 

"Toda ley. — -dice el presidente Waitc,-- se presume que es 
constitucional. Las cortes no deben declarar a una lev que es in- 
constitucional, a menos que claramente así lo sea. Si hay duda, 
la voluntad expresada por la Legislatura de1>e ser sostenida. La 
Constitución no contiene definición del vocablo "privará" con- 
tenido en la XIV* enmienda". V después de otras consideraciones 
demn-trativas (le que aquel precepto deriva de la Magna Carta, 
y que en substancia está contenido en tudas las constituciones de 
los esiadns. y de la limitación que sufran los derechos por razo- 
nes sociales concretadas en la máxima sic ulcre tan tit aíionon 
non hedas, agrega ; "De esta fuente vienen los poderes tic f>olicin, 
los cuales, como \o dijo el Presidente de la Corle Suprema, Mr. 
Taiiey, en los "Liccnse cases", son nada más ni menos que los 
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¡mderes del ('.obierno inherentes a toda solaran ¡a, es decir. e1 
poder |«ra gobernar hombres y cosas, lia jo estos [toderes el C.o- 
bienip regula ta conduela de sn> ciudadanos y la turma en que 
cada uno puede usar de su propiedad* cuantío tal "r^gulactóri" 
llega a ser necesaria jiaru el bien público. En su ejercicio, lia sido 
costumbre en Inglaterra desde tiempo inmemorial y en este país 
desde su primera colonización, "regular" a los "ferriers" (trans- 
portes de una orilla a otra de un río) trans|>ortadorcs comunes 
í"eommon carriers"», cocheros de alquiler, panaderos, moline- 
ros, dueños de muelles, posaderos, etc.. y al hacerlo, el determi* 
nar el nuíriimtiu de precio para los servicios, comodidades o ar- 
ticulo* suministrados. . ." 

• 

Es evidente que desde la adopción de la XIV enmienda no 
se supuso que las leyes que regulan el uso o el precio del uso de 
la propiedad privada, necesariamente priva a su dueño de su pro- 
piedad sin el debido proceso de ley. Bajo ciertas circunstancias 
ellas pueden privarlo. j>ero no l>ajo otras. La enmienda no cam- 
bió el derecho en este aspecto : sólo impide a los estados el hacer 
aqüéltt» que íuum >nari;t tal privación. Esto nos lleva a inquirir los 
prim-ipins que fundamentan el poder de policía para determinar 
qué está dentro y que fuera de ellos. Mirando al derecho común 
("comtnon láw") de donde proviene el derecho que la Constitu- 
eióu órptefBi encontrónos (pie cuando la propiedad privada "está 
afectada con un interés público, cesa de ser juris privatt solamen- 
te. Esto fué dicho por Lord Hale hace más de doscientos años 
en su tratado "De. Portihus Maris"' y ha sido aceptado sin obje- 
ción tomo un elemento esencial, desdi- entonces, en c! derecho 
de propiedad. "La propiedad llega a iu vestirse de un interés pú- 
blico cuando es usada de una manera (pie la haga de trascenden- 
cia pública y (pie afecta a la comunidad en general. Cuando, por 
lo tanto, uno dedica su propiedad a un uso en el cual e] publico 
tiene interés. — él— en efecto— concede al público un interés en 
ese uso y debí someterse a ser contraloreado «por el público para 
t i bien general hasta la extensión del interés que él asi ha crea- 
do, til puede retirar mi concesión, discontinuando su uso, |K?ro en 
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tanto mantenga su uso delíc someterse al contralor". Y cita él 
caso de los "ferriers", diciendo que cualquiera puede hacer uno 
para sil uso o de su familia, pero nu para uso de lodos sin auto- 
rización del rey; y en este último caso seria una cosa de interés 
y oso publicó y tlelwni estar sujeto a la regulación pública, es 
decir, dclrerá atenderlo a horas determinadas, mantener el bote 
eu debiila forma y cobrar un peaje razonable; y si él deja de ha- 
cer uso será pasible de mulla. Y lo mismo respecto a muelles, so- 
lí re los que Lord Male decía: Si el rey o una persona tiene un 
muelle público en el cual todas las personas deben descargar o 
cargar sus mercaderías porque ese es el muelle concedido por ta 
corona ti porque no hay otro muelle en esc puerto, como ocurre 
cuando el puerto es nueve», en tal caso, su dueño o concesiona- 
rio no puede cobrar derechos o precios arbitrarios o excesivos ni 
aumentar el valor (""enhance" t de ellos a una tarifa inmoderada, 
sino que los precios deben ser razonables y moderados, aunque 
se halla establecido (el muelle | por licencia o carta del rey. Por- 
que ahora el muelle y las otras comodidades están afectadas con 
un interés púbico y cesan de ser jiiris privutL 

Y lo mismo se ha resuelto en el casi» de almacenes para de- 
posito en la causa AHnut v. loglis, ta Kast 527. Se trataba de un 
almacén para depósito de vinos construido pnr la London Dock 
Company, la que después obtuvo la concesión legal de recibir los 
vinos de los impi madores antes de que se pagaran los derechos 
de importación ; a !a cuestión a resolver era ¡a de si la compañía 
podía cobrar d precio qtte quisiera por el almacenaje o si debía 
cobrar una compensación razonable. Lord Kllenborough dijo: 
"Xo háv duda que el principio general es favorable eu derecho 
v justicia, á que cualquier individuo pueda determinar el precio 
que quiera sobre SU propiedad por el uso de ella, pero si el pú- 
blico liene derecho a recurrir a sus posesiones y hacer uso de 
ellas, y si el tiene un monopolio y quiere obtener el Inmeficio de 
ese monopolio, ¿1 debe, como compensación, cumplir enn el deber 
anexo al nuniupulio en términos razonables... lis bástanle con 
que exisla en el lugar y para el articulo en cuestión, un mono- 
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jfcrlío virtual para que el principio jurídico se aplique tal como Jo 
estableció Lord Male, que comprende tanto el buen sentida cuan- 
to el derecho sobre la materia. 

Y después de otr*s consideraciones dice: "De la misma 
fuente viene el ]>odcr para regular los precios o fletes <lc tos aca- 
rreadores comunes ("commons carriers") lo que fué hecho cu 
Inglaterra desde el tercer año del reinado de Guillermo y Ma- 
ría ( 1691 ) ..." 

"Ui "commims curners" ejercen una especie de función pú- 
blica ("a sort uf public office"! y tienen deberes que cumplir, 
en los cuales el público está interesado. Kl negocio está, pues, 
afectado con interés público, dentro de! significado de la (letri- 
na «pie Lord Male ha sentado tan concluyentcmente". 

La legislación cstndua! antes citada y la constitucionalidad 
«le ella declarada por la Corte Suprema, habrían bastad-» para 
obtener una efectiva regulación de las tarifas ferroviarias, si la 
misma Corle no hubiera resuelto en la causa Wabash, Si. Lotiis 
and Pacific Kaüroad Co. v. Illinois, fallada en octubre 2^ de 
(SKo MfS U. S. 557 0.30 la m 244) revisar el lenguaje "em- 
pteidp en los "granger cases" y decidir que los estados no po- 
dían regular el n.nu-rci.. interestadual 1 "interstaie" i. eotno en 
aquéllos lo ¡labia reconocido "a falta de legislación federal sobre 
la materia", sino que debían limitar su regulación al tráfico in- 
terno del estado ( "intersiate" 1. 

Rstc impórtame tallo decidió al Congreso federal a diciar 
la ley antes citada, de 4 de febrero de 1SS7 1 "intcrMale n,.n- 
tnerce act") en la que se sancionaron los principios del "com- 
moji hm " ya incin» arados a la legislación estnduaí. relacionados 
COÍl el transporte inlercstadual (Jjb U S. law Ed. 699) y tuvo 
"por principal objeto asegurar tarifas justas y razonables por el 
transporte; prohibir injustas diferencias en la prestación de ser- 
vicios bajo similares circunstancias y condiciones, impedir inde- 
bidas e irrazonables preferencias y abolir las combinaciones de 
las empresas para hacer una caja común ( "pooting'*) de sus fie- 
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tes'' (Interstate commerce comission v. Baltimorc R. Co. 145, 
ü. S. 263; Texas etc. R. Co. v. Interstate CC, 162 U. S., 197 
interstaté C. C v. Cineinatti Railroad Co,. 167 U. S. 4O9; etc.), 
H>»a ley ha sido objeto tle sucesivas enmiendas en 1889. ¿903, 
i»jo9. 1910. 191a. 1913. 1917 y 1920, tendientes todas a un con- 
tralor más efectivo sobre los transportes y especialmente de las 
tarifas. Según la enmienda de 1917 no puede aumentarse tarifa 
alguna sin previo consentimiento de la Interstate Commission, 
lo que obliga a ésta a pronunciarse previamente sobre ellas; e 
implica, por lo tanto, un mejor contralor de las tarifas, las que 
ames de aquella enmienda podían aumentarse por las empresas, 
salvo que fueran suspendidas jx)r la citada comisión (Federal 
Statufcs Annoratet. tomo IV. pág. 537 y sig. y suplementos 1926 
y 1923 ; líenle and Wyman Railroad rate regulation, 2. a ed. p cap. 
I; Johnson and Van Metre, Dp. cit.. Cap. XXV y XXVÍ y 
XX Vil. lillioi in the law oí railroads 3* ed.. vol. II. Cap. 
XX VIH; etc>. 

Y esta regulación tiene su fundamento racional en la dife- 
rencia existente entre el servicio público y el negocio privado, 
como lo ti icen los jiro f esores Beale y Wyman en la obra citada, 
párrafo 1 al 41. los que se ocupan de servicios públicos han es- 
tado obligados siempre a servir a todos los solicitantes del servi- 
cio y a un precio razonable, mientras que aquellos que se ocu- 
paban en negocios privados han podido negarse a prestar el ser- 
vicio y han podido exigir el precio que quisieran. 

Esta diferencia en la naturaleza del servicio ha iniidu c<»no 
consecuencia una diferencia en el contralor del listado, diferen- 
cia que es de calidad de control, más que de grado. 

Las causas de esta diferencia son de naturaleza más econó- 
mica que estrictamente legales ; y la relativa importancia de es- 
tas dos clases de negocios depende de las condiciones industria- 
les en un determinado período de tiempo. Asi. en Inglaterra, el 
sistema medioeval de los monopolios establecidos requirió que la 
ley t-xigiera. a los que en ellos se ocupaban, un servicio igual 
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para huios y un precio razonable. Así siguieron las cosas hasta 
principios del sigto XIX en el que empezó la libre competencia 
que llego a $ét la base ííé la organización social con la conse- 
cuencia de t)iic cá&i desaparecieron los servicios públicos. Pero 
en la segunda mitad de ese siglo Ua debido reconocerle el fraca- 
so de la libre eninpet encía— especialmente en materia de trans- 
porte* ferroviarios para asegurar et bienestar general y lia te- 
nido que reconocer st¡> aunque de mala gana ( "reluctanly" ) que 
el contralor del Estado es (tira vez necesario sobre ciertas indus- 
trian relacionadas con el interés público. I,a doctrina medioeval 
del contralor del Kstado aceptaba el sistema de la regulación ele 
casi todo., los actos de los hombres; imperaba, pues, una política 
cnmplelam« nte restrictiva; >u ideal consistía en una sociedad en 
la cual indas ¡as cosas estaban ordenadas y en la cual cada hom- 
bre debía ocupar >i\ lugar en ese orden establecido. I'arecia me- 
jor, entonces, un monopolio regulado por el listado con ta co- 
rre?.|Hnid rente obligación de servicio público, que una libre rmn- 
pciencia *in obligación pública < "wíthout nuhlic ohügation"). 
Se pensaba qué las cosas guardaban sn verdadero equilibrio re- 
quiriendo a cada individuo el cumplir su pane y prohibiendo a 
lós demás intervenir en las ocupaciones de los otros, porque todo 
ello era CU heneíiciu del público que venia así a obtener los ar- 
t it-iib *n preferencia para nadie y a precio razonable. 

Y las mismas reglas se aplicaron a los nmnnjHdios virtuales, 
entilo ^c decidió en la causa Jaeksnii v, Kogcrs (2. Show y¿j : 
ioK.ii en la que se decidió por la Corte de Inglaterra (expresó 
la opinión el presidente Jefriest míe Rogers, que era un aca- 
rreador coitiún. estaba obligado a transportar la caiga del actor 
V por un precio razonable, pues éste no podía exjtouerse a cru- 
zar soló por las estrechas sendas de los bosques donde merodea- 
ban banda- de malhechores mientra.- i|iie el demandado lo hacia 
con gratt cantidad de animales cargados y con numerosa compa- 
ñía, lo qttt le aseguraba un mónópolíO virtual, dejándose al car- 
gador a merced del acarreador si no se le acordaba ln justa pro- 
tección de la ley. Lo misino « cuma en el caso del dueño de un 
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muelle en aguas profundas a que se refería Lord Hale ajiles ci- 
tado, y en oíros. 

L,o$ adelantos modernos causaron la destrucción cte la or- 
ganización de. ta industria. IVro grande como fué el cambio, él 
fué gntdual >y nunca completo: fué un lalanceo . . columpio del 
péndulo, A la restricción general pero no absoluta del comercio 
de medioevo, sucedió en la edad moderna una libertad general de 
comercio j>cro con ciertas restricciones sobre ciertas ocupaciones, 
como ocurre en todos los países con los ferrocarriles, tranvías, 
servicio de agua, telégrafo, teléfono, luz. etc. La libertad y la 
restricción de las ocupaciones se encuentra en todos tos tiempos. 
La proporción cambia según la época y la cosa: cuanio más fá- 
cil v natura! es la competencia reguladora de precio y servicio, 
menos el listado interviene, y a la inversa. Pero la moderna con - 
efusión de la amarga experiencia — dicen tos autores citados I pá- 
gina — es que ta libertad sólo puede ser concedida cuando 
prevalecen condiciones de comixrtencia y constituye un grave 
mal en condiciones de un monopolio virtual sin severas restric- 
ciones, como ya se lo reconoce generalmente por las compañías 
de servicios públicos. * 

Kstns principios que están en esencia, en nuestro régimen 
constitucional y CS| >eeial mente incor(joradns a ta ley 2873. ban 
sido aceptados por la Corte Suprema Nacional, al decidir los 
casos sobre la ¡nconstitueiniialidad del artículo 1" de ta ley de 
alquileres X'." t\\=>7 (tomo 136, pág. 161 ) en los cuales se dijo: 
"Kn principio la determinación del precio es una facultad pri- 
vativa del propietario, un atributo del derecho de usar y dispo- 
ner de sus bienes y un aspecto de su libertad civil. Hl listado no 
tiene, por lo tanto, el (Mider general de fijar o limitar el precio de 
las cosas del dominio particular. Existen, sin embargo, circuns- 
tancias muy especiales en que por la dedicación de la propiedad 
privada a objeta de intenso interés público y por las condiciones 
en mié ella es explotada, justifican y hacen necesaria la interven- 
ción del listado en protección de intereses vitales de la comu- 
nidad. Cuando por la nal u raleza del negocio, por las condiciones 



FAIXOS OE LA CORTE SUPREMA 



tísicas tu ijuv >e desenvuelve o por otra circunstancia semejan- 
R\ no fucfie posible la acción del regulador común, es decir, la 
competencia, el propietario se hallaría en aptitud de im¡*mer a 
la sociedad verdaderas exacciones bajo el nombre de precios, 
Cuanto mayor sea el interés del público por aquello que consti- 
tuye el objeto fk* un monopolio, más inerte puede ser la opresión 
ecuiiómica y más sensibles y perniciosos sus efectos, pudicwlo 
ítejgsar el caso de que la prosperidad y el bienestar (BSéneiáJ de un 
país (i ú& una región se encuentre a merced de la avidez o del 
eapreho de ¡os que detentan ¡os tactores <le un .servicio de vital 
necesidad... Y trae en apoyo de esta tesis la causa Mnnn v. 
ilfinois. "Gruuger cases"', para afirmar que los monopolios de 
hecho delu'ii regulare circunscribiéndolos a límites razonables 
por lo que declara la constitucionalidad de] artículo". 

¥ *i tos millares de propietarios de casas disponían de un 
monopolio ile hecho de acuerdo ;d criterio de la Corte Suprema. 
;c 'iiun puede ponerse en duda que el icrnearril demandado, que 
es el ufiieo acarreador público en la zona de sus vías, no lo tenga 
más típico aún? Y también que no tenga un monopolio de dere- 
en virtud de las leyes de concesión que le acordaron el de- 
te construir y explntar sus líneas? 



<»." IJtie la demandada sostiene en su contestación que pue- 
de elevar ^us tarifas sin necesidad de requerir la aprobación de! 
I 1 . K. ni de la Dirección de l ? l f . CC. dentro del margen tic la ley 
y de acuerdo a sus leyes de concesión. Y la sentencia ape- 
lada ¡e reconoce esa atribución con solo comunicar el aumento a 
ta citada Dirección y poner el aumento en conocimiento del pú- 
blico ion mi mes de anticijKición. 

Prescinde el señor Juez ,/ ( ;ntí del artículo o." de la ley 2835 
ñutes citado, y ]>or lo tanto de la necesaria correlación entre esta 
disposición y los artículos +4. 71. inciso Éfe*ijp 17 de la ley ¿875 y 
su enmienda por la, ley 6,í_*o y el articulo o. u de la lee 5315- La 
primera disposición establece ierminatiteineute que el }\ IL in- 
terven, irá en la formación de las 
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les i í;i segunda la complementa fijando el criterio de esa ínter» 
vención ;i) establecer que ellas serán razonables y justas ; ta ter- 
cera acuerda a la Dirección de Ferrocarriles la atribución de in- 
formar (inciso &*) sobre hs tarifas, para lo cual del» tener eii 
cuenta las entradas brutas y líquidas y el capital de cada empre- 
sa (inciso \~) ; y la última acuerda al P. li. el derecho de inter- 
venir las tarifas cuando el promedio del produelo bruto de linea 
exceda del 17 % del capital invertido en la misma y reconocido 
por el Poder Ejecutivo (% discusión del articulo 16 de la ley 
1 5 en la sesión de 13 de septiembre de 1907, motivada ]>or el 
diputado Seguí ). 

O uno queda expresado, h ley .¡£73 no derogó la ley 2K35, 
las que se discutieron casi simultáneamente ; y la ley 5315 a! es- 
tablecer en su artículo 1." que todas las concesiones de ferroca- 
rriles ' serán regidas ]K)r las cláusulas de la presente ley, de 
acuerdo con la ley general de ferrocarriles X." 2873". mantiene 
expresamente en vigor esta ley, y tácitamente el articulo ó." de la 
ley ^3? (pie con ésta -e co mplementa. 

Siendo así, es menester interpretar que el articulo 9." de la 
lev 5315 se refiere a una intervención sobre las tarifa* ya apro- 
badas por el V. K„ por considerarlas razonables y justas y cuan- 
do, ello no obstante, tales tarifas produzcan una utilidad superior 
al 1/ % fiel capital. Lo t\uc esta ley quiere, pues, es que las em- 
presas no teng-.a utilidades superiores al 17 '/í bruto ( y siempre 
que l"s gastos no excedan del sesenta por ciento de las entradas ] 
— piro en ninguna de sus disposiciones lia derogado tas leyes 
S?$5 v Mfá 'pie acuerdan a! P. K. la facultad de intervenir para 
determinar la "razona bilidad y justicia" de las tarifas. Estable- 
ce, pues, una intervención subsidiaria a! sólo objeto de limitar 
las nulidades de las empresas a un pofceiitájc determinado en 
beneficio tic la economía nacional. 

lista atribución, que nuestras leyes acuerdan al P. K.. es 
análoga a la que las leyes esiaduales americanas y la ley federal 
acu-rdan a las comisiones creadas pira regular los servicios pú- 
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Wm* >' a ta emisión 4c comercio intercstadual. respectivamen- 
te: y no tiene jM.r objeta rgtíutír las entradas de los FI\ L\. sin,, 
el impedir que las empresas puedan abusar del mónopMo de 
'l ,K ; *" ,z:m «™ 'ÍL^u-«ln> de | a ivonn.uia nacionah e^fe&idb 
tarifas pT&H'bitiyas deí transarte, con fó^fóo de ciertas loea- 
tMatles NtiSftfe» para beneficiar a oirás, como lo han hecho 
los ferrocarriles ingleses v norteamericanos con aittérié^ad a 
¡a relación del listado, como piu-de vxt.sc en la obra Johnson v 
van Metre y otra.- ante:, vitada.-. 

V en cuanto a los derechos acordados ni las concesiones es 
de advertir, como antes se ha expresado, que* éstas no constitu- 
yen un contrato en d sentido que establece el £o4ígo Civil, y 
que ellas están sometidas, como t<i$W Iqa derechos individuales, 
a la constante rcgufectdu del Estado, el qtfii no puede traficar 
• cambalachear, "barter away" i la soberanía, enajenándola de/i 
ínticamente a favor de corporaciones que u<- imieren jamás si 
la marcha de Ifts negocios le permiten desenvolverse. 

7 * gp el pago por parte de la actora de las tarifas no au- 
tMrizada> ni aprobadas tácitamente, no puéifc considerarse que 
impone el cumplimiento de Una obt^í#n natural, en cuyo caso 
no puede reclamarse h pagado, tanto porque aquél no reviste 
tal carácter i artículo 515 del Código Civil), cuanto ¡jorque ¡.ara 
que la obligación natural produzca su efecto es indis|>en.sablc que 
el jugo se haya hecho voluntariamente, U> que «0 ocurre en él 
m fitgm, pgesio que la demandada, que goza de un monopolio 
ríe hecho con sus vias y ¡le derecho en virtud de la concesión, ha 
exigido aquel pago para transfmrTar su> productos (articulo =;if. 
de! C. Civil ». 

8." Y. finalmente, que ninguna ley ui reiterada jurispruden- 
cia exige la protesta previa para que se pueda repetir el pago 
efectuado sin causa (.artículos 792 y 79.1 del Gxligo Civil,, cuan- 
rbi no Sé nata, como eti el caso sub lite del payo de impuestos. 

(Jue la proiota previa para justificar la devolución de parte 
del precio pagado a que se refiere la Corte Suprema en <" 
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f[i]c Sé registra en el l'oíttq página 33& citada por el <i í/íííí, se 
refiere a la relaja sobre el fíele legitimo. <|tie lo es v \ correspon- 
diente a las tari las aprobadas por el iVler ftjecutivo. a que tiene 
derecho el cargador i>or el retardo en el transporte; peto no al 
mayor precio exigido como flete ¡»ur la empresa. La procedencia 
de la repetición ha sido resuelta definitivamente por esta Cámara 
en la cansa análoga seguida por la Protectora Agriada contra el 
Ferrocarril Central Argentino, filada en 24 de agosto de 

Y Considerando, respecto u la reconvención deducida sub- 
sidiariamente : 

Qttje la tarifa ordinaria a que se refiere la contrademauda 
y de acuerdo a la cual la demandada reconviene por la suma de 
¡í 47.04<>.í*5 en concepto de diferencia de flete, es niauif testa- 
mente improcedente, desde que aquella tarifa 110 fué exigida al 
actor ni pudo ser cobrada tampoco, desde que éstttVO derogada 
p^r la tarifa C. 42 y por la indebidamente obrada C. 61 a que 
se refieren estos aillos. 

l'or estas consideraciones, se revoca la sentencia de fojas 
25K (pie rechaza la demanda, y se rechaza la reconvención.), en 
consecuencia, se condena a la demandada a devolver las sumas 
cobradas de más en concepto de aumento de tarifas no autoriza- 
das por el r*oiler líjcctilivu. con sus intereses desde la notifica- 
don de la demanda, l.as costas deberán abonarse en el orden 
cansado. líeiVmjíase las fojas en el juzgado de origen. — V. . trios. 
Marcelino íiscuttnht. — H. A. Mocar ,-Ínclwrcna. — J. P. Luna. 



twi.1,0 nu \..\ conri; sn*ki;u \ 

Buen** Ait», Miyo SI de I9Í6 



Vistos y 

Que apoyada en disposiciones tic las leyes números y 
53>3 y en liís de a 



distintas 



38 PAt.W)S HE LA COITC SUPHKMA 

el sistema Utros ¡ario, la empresa demandada sostiette que le 
asiste el derecho de modificar las lanías de los transporto de 
pasajeros y caigas y hacer efectivas dichas modificaciones sin 
necesidad de someterlas previamente a la aprobación del poder 
administrador. 

Qwe entretanto, la sentencia recorrida establece que tratán- 
dn>r de un servicio público explotado en virtud de tina concesión 
del litado y que constituye un verdadero monopolio, ta empresa 
qtie presta dichos servidos no puede contratar libremente su pre- 
cio sino que debe ajustarse a cobrar ai|ud que haya sido apiola- 
do por la autoridad respectiva, como por otra fKirie lo establecen 
las disjíosidones d«* las leyes (pie reglamentan el tráfico ferro- 
viario. 

Que la c« «oclusión a que arriba el Tribunal a q\to en el re- 
cordado fallo, se ajusta estrictamente a los principios ya consa- 
grados de una manera que puede decirse definitiva por la doe- 
ir:na y la iurisprudencia en materia de precio de los servicios 
públicos. I a absoluta libertad de contratar y de fijar el precio 
de bis cosas o de los servicios, existe solamente cuando la pro- 
pie rlad o la actividad persona! se hallan dedicados a objetos pu- 
ramente, privados. Cuando lo son a usos públicos, especialmente 
si se explota alguna concesión, privilegio o monopolio concedido 
por e! Estado, eonm ocurre, precisamente, en el caso de que se 
trata en esta ¡ith, el propietario o concesionario se encuentra so- 
metida por el carácter de la dedicación de su actividad y por la 
naturaleza misma del favor que le ha sido otorgado, a ur , Clln - 
iralnr especia] de parte de la autoridad administrativa, contra- 
lor que comprende también el punto relativo al precio o tarifa 
compensatoria del servicio que está encargada de prestar. Y ello 
se justifica tanto por el hecho de la autorización acordada para 
ejercer fundones que en principio correspondan al Kstado o de- 
penden de una concesión del mismo, cuanto porque importando 
el privilegio acordado un monopolio real o virtual, la absoluta 
libertad de Contralor o de fijar los precios sometería al público 
que no puede prescindir de tales servicios a la opresión eeonó- 
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mira dfi los concesionarios (doctrina fiel fallo, lomo iy», página 
if»i y otros). Kn consecuencia, toda concesión de] jetado para 
la explotación de servicios públicos que importe uti monopolio 
uní cuando Milu sen virtual — como es el caso de los ferrocarriles, 
lleva implícita la cundictón de que sus precios o tarifas están 
sometidos al contralor de la autoridad administrativa correspon- 
diente. 

Que estos principios no se encuentran en pugna con ninguna 
dis|KisÍciún de las leyea invocadas por el recurrente en las ins- 
laricia.-i anteriores y, por el contrario, armonizan perfectamente 
con la letra y coii el espíritu dominante en todas ellas. Cabe ob- 
servar, desde luego, (¡uc la ley general de ferrocarriles número 
-^".1. H" las tarifas relativas al transporte de pasajeros y 

mercaderías sean justas, razonables y uniformes (artículos 44 
y 40/». disposiciones que por si solas suponen la existencia y ne- 
cesidad de un contralor del Estado, bajo la forma de aprobación 
de dichas tarifas, tanto en su forma originaria como en sus au- 
mentos o modificaciones ulteriores (Palios: truno 112. página 

a la página 382). toda vez f|ue no es admisible que el cum- 
plimiento de tan esenciales condiciones quede librado al arbitrio 
de las empresas de transporte, pues cito importaría poner en sus 
traaos la suerte de las industrias nacionales y el progreso y 
bienestar de las regiones que atraviesan y sirven las lineas fé- 
rreas. 

Que por lo demás, el requisito de la aprotmeión previa de 
las tarifas ha sido la norma a que se lian sujetado en todo tiem- 
po los ferrocarriles ty se halla expresa u implícitamente consig- 
nada en diversos preceptos legales. J„a ley número 2835, discuti- 
da y sancionada casi contemporáneamente con la ley orgánica 
de Ins ferrocarriles, consigna en su artículo 6." como regla inva- 
riable esa atribución gubernativa al estatuir que el Poder Kje- 
cñttyo intervendrá en la formación de las tarifas de todos los 
ferrocarriles ; y esa disposición no solamente no se halla dero- 
gada por la ley general número 2873, como se ha sostenido en la 
presente instancia, sino que, por el contrario, ha sido reglanicn- 
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tada v por Ki tanto, confirmada por ella a! conferir a ta lürec- 
cióu fíe PeffGCárüíes la facultad d*- "informar sobre la apróbn- 
ejóti de la* tarifas de jbá ferrocarriles en general y aprobar di- 
rectamente ttxíá tirtod íf kratíófi ele las misittas; dentro di? los limite-- 
aprobados ¡Mir fe] Poder l-Cjccutivo'* (articulo 71. inciso S.". pri- 
mera parte i. A'k-más. cmi arreglo a lu^ artículos y 44 ile la 
recordada ley general de fjBtíocatrriles nacionales, las tarifa.' y 
reglamentos fiará pasajero* y cargas se bailan sujetos a I"- mis- 
mos trámites señalados para los horarios, los cuales, con arreglo 
al articulo rj de la misma ley. necesitan de la atinencia <> apro* 
haeiiu de la Dirección de i-Vrn carriles para que puedan entrar 
en vigor. 

<Jue el articulo de la lev número 5315. según el cual ""las 
tarifas de pasajeros y cargas serán intervenidas pnr el Poder 
Kjecutivo cuando el promedio del producto bruto en t ros años 
Manidos 110 exceda el 17 ',¿ del capital en acciones y obligacio- 
nes reconocidas pur el Poder Ejecutivo, y siempre que los gas- 
in-H no excedan dd tro < i de las entradas", no consagra, como se 
pretende, la absoluta libertad dé las empresas |>aia fijar los pre- 
cios de los servicios, mientras no se haya producido el hecho pre- 
en la di>]">*íc;ón transcripta sea. excedido durante tres 
años el limite máximo del interés señalado, pues dicho articulo 
contempla una situación bien distinta de lo que constituye la ma- 
teria del articulo ó." de la ley y del articulo 71, inciso K." 
de la ley 2S73 precedentemente mencionados, listas últimas dis- 
posiciones se refieren a la intervención de! Poder Ejecutivo o 
de sus Órganos especiales en la aprobación de las t ari las origi- 
narias y dé Sin modificaciones sucesivas como requisito indis- 
pensable para que los ferrocarriles puedan hacerlas efectivas, 
en tanto que ta primera, según se infiere claramente de su pro- 
pio contexto, legisla sobre el contralor y acción de! ( Hibierno en 
la> tarifas vigentes cuando en &u aplicación continuada hayan 
producido a las respectivas empresas ganancias que la misma ley 
a la cual *e han sometido voluntariamente considera que exce- 
den el limite ele lo razonable. Aquéllas imponen un requisito pre- 
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v>to a fe tf^ciicía de los fírecioa, a fin íle defender al público de 
áplkackjít de tarifas (^e na mwm fes eon^tfonés di- uniformi- 
dad, justicia y razunabilidad o dé sistemas d L - inri las pe no ar- 
im»in\-i-n c-.ii l us intenses ecojtéBnicus de h comunidad, mientras 
que la ley minien. 5315 pronuncia sobré un nuevo aspecto de 
la compleja, cuestión, o sea ..obre ta intervención del listado en 
las tarifas i- ¡gen tes y (¡fie oportunamente fueron Olijéto de apro- 
liíu-ii'm. |.a dualidad de la función administrativa aparece aún 
más evidente en pvesencia de la ley número |^g^. U tia fie tantas 
leves de concesión de ferrocarriles— cuyo arttculn 0." dispone 
que: "una vez qué Iíís entradas líquidas del ferrocarril excedan 
del 10 ';. las tarifas serán fijadas cott intervención del Poder 
Ejccmivo. y antes seráti *t .metidas a su aprobación", siendo tam- 
bién de untar que la lev número óooj que aprobó la fusión de 
lus ferruca rriles Buenos Aires y liosario y Central Argentino y 
que fué sancionada— eoino se inifiere de su numeración, con 
posterioridad a la ley número 5315— dispone en su articulo ó.* 
pe las tarifas serán sometidas al Poder Ejecutivo a los efectos 
de h ley ; antecedentes inequívocos para fijar la opinión del 
legislador c;t \n materia de que se trata. 

<Jne las precedentes consideraciones son aplicables también 
a la segunda parte del inciso 8.", articulo 71 de la ley número 
-¡«73. al articulo 68 de la misma y a las disposiciones de algunas 
de las leyes de concesión de las lineas que com ¡Minen el sistema 
de la empresa demandada, de todas las cuales hace mérito esta 
parte en apoyo de sus tesis, desde <pic se refieren o contemplan 
situaciones y facultades análogas a las (pie legisla el articulo 9." 
de la ley mi nera 5315. y por consiguiente en nada afectan la obli- 
gación de la empresa de presentar sus larifas a la aprolíación del 
Gobierno míe es ¡ndependiente de aquella atribución. 

(Jue si hubiera de darse a las leyes que araban de ser exa- 
minadas inteligencia distinta de la que se tes atribuye en los con- 
siderandos precedentes, la vida económica ríe la Nación depen- 
dería casi exclusivamente de la voluntad de las empresas de fe- 
rrocarriles, tal es la dependencia en que se encuentran las diver- 
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-as tudusirias de sus medios para tratis])ortar sus pn «lucros. V 
ese reMiltado pudría alcanzara sin que las emprimas respectivas 
elevaran sus Éilidldés más allá Sel limite autorizado pot la ley 
5.1 15. esto es. sin (pie el listado tuviera el derecho de interven- 
ción (ftn las lanías vigentes, desde que Itastaria adoptar sistemas 
«Ir tarifas qué dificultasen o hicieran gravoso él acceso a los mer- 
cado-- de eonsuim) y a los puertos de embargue p que favorecie- 
ran a determinada región del pais con perjuicio de otras, Kn una 
palabra, el sistema de la aplicación de tarifas sin previo contra- 
lor, convertiría a los fernu-ar riles que monopolizan el tráfico in- 
urno en los directores supremos de ta economía nacional, con 
méuoscabo (le la función superior (pie íricombe a los poderes píi- 
blícos y hasta con mengua de la soberanía- No es posible, por lo 
tanto. a<lniítir que la intención del legislador al sancionar las le- 
yes generales números 2873 y 5313 y las diversas leyes especia- 
les di- concesión, haya sido renunciar al contralor previo a la 
aplicación de las tarifas, que implicaría una delegación de rai-ul- 
lades que j>or su naturaleza del>cn considerarse inalienables. 

(¿ue, finalmente, la sentencia recurrida, en cuanto desesti- 
ma la reconvención, no puede ser revisada en el presente recur- 
so extraordinario. ]>nr cuanto depende de circunstancias de he- 
cho reheinnadas con la vigencia o caducidad de tarifas especia- 
Ir", y de la inteligencia de Io< respectivos contratos de transporte 
que son puntos extrañe 'a jurisdicción de esla Corte en el ex- 
presado recurso. 

Kn su mérito, y de acuerdo con los fundamentos concordan- 
te* del fallo apelado, se lo confirma en cuanto lia jtodido ser 
materia del recurso concedido. Notifique** y devuélvanse, dc- 
híendo reponerse el papel en el Juzgado de origen, 

A. Bkkmi;.io. — J. Ficvi-KOA Al- 
CORTA' — Ramón* Ménokz. — 
Rohkiító Ri:i'Ktto. — M. L,au- 

KHNCHNA. 

i t \ Kn !a misma fecha se dictó idéntica resolución en las 
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causas seguidas por do» José A. Eteotettj y don Adolfo Gómez 
contra el Ferrocarril Central Córdoba, sobre cobro de pe«o¿ 



Jnec del Crimen de gumía nominación fie ia Ciudad de Cór- 
doba. Wcíw exhorto que dirigió ai luce del Crimen de Tttcu- 
titmi, solicitando la extradición de Gustavo Letra, por haber 
negado su diligenciamiento. 

Sumario: i » Corresponde a la Corte Suprema dirimir un con- 
flicto entre jueces de distinta jurisdicción, respecto a las 
formalidades que debe Henar un exhorto filtrado |x>r uno de 



2" Para <jne un exhorto dirigido por autoridades na- 
cionales a autoridades de provincia o nacionales fuera de su 



Visto el exhorto dirigido al señor Juez de Instrucción de 
ta ciudad de Tucumán. solicitando la extradición del encausado 
Gustavo Arturo Leiva y la negativa del juez exhortado a dili- 
genciarlo. 



ellos. 




Caso : Lo explican Ins piezas siguientes : 




- Córdobi. Miyo 4 6t IK8 
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cik y pn it-fliinifiit*»- judiciales, el exhorto devuelto tiene la au- 
tenticidad necesaria, aunque carezca de Ins requisitos del articu- 
ló - J ." de la nienciunada lev. los euale> son solamente exigihles m 
aquellos procedfoncntos judie ta léS ipie se cwiere toast v;iier en 
otra jífdyifteia como comprobantes o como t irnU »s de algún de- 
recha y no en la> conniiimcacioncs entre jueces de distinta juri>- 

2." One siendo así. rio carece la rogativa de !a referencia 
del re(|UÍsito establecido en e! articulo <*J~> t inciso 1." del Cóni^n 
de Procedimientos de la Capital. ¡me> tenida por autentica la 
comunicación del pro vey ente, refrendada por el actuario, es ne- 
cesar amenté autentica y fehaciente la copia del auto de deten- 
ción incluida en aquella. 

j. Que el resolver la cuestión planteada pr el juez exhor- 
tado e- de incumbencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
M ación según ella misma Id tiene resuelto, interpretando el ar- 
iiciii-- 1 1. ' de la lev 4055 en la contienda trabada entre el prove- 
yente y el Juez de Instrucción de la Capital Kcderal. doctor Ks- 
calantf Kehnyüe t fallo del 6 de octubre de HjJ.p. 

Por lo tanto, resuelvo elevar al expresado Tribunal ik' auto- 
de la referencia para que dirima la contienda. Transcríbase al 
expediente. t)¡ó¡H'Ut\< ftith f hijo i.— Ante mí: José . f. Luqnc. 

IHCTAMl-rx OEt, SK.VOR PtíoCl'HAIlOR ClvNKK.M. 

Butnoa Alie», Mayo W de 192* 

Suprema Corte: 

Tierte resuelto V. E. uiiiformciuenle que bis exbortos diri- 
giflos entre jueces de distinta jurisdicción reúnen los requisito- 
legales y debe ordenarse su dilitfeiiciantiento sin necesidad fie 
mt previa v ente autenticado, cuando lleva impreso el sello de 
tinta del juzgado y la firma del Juez í Acordada de la Corte Su- 
prema de] ji de febrero de t<}0$). 
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K! Juez di- instrucción de la ciudad de Tncuinán lia dene- 
gado ;il del crimen de la ciudad di* Córdoba el difigeneiamíeiUo 
de un despacho preeatorio expédMo en las con^ídoníis antes in- 
dicadas y en ¿1 se soíietóalia la extradición de QiuhwQ Arturo 
%0m acusad. i de estafa al Manco de Córdoba. 

Siendo ello asi y atenta la naturaleza del conflicto, cuya re- 
solución corresponde a \\ \\. f Torno 141. página 4J0). sov de 
opinión rjne procede declarar que el exhorto ríe referencia llena 

li>s requisitos legale.s exigidos. 

lloracíb R. /.urnhi. 



FAU.II Mí |.A CHHTJÍ St'l'KKMA 

Buenos Aire*, Mayo 38 de IW8 

Autos .y Vistos. Considerando : 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces di- 
distinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhorto 
librado por tino de" ellos, procede la intervención de esta Corte, 
de acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos en reiterados 
casos análogos al articulo o. n de la ley 4055. 

Que este tribunal, en ejercicio de la facultad conferida por 
el articulo 10 de la precitada ley y 2." de la y por aplicación 
de los reglamentos dictados en consecuencia, ha dejado estable- 
cido en múltiples decisiones recaídas en casos como et snh judicr. 
que siempre que hayan ríe librarse despachos dirigidos a antori 
dades de provincia o autoridades nacionales fuera de su juris- 
dicción, se podrá' en sello de tinta del juzgado con la firma del 
Juez. ( Acordada de! 2\ de febrero de 1905; Fallos, tomo yo, 
pági na <} ). 

Que llenadas dichas formalidades en el exhorto de fojas 1 
dirigido por el Juez del Crimen de Quinta Nominación de la 
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ciudad de Córdoba al de igual clase en turno de la ciudad de 
Tucu .i'án. basta la observancia de tales requisitoa para la legali- 
zación del despacho precaiorio de referencia. 

Kn mérito, de acuerdo c<m Ib dictaminado jwr el Mrsóf 
procurador ('.enera!, y de acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Oírle ( Fallos tomo 141. página 365; lomo 143. página 1^7. en- 
tre otros) se declara (pie el oficio de que instruyen estas actua- 
ciones ha sido librada en debida ínrma, ¡y que el Juez del Cri 
trien de Tucumán está 1 obligado a darle eumplimienio, A su** 
erecto-, devuélvanse los aillos a! Juez de la ciudad de Córdoba a 
fin ile fpie reitere el exhorto de fs. 1, con iranscrijxrión de In 
presente resotncióri. 

A. Bermejo. — J. F ir. i- ero a Al- 
corta. — Ramón' MÉNDEZ. — 
Roberto KkpKTTo. — M. I,\r- 

Rl-XCENA. 



Smtettad Anónima Coinereiale Belyo Aryentine contra hs seño-- 
rés Fortüny y flardy, sobre ejecución Je premia uniría. 
l'otitU nJa de competcnckt. 

Sumario: Ijv jurisdicción acordada por el articulo )8 de la ley 
t/>44 sobre Prenda Agraria, no se altera por la declaración 
de quiebra del deudor, y constituye una excepción a las nor- 
mas míe para los juicios uní versales establece el artícufo 
^284 del Código Civil y el articulo 58 de la ley 41 56; sin que 
sea óbice a la procedencia de la jurisdicción del Juez de Co- 
mercio del lugar designado j^ai el pago de la obligación, la 
circunstancia de que la quiebra del deudor fué declarada con 
anterioridad a la acción ejecutiva del acreedor prendario. 

Caso: t,Q explican las piezas siguientes: 
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ihct.\mi:n OKi. SEÑOR i-imcukaimjk GÍÍNBRAL 

Bueno» Airet, Abril 16 de 1926 

Suprema Corte : 

Se discutir en fa. presente contienda sobre jurisdicción tra- 
bada tul re el Juez de Comerá» de la Capit.nl de la Nación y el 
Letrado del Territorio Nacional del Chaco, cuál es et Juez com- 
petente para conocer en ta ejecución de una prenda agraria se- 
gil ida ante el Juzgado ck* Comercio ]«ir la Sociedad "'Comerciale 
Üelgo Argentine" contra tus señores Fnrtuny y llardy. los cuales 
han sido declarados en quiebra ante el Juzgado Letrado del 
Chaco. 

Los artículos n> y 22 de la ley númeríi ^'144 sobre prenda 
agraria, resuelven claramente la cuestión. 

É3r¡ efecto, ellos establecen una jurisdicción es|wcíal y erean 
1111 procedimiento suma ri simo para la ejecución fie la prenda 
agraria <jue deroga todo otro principio de carácter general esta- 
blecido en las leyes sobre jurisdicción y competencia. 

Asi lo ha resuelto V. B. uní firmemente 1 Taino 137, página 
lomo 138. páginas 2! .y 67). 

Por ello opino, que corresponde dirimir la presente contien- 
da en favor de la competencia del Juez de Comercio de la Ca- 
pital Federal. 

Horacio K. Lar reta. 



v.\t.ij > ni i,a l'okteí sri'KKM \ 

Buenos Airts, M«yo 31 de 1K6 

Autos y Vistos: 

Ix¡sde contienda fie competencia entre un Juez de Comercio 
c¡r la Capital y el Juez Letrado del Territorio Nacional del Cha- 
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o» para entender en el juicio pro ^(fe ,»,r la Sociedad Anóni- 
ma "Cmtwrviak- Kclgn Argentine" contra los señores Furtmiy y 
vltre ejecución de prenda agraria. 



V C 



troto: 



(Jtu- el conflicto jurisdiccional planteado en el caso, deriva 
de que el Juez de Comercio funda su Competencia en que e! jui- 
cio ante el promovido se. rige peí la ky t|c prenda abriría ijtíe 
excluye tuda otra jurisdicción de que no sea la que iliclia ley 
determina: ; por su parte el Juez Letra,!,, se considera ciinijH'- 
unle porque es el Juez del juicio universal del concurso <¡ue atrae 
mdas las accione- contra lo> bienes del fallid... y portpé la quie- 
bttt sidfi decretada con anterioridad a fa ejecución pren- 
daria. 

<Jlic en Ins casos de la misma naturaleza del snhjuifu;- re- 
suellos ¡Kir esta Corte, se han fijado con precisión Ins móviles 
\ vi altante de las disposiciones legales que rigen el de autos, es- 



a i fjue a íin de prestigar la institución de prenda agraria. 
mmmtito fe» fcf^ftutaci de la misma y el pa$) del crédito ga- 
rantido ata bienes que quedan del deudor, la ley lia abordado al 
acreedor las mayores facilidades para la iniciación y rápida subs- 
tanciación de los juicios a que dicho contrato diere lugar; 

bl One a tales efecto* s,- prcscriln: que la acción ejecutiva 
de la prenda agraria será stiinarisima. no se aceptará excepción 
alguna, a no ser |¡, ,|e , ia} r n „j ^ suspenderá p«ir quiebra ni otra 

via consignación del valor del certificado, intereses y costas 'ar- 
ticulo ->_\ ley tjf»44 i : 

C i ijue en consecuencia, la ñor na en cuya virtud la univer- 
salidad fiel juicio de concurso atrae todas las acciones que inte- 
resan al concursado, nu subsiste ante la ejecución de prenda 
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agraria, la qlití constituye una excc|>ció;i a los principios i¡ue ¡¡ara 
los juicios nniv. jsales establecen el articulo 32S4 del Cuitan Ci- 
vil y el articulo 5H de la ley 4150. 

fjue el contrato fie prenda agraria acreditado en autos 1 f.-. 
1. expediente del Juez de Comercio» establece cjue el crédito en 
ejecución es [««adero en esta Capital, y en consecuencia, ejerci- 
tando el acreedor la facultad conferida ( ¡or la ley. promovió la 
ejecución ante el pez respectivo I articulo 18. segunda apa na- 
do, ley N "<K'44*. sin (pie pueda ser óbice a la procedencia de di- 
cha jurisdicción la circunstancia invocada por el Juez del con* 
curso de ipte la quiebra fue declarada con anterioridad a la ac- 
ción ejecutiva del acreedor prendario, pues la disposición legal 
aplicable es bien esplicita al respecto al preceptuar que en los ca- 
sos de muerte. incajKieidad, ausencia o concurso del deudor, la 
acción se iniciará o continuará con los respectivos representan 
tes tegafes f Ley «JÚ44. eitada articulo 22 i ti fiin). 

Kn su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador Ccueral y la jurisprudencia de esta Corte l Kalliis. 
tumo 137, ¡«igina 303; t«im M 8. páginas 21 <x 6f), se declara 
fjue el conocimiento <Se esta causa compete- al Juez de Comercio 
de esta Capital, a «¡nien se devolverán los autos de la ejecución, 
remitiéndose los del concurso al Juex Letrado del Chaco, trans- 
cribiéndosele esta resolución a bis fines .cmsign ¡entes. Kepónga- 

4 Bkrsihio. — J. FifiUEROA Al- 
corta. — Ramón MÉNnüz, — 
KoliKRTO KKl'KTTo. — M. Lau- 
RKNCE.VA. 
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NOTAS 

Con fecha cinco de Mayo de mil novecientos veinticinco, la 
Cune Suprema nú hizn lugar a queja deducida p*r d»m líenja- 
mtíi Yantnrito. éa la convocatoria, de acreedores de dmi O. Hor- 
yinli. en razón de que tas resoluciones recaídas en el juicio, se 
habían limitado a interpretar preceptos de derecho cmtinii, apli- 
cando disposiciones contenidas en el Código de Comercio, extra- 
ñas, por consiguiente, al recurso extraordinario, atento lo dis- 
puesto por el articulo 15 de la ley número 48; agregándose, ade- 
más, Epie la cuestión federal planteada, o sen la ineonsiituciona- 
lidad del articulo 165 de la ley 415*1, aparecía suscitada exlem- 
p.tnmean lente, puesto que para .-.er tomada en consi de ración de- 
liin ser alegada en et pleito — artículo 14 de la ley 4#~es decir, 
de tal manera que los jueces que intervinieron en la substancia- 
ción del litigio hubieran |>odido prunuuciar.se sobre el punto. 



Con fecha siete no se hizo lugar a la queja deducida \wr 
don Gregorio Ferrandrno en amos con Cayetano Accnncta, so- 
bre desalojamiento, en razón de que el recurso extraordinario de 
apelación para ante la Corte Suprema, fué extemp minea mcnle 
interpuesto, toda vez que según lo expresaba e] apelante, fué de 
ducido ante el Juzgado de Paz y no ante el tribunal dé ultima 
instancia como lo requiere la ley y la jurisprudencia. 



Eii la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida \*<r 
•Ion Marcos íájígula en antus con Edmundo C. (Junglmsi. ]x»r 
calumnias, en razón de míe. según ln dispone el articulo 15 de la 
ley número 48. y lo ha declarado reiteradamente e! Tribunal 
pira la procedencia del recurso extraordinario, no basta la sim- 



]>lc invocación de ser inconstitucional una resolución dictada, es 
necesario que se haya planteado en o! litigiu la cuestión federal a 
que >e refiere el articulo 4K de la ley 4H citada, y que exista una 
relación directa e inmediata entre las cláusulas que se dicen des- 
conocidas y las cuestiones debatirlas, circunstancias qué nu apa- 
recían realizadas en el $ul> jitdicc. 



Etí doce del mismo la Curte Suprema nu hizo lugar al re- 
Cttrso de revisión interpuesto por Era sino Vázquez, en razón de 
(|ue, si bien el procesado fué condenado en primera instancia a 
sufrir la |>ena de veinticinco años de presidio, de acuerdo con el 
articulo 17. inciso i." de la ley 4180. la Cámara Federal de Ape- 
lación modificó dicha sentencia, aplicando el articulo 79 del nue- 
vo Código Penal, más benigno que la expresada ley 4189. y redu- 
ciendo la pena a la de quince años de reclusión, fallo que fué con- 
firmado por la Corte Suprema; por lo tpie rigiendo hoy el mis- 
mu Código, nn procedía el recurso de revisión deducido. 



Con fecha diez «y nueve no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Nicolás Taño y Cía. en autos con la Suciedad Anónima 
Mercados de Mendoza, sobre desalojamiento, porque según se 
desprendía de la exposición del recurrente, el pleito se rabia 
substanciado en todas las instancias de la justinia local, quedar- 
do así llenados los requisitos de Ta defensa, consagrados por el 
artículo iS de la Constitución. 



En la misma fecha m* se hizo lugar, igualmente a la queja 
deducida ¡>or don Francisco Yilez. cu autos con don Eduardn 
Xorraqutn. sobre desalojamiento, por resultar de los propios lér- 
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tiüijo> en tfíp l:t qüeja se fundamentaba, ipu? no se linhin. plan- 
leado ,n vi pleim en la ..¡M.nnnidad debida, cuestión fetlénd al* 
giiiKai, j en lo reférerite al ártictjffib iS de la Cnstitucinn. cuya 
¡«observancia se alegaba, de la propia exposición del recurrente 
resoltaba también, que éste ha sido citado en el pleito, dándosele 
ojsorumidad ]iara que luciera valer su* medio* de defensa, que- 
dando asi Ik-natiix en la substancial los (^pjbtiiftg esenciales rc- 
qttiírídps |Kír la cláusula constitucional invocarla. 



féu la misma feclia ta Oírle Suprema declaró improcedente 
la queja deducida por el Consejo Nacional de Educación en I"- 
aífíos seguidos contra José I ¡ultime y otros por falsificación ile 
dncium-ntos piVhticos > tentativa de estafa, en la sucesión de For- 
tunato Martínez-, en razón de que la resolución apelada i>n mini- 
nada por la támara de Apelaciones en lo Criminal de la Capi- 
tal, se había limitado a interpretar y aplicar preceptos de derecho 
común ajenos al recurso extraordinario según lo dispone el ar- 
tículo i.| de la le v minien i 4S ; agregándose, además, míe la exis- 
tencia u no de la éosa, juzgada, es un punto de doctrina y de de- 
recho común, rumo es de derecho procesal el relativo a la apli- 
cación de un articalu del Código de Procedimientos ; ambos ex- 
1 ra ños al recurso extraordinario nae autorizan el citado articulo 
14 ile la lev 48 y el o. do la número 4055. 



tSn la misma íeelia no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Castor R Pérez eti autos con don Antonio líareia y Calero, 
sobre consignación, por desprenderse de la propia exposición de! 
recurrente, que ésie interpuso ante la Cámara Civil Segunda de 
A| telacione, de la Capital los recursos de apelación y nulidad 
sosteniendo su procedencia de acuerdo con lo prevenido \w los 

1. v como lo expresa el se- 
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gando cíe los mencionados artículos de l;i <¿irta iMindanuiual. la 
Corte Suprema ejercerá su jurisdicción de apelación de los casas 
previstos eai el arfíctlto loo. Según las realas y excepciones que 
prescriba el Congreso; agregándose, además, ijiic no aparecía 
ranipt>ctj que se hubiera planteado en el pleito en consonancia 
con la* reglas y condiciones establecidas pnr Ida artículos (V de 
la ley .4055 y 14 de la nímiern 4X. cuestión federal alguna. 



Ku la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
interpuesta por don Kmesto Morales eñ autos edil don Tomás 
K. Cortajarcna. solirtr desalojamiento, por resultar de l;i propia 
exposirión del recurrente. 0,11c éste había interpuesto 1<>s recursos 
de inconstitucional ¡dad e inaplicabilidad de ley o de doctrina del 
fallo pronunciado, recursos que no están previstos en la ley 4*S 
ni en la número 4055. <|iic reglamentan la jurisdicción a|ielada 
de la Corte Suprema, y además, porqué el recurrente había in- 
tervenido en la substanciación del juicio y fué oido. toda vez que 
dedujo excepciones haciendo valer sus derechos, con lo que se 
habían llenado en lo substancial los requisitos de la defensa en 
juicio : agregándose, a mayor abundamiento, que las cuestiones 
debatidas se relacionaban con la interpretación de disposiciones 
contenidas en el Código de Procedimientos míe no habian sido 
;> pilcadas en las decisiones recaídas, lo que es ajeno al recurso ex- 
traordinario de puro derecho federal— Articulo 15, fey núme- 
ro 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
tfo» IVdro (riuiérrez contra ta Municipalidad de Salta en juicio 
contencioso administrativo |«ir ajwirecer de la propia exposición 
del recurrente, que la causa motivo del recurso, había sido la re- 
si unción dictada por el Superior Tribunal de la Provincia de 
Salta al declararse incompetente para conocer en el juicio. — ex- 
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i rafia ]mr confuiente al rn"írsn extraordinario qúp ¡areyé el 
aíslenlo 14 de la ley número -j>¡. pur iratar.se de una decisión en 
<pie el trjtntnal aludido fijó su propia jurisdicción con arreglo a 
los precepto?, locales di* procedimientos, esto es, materia priva- 
tiva de Ir js ir ¡Uníales provinciales cuando la 1 
lates leves no ha sido impugnada. 



En la misina feclia 110 sé hizo lugar a la queja deducida por 
"Caja* de Prev isión Social en autos con don Julio García v Com- 
pañía, sobre competencia", en razón de no encontrarse el casn 
comprendido dentro de ninguno de los previstos en el articulo 
U de la ley número 4K toda vez que la resolución recurrida 110 
le fleuejíalia el fuero federal, ni era de aplicación el articulo q." 
de la ley número 4055. 



Con fecha veintiuno la Corté Suprema declaró procedente 
el recurso de revisión interpuesto ¡xir el procesado Juan Iloni fa- 
ció Fcrreyra. condenado a sufrir la pena de diez y siete años y 
medio de presidio ¡mr el delito de homicidio perpetrado en la 
persona de Domingo Fernández, con arreglo a fo dispuesto por 
el articulo \y, inciso 1." de la ley 4180,. vigente en la época en 
rpie se coretió el delito, y en atención a que habiendo sido con- 
denado el procesado al término medio de la pena establecida en 
él articulo, incido y ley antes mencionada, resolvió aplicarle en 
revisión la de diez y seis años y medio de reclusión, que es tam- 
bién él término medio de la que fija el articulo 70 del Código 
Penal vigente para reprimir ese delito. 



%i\ la misma fecha se decían") procedente, igualmente, el re- 
cudo de revirón interpuesto por el procesado Juan Gómez, con- 
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denado ]x,r la Crie Suprema a sufrir 1?. jwna dé diez y siete 
años y medio tlé presidio conio autor de la muerte de Juan Alta- 
mirii. enn arreglo a !•> dispuesto por el articulo 17 inciso í* de 
la ley 41 «So,, vigente en la ¿poca en (pie se cometió el delito, y en 
atención a fpie haciendo sido condenado el procesado al término 
medio de la jicna establecida por la expresada ley 41SQ. resolvió 
aplicarle en revisión, la ríe diez y seis años y medio de reclu- 
sión. f|ue es también- el término medio de la que fija cj artículo 
yi) del Código Tena] vigente para reprimir el mismo delito. 



Con fecha veintiocho no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Erminiu Riani en autos con la Empresa del Ferrocarril 
de Santa Pe, sobre devolución de fletes, por resultar de la pdn- 
pia exposición del recurrente que la resolución recaída en los 
autos de referencia, se había limitado a negarle jíersonería apli- 
cando e interpretando precepto de derecho común contenidos 
en el Código de Comercio, sobre el endoso de las cartas de porte, 
lo que es extraño al recurso extraordinario de acuerdo con lo 
que dis[M»ne el articulo 15 de la ley número 48 y la constante ju- 
risprudencia del tribunal. 



I-isco Nacional contra el Ferrocarril Central An/cthw, sobre w- 
tlemiihación de dafíns 



Sumario: Kstahlecidn la existencia del perjuicio y la responsa- 
bilidad de la demandada, mas no asi su importe por los de- 
ficientes elementos de pruelia aportada sobre el particular, 
es de ojwortunidad proceder al juramento estimatorio 
actor, previsto por el articulo 220 del Código de 




Tinentos de la Capital para ^"s análogos y supletorio de! 
Federal. 



í'itso : L,o explican 



SK.VTKNU \ t¡m* SKXOk Jl.-KZ 

Sumos Air». Ocinbrc 10 de 192:: 



I.-ts promovidos por el Fisto Nacional contra la Fmpresa del 
Ferrocarril Central ArytTitino, mhrk indemnización tic daños y 
perjuicios. 

Y Considerando; 



i." (¿ue. de fojas JJ a 28 se presenta el señor Procurador 
Fiscal, eh representación del Fisco Nacional, niani fesiando que 
demanda a la empre.-a del Ferrocarril Central Argentino, por 
indemnización de daños y perjuicios sufridos con motivo riel 
incendio de parte del e.impo General Paz, de propiedad del Mi- 
nisterio de Ouerra. colindante con la estación Onióñez. pro- 
i imia de Mendoza. liedlo que se produjo el 23 de junio de 1921. 
aproximadamente a las catorce horas, a consecuencia de tas chis- 
pa, desprendidas de la locomotora de un tren de pasajeros (pie 
pasó por allí y que Él constatado por el personal de la Direc- 
ción (iencral de Administración del citado Ministerio y de la 
empresa demandada, incluso el jefe de la estación que estuvo 
presente en el acto de sofocar el fue¡^>, evitando así su propa- 
gación por ftído el campo. 

Ksiima los perj 11 icios en catorce mil doscientos quince pe- 
sos, con -;tiince centavos moneda nacional. (Kir los conceptos de 
qntí instruye la planilla acompañada de fs. 26: se funda en los 
artículos 1068, td% uno. 1113, y concordantes del Códi 
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go Civil, y termina solicitando se haga lugar a la acción, con 
KnfttfflM* y ci islas. 

2. " (Jiie ile fojas 30 a 37 contesta ta enpresa demandada, 
manifestando que desconoce el (toiiiinin del Campo que él actor 
se atribuye y niega une el incendio sea debido al pasaje del tren, 
pues entre el lugar donde se inició el fuego y los rieles hay una 
distancia de cerca de cuarenta metros, habiéndose * [neniado ha- 
cia ihico una lonja de terreno a lo largo de la linea, en el cam- 
pó que tnencionn el actor, lo que junto ron los chisperos de la 
máquina impedia la propagación del fuego. 

Agrega que el incendio tiene que haberse producido por al- 
gún fsósíoro o cigarro encendido, atrojado por las muchas per- 
sonas que transitan i»or el lugar. 

Estima que el monto de los perjurios que reclama el actor 
es exagerado, por etiantn el incendio abarcó una cantidad menor 
de campo (pié la que se indica en la demanda, siendo sumamen- 
te elevado el importe que se consigna en la misma por pastoreo, 
precio de las varillas quemadas, etc.. y conceptúa, según sus 
cálculos, que el daño sufrido sólo alcanza a la suma de dos mil 
setecientos setenta y siete pesos con treinta y cuatro centavos 
moneda nacional. Termina pidiendo el rechazo de la demanda, 
con costas, 

3. * Que la competencia del Juzgado surge en esta causa no 
sólo en razón de las ¡«rsonas por ser el Fisco el actor, sino tam- 
bién en razón de la materia, conforme a lo dispuesto en el ar- 
ticulo j.", inciso i.", de la ley N." 48 y ta reiterada jurispruden- 
cia sobre el particular — causas Luna y Carbarini v. F. C. Pa- 
cifico. Quintana v. F- C. Oeste. Zerboni V. F. C C. Córdol*. 
Luna vi F. C. Pacifico, etc., del juzgado del suscripto, confir- 
madas iK»r la Cámara — asi se declara una vez más. 

4. " One la propiedad del campo incendiado ha sido conve- 
nientemente justificada con el informe del Ministerio de ('.tie- 
rra de fs. 43. 
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5." One los testigos Sergio .Nguirrc. Rosendo Comreras y 
Jorge Rbsajiés — fs. 55 a 61, declaran que el Incendio si- produjo 
vn seguida ile posar el tren de ta empresa demandada, que no 
había personas extrañas en las ínmedjaeíofles, v ( ||, c sn órjgén 
Jo ai film ven ;i chispas desprendidas de la locomotora, agregan- 
do el primero tpie si bic.i existia 1111 contra fuego, el fuerte vien- 
(<• Xorie reinante contribuía a pn «payar el incendio. 

Ivn cuanto al hecho de que la loconioioni tuviera ios chis- 
\ k.to> reglamentarios como se* aduce en la come >i ación a la de- 
ttiaiHÍa. ello no reviste mayor importancia y solo demuestra la 
ineficacia cíe tales aj*ar>tos.— \ case causa citada Lima v. F, C 
Pacifico 1 "Caceta del Foro", Xos. 464 y- <»Ko>- 

6¿* One a mt-rrto de tales antecedentes y no habiendo pro- 
bado la empresa tpie dicho siniestro resulte de caso fortuito, 
fuerza mayor o ríe terceros responsables, corresponde declarar 
f|ue iué producido por el hecho, a causa y mediante el pasaje 
del tren, y por lo tanto que la empresa es responsable de los da- 
»"* } perjuicios producidos por el mis:i'o— artículos ó. fig y <>r 
ile la ley X" 2873 y -)02. ir/i8, toíVj. 1074. 1083. 1 10N. no*), 
tn.í y concordantes det Código Civil.— Véanse además de los 
juicios citados en el primer considerando. Tas causas: Devoto y 
Lesea y. F. C. Oeste. "Gaceta del Foro N\" S8(>. y resolución 
confirmatoria de la Cámara Federal X." tijl, de noviembre 
18 «jm>; Pagano v. F. C. Pacifico; "Caceta del Foro". Nos. 
io.h y i&i'j Pefdomo v. F. C, Oeste, id. Nos. 1129 y 1270, y 
\lonso v. 1*. C. C. Argentino, id. X." 2237. del Juzgado del sus- 
crtptf 1. 

7.' (Jue según resulta del informe de la Dirección C.eneral 
■ le Ferrocarriles corriente a fs. 10 vuelta, los perjuicios sufridos 
-mi Ins siguientes: doscientas noventa y ocho hectáreas, noven- 
t:i y cuatro áreas de campo alfalfado; ciento noventa y nueve 
hectáreas, cuarenta áreas de campo natural fie pastoreo; ali- 
énenla y seis postes y cu.it rocíenlas cuarenta y cinco varillas de 
madera dura. 
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Ahora bien, la prueba de la parle actora respecto del monto 
de tales danos es sumamente precaria c insuficiente, y no ha- 
biéndose realizado ta prueba pericial (pe es 9a que hubiera po- 
dido ilustrar convenientemente al criterio del suscrito, eorres- 
(joiide accionar lo dispuesto en el articulo 220 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital, defiriendo at juramento estimaturio 
del actor la fijación de ios daños y perjuicios reclamados, como 
io h:in hecho con intermitencia los tribunales federales, entre 
otros casos, en el juicio citado Alonso v. R C. C. Argentino, 
naya sentencia áe psík Juzgado de fecha agosto 21 de n)22, fué 
confirmada por la Cámara Federal en septiembre 1; ppdo. 

En consecuencia, y teniendo en cuenta las modalidades del 
asunto y constancias de autos, se fija -:n ocho mil quinientos 
pesos moneda nacional, la cantidad dentro de la cual detierá 
prestar el juramento de referencia la parte actora. 

Por estos fundamentos, fallo; condenando a la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino a pagar al Fisco Nacional, den- 
tro de diez días de ejecutoriada esta sentencia, la cantidad que 
la parte actora. por intermedio de su representante, jure dentro 
de la de ocho mil quinientos pesos moneda nacional, en concepto 
de total indemnización de los daños y perjuicios sufridos con 
motivo del incendio que originó esta causa, más sus intereses a 
estilo Banco de la Nación Argentina, desde el día de la notifi- 
cación de la demanda, y las costas del juicio. 



SIÍNTKSXIA OI- £.\ CÁMARA I-'KDKRAf 



Vistos : 



Los auto> seguidos por el Fisco Nacional contra la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, snhre indemnización de da- 
ños y perjuicio : y 
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Considerando : 

Que la parir actnra funda iü demanda en el hecho di! ha- 
berse ocasionado un incendio en el campo "General del 
Gobierno Nacional, j»»r chispas desprendidas t\e la locomotora , 
>U- la empresa de mandada; ésta, a su vez desconoce su respon- 
sabilidad y afirma <|ite dicho incendio eippezó eornp a cuarenta 
meiros de las via> y un ram después de haber pasado el t rt-ti. 

\Juv al respecto toda la prueba ofrecida por el aeíí¡»r. con- 
siste en las declaraciones "de fs, 55. 57 y 00. la cual es manifies- 
tamente insuficiente |iar:i condenar a la demandad,!. 

lín efecto; esiá eo nprobadu por esas mismas declaraciones 
«¡ue exisiia un eonirafuejío al costado de !a vía 1 fs. 50 vía., 58 
vía. y íáís vta. 1. i|uc ti incendio se inició como a cincuenta me* 
iros de dicha via ( fs. 5(1 vía. y (mi, y ninguno di- ]os testigos 
S*fÓ que fuera ocasionad" por chispas «le la Incnmntura. Todos 
\ jen ni ipte el incalió se produjo un rató después de haber pi- 
sado el tren — quince mininos después, según el testigo Sergio 
Agtiirre — ( fs. 551, lo que hace presumible que pueda atribuirse 
a otra causa su origen, aun cuando Ins testigos digan que m> 
vieron cruzar persona alguna |«>r el campo. A este respecto es 
de advenir ipie uno de los testigos declara haberse encontrado 
coiho a (los [Tiil ochocientos metros del lugar ilel incendio ( fs. 
55». distancia esta que necesariamente le ha hundido ver las 
cluspas, máxhne ?i se considera (¡ue el hecho se produjo a me- 
dio oía; y que los otros dos testigos, que tampoco las víenni. 110 
indican a que distancia se hallaban del lugar del accidente. 

pite cOiiio 110 se ha de rostrado la resjmnsabilidad de la de- 
mandada, hacese innecesario analizar las otras defensa- opuestas. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de fs. 
y. en consecuencia, se absuelve a la empresa del l'Yrrueai ril Ceñ- 
irá! Argentino de la acción instaurada. >in cosías, en atención a 



DE JUSTICIA ÜE LA NAC1ÓÍJ 



que la parle actora. <me ha sufrido un daño cierto, lia fornido 
Wop probable para litiííar. T. .{rus. — Marcelino lUuuhnh 
— h\ 4, Mazar Jm iioraia. — J, i', %un$ 



I'ALU) I>K J„\ CORTE SL l'HK-MA 

Bueno» Aire*, junio J At Lfcfc 

Visto.* y Considerando; 

Q«e tu» habiendo podido existir, ss^n [os antecedentes de 
autos, sino dos causas generadoras del incendio cánsame de los 
perjuicios que han dado lugar a esla demanda: las chispas esca- 
padas de la locomotora que conducía el tren del Central Argen- 
tino el dia 2,í de junio de 1921 a la altura del kilómetro 2^ 1» 
que algún transeúnte hubiera arrojado un fósforo o cigarro en- 
cendido al campo incendiad", es necesario optar p t , r ] a más vero- 
símil, para resolver el caso con las mayores probabilidades de 
acierto, 

(Jue corriendo el camino público paralelo a la vía férrea en 
la pane opuesta ¡ti expresado campo 1 informe de fojas 70I ; y 
existiendo, según manifestación de la parte demandada, entre 
aquélla y el lugar donde comenzó el incendio, una distancia 
aproximada ,| t , treinta y siete metras -y por eonsigtiieute. algo 
mayor desde el camino— es abso] mámente inadmisible que un 
cigarro arrojado desde éste, y menos un fósforo, baya podido 
atravesar esa distancia y producir el incendio. J'or otra parle, los 
testigns Rosendo Comreras y Jorge Rosales, qut recorrían el 
oam|K>. y se encontraban a tina distancia de quinientos metros 
cuando comenzó el fuego, según declara el último, no vieron 
transitar persona alguna por aquellos parajes. 

(Jne tu cambio, si las chispas que arrojaba la máquina 
eran abundantes, comí» sucede ron frecuencia, según el estado 
fie los chisperos y el combustible empleado, como debió ocurrir 
en este caso para que los testigos nombrados pudieran verlas a 
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quinientos metros de distancia, es posíbío que el fuerte viento 
reinante baya llevado ultimas de ellas hasta aquel lugar, pro- 
duciendo el incendio. 

Oue si a Ib ex| «testo se agrega la coincidencia de haberse 
iniciado el fuego momentos después de pasar el tren y sin que 
el hecho tenga ninguna otra explicación plausible, es indudable 
yue su causa no pudo ser otra que aquella, siendo. ]tor lo tanto, 
la empresa demandada responsable: del dan» sufrido j»or el ac- 
tor i artículos t»QJ. y siguientes del Código Civil». 

One establecida la existencia del ¡»erjuicio y la res]Kinsalii- 
1 triad de la demandada, mas no asi su importe, por los deficien 
tes elementos de prueba aportados sobre el particular, es de 
nportunidad proceder al juramento estimatoriu del actor, pre- 
visto por el articulo ¿jo del Código de PnKredimientos de la Ca- 
pital para casos análogos, y Mtple* itrio del Federal, como lo lia 
resuelto el Juez de l'rimera Imsaticia, siendo razonable en con- 
. a-pto de esta Corte, la cantidad de «cito mil quinientos |wsos 
fijada en la sentencia de aquél, para hacer dentro de ella la es- 
1imaci.n1. 

l*or estos fundamentos se revoca la sentencia recurrida, y 
se declara subsistente la de primera instancia, sin especial con- 
denación en costas. — Xotifiquese y devuélvanse, debiendo repo- 
nerle el papel en el Juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. — 
Roberto Repetto, — M Lau- 
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Don losé Gadea contra la Prenuncia de Mendoso, por cobro de 

iiimario : Los gobernadores de provincia no pueden ser citados 
posiciones en un 




Cofín I.o explica el siguiente: 



m*»W m M COkTÉ SUPREMA 

BHtno» AifM. Ionio i de 19» 

Autos y Vistos: 

Sobre el pc<lido relativo a absolución de posiciones solicita- 
do como parte de prueba en el juicio seguido por ihm José Ga- 
dea contra la Provincia de Mendoza sobre cobro de |>esos, 

Y Considerando: 

Que el Gobernador de la Provincia de Mendoza no puede 
ser citado para absolver posiciones ]iorque t como jefe de la ad- 
ministración de la provincia demandada con las limitaciones im- 
puestas por la Constitución de la misma, no podría, con sus ma- 
nifestaciones personales en un juicio, obligar a aquélla que no 
es la parte comprometida en el pleito a que se refiere el articulo 
108 de la ley nacional de procedimiento — (artículos 138 y 129 
de la Constitución de la Provincia de Mendoza )— Faltos, tomo 
114* página 331). 

Por ello, no lia lugar a lo solicitado. Molifiqúese y repón- 
gase el papel. 

A. Bermejo. — J. Ftgueroa Ai.- 

CORTA — ROBERTO ÜEPETTO — 

M. Lavrescbna. 
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Don Lorensp Guarí y otros contra la Provincia de J tijuy, sobre 
rrífiwikacw». 

Sumario : No corresponde a la jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema el conocimiento de un juicio de reivindicación 
contra una provincia, fundadu exclusivamente en disposi- 
ciones del derecho común y en que muchos de tos actores 
tienen su domicilio en la misma. 

Caso : Lo explican ¡as piezas siguientes . 



DICTAMEX DEL SEÑ'dR WtOCrRADO \ ('.EXERAL 

«iwi» Alrct, Mtr» » de IM 

Suprema Corte : 

Los procuradores Amadeo Lconi y Juan P. Gómez deducen 
ante V. E., invocando I» jurisdicción originaria y exclusiva del 
Tribunal, demanda por reivindicación en representación de las 
numerosas personas que se detallan en los poderes agregados 
de fs. i a ti, contra la provincia de Jujuy. 

La acción aparece fundada exclusivamente en disposiciones 
del derecho común, lo que hace inaceptable la jurisdicción invo- 
cada, por cuanto muchos de los actores tienen su domicilio en 
la expresada provincia ( Artículo too y 101 de la Constitución 
Nacional, 2." de la ley 40155 y doctrina de esta Corte Suprema, 
tomo 97, página 177). 

Por razón de la distinta vecindad tampoco procede el fuero 
reijuerido, por cuanto los actores están domiciliados unos en ta 
provincia de Jujuy y otros en la de Salta, no comprendiendo así 
a todos ellos por igual el privilegio del referido fuero (Informa- 
ción de fojas 42 a 44). 
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Estas mismas consideraciones son aplicables a la amplia- 
ción de ta demanda i¡ne se formula confusamente en et primer 
otro-si de! escrito de fojas 37 en contra de la Provincia de Salta. 

En cuanto al Gobierno de la Nación, con respecto al cual 
también se arnera !a demanda, la jurisdicción originaria de V. E. 
es notoriamente improcedente. 

Por ello opino que a V. E. no corresponde conocer en esta 
t-ausa. 

Horacio R. barreta- 



FAtUJ DE LA CORTE SUPREMA 

■un» Alie*. Junio T dt IKt * 

Autos y Vistos : 

Atento lo dictaminado por el señor Procurador General y 
lo dispuesto en e] inciso 6.°, articulo a.° de la ley número 48, se 
declara improcedente en el caso la jurisdicción originaria de 
esta Corte. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Figubkoa Al- 
corta* — Roberto Repkttó. 



Don Enrique A*ió por ta Provincia de Buenos Aires, couira Mar 
del Plata Golf Club, por reivindicación; sobre recusación 
de mt Ministro de la Corte Supremo. 

SutHario; 1.* Es improcedente la recusación de un Ministro de 
la Corte Suprema, deducida fuera de fa oportunidad pros- 
cripta por los artículos 2$. 39 y 44 de la ley 50. 



fallos de la coate suprema 



2." La amistad entro el Juez y el abogado de una de 
las partes, no es de Las causales taxativamente especificadas 
en la Ley Nacional de Procedimientos. 

Coso : Lo explica e! siguiente ; 

l'ALUt DE LA CORTE Si' TREMA (i) 

■ucnM Aim. Jarcia II 4e 19» 

Autos y Vistos: 

Siendo manifiestamente impertinentes e irrespetuosas las 
frases del precedente escrito que en este acto se subrayan por el 
tribunal, téstense sin más trámite por secretaria, y 

Considerando en cuanto a la recusación con causa deducida 
contra e! señor Ministro doctor Repetto; 

1. * Que ella ha sido deducida extemporáneamente (Artícu- 
los 28, 39 y 44 de la ley número 50; Fallos tomo 1 1 1, página 60 1- 

2. * Que independientemente de que el doctor Martín y He- 
rrera no interviene como letrado ni en ningún otro carácter en 
el presente juicio, cabe observar que la amistad entre el Juet y 
el abogado de una de las partes 110 es de las causales taxativa- 
mente especificadas en la Ley Nacional de Procedimientos. jHies 
el articulo 4$, inciso 4. de la misma sólo la admite en el caso de 
amistad íntima con alguno de los litigantes. 

3- é Que la causal de interés en las resultas del juicio a que 
se refiere el artículo 43. inciso S.°, también citado, no guarda 
ninguna relación con los hechos exj»ucstos por el recurrente. 

Por ello, se desestima la recusación. Hágase saber y repón- 
gase el papel. 

Ramón- Méndez. — M. Laurence- 
cexa. — Alfredo L- Palacios — 
Baltasar S. Bkltráx, 
( i ) En la misma techa 1a Corte Suprema se pronunció en 
i^uat sentido en la causa seguida por don Enrique Alió por la 
provincia «le Buenos Aires, contra ct Club de Mar del Plata, 
sobre reivindicación. 
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Don Victorino de la Phsa {su sucesión). — Contienda de com- 
petencia. 

Sumario: Radicado ante el Juez de la sucesión, por su agrega- 
ción al juicio testamentario antes de ser presentalla la co- 
rresjiondíente cuenta particionaria, un juicio por ejecución 
de sentencia pronunciada en una tercería de dominio segui- 
da contra el causante <1e dicha sucesión, corresponde el juez 
de la misma el conocimiento del referido juicio por ejecu- 
ción de sentencia. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bwdm AJm. Mayo 90 de IB» 

Supre¡na Corte : 

El Juez de la testamentaría de! doctor Victorino de la Pla- 
za, tramitada ésta ante los tribunales de la Capital de la Nación, 
libró, a pedido del representante de los herederos (fs. 156 y 
161 ) exhorto al Juez de t. B Instancia en lo Civil y Comercial de 
Bell Ville, Provincia de Córdoba, para que se inhibiera de co- 
nocer en el juicio Vázquez Jesús y Dionisio Alonso contra la 
expresada sucesión sobre tercería de dominio a que se refiere la 
cédula de fs. 155 de los autos testan»entarios. 

Aceptada la inhibición y remitidos los antecedentes al juez 
de la testamentaria, éste ordenó su agregación a los autos prin- 
cipales. 

Posteriormente el representante de los herederos manifes- 
tó que se allanaba a cumplir lo resuelto en esa causa para poner 
término a la misma y pidió se librara el exhorto respectivo al 
Juez de Bell Ville para que diera cumplimiento a su petición. 
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Asi li> dispuso él juez de la testamentaría el -7 de julio de 
h)jo, librándose el oficio 3! juez respectivo. 

Con fecha 13 cíe agosto de i<>¿5 h's expresados actores 
Vázquez y Alonso iniciaron ante el juzgado de líell Ville nuevas 
actuaciones sobre el mismo punto que mi >: i valia la citación dé 
fs. 1 15, cuyo duplicado corre a fs. 74 de los autos sobre tercería. 

Es indudable, ante lo que resulta de las constancias prein- 
sertas, que la nueva incidencia sobre competencia cutre el Juez 
de la Capital y el de líell Ville, motivada por esta segunda de- 
manda, se refitre a una cuestión resuelta anteriormente por di- 
ehos magistrados al ordenar la acumulación de la tercena al 
juicio testamentario ante cuya jurisdicción se ha producido un 
desistimiento. 

\"o hay pues, en mi opinión, contienda a dirimir. La que apa- 
rece planteada es por ello improcedente, y así pido a V. K. lo 
resuelva, manteniendo la jurisdicción det niagístrado que conoce 
en el juicio universal. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO ríiB 1. V CORTE SUPRBMA 

Buenos Airti, Junio 14 de 1936 

Autos y Vistos; 

Los de contienda de competencia entre un Juez de Ib Civil 
de la Capital y el Juez en lo Civil y Comercial de Bell Ville, 
provincia de Córdoba, para entender en el juicio promovido por 
Vázquez Jesús y Dionisio Alonso contra los herederos de Vic- 
torino de la Plaza, por ejecución- de sentencia. 

V" Considerando: 

i." Que la tercería iniciada por "Alonso Dionisio y Jesús 
Vázquez*' contra "Victorino de la Plaza y Angel Vázquez ', To 
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fué ame d señor Juez de Bell Ville. a causa de ser éste quién 
había entendido en la eji!eiic¡óti seguida por el ductor" Plaza con- 
tra Alonso y Vázquez, 

2,* Que fallecido el doctor de la Plaza, aquel expediente 
fué solicitado ¡>or el Juez de la testamentaria al de líell Ville. 
quien to remitió sin observación alguna acerca de su competen- 
cia, no obstante hallarse resuelto en primera y segunda instan- 
cia por los tribunales de su fuero. 

.V* Que la susodicha tercería fué agregada al juicio testa- 
mentario del doctor de la Plaza el 12 de mayo de 1920, esto es, 
antes de ser presentada la cuenta particionaria, quedando, por 
consiguientc. radicada ante el juez de la sucesión, a mérito de 
lo dispuesto por los artículos 3284 inciso 4.* Código Civil ; articu- 
lo 2.* 1 ley 927; articulo 12 ley número 48 y jurisprudencia de esta 
Corte. Ton» 114, página 37 y los allí citados. 

4. Que proponiéndose la demanda deducida ante el Juez de 
Bell Ville y que motiva la actual incidencia, obtener la ejecución 
de ta sentencia pronunciada en el juicio de tercería de dominio, 
aquélla debe substanciarse ante la misma jurisdicción en que 
quedó radicado definitivamente el principal, esto es, la corres- 
pondiente al Juez de la testamentaria. Fallos tomo 133. |>ágina 
261 y tos allí citados. 

En su mérito, de conformidad con lo pedido por el señor 
Procurador General, se declara que el conocimiento de esta cau- 
sa compete al Juez en lo Civil de la Capital a quien se le remi- 
tirán los autos, haciéndose saber por oficio al Juez de Bell Ville. 

A. Bermejo. — Roberto Repet- 
to. — M. L.wrbncena. 
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Don Pi'dro Demurcho (su sucesión). Contienda de competencia 

Sumarial Infiriéndose de los antecedentes de autos que el cau- 
sante se hallaba domiciliad» en esu Capital, corresponde^ 
de aaterdo la ley y la jurisprudencia, declarar que el 
conocimiento del juicio sucesurio compete a los jueces de la 
misma. (Esos antecedentes eran: adquisición de muebles 
por el causante ¡«ira su uso: gestiones para comprar casa 
«pi« se proponía habitar ; cuenta bancaría abierta en un es- 
tablfcitnit-mu de esta Capital, acto en que declaró que era 
éste su domicilio, y uimst. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

UECTAM fíN D% SKÑÜR PROCURADOR CKNKKAI. 

Bueno* Atret. Abril * de 193S 

Suprema Corte : 

Ante el juzgado de r." instancia en lo Civil de la Capital de 
la Nación se inició el 18 de Febrero de 1925 el juicio testamen- 
tario tle don Tedro Demarchi, fallecido en esta misma Capital 
el 5 del citado mes de Febrero. 

El expresado juicio fué abierto a pedido de la esposa del 
causante y de todos sus hijos. 

Cuatro meses después, la misma sucesión testamentaria era 
iniciada ante el Juzgado Civil de la ciudad de Mercedes (pro- 
vincia de San Luis> a pedido del representante del Consejo de 
Educación de dicha provincia. 

Eti ocasión de solicitarse por el Juez de la Capital el dili- 
genciamiemo de un exhorto dirigido al Juez de Mercedes, requi- 
sitoria que fué denegada por este último, se ha trabado entre am- 
bos magistrados cuestión de competencia para conocer en la alu- 
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dida testamentaria, la que ha sitio sometida a decisión de esta 
Corte Suprema (Ley número 4055, articulo 9."). 

De !a prueba producida en los expedientes remitidos se de- 
duce que el caucante vivió en Naschel, provincia de San Luis, 
hasta cinco meses antes de su fallecimiento, ¿poca aíjuella en la 
cual se trasladó a Buenos Aires acompañado de su esposa. 

En Xaschel tenia et causante todos sus bienes raices, los que, 
al trasladarse a Buenos Aires, dejó al cuidado de su hijo Juan, 
confiriéndole para ello poder general de administración. 

Su ausencia respondía, según las declaraciones de los testi- 
gos en el expediente de Mercedes, al deseo de atender su salud. 

I 'ero, llegado a Buenos Aires, manifestó públicamente su 
intención de radicarse en esta Capital, gestionando a tal fin la 
adquisición de una casa habitación, mientras vivía en casa de un 
hijo suyo, cu la calle Rivadavia número 179a 

Esta intención aparece confirmada expresamente ¡>or el mis- 
mo causante al oturgar.su testamento corriente a fs. ¿ de los au- 
tos de la Capital. 

.Asimismo el expresado Detnarchi había abierto con el du- 
niicilio indicado, una cuenta corriente en el Banco de Italia del 
Uto de la Plata, en el cual descontó un documento (fs. 217, ex- 
pediente de la Capital >. 

Además, a fs. 159 vta. del inventario practicado en este úl- 
timo expediente, figura en la referida casa Lavalle número 1790 
muebles de uso del causante 

En presencia de todos estos antecedentes cabe afirmar, en 
mi opinión, coordinando las probanza sacumu Indas en los dos 
expedientes, que el causante trasladó a Buenos Aires su resi- 
dencia (Artículos 97 y 99 del Código Civil), con ánimo de per- 
manecer aquí. 

l'*or ello, aplicando la disposición contenida en el artículo 
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3-Í&4 del Código citado, es juez competente para conocer en la 
testamentaría de don Pedro Demarchi. el de la Capital de !a Na- 
ción, por ser el del lugar de su último domicilia 

Horacio R. Larjeta* 



PALLO l»E LA COK TE SUPREMA 

Btienoi Alfw, junio 14 4c IW 

Autos f Vistos: 

Los de contienda de competencia entre un Juez en lo Civil 
ile esta Capital y otro de lo Civil y Comercial de Mercedes. Pro- 
vincia- de San Luis, para conocer en el juicio sucesorio de don 
Pedro Deniarchi, 

Y Considerando: 

Que la contienda proviene en el caso de que a nU.s jueces 
se consideran competentes para entender en lo tutos menciona- 
dos, fundándose en el hecho de haber tenido el causante su úl- 
timo domicilio dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Que en efecto, promovido el juicio de Demarchi por el re- 
presentante de sus herederos ante et Juez en lo Civil de la Capi- 
tal, este declaró su competencia en razón de que el último domi- 
cilio de! causante fué esta ciudad, y a petición de pane requirió 
del Juez de Mercedes (San Luis) que se inhibiera de entender en 
el juicio sucesorio del mismo causante, promovido allí posterior- 
mente por el representante del Consejo de Educación de la Pro- 
vincia, requirimiento al que no se hizo lugar por considerarse que 
el domicilio aludido estuvo constituido en el pueblo de Mascliel. 
partido del mismo nombre. Departamento Chacabuco de la pro- 
vincia de San Luis, donde tenia el causante el asiento principal 
de sus negocios {Expediente de la Capital, autos de fs. ¡c/< y 
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Que si bien el antecedente de que Dcmarchi antes de trasla- 
darle a Buenos Aires tenía su domicilio real en San Luis, lugar 
de radicación de sus intereses, no ha sido controvertido en (a 
substanciación tic la contienda, sin emliargo, se han acreditado 
en autos hechos y circunstancias que permiten considerar fun- 
dada la afirmación de que el causante resolvió establecerse aquí 
definitivamente, para atender su salud y apartarse de los nego- 
cios, A este último efecto otorgó poder general a uno de sus hi- 
jos, siendo de presumir que esla formalidad se habría conside- 
rado innecesaria a no mediar el propósito enunciado. 

Que la decisión de cambiar aquel domicilio por el de esla 
ciudad, se manifiesta asimismo por hechos bien explícitos, tales 
como el de adquirir muebles para su uso; las gestiones realiza- 
das para comprar una casa que se -proponía habitar; la cuenta 
bancada que abrió en un establecimiento de esta Capital, acto 
en el que declaró que era éste su domicilio ; y corroborando esas 
manifestaciones. la explícita afirmación que consigna el respec- 
to en su testamento, en el que no se limita a expresar que es ve- 
cino de esta Capital y domiciliado en la calle Lavalle número 
■790. sino que hace constar su residencia accidental en el Sana- 
torio donde dicta sus disposiciones testamentarías, lo que prue- 
ba que el de atjtts no confundía, como se pretende, residencia 
con domicilio, ni atribuía el mismo sentido a ambos términos de 
acepción jurídica diferente. 

Que debiendo inferirse de estos antecedentes que el causan- 
te de esta sucesión se hallaba domiciliado en esta Capital a la 
época de su fallecimiento, es evidente que de acuerdo con la ley 
y la constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, ar- 
tículos <>j, 99, y sus concordantes; Fallos, tomo 135, pági- 
na 24(1; tomo 138, página 232 ; entre otros). — es a los jueces de 
esta Capital a quienes compete el conocimiento del juicio suce- 
sorio de referencia, puesto que la jurisdicción sobre la sucesión 
corresponde a los jueces del ultimo domicilio del causante. 

En su mérito, y conforme con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara que el juez competente en el caso 
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es el de lo Civil de esta Capital, a quien se remitirán los autos, 
avisándose al de Mercedes (San Luis) en !a forma de estilo. Re- 
pon£ase el pape!. 

A. Bermejo. — J. Figuekoa Al- 
corta — Roberto Rei-etto — 



Sociedad anónima "La Protectora Atjrkola' contra la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, par dcJolitcióu de su- 
mas df dinero. 



Sumario; l,a Kmprcsa del Ferrocarril Central Argentino no se 
halla autorizarla, expresa ni implícitamente, por las leves 
¿873. -J-Í07 y 5315 y decreto del Poder Ejecutivo, de 13 de 
fuero de |«ira establecer las tarifas de arrendamien- 

tos de espacios destinados al almacenaje de cereales, sin tic* 



SKxTKXCIa IJKL SEÑOR jvKZ FEDERAL 

Bueno» Air», Febrero 18 de MÜÜ 

Estos autos; seguidos por la sociedad anónima "\a Protec- 
tora Agrícola" contra ta empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentino por devolución de sumas cobradas indebidamente, de 
em o estudio resulta : 

Que a fs. 6 don Eulogio F. Aráuz. en representación de la 
sociedad actora, demanda al Kermearril Central Argcatino por 
devolución ele la suma de S 807.60, sus intereses y cosías. 
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Oue con e! búlelo acompañado X." 61009 comprueba que 
su mandante alquiló en el galpón de dc|xtsito de la cstarión Sai- 
ra, 374 metros cuadrados que le fueron cobrados a razón de 
$ O-40.:n/n. el metro, a pesar de tratarse de un alquiler por doce 
meses, percibiendo la empresa 1795.20 $ ni/n. 

(Jiie la empresa tenía derecho a cobrar solamente o.2o'pesos 
moneda nacional por metro cuadrado por mes, de acuerdo con la 
tarifa vigente para esa clase de servicios, pues en el año 1911/ 
sometió a la Dirección General de Ferrocarriles, la nueva tarifa 
de alquileres que había proyectado i>; que por resolución de 4 de 
agosto de 1919 no fué aprobada. 

Que rio obstante haber sido rechazada esa ta rila. la empre- 
sa aplicó y hacía 1 llegar a los interesados la afirmación inexacta 
de que la tarifa se aplicaba de acuerdo con la vigente, y ade- 
más se negó a devolver a su mandante la mitad de lo percibido, 
que es lo indebidamente pagado. 

Por resolución de 1." de; octubre de 1920, la Dirección Ge- 
neral de Ferrocarriles hizo saber a los que a ella recurrieron, 
que la tarifa especial B. 28 A para, arrendamiento de galpones, 
se aprobó para regir desde el 1° de diciembre de 1919, y que 
correepondía la devolución de todo exceso que sobre la tarifa 
anterior hubiera cobrado la empresa hasta esa fecha. 

(Jtic ante la duda de que hubiese una aprobación válida de 
la, tarifa, su representado pidió una aclaración que motivó la re- 
solución de octubre ft de 1920, por la que se hizo salx_*r que la 
tarifa fué aproltada el 7 de julio de 1920, es decir, seis meses 
después de hecho el cobro que reclama, no obstante lo cual la 
Dirección General ha querido darle fuerza retroactiva, como pa- 
ra ampirar esos cobros realizados indefinida mente. (Juc en la 
fecha referida el expediente de su mandante hacía un mes que 
estaba en condiciones de ser resuelto. 

Qne no habiéndose aprobado la tarifa cuando se la puso 
en vigencia ni cuando formuló el reclamo administrativo, la pos- 
terior aprobación no tiene fuerza retroactiva ni afecta al derecho 



270 



PAULOS DE LA CORTE SUF*E1I A 



que representa : invoca el artículo g.° y siguientes del decreto 
cite 13 de enero dej t#í$, 13, 33 y 4+ de la ley 2873; 9 ríe la ley 
53.(5) .i- /í*4'> siguientes del Código Civil y 17 de la Constitu- 
ción Xacional. 

Dedaiada la comjieiciicia del juzgado por tratarse de la 
aplicación de las leyes 2873 y 5315, se corrió traslado de la 
demanda, <juc fué evacuado por don Pedro Giménez Marino en 
representación de la empresa del Ferrocarril Central Argentino, 
diciendo quo es cierto (pie la actora. en noviembre de ujit), al- 
ipiiló 374 metros cuadrados en el galpón de la estación Saira a 
n.40 8 m/n. el metro cuadrado según el contrato que firmó y 
por 1.* táittto, esa aceptación dd precio implicaba la de la Vigencia 
de la tarifa cobrada por la empresa contra la cual no protestó 
ni hizo observación alguna éti él momento de ultimar el arreglo. 

(Jiie el 20 de noviembre de 10,18, la empresa comunicó a la 
Dirección Ccnerat de Ferrocarriles, el aumento de las tarifas de 
alquiler o depósito (pie se aprobó jmr resolución de 7 de julio de 
iv-'O. Til articulo CJ del decreto de enero 13 de 1913, sólo auto- 
riza a la Dirección para tomar medidas para rebajar las tarifas 
de que se trata en caso de que las utilidades líquidas de las em- 
presas excedan de un O.80 ' ', . 

(Jue la ua»pre>a ejercita un derecho propio, al aumentar las 
tarifas, respetado jior las leyes respectivas, sin más requisitos 
que el de la comunicación y juililicidad a que se refieren los ar- 
tículos 13 y 33 de la ley de ferrocarriles y el cumplimiento de 
GjSQS requisito?, permitió que los cardadores conociesen el aumen- 
to de laJ ratitas (pie aceptó ta actora al celebrar el contrato con 
la empresa. 

(¿lie es improcedente la acción de repetición de lo que fué 
cobrado legítimamente con la aprobación de la repartición que 
pudo desautorizar el aumento de la tarifa, por lo que pide el 
rechazo de la demanda, con costas. 

Abierto el juicio a prueba, se produjo | a que certifica el 
actuario a fs. 52. habiendo alegado sobre su mérito amhas partes 
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a fs. s.í ty 61, con lo que estos autos quedaron en estado de dic- 
tar sentencia. 

V Considerando: 



Que la empresa del Ferrocarril Central Argentino, al cuu- 
icstar la demanda a fs. 19, reconoce ser cierto que alquiló en 
noviembre de 1919, a "La IWectora Agrícola", 374 metros 
cuadrados en el galix'm de la estación Saira, al precio de § 0.40 
moneda nacional el metro cuadrado, expresando que en el pe- 
riodo de prueba presentaría el documento firmado por la parte 
adora. 

Que no habiendo la empresa demandada presentado el «lo- 
en mentó de la referencia en el período de prueba, es indudable 
t|ue la cuestión materia de este litigio, tiene que ser resuelta con 
sujeción a los principios que regían en esta clase de actos, en el 
momento en que se realizaron- 

Que según se desprende del documento otorgado por la em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino a fs, 5, el alquiler de 
■ 7':J.v¿o $ ttij/n. \*" r los ,174 metros de gal|>ón correspondía des- 
de el 2fi de diciembre de 1919 hasta el 15 de diciembre de 1920, 
a razón de 0.40 $ 111/n. el metro cuadrado en lugar de 0.20 ]>e- 
sos moneda nacional, cuya diferencia motiva la presente de- 
manda, por considerar que tratándose del alquiler de un año 
tenía derecho a ta rebaja del 50 %. 

Que la Dirección Genera! de Ferrocarriles informa a fs. 
37 que basta el 30 de noviembre de 1919, rigieron las tarifas de 
u.40 | iy¡ 0.15 ? m\m el metro cuadrado por mes o fracción, i^r 
el alquiler de espacios i¿ara cargas en depósitos y en terrenos de 
las estaciones, respectivamente; alquiler por seis meses, 25 % de 
rebaja, y poi* año 50 '/c. Agrega que la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino en el año 1918, sometió a la Dirección Ge- 
ntral de Ferrocarriles, un proyecto de tarifa para alrpiiler de es- 
pac i 0$ para cargas, elevando las de 0.15 a 0.30 y de 0.40 a O.80 
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pesos moneda nacional, que fué denegado por resolución de agos- 
ta 4 lié muí. Y al contestar él punto 1* expresa cu c] expediente 
iniciado por¡ la sociedad anónima Protectora Agríenla" rc- 
datnaiido por ta aplicación de la nueva tariga, qtic aún rio lia sido 
aprobada por el Ministerio. 

<juc a ís. 4S caire la resolución de la Dirección General <le 
l-'cr encarriles de julio 7 de 1920, con nimiio tic la recortsidé ra- 
ción solicitada por la empresa del Ferrocarril Cení ral Argenti- 
no, aprobando la modificación propuesta y autorizando la vi- 
gencia; de lus precios que se mencionan, a contar del j." de di- 
ciefnbfe ¿tí i*n*j. 

One de lo expuesto queda evidenciado que. al otorgar la 
empresa del Ferrocarril Central Argentino, el recito) N." 5, pnr 
el alquiler de 374 metros cuadrados de galpón por un año a 
$ 0,40 ni|n. el metro, regia la tarifa antigua que autorizaba un 
descuento del 50 , según se lia visto anteriormente, pues tas 
modificaciones a la misma recién se aprobaron en julio 7 de 
ujjo. según consta del expediente administrativo agregado. 

(Jtie el efecto retroactivo que dicha resolución pretende dar 
a la vigencia de tas nuevas tarifas a contar desde el i." de di- 
ciembre de 1919. es inadmisible en presencia de tas disposicio- 
nes terminantes del Código Civil en sus artículos 3." y 4044 al 
establecer que Ins leyes disponen para el futuro y no tiene efec- 
to retroactivo, y que. hs nuevas leyes deben ser aplicadas a los 
hechos ¡ulteriores, cuando sólu priven a los particulares de dc- 
reeltQS, qtte sean rrveros derechos en especial i va, i>cri> no pueden 
aplicare a Ins hechos aanieriores. cuando destruyan o cambien 
derechos adquiridos* 

QÜO en su viHud; la resolución, de la Dirección Genera] de 
Fern «carriles de íceha ~ de julio de iijjo, aprobando tus referi- 
das modificaciones a las tarifas, según consta del expediente ad- 
ministrativo, sólo pueden lener aplicación en adelante, pero ja- 
más reconocerles eféCfO retroactivo, porque afectarían derechos 
adquiridos, tic donde resulta íjftté la parte aeinra puede exigir la 
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tic vol lición de lo indebidamente cobrado desde diciembre 2í> de 
mjh> hasta julio 7 de 1020, pues desde esta fecha t;i empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, tiene derecho a cobrar el alqiu- 
ler del depósito en la forma <jue lo ha hecho. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando a la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, devuelva a la sociedad "La Pro- 
tectora Agrícola" el exceso del 50 % cobrado en el recihn de 
fs. 5. desde diciembre 2U dii 1919 hasta julio 7 de 1920, con las 
costas en el orden causado, Molifiqúese y rej>óng;mse las fojas. 

Mauttcl H. dé Anchorcua. 



SlvNTKNCI A U CÁMARA FU* RAL 

Bueno» Alfet. ArosIo i* 4t 1823 

Vistos estos autos seguidos por la "Protectora Agrícola" 
contra el Ferrocarril Central Argentino por devolución de su- 
mas abonadas, relacionados a fs. 68. 

Que Como lo establece la sentencia apelada, la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino cobró a la parte adora una tarifa 
superior a la vigente a la época en míe ésta depositó sus cereales 
en el galpón de la estación Saira- 

Que la demandada alega que la parte adora contrató ese 
precioi y que la Dirección de Ferrocarriles, en julio 7 de 10,20. 
aumentó la anterior tarifa a partir del 1." de diciembre de 1919. 

Que tratándose de un servicio público, cuyo precio hállase 
regulada por el Estado por medio de la autoridad administrativa 
que las leyes establecen, la empresa que presta los servicios no 
puede libremente contratar su precio, sino que deta ajustarse a 
cobrar aquel que haya sido aprobado por ta autoridad respetiva 
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y desde la fecha de su aprobación ; y, a su vez. la autoridad ad- 
ministra! i v;i, sin que la loy autorice expresamente— lo qU e m 
ocurre en el caso lite— carece de facultad para dar efecto 
retroactivo a una larífa, porque la irrclroaetividad eonslituve el 
principio legal y la rétrmetividad la ÉxcejkriáH; ¿sta debe, pues, 
futí dar m? en ley. salvo el caso que se trate de materia penal en el 
m ella encuéntrase prohibida por el artíclife iS de la Constitu- 
ción Xacionat. 

Ovie tratándose del precio pagado pnr todo el año. y de 
acuerdo con la tarifa vigenw al tfenpq de efectuarse la opera- 
Mfii todft lo cobrado indebidamente del>e ser devuelto al actor. 

Por estas consideraciones y los fundamentos concordantes 
de la setiteucia arlada, se la modifica, y. en consecuencia, se 
condena a la demandada a la devolución íntegra de la diferen- 
cia cobrada de más. con sus intereses y las costas det juicio. Hc~ 
póitganse las fojas en primera instancia. — Marcelino, Escalada. 
- fí. . ! Xtixtr Anchort-mu — J. P. Luna. 



RESOLUCION i»f i jA CORTE SITREM A 

Bufnoi Atrn, Junio te de IttS 

Vistos y Considerando: 

f¿ue ln empresa recurrente lia invocado las leyes 2873, ^207 
y 5.U5. asi como el decreto del Puder Ejecutivo dé i¿ de enero 
de MíJ.i, en a|myo del derecho que sostiene le asiste para esta- 
blecer las tarifa> de arrendamiento de espacios destinados al al- 
macenaje de cereales, sin necesidad de someterlos a ta aprol»a- 
01. >u gubernativa; y al interponer el recurso extraordinario para 
ame esia Corle, sostiene míe la sentencia de que se recurre le 
lia desconocido ese derecho de carácter federal. 

IJue irnguna de las leves mencionarlas acuerda expresa o 
implkitaimnte dicha prerrogativa y. por el contrario, las ñor- 
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mas establecidas por la primera de ellas relativamente al trans- 
porte fle jwisajeros y de cargas constituyen antecedentes adver- 
tí;, a la tesis de la recurrente, según lo declarado por esta Corte 
en fallo reciente, recaído en la cansa seguida por don Juan H, 
Come?, contra !a empresa del Ferrocarril Central Córdoba sobre 
devolución dd exceso de fletes, y en otras análogas (sentencias 
de fecha 21 de mayo último en los juicios José f'aoletti contra 
el Ferrocarril Central Córdoba, sobre cobro de pesos, y Adolfo 
C.ómez contra e! Ferrocarril Central Córdoba, por cobro de 
pesos;. 

Oue el decreto de 13 de enero de njij. en cuanto dispone 
i|ue las tarifas de almacenaje serán preparadas por las compa- 
ñías ferroviarias o sus subrogatorios, calculando une las utili- 
dades liquidas no excedan del o.fto por ciento al año (artículo 
9"). no favorece tampoco dicha tesis, toda vez «pie con arreglo a 
las expresiones usadas por el Poder Ejecutivo las empresas no 
quinaban autorizadas para establecer o fijar las tarifas, sino 
solamente para proyectarlas o projwínerlas, que tal es el signifi- 
cado más exacto del vocablo "preparar", empleado en el decre- 
to de que se trata. Por lo demás, al final de ese mismo artículo 
tj.° invocado ]mr la recurrente, se dispone en forma que no deja 
margen para titulas que "antes de entrar en vigor las tarifas de 
cada ferrocarril deberán nser aprobadas por la Dirección Cene- 
ral de Ferrocarriles". 

F,n su mérito, se confirma la sentencia pelada en cnanto ha 
sido materia del recurso. Notifíqiiese y devuélvanse al tribunal 
de procedencia, donde se repondrá el papel 

A. Bermejo. — J. Fic.ueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. — 
Roherto Rei'ETTo. — M. Lau- 

RENCENA. 
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I'oit Tomás BeltratmHQj en autos con la suciedad anónima coo- 
peración General de Consumas de Rafaela, sobre mil id mi de 
acciones. Recurso de hecho. 

Sitmario: íj' El pronunciamiento de la justicia ordinaria decla- 
rando la validez de una decisión de un Consejo de Adminis- 
tración de una Sociedad Anónima, a mérito de la iníerpre- 
■ lación atribuida i>or éste a un articulo de los estatutos so- 
ciales, comporta la sentencia fundada en ley exigida |xtr el 
articulo 17 dé la Constitución. 

j. " N*o ] mede alegar la incotistitticionalidad de una cláu- 
sula de los estatutos de una sociedad anónima, el si>cio míe 
expresamente aceptó el contenido de esa cláusula al subs- 
er iliir las acciones de que era poseedor. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes; 



pictamkx* ih:i. si-Sor pkoci'R.soor í.kni:r\i. 

Batuta Alrn. Abril 14 dt mi 

Suprema Corte : ' 

Encuentro ajustada a derecho la denegación del recurso de 
apelación para ante V, K. decretada por la Sala II turno de! Su- 
perior Tribunal de Justicia de la Provincia de Santa Te. en la 
presente cansa seguida v>or don Tomás llcll minino contra la 
"Sociedad Anónima Cooperación General de Consumos de Ra- 
lada" sobre nulidad de actos realizados por el Consejo de Ad- 
ministración de di aa sociedad. 

El actor, accionista de la suciedad aludida, se queja de que 
la misma le haya anulado sus acciones aplicándole la sanción 
contenida en el articulo <),* de los estatutos sociales. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



277 



Entiende que esto importa privarlo ule sus derechos sin for- 
ma alguna de juicio, con violación de la garantía respetiva con- 
sagrada |)or la Constitución de la Nación y mediante la aplica- 
ción de una disposición estatutaria que él alega .ser ¡iiconstitu- 
cional. 

Sometido el litigio a resolución del Juez de t.' Instancia, 
éste hizo lugar a ta demanda. Pero el Suprior Tribunal lia re- 
vocado esta semencia. 

líste tribunal se ha limitado a resolver el caso por funda- 
mentos exclusivamente de derecho civil y comercial. 

El actor sostiene, como ha dicho ante V. V.., que la resolu- 
ción tomada a su respecto jjor la Si»ciedad, importa una condena 
con pérdida de sus derechos sin forma alguna ele juicio. 

Pero olvida <|ue estas actuaciones están demostrando preci- 
samente lo contrario, ya que él ha sometido a decisión judicial, 
la efectividad de los derechos que entiende le |>erteneccn. 

Y en esta causa, se ha discutido ampliamente el punto ma- 
teria de ta controversia. 

No puede, pues, hablarse de restricción al derecho constitu- 
cional de libertad de defensa en juicio. 

En cuanto < J < la impugnaciónn de inconstitucimialidad de 
una cláusula contractual 6 estatutaria, entiendo que la afirma- 
ción es errónea, porque la inconstitucinnalidad sólo puede ale- 
garse om respecto a leyes o decretos y resoluciones (pie emanan 
de los Poderes Públicos. 

Considerando que esa afirmación debe entenderse en el sen- 
tido de que la referida cláusula es tuda, por ser contraria a de- 
recho, el que corresponde aplicar en este caso no es federal sino 
exclusivamente comercial o civil, como lo ha entendido el mismo 
actor al iniciar su demanda, fundándola en las prescripciones 
contenidas en los Códigos de esa materia, y como lo ha hecho el 
Superior Tribunal al resolver i»r fundamentos de la misma na- 
turaleza, el litigio entablado. 



3,8 F.\W)s DE V\ CORTE SUPREMA 

Ks jurisprudencia uniforme <Ie esta Corte Suprema íjue ta- 
les resoluciones flo pueden ser revisadas en el recurso extraoníi- 
mm de apelaciónn creado por el articulo r 4 do ] a ley 4 x. 

I'or lo expuesto, son de opinión que corresponde declarar 
bien denegada ta ablación deducida para ante V. E. 

I toraa\> Ri títrreta. 



RKSíH.lVlnX de iJi CORTE St'f'KE.M ,\ 

Burno* Afro, Junio «8 $* XKt 

Autos y Vistos, Considerando: 
(J«e él recurrente, accionista de 1? Sociedad Anónima Coo- 
• peracióu Oneral de Consumos de Ka facía, sostiene que ¿«ta 
al anularle sus acciones .-.plisándole | a , ailc ¡ lin atenida en el :u 
[ÍCtjlo g," de los KsLattitos soc iales, ha desconocido en su detri- 
mento Jas garantías d la Inviolabilidad de la propiedad y del 
derecho de defensa, pues na sido condenado sin forma de juicio. 

íjuc la aludida cláusula novena, se encuentra redactada en 
I.k términos simientes ¡ "|, ; ,s acciones serán siempre nominales e 
indivisibles y responderán como mayor garantía al crédito de ios 
accionistas, pudiendo el Consejo de Administración anular las 
acciones de! socio que en sus relaciones con la sociedad incurre 
en mora del \ni'¿(i de sus deudas. Anuladas las acciones, se cu- 
brirá con ellas el importe de la deuda y todos los gastos que hu- 
bieren originado, lamiéndose el excedente a disposición del socio 
moroso". 

íjue durante el curso det presente juicio el apelante no ha 
desconocido l u calidad de deudor (jue el ejercicio de la cláusula 
transcripta presupone, como requisito previo. 

yin- el pronunciamiento obtenido en esas condiciones en el 
juicio tramitado ante la justicia ordinaria de la Provincia de San- 
fa I'e, declarando la validez de la decisión del Consejo de Admi- 
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ti i st ración, a mérito de la interpretación atribuida al transcripto 
articulo nueve, comporta precisamente la sentencia fundada en 
ley exigida por¡ el artículo 17 de la Constitución. 

(¿ue, en cuanto a ta inconstitucional idad de la cláusula nove- 
na de los estatutos, fundada en que ella es contraria a la ley 
ÍLindameutal de la Nación, cal>e observar que su contenido ha 
sido expresamente aceptado por el recurrente al subscribir las 
acciones de que era poseedor, y consiguientemente el derecho 
atribuido al Consejo de Administración, no puede ser detenido 
en su ejercicio i>or la misma persona que ha renunciado a los 
beneficios, de la substanciación de mí procedimiento previo. 

Kn su mérito, y de conformidad con lo dictaminado y pedi- 
do por el señor Procurado* Ücneral. se declara improcedente la 
queja, Xotifiquese y repuesto el papel archívese, devolviéndose 
el expediente solicitado por vía de informe, con transcripción de 
la presente, f 

J. FicüBROA Alcorta. — Ramón 
MÉNDEZ* — Roberto Repetto 

M. LACRES CENA, 



Anónima La Esirdla. contra ta 




Su mano'. Las acciones por cobro «le impuestos son de com|je- 
tencia ele !os tribunales locales respetivos de las provincias, 
cuyas leyes U ordenanzas han establecido dichos impuestos, 
cualesquiera que sean el domicilio de los demandados tf las 
excepciones que se opongan, (artículos 104 y 105 de la 
Constitución Nacional, y 2.° de la ley número 48) ; no pu- 
diendo ocurrirse a la justicia nacional, sino por la vía del 
recurso extraordinario en los casos previstos por el articulo 
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14 de la ley número 4*. □ fracción de repetición de un im- 
puesto impugnad» como contrarío a la Constitución N'aeio- 
nal. después, de haherlo pagado con Jas reservas con si- 
guíente*. 



DKT.\MIÍX SEÑUK rKOCL'R AIHJR üKS KKAL 

Buenos Aires, julio :¡0 de 10Z£ 

Suprema Corte: 

I.a Sociedad Anónima U Ksi relia demanda a la Provincia 
de Buenos Aire* para que se declare la íneotisritucionahdad del 
articulo tS de la Ley local de Papel Sellado de 30 de Enero de 
i«>_'4. en cnanto grava con un impuesto ciertas transferencias 
úé dominio que se hagan a favor de la Sociedad Anónima. 

IVro la adora, como acertadamente lo reserva la provincia 
drmaiuhda. no lia satisfecho el impuesto aludido; no reclama, 
pues, su devolución, ya que afirma halarse negado al pago que 
se le ha exigido en m-asión de Inorarse las escrituras púhlicas de 
transmisión respectivas. 

ÉHó hace que el caso de autos escape a la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte. 

En efecto, es- doctrina uní forme de V. lv, que. para alegar 
la inconsiitucitinah'dad de un impuesto, es requisito indispensa- 
ble su previo pago y ha jo protesto. 

Kst» último porque las relaciones entre el listado y el con- 
tnhu/eme están regidas por el Derecho Público Administrati- 
vo y subsidiariamente por el derecho civil. 

V. K, ha dicho al rcs¡>ecio en la causa que se registra en el 
ntiuo w, página 355 : "C/uc la exigencia del patfo previo de los 
inipOelttíS, con la correspondiente protesta, fiara que el contri- 
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límente pueda ocurrir a los jueces cíe su fuero pidiendo la devo- 
lución de lo indebidamente pagado, no ha respondido en la ju- 
risprudencia invocada, al pro|>ósito de constituir la prueba del 
pago, que consta en los reei1>os otorgados por la adnuuist ra- 
ción, StnQ al de tío paralizar ¡a recaudación que debe hacerse por 
hu autoridades locales con arreglo a sus propuis leyes v >'Q pri- 
var de sus realas a fas ¡fobiernos de provincia." 

I. o expuesto me induce a afirmar, como lo he dicho, tpie esta 

Horacio R r Larreta. 
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Duchos i 



Resultando : 

Don Ismael J. Díaz, mandatario de la Sociedad Anónima 
"La Estrella'*, fundada en esta capital con autorización del Po- 
der Ejecutivo Nacional, manifiesta que ni pretender protocoli- 
zar en la Provincia de Buenos Aires la transferencia de los bie- 
nes de don Angel Pcluffo a la mencionada sociedad, el escriba- 
no de I.a Piala, don Esteban Achinelli. Ies exigió el abono de 
un impuesto del 16 jHtr ciento creado por U ley de papel sellado 
provincial de 30 de Enero de 1924. cuyo articulo 18 dispone: 
"Pagarán el 8 *,\ los vendedores y el 8 r /r los compradores cuan- 
do la transferencia de dominio se haga a favor de una sociedad 
anónima entre cuyos accionistas figuren el vendedor o sus here- 
deros como suscriptores de más de 1$ % del capital social". Sos- 
tiene que para sociedad de reciente creación, el impuesto de que 
se trata constituye una carga, imposible de soportar; qite es tan 
elevada y desproporcionada como impuesto, que bien puede ca- 
lificarse de injusta, arbitraria, opresiva o confíscatoria, a más 
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de adolecer tic lo¿ vicios c t ite lo anulan como prohibitivos, con- 
trario a la libertad de comercial y asociarse con fines honestos 
incompatible mnio confiscatorio con los principios fundamenta- 
les establecidos en salvaguardia fie la inviolabilidad de la pro- 
palad y viola, ademas el principio de igualdad, desde que esta- 
blece un impuesto muy s#pe*ít)r aj'ípe grava las transferencias 
a favor dé <Am sociedades anónimas sin (( ne exista una base 
razonable ¡jara hacer tal distinción ; en una palabra, que dicho 
impuesto es repugnanteí a los artículos X, 15. p.. \ 7 . ¿o, _>K y ,\i 
de la Constitución Nacional. Por todo ello promueve demanda 
contra la pruvineia de líuenos Airo para que r>|iorl unamente se 
declare la inLouMiiucionalidad del nrtictiln iH de la I.ey de l'a- 
¡h-I Sellado de 30 de Huero de 10J4, a fin de poder protocolizar 
la escritura de transferencia de Miñes sin pago del impuesto que 
en 1;t W impugnada se establece. 

Conte>tando el traslado conferido, e" representante de la. 
pruvineia demandada se ocupa, en primer término, de las cues- 
tiones de orden constitucional expuestas en la demanda, y ter- 
mina su exposición sosteniendo la incompetencia de la justicia 
nacional jiara entender en la presente causa, por no haberse efec- 
tuado el pago previo fiel impuesto provincial, requisito declarado 
indispensable por reiteradas decisiones de esta Corte, para que 
pueda ocurrirse ante dicha jurisdicción, jior lo que solicita el re- 
cliazo, con costas de la demanda. 

Recibida la causa a prueba ( fs. 63 vta. I y producida la que 
se indica en el certificado de fs 74, los litigantes presentaron 
sus respectivos alegatos, y habiéndose oído al señor Procurador 
< '.eueral. & llamaron los autos para sentencia ( fs, 88 vta. > : y 

Considerando : 

One según aparece claramente, consignado en el escrito de 
demanda, la sociedad achira se propone obtener la protocoliza- 
ción de la e^critur;, de transferencia de bienes, eludiendo el pago 
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del impuesto priiviuci.il impugnado — lo que equivale a maniíes- 
tar que áietib impuesto no ba sido aún satisfecha 

Que en tales condiciones no es permitirlo acudir a la J u s- 
ticia .Nacional para impugnar la validez de los i npuestos locales, 
porque étlo ¡mportariá trabar a las provincias en el ejercicio del 
poder quejes ha asegurado la Constiiiición de darse sus propias 
instituciones locales y regirse por ellas «articulo 105», de lo r|iie 
es corolario indispensable ta facultad de sancionar impuestos 
destinados al sostenimiento de sus servicios, cobrarlos y i)ercÍ- 
I lirios cotí iudc]>endeticia ríe cualquier autoridad extraña, porque 
todo ello forma partí; de su autonomía administrativa y econó- 
mica. Por tales motivos se ha declarado reiteradamente que las 
acciones ¡x m - cobro de impuestos de provincia son de la exclusiva 
compet encía 1 de los tribunales Incales, cualquiera que sea el do- 
micilio de los demandados y las excepciones que opongan, no pu- 
diendo ocurrirse a la Justicia Xacional sino por la vía del recur- 
so extraordinario en los casos previstos por el artículo 14 de la 
ley número 48. o por acción de repetición de un impuesto im- 
pugnado como contrario a la Constitución Nacional, después de 
haberlo pagado con las reservas consiguientes: tomo 10S. pági- 
na 5: lomo 114, páginas 282 y 208; tomo 1 15. página Ó4; tomo 
1 18. páginas 93 .y¡ ¿85 i tomo 1 19. página 310. y otros). 

Que dadas las precedentes consideraciones, no es posible 
hacer depender la jurisdicción de los tribunales nacionales, en 
casos como el presente, de la cuantía del impuesto que se pre- 
tende eludir. 

¡\n su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
IWurador General, se declara que la causa no es de la compe- 
tencia de esta Corte, con costas.Notifiquese. repóngase el papel 
y archívese 

J. Fu'.ueroi Alcorta. — Ramón 

MÉNDEZ. — KciIIICHTO REffiTTO — 

M. Laurkncena. 
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iioit* Esperanza Chncncc <tc Escurra {su sucesión). Contienda 
tlt- tum petenera. 

Sunuiric: Ivl conocí. nienio del juicio sucesorio Corresponde al 
juez del SifittiQ domicilio <k-I causante. ( Kn el caso. e | de la 
Capital Federal, jxjr haberse trasladado a ella la causante, 
de Cunizú Cuaiiá (Golfantes), según lo demuestran di- 
versos hechos que no dejan la menor duda acerca de su 
propósito de cambiar de domicilio). 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 



acto uki. jvká Ex 1.0 civii, 

Buenos Airtt, Octubre 6 de 1025 

f Vistos: 

ívslus autos ¡>ara resolver la revocatoria pedida * fs. 

Y Considerando : 

One el juzgado, al dictar la resolución de fs. 86, tuvo en 
cuenta los antecedentes remitidos por el Juez de Corrientes y 
tiue corren agregados de fs. 73 a fs. 83. 

T'osteriorniente, y a raiz de la revocatoria a que se ha he- 
cho referencia, se han agregado al expediente pruebas de tal na- 
turaleza que morifiean el criterio adoptado por el juzgado en 
ta mencionada resolución. 

1.a cansante falleció en un domicilio de esta capital, según 
resulta de la partida de defunción corriente a fs, 1, 

Si bien es cieno que la de at/us tenia su domicilio anterior 
en Cunizú Cuatiá, surge de la prueba rendida que en lus últimos 
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años- He jsii vicia la señora Esperanza Giménez de Bzcurra esta- 
bleció su domicilio en esta capital, con el ánimo de permanecer 
definitivamente en esta ciudad, alejándose del centro de sus in- 
tereses. Prueba de ello es su carta corriente a fs. 204, cuya fir- 
ma ha (¡tiedado suficientemente abonada con el cotejo realizado 
por el suscribo, la prueba pericial y tos reconocimientos efec- 
tuados. 

La lectura de la mencionada carta no deja duda alguna res- 
pecto a la determinación que había tomado la cansante, — ella 
habla de resolución irrevocable de alandonar sus asuntos y en- 
comendarlos a Rocha la terminación de los mismos. 

Se refiere también a su deseo de alquilar una casa más am- 
plia, iv en todos los párrafos se entrevé una resolución defi- 
nitiva. 

Agregúese a esto, el poder corriente a fs. 64, poder general 
y amplio a favor de don Alfredo Rocha, las declaraciones de los 
testigo* de; fs. 96 vta. 97 y 97 vía., las demás pruebas produci- 
das que junto con las examinadas dcl>cii considerarse suficien- 
tes para acreditar el cambio de domicilio efectuado por la cau- 
sante. 

Por estas consideraciones y lo dispuesto en el artículo 3284 
del Código Civil, 223 y 419 del Código de Procedimientos, y no 
obstante lo dictaminado por el señor Agente Fiscal f se revoca 
por contrarío im[)erio el auto de fs. 86 vta. y declarándose 
competente el Juzgado para entender en este juicio, oficíese al 
señor juez de la ciudad tic Corrientes, para que dando por for- 
mada la cuestión de competencia, remita los antecedentes a la 
Suprema Corte cíe Justicia Nacional- — José Miguel Padilla, — 
.Ante mí : /. Molinos. 
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DICTA II EN DEL SEÑO* PIOCUEAOOB CENE1AL 

Bucnoi Aire». 16 de junio dt IftS 

Suprema O u le : 

Él 8 de agosto de 1922 falleció en la Capital de la Nación 
(jpfia Esperanza Gintéflez de lízcnrra. 

m. 1 1 mismo mes fué iniciado su juicio sucesorio a páli- 
do de algunos herederos ante el Juzgado de Primera Instancia 
en tu Civil de la misma Capital. 

Otro grupo de herederos inició, pnr su parle, la misma sil* 
cesión, cuatro días después, ante el Juzgado de Primera Instan- 
cia en lo Civil y Comercial de Corrientes. 

Trabada con tal motivo cuestión fie jurisdicción entre am- 
Ikís magistrados |>ara conocer en la causa aludida, lian sido remi- 
tidos ante esta Corte Suprema los autos de referencia para que 
\ . [fi dirima la contienda en usn de la facultad que le acuerda 
el artículo do, la ley 4055. 

Se discute en estos expedientes cuál fué el último domicilio 
rle\ causante. 

Creo que ello está claramente establecido. 

K11 efecto; se ha acreditado en el exilíente de la capital 
que fa señora de Kzcurra se trasladó desde Curuzú Cuatiá a 
I Sueños Aires, y que una vez aquí manifestó públicamente su 
voluntad de radicarse definitivamente en su nuevo domicilio, 

1.a documentación agregada a los autos referidos lo com- 
pruelta a>i terminantemente. 

F.l i>oder conferido a su yerno ( fs. 64 ) con fecha 25 de agos- 
to de ujji ¡tara que administrara todos sus bienes; la carta de 
fs. 204 de, _7 de septiembre del mismo año. debidamente auten- 
ticada; el documento de fs, 57 suscripto en Buenos Aires el 25 
ele abril de tgá? ; el testimonio de fs. 252 referente a la venta de 
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la casa-haliilacíón de |;t causante en Cnruzú-Cuatiá, hecha d 2 
de mayo de 1922. la que por ello no ajwrccc denunciada ni in- 
ventariada jmif los herederos en Corrientes (fs. 15 vta., cx|)e- 
dientc ile esa ciudad") ; las declaraciones de fs. 96 a 98 y las af- 
inidades financieras de la causante ( fs. 197 en esta capital 1 
están demostrando, en mi Opinión, <|ue ésta, al trasladarse a 
Buenos Aires, lo hizo con el manifiesto propósito de cambiar de 
domicilio y desligarse de twlas tas preocupaciones que le produ- 
cía el manejo de sus intereses, como expresamente lo manifies- 
ta en la referida carta de fs. 204. 

La eficacia de U*la esta prueba, en su mayor parte docu- 
mentada no resulta, en mi opinión, contradicha -por la prueba, ex- 
clusivamente producida en Corrientes (fs. 88 a lio). 

El traslado, pues, a Buenos Aires de la señora de Ezcurra. 
fué hecho con ánimo de permanecer aqui. (Arts. 97 v 99 del Có- 
digo Civil). 

Par ello, aplicando la disposición contenida en el artículo 
J284 del Código citado, opino que corresponde a! Juez de la Ca- 
pital de la Nación, por ser el Último domicilio de ta cansante, co- 
nocer en su juicio de sucesión. 

Horacio R. l+arrcta. 



FALLO IlK LA CORTE SUI'KEMA 

Bumei Aire». Junta 2B de IMS 

Autos ir Vistos ; 

Por los fundamentos de hecho derivados de las constancias 
de autos y de qu<j stf hace mérito en el precedente dictamen, así 
como de tos fundamentos de derecho consignados en el mismo y 
de la reiterada jurisprudencia de esta Corte en casos análogos 
al sttb jttdkc. en los que se ha interpretado y aplicado los artícu- 
los 8y, 90 y 3284 del Código Civil (Fallos tomo 1,18. página 27; 
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tOh» 140. página 420: tomo i 4 j, páginas t»6 y JÍ-o; lomo 144. 
página 145 y los allí citados: de acuerdo con, lo expuesto por el 
señor Procurador General, se declara que eJ Juez competente en 
el caso, es el de, leí Civil <le esta Capital, a quien se le remitirán 
los íinins, avisándose al de primera instancia en ja civil v comer- 
cial de Corrientes en la forma de estilo, con transcripción de 
esta resolución 9 del dictamen de referencia. Repóngase el papel, 

J. FniuiiNOA Alcorta. — Ramón 
Mkxdgz. — M. Laurkxcena. 



Don Entújtte Alié, par la Provincia de Buenos Aires, contra ta 
sociedad anónima Club Mar de! Plata, sobre rehtuidkació». 

Sumario: 1." No habiendo si¿jó argüida en el caso, como repug- 
nante a la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la 
ley de la misma, de 10 de julio de 1887. sobre ventas de tie- 
rras dentro de los ejidos, cuyo articulo 7.° establece que "en 
adelante las venias en los pueblos estarán sólo sujetas a las 
ordenanzas cpie se dicten por las respectivas municipalida- 
des"', ni tampoco la de cercos y caminos de 8 de octubre de 
1SS0. no puede alegarse, eficazmente, que el titulo del de- 
mandado adolece de nulidad debido a que Ta enajenación 
que hizo la Municipalidad de Mar del Plata a favor de 
doña Matilde l,nm de Mezquita, antecesora de aquél, se 
realizó sin la previa subasta pública exigida por los artícu- 
los aofi. inciso 6." de la expresada Constitución, y 47. inciso 
30 de las Municipalidades ; a lo que se agrega que para to- 
mar en consideración lal nulidad, habría sido necesario que 
se la hubiera declarado con anterioridad por juez compe- 
tente. 
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* 

-V Reuniendo I a escritura que acredita h transferen- 
cia hecha | H) r la Municipalidad a favi»r do doña Matilde 
I.mo de Mezquita, los requisitos y formalidades extrínsecas 
i|idi>pcns;ddes para la validez del acto, no habría causa fun- 

tiUihi remiendo por e! articulo 4010 jara prescribir. 

,í." J.a propiedad pública del listado Nacional q de los 
Kstadns provinciales, asi como de las comunas o munieipa- 
liiiadcs en el caso del articulo 234 del Código Civil, sobre 
los inmuebles que forman el objeto de aquélla, y a que se 
refiere el anicttlo 2340, inciso 7." del mis no Código, ter- 
mina por la dcsafeciación producida por una declaración de 
la adininist ración o por un liedlo de la misma, en cuca vir- 
tud aparezca indudable que la cosa lia dejado de servir di- 
rectamente al fin de nso y goce públicos, al cu: ¡ hasta ese 
im miento se encontraba destinada. V tal desafee! ación, cuan- 
do e.s ordenada por la autoridad con facultades suficientes, 
produce el efecto general de cambiar la condición juridica 
del bien, que se torna, a partir de ella, enajenable, prescrip- 
tible, emhargablc y regida, no ya por las disposiciones del 
derecho administrativo relativas a la policía de los caminos 
y de las calles, sino por el derecho civil, a cuyo campo de 
acción Tía ingresado como consecuencia de aquélla, y dentro 
deí cual el Físíado o la comuna ejercitan su poder jurídico 
sobre las cosas, en las condiciones de sus otros bienes del 
dominio privado. 

4 " Resultando de las disposiciones legales y anteceden- 
tes judiciales y administrativos aducidos en los autos, que 
las tierras «le los ejidos municipales cuando no pertenecen a 
los particulares, son del dominio de las comunas, es eviden- 
te que la de Mar del Plata ejercitó un derecho legitimo al 
vender a la señora de Mezquita la que se trata de reivindi- 
car por la provincia en el presente juicio, y que ésta proce- 
dió de buena fe al adquirirla, en la creencia de que lo hacía 
legalmente cuando la Municipalidad se la vendió. 
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5. " La ¡niprcscriptibif¡<Iad de los bienes privados del 
Kstado. sin ley que autorice su enajenación, no es concilia- 
ble con lo aispttestp por el articulo 3951 del Código Civil, 
que somete a tos Estados a las mismas prescripciones tine- 
los ] aniculares en cnanto a los bienes o derechos suscepti- 
ble* de ser propiedad privada. — y lo son todos aquellos que 
110 están destinados uso ] tú hl ico. -del tiendo tenerse en 
cuenta, por otra pane, (pie sucesivas leyes y actos de la pro- 
vincia desde I&19 ít IÍsVhj, habrán hedió salir estas tierras del 
dominio del listado para incorporarlas a la vida del co- 
mercio. 

6. " Las causas por las cuales se adquiere o se extingue 
el derecho de propiedad, están previstas en el Código Civil, 
y siendo la prescripción una de ellas, sus disposiciones de- 
lieu prevalecer sobre las leyes provinciales. rcs|>ecto de las 
coadiciones requeridas para que ella se produzca: en coti- 
secttencia, carece de ialor la defensa fundada en que sólo la 
posesión de terrenos de ejido continuada durante cuarenta 
años sin interrii|)ción. constituye titulo suficiente contra toda 
gestión de dominio por parte del Fisco o de las Municipa- 
lidades, en virrud de lo dispuesto por la ley de Ejidos en su 
articulo 5," 

7. " No habiendo discutido el actor la antigüedad de la 
posesión de la demandada, ni alegado que se haya interrum- 
pido alguna vez, dada !a fecha de su título en que se pre- 
sume tpie comenzó, con arreglo al articulo 4003 del Código 
Civil, debe prosperar la excepción de prescripción. 
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Buennf Airti. junio 28 de 1BW 

Resultando ; 

1. " (Jut don Enrique Alió, en representación de la provin- 
cia de liuenos Aires, se presentó ante esta Suprema Corte enta- 
blando demanda contra la sociedad anónima Club Mar del Pla- 
ta por reivindicación de un terreno situado en el lioulevard Ma- 
rítimo de la ciudad de este nombre, con una superficie aproxi- 
mada de mil cuatrocientos diez metros cuadrados, formando la 
manzana loó bis de] plano oficial y lindando, según la demanda: 
|X)r el N r ord Este con terrenos lialdios; por el Xord Oeste con la 
actual calle Entre Ríos; por el Sud y Sud Este con la Avenida 
Pedro Euro, como resulta del croquis que acompaña agregado 
a fs. t. Funda la demanda eti fpie el inmueble descripto ha per- 
tenecido siempre y pertenece hoy al Estado, y en que la socie- 
dad demandada lo ocupa sin derecho, citando en sil apoyo los 
artículos 2342, inciso 1 .-, 2353, 2354, 2355, 2356, 2340, 2348. 
■2349. 2572. ^579. -'75*. 2;;2, 2776 y concordantes del Código 
Civil. 

2. " Que justificada la competencia de esta Corte y corrido 
traslado al demandado, lo evacuó su representante a fs. 30. pi- 
diendo el rechazo de la demanda \k>t los siguientes fundamentos 
de hecho y de derecho: a) que el terreno en cuestión pertenece en 
propiedad a su mandante, por haberlo adquirido legítimamente 
el 27 de junio de K>o8 de doña Matilde Euro de Mezquita, quien 
a su vez lo adquirió por compra a la Municipalidad de Mar del 
Plata el 24 de septiembre de 1900- Acompaña como prueba de 
estos hechos la escritura de fs. ¿o. y cií consecuencia niega que 
el terreno sea de ¡impiedad del Estado; b) que habiéndose fun- 
dado el pueblo de Mar del Plata en 1873 por don Patricio Peral- 
ta liamos en tierras de su propiedad y hecho el trazado del mis- 
il. o por el ingeniero Chapean rouge de acuerdo con los ínstruc- 
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Clones dé) fundador, dando al ejido eonin limites: por el Xortc 
el arroyo La Tajara; por el Este el Océano Atlántico; por el 
Sud don Patricio Peralta Ramos, y por el Oeste don Ungen io 
Xubiaiirre. dicho trazado fué aprobado por el Poder Ejecutivo 
di- la provincia, por decreto de lo «le febrero ele 1X74. quedando 
todas fas calles, avenidas >y lionlevares de propiedad de la Muni- 
cipalidad, de acuerdo, ron |o que dispone el articulo 13 de la lev 
de caminos de fa provincia: ci que habiéndose rectificado pos- 
teriormente el trazado de algunas avenirlas por resolución de la 
Municipalidad, en virtud de las facultades que le emitiere el ar- 
ticulo .(7, tin i-os j.í y 24 de la lev orgánica municipal, artículos 
t.í. t i y 17 fie la ley de caminos, y 2040 del Código Civil, se for- 
mó la manzana ciento sets bis que constituye el terreno materia 
ríe esta demanda, adviniendo que el Poder Kjecutivn reconoció 
el derecho de la Municipalidad para hacer la rectificación del 
trazado, aprobándola después por decreto del 24 de febrero de 
i&jSi -iempre gijé no se afectase el uso de la via pública en la 
ribera : d 1 que ese terreno ni siquiera llega al mar, sino que con- 
fina por el liste con el lioulevard Marítimo, el cual lo separa de 
la playa, quedando, por lo tanto, dentro del ejido de la ciudad, 
de donde resulta indiscutible el derecho que ha tenido la Muni- 
cipalidad ¡jara ena jena rio, eonf orine a lo dispuesto por (a Cons- 
titución de la provincia en su articulo 205, inciso 5. , v por la 
ley orgánica de Jas muu:cii»alidades en su artículo 16; ti que 
omm parece desprenderse de la cita del articulo ¿342 del inciso 
j"7* del Código Civil que hace el actor, éste considera el terreno 
co:ro sin dueño y [H»r lo tanto de propiedad dej Estado, también 
está en errnr, pues, aunque hubiera carecido de dueño — lo que 
niega — la propiedad pública de esos terrenos pertenecería a la 
Municipalidad, por encontrarse dentro del municipio, desde que 
el artículo 23.^4 del Código Civil dispone que son bienes muni- 
cipales los que el l'stado ha puesto bajo el dominio de las muni- 
cipalidades, y la provincia de Hucnos Aires ha puesto bajo el do- 
minio de aquélla-; todos los que se encuentran dentro de los lí- 
mite* de los municipio;», como lo establecen claramente los ar- 
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líenlos 202 y 205, inciso 5." de ]a Constitución y pertinentes, es- 
pecialmente el 7." de la ley de ejidos: f > (jue las municipalidades 
cslau autorizadas par la ley de ejidos de la provincia ¡jara modi- 
ficar el trazado de las calles y caminos dentro del perímetro de 
los pueblos, según las necesidades de la pul dación y del tráfico, 
y como consecuencia de esto, quitar el earácicr de bien público 
a Jos terrenos respectivos que por el cambio de destino se con- 
vierten en bienes enajenables, pud feudo, jxir lo tanto, vender, 
como lo ha bocho, los sobrantes que quedaron por la rectifica- 
ción del Boulevard Marítimo: g) que si el propósito del reprc- 
sentrunes de la provincia, fuera reivindicar un bien público, ca- 
recería de personería para reivindicar el que es materia de este 
juicio, (pie es un bien de! dominio privado; hó que si cn:no pa- 
rece desprenderse de la cita del artículo 2572 del Código Civil 
que lince el actor, éste considera que diebo inmueble se formó 
por aluvión, niega que lo sea. pero aunque lo fuera, ninguna ven- 
laja tendría con ello el actor, desde (pie por el artículo 2575 del 
mismo código, si lo que confina con el río o mar fuera un ca- 
miní» público, el terreno de aluvión correspondería a la Munici- 
palidad del lugar; i) que además, en cualquier caso, la acción 
del Gobierno para reivindicar se habría extinguido por pres- 
cripción, pues el Club Mar del Plata habría adquirido el domi- 
nio del inmueble como poseedor de más de diez años con justo 
titulo y buena fe, oponiendo subsidiariamente la excepción de 
prescripción prevista por el articulo 3999 del Código Civil. 

|s° Que corrido el traslado de la excepción de prescripción 
al actor, éste se expide a fojas 37, oponiéndose a ella \k>v care- 
cer el demandado de justo titulo y buena fe, pues en su concep- 
to no puede ignorar : a) que la Municipalidad de Mar del Plata 
no habia tenido nunca el dominio del terreno reivindicado, por- 
que la lev de ejidos de la provincia de Buenos Aires fué dictada 
y se refiere exclusivamente, en su aplicación, a los pueblos crea- 
dos sobre tierras fiscales, en los cuales las municipalidades pue- 
den disponer a su arbitrio originariamente de los solares, quin- 
tas y chacras, y Mar del Plata se fundó en terreno de don Pa- 
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iricio Peralta liamos, que reservó el dominio del ejido, el que 
vendió a su voluntad: 1>) que la Municipalidad de General Puey- 
rxedón nunca fué dueña de una pulpada de 1 tierra en esc ejido, 
-alvo aquéllos terrenos que adquirió por compra o donación; c> 
i|iie vi predio que se reivindica minea formó parte del ejido de 
Alar del Plata. Agrega que faltando uno solo de los requisitos 
exigido:- por la ley para que prospere la prescripción decenal, 
fallaría el pretendido derecho que invoca el demandado, y con- 
cluye ofrec : endn probar ojK>rtunamentc que faltan otras con- 
diciones legales. 

4." «Jue abierta la cansa a prueba, se produjo la que obra de 
fs. -|4 a 177, de la que lucieron mérito tas partes en sus alegatos 
lie fs. 183 y 212 ratificando y ampliando los fundamentos adu- 
cidos en la demanda y contestación; tanto en fo referente al do- 
minio que respectivamente invocan, como a la prescripción ale- 
gada subsidiariamente en su favor por el demandado, «m lo (pie 
se llamó autos para sentencia. 

V Considerando; 

Primero: One las partes- están, de acuerdo en que el terre- 
no que se trata fie reivindicar en ese juicio es la mangana tofi 
bis del ejido de Mar del Plata, formada a consecuencia de la se- 
cunda rectificación del íloulevard Marítimo y ensarche de la 
manzana ion, efectuados en virtud de la ordenativa de 20 de di- 
ciembre de i8oy, sancionada por la corpotaejun municipal de di- 
cha lix-alidad, y que según la escritura, do fs. 157 otorgada por 
la misma a favor de doña Matilde Liiro de Mezquita el 24 de 
septiembre de Ujoa consta de una superficie total de mil ochen- 
ta ry seis metros setenta y dos centímetros cuadrados, con los 
siguientes linderos y dimensiones parciales: 54 metros y 25 cen- 
tímetros al lvste lindando con el Botdevard Marítimo; 35 me- 
Iro* 28 centímetros al Sud Oeste. Ululando con el liotilevard 
América; 10 metros al Nord Este, lindando con terreno público; 



y -jfí metros al Xord, Oeste lindando con la fracción dejada por 
la prolongación de la calle Entre Ríos. 

Secundo : Que debiendo pronunciarse este tribunal en pri- 
mer término sobre la prescripción aleada por el demandado, 
pues st dicha excepción prosjwrara sería innecesario resolver 
sobre lo principal, es el caso de ver si aquélla se ha producido 
con arrcglu a la ley, y en consecuencia, si el demandado adqui- 
rió por esa c;msa el dominiu del terreno que reivindica el actor, 
en la hipótesis de que la Municipalidad huhicra vendido a ln se- 
ñora Matilde Ltiro de Mezquita causante de aquél, una cnsa que 
no le pertenecía en propiedad. 

Tercero: Que contestando el actor Ta excepción antedicha, 
alega, euniu se ha visto, la falta de justo titulo y httena fe de 
parte del demandado, y haciendo mérito de la prueba, arguye 
también: a) que |ns bienes privados del Estado son imprescrip- 
tibles mientras una ley no autorice su enajenación, poniéndolos 
en el comerá o; b) que el artículo 5." do la ley de ejidos de la 
provincia, sólo admite como defensa contra una gestión del do- 
minio del Fisco o de las municipalidades, la posesión de cuaren- 
ta años sin !iiterrit|>ción. 

Cuarto; Que en concepto del mismo actor, no es justo ti- 
tulo el (pte invoca el demandado para probar su derecho de pro- 
piedad, ni es útil para adquirirlo por prescripción, porque ado- 
lece de nulidad, debido a que la enajenación hecha por la Mu- 
nicipalidad n favor de doña Matilde i,un> de Mezquita, ante- 
cesora dea iuél, se realizó sin la previa subasta publica exigida 
por los artículos 206, inciso 6,* de la Constitución Provincial y 
47. inciso 30. de la ley orgánica de las municipalidades. 

Quinto. Que tal causa de nulidad, nu puede alegarse eficaz- 
mente en el presente caso porque la ley provincial del 19 de ju- 
lio de 1887 sobre ventas de tierras dentro de los ejidos, estable- 
ce en su artículo 7.* que: "en adelante las ventas en los pueblos 
estarán sólo sujetas a las ordenanzas que se dicten por las res- 
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pecinas municipalidades", y dicha lev no ha sido argüida de in- 
éonstltucional en csle juicio, tomo tampoco lo ha sido la de eer- 
cósi y .-a-niims del S de octubre de 1KH9. ni cuyo articulo 24 se 
fundó !;i Municipalidad de General Pticyrredón pai-n disponer, 
por !.i citadá ordenanza del ¿o de diciembre ile 1880. la venta di- 
recta de los sobrantes que resultaran de-pués de la segunda rec- 
tificación de! Coulevard Marítimo a los propietarios de las man- 
zanas ton y 107, que fie otra manera resultarían perjudicados, 
pttes peírílérian el ffettte que antes tenían sobre el BoulevanI 
Marítimo, >iendi> por tattáoi el raso de excepción previsto por 
aquella disposición. 

SeMo: One por otra parte, para tomar en consideración la 
nulidad atribuida al titulo del demandado, por la circunstancia 
recordada, habría sido necesario que se la Imbicra declarado 
coii anterioridad por Juez competente, lo que no lia ocurrido, 
sin que tampoco haya podido discutirse esa cuestión en este jiit- ' 
eio, por haberla planteado el actor extemporáneamente al alegar 
de bien probado i véase los fallos de esta Corte, tn;no 0/1. página 

lis* página 134:; 142. página 27.1). 

Scptiim; ( tile en éstas coridictonesí reuniendo la escritura 
de fojas 1 57 que acredita la transferencia hecha por la Mnniei- 
pabdad a favor de doña Matilde Um> de Mezquita, tos requi- 
ntos y formalidades extrínsecas huí i spen sables para la validez 
del acto, no habría causa fundada para considerar que el del 
demandado hp es el justo título requerido ¡mu el articulo 401a 
paira prescribir, que habría investido a Ta compradora del derecho 
de, la vendedora sí ésta hubiera sido dueña de la cosa (nota a! 
articulo 4010 citado», I.n misino puede decirse de la transferen- 
cia hecha |>or la señora de Mezquita al demandado (escritura 
de fs¿ 20 \ . 

Octavo: (¿lie en cuanto a la falla de buena fe que atribuye 
el actor al demandado resultaría, según él : a) de qué éste 110 jm- 
dría ignorar el vicio de nulidad del titulo de la señora de Mez- 
quita, por no haberse vendido en remate público et terreno re- 
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ém&fo cu éste juicio ; b) % que tampoco pudo ignorar que di- 
ehp íci-rcno, vendido por la Municipalidad a aquella señora como 
de su propiedad, pertenecía en realidad al Estado pur haber for- 
mado parte anteriormente del Boulevard Mari timo que cotéa 
por tierras fiscales y era un bien del dominio público de aquel. 

Xoveno: (Jue debiendo considerarse justo el titulo de la 
según la conclusión a que se llega en el considerando 
7 .". en tanto no sea declarada su nulidad en el juicio correspon- 
diente, la primera objeción contra su buena fe carece de base ju- 
rídica y por consiguiente no puede ser tomada en cuenta para 
resolver el caso. 

Décimo: Que la objeción referente al conocimiento (pie 
también debió tener el demandado de que los sobrantes que re- 
sultaron como consecuencia de la rectificación del Boulevard 
.Marítimo eran de propiedad del listado, carecen igualmente de 
consistencia en concepto de esta Corte. La propiedad pública 
del Estado nacional, o de los Estados provinciales, así romo de 
las comunas o munieiiKilidades en el caso del articulo 234 del 
Código Civil, sobre los inmuebles que forman el objeto de aqué- 
lla, y a qué se refiere el artículo 2340, inciso 7.* del mismo có- 
digo, termina por la dcsafcctación, producida por una declara- 
ción de la administración, o por un hedió de la misma, en cuya 
\ írtud aparezca indudable que la cosa ha dejado de servir direc- 
t amen! e al fin de uso y goce público, al cual hasta ese momento 
se encontraba destinada. Y tal dcsaíeciación, cuando es ordena- 
da por la autoridad con facultades suficientes, produce el efecto 
general de cambiar la condición jurídica fiel bien, que se torna 
a partir de ella enajenable, prescriptible, embargable y regido, 
no ya por las disposiciones del derecho administrativo relativas 
a ía policía de los caminos y de las calles, sino por el derecho 
■¡vil, a cuyo campo de acción ha ingresado, como consecuencia 
de aquélla, y dentro del cual el listado o la comuna ejercitan su 
poder jurídico sobre las cosas, en las condiciones de sus otros 
bienes del dominio privado (Maycr. "Derecho Administrativo". 
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tumo 3". página 175; Barthelcny, ídem. ídem, página 458; Man- 
riott, página 657: nota del doctor Vélez Sársfield al articulo 3052 
del Código Civil 1. Y en presencia t|e la dcsafcctación de que fue- 
mu objeto tos terrenos abarcados por la calle 'de circunvalación, 
es indudable que el demandado ha tenido motivos fundados para 
creer que aquéllos eran de propiedad municipal, atento a lo dis- 
puesto |H>r los artículos 2.", 4-*, 39 y siguientes de la ley de ejidos 
del ,i de noviembre de 1870. 1,1 de la ley de caminos del S de 
octubre de 1889 y 2.", 5.* y 7,™ de la ley ya citada sobre ventas 
de terrenos dentro de los ejidos' de los pueblos, del tu, de julio 
de 1887, videntes cuando compró doña Matilde Luro de Mez- 
quita tos terrenos que se especifican en la escritura de fojas 157. 

Undécimo: <Jue esta Suprema Corte ha entendido iy decla- 
rado también, antes de ahora (Fallos: tomo 64, página 184: c/i. 

I aginas 79. 124 y 169). que las tierras fiscales situadas dentro 
de los ejidos de las municipalidades de la provincia son del do- 
minio de las comunas, invocando para llegar 1 a esta conclusión, 
en lus dos primeros, las leyes provinciales de 1854 y 1865, y en 
el último, la ley do ejidos mencionada. Kn el segundo de estos 
Fallos, después de declarar prescripta la acción del Gobierno de 
la provincia "por ser expreso en derecho que el que ha poseído 
"a titulo de propietario durante cuarenta años un bien inmue- 

ble perteneciente al dominio privado del F.stadn lo adquiere 
*' |ior prescripción, con arreglo a la legislación en vigor con an- 
** terioridad al Oligo Civil, agrega que por |o que bacc a la Mu- 

II nicipalidad, con arreglo a las leyes de la misma provincia del 
" 16 de octubre de 1854 y 8 de noviembre de 1865. pertenece a 
" la misma el dominio de los lerrenos públicos ubicados dentro 
"de los límites de su jurisdicción" {considerandos 7." y 8.°) ; «y 
en el último, concordante con los anteriores: "Que la ley de eji- 
" dos de 3 de noviembre de 1870. invocada por ambas partes, 
" reconocí;! a las municipalidades la administración, dominio y 
*' disposición de la tierra situada dentro de los ejidos, que no hu- 
" hiera pasado n \ dominio particular, como se infiere: a) del 
" mensaje del 2Q de julio de 1867 c<m que el Poder Ejecutivo 
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" acompañó a la Legislatura ci proyecto respectiva en <¡ue se 
" hizo constar que el proyecto confín, además, tanto la venta 
" como la administración de los terrenos a las municipalidades. 
" que son el representante genuino de las conveniencias de cada 
" municipio y que entran de este modo a ejercitar una acción 
" más libre y amplia sobre los intereses que les están confiados ; 
" h) de las palabras con que el miembro informante indicaba en 
" la H. C de Diputados entre loa objetos de ta ley, darles (a las 
" municipalidades), recursos propios, asignándoles el producto 
" de las ventas de las tierras de los; ejidos; c) del informe pro- 
" ducido en el H. Senado en que se* decía: "Otro de los puntos 
" modificados es quién debe tener o a quién pertenece él dinero 
" producido de estas ventas. Desde luego parece lógico que si los 
" terrenos son del ejido y de propiedad municipal, el importe de 
"esos terrenos es renta municipal" (Diario de Sesiones de las 
Cámaras de la provincia: Diputados, año 1867, páginas 546 y 
552; Senadores, año 1870, página 131). "Que además, si bien 
■'esa ley provincial de ejidos del 3 de noviembre de 187a dispuso 
*■ en su artículo 3.* que Ü Poder Ejecutivo hiciera medir y divi- 
"dir en solares, quintas y chacras los terrenos de los mismos. 
" antes de que empezara Ta enajenación de los de propiedad pú- 
'* blica. reconoció o ratificó a las municipalidades el carácter de 
" propietarias de dichos terrenos". (Artículos 4.*. 5, . 6.". 7*. 
16 y otros). 

Duodécimo: Que alegando de bien probado sostíem: él ac- 
tor (fojas 186 vta.), que los terrenos de don Patricio Peralta 
Ramos — fundador de Mar del Plata, como él mismo lo recono- 
ció al contestar la excepción de prescripción — nunca alcanzaron 
al Boulevard Marítimo, pues los comprendidos en éste fueron 
siempre de propiedad del Estado, que los puso en el dominio pú- 
blico cuando aquél se formó, mientras que a fojas 208 vta. del 
mismo alegato dice que al salir del dominio público por la rec- 
tificación de aquél, no pudieron volver al dominio privado de 
Peralta Ramos, porque éste "los había donado sin ninguna con- 
dición resolutoria, de un modo definitivo c irrevocable", y como 
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no poítiáis pasar al de la Municipalidad "desde que los munici- 
pios uti tienen ni rus bienes que Ins que adquieren \*>r si y los 
<|iie el articulo _*¿.J4 del Código Civil determinan", pasaron al 
del Fisco provincial. 

Décimo tercero • (Juc aparte de la inseguridad que demues- 
tra el actor con estas afirmaciones contradictorias sobre el ori- 
gen del derecho en que funda su acción, cabe observar que la si- 
tuación jurídica de la compradora del terreno en litigio seria la 
misma en uno que, en otro caso, pues en cualquiera de loa dos, 
pudo ella adquirirlo de buena fe, cuando la Municipalidad !o 
vendió como suyo, siempre en la hipótesis de que nu lo hubiera 
sido sin protesta del Gobierno >y, por el contrario, con su expres.i 
.•quiescencia, como so vera más adelante. 

Oécimucuarlu ; Que la mala fe del demandado, por razón 
de! conocimiento que según el actor debió tener cuando compró 
el terreno a la señora de Mezquita, de que el perteneció a la pro- 
vincia que hoy lo reivindica, y no a la Municipalidad que lo ven- 
dió, no resulta, pues, demostrada, quedando ¡>or lo tanto sub- 
sistente la presunción de buena fe que el articulo 4008 del Có- 
digo Civil atribuye al poseedor, la que en cambio aparece robus- 
tecida por los antecedentes que arrojan las constancias de autos 
sobre la rectificación del líoulevard Marítiiro, ensanche de las 
manzanas 106 y 107 y venta de los sobrantes que resultaron de 
dichas operaciones a los propietarios colindantes. 

Decimoquinto: (lite en efecto, cuando en (807 la Munici- 
palidad pidió autorización al Gobierno para rectificar el Boule- 
va'ítjj Marítimo y ensanchar las manzanas antedichas, haciéndole 
saber que los sobrantes que resultaran los vendería a tos propie- 
tarios de tas mismas, aquél, después fie oír a su asesor, y ha- 
ciendo suyo el dictamen de éste, declaró que el asunto era de 
competencia de la misma Municipalidad iy no de la suya (expe- 
diente letra G, número 47», y más adelante, cuando después de 
una nueva rectificación de dicho bou leva rd los comisionados 111 u- 
nicipales. señores Mantel Martínez de Hoz y César Ccretti. le 
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consultaron si podían escriturar algunos sobrantes vendidos por 
la Municipalidad a los propietarios de las manzanas colindantes, 
les contestó que podían hacerlo "teniendo en cuenta que la ven- 
" ta de terrenos sobrantes en el partido de General rueyrredón 
" fué amarizada oportunamente por la Municipalidad" (expe- 
diente letra [, de i8yt>. caratulado: Intendencia Municipal de 
General l'tieyrredón, sobre rectificación de los boulcvares Pney- 
rredón y Marítimo, venta ele sobrantes^. 

Decimosexto: Que las razones aducidas pot el Gobierno 
para autorizar a los comisionados municipales mencionados, a 
firmar las escrituras de los sobrantes vendidos por la Munici- 
palidad, implican evidentemente un reconocimiento tácito de su 
parle, del dominio de aquélla sobre dichos terrenos, porque sólo 
de este dominio podía dimanar su derecho a venderlos y a es- 
criturarlos, y porque tampoco se explicaría racionalmente (pie 
si aquel se hubiera creído dueño de esos, bienes, fuera la Muni- 
cipalidad quien los enajenara y dispusiera de su producido, con 
su consentimiento, lo que se presume desde que nada objetó 
cuando ella, al pedir autorización en 1897 para rectificar el liou- 
Icvanl Marítimo, le hiz« saber que vendería los sobrantes a los 
propietarios de las manzanas qué debían ensancharse, "lo que re- 
presentaría una fuerte entrada para el municipio" (expediente 
citado, letra G, número 47). Y si el mismo Gobierno tuvo en- 
tonces la creencia de que estos terrenos perteneci;in a la Muni- 
cipalidad, con más razón pudieron tenerla los compradores de 
ésta, sobre todo si se tiene en menta que la citada ley de eei *os 
y caminos de la provincia estatuye en su articulo 13, que: $$0i: 
de propiedad de los municipios los "caminos municipales exis- 
*' lentes y los í|ue en adelante se abran y ser construyan por dis- 
" ixisición del gobierno municipal de cada partido", siendo ló- 
gico, por consiguiente — y asi debió entenderlo entonces el actor 
— que los terrenos comprendidos en los bnulevares rectificados, 
una vez que salieron del dominio público de la Municipalidad, 
¡sor la desafectactón cpie sufrieron, pasaron al dominio privado 
fie la misma. 
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iJécininsépiímo : Que tas disposiciones legales y antecedentes ju- 
dieiales íjf administrativos, expuestos en los conádferandds an- 
U-riores, demuestran claramente <pie las tierras dentro de los 
ejidos municipales* cuando no pertenecen a particulares, snn del 
dominio «le ¡as comuna*: y «pie. por U> tanto, la de Mar del Pla- 
ta eji re^Rym derecho legitimo al vender a la señora (le Mez- 
quita la queSe_trata de reivindicar por la provincia en este jui- 
cio; pero atmque asi no fuera. c»m« lo entiende el actor, es rte- 
cesaría convenir, por lo menos, en vista de tales antecedentes, 
que aquélla procedió de buena fe, en la creencia, sin duela algu- 
na, de (pie la adquiría legalmente cuando la Municipalidad se 
la vendió. 

Décimo octavo: Que con dublé motivo debe presumirse que 
la tuvo el demandarln. quien compró diebo inmueble ocho años 
después de haber estado su vendedora en pública y pacifica pu 
sesión del mismo, a titulo de dueña y pagando impuesto sobre 
el al Gobierno, que hoy se lo reclama como propietario. 

Decimonoveno: Que la imprcscriptihilidad de los bienes 
privados del Estado, sin ley que autorice su enajenación, argu- 
mento qtie aduce también el actor en su alegato de bien proba- 
do, como defensa contra la exección de prescripción, no es 
conciliable con lo dispuesto por el artículo 3951 del Código Ci- 
vil, que somete n los listados a las mismas prescripciones que 
los particulares en cuanto a los bienes o derechos susceptibles 
de ser propiedad privada— y los son todos aquellos que no están 
destinados al uso público. — debiendo tener en cuenta, por otra 
parte, que sucesivas leyes 5 actos de la provincia desde 1819, a 
1X00. habían hecho salir estas tierras del dominio del listado 
[tara incorporarlas a la vida del comercio, como puede verse por 
los testimonios de escrituras públicas y diligencias de mensuras 
qué obran a fojas 1 1 1 y siguientes del juicio seguido entre el ac- 
tor y doña Matilde I.uro de Mezquita ante esta Corte (expe- 
diente mimen r 1,101 ; y además, que la ley de ejidos de la pro- 
vincia. de 3 de noviembre de 1X70 y la del 19 de julio de 1XK7. 
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sobre venta de tierras en los ejidos, autorizan expresamente la 
enajenación de ías que se encuentran dentro de los limites de 
aquéllos, tic modo que la condición requerida por los articulas 
y -Í.Í3". -i que se refiere el actor, estaba iva cumplida cuan- 
do dicha transferencia se realizó. Kn consecuencia» el argumen- 
to recordado carece de fundamento y no puede oponerse a la 
excepción de prescripción, aparte de que fué aducido extern po- 
ráneamente. 

Vigésimo: Que la defensa, fundada en (pie sólo la posesión 
de los terrenos de ejido continuada durante cuarenta años sin 
interrupción, constituye título suficiente contra toda gestión de 
dominio por parte del Fisco o de las municipalidades, en virtud 
de lo dispuesto por la ley de ejidos en su artículo 5.". tampoco 
puede prosperar, pues la* causas pur las cuales se adquiere o se 
extingue el derecho de propiedad, están previstas y se rigen por 
el Código Civil : y siendo la prescripción una de ellas, sus disjK>- 
siciones deben prevalecer sobre las leyes provinciales, respecto 
de las condiciones requeridas para que ella se produzca. 

Vigésimoprimcro: Que no habiendo discutido el actor la 
antigüedad de la posesión de la demandada, ni alegado que se 
haya interrumpido alguna vez. dada la fecha de su titulo en que 
se presume que comenzó, con arreglo al articulo AQ03 del Có- 
digo Civil, debe prosperar la excepción de prescripción, decla- 
rando, en consecuencia, que el terreno en litigio pertenecería en 
propiedad al Club Mar del Plata por esa causa, aunque no lo 
luthicra adquirido por la transferencia que hizo a su favor doña 
Matilde Luro de Mezquita, según escritura de fojas 20 de estos 
autos, el 27 de junio de 1008. 

Por estos} fundamentos, no se hace lugar a la demanda, sin 
costas, atenta a la naturaleza de la defensa que ha prosperado. 
Xotifíquese ty archívese, previa reposición del papel. 

Rasión Méndez. — Rouerto 

Rl-IMiTTO. — M. IvVUHKNCENA 

— Alfredo L, Palacios. — Bal- 
tasar S. HrxTRÁx. 
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/ífíí í'.nr'upu' Alió, fur la Proi'utCM de Hítenos Aires, contra d 
Mar del Plata Golf Club, sobre rcivimlkaeió». 

Sxtimrios i." La consagración o afectación que produce la con- 
secuencia de trocar la propiedad privada del Kstario, su- 
jeta hasta ese momento al derecho civil, en una propiedad 
regida pot* el derecho público. cnn-t-Ue en la tnaiti íotación 
de voluntad del poder público, en cuya virtud, cumplidos los 
trabajos correspondientes a su estado exterior, la cosa que- 
da incoi-j «orada al uso y goce de la comunidad; siendo nece- 
saria para que sea eficaz esa declaración de voluntad, que 
concurran las dos condiciones de que el bien al cual ella se 
refiere, se halle actualmente en su patrimonio y que la 
cosa baya sido colocada en su estado exterior aparente para 
>er viable al servicio. El origen de la cosa pública debí; re- 
ferirse al ¡roincnto en que tiene lugar su consagración a la 
función buscada, poniendo de manifiesto las consecuencias 
de esa consagración de parte de la propiedad prreada del 
listado al uso o goce común. de hacerla imprescriptible, 
inalienable, inembargable, exenta de imposición fiscal y su- 
jeta a la polícia propia de los caminos y de las calles, la ne- 
cesidad de que la afectación sea un acto expreso y eireuns- 
cripio a bienes cuidadosamente csjieeificados. 

J." Ks principio consagrado por el derecho civil que el 
sucesor particular está facultado para unir su posesión a la 
de su autor o predecesor, >'\n ninguna limitación, cuando 
nquclín se tttyocíi eort et fin <$e adquirir el di 'minio por la 
prescripción de treinta años, ya que ésta >e oj era cciu arre- 
glo a los artículos 4015 r. 4010 del Código Civil, prescin- 
diendo de la buena ie de! poseedor u poseedores sucesivos, 
y viene a ser, por cnuMguieme, una posesión legal en los 
términos <h la última parte del articulo 4*105 1 articules 
UTB y tlel Código Civil; fallos tomo M n, página uoj. 
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3. " Guando el poseedor actual prueba, en efecto, haber 
poseído antiguamente por sí 11 i sino o por su autor, tiene en 
su favor la presunción de haber poseído en el tiempo inter- 
medio, y esta presunción sólo puede ser destruida por la 
prueba positiva di* una cesación voluntaria dé la intención 
de poseer. 

4. " La posesión, una vez ai Inunda, se mantiene y con- 
serva por la sola intención de continuar en ella. ( Artículo 

y siguientes del Código Civil). 

5. " Acreditado por ftj demandado el Itecho de haber po- 
seído desde el año 1874 hasta el momento de la interposición 
de la demanda, ít de jul'o de t^$£ la tierra que se trata de 
reivindicar, es indiscutible la procedencia de la excepción 
de prescripción treintañal opuesta por aquél, con arreglo a 
lo dispuesto en Ins artículos 4015 y 4016 del Código Civil. 

ur 1**1 hecho reconocido por el actor de ijue "en el caso 
de autos se reivindica lo único fpte es posible de reivindicar, 
un bien del dominio privado del Fisco de la provincia ac- 
to ra'\ establece una diferencia capital entre el actual liti- 
gio y el anterior, incoado por don Alberto Peralta Ramos 
contra la Provincia de Buenos Aires, solire reivindicación, 
dado que en éste la cuestión fué planteada respecto de bie- 
nes del dominio público, y en el présenle el propiu poder 
otorgado por la adora, atribuye a las tierras que reivindica 
k calidad de bienes del dominio privado a fines del año 
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VM.W m ]„\ CpKtg sri-KIJMA 

Buenos Alfar, junio 28 tff 19IU 

Y Vistos: 

Esj* Juicib seguido por don Enrique Ali.V en nombre de la 
provincia de Buenos Aires, contra el Mar del Plata Golf Club, 
sobre reivindicación, del cual rebulla: 

Que a fs. 3, en nombre y representación de Ta provincia de 
Rueños Aires, comparece don Enrique Alió entablando deman- 
da contra el Mar del Plata Golf Club por reivindicación de un 
¡mímenle simado en el litoral marítimo de la ciudad de Mar de! 
Plata, partido de General Pucyrred.'m. jurisdicción de Ja provin- 
cia aetora, compuesto de seis mil metros más o menos, a fin de 
que se condene al demandado a restituirlo enn los frutos per- 
cibidos y dejados de percibir, accesnrias legales y costas, de 
acuerdn todo con los fundamentos siguientes: 

Que el Mar del Plata Cotí Club ocupa la tierra reclamada 
constituida por ¡os lotes uno, dos. tres, cuatro y cinco de la 
manzana tres de la chacra cuatrocientos veintiuno, lindando p<*r 
el N'nrd Jíste con el lote seis de la misma manzana tres y con la 
ralle Infanta Isabel: pn r el fiord Oeste con la calle Artstóhuln 
del Valle, por el Sud Oeste con la avenida $bíí «y por el Sttd 
Fste con la explanada Sud y el lote seis. Todo lo cual se detalla 
en el croquis que se acompaña a la demanda. 

Oue el terreno descripio pertenece y ha pertenecido siempre 
al litado provincial, cuyo dominio emerge ue la soberanía y us iá 
con -agrado en la lev de fondo con la circunstancia de no haber 
realizado la provincia acto alguno por el cual haya transferido 
su derecho a favor de terceros. Invoca en apoyo de la demanda 
los artículo, 3343, inciso u* 2353, _m 5 .¡. 3^ j Uo . 

2439. ¿57-'. -75'>. -75*. -77- 1 - ^77 r > y ¿oncordantea del Código 
11 vil. 
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tjiie acreditaba ' :i jurisdicción originaria de esta Corte, co- 
rrióse traslado de la demanda, ji^eual fue evacuad*» a fojas 55 
jjor don Ricardo C. Cramvcll en nombre del Mar del Plata Golf 
Club solicitando el rechazo de aquélla, con costa**, a mérito de 
las siguientes consideraciones de hecho y de derecho. 

(Jnc es exacto que su mandante posee a título de dueño, 
entre otros, los lotes t f 2, 3, 4 y 5 de la manzana 3 de la chacra 
421 del ulano general de Mar del Plata, con los linderos referi- 
dos en la demanda. Los lotes t, 2. 3 y 4 fueron adquiridos por 
compra que hizo sn mandante a los señores Lasalle y Echeverría 
el 14 de abril de 1022 ante el escribano Frisiani y el lote 5 ¡>or 
igual titulo al señor Luis Ezcurra el 27 de diciembre deí mismo 
:iño, ante el escribano Repetto. 

(Juc los señores Lasalle y Kclieverria hubieron esas tierras 
en mayor extensión, en condominio con los señores Pedro C. 
Litro y Ernesto Verga ra Ricdina, por compra a doña Cecilia Pe- 
ralta Ramos de Lesiache el 7 de abril de ]<jk>j ante el escribano 
Canata; Kzcurra a su vez. hubo el Inte 5 de doña Cecilia Peralta 
Ramos de Lestacbe, a quien le había correspondido por herencia 
de su señora madre el año j8"f>. 

Uue estas tierras pertenecieron en mayor extensión a don 
Patricio Peralta Ramos, esposo de doña Cecilia Robles, por 
compra hecha a don José Juhclln Meirelles. el año 1860 ante el 
escribano Castellote. El año 1874 el hombrado Peralta Ramos 
gestionó «y obtuvo del Gobierno de la provincia de Buenos Ai- 
res, la autorización necesaria para fundar el pueblo de Mar del 
Plata en un área de dos leguas y un quinto de su campo denomi- 
nado Laguna de lo* Padres, que tenía por lindero el mar en uno 
de sus costados. 

(¿ue posteriormente un heredero de don Patrie o Peralta 
Ramos proyectó el trazado de ampliación del ejido úe Mar del 
Plata comprendiendo fracciones de tierra no indicadas en el 
trazado primitivo. El Poder Ejecutivo de la provincia aprobó 
esa ampliación por decreto de i.° de julio de 1897. 
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Oue fracáselas las gestiones para el e iibelledmiemo del 
1 ul-I.Im ¡nidada* por comisiones de tomento, el Gobierno <le la 
proñncía turnó a su ucargo loa trabajos que faltaban y lo* gastos 
vim-igu |pii¿és e hizo ej I atado definitivo de la explanada Sud, 
reconociendo que la fracción comprada fíor la comisión de f ' 
memo, de una parte del ¡ote de Kzetirra situ en la manzana 421. 
era de* propiedad privada. 

Qnj los títUÍóS de propiedad de la estancia Humada Laguna 
de tos Padres y los eme se otorgaron desde 1830 por donación, 
venta » sucesión, fueron presentados por los síndicos del con- 
curso formado a los bienes de Meirelles (antecesor de Peralta 
Ramos i. a ta comisión especial constituida [>or ej dcircio de 25 
du octubre de 185K. en cumplimiento de la lev de 1 _> de octubre 
del mistao año que obligaba a los poseedores de (ierras que hu- 
bieran ]wrtenedd<> al listado a exhibir sus lindos, la cual les dió 
SU aprobación poniendo en ios mis i os la respectiva constancia. 

(Jue estos antecedentes sirven ¡.ara demostrar que las tie- 
rras reivindicadas no se encuentran regidas pin el articulo .^4» 
del C .digo Civil, y si por cualquier cansa o motivo lo estuvie- 
ran, lo ijtíe niega, el aiHKlerado de la adora por las razones míe 
expone, carecería de personería para hacer ingresar al erario pro- 
viudal bíches ele su di-minio público. 

Que encaminada la demanda a reivindicar htenes privados 
(Sel Estado, faffijiOco podría prosear desde míe las tierras en 
cuestión han dejado de pertenecer a la provincia en virtud de su 
derecho originario, como se in fiere de tos a ¡lleúdenles relacio- 
nado>. y la actora no lia m« >ienido n¡ podrá probar la adquisición 
ulterior de las mismas por algüno 'le U$ medios q#e las leyes 
.autorizan, de lo cual se sigue (pie no lia tenido ni podido perder, 
por consiguiente, la ¡losesión. o un o lo ret|iiíeren los arliculos 
-75* }' de) Código Civil. 

Qite por último opone, con carácter de subsidiaria, no sólo 
la prescripción de úivz años entre presentes v veinte entro ati- 
entes, con Inicua fe ¡ JUStG titulo, sino también la autorizada 
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por ei articulo 4022 del Código Civil, para pedir, como lo hace. 
ií rejhazo de la demanda. Y agrega, que si sostuviera la i. n pres- 
en ¡itibilidad de los bienes reivindicados, sería fundándose en 
que son bienes del dominio público, en cuyo caso el apoderado 
carecería dé personería o el poderdante de facultad para com- 
prometer cu este juicio bienes de esa naturaleza. 

(Jue dado traslado al actor de la excepción de prescripción 
lu contesta a ís. ($5 negando íjue se baya producido ni la tic* diez 
o veinte años, ni la treintañal y manifestando que cualesquiera 
sean los resultados de este asunto, qm ante el innegable derecho 
»le la provincia han de ser desfavorables al Mar del Plata Golf 
Club, no tiene inconveniente en renunciar al porcentaje que le 
corrcsjKíiide de beneficio en la simia a percibir en definitiva de 
dicha institución, siempre que la misma deba responder con su 
peculio a las consecuencias de este pleito. 

Que por auto de fojas 60J se abrió la causa a prueba, pro- 
duciéndose !a que expresa el certificado de fojas 450, alegando 
sobre el mérito de la misma amhos contendientes a fojas 453 v 



Y Considerando ; 



íjue como se infiere de la precedente relación do la causa, 
esta démandá tiene por objeto reivindicar un inmueble situado 
en el litoral marítimo de la ciudad de Mar del Plata, jurisdicción 
de la provincia de Buenos Aires, constituido por los lotes r, 2, 
3, 4 y 5 de la manzana tres de la chacra 431 del plano general, 
con una superficie total de seis mil metros cuadrados, más o me- 
nos, aumentada luego a nueve mil novecientos metros sesenta y 
seis centímetros cuadrados, limitando ]*ir el Nord liste con el 
lote seis de la misma manzanil tres y con la calle Infanta Isabel ; 
por el \ T ord Oeste con la calle Aiistóbulo del Valle: por c! Sud 
Oeste con la avenida del Golf y por el Sud Este* con la explana- 
da Sud y él lote seis. 
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Que la institución demandada posee a titulo de dueña los 
mencionados lotes, habiendo adquirido los cuatro primeros por 
compra hecha a los señores i .asalte y Eche%erria ( el 14. de abril 
de k>22 por ante el escribano don Adolfo Frisiani, y el número 
cinco, por compra a don Luis Ezcurra, el 27 de diciembre de 
igual año por ante el escribano Carlos Rcpctto. Ambos vendedo- 
res compraron a doña Cecilia Peralta Ramos de Lcstachc parte 
de los ([iie ésta hubo por herencia de su señora madre doña Ce- 
cilia Robles de Peralta Ramos el año 1876 (véanse testimonios 
de escrituras acompañados a los autos). 

Que el terreno reivindicado forma parte de una fracción 
mayor cuya situación topográfica y descripción fisica conviene 
puntualizar a fin de facilitar ta exposición. El decreto de 10 de 
febrero de 1874 aprobando la fundación del pueblo de Bakarce 
(hoy Mar del Plata), en terrenos de propiedad de don Patricio 
Peralta Ramos, le fijó "cuarenta varas de ribera en toda su ex- 
tensión". Esta catle delineóse en el frente que mira al mar, sobre 
la cresta de la barranca que bordea la costa oceánica; y entre 
esa calle y las lenguas del agua, quedó fuera del ejido, una fran- 
ja de terreno constituida por la pendiente o talud de la barranca 
ipie en algunos puntos alcanza a tener un ancho considerable. 
Don Jacinto Peralta Ramos, diciéndose propietario, solicitó y 
obtuvo respecto de esa franja una ampliación del ejido de Mar 
del Plata, del mismo Gobierno de la provincia de Buenos Aires, 
el año 1897. Como consecuencia de esa ampliación. Ins tierras 
comprendidas entre la calle de circunvalación (hoy Leandro N. 
\tem 1 v la «trilla del mar, fueron divididas en manzanas y lo- 
tes, entre tos cuales están los que se; reivindican en este juicio, 
que fueron enajenados a numerosas personas. 

Que la aludida franja de tierra existia con los caracteres 
geológicos actuales en el momento de la fundación del pueblo, y 
este hecho se encuentra reconocido por la propia parte actora 
í|ite ha desistido en presencia de los informes periciales, de man- 
tener la tesis propuesta en la demanda de que tales terrenos 
constituían una formación de aluvión producida con posterinri- 
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dad al año 1874. Deln\ asimismo, dejarse sentado en cuanto a la 
condición jurídica de la susodicha franja, que ella no tiene nada 
<fc común con la playa del mar. pues el talud -que la forma y que 
tenía en un afloramiento de piedra en la costa do nivel 10 me- 
tros, es terreno firme que sirve de dique o muro de contención, 
de las aguas del Océano que balen su pie en las grandes mareas. 
Esta cota de nivel, dicen los peritos ( fojas 442), corresponde 
al afloramiento de piedra en ta barranca; por consiguiente, se 
puede asegurar quej ci mar, en sus frecuentes avances a la cos- 
ta, en ninguna época fué irás allá de esn zona. En consecuencia, 
pues, con lo dispuesto por el inciso 4.". articulo 2340. Código Ci- 
vil, la tierra del talud de la barranca no reviste la condición ju- 
rídica de las playas del mir. 

Que el terreno materia de la reivindicación es una parte de 
ta franja descripta: su punto más atrajo está a 35 metros y el 
más alto a 38 metros sobre tí cero del mar, en pleno declive de ta 
barranca, y casi tbdtí ¿I se encuentra comprendido en la amplia- 
ción del ejido de >Ear del Pinta otorgada por el citado decreto 
de i&j;- 1 véase fojas 442 y 416 % 

Que sentados estos antecedentes, ta cuestión jurídica delwi- 
tith en el litigio se plantea en tos siguientes términos: por la 
parte actora: a) ta^ tierra descripta pertenece a su dominio y le 
tía correspondido siempre, cuyo dominio emerge de la soberanía 
por no haher realizado ateto alguno mediante el cual haya trans- 
ferido su derecho en favor de terceros ; h) ella constituye un bien 
del dominio público por for rar parte virtual de la calle de la ri- 
bera. en razón de la transmisión operadla como consecuencia de 
la fundación del pueblo de P^l'-arce y del decreto aprobatorio 
def mismo. 

Por la parte demandada: ai la tierra en litigio era de pro- 
piedad tic don Patricio Peralta liamos, antecesor mediato de los 
actuales poseedores, en el momento de la fundación del pueblo 
de fíalearefl y continuó siéndolo a través de sus herederos y su- 
cesores panícula res de estos, pon pie no quedó comprendida en 
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h donación ünplicitdá en la fundación, ni c! decreto aproba- 
torio se refirió n tales tierras; b) en todo caso, el dominio de la 
provincia estarla prescripto con sujeción a los artículos 3999 y 
4015 del C Vligo Civil, por tener además de titulo y buena fe. la 
posibilidad de integrar una posesión de casi cien años, uniendo 
la propia a la de sus antecesores. 

íjue alegada la excepción de prescripción treintañal, corres- 
ponde examina ria én primer término, pues tratándose de un 
caso de jurisdicción originaria de esta Corte, la resolución que 
a su respecto proceda, pudiera nacer innecesario el examen de 
las demás cuestiones comprendidas en el liiígiu | Ktllos: tomo gfi. 
páginas 233 iy 2Ó0; tomo 100, páginas 5 y 31 ). 

Que, a su turno, pava til estudio de aquélla es de previo 
examen la dilucidación de los siguientes puntos de derecho vin- 
culados a las defensas eonirapticstns por la provincia de Bife- 
nos Aires respecto a la excepción de prescripción a snber: a/) 
¿h lonja, de tierra de que forma parte el inmueble reivindicado, 
debe reputarse como un bien del domnio público y por consi- 
guiente insusL-eptiblc de posesión |>or los particulares hasta cí 
año iS«>7 > l>i ¿si fuese mi bien del dominio privado de la pro* 
vineia de Buenos Aires, seria imprescriptible de acuerdo enn lo 
dispuesto por el articulo 233S del Código Civil? 

Que la primera defensa se enuncia en los términos siguien- 
te-: ¡degato de fojas 440). "y como el Boulevard Marítimo era 
asi nistuo la calle de circunvalación p perimetral del trazado ofi- 
cial ipte corría por la mayor elevación de la barranca costanera. 
CS evidente que la tierra del talud de esa barranca, intermedia 
entre el Bottlevard Marítimo y el mar en gradación descenden- 
te, quedó fuera de la traza del pueblo, entre éste y el mar y vir- 
Eualmente incorporado «1 dicha calle pública como formando par- 
te de la misma, desde que el fundador estableció que la ciudad 
de Mar del Plata y su planta en su frente al mar, debía tener a 
dicho mar como lindero por ese rumbo". Con el fin de establecer 
ei valor jurídjeo de está afiliación se hace ncccsar.o e] análisis 
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«te los principios del derecho civil y. administrativo referidos al 
neto (te fundación de la ciudad de Mar del Plata, para detenri- 
riar. si en consonancia con ellos, el inmueble sobre que ver^a esle 
litigio, ha revestido el año 1X74, o posteriormente, ¡os caracteres 
específicos de un bíen del dominio público de ia provincia de 
Buenos Aires, 

<Jue el Código Civil, en su articulo 2340, inciso y", cnu me- 
ra entre los bienes del dominio público las calles iy los caminos, 
y sujeta el uso y gof¿ de ellos a sus propias disposiciones y a las 
ordenanzas generales y locales. Pero como las cosas públicas alu- 
didas en el inciso 7,* son creaciones artificiales de los Estados o 
comunas por oposición a las que se originan en accidentes natu- 
rales, es en el derecho administrativo donde será menester bus- 
car las normas jurídicas que presiden su nacimiento y consa- 
gración. 

One debiendo por fuerza una calle q un ca riño comprender 
una parte del territorio de la República, el punto de partida ue- 
cesario para su nacimiento, tiene que corresponder por razones 
obvias a una de estas dos situaciones: o la tierra sobre (pie ha 
de trazarse es de propiedad particular, 6 constituye un bien del 
dominio privado del Estado o de la comuna. Si lo primero, es 
previo en el orden administrativo su adquisición convencional o 
por el procedimiento de la CNpropiación. a fin de incorporarla al 
dominio privado de la entidad pública. Sí es lo segundo, bnsia la 
consagración Q afectación que produce Ja consecuencia de tro- 
car la propiedad privada del Estado, sujeta hasta ese momento 
al derecho civil, en una propiedad regida por el derecho público. 
V es así. que aún en la hii>ótests de que el fundador de la ciu- 
dad de -Mar del Plata hubiera enajenado la franja de terreno en 
cuestión a la provincia de Buenos Aires en el año 1874, con lo 
cual ésta lo habría incorporado a su dominio privado, ¡jara atri- 
buirte la condición de una calle o camino, esto es. de un bien del 
dominio público, será indispensable demostrar la realidad de su 
afectación a! destino pretendido. 
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Qiie la afectación como requisito indispensable para !;i exis- 
tencia de una calle pública según la jurisprudencia de esta Cor- 
le (tomo 141. página ,1071 y la doctrina de los autores consiste 
en la manifestación tle volunrad del poder público en cuya vir- 
tud, cumplidos los trabajos correspondientes a su estado exte- 
rior, la cosa queda incorporada al uso k goce de la comunidad. 
Kl nrigeti dé la cosa pública debe referirse al momento en que 
tiene lugar su consagración a la función buscada, y por consi- 
guiente, en el caso, a la fecha de 1á fundación del pueblo de Bal- 
caree. Es indispensable agregar que para tal consagración es 
ineficaz la declaración de voluntad del poder público si no con- 
curren Jas dos condiciones siguientes: a) que el bien al cual ella 
se refiere se halle actualmente en su patrimonio; y b) que la 
cusa baya sido colocada en su estado exterior aparente para ser 
viable el servicio (Maycr, "Derecho Administrativo", tomo 3.* 
Ingina 137; Rartliclcmy, "Derecho Administrativo", página 518: 
llaurion, "Derecho Administrativo", página 659. nota 1 »; Biel- 
sa, "Derecho Administrativo", tomo 2.". páginas 171/ y siguien- 
tes y nota del doctor Velez al articulo 3952 del Código Civil). 

íjtic tanto como es de esencial para la existencia de la afec- 
tación la manifestación de voluntad del poder público expresada 
en las formas propias del derecho administrativo, es de inno- 
cua la decisión tomada i>ur un particular de convertir por si 
-olo en un bien del dominio público una cosa de su dominio pri- 
vado. De ahi ¡pie aun siendo exacto que don Patricio IVraka 
fiamos expresara al solicitar la fundación de Mar del Plata que 
ésta y su planta debía tener corno lindero el mar por este rum- 
bo, tal manifestación seria insuficiente por si sola para reputar 
como calle pública la franja comprendida entre el Imulcvar de 
circunvalación y ta playa del Océano. 

; Se ha traído a los autos la prueba de la decisión de la pro- 
vincia de Rueños Aires, en tal sentido, esto es, del decreto de 
afectación y de la realización consiguiente de los trabajos vin- 
culados al trazado, delincación y habilitación ile la franja en 
cuestión como caito pública? 
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Une desde luego, se han invocado flbmo antecedentes de- 
mostrativos de la consagración de esas tierras al dominio públi- 
co, la solicitud presentada por don Patricio Peralta Ramos al 
Gobierno de la provincia el año 1873, el decreto aprobatorio de 
la fundación del pueblo de Balea rce, la ojieración practicada 
por el agrimensor don Carlos Chapeaurouge jiara trazar y des- 
lindar aquel y su aceptación ulterior por act« del Gobierno, pe- 
ro de ninguno de ellos fluye la prueba directa y expresa de ta 
existencia de la afectación. 

(¿uc eliminada la hipótesis de una calle constituida como 
tal ¡» ir un uso público inmemorial, pues con referencia al año 
1874 recién se fundaba el pueblo al <jhc dice pertenecer* y en 
cuanto al momento de deducirse ta acción, la tierra que la in- 
tegra se halla en posesión de particulares desde tiempo atrás, la 
afectación, atenta su naturaleza y fines, debió consistir en un 
decreto o resolución administrativa que contuviera por lo menos, 
además de ia decisión explícita de crear la calle, la descripción 
de sus dimensiones en la doble referencia del largo y del an- 
eho. 'Este último requisito es de elemental e indispensable ob- 
servancia ya que, t Hitándose de inmuebles, sin la adopción de 
este criterio del metro cuadrado sería imposible conocer y des- 
lindar la jarte de la propiedad privada del Estado b de los par- 
ticulares que va a salir del campo propio del derecho civil p;:ra 
incorporarse al uso o goce común, y dentro del cual será inalie- 
nable e imprescriptible, inembargable, exenta de la inqiosición 
fiscal \ sujeta a la policía propia de los caminos y de las calles: 
consecuencias éstas (pie por su gravedad ponen de manifiesto la 
necesidad de que la afectación sea un acto expreso y circuns- 
cripto a bienes cuidadosamente especificados. Así lo reclama 
la protección debida a los adquirentcs de buena fe, en las tran- 
sacciones sobre inmuebles cuyos intereses no pueden ni deben 
quedar librados a 'lo arbitrario ni a lo determinado, en punto a 
la verdadera condición jurídica ele las cosas que se pueden com- 
prar, vender o poseer. 

Que entretanto, los decretos y documentos premencionados 
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no encierran antecedente o expresión alguna en tuya virtud sea 
posible arribar a Ja conclusión de que el talud de la barrayfica 
fuera consagrado por el Gobierno de la provincia «i calle pública. 
I«a resolución de febrero 10 de 1874 se concreta a señalar al 
pueblo fie Malearte cuarenta varas de rivera en toda su exten- 
sión, y la de 18 ríe junio .sijnjiente, a aprobar f;i mensura y tra- 
zado de aquél, con las calles y lugares destinados a los edificio* 
públicos señalados en la operación practicada por Chapcaurou- 
gc ; y por cierto, en ésta, la única referencia que existe en reía- 
cíún al talud de la barranca, es la de que "entre las calles prin- 
cipales <g g") y fe í) o su prolongación, el perímetro exterior 
del pueblo está dado, un por la riliera de! mar. sino según una 
linca recta tirada a más de cuarenta metros de la costa por la 
gran pendiente del ierren.. 1 el talud t, en este paraje antes de 
negar íl i: ' barranca". V vale la pena advertir que esta afirma- 
ción, que m» fué materia de rectificación en la aprobación del 
Gobierno fie la provincia, untes excluye que autoriza la posibi- 
lidad de que: "en tan prim pendiente"' y en aquello* tiempos se 
intentara habilitar en el talud una calle pública. Que la conclu- 
sión de que el talud de la barranca, en su declive hacía el mar. 
lio fué objeto de afectación expresa, se corrobora y ratifica por 
el contenida de los documentos y actos administrativos que pre- 
sidieron la fundad ,n y trazado del pueblo, cuyo exa nen auio- 
Hza las siguientes observaciones: a) si de acuerdo con el decre- 
to del Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, la calle 
de circunvalación, aún en su frente al mar. debía ser de cuaren- 
ta varas de ancho, lo que desde luego importaba fijar sus limi- 
tes por los lados del pueblo y del Océano, la interpretación de 
ese act.» de afectación que produjera el resultado de atribuir a 
dfeho bien del dominio público un ancho de cien, trescientos o 
cuatrocientos metros, según Tuera el del talud en el contorno de 
la ciudad, importaría desconocer ostensiblemente esc decreto <pie 
U limitaba tan sólr, a las cuarenta varas contenidas entre las li- 
neas paralelas del trazado aprobado; b) que el agrimensor Cha- 
pean rouge, al aludir a la calle de circunvalación junto a la ri- 
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bcra de] arroyo de La Tapera, lia dicho "que en su parte mas 
angosta tiene cuarenta, varas, pues a fin de dar a las chacras de 
la orilla una miza más regular, no se han seguido todas las si- 
nuosidades del mencionado arroyo, de lo. que resulta que en mu- 
chas parte* tiene más del ancho debido". Si se compara esta ma- 
nifestación con la correspondiente a la calle de la liber.i subre 
el :vnr, se percibe la diferencia fundamental que acerca de la 
afectación media entre una y oíra. En este caso, el límite de la 
calle hacia el mar era la linca exterior ele la misma que mante- 
nía en todo el recorrido un ancho de cuarenta varas; en el del 
arroyo de La Tapera la calle obtiene en el piano, y así es apro- 
bado, un ancho mayor. Es que en el primer supuesto el terreno 
no reunía condiciones aparentes pan calle por "el gran declive 
de la barranca", y en el segundo era lo contrario; c) de acuerdo 
con el acto de fundación del pueblo de Kalcarce la jurisdicción 
administrativa de las autoridades locales llamadas a funcionar 
en OI. terminaba en la línea exterior del boulevard de circunva- 
lación, y esto se reconoce por ta propia actora, pues ella admite 
(pie la franja o talud de la barranca quedó fuera del ejido. En- 
tretanto, si como se sostiene, el talud debe considerarse como 
pane integrante del boulevard citado, se tendría la consecuen- 
cia de que sobre la misma calle pública forrada por el todo, se 
ejercitarían simultáneamente dos jurisdicciones administrativas 
distintas, la de la provincia y la fiel municipio, situación por de- 
más original que jwr lo menos requería una declaración expre- 
sa explicándola. 

Que en cuanto al hecho material de colocar la cosa en el 
estado exterior necesario para Henar el fin de uso y goce gene- 
ral, requisito complementario de la afectación, como se ha di- 
cho, fa provincia no ha «portado a los autos la prueba de haber- 
lo; cumplido en ningún momento respecto del talud, con antela- 
ción a la fecha del decreto de ampliación del trazado primitivo. 
La prueba testifical, en efecto, con la cual se ha intentado justi- 
ficar que la tierra fué considerada como de uso público, es inefi- 
caz r más bien corrobora el dicho de los testigos de la deman- 
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dada, en cuanto aseveran que los lugares se hallaban alambrados. 
En iodo caso ni los testigos ni otra pmlnnza alguna 
año de la fundación o a una fechí cercana a aquél. 



Que aún colocándose dentro de la teoría sobre afe;tac¡nii 
opuesta a la enunciada, y según la cual hasta él decreto en que la 
ad:n i ni>t ración expresa su voluntad para considerarla producí- 
da. se iuqjone decidir que el de f uudación del pueblo de Batear- 
ce i boy Mar del Plata), sólo convirtió en calle de circunvala- 
ción sobre la cusía marítima, la lonja de cuarenta varas que co- 
rría por la cresta ele las Irán-ancas y no el talud de éstas hacia el 
i ÍÉéaJTO, que no fué objeto de resolución alguna por psttte de la 
administración provincial. 

Que si pues la susodicha franja de terreno no reúne los ca- 
racteres de un hicn del dominio público, su condición jurídica 
un relación con las personas, del» necesariamente ser la <¡ue co* 
rresponde a un bien del dominio privado; o ella, en efecto, con- 
tinuó siendo fie propiedad de la provincia o del fundador, o 
éste la trasmitió en ese acto al patrimonio de la, primera como 
persona jurídica. En cualquiera de estas tres hipótesi», las úni- 
cas concebibles, es lo cierto que revistiendo !a referida lonja de 
caracteres de una cosa del dominio privado, era sus- 
de posesión y de prescri¡>dón (artículos 3931, 2400, 
2336, ¿3,17 y 2338 del Código Civil), siéndolo, por consiguiente, 
los lotes reivindicados qué formaban parte de aquélla. 

Que a la anterior conclusión no se opone en el caso la doc- 
trina sistemada por la adora de que la tierra pública es inaje- 
nable mientras una autorización del poder público no la haya 
puesto en el comercio, porque la constituida por el talud de la 
[(arranca se encontraría cabalmente en las condiciones señaladas 
por e¡ artículo ¿338 del Código Civil. En efecto; como se in- 
fiere de los testimonios de las escrituras públicas corrientes de 
fojas mu a fojas 347 desde eü año i8iy en que las concedió a 
don Pedro Alcántara Gipdcviki, hasta el año 1838 en que se 
vendió la última fracción a don Ladislao Martínez, la provincia 




di; ji-snciA de i. a nación 



319 



de filíenos Aires autorizó la enajenación tic las (ierras en eues- 
tiún, por sucesivas leyes, desprendiéndose de su dominio e in- 
eorporá miólas al comercio, reconociendo que el mar era el iírmte 
natural de dichas tierras por el lado del oriente; y esa situación 
lega! fué claramente ratificada más larde por los decretos del 
Gobierno que autorizaran la fundación del pueblo de Mar del 
Plata y aprobaron posteriormente la traza y delincación del mis- 
mo. La propia tesis de la demanda en cuanto afirma que don 
Patricio Peralta Ramos eonsintó, por actos voluntarios, en con- 
vertir la franja de carnet constituida por el talud de la barran- 
ca en un bien del dominio público, lo cual, comu se dijo, presu- 
pone el pasaje de la propiedad o de Ta posesión particular a la 
del listado, comportaría ei reconocí miento de la incorporación 
de ese bien a la vida del comercio. La afirmación también for- 
mulada en autos de tjue el inmueble reivindicado reviste el ca- 
rácter de sobrante, es a su turno un antecedente decisivo en 
igual sentido, pues aquéllos no se conciben sin actos de 
ción y transmisión de los inmuebles en relación a cuyos 
son tales. 

Que desechadas en los términos expuestos las defensas en- 
sacadas por la parte actora para cohonestar la imprescnptibili- 
dad del inmueble objeto de la reivindicación, corresponde exa- 
minar si el demandado ha justificado, con arreglo a lo dispues- 

de treinta años, *° 

ÍJue es principio consagrado por el derecho civil que el suce- 
sor particular está facultado para unir sw posesión a la de su 
autor o predecesor, sin ninguna limitación cuando aquélla se in- 
voca con el fin de adquirir el dominio por la prescripción de 
treinta años, ya que ésta se ojwra con arreglo a los artículos 
4015 y 401 del Código Civil, prescindiendo de la buena fe del 
poseedor o poseedores sucesivos, y viene a ser, por consiguiente, 
una posesión legal en los términos de la última pane del artícu- 
lo 4005 (articules 2475 y 2470 del Código Civil; Fallos, tomo 
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U«- i-" 1 - l«a l*>sc>iün del sucesor universal, a sil tur- 

no, se juzgará siempre, unida a la del autor (fe !a sucesión y par- 
ticipa ile las calidades que ésta tenga. 

<,Jiie la prueba rendida e.i autos acredita : a • que eti noviem- 
bre de 1S73 la sucesión de doña Cecilia Rubíes de Peralta Ra- 
mos, ntadie ésta de dofla Cecilia Peralta kamos de U-stache, se 
encontraba en iwsesión de la tierra rei\ indicada, como aparece 
reconocido por el gobierno de Unenos Aires de las aeiitaclónes 
prodaeídfas con motivo dé la fundación del pueblo de Balearee 
(boy Mar del Plata), desde que Cu ellas so dio por sentado y 
fué admitido $m observación, que la ocupaci..u ítfcl lote Xlíl 
destinado a la fundación se extendía basta e] mar (véase espe- 
cialmente fujas 115, punto cuarto; fojas 28. referencia dei agri- 
mensor a La gran pendiente del terreno, del expediente sobté 
fundación). Ks cierto que tai posesión ¡nido perderse por parte 
tle aquélla o de sita continuadores, en razón de mediar algunas 
de las situaciones de derecho contempladas ea los articulas 
-454 y ¿45'» <1l,í Código Civil, pero 110 existe la prueba de !a ina- 
infestación voluntaria, expresa o tacitas de akmdunar la cusa 
can ánimo de no poseerla en adelante y, al contrario, el Itecho de 
aparecer ella en posesión de los herederos suministra la prueba 
de que tío ocurrió tal intención, ni se ha demostrad", tampoco, 
que el Gobierno de Hítenos Aires haya entrado en posesión de 
ella, gozándnla diñante nn año con anteriorid id a la realización 
di- tos ací<>s posesorios de que se hará mérro a continuación, 
cumplidos por la heredera de la cs¡>osa de Peralta Ramos; bi 
aún cuando la hijuela de doña Cecilia Peralta Ramos de Lcsta- 
clie uo se aplicara en cu.-nto al dominio del talud de la barranca, 
es indudable que la posesión de (o contenido en ella se extendió 
hasta la playa del mar j limite natural, por ni ra pane, asignado a 
las tierras según la interpretación estricta de los titulos origina- 
rios y el sentido lato de l<»s términos de la mensura del ingenie- 
ro Chapeaurotige. aplicado a la citada hijuela: "por el costado 
Stid Este, 577 metros de frente al mar"), como lo demuestran 
las declaraciones de los testigos: Salles, fojas ¿44; V.nessa. fo- 



jas 353; Pellusn. fojas 354: Kegueza, fojas 354; de cuyas aseve- 
raciones concordantes se desprende que los terrenos en cuestión 
íiiLTon jioseidos pnr doña Cecilia Peralta liamos mediante loca- 
tarios que los cxplol aban con tambos que, además, desde una 
época anterior al ano 1910 habían sido fraccionados cu distintos 
Totes alambrado,-;. \" las manifestaciones de tales testigos — coya 
taclia en lo relativo a Salles sD desestima, admitiéndosela en 
cuanto a I.eoz jmr ta situación <jtte le crean en el pleito las do- 
naciones hechas en su favor ¡x>r la señora de Lestache — se con- 
firman y ratifican plenamente en cuanto a l-.i posesión de ésta, 
I>or Ins informes de la Municipalidad de ^^ar del Plata (fojas 
ijfti de la Administración de Rentas de la Provincia vf del va- 
lúa dor del partido de General Pueyrredóti, de los cuales resulta 
(|ne en los anos 1897MR98 acrecen empadronados a nombre de 
doña Cecilia las chacras 419 al 421, como también que las 'mis- 
mas chacras figuran en los registros de los años 1893. 1895 y 
1897 a nombre de la citada señora, quien alionó ¡»or dichos años 
los impuestos correspondientes (fojas 392 vuelta y fojas 393) : 
c) que tanto el decreto del Poder Ejecutivo de la provincia de 
Hítenos Aires, de mayo de 1894, declarando que el cambio o am- 
pliación del trazado del pueblo se hatiin hecho sin ai:'orización 
administrativa 1 cambio que suponía la realización de los actos 
posesorios implicados en la división y amojonamiento de lotes), 
como las actuaciones contenidas en el expediente iniciado por 
don Jacinto Peralta Ramos, que terminó con el decreto del año 
1897, concediendo la ampliación acerca del talud de la barranca, 
comportan por parte de la provincia el reconocimiento de la po- 
sesión de doña Cecilia: di (¿ue Lasaile <y Kchcvcrria. así como 
don I H uÍ5 Ezcurra, compradores de aquélla, han poseído a su tur- 
no y abonado impuestos por esos terrenos (declaraciones de Sil- 
veyra c informes citados) ; e) que, por último, el Mar del Plata 
Golf Club, poseedor actual, con arreglo a lo dispuesto por el ar- 
ticulo 4403 del Código Civil, tiene a su favor la presunción juris 
tttuiim de haber poseído desde la fecha el título, el cual eviden- 
temente se aplica al terreno reivindicado, y así. la prueba de su 
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posesión remontaría hasta los meses de abril y diciembre de! 
año i < »_'-'. respectivamente. 

Que i , <:o$ diversos reconocimientos de posesión verifieridos 
la provincia de Uuenos Aires en los años 1874, 1804 y I&17, 
asi co.no los actos posesorios de í¡ue su ha hecho mérito, cum- 
plidos aquéllos y éstos eri favor de o j»or personas vinculadas en- 
tre si por título de sucesión particular o universal, con derecho, 
por consiguiente, para invocar con éxito la regla del artículo 
4005 del Código Ci\i!. permiten n tos poseedores actuales culi la 
ayuda de la presunción íle continuidad, acreditar el hecho de la 
¡psesión desde el año 1S74 hasta el momento de la interposición 
de la demanda, Cuando el poseedor actual pruclm. en efecto, ha- 
Itcr poseído antiguamente, pur si mismo o por su autor, tiene en 
sil favor la presunción de haber poseído en el tiempo intermedio 
y esta presunción sólo puede ser destruida por la prueba positiva 
de una cesación voluntaria de la intención de poseer (Auditv et 
Kan. página 370, tomo 2."; I'othier. " Prescripción", número 7S. 
Código Civil francés, articulo Y esta regla, si hien no está 

expresamente escrita en nuestra legislación, debe, no obstante, ser 
admitida con et carácter de presunción judicial, pues cuino tal se 
hallaría autorizada, desde luego, por el articulo moo del Código 
Civil, que consagra ese género de prueba; po: el articulo 16 riel 
mismo cuerpo de leyes que entrega la solución de las cuestiones 
dudosas no previstas en Eá legislación nacional a los principios 
generales del derecho y, filialmente, por el articulo -443 y si- 
guientes, ya que, si según éstos, la posesión, una vez adquirida, 
sé mantiene y conserva por la sola intención de continuar en ella, 
Os regular admitir que tal voluntad haya persistido en el inter- 
valo cutre dns momentos de posesión, a menos de justificarse la 
existencia de cualquiera de las situaciones previstas en los ar- 
ticrulos --15 4. -455 y 2456 del código citado. 

()ue la parte adora no ha demostrado haber practicado ac- 
tos posesorios de los cuales pueda inferirse la discontinuidad de 
la posesión del demandado. J.as declaraciones de los testigos Ce- 
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rctti " fojas 120), de la Rosa (fojas 130), Migoya Barceló (fo- 
¡as 131 \. ¡wui desfavt »rables al derecho <le ta provincia, pues, q no 
suben si las tierras materias del pleito se consideraron siempre 
fiscales y estuvieron abiertas al público antes de construirse la 
explanada Sutl, o niegan ambas cosas, afirmando que tales terre- 
nas eran de propiedad particular, o no lo pueden precisar. Las 
declaraciones de Donato (fojas 133 vuelta), Ramelta (fojas 
14M. Medina < fojas 147), y Lombardi (fojas 148), son contra- 
dictorias nitro si y con las anteriores, pues si los dos primeros 
afirman que las tierras estuvieron abiertas al público hasta que 
se terminó de construir la explanada, el úliinio, a su turno, dice 
que tenían alambrado liso, el que fué cambiado ;>or el declarante, 
poniéndole tejido: lo que por cierto excluye et uso público, ya 
que ¿ste 110 podía ser tal, como se lia dicho, sin la aprobación ad- 
ministrativa o afectación. 

\)ua en estas condiciones, es indiscutible la procedencia de 
la excepción de prescripción treintañal opuesta ytov la parte de- 
mandada con arreglo a lo dispuesto en tos artículos 4015 y 4016 
del Código Civil, lo que hace innecesario el examen de las cues- 
tiones vinculadas al fondo del derecho. 

Qiv» la actora, en su alegato de fojas 471, ha declarado lo 
siguiente : "cu el caso de autos se reivindica lo único que es po- 
sible reivindicar: un bien de! do.rmio privado del Fisco de la 
provincia actora". Se reconoce, pues, y asi resulta, por lo demás, 
del convenio celebrado entre la provincia de Buenos Aires y el 
señor Alió, el carácter de bienes del dominio privado que corres- 
ponde el dia de la demanda vi los inmueble* objeto del juicio. V 
este hecho establece una diferencia capital entre el actual litigio 
y el anterior, incoado por don Alberto Peralta Ramos contra la 
provincia de üuenos Aires, sobre reivindicación, pues en éste la 
cuestión fué planteada respecto de bienes del dominio público, y 
en el presente, el propio mándalo otorgado por la actora atribu- 
ye, como se ha visto. » las tierras que reivindica la calidad de 
bienes del dominio privado a fines del año 1807. 
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Que por lo demás, en el recordado pleito anterior» el hecho 
mismo de ser reivindicante o parte nctora et señor Peralta Ra- 
mos, demostraba que n<i era "poseedor actual" de la tierra recla- 
mada, en tanto que en este juicio ki provincia demandante carece 
a su turno de la jíoscsíóii. Ksto, desde luegu, sin exponer otras 
diferencias fundamentales entre uno y otro juicio que no es del 
caso examinar. 

hn mérito de estas consideraciones, se liace lugar a la excep- 
ción de prescripción treintañal y se rechaza, consiguientemente, 
la demanda, tas cosías por su orden, atenta la naturaleza de la 
defensa que prospera. Notifiques* y repuesto el papel, archívese. 

Ramón- Múnoez, — Roberto 
Kicpetto. — M, Laureñcema •— 
Ai.i-ukihi L. Palacios — Bal- 
tasar Beltkán. 



Pon Uttritjui' Alió, par la provincia de /iaetios Aires, ondra la 
Compañía Nació nal de G rumies J /óteles, sohre reivindica- 
ción. 

.S'«MwnV>: i." No hay disposiciú. ama en el Código Civil que 
requiera, una ley especial para i>oner en el comercio los bie- 
nes privados del Kstado f .y establecido, respectivamente, por 
los artículos 3951 y 3952, que pueden prescribirse todas las 
cosas cuyo dominio « posesión pueda ser objeto de adqui- 
sición, es decir, que estén en el comercio, y que el Estado, 
general o provincial, y todas las personas jurídicas, están 
sometidas a las mismas prescripciones que los particulares, 
en cuanto a sus bienes o derechos susceptibles de ser propie- 
dad parí icu lar. surge la conclusión de que no es admisible la 
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duclrina de la imprcscriplibiltdad de los bienes privados del 
Matado. 

2." Siendo eí Código Civil ttria ley nacuma! a que. deben 
con formarse la* autoridades de cada provincia, es inaplicable 
al caso la ley de I* provincia actora que fija el término de 
cuarenta anos para prescribir contra el Fisco los terrenos 
de ejido. 

3/ Kl artículo 4010 del Código Civil, al establecer lo que 
es el justo título necesario para la prescripción, excluye, ex- 
presamente, toda consideración a In condición de la persona 
de quien emana cf titulo, 

4." La prescripción tiene, precisamente, por objeto cu- 
brir el vicio de falta del derecho de propiedad en la persona 
que trasmite ta cosa. <y tiende a asegurar ta estabilidad de la 
propiedad, evitando al último adquirente la necesidad de 
probar el derecho de propiedad de su autor inmediato y en 
ciertos casos, el de los predecesores de éste, prueba casi im- 
posible por lo indefinida. 

S*° Atenta la limitación de! precepto del articnlo 401 „> 
del Código Civil a las nulidades de forma, y siendo la simu- 
lación un vicio de nulidad relativa que no produce invati- 
dez sino desde el dia de la sentencia que anula el acto vicia* 
do y que se prescrilíe por dos arios (artículos 1045, 1046 y 
4030 del Código citado), dicho vicio no impide la prescrip- 
ción de diez años [>or parte del adquirente, ni puede hacer 
ineficaz eí título de los sucesores particulares o ndquírentes 
Interiores de buena fe. 

6." El adcpiircntc de la propiedad de un inmueble no está 
obligado a comprobar la verdad de las enunciaciones de los 
instrumentos públicos que acredita el derecho del enaje- 
nante. 

/." Las leyes de la provincia de Buenos Aires, en la épo- 
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ca cu que ocurrieron los hechos que motivan este pleito, ha- 
blan puesto bajo el dominio y jurisdicción de las municipali- 
dades las calles y caminos locales (ley de caminos de 8 de 
octubre de 1889, artículos 13, 14 y 17; ley municipal de 28 
de octubre de 1S90, artículo 33 y ley de venta de terrenos 
de ejid«»s, de 19 de julio de 1KK7 ). 

8* Cuando un camino o calle son destinados o suprimi- 
dos, el terreno desocupado pasa ¡fiso facto a integrar el pa- 
trimonio privado del mismo dueño u ue lo |xiseia entre sus 
bienes públicos, 

9.* La buena fe requerida en el adjúrente ]>ara que él 
pueda prescribir, se presume siempre (artículos 4008 y 
2$(*2. Código Civil), y ese requisito lá ley lo exige en el 
adquirente y no en el enajenante ( artículos 4001 y 

4005, Código citado). 

10" Estando fuera de controversia el hecho de que ta 
compañía demandada ha poseído continuamente los iruimc- 
. bles sobre que versa el pleito, desde el i" de marzo ríe 191 -* 
basia el n de julio de Uj2$. día de la interposición de la de- 
manda de reivindicación, tiempo que excede de diez años, 
debe declararse que, concurriendo además los requisitos de 
. buena fe y justo título exigidos por el artículo 3999 del Có- 
digo Civil, dicha compaíiia ha prescripto la propiedad de 
los bienes mencionados. 

Caso-, ho explica el siguiente: 
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Btiexoi Air». Junio Ü8 <fc im 

Vistos !l 

],os autos seguidos por la provincia de Filíenos Aires, con- 
tra la Com|Kiiíia Nacional tic Crawles Hoteles, sobre reivindica- 
ción, resultando: 

1. " Que en 1 1 de julio de 1023 compareció <lon Kuriquc Alió, 
v en nombre y representación de la provincia de Unenos Aires, 
entabló demanda contra la Compañía Nacional de Grandes Ho- 
teles, domiciliada en esta Capital, por rei vindicación de dos frac- 
ciones de tierra situadas en. las manzanas 108 y i í6 de la ciudad 
de Mar del Piala, partido de General Pueyrrcdón. provincia de 
Rueños Aires, pidiendo se condenase a la sociedad demandada a 
restituir los inmuebles, con sus frutos, más las costas del juicio. 

2. " Que la acción se fundó en que la sociedad de. randada 
tenia la posesión vk-iosa de esas fracciones de tierra, y en que la 
provincia aetora era dueña de ellas en virtud del derecho de so- 
lteranía y de la !er. < balier transferido su derecho a favor de 
tercero, enumerándose además, como fundamentos, los artículos 
234-», inciso 1 3353, J354. 2355. 2356, 2340. 2433. 2439- 2572. 
2/5y. 2758, 2772, 2776 y concordantes del Código Civil. 

3. ° Que la cotupañia demandada, representada por don Ave- 
lino Rolón, en su escrito de contestación de 13 de octubre de 
1923, pidió el rechazo de la demanda, con costas, manifestando 
que las fracciones de tierra reclamadas babran sido compradas 
por ella en i.* de marzo de 1912 a la sociedad anónima Bristol 
Hotel, por escritura pública pasada por ante el escribano Ma- 
nuel C. Canata. de Mar del PJata, y que la sociedad vendedora 
las había comprado a su vez a la Municipalidad de General 
Pueyrrcdón, en 20 de junio de 1S99 la manzana io8, y en 23 de 
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junio del mismo año Ja manzana u6, |»or escrituras pus-idas ;mlc 
el escribano don Justo L,ópez NuvíIIq; {¡tic «sis fracciones eran 
sobrantes incorporados al dominio municipal con motivo de la 
rectificación del trazad*) de! Bou le va rd Marítimo, operación 
efectuada con aprobación del Gobierno de la provincia y de su 
Departamento de ingenieros ; que h Municipalidad, al rectificar 
la calle y al vender los terrenos sobrantes. había ejercido las fa- 
cidiades conferidas por los artículos 4;, incisos ¿,\ y _>4 tle la ley 
orgáni -a de las municipalidades, y 17 do | a ley tle caminos y eer- 
cóáí coin]ilerne:]t*;iri«is de] articulo 205 <le la Constitución Provin- 
cial, rjue la autorizaba para disponer de la vialidad y ornato del 
00a y para administrar <v enajenar los bienes raíces del muni- 
cipio; que las ordenanzas de la Municipalidad de Mar del Plata 
aprobando el trazado del Üonlevard Marítimo y autorizando la 
venia de los sobrantes dejados por la operación, asi como ¡a es- 
critura otorgada por el Intendente, están amparados jxjr las le- 
yes tu- la provincia, ;i r¡uien el Cúdigi} Civil atribuye la determi- 
nación de lói bienes .1 uuieipales y del modo de su enajenación, 
y que teniendo buena fe, justo título y posesión de nías de veinte 
anos, opone la prescrijiciV.it como defensa, con arreglo a los ar- 
tículos ¿yrjy y 3951 del Código Civil. 

4." Que abierta la causa a prueba, fué producida por ambas 
parles la que expresa el certificado del secretario del tribunal, 
expedido en 28 dé maiyo de 1924. 

>" <¿ue al alegar de bien probado, las dos ]ínrtes ampliaron 
sus argumentos y la actona sostuvo que los bienes del dominio 
privado del litado son imprescriptibles .mientras una ley espe- 
cial no los baya puesto en el comercio; que los terrenos que de- 
jan de ser galles de un municipio vuelven al dominio privado del 
Kstado y no de la .Municipalidad; que el remite público que pre- 
cedió a bis escrituras de cnajenació;i otorgadas por la Municipa- 
lidad al Hristol Hotel, fué simulado; y que, en consecuencia, la 
Compañía de Grandes Ilúteles carece de justo titulo y de buena 
fe para prescribir el dominio de los terrenos reclamados. 
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Y Considerando: 



1. " Une la exección de prescripción debe ser resuelta en pri- 
mer término, purgue si ella fuera cstinimta procedente corres- 
pondería desechar la acción, sin entrar a examinar y decidir las 
demás cuestiones debatida* en el pleilo. 

2. " (Juy ante todo, y dadas las circunstanciáis particulares de 
esté pleito, debe tenerse presente que el artículo 3*152 del Gidigo 
Civil autoriza expresamente la prescripción de todas las co¿as 
cityo dominio o posesión puedan ser objeto de una adquisición, es 
decir, que estén en c\ comercio, y es evidente, como to advierte 
el codificador en su nota a dicho articulo, que hay ciertas cosas 
retiradas del comercio para ser afectadas al servicio público, 
como los caminos y tas calles, que vuelven al comercio cuando 
cesa su destino accidental, observación hecha por TVoplong C'De 
la prescri pilón", párrafo 108) , quien cita como ejemplo, entre 
otros, un camino cuyo trazado se cambia. 

3. " yuc 110 hay disposición alguna en el Código Civil que re- 
quiera una ley especial par a poner en el comercio tos bienes pri- 
vados del listado, como lo sostiene la parle demandante, y pues- 
to que el mismo código establece en el artículo 22 que lo que no 
está dicho explícita o implícitamente en ninguno de sus artículos, 
ñó puede tener fuerza de ley en derecho civil, aunque anterior- 
mente una disposición semejante hubiera estado en vigor, sea por 
una Iciy general, sea por una ley especial, dicho requisito no es 
necesario para la prescriptibiliítod de tos bienes privados del lis- 
tado. 

4* Que el articulo 3951 del Código Civil dis¡>one expresa- 
mente que el Estado, general o provincial, y todas las personas 
jurídicas, están sometidas a las mismas prescripciones (pie los 
■particulares, en cuanto a sus bienes o derechos susceptibles de 
ser propiedad privada ; y en presencia de esta clara disposición, 
no es posible admitir la doctrina de la imprescriptibilidad de tos 
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bienes privados del Estado que el actor alega como defensa con- 
tra la excepción de prescrii>ción. 

5." One ntenta la misma disposición y siendo et Código Ci- 
vil un;, ley nacional, a que deben conformarse las autoridades de 
cada provincia, con sujeción al articulo 31 de la Constitución de 
la Nación, no obstante cual(|iiiera disposición en contrario que 
contengan las leyes o constituciones provinciales, es inaplicable 
al caso la ley de la provincia actora que fija el término de cuá- 
jenla años para prescribir contra el Fisco los terrenos de cjidus; 
y debe, por lo tanti\ desecharse el argumento que en ella funda 



6' Oue el articulo 3999 del Código Civil establece que el 
que adquiera un inmueble con buena fe y justo titulo, prescribe 
la propiedad i"<r ta posesión continua de diez anos, si el verda- 
dera propietario habita cu la provincia donde el inmueble esta 
situado, rv por veinte si está domiciliado fuera de ella, de suerte 
i|tic para decidir la excepción de prescripción es innecesario exa- 
minar otra» cuestiones que las relativas a los tres extremos le- 
gales de justo, título, buena fe y tiempo de posesión, correspon- 
diendo todo lf> flemas al fondo del asunto en caso de desecharse 
dicha excepción. 

7'" Q lK según el artículo 401 o del Código Civil, es justo tí- 
tulo para la prescripción, todo titulo que tiene por objeto trans- 
mitir un derecho de propiedad estando revestido de las solemni- 
dades exigidas para su validez, sin consideración a la ¡jersona de 
quien emana ; y, por consiguiente, es justo titulo el contrato he- 
cho en la escritura pública de 1." de marzo de tyia, por el cual la 
sociedad anónima Compañía de Grandes Hoteles, representada 
por doi. Adolfo Dávila y don José Luis Camilo, adquirió en com- 
pra de la sociedad anónima líristol Hotel, representada por don 
Miles A. Tasman y don Honorio F. Luqui», los terrenos .1 que se 
refiere este pleito, los cuales habían sido comprados por cscritu* 
ras públicas de 20 y 23 de junio de i&» a la Municipalidad de 
General l'tteyrrcdón. 
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8. *' Que la compraventa de 191.? 110 dejaría de ser justo ti- 
tula porque la sociedad Bristol Hotel no fuera propietaria legi- 
tima, puerto que et citado articulo 4010 excluye expresamente 
toda consideración a la condición de la persona de quien emana 
el titulo y puesto que la prescripción tiem\ prcisamente, por ob- 
jeto ctihrir el vicio de falta del derecho de propiedad en la ]>er- 
sona que transmito la cosa, como lo observa el codificador en su 
noia a este artículo, de conformidad con las opiniones del Tro- 
plong y de Aubry y Kan que cita. 

9. " Que el objeto de la usucapión o prescripción adquisitiva 
es asegurar la estabilidad (Je la propiedad, evitando al último ad« 
quirente la necesidad de probar el derecho de propiedad de su 
autor inmediato y. en ciertos casos, el de los predecesores de éste, 
prueba casi imposible por lo indefinida ( Aubry y Rau. "Rroit 
Civil Franjáis', párrafo 210) : y. por eso, la ley considera jus- 
to titulo todo acto de forma válida que tiene por objeto conferir 
un derecho de propiedad sin consideración a la persona de quien 
emana; esto es, abstracción hecha del punto de saber si emana 
ilcl verdadero propietario y de una persona capaz de enajenar, 
como dice Aubry y Rau (obra citada, párrafo 218) f considerán- 
dolo m «lamente de una manera abstracta, como dice Zacachariae 
("Droir Civil Francais'", párrafo 217). 

10. " Que el articulo 4012 del Código Civil Argentino, dispo- 
niendo que el titulo nulo por defecto de forma, no puede servir 
de liase para la prescripción, ha sido tomado del 2267 del Código 
Civil francés, iy los comentadores de éste hacen constar que la 
ley ha guardado silencio sobre las demás nulidades, o sea las pro- 
venientes de incapacidad, de error, de dolo, de fraude, etc. (Tro* 
plong. "Droit Civil Expliqué" — "De la prescriptión*', párra- 
fo 903), 

11. " Que esta limitación del precepto legal a las nulidades 
de forma, se explica porque, por una parte, las nulidades de fondo 
están sometidas también a la prescripción por tiempo igual o 
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menor, y porque, por otra parte, tas nulidades relativas no pue- 
den ser opuestas sino por aquellos en favor de quienes lian pido 
establecidas (Toullier. "Droit Civil !*rane,nis", tono 7.", párrafo 
608), razón que, sin duda, determinó al doctor Veíest Sársficld 
a decir, en su nota al artículo 4012, (pie si jmr un vicio cualquie- 
ra, el nao no es nulo, sino anulahle. puede servir de titulo al 
poseedor. 

12," Que en consecuencia, y siendo la simulación un vicie 1 
de. nulidad relativa. que no produce invalidez sino desde el dia 
de la sentencia (¡ir* anula el acto viciado y que se prescribe por 
dos «ños (Códigp Civil, artículos 1043, 104O y 40301. dicho vi- 
cio 110 impide la prescripción de diez anos por parle del adqui- 
re.ite, ni puede hacer ineficaz el título de los sucesores partícu- 
la re> ti adquirentes posteriores de buena fe. 

i,v" (Jue por !o tanto, es innecesario, en el presente caso, 
averiguar si liuho o no simulación en el remate que precedió a la 
escritura púhlica de enajenación otorgada por la Municipalidad 
de Generai l*ueym;dóii a la sociedad lirístol l fotcl, autor inme« 
díalo de la parte demandada, ya ipie la parle acto ra no ha invo- 
cado semencia alguna <¡ue .tnttle dicha venta. 

14." (Jue el adqnirente de la propiedad de un inmueble no* 
está obligado a comprobar la verdad de las enunciaciones de los 
insínnúentos públicos <pie acredita el derecho del enajenante; 
porque esas enuncia- iones hacen plena fe. no sólo entre las par- 
tes, sino respecto dé terceros, si versan sobre hechns n actos ju- 
rídicos directamente relativos al acto jurídico que forma el ob- 
jeto principal (Código Civil, articulo 995) ; y asi, ta escritura de 
venta otorgada por la Municipalidad a la sociedad lirístol Ho- 
tel cuya autenticidad tu> ha sido impugnada, debe ser creída en 
cuanto a la verdad del remate o licitación que afirma haberse 
efectuado. 

! 5- r Q lK " « naynr abundamiento y apreciando en abstracto 
el titulo, en cnanto es necesario pora decidir h excepción de 
prescripción, es de observar que las leves <lc la provincia de lluc- 



DS JUSTICIA DE LA NACIÓN 



nos Aires cu la época en que ocurrieron los hechos rjuc motivan 
este pleito, habían puesto bajo el dominio y jurisdicción de las 
municipal ¡dailes las calles y caminos locales (ley de caminos de 
S de octubre de 1889, artículos 13, 14 y 17; ley munieijal de 28 
de octubre de i8yo, articulo 33, y ley de venta de terrenos de 
ejidos, de ií) de julio de 1887, artículo 7." !, aplicando así. c! ar- 
tículo ¿344 det Código Civil, que declara bienes municipales los 
t|tie el IvsUdn pone bajo el dominio de las municTprd Edades. 

16. " Que el mencionado artículo 2344 habla de bienes en ge- 
neral, sin distinguir entre públicos y privados, de suerte que com- 
prende las dos es|ieeies y. por consiguiente, cuando un camino o 
calle son desviados o suprimidos, el terreno desocupado pasa. 
if>so fiteta, a integrar el patrimonio privado del misino dueño que 
lo ¡>osc¡a entre sus bienes públicos, efecto útil para la autonomía 
y pros|>eridad de los municipios. 

17. " Que ta misma doctrina prevalece en la legislación de los 
listados L'nidus. donde también las municipalidades ejercen ordi- 
nariamente la facultad de abrir y clausurar caminos y donde 
también, cuando un camino es clausurado o alrandonado, la tie- 
rra que ocupaba, se convierte en propiedad privada ("Ituling Case 
I-aw'*, artículo "Higlnvays". números 30, 60 y 69). 

18. " Que en cuanto a la buena fe requerida en el adqu i ren- 
te para que él pueda prescribir, se presume siempre de confor- 
midad con lo dispuesto en los artículos 4008 y 2362 del Código 
Civil ; y en el presente caso, tratándote de una persona jurídica 
fpte sólo puede obrar por medio de sus representantes legales 
(Código Civil, artículo 35), para declarar que la Compañía de 
Orandes Hoteles procedió con mala fe al adquirir los inmuebles 
de que se trata en este litigio, sería menester que se hubiese pro- 
bado que el doctor don Adolfo Dávila tv don José Luis Canlilo. 
que la representaron para firmar la escritura de I.* de marzo de 
1912, procedieron a sabiendas de que el título que adquirían era 
vicioso, lo que río se ha alegado o que, por ignorancia del dere- 
cho. 110 advirtieron algún vicio de nulidad que Jo afectara, hipó- 
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tesis que cartee de fundamento Kg a !, «onio se ha demostrado en 
los considerandos anteriores. 

19" (¿uc por otra parle, aiiii*[iic la posesión del Hristol Mo- 
tel hubiera sido di? maja fe, tal circunstancia no obstaría a la 
prescripción por Ja Compañía de Gratules Hoteles, porque la 
ley exige buena fe en el adquirente y no en el enajenante, de- 
clarando expresamente el Código Civil (pie se puede adquirir 
jwr pres-ripcíón la propiedad de un inmueble, aunque el carác- 
ter de la posesión de aquel de quien ?e tiene no le permitiere ad- 
quirirla de esa manera (artículo 3¿~S), tícela ración reiterad» en 
el articulo 4001, según el cual la causa, naturaleza y vicio de Ea 
posesión, del que enajenó el imrtuclilc no son considerados para 
la prescripción de diez y veinte años, y en el artículo 4005 que 
establece concretamente que el sucesor particular de buena fe 
puede prescribir, aunque la posesión de su auior hubiere sido de 
11 ala fe. 

¿o." Que, finalinetite. et¡ el actu de compraventa celebrado 
en 1.' de marzo de 1912 entre la sociedad Ltristol Hotel y la 
- Compañía de Grandes Ilúteles no aparece manifiesta nulidad ati- 
sólüía que el trilmnal pueda y deba declarar, aún sin petición de 
parte, en cumplimiento del articulo 1047 del Código Civil, ni lia 
sid<» tampoco alegada jnir la parle demandante ninguna de las nu- 
lidades previstas en los artículos iojS. 1040, 1041, 1042, 1043 
y 1044 del mismo código, 

Zíf Que, jjor lo tanto, <y estantío fuera de contri >vetsia el 
heclio de que la compañía deinaitdada ha poseído continuamente 
los inmuebles sobre que versa el pleito desde el t * de marzo de 
KM-* hasta el 1 e julio de 1923, día de la inh ri>osí.ióii de ta 
demanda de reivindicación* tiempo que excede de diez años, debe 
declararse que., concurriendo, además, los requisitos do buena fe 
y justo titulo exigidos por e! articulo 395® de Código Civil, di- 
día compátna ha prescripto la propiedad de los bienes mencio- 
nados. 

* 
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l'or estos fuiidmiiemos, so absuelve de ]a demanda a la Com- 
pañia de Grandes Hoteles. debiendo payarse las costas cu el or- 
den en t[iie han sido causadas, atenía la naturaleza del asumo y 
los precédeme* establecidos por él Tribunal. Noti ligúese y ar- 
dí hese, previa reposición del papel, 

Rasióx Mi'cnoix — Roiikkto 
Kiíi-ktto. — M. Laurkxckxa 




VAI.Ihi 



i hit; Curios Iñ rffimins contra la 0&Mtíéü tfi3 Sun Jmtu, f>ar cobra 

Siitiitirio : Los nipnpes impagos de los títulos de deuda pública 
de la provincia de San Juan, emitidos en virtud de las leyes 
de 28 de diciembre de iSgfj y 7 de noviembre de 1017, no 
traen aparejada ejecución. 



Cuso : I,o explica el siguiente : 



i f .\ixo m: i.a coiiri; si:pki-:ma 



Autos y Vistos; 



Buenos Ai íes, Junio 20 dt \-.V> 



A mérito del testimonia de poder acompañado iv de la in- 
formación producida. i|tte en lo pertinente se acepta, téngase a 
don Manuel I/ine?. Artaya jior presentado, por parte en repre- 
sentación del doctor Carlos Hcrghmaiis y ]>or constituido el do- 
micilio ugal indicado, y por acreditada la jurisdicción origina- 
ria de esta Corte, en cnanto hubiere lugar por derecho. 
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.V* encontrándose comprendidos lo. instrumentos acompa- 
ñados dentro de los que Iraní apa rejuda ejecución según el ar- 
(ieulo 249 de la Ley Nacional de IWed ¡miemos, nu se hace lu- 
gar al mandamiento dé ejecución y embargo solicitado contra el 
Gobierno ilc la provincia de randada. I lágase saber y repóngase 
el papel. 

J. FiGuEíioa Auokta. — Ra- 
món- Mkndiüí. — KohkktO 
Kki'i-ttií. — M Lai'riísckxa. 



NOTAS 

Con fecha cuatro de junio de mil novecientos veintiséis, la 
Cortil Suprema no hizo lugar a la queja deducida por Uon Ku- 
genio Loíendo, en autos con doña Klvira Angela Kamognino. 
sobre desalojamiento, en razón de qttt 1 la sentencia pronunciada 
por la Suprema Corte de justicia de la Provincia de Buenos Ai- 
res se había limitado a declarar improcedente el recurso llevado 
ante la misma por interpretación y aplicación de sus leyes proce- 
sales tjue no fueron impugnadas como contrarías a la Constitu- 
ción Nacional, no pndicudo ser revisados pur el tribunal con arre- 
glo a lo dispuesto por el articulo t$ de la ley número 48 y a lo 
1 e í 1 e 1 adam e 1 U e r esuel t o . 



En la miMua fecha no se hizo lugar, igual mente, a la queja 
deducida )>or don Félix Gunther. apelando de U,na resolución de 
la Aduana de la Capital, en razón de aparecer de ta propia c\\k)- 
sicii'm del recurrente, que la sentencia pronunciada por la Cáma- 
ra Federal de Apelación al res* A ver el caso, había aneciado 
puntos de hecho tales como si Tas piezas de repuesto forman o 
nO "parte intégrame de la máquina, entre otras merraderias, los 
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anillos ion inserciones de lela o metal*", y si «helios anillos son 
de goma, y en esc caso no están comprendidos en la execnción 
legal.— todn ello ajeno. por consiguiente, al recurso extraordina- 
rio de puro derecho federal, atento lo dispuesto por el 



Kn catorce del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
l>or doña Tía Honetti de Ouastavino, en las actuaciones iniciadas 
I>or la misma, sobre información sumaria de testigos, por resul- 
tar de la propia exposición del recurrente, que la cuestión deba- 
tida había sido resuelta en primera y segunda instancia, apli- 
cando c interpretando preceptos de derecho común contenidos 
en el Código Civil, materia extraña al recurso extraordinario, 
como lo prescribe el segundó apartado del articulo 15 de la ley 
número 4H; y en cuanto a la invocación del ¡míenlo 18 de la 
Constitución, cabía agregar, que habiendo sido oído el apelante 
en las instancias ordinarias del pleito, habían quedado 
en lo substancial los requisitos de la defensa en juicio. 



fvn la misma fcclta no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Kicasio Sánchez en autos con don José Alaría Caballero, so- 
bre desalojamiento, por desprender de la propia exposición del 
recurrente, que las recisiones recaídas en las instancias ordina- 
rias del pleito resolvían ta cuestión debatida, interpretando pre- 
ceptos de derecho común, aplicando para el caso disposiciones 
contenidas en el Código de Procedimientos, todo ello extraño al 
recurso extraordinario de acuerdo a lo que dispone el articulo 
15 de la ley número 48 iy la reiterada jurisprudencia del tri- 
bunal- 
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Cu» fecha catorce se declaró bien denegado el recurso de- 
ducido j«»r Kraneiscfi Ayhar, en autos con Lorenza Mozón, ¡x>r 
malversación de fondos, en razón de que, según lo expttesaba el 
mismo recurrente, este hahia sido oído en las instancias ordina- 
rias del juicio, y en consecuencia no podía decirse vulnerada Ja 
garantín de la defensa. tod.i vez que aparecen llenados en el caso 
sus requintos esenciales. 



Con fecha veintiuno fué ci infirmada por la Corte Suprema en 
cuanto a !a calificación del delito, y refirmada en cuanto a la 
fu-na. f|Lte dejó su hsi siente la de doce años de reclusión impuesta 
l>e>r el juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Cen- 
tral, en vez de Ta de dtwre años de prisión, accesorias legales y 
costas del juicio, aplicada por la Cámara Federal de Apelación 
de l.a Piala) al procesado Tomás Tormo, c o:no autor del delito 
di- honieidio perpetrado en la persona de Juan Smichtz el ¿8 
de enero de fgafa en el establecimiento San Justo <Toay>. ju- 
risdicción <le dicho territorio. 



Km la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Adolfo F. Krliart en autos con la sociedad anónima "La 
Vascongada sobre desalojamiento, por aparecer de la propia 
exposición del recurrente, que éste había sido oído en las ins- 
tancias ordinarias de] pleito, toda vez que de la resolución del 
Juez fie Paz apeló para ante el Juez de Primera instancia, ct 
que resolvió definitivamente sobre puntos de hecho y por apli- 
cación de disposiciones de derecho cotinm, antecedentes que de- 
terminaban la procedencia del mito denegatorio del recurso ex- 
traordinario, de acuerdo con lo que preceptúa el articulo 15 de 
la ley número 
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lín la misma fecha iiq se hizo lugar a la queja deducida por 
dona Marta Victoria iy don Karlolmm- Pedro Kcpctto, en los 
aillos siux-soriiis de doña María Viola de Pittalusa. ¡>ar aparecer 
lie la propia exposición de los recurrentes, que el caso había sido 
resuelto por interpretación y aplicación de determinadas dispo- 
siciones del Código Civil, esto es, de preceptos de derecho co- 
mún, que no autorizan el recurso extraordinario, de acuerdo con 
1<> establecido por el artículo 15 de la ley número 48; agregán- 
dose, además, ipie en cuanto a los artículos 17 y iS de la Cons- 
titución fjne se invo~al»an, procedía observar que no habían sido 
¡ratería de interpretación en el juicio, ni fueron invocados ojior- 
t unamente, ni guardaban con la cuestión resuelta la relación di- 
recta e inmediata (¡ue prescribe la ley. 



lín veintitrés del mismo no se) hizo lugar a la queja dedu- 
cida por Pedro Cabrera. Trifón Gndoy y otros, en la causa se- 
guida en su contra por homicidio, por aparecer de la propia ex- 
posición de los recurrentes, que la cuestión debatida había sido 
resuelta por los Tribunales de la Provincia de> Corrientes, apli- 
cando e interpretando para ct caso preceptos de derecho común 
contenidos en el Código Penal, lo que de acuerdo con lo que 
prescribe en su .segundo apartado el artículo 15 de la ley número 




recurso extraordinario interpuesto. 



Con fecha veinticinco la Corte Suprema, de conformidad 
con lo dictaminado por el señor Procurador General, declaró 
mal concedido por la Cámara Primera de Ablaciones en lo Ci- 
vil de la Capital, el recurso extraordinario interpuesto en los au- 
tos seguidos por "Zuberbiihler. don Kduardo, contra Fernández 
Morante, don Aurelio, sobre desalojo"*, en razón de que si bien 
el demandado opuso en la o]»ortumdad debida la cx.-ejición de 
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incompetencia de jurisdicción, invocando a ese efecto su condi- 
ción tle extranjero, planteándose asi la cuestión federal reque- 
rida para la precedencia riel recurso extraordinario, cabía obser- 
var que la cuestión debatida habia sido resuelta en la* instancias 
ordinaria!; del pleito, apjeeiáiido-e en las decisiones recaídas, 
puntos de hecho iv de prueba, que el propio apelante se encar- 
gaba de hacer resaltar en el memorial presentado ante e! tribu- 
nal, lo ente es ajeno al recurso extraordinario de puro derecho 
federal, atento lo imc disponen los artículos 14 y l$ de la ley 48 
y lo reiteradamente resuelta. 



Pou Hnrh¡ue Alió, por la prm-ineia de Buenos Aires, contra "San 
Juan Latid, Compañía Limitada", por reivitidiaiew»; sobre 
incompatibilidad pam desempeñar el e<.ir¡/t> de Caujitez de la 
Corte Sit-Prema. 

Sumaría : 1." Para ser Conjuez, de la Corte Suprema se rei|Etic- 
re« condiciones lef;aíes necesarias para ser juez de seccinn. 
Artículo 24, ley 50 K 

_v* Xo pueden acumularse las funciones de legislador y 
Ctíso: [.i> explica il siguiente: 

. ... Bucnw Aliei. lutlg 2 de 1K0 

Autos y \ islos: 

Kequinéndose para ser Conjucz de esta Corte Suprema las 
condiciones legalmente necesarias para ser Juez de Sección lar- 
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ticulo 24. ley número 50) y no pudicndo acumularse las funcio- 
nes de legisladnr 1/ de juez, por ser contrario al principio de la 
división de los poderes, adoptado por la Constitución, se declara 
que por su iricoqxjración a la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación, el doctor Mariano Cálvenlo ha cesado en su cargo 
de Con juez en los presentes autos. Kn consecuencia, se designa 
l:i audiencia del 12 del corriente, a las cjuince horas, a fin de in- 
sacular el reemplazante a los efectos de la integración del tribu- 
nal, llágase saber, reponiéndose el papel. 

■ 

Ramón Mcniikz. — Uoisr-KTo Ri> 
i-ktto _ M. Laukbnckva — K. 
Ruiz Guixazú. 



fhm Adolfo Pérez, denuncia u»a 
ncra. 



Sumario ; La tercera instancia ti que se Hace referencia en el ar- 
ticulo 3,". inciso 2" de ta ley 4055, ha sido instituida, exclu- 
sivamente, pata aquellas causas fiscales en que sea parte la 
Nación o un recaudador de sus rentas. 

Cuso: Lo explica el siguiente: 



Y Vistos: 
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BmflH Aira, Julio 7 de tu» 



Los promovidos por don Adolfo F. Pérez iteminciando una 
defraudación de la renta de Aduana cometida por la Sociedad 
Anónima Ganadera y Comercial "Sara Braun", y 
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Considerando : 

Que esta causa ha sido traída en vinud del recurso ordina- 
rio <le apelación que autoriza el articulo jt ". inciso 2 .". de la ley 
número 4055. 

ijuc h tercera instancia a que Unce referencia la disposición 
precedentemente recordada, lia sido instituida exclusivamente 
para aquellas causas fiscales en que sea parte la Nación o un re- 
caudador de sus rentas, según se infiere necesariamente del pro- 
pio texto legal. 

Qua en el caso no concurre el mencionado requisito, toda 
vez que el representante del Fisco no formuló acusación en el 
estado del procedimiento del juicio en que correspondía hacer- 
lo, y por el contrario, manifestó no encontrar mérito para ello 
(fe I2.V>- 

Qne en tales condiciones, la causa nu ha podido ser traída 
en apelación por el Ministerio Fiscal que no era parte en el jui- 
cio, ni tampoco por el querellante don Adolfo F. Pérez. ;itento 
la doctrina del fallo de esta Corte, registrado en el tomo 139, 
página 2oq de sus decisiones. 

En su mérito, se declara no haber lugar al recurso. Notifi- 
ques* y devuélvanse, 

). FtficigiOA Aixorta. — Ramón 
MÉNDEZ — ROORRTO Rbpbtio — 
M. Laurkncena. 
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Don Curtos y Vírico Sticfel contra el Ferrocarril Central Ar- 
ijcnliHo, sobre cobro de pesos. 

Smuaria: i * Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
inciso de la lev 48, contra una resolución adversa al de- 
recho fundado en la disposición del articulo 222 del Regla- 
mento de Ferrocarriles, sin que oliste a su procedencia la cir- 
cunstancia de que en la sentencia apelada no se mencione el 
referido reglamento, haciéndose aparecer, en cambio, como 
aplicado, el articulo 18S del Código de Comercio, dado que 
«no de los puntos especialmente discutidos en el pleito fué 
la inteligencia que debía darse a la recordada disjxjsíción re- 
glamentaria do la loy 2873. 

El artículo 188 del Código de Comercio sólo hace 
referencia, en términos generales, al tiempo o plazo normal 
acordado para la ejecución del contrato de transporte, sin 
determinar su duración» ni sus componentes, ni sus carac- 
teres peculiares, todo lo cual se encuentra establecido en el 
articulo 222 del Reglamento, disposición que rige privati- 
vamente el término para el trans]»rie ferroviario. 

y De los términos del precepto establecido en el ar- 
ticiilu 222 del decreto reglamentario de la Ley General de 
Ferrocarriles, se infiere que el tiempo norma! acordado a 
las empresas ferroviarias para el transporte de la carga es 
el que resulta de la acumulación de los diversos fact .res 
enumerados en el mismo, que ¡Ridrían designarse bajo los 
nombres de distancia o recorrido, empalmes, trasbordo y 
entrega, sin que ello implique, por cierto, admitir la exis- 
tencia de plazos independiente!» para cada una de las opera- 
ciones designadas, sino por el contrario, un plazo total para 
el transporte considerado en su acepción integral, esto es, 
liara la ejecución de todos bis actos indispensables para po- 
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ner los efectos a dis|>osic¡ón del destinatario, plazo que 
constituye un t(J( l° indivisible, dentro del cual puede actuar 
libremente el acarreador. En consecuencia, la división cíe 
ese término global importa una evidente violación de la le- 
tra y espirita de la referida disposición del Reglamento Ge- 
neral. 

( ílío: l.u explica nías piezas siguientes : 



SENIK-NC!» iJKL SEÑOR JUEZ DE COMERCIO 

- , Alrw. Otlubft 21 de 1804 

Y Vistos: 

Los presentes autos, resulta: 

1. Que a fojas 72 se presentan los señores Carlos y UI- 
rico Stiefcl. por a^derado. demandando al Ferrocarril Central 
Argentino, \xx cobro de pesos provenientes de devolución de 
mercaderías y retardo de transportes. 

Al fundar la demanda, expresa oue tienen establecida en 
Pascanas una casa de comercio |,ara la que constantemente re- 
citen mercaderias. las que son transportadas por el Ferrocarril 
Central Argentino; que el vinculo, en consecuencia, con ta de- 
mandada, es el deconsignatarios. Que en tal carácter demandan 
por tres mil doscientos seis |*sos con diez y nueve centavos con- 
tra la empresa, por baber ejecutado 'una serie de transportes irre- 
gulares, unos por falta de mercaderías, otro* por haber llegado 
con averias y otros por las excesivas demoras con (pie han sido 
efectuados. Que las cartas de porte números 10162, 30150, 32023, 
3637 o » '3503. 8¿55. *JO#), 28404, 49827, JOG* ry 560 las merca- 
derías han llegado con averías o no han llegado a su destino. 
Que todas estas faltas han sido observadas en las respectivas car- 
tas de |x>rte y reclamadas. Que si b empresa demandada negase 
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tos precios reclamados, desde ya aceptan el que fijen peritos tasa- 
dores. Que por la demora de los transportes demandan solamen- 
te la devolución de los fletes proporcionales a loé retardos, de 
acuerdo, con lo establecido en el artículo 188 de] Código de Co- 
mercio. Que en los cálculos j>ara la devolución proporcional de 
los fletes han aplicado* la conocida fórmula 2 T ; F R ■ X. 
Que si ;iíí¡ún error voluntario se ¡minera deslizado en los cóm- 
putos, desde ya aceptan la <jue sea definitiva, ya sea en más o 
en tnenos. Que el término T «le esta fór.rula ha sido operado de- 
liberadamente sin las cuarenta y ocho horas de que dispone la 
empresa para la entrega de las cargas. Finalmente piden que se 
condene \wr las cantidades de seiscientos cincuenta y seis ¡Misos 
con cincuenta centavos, provenientes de las mercaderías y falta 
de llegada a su destino, y por la suma de dos mil quinientos cua- 
renta ty nueve pesos con sesenta y nueve centavos provenientes 
(Kir retardo de transportes, o sea un total de tres mil doscientos 
seis pesos con diez y nueve centavos moneda nacional, sus inte- 
reses y costas. 

II. Que corrido el traslado de ley a fojas 96, lo evacúa la 
empresa demandada, jmr apoderado, quien manifiesta : Que está 
de acuerdo con los actores en lo quq se refiere a las faltas de 
mercaderías en los transimrtes de cartas de porte : 49827, pesos 
875 : C. P. 29029, $ 26.70; C. P. 560, $ 7.50; C. P. 10162, pesos 
228.20; C I 1 28404. $ 17.12; C. P. 32623. $ 276.48, Que en los 
demás casos de faltas, no acepta responsabilidad alguna en vir- 
tud de las siguientes razones; C P, 1350-3. Las pérdidas que 
pueden haber sufrido los actores deten imputarse a vicio propio 
de los defectos ( damajuanas de vermoutlO ; que el transporte se 
hizo en condiciones normales, siendo aplicable el artículo 177 del 
Código de Comercio que consagra la irresponsabilidad del por- 
teador. salvo que se pruebe su culpa. C. P. 8255 : tratándose en 
este caso de objetos de fácil deterioro (una piedra de mármol), 
que fué entregada sin embalar, que la empresa declina todo re- 
clamo y se ampara también en el citado articulo. C. P. 3062 : que 
la rotura del radiador sólo es imputable a la naturaleza frágil 
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«leí misino. C. R 3*3150 y 36376: que 110 liay constancia de que 
en estos casos se hayan producido faltas de los efectos trans- 
portados, que en consecuencia, nn procede pago alguno. One en 
cuanto al pago ¡«ir e] retardt) de transporte, resulta que la canti- 
dad a pagar rv* es la que piden los actores, sino la de mil qui- 
nientos seis jiesos con noventa y un centavos moneda nacional. 

Que a fojas 101 vta. se declara la competencia del Juzgado 
y se abre el juicio a prueba, produciéndose la que certifica el ac- 
tuario a fojas 105. sobre cuyo mérito alegan de bien probado él 
dexandado a fojas 170 y el actor a fojas 174, llamándose autos 
para sentencia a fojas 177. 

Y Considerando: 

Que las parte^ están de acuerdo sobre la existencia fie tos 
contratos de transporte, con exclusión de los enumerados en las 
cartas de porte números 30150. 36376, 15503. 8255, 3062 y mon- 
to de los fletes pagados, y que éstos ilcben devolverse proporción 
nal mente, en razón del retardo, de acuerdo con la fórmula del 
articulo r88 del Código de Comercio que ha consagrado la ju- 
risprudencia. ( X V : : R : 2 T > ; en consecuencia, los puntos a 
analizar y resolver, son: 

a) Si es responsable la empresa por las avenas de las merca- 
derías a que se refieren tas cartas de porte números 13503, 8255 
y 3062. 

- tu Si es responsable la demandada por la falta de llegada a 
su destino de las mercaderías a que se refieren las cartas de por- 
te números 30150 y 36370. 

c) Si los cálculos liedlos referentes a la devolución que debe 
hacer la empresa están ajustados a la ley >y reglamento general 
de ferrocarriles. 
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Punto a) Habiendo quedado reconocido por ta empresa al 
contestar la demanda respecto a la» mercaderías a que se refie- 
ren las cartas de porte números 49827. f9$$£ S*». ioio2 > 28 4<>4 
y 32623 (s* refiere a la 32023 del actor), queda en consecuencia 
reconocido al actor el derecho sobre las mismas que suman la 
cantidad de $ 56475. 

Respecto a ¡as cartas de porte números 13503, 8255 y 3062, 
el actor sostiene que corresponde rechazar la defensa que opone 
la demandada, amparándose en lo dispuesto en el articulo 177 
del Código de Comercio, porque este artículo se -.«fierc a trans- 
porte hecho de un modo especial, en los que se hubiera estipu- 
lado expresamente la irresponsabilidad del porteador por las 
pérdidas o averías y que la empresa, de acuerdo con el articulo 
172 del citado código no lia probado que las averías y roturas 
ocurridas se hayan producido por vicio propio. 

Para que dicha defensa pueda prosperar, ha debido pactarse 
expresamente la presunción que establece el articulo 177 del Có- 
digo de Comercio a favor de las empresas ferroviarias; no ha- 
biéndose pactado tal irresponsabilidad, corresponde aplicar el 
principio general de derecho en el que se establece que quien 
pretende haberse exonerado de su responsabilidad, debe probar 
el hecho que ha motivado ta extinción de su obligación, siendo su 
deber probar que los deterioros provienen de vicio propio de las 
cosas transportadas. Por otro lado, ta irresponsabilidad de la de- 
mandada no surge de la naturaleza de ta cosa transportada sino 
como consecuencia de una convención, realizada por las partes, 
v no habiendo en autos constancia de haberse realizado la esti- 
pulación mencionada, corro tampoco ha justificado la demandt!- 
da que las pérdidas ocurridas sean provenientes de vicio propio, 
está obligada a pagar la suma de ochenta pesos moneda nacional, 
a que se refieren las tres cartas de porte mencionadas, cuyo mon- 
to no ha sido observado, lo que autoriza a interpretar esta como 
un reconocimiento al respecto,— articulo 919 Código Civil, tr ar- 
tículo 100 inciso i.' del Código de Procedimientos Civil y Co- 
mercial. 
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Plinto b.l Respecto a las cartas fie porte números 30150 y 
.1^37^ dema latfa sostiene que no hay constancia en autos de 
Haberse ptQáuAÚú falta por ausencia de prueba del actor. De 
las constancias de las presentes actuaciones so deduce que la re- 
cepción de esta mercader ia por parte de la empresa, esta justifi- 
cada por las curtas de porte que corren a fujas 3 y ". Asimismo 
hay constancia, por Ins. recibos de fojas 16Ó y io8¿ que la em- 
]ire«a «lió curso a estos rechinos, admitiendo las facturas corres- 
¡jondientcs por S 4. 55 y S 7.20. resj>c:tivamente. Estos recibos 
han sido otorgados por la demandada y declarados auténticos 
en él auto de fojas tjgi vta. En presencia de estos documentos 
queda demostrado que la empresa no entregó en destino \:i mer- 
caderia de referencia, pues 110 ha producido prueba en su des- 
ea rgo. .ya sea exigiéndole al actor la entrega de las cartas de por- 
te o un recilnj por los efectos transportados, cosa que no se ha 
hecho, razón por la cual queda reconocido el derecho del actor 
con respecto al valor do las dos cartas de porte mencionadas o 
sea J? n.75. y asi se declara ( artículo tóa Código de Comercio ), 

Cunto o Corresponda comprotar en este punto si la de- 
manda -se ha apartado en los cálculos hechos de la ley y de las 
disposiciones del reglamento de ferrocarriles. 

I. K11 las presentes actuaciones ''a quedado establecido, por- 
que el actor lo ha probado. la* demoras en que ha incurrido la 
impresa transportadora, por los informes de la Dirección de Fe- 
rrocarriles, agregados a fojas 160, y la pericia que corre a fojas 
165. Asimismo la pericia ha co improbado tos pagos de fletes rea- 
lizados i>or el actor y las cantidades que proporcionalmeuic a los 
retardos, delfc devolver la empresa demandada. Las observacio- 
nes que hace la demandada en su alegato respecto a la forma de 
haberse realizado h pericia |Kir halwr tomado la "fecha de pues- 
tas |n> cargan a disposición deí interesado", la de los recibos por 
pagos de fletes, no corresponde ser tomada en cuenta, desde el 
momento (pie la demandada no ha probado que dichas lechas no 
coincidan. 
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II. Que el Juzgado, de acuerdo cotí el artículo 26 de la 
ley .juS. acopla las conclusiones de la jjericia referida, cu cuan- 
10 aplica la fórmula 3 T : K:: F : X. admitida ]xw el actor cu 
su demanda, descontando las cuarenta y ocho horas jqpe el jjJO'fe 
tcador tiene para efectuar Ta entrega de las cargas, descontando 
el importe de las cartas de porte que se refieren a los transar- 
les mencionados en h demumla. 

J1I. Que nuestra legislación, dentro del término de ejecu- 
ción de los transportes, admite dos términos o plazos parciales: 
el término ]>ara la expedición y el término para el transporte 
propiamente dicho. 

Kn término para la expedición comprende el espacio de liem- 
1") legalmente preestablecido (artículos 187 del Código de Co- 
mercio y 222 del reglamento general), a partir de la llegada de 
la mercadería a destino para la entrega de la misma al destina* 
tarjo, K! término ¡tara el transporte o llamado más exactamente 
"tiempo de recorrido", comprende el espacio de tiempo necesa- 
rio para el transporte de la mercadería desde la estación de origen 
a la de destino. Kl artículo 222 de] reglamento general antes ci- 
tado. ]ior el cual el poder administrador determinó la duración 
de los términos estatuidos por el anknlo 187 ya mencionado, es- 
lablecc: cuarenta y ocho horas para el término de "expedición": 
cualquiera que sea la duración del transporte ; el número de ho- 
ras para el "tiempo de recorrido*' en razón de la distancia; y 
"iros términos suplementarios (veinticuatro horas para cada em- 
palme y veinticuatro horas jwra el trasbordo por diferencia de 
trocha. 

IV. Que c| Código de Comercio, en su articulo if(8, dispone 
que en caso de retardo en la ejecución de transporte por más 
tiempo del establecido vn el articulo anterior, perderá el. portea- 
dor una parte del precio del transporte, proporcionaluiente a la 
duración de! retardo, eíc. 

(jue. de acuerdo con lo establecido 1*11 el articulo 187. inciso 
2.", respecto al término o tiempo de ejecución de los transportes. 
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ea de estricta lógica (|ue cuando el articulo 188 dice "por más 
tiempo de! establecido en el articulo anterior", se refiere única- 
niene al término o tiempo de dicho inciso, quedando, por consi- 
guiente. 'excluido el del inciso i." que se refiere a la entrega de 
la carga. 

. Que la demandada invoca, directamente, como argumen- 
to favorable a su tesis, la doctrina y jurisprudencia italianas. 

EJ proveyente, no obstante la claridad de los preceptos le- 
gales citados, se ha hecho cargo del argumento, por considerar 
la itniiortarKria e influencia que en materia de transportes ha te- 
nido ]a legislación italiana sobre la nuestra, y más que todo por- 
que nuestra jurisprudencia ha llegado a idéntica solución que la 
de aquel ¡kiís con respecto a la aplicación del mismo articulo 1S8, 
en Ib qué .se refiere a la duración del retardo, pero llegando a 
una conclusión contraria a la sostenida por ia empresa deman- 
dada. 

E! artículo 403 del código italiano, equivalente al 188 de 
nuestro código, se refiere al 307, que sólo habla de "termine del 
la rieonsegna", no consagra los do» términos parciales, como lo 
hace el 187 argentino al establecer separadamente el "término de 
expedición" y el "término de] movimiento". Vivante tt. IV, 
pá«- 774. M-* a 161 iy siguientes ) y Pípia ("Diritto Ferroviario' 1 , 
pág. ico. X." 715 y "Diritto Coiumerciale". t* IV. pág. 630 N.° 
832). deciden la cuestión en igual sentido que lo hace el suscripto 
en el considerando anterior. El término para la entrega de la 
cai^ga en la estación de destino, que establece la tarifa italiana, 
varia según la naturaleza fiel transporte ( a gran velocidad, (pe- 
queña velocidad y pequeña velocidad acelerada. Marchesini, tomo 
2. ¡wg. XXV a CV'JI), mientras entre nosotros existe un solo 
término de cuarenta y ocho horas para la entrega de cualquiera 
que sea la duración del transporte, lo que significa que la inclu- 
sión de dicho término para calcular la devolución del flete en pro- 
porción al retardo no se ajustaría a la equidad, puesto que en los 
transportes de corta duración esa inclusión duplicaría o triplicaría 
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el término de ejecución. lo que no podría ocurrir aplicando el 
mismo criterio a la tarifa italiana. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con los artículos 177, 
162 y 188 de! Código de Comercio, fallo los presentes autos: 
haciendo lugar a la demanda de fojas 72 ; en consecuencia, con- 
deno a la empresa del Ferrocarril Central Argentino a pagar, 
dentro del término de diez días, a los señores Carlos y Ulrico 
Sticfel, la suma de tres mil ciento setenta pesos con noventa y 
siete centavos moneda nacional, con intereses desde el día de la 
notificación de ta demanda, al tipo de los que cobra el Banco de 
la Nación, y las costas del juicio; al efecto regulo los honorarios 
de la dirección letrada de ios setores. en la suma de cuatrocien- 
tos pesos moneda nacional, <y los del apoderado en ciento ochen- 
ta pesos de igual moneda. Regístrese, repóngase las fojas. Noti- 
fíqiiese. — Santos 5. Paré. Ante mi : Roberto Dártsott Vtranto. 

m 

ACUERDO UE LA CÁMARA DE APELACIONES EN LO COMERCIAL 

En Buenos Aires, a diez y seis de noviembre de mil nove- 
cientos veinticinco, reunidos los señores Vocales en la Sala de 
Acuerdos y traídos para conocer los autos seguidos por los se- 
ñores Carlos y Ubica Sticfel contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre cobro de pesos, se practicó la insaculación que 
ordena el articulo 256 del Código de Procedimientos, resultando 
de ella que debían votar en el orden siguiente: Doctores Casares. 
Meléndejt. F,strada, Padilla CranwelU 

Estudiados los autos, la Cámara planteó la siguiente cues- 
tión a resolver : 

¿ Es arreglada a derecho la sentencia de ís. 181 en cu;mto ha 
•.ido apelada ? 

El doctor Casares dijo : 
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Xo encuentro fundamento al recurso de la empresa deman- 
dada respecto a> la reclamación por averias en las cosas transpor- 
tadas, según las cartas de porte números 13503, 8255 y 3062— fs 
190— cuyo progreso la obliga a indemnizar onhciua pesos, por 
Jas cortsideracior-s que aduce la sentencia, cuya eficacin no es 
dable neutralizar a! amparo de lo que dispone el decreto del 15 
de enero de 1918, porque por él no se hace otra cosa que preci- 
sar en detalle, en ejercicio de facultades reglamentarias, en la 
réfla del articulo 177 de) Código de Comercio, en cuanto preten- 
de la inclusión de las cuarenta y ocho lloras fijadas para la en- 
trega en el tiempo del transporte a los efectos de la determina- 
ción del retardo, atenta la inteligencia que el Tribunal lia conce- 
dido al ártfculo 188 del Código de Comercio y que he aceptado 
en los últimos casos no obstante la disidencia que planteé en otros 
nmerinres. en mérito de la reiteración de los fallos dictados en 
esc sentido, de la tesis que consagra el recurrido (h. 191 vta. y 
siguientes ) y acerca del punto que se desenvuelve a fs. 190 vía. 
y 191. por razón de los elementos de juicio que han servido al 
perito contador para fijar las fechas en rjuc las cosas se pusieron 
a dis(»osición del consignatario; de los términos en que se for- 
mularon los có;nputos por el actor — fs. 73 vta. — y de no ha- 
berse ofrecido los antecedentes a que alttde el decreto de enero 
14 de 1918. 

Voto, pues, afirmativamente. 

Por análogas razones, los doctores Meléndez y Estrada se 
adhirieron al vutu anterior. 

El doctor Padilla dijo: 

Considero que el recurso interpuesto por la empresa en cuan- 
to a la responsabilidad que se le imputa por las averías sufridas 
por las cosas cuyo transporte amparaban las guías números 13503, 
**-55 y .106, es atendible. 

artículo 177 del Código de Comercio autoriza a las em- 
presas para estipular qitc las averías de las cosas en él especifi- 
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cadas se presuman derivadas de vicio propio de las mismas si su 
culi«i no fuere probada. fíl decreto de 15 de enero de 1918, que 
lia venido a incorporarse al reglamentario de la ley de ferroca- 
rriles, no hace otra cosa que suplir la voluntad de aquéllas, pre- 
sumiendo que esa estipulación se pacta siempre cuando se trata 
del transporte de las mercaderías que enumera. Como al ejerci- 
cio de la facultad conferida por el citado artículo 177, los par- 
ticulares no pueden oponerse. y como esa disposición legal no 
obliga a las compañías a manifestar expresamente su voluntad 
en cí sentido de hacer esa estipulación, el consentimiento de éstas 
en el ntis:i o puede prestí ponerse por un acto administrativo que 
las empresas no han impugnado, conforme al artículo 1145 del 
Código Civil, 

Por lo que atañe a la devolución de fletes por demoras, aten- 
to los termino» en que está concebido el petitorio de ]a demanda, 
encuentro justa la solución dada por la sentencia» 

Finalmente, en lo que se refiere a la inclusión de las cuaren- 
ta y ocho horas en el cómputo de la extensión del retardo, me re- 
fiero a las consideraciones que tengo formuladas en el caso de 
Matar contra Ferrocarril Central Córdoba y a la jurisprudencia 
establecida por el Tribunal en los numerosos asuntos resueltos 
desde el de Choren contra Ferrocarril del Sud. 

Por esto soy de opinión que el fallo del Inferior debe ser re- 
formado sólo en lo que se refiere a ta indemnización por averías 
que comprende la demanda, deduciéndose su importe de la suma 
que se manda pagan 

Dada la conclusión a que llego, que importa el progreso par- 
cial de la apelación deducida por la empresa, creo que las costas 
de esta instancia deben pagarse en el orden causado. 

Voto, pues, en el sentido que indico. 

Por análogas razones a las aducidas por e! doctor Casares, 
el rtoctór CranwcTI se adhirió a su voto. 

Con lo que terminó este acuerdo, que firmaron los señores 
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Vocales doctores Kstrada. Casares, Cranwell, Meléndez, ladilla. 
Ante mi : Alfredo Fox. 

lis copia de! original que corre a fs. 77 del obro 31 C. de 
Acuerdos. — Alfredo Fox- 

fonos Aira, Novítmbrc 1» dt 1*2. 

Por los fundamentos del precedente acuerdo, se confirnia 
la sentencia a¡>c|ada de ís, 1S1, con costa», a cuyo efecto se re- 
gulan en cien y treinta pesos moneda nacional lo» honorarios del 
doctor San Martín y apoderado Sanz, respectivamente, en esta 
instancia, y devuélvase, previa reposición de sellos, dentro de 
tres días, bajo apercibimiento de lo dispuesto ]xir el artículo 23 
de la ícy 4128 — Alberto Estrada. — Angel M. Casares. — R. 
H, Crameell. — l\ Meléndez. — Ü. F. Padilla. — Ante mí : Al- 
fredo Fox. 

DICTAMEN SiStMt I'ROCL'RAIjOR r.KXKR.U, 

Bmhm Aint. Junto • 4t 1W 

Suprema Corte: 

El punto materia de discusión que 1Ic¡í,i a decisión de V. E. 
en ta presente causa seguida ]>or Stiefet Carlos y Ubico contra 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino por devolución de 
fletes, ha sido tratado y resuelto por esta Corte Suprema, re- 
cientemente, en numerosas causas anólogas a la presente, en sen- 
tido favorable al derecho que invoca ta empresa demandada (to- 
mo 145, página 200 y demás causas allí enumeradas). 

Por los fundamentos del fallo oc V. K. citado. corres]K>nde 
revocar ta sentencia apelada en la parte que ha podido ser mate- 
1 ¡a del recurso. 

Horacio R. Larreta. 
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Bmíh Alm, J«Ho7 dt tt» 

Vistos y Considerando: 

Qiic en el caso se tía invocado por la recurrente, en apoyo 
«1c sus conclusiones, la disposición del artículo 222 del reglamen- 
to de ferrocarriles y la decisión de última instancia dentro de la 
jurisdicción local lia sido í¡d versa al derecho fundado en esa dis- 
posición de carácter federal, por lo que el recurso extraordinario 
es procedente con arreglo al artículo 14. inciso 3° de la ley nú- 
mero 48 (Falos: tomo 114, página 353, y tomo 1 15, página 298, 
entre otros). 

Que no obsta a la admisibilidad de dicho recurso la circuns- 
tancia de que en la sentencia apelada no se mencione el recorda- 
do reglamento — haciéndose aparecer, en cambio, como aplicado, 
el artículo 188 del Código de Comercio, — toda vez que uno de 
los puntos especialmente discutidos en el pleito ha sido la inteli- 
gencia que debía darse al artículo 222 de aquel decreto regla- 
mentario de la ley número 2873, disposición que rige privativa- 
mente el término para el transporte ferroviario y las conclusio- 
nes del pronunciamiento apelado desconocen implícitamente la 
indivisibilidad de dicho término, fundada por el recurrente en el 
texto y en" la doctrina que informa el referido precepto regla- 
mentario. 

Que por lo dentás, es de observar que el artículo 188 del 
Código de Comercio sólo hace referencia en términos generales 
al tiempo o plazo normal acordado para la ejecución del contrato 
de transporte, sin determinar su duración, ni stts componentes, ni 
sus caracteres peculiares, todo lo cual se encuentra establecido en 
el citado articulo del decreta Por consiguiente, la sentencia traí- 
da a revisión, no ha podido fijar el tiempo reglamentario de los 
transmites de que se trata, o sea la base esencial para calcular el 
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flete (¡tie debía devolver la empresa, ni pronunciarse sobre el 
punto relativo a la. indivisibilidad del término total, por la mera 
interpretación o aplicación de tos disposiciones de! Códivo de 
Comercio que no rigen tales cuestiones. 

(Jue en cuanto al fondo del asunto, es de tenerse en cuenta 
que la cuestión federa! planteada, es la misma que ya fué resuelta 
por esta Corte en sentencia dictada con fcclia 27 de noviembre 
de i'>-'5, en la causa seguida por Ghirardi y Scrra contra el Fe- 
rrocarril Buenos Aires al Pacífico (Fallos: tomo 145. página 
200), por lt> que corresponde darle una solución análoga. 

Kn su mérito, reproduciendo los fundamentos de que se hizo 
mérito en el recordado fallo, y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada en 
cuanto ha sido materia del recurso, declarándose que a los fines 
que sl> persiguen en la presente litis, el término de cuarenta >y 
ocho horas acontodo al porteador jaira ta entrega de la carga, 
forma parte integrante del término total de que gozaba para eje- 
cutar el contrato en lodos sus asuetos, término que constituye 
un tfido indivisible dentro del cual puede actuar libremente el 
porteador, Xotifhjuesc y devuélvanse al tribunal de p; edencra, 
donde se rejjondrá el papel. 

J. FtGUUROA Alcorta. — Ramón 
Mkm»i;z. — Koiikkto Rkpktto. — 
M. Lal^hkxciíxa, 



\ota : En la mísñlá fecha la Corle Suprema dictó idéntica 
resolución en la causa seguida por los señores "Afarrocu y Cía. 
Dionisio contra el Ferrocarril Central Córdoba", por igual causa. 
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Sociedad anónima Ant/cf Braceras contra la Provincia de Salta, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario ; No habiéndose justificado en autos~quc las compras de 
mercaderías efectuadas por el Gobierno, y cuyo valor se re- 
dama, no estuvieron legalmente autorizarlas, la manifesta- 
ción de haber el poder Ejecutivo solicitado de la Legislatu- 
ra los fondos necesarios para cumplir con sus compromi- 
sos, no excusa su situación de mora en satisfacerlos. 

Coso: ho explica el siguiente: 
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Bumm Aires. Julio » *t isas 

Y Vistos: 

Fistos autos seguidos por la sociedad anónima Angel Brace- 
ras contra la provincia de Salta, por cobro de pesos, de los que 
resulta : 

Que a fojas 20, y con los documentos precedentemente agre- 
gados, se presenta don Silvino Navarro Vela, por la sociedad 
anónima actora, pidiendo se condene a la provincia mencionada 
al pago de la suma de trece mil setecientos once pesos con cua- 
renta y tres centavos moneda nacional de curso legal. 

Que la suma citada proviene del precio de compra de mer- 
caderías consignadas en las facturas que acompaña, cuya entrega 
y recibo de conformidad consta en documentos agregados a los 
espedientes administrativos iniciados ante la provincia deman- 
dada- 
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Oue en ¿$Oya de su demanda invoca los antecedentes de he- 
cho y la» consideraciones de carácter legal que a continuación se 
expresan : 

Oue desde el 7 de enero de i¡jr8 la sociedad tjue représenla 
proveyó a la provincia di- Salta de mercaderías procedente? de 
difluí negocio por un toial de S 50.47j.43. de los cuales sólo fue- 
ron alionados S .V1.i1itJ.43, quedando aún adendantlo fe suma <le 
S 1 37 1 1.43. importe de facturas que provienen del año 1020. y 
cuyo detalle se encuentra en el escrito de demanda. 

Oue para ello vijáise necesitado a hacer activas gestiones de 
su ma:itlante ante la provincia demandada, y <jue en estas con- 
diciones, no habiendo podido olí tener el cobro de la suma debida, 
entabla la presente demanda. 

Oue dado el carácter de dicha demanda, es aplicable la pres- 
cripción de los artículos 450 y 4í>5 del Código de Comercio, 33.' 
inciso 2," del Código Civil, y demás disposiciones concordantes. 

Solicita, en consecuencia, que una vez llenada- las formas 
legales, se condene a la provincia de Salta a pagar a su mandan- 
te la cantidad de S 13.71 1 .43 en concepto de mercaderías consig- 
nadas a tal provincia, más sus intereses v costas. 

Que una vez acreditada la jurisdicción originaria de la Cor- 
te, se corrió traslado de la demanda a la provincia de Salta, quien 
por ínter. redio de su representante la contesta a fojas 37. expo- 
niendo : 

Oue revoiioce la exactitud de tos hechos expuestos en la de- 
manda, en cuanto a la cantidad, calidad y precio de los articulo? 
suministrados a la provincia de Salta, pero está disconforme, por 
no haber llenado las formalidades legales de carácter previo a 
que se ha referido; además le lia taimado estrañeza al Gobierno 
de Salta, que a pesar de lo establecido, la aetora haya empleado 
la via judicial, como si no le obligaran las leyes de la provincia 
y lo convenido con el Gobierno de ésta, pues de ello ¡n itere que 
¡>or tales causas debe ser rechazada la demanda. 
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Qiíc teniendo m cuenta el Gobierno de ti provincia de Salta 
tas defensas de urden legal que, a su juicio, daba la reclamación 
de Ta actora y la convenido posteriormente con ésta, dirigió un 
mensaje a la Honorable Legislatura de la provincia, a fin de 
normalizar la situación de hecho existente, encareciendo el pron- 
to despacho del proyecto de ley tjiic le remitió, por el cual se au- 
toriza al Poder Ejecutivo a abonar a la actora ta cantidad de pe- 
sos 13-71 1.4- moneda nacional, importe de sus cuentas por ves- 
tuario suministrado al Departamento de Policía de ta provincia 
durante el año 1920. 

One por todo lo expuesto, pide el rechazo de la acción en la 
forra que ha sido instaurada, con costas. 

One abierta la causa a prueba (fojas ¿c> vuelta), y produci- 
da la que acredita el certificado de fojas 4<j, agregóse el alegato 
ilc la parle actora ( fojas 51 % enn lo que estos autos quedaron en 
estado de dictar sentencia por auto de fojas 52 vuelta. 



Que la provincia de Salta lia reconocido a fojas 37 haber re- 
cibirlo las mercaderías curvo valor se 1c reclama, como asi tam- 
bién el monto de lo ndetuhdo. 

Oue además de no existir compromiso alguno que obligue a 
los actores a aceptar ta jurisdicción de los Tribunales de esa pro- 
vincia, es de observar que al celebrarse los contratos que dieron 
origen a la presente acción, ésta procedió como persona jurídica, 
y en tal concepto los derechos y obligaciones emergentes de los 
mismos ?e rigen por las leyes comunes de la Nación < artículos 
41 y 42 del Código Civil), 

Que si bien el Poder Ejecutivo de la provincia de Salta so- 
licitó en i*;24 de la Honorable Legislatura dé h misma los fon- 
dos necesarios para cumplir con sus compromisos, ello no excu- 
sa su situación de mora en satisfacerlos, tanto más cuanto que no 
se lia justificado en amos que las compras efectuadas en 1920 por 
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e! Gobierno, no estuvieran legalmente autorizadas, I«> que Ic ha* 
bia obligado, según él, a solicitar de la Legislatura autorización 
para verificar el payo, haciendo presumir lo contrario, por otra 
¡arte, el liedlo comprobado por el propio mensaje del Poder Kje- 
emivo de fojas 4J. de haber pagado el mismo ano i«>¿<>, al actor, 
a cuenta de dichas compra*, la cantidad de $ 5.000. y el de haber 
prometido pagar en breve el resto, es decir, la cantidad que aho- 
ra se reclama, como 3o prueba el telegrama de fs. 10, cuya au- 
tenticidad rio se ha negado. 

<Jue por otra parte, aunque hubiera mediado acuella cir- 
cunstancia, ella 110 podría servir de excusa al Gobierno para de- 
morar indefinidamente el pago, invocando disposiciones legales 
de orden administrativo, pues habiendo recibido la mercadería 
comprada du acuerdo con el contrato, era su deber arbitrar en 
tiempo los recursos necesarios para cumplir la obligación con- 
I raída. 

h>r ello, y de acuerdo con lo cpie establecen los. articulo* 
14J4 y 14,10 itel Código Civil, se hace lugar a la demanda, decla- 
rando fpie !a provincia de Salla está obligada a pagar a la socie- 
dad anónima Angel Braceras, la cantidad efe trece mil setecientos 
onre [tisós con cuarenta iy tres centavos moneda nacional, con 
■,us intereses a estilo de los <mc cobra el Hauco de !a Nación Ar- 
gentina, desde la notificación de la demanda, debiendo efectuar 
el pago en e[ término de 30 días de notificada esta sentencia, con 
cosías. Niitifíqiuse y repuesto el papel archívese. 

A. BiítoiKjo. — J. I'V.cekoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 

M. Lalhi;\ci:\\\. 
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Ihm Monteo f : . Corda, ex sart/ento i* de! ejercito, en la causa in- 
coada en m contra, por perdida de efectos y malversación. 

Sumario: ir 1.a cireunslancia fie que él procesado haya perdido 
stt estado militar con interioridad a la comisión de los ac- 
tos delictuosos que se lo imputan, no lo sa^an de la iurisdie- 
cióu militar a que el hecho y stts eircnnsinneias Jo some- 
tieron. 

j." Emanando las jurisdicciones represivas rlt- la misma 
ley, día* son <lc orden público y no pueden ser alteradas por 
la vipítititad fie lo* sometidos a las mismas. 

Caso: T*o explican las piezas siguientes: 

DICTAME UÜ SK ÑOR PROCURADOR OKNfcHAL 

Buena! Airea. Setiembre II de 1«5 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 1072, dictada por el Consejo Supremo 
de Guerra y Marina, en la presente causa seguida contra el ex 
sargento t,* Mónico F. Corzo, no resuelva punto alguno sobre 
derecho federal que autorice la intervención de V. Iv en la ins- 
tancia extraordinaria qtie autoriza el artículo 14 de la ley nú- 
mero 48. 

Xo aparece, tampoco, en la causa, restringida la libertad de 
defensa que ampara el artículo iK de la Constitución Nacional. 

La présenle causa no puede, por otra pane, ser sometida a 
la revisión de la Corte Suprema como contienda de conijretcncia, 
porque ésta 110 ha sido substanciada ni siquier» planteada. 

En cuanto al recurso extraordinario deducido por el acusa- 
do, ty cuyo testimonio auténtico obra a fojas 15 del presente re- 
curro, 110 reviste los requisitos que para su procedencia exige el 
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articulo 15 de la ley 48 citada, ya que no aparece fundada la 
queja. 

Kt cumplimiento de dicha exigencia, verificado recién al re- 
currir ante V. K. 1 fs. 11. es extemporáneo. 

I*or ello soy de opinión que ha sido bien denegada la apela- 
ción dedtícitíá ¡«ara ante esta Corte Suprema. 

Horario A\ l,arrctá. 



FALLO 1>K L.X COKTtí SITRIÍMA 

Bucnoi Aire*. Julio lí de I92S 

Autos y Vistos: 

Kl rccursii ele lieclio deducido por Momeo I\ Corzo, por de- 
negación fiel extraordinario; de sentencia del Concejo Supremo de 
Cticrra y Marina, en la causa que se le ha seguido por defrauda- 
ción 1 fs. r y fs, 15). 

Y Considerando: 

Que el recurso se funda en tjuc ha sido juzgado por la ju- 
risdicción militar "que lo privaba de la jurisdicción civil que le 
correspondía "al tiempo" del enjuiciamiento" (Í&* 11. 

Que como se hace notar a fs. j, el proceso contra Corzo fué 
iniciado por pérdida de efectos y malversación "por liahcr liecho 
dicho sargento, entrega en menos, la* existencias pertenecientes 
al IV Escuadrón de} Regimiento r . de Caballena, ipie estuvie- 
ron a sn cargo", y que cuando cometió el delito ct procesado Mo- 
ni eo Corzo estalla investido de estado militar. 

Que la circunstancia de haber perdido ese estado militar con 
I*oster¡oridad a la comisión de los actos delictuosos que se le im- 
putan. 110 lo sacaba de la jurisdicción militar a que el hecho y sus 
circunstancias le sometían , porque las jurisdicciones represivas 
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emanan de la ley misma, lian sido establecidas por consideracio- 
nes de orden público y no pueden ser alteradas por la voluntad 
de los sometidos a ella, ( Fallos, tomo 1 14. página 193, conside- 
rando 8.", página 195'. 

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General, 
se declara improcedente la queja* Notifiquese y archívese, devol- 
viéndose los autos principales con transcripción de la presente. 

A. BERMEJO. — J. FlGURROA Al- 
CORTA. — ■ RAMÓX XJÉ.VDEZ. — 

Rorerto Rkpetto. — M. Lau- 

REXCENA, 



Don Francisco Pmy contra la proz'incia de Hntrc Ríos, sobre in- 
terdicto de despojo. 

Sumario; i.c Ka apertura de un camino cerrado por tranquera 
con candado y cadenas que fueron entregadas al encargado 
del cam|H>, no obstante la oposición de éste, y usando al efec- 
to de la acción policial, poseído por el actor desde más de 
uti año antes de esa apertura, son hechos que, por halter sido 
en virtud de ellos excluido el poseedor de ese camino, abso- 
luta y totalmente de la posesión en que se hallaba, definen 
el concepto doctrinario y jurídico del des|>ojo. 

j.c No liabiéndose comprobado |n>r ] a demandada que 
el terreno objeto del camino, materia del litigio, lo adquirió 
medíante convención o juicio de expropiación, -v su habilita- 
ción real para el fin público que se tuvo en vista, o el uso 
común del mismo desde tiempo inmemorial, admitido y re- 
conocido por el propietario o por sus antecesores en el do- 
minio, corresponde desestimar la defensa, basada en la con- 
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sideración que dicho camino es un bien del dominio público 
y se halla como tal fuera del comercio y excluido de la pro- 
tección posesoria. 

Cáséi Lo explica el siguiente: 



r.u.1.0 ni; r.A cortk; sr preña 

Buen» Aiicl. Julio U de 1S26 

Y Vistos : 

Fistos amos seguido? por don Francisco Puig contra ta pro- 
vinería de Kntre Rios. sobre interdicto de despojo, de los que re- 
sidía : 

yue a fs. 13, y con los documentos precedentemente agrega- 
dos, se présenla el doctor Miguel M. Padilla, por el actor, expo- 
niendo : Q\\c su iHjderdanle jHisee a título de dueño, desde Itacc 
i¿ años. 1111 campo en el departamento de La Paz, distrito de Ta- 
cuaras, de la mencionada provincia, siendo esa posesión quieta, 
pacífica y sin interrupción desde la fecba en qtte adquirió el in- 
mueble, sin que jamás lo cruzara camino público alguno. 

(Jue en el año 1921, su mandante fué soqirendido por una 
notificación del comisario rural por la que, invocándose órdenes 
del Jefe de Policía tic La Paz, se le emplazaba para que abriera 
un camino rumbo al Giiayquiraró, formulando ante esta resolu- 
ción, las observaciones y protestas del cas» y entablando, asimis- 
mo, denuncia contra el Jefe de Policía, por abuso de autoridad, a 
cuyo efecto se iniciaron las actuaciones judiciales que solicitara 
en su oportunidad, dando lugar dichas protestas a la formación 
de un expediente administrativo, en el que consta un informe di- 
rigido al jefe de la sección Puentes y Caminos, donde se estable- 
ce, después de una inspección ocupan que el camino objeto de li- 
tigio, no tiene otro objeto que el tránsito a caba.Io |wr entre ba- 
ñados, que obligan a seguir distintas sendas dentro del campo. 
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Que el informe referido fué aprobada por la Dirección riel 
Depart;mieniu de Obras Públicas, recomendando se practicara 
una información sumaria entre los vecinos más antiguos y carac- 
terizados del lugar, a fin de establecer si ese camino había exis- 
tido con carácter público o si se bahía pasado por ét solamente 
con permiso del dueño. ■ 

Que habiéndose levantado la información en forni:i irregu- 
lar, en contra de los intereses del actor, el Ministerio de Gobier- 
no de la provincia de Entre Ríos, dispuso la apertura del preten- 
dido camino público, medida que fué practicada en 5 de mayo de 
ri)24, según resulta del acta respectiva levantada al efecto. 

Que acompaña para su agregación, testimonio de la protes- 
ta, como también dos planos confeccionados por el agrimensor 
nacional don Fermín F. Espiro, que señalan la ubicación y direc- 
ción del camino abierto y ta de otro camino vecinal existente a 
través de itn campo del lugar, perteneciente a la sucesión Sán- 
chez, no mediando más de mil metros entre el uno y el otro, cir- 
cunstancia que demuestra por s\ sola, el atentad» y la arbitrarie- 
dad de! Gobierno de Entre Ríos, abriendo violentamente una via 
de comunicación en contra de disposiciones del Código Rural 
de la provincia, que fija como limite entre los caminos, 1» dis- 
tancia de cinco kilómetros. 

Que la acción ha sido deducida dentro del término acordado 
por el artículo 2493 del Código Civil, e invoca en favor de su 
derecho, la resolución de esta Corte, de fecha io de septiembre 
de 1924, recaída en los autos seguidos por don David D'Connor 
contra la misma provincia, cutios fundamentos son aplicables al 
caso de autos. 

Que el camino asi abierto nunca fué público, sino un camino 
particular del campo del señor l'uig. que si bien a veces lo tran- 
sitaron personas ajenas al establecimiento, ha sido en virtud de 
una concesión revocable, de la que no puede deducirse la consa- 
gración del terreno a uso o tránsito público, tratándose en todo 
caso, como lo lia expuesto este Tribunal: "de un camino particu- 
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" \:ir de h\s expresamente tesetyaclps ni dominio privado,, según 
" lo determina el .ir tic til** 2348 del Código Civil". 

fjue en virtiif! de lo ex puesto, y de acuerdo a lo establecido 
por el artículo 17 cíe la Constitución Nacional, y por los artículos 
-\MS, ¿Stí, -í-i<^. :¡4«tf y ¿404 del Código Civil, solicita se 

tenga por enlabiado el presente interdicto de despojo, y previos 
los trámites legales, se condene; a la provincia de Entre Ríos a 
reponer las cosas al estado en que se hallaban en la /celia del des- 
pojo, dentro del término correspondiente, con costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, se 
■ mtenó la citación de la provincia y el comparendo de las parte* 
a juicio yerbal, en ctiyo acto id detnandante reprodujo su escrito 
precedentemente relacionado, y el apoderado de la provincia de 
KtiLre Kms, manifestó : (¿tic es inexacto que el actor baya poseído 
la fracción de campo ocupada por el camino {pie la provincia ha 
ordenado mantener abierto, dado tpte. según se ba comprobado 
acabadamente en el expediente administrativo que agrega, ins- 
intído con motivo de la protesta del vecindario |M>r el cierre det 
camino, ¡y de redamaciones del actor cuando se le ordenó abrirlo, 
esa vía de tránsito ba existido desde tiempo inmemorial, pues se 
trata de un importante camino vecinal, que comunica el Xorte 
de la provincia tic Kntre Ríos con los departamentos de La i'az 
y Feliciano por el paso Cejas, del rio Ouayquiraró. 

Que el actor señor l'uig. después de adquirir «I campo con 
esa servidumbre pública, la cerró arbitrariamente a fines de 10,20 
o principios de iojji. extendiendo el alambrado, lo que motivó la 
protesta de uy vecinos. 

Oue por consiguiente, el caso de autos no guarda relación 
con el seguido jior don David O'Connor. fallado jior esta Corte, 
pues salvo el agrimensor señor Ks]>iro, todos los demás testigos 
que declararon en las actuaciones administrativas aludidas, están 
contestes en afirmar que el camino en cuestión ba existido, aún 
antes de que el actor hubiese comprado el campo. 

Que analizando los testimonios que indica, resulta qiie el 
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actor nunca ha podido tener ni adquirir posesión de »n camino 
público, colocado por esa circunstancia fuera del comercio, y por 
consiguiente, no puede decirse que exista desojo, desde que, 
según el articulo 62 del Código Rural, la autoridad administrati- 
va a quien compete reglamentar el uso público de esa servidum- 
bre, se ha limitado a tomar disposiciones encaminadas a asegu- 
rar ese uso. 

Que asi aclarados y precisadas los hechos, solicitaba se dé 
l>or desconocida la posesión que invoca el actor, por cuanto ni 
ha teñirlo ni ta puede adquirir legalmente sobre un bien que no 
es susceptible de aprobación privada, y consiguientemente, de 
desestimar, con costas, el interdicto deducido- 

(Jue mandadas agregar las pruebas ofrecidas por nnihas par- 
tes, alegaron sobre su mérito a fojas Si y 00. llamándose autos 
para definitiva a fojas 97 vuelta, 

Y Considerando: 

Que dados los términos en que se ha trabado Ja litis, los an- 
teL-edentes que invocan las partes para fundar stis respectivos de- 
rechos, las actuaciones de la prueba producida y la naturaleza de 
la acción entablada, es evidente que el caso de autos habrá de re- 
solverse por el examen: de las cuestiones relativas a la posesión 
del actor, a tas condiciones en que ésta haya sido ttirhada y a la 
eficacia legal de la defensa opuesta, en cuanto la demandada 
afirma que se trata de un camino público que el actor no ha po- 
dido poseer nf clausurar; y atenta la completa analogía que por 
múltiples conceptos guarda esta causa con la que ha invocado el 
demandante, esto es; el interdicto de despojo deducido pur don 
David O'Connor contra la provincia de Entre Ríos, fallado por 
esta Corte el 10 de septiembre de 1924, procede desde luego la 
dilucidación de las cuestiones precedentemente enunciadas por 
aplicación en lo pertinente de las consideraciones que fundamen- 
tan aquella decisión. 
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Que si bien la provincia demandada sf>si ícne que el camino 
de que se trata es mi bien destinado al uso público desde tiempo 
inmemorial e insusecptiblc. por consiguiente, de ser objeto de po- 
sesión por los particulares, no lia desconocido, sin embargo, qui- 
en ¡a techa de, iniciarse la denuncia t julio tic Mj.il >. y desde tiem- 
po antes, el actor (Ion Francisco Puij;. por sin* fwr intermedio de 
arrendatarios, mantenía la posesión del liim objeto de este ] i t i- 
¿to. La misma denuncia de fojas <\ expediente administrativo, 
formulada "en vista de que hace algún tiempo que fueron clau- 
snradas las puertas y cancelas en el camino", así como las decla- 
raciones de todos los testigos de autos í fojas 57 a 62 "i . y los del 
expediente de prueba precitado ( fojas 23, 31 y 42), demuestran 
la existencia de la posesión de Fnig, y de que ella se había ejer- 
citad.» durante más de un año. La coincidencia de estas declara- 
iones sobre la exigencia de las tranqueras en el alambrado de 
IVtg y sobre la necesidad en general del permiso previo para 
transitar por el camino en cuestión, son circunstancias que de- 
muestran, a la vez que la posesión del actor, conforme al criterio 
señalado por el artículo 2384 del Código Civil, la anualidad de la 
misma, requerida por el articulo 2473 del citado código. 

<Jue el propio reconocí miento de la demandada, como la pro- 
testa ele fojas 5 y las diligencias corrientes a fojas 61, 68 y si- 
guientes del expediente administrativo, demuestran que el g de 
mayo fie 1024 el comisario del distrito de Tacuaras, depariamen* 
lo de La Paz. procedió a la apertura del camino cerrado por 
tranquera con candado ry cadenas que fueron entregadas al en- 
cargado del campo, no obstante la oposición de éste y usando al 
efecto de la acción policial. Estos hechos, en virtud de los cuales 
el poseedor ha sido excluido ahsolma y totalmente de la posesión 
ni que se hall alia, sin orden judicial y mediante el empleo de la 
fuerza, definen el concepto doctrinario y jurídico del despojo, e 
integran una de las condiciones fundamentales para la preceden- 
cia del interdicto, el que. por lo demás, ha sido presentado el 13 
de abril de 1935. es decir, menos de un año después de produ- 
cidos aquellos hechos, cumpliéndose, en consecuencia, con ei re- 
quisito establecido por el artículo 2493 del Código Civil. 
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Que en cuanto a la defensa opuesta por la provincia, basada 
en la consideración de fjue el camino materia del juicio es tin 
bien del dominio público, y se halla corno tal fuera de! comercio 
y excluido de la protección posesoria, cabe dar por repro 
en el sub judicv las consideraciones doctrinarías de los 
randas 7.", 8." y Q.° del fallo de referencia (t. 141, pág. 307), , 
servándose asimismo, que por tratarse cu este casi, como cu 
arpie!, decidas susceptibles taniu de la propiedad privada como de 
la pública, correspondía al listado i<le tCntre Ríos la demostración 

comprende c! camino a fines de utilidad general con anteriori- 
dad al momento en que Puig fué desposeído del mismo. Y tal 
demostración, dentro de lo expuesto en los considerandos cita- 
dos y de la jurisprudencia de esta Corte, debe referirse a una 
de las dos siguientes situaciones: a) adquisición medíanle con- 
vención o juicio de expropiación del terreno objeto del camino 
■y su habilitación real para el objeto púbtico que se tuvo en vista; 
b) uso común desde tiempo inmemorial admitido y reconocido 
por el propietario o por sus antecesores en el dominio (Fallos: 
tomo 98, página 341 ; tomo 99, página 139; tomo 118, pág. 331)- 
Que respecto al punto a) no se lia pretendido por la defensa 
de la provincia que haya mediado convenio o juicio de expropia- 
ción sobre el terreno que ocupa el camino, y en lo relativo a ta 
afectación o consagración administrativa del misino, la prueba de 
autos es de todo punto adversa a la demandada, pues los infor- 
mes del Departamento de Obras Públicas de la provincia no 
acreditan que dicha repartición tuviera otros antecedentes at res- 
pecta que el de la inspección mandada practicar con motivo de 
los actos preliminares de estas actuaciones (fojas 49 de autos; 
expediente administrativo agregado, fojas 17 y 60), y las conclu- 
siones de dicha inspección fueron que en realidad se trata de 
"sendas que no tienen otro objeto que el transita a caballo entre 
la puerta A y la cancela B" (fojas 15, expediente administrati- 
vo citado), a lo que se agrega la explícita declaración de la sec- 
ción de Geodesia y Topografía del referido Departamento de 
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Obras Públicas, la que, requerida judicialmente para que infor- 
me si en el campo de Puig existe un camino público, expresa 
qtic: "de los antecedentes consultados en el archivo de esta sec- 
ción no se deduce la existencia de ningún confino de esta natu- 
raleza que cruce el predio referido, sin que pueda lamjmco afir- 
marsc su inexistencia, a causa de que dichos antecedentes está" 
constituidos por mensuras relativamente antiguas"; y la sección 
de Puentes <y Caminos, dice: "En esta sección no existen ante- 
cedentes que permitan informar si el campo de don Francisco 
Puig que ilustra el plano de fojas i. está atravesado por algún 
camino" (expediente sobre abuso ríe autoridad, agregado a fojas 
64 vuelta y 66). 

Que en cuanto al punto b) esto es, al uso público inmemo- 
rial, sin bien algunos testimonios de los que constituyen la suma- 
ria información aludida, afirman la existencia del camino con los 
caracteres que te asigna la defensa, otros testigos, como Berlari. 
fojas 31. í Espiro, fojas 42, deponen en sentido contrario, lo que 
ocurre igualmente en el proceso por abuso de autoridad, en el que 
predominan unas veces la inseguridad de lo que se afirma, y 
otrtis la afirmación implícita de que no es nn camino público la 
via en cuestión. Asi. 'Andrés Devoto, fojas 36, y Bartolomé Ver- 
gara, fojas 38, califican de público el camino porque "han oído 
decir" que lo es ; Francisco Crespo, fojas 41 y Bruno Ahnaran- 
te. fojas 47, que ignoran que sea público; y este último, que a él, 
como encargado del campo de Puig. le pedían permiso para pa- 
sar ; Santos Baldi, fojas 76, que es público, pero que hay que pe- 
dir permiso para el transito; Tomás Rodríguez, fojas 77, que no 
conoce el camino; Rafael Flores, fojas 79, transitó por el ca- 
mino a caballo, y pidió permiso; Carlos Acevedo, fojas 81, ig- 
nora si es público, y él transitó con permiso del comisario rural ; 
Florencio Crespo, fojas 85, ha pasado por el camino, previo con- 
venio con Puig, propietario del campo; y en fin, el mismo pro- 
cesado José Gregorio Santa Cruz, fojas 14. no obstante su afir- 
mación de que es aquél un camino público, agrega que, como las 
tranqueras "sólo permiten el paso a caballo, para pasar vcbícu- 
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fós era necesario abrir el alambrado, y por eso tos carreros le 
pedian permiso al capataz para abrir la linea divisoria con el 
campo de la sucesión Tabares" y agrega: "en esas condiciones 
han pasado los carros, pero siempre pidiendo permiso en ta es- 
tañe!» de Puig". 

Que la prueba testimonial de autos es todavía más conclu- 
yeme en el sentido de la tesis del actor, pues todos los testigos 
presentados (F. A. Crespo, fojas 57; Florencio Crespo, fojas 
6r; M, T. Cubiló, fojas 66; Juan Angeloni, fojas 69, y Luis Tis- 
enrnia, fojas 72), declaran, de acuerdo con el interrogatorio de 
fojas 56, que nunca conocieron un camino público en el campo 
de Piiig, y que las personas que cruzaban dicho campo lo hacian 
a titulo de simple tolerancia de parte del dueño, testimonios que 
llevan a la conclusión de que se trataba, en todo caso, de permi- 
sos explicables por razones de buena vecindad que no pueden 
generar derecho alguno en contra de quien los concedía, ni auto- 
rizar en su mérito la existencia de un uso público respecto de ta 
ruta aludida. La circunstancia, ha dicho esta- Corte, de que un 
propietario permita a Tos vecinos el paso por su terreno, no sig- 
nifica la transferencia al Estado de la posesión y dominio det ca- 
mino (Fallos ; tomo 1 15. página 388. Y a estos antecedentes, para 
robustecer más los resultados a que conducen las actuaciones del 
caso, se agrega el informe del inspector Sanglas, de que prece-" 
deméntente se ha hecho mérito y que acredita que el camino en 
el campo de Puig no puede tener el carácter público que se le 
atribuye (fojas 15, expediente administrativo); las dos declara- 
ciones contestes del agrimensor señor Fermín F. Espiro, el más 
calificado de los testigos que deponen en los expedientes de prue- 
ba de esta causa, quien declara que en aquel campo que él midió 
v dividió en dos oportunidades, no hay ningún camino público 
(expediente administrativo, fojas 48; expediente del proceso a 
Santa Cruz, fojas 63) ; y el desconocimiento de las reparticiones 
técnicas respectivas de la provincia de todo antecedente relativo 
a la existencia del camino en cuestión, no obstante las operacio- 
nes de mensura de esos campos a que el Departamento de Obras 



FALLOS DC LA C01T1 SUPtEHA 



Públicas se refiere en el informe de fojas 66 del precitado expe- 
diente judicial, tndo lo que, si algo denota, es la existencia de un 
camino particular de los expresamente reservados al dominio 
privado, según lo determina el articulo 2348 del Código Civil. 

Que aún en et caso de que las autoridades de ja provincia de 
Entre Ríos hayan usado de facultades que les sean conferidas 
por el Código Rural, ellas no pueden aplicarse con desconoci- 
miento de las garantías consagradas por la Constitución y leyes 
comunes respecto de la propiedad privada (Palios: tomo 95. pá- 
gina 102; tomo ri4, página 413 ; tomo £ 18, página 331 ), 

Que la afirmación de que 1a provincia no ha pretendido 
producir un acto de despojo de la posesión privada, sino simple- 
mente restituir el camino al uso común que por su naturaleza le 
corresponde, se encuentra desvirtuada y carece de valor legal, 
faltando cot.o falta, ta prueba de la afectación de aquél o del uso 
común inmemorial como liase del dominio público de la pro- 
vincia. 

Que desconocido por el actor el carácter de camino público 
que la provinn'a demandada le atribuye cohonestando su defensa, 
y no demostrada por esta última afirmación, el interdicto es 
procedente, conforme a lo anteriormente expuesto. 

Que atentos pues los resultados de la prueba producida y 
las conclusiones decisivas a que conduce, el Tribunal estima in- 
necesario el ejercicio de sus facultades para mejor proveer a que 
la demandada se refiere a fojas 37 de autos, Y en cuanto a la 
cosa juzgada que la representación de la provincia opone a la 
demanda en el alegato de fojas 90, derivando esa defensa del 
juicio por abuso de autoridad seguido contra el co 11 isa rio rural 
Santa Cruz, procede observar que el actor no promovió dicho 
juicio, ni se hizo parte en él, ni estuvo representado en forma al- 
guna en el proceso que fue instruido por loable iniciativa fiscal, 
de cuyo resultado, (pie consiste, en definitiva, en declarar que el 
hecho de referencia no constituye delito, el demandante 110 fué 
notificado ni tenia para qué serlo, y en tales condiciones es, fue- 
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ra de duda, que no puede serle opuesta con el valor y la eficacia 
de la cosa juzgada» tanto menos cuanto que la acción posesoria 
intentada deja subsistentes sin menoscabo alguno, las conclusio- 
nes de aquel pronunciamiento de la justicia provincial. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo que establece el 
artículo 2496 del Código Civil, se resuelve: bacer lugar al in- 
terdicto entablado por don Francisco Puig contra la Provincia 
de Entre Ríos» debiendo ésta mandar reponer las cosas al estado 
en que se hallaban en la fecha del despojo, fijándose a ese efec- 
to el término de treinta días, con costas. Notifíquese, y repuesto 
el papel, archívese, devolviéndose los expedientes acompañados. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
Roberto Repetto. 



Sociedad anónima Puerto del Rosario contra et Gobierno de ¡a 
Nación, sobre constitución de tribunal arbitral 

Sumario: 1/ Establecida la jurisdicción arbitral en virtud de 
autorización legislativa, en el contrato celebrado por el Po- 
der Ejecutivo para la construcción y explotación del puer- 
to del Rosario, para resolver dificultades entre la empresa 
constructora y el Superior Gobierno sobre fa ejecución c 
interpretación del contrato, y no habiendo sido impugnada 
como repugnante a la Constitución y leyes de la Nación, 
procede declarar que esta está obligada a formar el tribu- 
nal llamado a resolver tas dificultades surgidas con la em- 
presa demandante. 

2* Las divergencias producidas entre el Poder Ejecu- 
tivo ¡y la empresa concesionaria relativas a la distribución n 
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destino de los fondos provenientes de derechos cuya percep- 
ción estaba encomendada a la empresa, se encuentran com- 
prendidas entre las que autorizan a demandar a la Nación, 
sin necesidad de venia legislativa. (Se trataba de cuestiones 
regida* directamente \h>t el contrato y en que la Nación no 
actúa como entidad política, soberana, y en su carácter ex- 
clusivamente público, sino como persona del derecho pri- 
vado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SKNTKNCIA IlhX SESOR JUfiZ FKIM-RAL 

Santal Afm, Ptbftto • de im 

Y Vistos: 

F.stc juicio seguido por la sociedad anónima Puerto del Ro- 
sario contra la Nación, sobre constitución de tribunal arbitral, 
del que resulta: 

Primero : Que en 30 de septiembre de 1924 se presentó don 
Francisco Mendíondou, con poder de la actora, fundando la ac- 
ción en los siguientes hechos y consideraciones : a) En cumpli- 
miento de la ley N," 3885, el P, E. llamó a concurso públicamen- 
te para la construcción y explotación del Puerto del Rosario de 
Santa Fe, y habiendo sido adjudicada la obra a los antecesores 
de la actora, se celebró entre el P, E- y los misinos, en 16 de oc- 
tubre de 1902, un contrato, en el que, además de reproducirse 
las disposiciones pertinentes de la ley N 3885, se enunciaron 
derechos y obligaciones recíprocas que cu substancia importan: 
i.° Que la sociedad tiene derecho para percibir todos los impues- 
tos que se cobren en el puerto de Rosario ; 2." Que el puerto que- 
dará siempre en tas mismas condiciones de tarifas que los demás 
de la República : 3" Que todo el producto servirá para rentar y 
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amortizar los capitales empleados en la construcción; 4," Que 
cada cinco años se revisarán las tarifas de acuerdo entre el P. E. 
y la empresa; 5.* Que ésta tiene el derecho de rebajar esas tari* 
fas cuando lo crea conveniente ; 6." Que el I». H. tiene obligación 
de mantener a su cosííi. profundidades determinadas en el paso 
de Martín García y en el río Paraná ; 7. Que los barcos desti- 
nados al o provenientes del puerto, no podrán ser recargados con 
ningún derecho especial por razón alguna; 8.* Que un ejemplar 
de los "documentos preliminares del contrato" se deposita en 
esta escribanía a* los efectos de las referencias que se hacen en 
el presente contrato, y además para servir de nonna de interpre- 
tación en los casos de duda; c) En uso tle estas facultades, se 
modificaron varias veces las tarifas, hasta que el 2 de mayo de 
1918. previo acuerdo con la empresa, el P. E. dictó un decreto 
en que se disponía que en el puerto de Rosario regirían las mis- 
mas tarifas que determinan las leyes para el de la Capital, pues 
no hahí a razón para que fueran diferentes, siendo entendido que 
cualquier modificación que introdujeran las leyes, serían apli- 
cadas también en el puerto del Rosario; d) En 24 de julio de 
1920 tu>o saber la sociedad al Ministerio de Hacienda, que no 
creía necesario aplicar el aumento de 30 % de todas las tarifas 
sancionadas para el puerto de Buenos Aires r,- comunicada opor- 
tunamente a la, empresa, sino únicamente en lo que se refiere al 
almacenaje, eslingaje y tracción, rubros en los cuales la sociedad 
explotadora perdía una suma importante de dinero; e) Es de 
im-iginarse la sorpresa de la sociedad cuando se le notificó una 
resolución— no decreto — del Ministerio de Hacienda, de julio 22 
de 10.21, en ta que se expresa: "Que. . . el importe de los aumen- 
tos en los derechos de entrada, anclaje, permanencia y muelle, 
corresponde exclusivamente al Gobierno, a cuyo cargo corren 
los mayores gastos que demanda la ampliación y conservación 
de tales servicios" y ordenaba, en consecuencia,, que la sociedad 
hiciera efectivos los recargos establecidos para el puerto de la 
Capital y depositara su importe íntegro en la Aduana del Rosa- 
rio. La sociedad formuló las observaciones que el caso aconseja* 
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ha, y asi llegó hasta los cinco años en que |>odíaii modificarse 
. las tarifas convenidas con el P. tí. que se empezaron a hacer efec- 
tivas después del decreto de mayo 2 de 1918. La sociedad pro- 
puso que continuaran las mismas tarifas, y el P. E- dictó enton- 
ces el decreto de 14 de abril del corriente año, en que se ordena 
respetar ta resolución ministerial antes mencionada, pero pro- 
rrogando al mismo tiempo las tarifas aprobadas por decreto de 
mayo 2 de 1918, a la vez que manda que la sociedad deposite, en 
el término de diez días, a partir de la fecha de la notificación del 
decreto, las sumas que adeude al Gobierno Nacional por la re- 
tención improcedente de los aumentos percibidos a raíz del de- 
creto de 2 de mayo; f ) Si todo esto prima facie echa por tierra 
todas las disposiciones.de la ley y las cláusulas del contrato, los 
fundamentos del decreto son aún más graves en cuanto sostie- 
nen la tesis de que "aún cuando la empresa tuviera fundamentos 
suficientes para sostener su derecho a cobrar los aumentos de 
tarifas; la convención literal a que se refiere, no es susceptible 
del alcance que le asigna, desde que los términos del contrato ce- 
lebrado por aquélla con el P. K., actuando como persona jurídi- 
ca del derecho privado, no pueden obligar al Estado como enti- 
dad fiscal, ejercitando de acuerdo con las leyes sancionadas por 
el Congreso, la función de percibir impuestos y fijar tasas re- 
tributivas de servicios". La sociedad solicitó respetuosamente 
dejase sin efecto ese decreto, poniendo de manifiesto los errores 
de hecho y de derecho que contenía, tratándose de demostrar 
{pie no se trataba de la aplicación de facultad del P. E. como po- 
der público ¡y que la divergencia estaba solamente en la reparti- 
ción de lo que producen las tarifas, actur contractual caracterís- 
tico. Todo fué inútil, y se dictó un nuevo decreto insistiendo en 
el anterior y negándose a constituir el tribunal arbitral para re- 
solver la divergencia suscitada; g) El punto de vista gul«rnativo. 
de acuerdo cotí sus accesorias legales, es que ]>nr razón de sobe- 
ranía, el Estado puede, en cualquier momento, alterar el régi- 
men impositivo, con prescíndencia del contrato celebrado en 
virtud de una ley del Congreso, facultad que se quiere ejercitar 
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sin la obligación correlativa de indemnizar el contratista los per- 
juicios. Semejante doctrina es contraria a la fe pública y a las 
disposiciones de las leyes y normas jurisprudenciales tanto de 
nuestros tribunales como de los Estados Unidos; b) Después de 
otra* consideraciones, termina pidiendo se condene a ta Nación 
a constituir un tribunal arbitral para dirimir tas dificultades 
surgidas entre las partes sobre el destino que ha de darse a las 
cantidades percibidas como impuestos en el puerto del Rosario, 
con costas. 

Segundo: Q\ic habiéndose declarado competente el Juzga- 
do, de acuerdo con lo dictaminado a fs. 30 por el Ministerio Fis- 
*cat, se dió traslado a ta demanda, siendo ella contestada a fs. 32 
por el Procurador Fiscal de tumo, quien expone : Opone desde 
luego, la incompetencia de jurisdicción, pues los actos del Gobier- 
no mencionados por la actora, como fundamentos de la deman- 
da, han sido ejecutados como poder público- son absolutamente 
ajenos a toda relación contractual, y escapan, naturalmente, a la 
jurisdicción del Juzgado mientras la empresa no obtenga la co- 
rrespondiente venia legislativa. Estos actos del Gobierno impor- 
tan el ejercicio indiscutible de un acto de soberanía y respondían 
a la necesidad de retribuir en forma proporcional los mayores 
gastos motivados por la ampliación y conservación del puerto. 
t,a empresa, que al principio no quería cobrar dicho recargo, con- 
cluyó por acatar parcialmente la orden, haciendo efectivos los 
recargos ordenados, pero no para depositarlos en la Aduana del 
Rosario, sino para engrosar sus arcas, a la espera de una solución 
arbitral. Incurre en error la actora cuando expresa que tiene de- 
recho a percibir todos los impuestos que se cobran en el puerto, 
pues en ninguna disposición de la ley ni del pliego de condicio- 
nes se habla de impuestos, sino de tarifas, es decir, de tasas re- 
tributivas de servicios, únicos sobre los cuales puede contratar 
la Nación como entidad de derecho privado. La empresa no pue- 
de invocar válidamente el contrato para pretender la constitu- 
ción de un tribunal arbitral, sobre todo negándose a depositar 
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los fondos percibidos por cuenta y orden del Gobierno. La Na- 
ción no puede ser traídíi a juicio contra su voluntad por razón 
del ejercicio de sus facultades de poder público. La íalta de ac- 
ción que también Opone; es una consecuencia de lo anteriormen- 
te expuesto, pues nadie puede accionar sin interés. No existe 
ninguna cuestión "de interpretación del contrato, y sólo existe 
pendiente una orden dada i>or el P. K.. en su carácter de poder 
público, desacatada |K>r la empresa. El único que en lodo esto 
aparece lesionado en sus intereses es el Gobierno, desde que los 
foticlbs cuja percepción y depositó ha dispuesto, lian ido a en- 
grosar la bolsa de la empresa. Es el Gobierno, entonces, el que 
está habilitado pata obligar a la empresa a cumplir sns. manda- 
tos. Otra cosa seria si la empresa, acatando la tcyi y los decre- 
tos, hubiera depositado en la Aduana del Rosario los fondos, 
pasando después a formular sus reclamos. Entonces podía ser 
Oída : de lo contrario, carece de acción para demandar. Termina 
diciendo el representante de la Nación, que en mérito de lo ex- 
puesto y reservándose para ia oportunidad del alegato ampliar 
sus argumentos, solicita que en definitiva se rechace, cotí costas, 
la acción deducida. 

Tercem: Que declarado el juicio de puro derecho y coirido 
ún nuevo traslado que marca la ley. él se evacúa a fs. 64. y 72, 
quedando así en estado de dictar sentencia, 

Y Considerando: 

1. ' Que no obstante haber sitio opuesta ¡a incompetencia de 
jurisdicción como defensa general, 1 entrando el representante 
de ta Nación a contestar la demanda, cuyo rechazo con costas 
expresamente solicita al final de su escrito), debe, por la in- 
flóle de dicha defensa, ser estudiada y resuelta en primer término 
pjr la sentencia. 

2. * Que es indudable que el concepto de tdemandabilidad del 
Estado va cediendo cada ver más ante la necesidad de que los 
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particulares no se vean trabados en la defensa de sus derechos 
sin menoscabo, naturalmente, de los principios esenciales de ta 
soberanía. Ya fué un gran paso adelante, entre nosotros en ese 
sentido, ta sanción de la ley 3952 que, al establecer la doble per- 
sonalidad de la Nación para estar en juicio, reaccionó contra una 
cerrada interpretación judicial, excesivamente regalista, que sólo 
admitía que aquélla podía comparecer ante los tribunales única- 
mente como parte actora <y nunca para contestar una demanda 
promovida jxir un particular. El régimen de la ley de 1900 sólo 
exige venia legislativa i>ara promover una demanda contra la 
Nación, cuando ésta ha procedido como persona del derecho ad- 
ministrativo, y sólo la gestión previa ante la repartición pública 
respectiva cuando la demanda se refiere a actividades de aquélla 
en su carácter de persona jurídica. Pues bien, la jurisprudencia 
se ha encargado de allanar aún más el camino de los tribunales a 
las personas o corjioraciones que necesitan accionar contra el 
Estado ; y teniendo en cuenta razones a la que no es ajena quizá 
la insuperable dificultad con que tropiezan los interesados para 
obtener la venia., debido a la lentitud característica de los trá- 
mites legislativos, se va ampliando cada vez más el número de 
los casos en los cuales no es necesario el engorroso requisito para 
iniciar el pleito. ¿Cuál es la situación en el presente juicio? Ven- 
cedores Hersent et fils Schneider y Cía. (que cedieron después 
sus derechos a la actual sociedad que promueve la demanda) en 
la licitación realizada por el P. E. para cumplir la ley N * 3885, 
se firmó un contrato integrado por cláusulas que importan dere- 
chos y obligaciones recíprocos, actuando la Nación en un pie de 
absoluta igualdad con el particular contratante. ¿Cómo puede 
pretenderse entonces, que la voluntad y el designio de una sola 
de las partes haga cesar los efectos del contrato? Se habla en el 
escrito de contestación de la soberanía inalienable del Estado, en 
virtud de la cual te es dado al P. E. adoptar decisiones y adoptar 
resoluciones que los particulares deben cumplir sin discusión. 
Seria pueril desconocer que descansa, precisamente, en los pode- 
res que emergen de la soberanía la existencia del Estado. Y fué en 
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ejercicio tic esos poderes qtie el Congrcsu pudo dictar y dictó la 
ley 3885, y que el 1*. lü, una vez verificada la licitación, concedió 
la ultra a la empresa antes mencionada. Una vez ejercitado ese po- 
der de ''conceder" característico coaio ninguno del ejercicio de 
la soberanía, y dispuesto como estaba en la ley, que se firmaría 
un contrato, cuando llegó el momento de hacerlo Ja Nación había 
dejado de ser ya una persona del derecho público para conver- 
tirse en una entidad del derecho civil- Y si en el ejercicio de las 
actividades del contrato surgen dificultades, no es admisible que 
reaparezca la persona del derecho público para imponer unila- 
tcralmente su voluntad. Admitir la posibilidad de que esto su- 
ceda es sancionar de antemano el desamparo de los derechos del 
particular contratante, por más tegit irnos que sean. Es imposible 
encontrar fundamento jurídico a una situación semejante. Al 
firmar la Nación un contrato, queda implícita <y de ante¡nano 
establecida, perfectamente caracterizada, ta porción de sobera- 
nía n dominio eminente de que se desprende al asumir la per- 
sonalidad contractual. Quiere decir entonces, que si como con- 
secuencia del giro comercial que realiza la empresa actora, de 
acuerdo con el contrato en virtud del cual explota el puerto del 
Rosario, han surgido dificultades con la Nación, — cualquiera 
que sea la Índole de esas dificultades, — ellas deben subsanarse 
por los medios de antemano convenidos en el -ontrato; de modo 
que la interpelación judicial dirigida a lograr ta constitución de 
ttn tribunal arbitral, — que es el medio de antemano convenido, 
— no se dirige contra el poder público, sino contra la persona ju- 
rídica contratante, en cuyo caso no es necesaria la venia legisla- 
tiva, y la competencia del juzgado se lia vuelto indiscutible a 
raíz de demostrarse con los documentos agregados a fs. 17, que 
se han realizado tas gestiones administrativas que prescribe la 
ley 3952, y que ellas han sido adversas a las solicitaciones de la 
empresa. Siendo así, la defensa fundada en la incompetencia de 
jurisdicción, debe ser rechazada, y así se declara. 

3." Que la defensa relativa a la falta de acción se funda en 
que permaneciendo en poder de la empresa los fondos relacio- 
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nados con la divergencia, carece de interés para promover tina 
demanda contra la Nación, la cual es la única que aparece lesio- 
nada en sus derechos, al negarse aquella a depositarlos en la 
Aduana del Rosario. Planteadas así las cosas, es deformar, sin 
duda, el verdadero significado y alcance de las mismas. Si, pues, 
la empresa lia percibido sumas de dinero, creyendo haberlo he- 
cho legítimamente con sujeción al contrato, y la Nación, inter- 
pretándolo en forma diversa, le intima que se desprenda de esc 
dinero, es indudable que I» empresa tiene un interés visible en 
que esa situación de incertidumbre termine. Para ello no tiene 
otro camino que apelar al medio convenido en el contrato: so- 
meter la divergencia a nn tribunal arbitral. No se puede sostener, 
entonces, que la empresa carece de interés. La defensa, fundada 
en la falta de acción es, pues, a todas luces infundada, y así se 
declara. 

4.* Que corresponde ahora entrar al estudio de la cuestión 
fundamental del litigio. £1 petitorio de la demanda dice a este 
respecto, que se condene a la Nación a constituir un tribunal ar- 
bitral para dirimir las dificultades surgidas entre el P. E. y la 
sociedad anónima Puerto det Rosario, ibre el destino que ha 
de darse a cantidades percibidas como impuesto". El represen- 
tante de la Nación sostiene, al contestar la demanda, que mien- 
tras la empresa no cumpla el mandato gubernativo de depositar 
en la Aduana del Rosario las sumas provenientes de los impues- 
tos cobrados, cuya percepción y apropiamiento por la empresa, 
es el origen de la dificultad, no puede pretender ser oída, ni for- 
mular con éxito sus reclamaciones- Extraña tergiversación del 
concepto por cierto. Porque la razón o la sinrazón de ta empresa 
para percibir la suma de referencia ha de emanar del alcance que 
se dé a las cláusulas del contrato, no se puede pretender que 
para ponerse aquélla en condiciones de litigar, se ha de avenir 
a dar cumplimiento previo a exigencias de la otra parte, pues 
ello significaría romper la igualdad contractual, toda vez que 
aparecería actuando de ün solo lado una fuerza compulsiva re- 
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ñida con la esencia sinalagmática de la relación jurídica, sin que 
pueda modificar este concepto la circunstancia de ser esa con- 
traparte la Nación, toda vez que, como ya se ha dicho, habiendo 
suscrito como persona jurídica el contrato, sus cláusulas la obli- 
gan sin limitación ; y producida su expresa negativa a cumplirlas, 
(ver decreto de fs. 17), sólo una decisión judicial puede dirimir 
la divergencia, estudiando para ello el tribunal las cláusulas del 
dicho contrato, que son para las partes como la ley misma < ar- 
ticulo IJ97 del Código Civil). 

5* Q«e el artículo 74 del contrato, — que ha podido ser in- 
cluido en el mismo, en virtud de la expresa autorización confe- 
rida por el articulo 13 de la ley 3885 para aceptar la jurisdic- 
ción arbitral, — dispone que "en caso de dificultades entre la 
empresa y el Superior Gobierno sobre la ejecución o interpreta- 
ción del presente contrato, éstas serán sometidas como único 
Juez, a tm tribunal arbitral formado. . No podía haliersc ex- 
presado en forma más amplia e ilimitada el designio de las par- 
tes de someter a árbítros las dificultades que surjan sobre la eje- 
cución o interpretación del contrato, ¿ Por qué se niega la Nación 
a dirimir la dificultad surgida, ablando al medio de antemano 
estipulado? Decir ab initio que no se está en presencia de un caso 
de interpretación del contrato, sino del ejercicio por el P, E. de 
facultades como poder público, es resolver por sí y ante si una 
de las cuestiones, — la primera, si se quiere, — que habrán de 
ser sometidas a los arbitros. Si la empresa administradora del 
puerto está autorizada para percibir todos los derechos que se 
cobren en el mismo, midiendo disminuir algunos de ellos cuando 
lo crea conveniente (artículo 56), y habiéndose producido difi- 
cultades con el Gobierno acerca de la efectiva existencia de esas 
facultades de la empresa, ¿cómo se puede negar que tales difi- 
cultades son de las (pie prevé el artículo 74? ¿Cómo se puede ne- 
gar que ha llegado para las partes el momento de constituir el 
tribunal arbitral? 

6.*" Que, con todo, no se ha articulado por el representante 
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de la Nación ningún argumento para oponerse a la constitución 
del tribunal, ni 1c lia ]>arec¡(lo del caso analizar el alcance del ar- 
ticulo 74 cjuc lo estatuye, derivando la cuestiun hacia el terreno 
más amplio de las facultades con que la Nación cree obrar, aje- 
nas por completo a las relaciones contractuales. Corresponde en- 
tonces, ya que asi ha de entenderse trabada la litis contcstatio, 
analizar los fundamentos que tiene la demandada para pretender 
que su actuación en la divergencia suscitada con la empresa, que 
motiva este juicio, no lia sido como persoia jurídica, sino como 
poder público. El argumento de mayor fuerza a este respecto, 
es la transcripción del dictamen de un ex asesor legal, según el 
cual las divergencias de la empresa con el Gobierno, Fisco, sobre 
la aplicación de las leyes impositivas o retribución de servicios en 
el puerto, no pueden solucionarse dentro del contrato, desde que 
el Gobierno 110 le ha delegado ni podría delegar sus facultades 
como entidad pública. A esta opinión la actora opone otra, no me- 
nos respetable, ta del ex Procurador General, doctor Julio Botet, 
quien, en un caso que tiene mucha analogía con el sub judicc, 
dijo: "Apreciada la demanda dentro de tales lincamientos, es in- 
dudable que la empresa acciona contra la Nación, buscando el 
cumplimiento de un convenio legalmente celebrado >y ratificado 
por ella, y la aplicación de «na ley que envuelve una obliga- 
ción para ella, por tratarse de una ley-contrato, según su tex- 
to iy en relación directa con el expresado convento. En tales 
condiciones, la demanda no va dirigida contra el Gobierno de la 
Nación como entidad política, soberana y en su carácter exclusi- 
vamente público, dentro del cual le corresponde la facultad de 
imponer y percibir impuestos, sitio que va contra ella como per- 
sona jurídica, parte contratante en un convenio, sujeto de una 
ley que le impone una obligación y crea un derecho, cual es la 
exoneración, que en el caso gestiona la empresa". Podrá ser dis- 
tinta en su forma la cuestión a que ef dictamen se refiere (la 
Compañía de los FF. C, de Entre Ríos, accionaba judicialmen- 
te para establecer el régimen del convenio celebrado con el Go- 
bierno suhre exoneración de impuestos a que se obligó en una 
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dr/ «i f rc«w<y en el texto de !a ley 2843, que la empresa 
creía aplicable en una extensión mayor que la que el Gobierno 
concebía), pero, en el fondo, la cuestión medular planteada en 
ese caso y en el actual del puerto del Rosario, es la K . 
busca el cumplimiento de un contrato legalmente celebrado en 
v ir tud o ratificado por una ley que crea obligaciones ¡«ra la Na- 
ción, no como entidad de derecho público — 3 pesar de estar de 
por medio la facultad de imponer y percibir contribuciones - 
sino como ¡icrsona jurídica, parte contratante de un convenio* 
Pues bien, en el caso planteado por los FF. CC de Entre Río» 
(tomo 105, pág. 166). cuya analogía con et sub judie* está de 
manifiesto, h Corte Suprema de justicia, corroborando la tesis 
del Procurador General, dijo: "que partiendo de esa base, queda 
fuera de duda que, por voluntad misma del poder administrador 
habría salido de su esfera de acción independiente y entrado cu 
la categoría de las obligaciones jurídicas comunes, la que al Go- 
bierno Nacional pudiera corresponderle de devolver impuestos 
cobrados, con violación del contrato celebrado (el caso actual, a 
la inversa) con la empresa demandante entre la que ésta coloca 
aquellos que motivan la presente demanda, una ve* que la Na- 
ción misma convino su eliminación en un contrato libremente 
acordado. . . Que la doctrina de que el régimen de los impuestos 
en sus relaciones con los particulares, corresponde al derecho 
publico, y que por estar lasados en la soberanía, no dejan tugar 
a las acciones privadas, entre partes, no tiene aplicación en este 
caso, pues no se trata aquí de oposición a la aplicación de una 
contribución o impuesto, no se discute su justicia o procedencia, 
sino que sófu se pretende obtener una exoneración convenido, 
cuya demanda está sin duda alguna comprendida en los térmi- 
nos y propósitos de la ley 3953". Como se ve, lo esencial de este 
fallo y lo que interesa en el tub judicc, es que cuando existe un 
contrato de por medio, debe entenderse que la Nación, por su 
misma voluntad, "sale de su esfera de acción independiente y 
entra en la categoría de las obligaciones jurídica» comunes". 
Ningún razonamiento más eficaz podría hacer el suscripto, Ita- 
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hiendo »U\o ya pronunciadas por la Corte palabras tan categó- 
rica» y definitivas, — para demostrar que es de toda improce- 
dencia l.i pretensión de Ja Nación de reivindicar su carácter de 
poder público cuando llega el momento de cumplir un contrato 
que ha f irmado coniu persona jurídica . 

7. " (Jue siendo ello así, debiendo entenderse (<ue la "acción 
lia sido demandada como persona jurídica y que es extemporá- 
nea e infundada la invocación de su carácter de poder público, la 
obligación de constituir el tribunal arbitral estatuida por el con- 
trato, lia surgido desde el momento que una de las partes así lo 
considera en presencia de dificultades surgidas en sus relaciones 
con la otra. 

8, " Que tal como la litis se ha trabado — con el propósito 
únicamente de llegar a la constitución del tribunal arbitral,— es 
indudable que ha sido ajeno al juicio, y no tiene por qué ser con- 
siderado en esta sentencia, el |>oniicnor de la divergencia -susci- 
tada, esto es. si lo» derechos portuarios pudieron o no ser modi- 
ficados, si la empresa pudo percibirlos o si la Nación tiene dere- 
cho a reclamarlos como compensación de los mayores gastos te- 
nidos por ct Gobierno con motivo de la conservación y amplia- 
ción de los servicios portuarios. Cuestiones son todas éstas, que 
tendrán que ser resueltas por el tribunal arbitral, como quiera 
que ellas exigen la interpretación del contrato, tarea que el ar- 
ticulo 74 del mismo atribuye a dicho tribunal. 

Por lo expuesto y definitivamente juzgando, fallo: haciendo 
lugar a la demanda y declarando (artículo 7," de la ley 3952) 
que la Nación está obligada y debe contribuir a formar el tri- 
bunal arbitral llamado a resolver las dificultades surgidas con ta 
empresa adora, cuya especificación y detalle será materia del 
compromiso correspondiente, sin que baya de considerarse re- 
quisito previo para ello el depósito por (jarte de la empresa, <le 
fas suma» exigidas por la Nación. Las costas en el orden cau- 
sado, por no encontrar mérito (tara imponerlas al vencido. No* 
tifíquosc, repóngase el papel, y en su oportunidad, archívese. 

C. Zavalia, 
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SENTENCIA I»E I-A CÁMARA l'EDKRAL 

Bueno* Alr«. Octubre S de ltti 

V Vistos: 

I'i.r los fundamentos expuestos en la sentencia recurrida de 
U, 74. se declara que en el presente caso no es necesaria la venia 
legislativa para demandar a la Nación, *y se rechaza Ja defensa 
relativa a la falta de acción opuesta |>or la demandada. 

V Considerando, en cuanto al fondo del asunto; 

<Jue la suciedad anónima Puerto fiel Rosario demanda al 
I 'nder Ejecutivo de la Nación a fin de que le condene a consti- 
tuir un tribunal arbitral para dirimir las dificultades surgidas 
sobre el destino que lia de darse a cantidades percibidas como 
impuesto en el puerto del Rosario. 

Que según el articulo 74 del contrato celebrado entre dicha 
empresa concesionaria para la construcción y explotación del 
puerto del Rosario y el Gobierno Nacional, "en caso de dificul- 
tades, entre la empresa y el Superior Gobierno sobre la ejecu- 
ción e interpretación del presente contrato, éstas serán someti- 
das como único Juez a un tribunal arbitral. . ,'\ estipulación que 
se ajusta al artículo 13 de la ley 3885. 

Se cuestiona en el caso si el Gobierno puede, como pretende, 
reservarse el aumento del treinta por ciento que ha hecho en las 
tarifas; o si, como sostiene la empresa aClora, el contrato de re-, 
íerencia le impide hacer tal cosa, porque todo lo que se recaude 
en dicho puerto está destinado por el mismo a los fines que allí 
se establecen. 

La cuestión, pues, se refiere a interpretar el alcance del con- 
venio en relación a su ejecución, y en nada afecta a las atribu- 
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de los poderes del 



Por ello y sus fundamentos, se confirma e) falle apelado <k 
fs. 74, que declara que la Nación está obligada a contribuir a 
formar el tribunal arbitral llamado a resolver las dificultades 
surgidas con la empresa Puerto del Rosario, sin que haya de con- 
siderarse requisito previo para ello, el depósito por parte de la 
actora de las sumas reclamadas por la Nación, sin costas. — T. 

— ■ /. P. 



PAULO HE LA CORTE ! 

ttwnot Aira, futía 14 de 1S» 

Y Vistos : 

£1 recurso ordinario de apelación interpuesto por el Procu- 
rador Fiscal de Cámara a nombre de la Nación, y concedido por 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital, a mérito de lo 

Considerando: 

Que la ley 3885 autorizó al Poder Ejecutivo para contratar, 
previa licitación, la construcción y explotación de un puerto co- 
merán! en la ciudad del Rosario, facultándolo por el artículo !3 
de la misma para aceptar la jurisdicción arbitral en el contrato 
que firmare con el concesionario. 

Que en virtud de la autorización precedentemente recorda- 
da, el Poder Ejecutiio estipuló la construcción y explotación del 
mencionado puerto con los señores Hcrsent ct fils Schneidcr ct 
Cié., con arreglo a las bases y condiciones consignadas en el con- 
de fecha 16 de Octubre de 1902. en una de cuyas cláusulas 
ie que "en caso de dificultades entre la Empresa y el 
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Superior Gobierno sobre la ejecución r interpretación del pre- 
sente contrato, éstas serán sometidas como único juez, a un trí- 
hutial arbitral formado por tres miembros, de los cuales el uno 
será nombrado p"r el Superior Gobierno, et otro por la Empresa 
y el tercero por los dos primeros en las tres semanas que segui- 
rán a su designación". (Artículo 74). 

(jue la clausula compromisoria precedí lilemente transcripta, 
no ba sido impugnada como repugnante a las disposiciones de la 
Constitución o leyes de la Nación. 

Que por otra parte, en presencia de los antecedentes tcsti- 
ntoníados de ta. 13 a fs. 17. aparece evidente el hecho de haberse 
producido entre las partes contratantes dcsinteligenctas respecto 
a la ejecución de una de las estipulaciones principales del contra- 
to, n sea la relativa a la distribución o destino de los íoudos pro- 
venientes de derechos cuya percepción estaba encomendada a la 
empresa concesionaria del puerto. 

One las divergencias producidas entre el Poder Ejecutivo y 
la empresa concesionaria se encuentran comprendidas cutre las 
que autorizan a demandar a la Nación en los términos de la ley 
número 3952. es decir, sin necesidad de venia legislativa, porque 
se trata do cuestiones regidas directamente por el contrato y en 
que la Nación no actúa como entidad política, soberana y en su 
carácter exclusivamente público, dentro del cual le incumbe la 
función de ¡nrreibir las rentas y darles la correspondiente aplica- 
ción, sino como persona del derecho privado que se ha sometido 
voluntariamente por el hecho de la celebración del contrato con el 
concesionario a las disposiciones del derecho común y a las de- 
cisiones de la justicia arbitral libremente pactada. 

( hie si bien es indudable en principio, que la percepción de 
los impuestos y su conveniente distribución son funciones que el 
Estado realiza en su carácter público, tu» lo es menos que. en et 
caso, tales atri luiciones han sido llevadas mediante estipulaciones 
que Qo han sido impugnadas en cuanto a su validez, a la esfera de 
la- relaciones de derecho privado, y que, en lales condiciones, no 
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seria posible admitir la facultad discrecional del Gobierno con- 
tratante para interpretar sus propias convenciones, porque ello 
importaría erigirlo tu juez y parte a la vez, y autorizarlo, implí- 
citarnentq, para alivi ar las obligaciones del enturad y, 

Por ello, de acuerdo con la doctrina del fallo: Tomo 105, pá- 
gina 107, y por las fundamentos de los recaídos en las sentencias 
anteriores del pleito, se «infirma el fallo apilado de ís. 101. Xo- 
tifíquesc y> devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramos 

RO HURTÓ RlíPBTTO, 



Jure del Crimen de la RcfiMka del Paraguay, soih ihi ta extradi- 
ción del ciudadano argentino Antonio Úopis. 

Sumario: l* Procede la extradición de un ciudadano argentino 
solicitada por exhorto de un Juez de la República del Para- 
guay, presentada por la vía diplomática, con los recaudos 
consiguientes. 

2." No está entre los requisitos exigidos por el artículo 
\S> del Tratado de Derecho Penal Sud Americano, la remi- 
sión de los testimonios de las disposiciones del Código l'enal 
del país reclamante, relativas a la prescripción penal o de Ja 
pena, y su omisión no puede enervar, en el caso, el pedido 
de extradición formulado, constando, como consta, la mani- 
festación expresa y categórica del juez requiricnte, de que 
el delito acusarlo no se encuentra prcseripio según las leyes 
de ese país. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ LETRADO 

* 

Rttíitencij. Setiembre II de 10*5 

Aillos y Vistos : 

I 

Para resolver el presente pedido de extradición de Antonio 
Llopis ; y 

Considerando i 

Qiie el pedido de extradición ha sido introducido en la for- 
ma que determina el artículo 30 del Tratado de Derecho Penal 
Internacional de Montevideo, habiéndose llenado en el exhorto 
todos los requisitos exigidos en el artículo 19 del mencionado 
tratado. 

Que no hahiéndose hecho cuestión sobre la identidad del reo, 
la que se encuentra probada en autos, ni que los documentos pre- 
sentados adolezcan de defectos de forma, y debiendo tener se 
coino verdadera la manifestación del señor Juez exhortante, de 
que el delito, según las leyes del Paraguay, no se encuentra pres- 
cripto. delw hacerse lugar a la extradición solicitada. 

Por ello resuelvo ! Hacer lugar a la extradición de Antonio 
Llopis, lo que se hará saber al P, E. Nacional a fin de que pro- 
vea lo necesario para la entrega del delincuente. Hágase sabor. 
Sixto J. Rodríguez. — Ante mí : L. A. Pinero. 



SENTENCIA pR y¡ CÁMARA FKDERAL 

. ' • 

VSm, Diciembre 14 *¡ ira 

\ istos y Considerando: 

Que el único reparo opuesto al auto recurrido obrante a 
fs. 21. se hace consistir en que entre ta documentación acompa- 
ñada al exhorto en que se pide la extradición, no han sido renii- 
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tidos los testimonios de las disposiciones del Código Penal del 
paw reclamante, relativas a la prescripción penal o de la pena. 

Que el requisito indicado 110 esiá entre los exigidos por el 
artículo 19 del Tratado de Derecho Penal Sud Americano sus- 
cripto en Montevideo, cuyas disposiciones rigen el caso suít jitdice. 

Que por otra parte, la defensa no ha alegado ni ofrecido 
prueba sobre la prescripción de la acción penal, según las leyes 
de la República del Paraguay, y dada la naturaleza del delito im- 
putado al prevenido, tampoco puede presumírsela aún por nues- 
tra propia legislación. 

Que en observancia de lo que dispone el inciso 4. v del ar- 
tículo 19 del Tratado de Derecho Penal antes mencionado, el se- 
ñor Juez exhortante ha hecho constar expresamente que según 
las leyes de su país, el delito que se imputa al encausado Antonio 
Llopis no está proscripto. 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la resolución 
de fs. 21. se la confirma en todas sus partes. Hágase Saber y de- 
vuélvanse. — César B. Pá cz Colman, — F. Dias de \ "ti-ar. — 
Carlos . liberto ArigÓn. 



DICTAMEN PKL SEÑOR I»RO(/L*RAltOR fifí X ERAL 

Suprema Corte: 

Kl señor Ministro diplomático de la kcpOMica del Paraguay, 
acreditado ante nuestro Gobierno, presentó, con ! ñ recaudos con- 
siguientes, el exhorto que el señor Juez de Instrucción en lo Cri- 
minal de la zona de Concepción, interinamente a cargo de la de 
Pilar (República del Paraguay), dirigió al señor Juez Letrado 
del territorio nacional del Chaco, en el cual solicitó la extradición 
del ciudadano argentino Antonio Llopis, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 19 y 21, inciso 1.» del Tratado de Derecho Penal 
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Internacional celebrado en Montevideo en !,X8¡s\ por estar acusa- 
fio del delito de homicidio, perpetrado en el departamento de Hu- 
maitá, en ta persona de Leonardo Britez. 

Los recaudos acompañados en apoyo del pedida de extradi- 
ción llenan, a mi juicio, cumplidamente, los requisitos exigidos 
pnr el artículo 19, incisos 1 y 3.» del mencionado Tratado de De- 
recha Penal Internacional de Montevideo, ya que el señor Juez 
requirente ha enviado, conjuntamente con la rogatoria de extra- 
dición, copias antenticadas de las disposiciones legales del Código 
de Procedimientos Paraguayo y del auto de prisión preventiva, 
siendo indiscutible su jurisdicción para conocer y fallar en jui- 
cio sobre la infracción que motiva el reclamo que, -por otra parte, 
no ha sido desconocida por la defensa. Hizo constar, además, el 
magistrado peticionario, que el delito por el cual se procesa a Un- 
pis. no se encuentra preseripto, conforme a la ley penal para- 
guaya, delito que, ]>ur halar sido cometido el 17 de octubre de 
Í923< tampoco -se hallaría proscripto ptir nuestra legislación. 

C abe hacer notar — atento lus fundamentos de la defensa pa- 
ra oiíonerse a la extradición— que aún cuando no haya sido acom- 
pañada por el señor Juez de Instrucción en To Criminal de la zona 
de Concesión (Paraguay), la copia de la disposición pertinente 
del Código Penal Paraguayo referente a la prescripción de la ac- 
i-ión penal, esta circunstancia no es suficiente, en mi sentir, ngrá 
enervar el pedido formulado, ya que constando la manifestación 
expresa y categórica del señor Juez requi rente de que el delito 
acusado no se encuentra prescripto según la ley paraguaya, la 
defensa no ha alegado (pie tal prescripción se haya podido pro- 
ducir en til caso ocurrente, lo que resulta lógico, toda vez que, 
tratándose de un hecho de carácter grave, punible en todas las 
legislaciones con graves penas, no es posible que la preserqicion 
sé haya podido operar en un lapso de ticmjio inferior a dos años, 
que es el transcurrido desde la fecha del delito hasta la de la 
presentación del pedido que motiva las presentes actuaciones. 

El delito imputado es de los que autorÍ7an la extradición, 
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|Kir estar comprendido en el artículo 21, inciso l.« del Tratado de 
Derecho Pena! Internacional de Montevideo, y como II identi- 
dad del requerido está acreditada con el documento de fs. 16, fi- 
liación acompañada de. fs. 10 y la diligencia de fs. 17 vta. y no 
lia sido puesta en discusión ¡wr la defensa, estimo que de acuer- 
do coif lo resuelto por V. E. en los casos del tomo 96, pág. 310; 
lomo 103. ¡%; 126; tomo 109, pág. 20S y tomo 117, págs, 19, 
1 54 y 440 y los fundamentos del fallo de fs. 28, corresponde — y 
asi lo pido — se sirva Y. F. confirmar dicho fallo, con costas. 

Horacio R. i, arreta. 



l'AU.O I>j; |, \ COKTli SUl'HEMA 

Iuhoi /Um, Julio 14 <te tus 



Y Vistos; 



Pnr los fundamentos de la resolución de la Cámara Federal 
da Apelación del Paraná de fojas 2S y lo dictaminado por c] se- 
ñor Procurador General, se la confirma. Hágase saber y devuel- 

A. Bermejo — J. Fioueroa Alcoi.- 
cokta ■ — Ramón* Méndez — lio- 

BEHTO KeI'ETTO. 



Ahí nhiiiiM del Castillo contra la Provincia de Manioca, solnc 
cobro de pesos. 

Sumario'. \.'> l'na demanda contra una provincia [Hir cobro de pe- 
sos, por sueldos devengados, no es la cansa civil que precep- 
túa el artículo i:-' de la ley 48 para la procedencia del fuero 
originario de ta Corte Suprema, 



2.» El concepto causas entiles sólo comprende las emer- 
gentes de estipulación o contrato o regirlas por el derecho 
común, entre las que no pueden incluirse los juicios por co- 
bro de sueldos, o jubilaciones de los empleados públicos y 
otros, regidos por el derecho administrativo que las provin- 
cias pueden sancionar en ejercicio de sus facultades reserva- 
das (Artículos 104 y 105 de la Constitución), emolumentos 
que constituyen la retribución de un servicio de carácter pú- 
blico, distinto de los previstos en el articulo In27 del Códien 
Civil. 

C&so: I.o explican las piezas siguientes: 



KICTAMTCN- OKI. M-;\OR 1'ROtTRADOH CKN'KRAL 

Bucnoa Aim, julio B á t tMO 

Suprema Corte: 

El doctor Dionisio G. del Castillo demanda ante Y. K. a la 
provincia de Mendoza por cobro de pesos, que dice se le aleudan 
por concepto de sueldos devengados en el desempño de su cargo 
de Asesor de Gobierno ríe la referirla provincia, riel cual cargo 
fué suspendido por el Jury de Enjuiciamiento v nuevamente re- 
puesto por el Golwruador interino di- la provincia demandada. 

Esta, sin contestar la demanda, ha opuesto la excepción de 
incompetencia de jurisdicción. j>or entender que el conocimiento 
de esta causa no corresponde a la jurisdicción originaria y ex- 
clusiva ríe la Corle Suprema, 

Adhiero a la tesis sostenida pur la provincia. 

La causa que se inicia, como se desprende fie los anteceden- 
Ies relacionados, no es una causa civil en la que los derechos liti- 
giosos deriven de estipulación o contrato. 

provincia demandada no puede serlo cu este caso en >u 
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carácter de persona jurídica, sino como poder público en cnanto 
a sus relaciones con los empicados de la Administración se re- 
fiere. 

Estas relaciones se rigen por el derecho administrativo. 
La materia de la causa tampoco es federal, como es notorio. 
Sólo se invoca en la demanda disposiciones de la ley de I 're- 



La jurisdicción que a V. K. acuerdan los artículos 100 y 101 



de otra, no es, pues, la cpie corresponde ejercitar en este caso, 
(ítf.303. Considerando 3." y 6*: 111. 88. 120: 3ó y 140; 34). 
Tal es mi dictamen. 



Y Vistos: 

Para resolver sobre la excepción de incompetencia de juris- 
dicción opuesta por el representante de la Provincia de Mendoza 
en la demanda promovida contra dicha provincia, por don Dio- 
nisio G. del Castillo, sobre cobro de pesos, 

Y Considerando: 

Qi\c tanto el escrito de demanda como los recaudos que se 
acompañan en calidad de antecedentes de ta misma, establecen que 
la suma demandada provienen de sueldos que se dicen devenga- 
dos ¡H>r el actor en el desempeño del cargo de Asesor del < ¡nhier- 
no de la Provincia, — sueldo que, según el misino demandante 





Horacio R. La treta, 



r.W,Lo ni- K,\ CORTIi Sl'l'KKM A 



Bueno* Air», Julio 10 de 1M9 
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afirma (fojas 28 vuelta), han sido expresamente reconocido a 
su favor. 

One si bien esta última circunstancia implicaría que falta en 
el sub judicc el caso contencioso, toda vez que no aparecen dere- 
chos controvertidos (Pullos, tomo 1!, página 476; tomo 31, pági- 
na 255), procede, sin embarco, el examen de la cuestión de in- 
competencia de jurisdicción del punto de vista del concepto fun- 
damental en que ha sido planteada, esto es, si el litigio que se 
promueve, atentos los antecedentes que 1.. constituyen, reúne o ni. 
los requisitos legales indispensables para determina* la proce- 
dencia del juicio originario de esta Corte. 

Que el actor ha fundado la jurisdicción a que se acoge, en 
las circunstancias de ser él vecino de esta Capital y la demandada 
una provincia, factores, en su concepto, suficientes para acredi- 
tar el fuero, de acuerdo con lo que prescriben los artículos 101 
de la Constitución y 1.' del inciso L* de la ley 48 (fojas 29), omi- 
tiendo referirse a la condición expresa que establece esta última 
disposición legal, en «iva virtud ha de ser cuitsa ci:-i! la que ver-e 
entre ima provincia y el vecino de otra para que esta Corte co- 
nozca en tales casos en primera instancia. 

Que fijando la interpretación y alcance del precepto cons- 
titucional aludido, se ha expresado por este Tribunal, que al esta- 
blecerse en el artículo J01 de la Constitución que la Suprema 
Corte tenga jurisdicción originaria y exclusiva en los casos en 
que una provincia sea ]»arte. no se refiere a aquí -tíos en (pie quiera 
hacérsela recusable por los perjuicios que crean sufrir los ciu- 
dadaims j>or los actos administrativos o jurisdiccionales que ejer- 
za dentro de la órbita de sus atribuciones, sino en las causas civi- 
les que contra la provincia promoviere algún vecino o vecinos de 
otras o ciudadanos o súlnlitos extranjeros (Fallos, entre otros, 
tonto 9, página 391); y respecto a la disposición legal referida, 
ha dicho que. al establecer el articulo 1.''. inciso l.'-' ríe la ley 40 y 
la número 1467 que coresponde a esta Corte conocer en primera 
instancia tíc las causas civiles entre una provincia y algún vecino 
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de otra p de la Capital, se han re tímido, sin duda, a las regidas 
por oí derecho común, o que versen sobre derechos nacidos de es- 
tipulación D contrato (Fallos, tomo 120, pánica 36 y los allí ci- 
tados), 

One di* los términos con que la jurisprudencia a que se refie- 
re el precedente considerando, lia definido la materia constitu- 
cional y legal invocada en el caso, resulta la conclusión evidente 
de que la de autos nu es la atusa civil que preceptúa la ley para 
la procedencia del f itero originario. Lo establece así el misino tic- 
mandado cuando afirma (fojas 14 vuelta) que su derecho ere- 
ditorio de las sumas cuyo pap- ■ demanda, surge de la ley de pre- 
supuesto di! la provincia de Mendoza y de su desempeño de su 
cargo de Asesor de Gobierno, lo que se acredita por las actuacio- 
nes administrativas de los expedientes que se acompañan, es de- 
cir, que supuesta efectiva la relación de derecho que se invoca, 
no afecta n la provincia como persona jurídica, ni deriva de esti- 
pulación o contrato, ni está repida por el derecho común, sino que 
constituye un caso y determina una situación en que la demanda- 
da actúa como poder administralidor, rigiéndose los actos ema- 
nados pnr tal concepto, del ejercicio de su soberanía ]tor los prin- 
cipios del Estado, instituido y aplicado en la órbita de su propia 
jurisdicción (Fallos, tomo 22, página 37; tomo 99, página 30?) . 

Que al decidir en casos análogos al de autos, esta Corte lia 
dejado establecido que el concepto cansas civiles, según lo reite- 
radamente resuelto, sólo comprende las emergentes de estipula- 
ción o contrato o regidas pnr el derecho común, entre las que no 
pueden incluirse los juicios por cobro de sueldos o de jubilacio- 
nes de los empleados públicos y otros regidos por el derecho ad- 
ministrativo que las provincias pueden sancionar en ejercicio de 
sus facultades reservadas (artículo 104 y 105 de la Constitu- 
ción) '.—emolumentos que constituyen la retribución de un servi- 
cio de carácter público, distinto de los previstos en el artículo 
1267 del Código Civil (Fallos, tomo 111, página 88; tomo Un, 
página 413; tomo 121, página 65). 



óm FALLOS Mt LA COATI tOPtIHA 

Por las consideraciones expuestas, y de acuerdo con lo dic- 
laminado por el señor Procurador General, se declara que la pre- 
sente demanda no es de la competencia originaría de esta Corte. 
Las costas en el orden causado, atenta la naturaleza de la cues- 
tión resuelta. Notifiqucse y repuesto el papel, archívese. 

A, Bermejo. — J. Fi CUERO a Al- 
corta. — Ramón* Méndez. — 
Roberto Refetto. _ m. ím- 



Pon Mas Sáleme contra tos Ferrocarriles det Estado. p& «>bro 
di- pesos, 

Sumarh: Corresponde ;i la justicia federal el conocimiento de 
demanda contra la Administración de los Ferrocarriles del 
Estado, ¡xir devolución de dinero [mr demora en la realiza- 
ción de determinados transportes. (No es posible inferir de 
la lev 6757 el propósito de desvincular a dichos ferrocarriles 
del patrimonio de la Nación, que se hallan, por Jos fines de 
su creación, sujetos a la jurisdicción de los tribunales nacio- 
nales. Fallos, tomo 143, página 29). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE!. SUXOR JI KZ DE COMERCTO 

Y Vistos • B "*"** - >hlemb,e ** *-• tm 

Para resolver la excepción <Ie inconipctentia de jurisdicción 
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Y Considerando : 

Que la ley 0/57, al crear la Administración General de los 
Ferrocarriles, estableció etl su articulo 3.^', inciso I. 1 ', que era fa- 
ctdtad de la misma, entender en todo lo referente, a la explotación 
de lus ferrocarriles de propiedad de la Nación. 

Por otra parte, según resulta del contexto de la ley, la Admi- 
nistración de los Ferrocarriles del Estado goza de una autono- 
mía propia, concepto que evidentemente se fortalece con la d¡s- 
jHisición del artículo 3.*-, inciso 12.* en cuanto se otorga a esta 
repartición su representación independientemente del Poder Eje- 
cutivo Nacional con respecto a todas las operaciones derivadas 
de ta explotación de las lineas, como también en las relaciones 
con el público y las demás empresas de transportes. 

Pero de esta autonomía no puede concluirse que la adminis- 
tración demandada no sea mas que una i>crsona jurídica de dere- 
cho común confundible con cualquier clase de sociedades anóni- 
mas o privadas. 

La ]>arte demandarla es una institución, de carácter nacional, 
que administra un servicio público establecido por el Congreso, 
que. ejercitando la atribución conferida jior éj articulo d7, inciso 
U)." de la Constitución nacional, ha proveido a la prosperidad del 
liáis, fomentando la explotación de líneas ferroviarias. 

Es cierto que la Administración de los Ferrocarriles del Es- 
tado no es la Nación misma, puesto que civ este caso habría de 
someterse a la parte demandadante al régimen establecido por la 
ley 3952, que reglamenta las demandas contra la Nación, Pero, si 
la jurisdicción federal no surge en razón de la persona de la parte 
demandada, es incuestionable que se origina en mérito a tratarse 
de una empresa nacional que tiene su creación y administración 
en una ley nacional. 

Es, pues, por razón de la materia, que ia jurisdicción fede- 
ral debe entender en el conocimiento de este juicio. El artículo 
100 de la Constitución Nacional establece que corresponde a los 
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rritiuuales de la Xación el cnnudmiemo y decisión de lixLis his 
causas cjin: versen splirc puntos regidos j>or las leyes de !:i Xa- 
tiiíii. y |títra míe sea aplúahlf este precepto, leista <¡ue la paite 
demandada deba su creación, organizaciún y admiuist ración a 
una ley del Congreso Xadonal. 

KI hecho de une sea necesario aplicar leyes de origen común. 
Como las relativas a las responsahilidades del jioncadur, por in- 
ejecución del contrato de transporte, no es argumento ¡«ara sacar 
a la administración demandada <ie sus jueces naturales, dado ipie, 
«le acuerdo con el artículo <>7, inciso 1Í.* de la Constitución Xa- 
etonal, la aplicación de los códigos comunes se hace |ior kis Trt- 
ruínales Federales o provinciales, según (¡ue las co>:«;. o las per- 
sonas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones. 

fW último, es esta la doctrina admitida últimamente por 3a 
Suprema Corte fie Justicia de la Xacióu en los casos "Tontiio 
Krastno Plaza, hurto a ios Ferrocarriles del Estado" y "Dirección 
General de Yacimientos IV t rol i teros fiscales" ipie se registran 
en Ion números 2f^ y 2**1. respectivamente, de "I Licia del Fo 
ro" del corriente año. 

Por estos fundanicnios, de acuerdo eon el artículo til de la 
lev 1°K1 y oído el siíior Agente Fiscal, fallo los presentes auto>: 
haciettdq lugar, con costas, a la excepción de inc<int| Hienda de ju- 
risdicción opuesta a ís, 17. Regulo en doscientos peM>> ln> hono- 
rarios del letrado ele la parte demandada y en cien de igual mone- 
da los de su apoderado. Regístrese. Xiniíjoue r | oficial Merlino. 
Repónganse las fojas. — Agustín A . M„ii t ^ ( >. — Ame mi : Mi- 
tfiwí Angel Cebollas. 
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AITO I1E LA CÁMARA COMERCIAL 

„ ... . Buenoi Alt», Abril a de 1SS4 

i V isius : 

I'or los fundamentos del dictamen del señor Fiscal, los del 
escrito de f s. 35 y lo resuelto por el Tribunal en casos análogos, 
se revoca e! auto apelado de f s. 26, con costas, regulándose en se- 
senta y veinte pesos moneda nacional, respectivamente, los hono- 
rarios del doctor San Martín y apoderado Sauz, en esta instancia; 
y devuélvase previa reposición de sellos, dentro de tres días, bajo 
aiwrcibimicnto de lo dispuesto por el artículo 23 de la ley nú- 
mero 4128. — Estrada. — Mclhtdes. — Padilla. — Ante mí: 
Alfredo Fox, 



FALI/> IJE I.A CORTE SUPREMA ( I ) 
y y ^ [os . Buítl0S A, '«- Julio » d« 1*» 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Ca- 
pital, une revocando la de primera instancia, declara su competen- 
cia para entender en la causa seguida por don Elias J. Sáleme 
contra los Ferrocarriles del Estado, por cobro de pesos. 

Y Considerando: 

m 

Que las constancias de autos acreditan une este juicio ha 
sido promovido contra la Administración de los Ferrocarriles del 
Estado, de acuerdo a los términos del articulo 3.». inciso 1 < de la 
ley 6757. con el propósito de obtener la devolución ile una suma 
fie dinero por la demora producida en la realización de 
nados transportes. 
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Que atentos los términos en (¡enera!, de la ley precitada, ta 
procedencia del fuero federal no es dudosa, pues Corno lo tiene 
declarado esta Corte, no es posible inferir de las disposiciones de 
la ley 6757 el propósito de desvincular los Ferrocarriles del Fs- 
tado riel patrimonio de la Nación, sino solamente acordarles una 
relativa autonomía, indispensable para el ejercicio por el Fstado. 
de Jii industria de los transjiortcs, toda vez que dichos ferrocarri- 
les constituyen una organización creada por ley especial del Con- 
greso con fines de vialidad interprovincial, ríe seguridad y pro- 
greso general, y se hallan, pur tales causas, sujetos a la jurisdic- 
ción de los Tribunales Nacionales con arreglo a! artículo 2?, in- 
ciso I * de la ley número 48 f Fallos : tomo 143, página 29 y juris- 
prudencia allí citada). 

Que en aquel falto se decidió, asimismo, que correspondien- 
do a la justicia nacional resguardar los derechos e intereses de la 
Nación, procede su jurisdicción, aún cuando la Administración 
de lus Ferrocarriles del F.stado no se realice directa e inmediata- 
mente |«ir el Poder Ejecutivo, sino por los funcionarios creados 
por la ley 6757. desde quq ella se ejerce hijo la dependencia del 
Ministerio de Obras Públicas, teniendo aquélla la representación 
del Poder Ejecutivo en todas las operaciones pendientes de la 
explotación de las diferentes lineas del Estado en todo pleito, ar- 
bitraje, contrato, compra de tierras y reclamos a que ella dé lu- 
gar, etc. (ley citada* articulo ,í.'\ inciso 12.'). 

Que por lo demás, no constituye un óbice al reconocimiento 
de la jurisdicción federal lo dispuesto en el articulo 50 de la ley 
2js73, según el cual las empresas de ferrocarriles nacionales se ha- 
llan sujetas a las disposiciones del Código de Comercio cu cuanto 
a las responsabilidades emergentes de retardo, pérdida o averia, 
desde que ello no implica imponer ni excluir una jurisdicción de- 
terminarla, sino establecer las normas substantivas por las cuates 
deben regirse las relaciones de las empresas con los cardadores, 
siendo tic toda evidencia que tales normas pueden ser aplicadas in- 
distintamente en los tribunales locales y en lus de Ja Nación, se- 



gún sea el fuero que corresponda a las personas interesadas en 
los respectivos litigios (Fallos precedentemente citados y doctri- 
na de los Fallos: tomo 131, página SI y tomo 144, páginas 14 
y 166). 

En su mérito, oído el señor Procurador General, se revoca la 
sentencia recurrida y se declara que la presente causa es de la 
competencia de la justicia federal. Notifiquese y devuélvanse al 
tribunal de procedencia, donde se repondrá el papel. 

A. Bkrmk jo. —Ramón Méndez. — 
Roiíerto Repetto. — M. Lau- 

RENCEPÍA, 

( 1 ) En la misma fecha se dictó igual resolución en las causas 
seguidas por los señores Pascual Rugna e hijos y Raúl L. Buslai- 
man, contra los Ferrocarriles del Estado, por cobro de pesos ; y 
en las seguidas por Wuistaz, Gómez y Calongc; José Abraham, 
Carlos Lomba rdi, Julián Alvares, Ricardo Jerez, Ahraham J. 
Nacer, Isasmendi y Cía. y Chámale y Cía., contra el Ferrocarril 
Central Norte Argentino, por idéntica causa. 



Dono Josefa Martines de Cicrici contra doña María '/.ulcnta. Val- 
des de Murúti, sobre cobro ejecutivo de pesos. Contienda de 
competencia. 

Sumario : Aceptada por tas partes a tos efectos del cumplimiento 
de sus respectivas obligaciones, la jurisdicción de los tribu- 
nales ordinarios, corresponde a éstos el conocimiento del jui- 
cio respectivo. 

Coso : Lo explican tas piezas siguientes : 
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AUTO DEL JUEZ EN LÜ CIVIL, COMERCIAL I MINAS 

Sin Juan. Diciembre (♦* de ¡«5 

Vastos : 

ho solicitado y tratándose de una acción personal que debe 
tramitarse en ei domicilio del demandado, se resuelve: Proveer 
de conformidad, a cuyo efecto diríjase exhorto al señor Juez en 
lo Civil de la Capital Federal, para que se inhiba y remita las au- 
tos referidos. (Art. 979 del Código Procesal). — Xind. 

í VISTA FISCAL 

Bucnoi Airei. Diciembre 10 de 1P25 

Señor Juez: 

Habiéndose estipulado expresamente en ta escritura testimn- 
tiíada a ís, 2 que "tanto el capital como los intereses deberá pa- 
garlos la deudora el dia de sus vencimientos en el domicilio de la 
acreedora o donde éste le indique, siempre en esta Capital", y es- 
tándose, en consecuencia, en presencia de un domicilio especial 
convenido [>ara el cumplimiento de la oMiííación contraída (ar- 
ticulo 101 del Código Civil), opino que no corresponde deferir a 
lo solicitado por el señor Juez exhnrtaute. - .1/. (,'rnmhli. 

M IO OBI. SliÑOK J13W$ KN LO CIVIL 

Buenos Airea, Febrero '-!" de 

Autos y YistOS ! 

I-a cuestión di- competencia que se promueve a fs. 22 por el 
señor Juez de Primera Instancia en Jo Civil y Comercial fie la 
ciudad de ÜMl Juan. 
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Y Considerando: 

Que según resulta de las cláusulas 1 .■ y 2. a de la obligación 
hipotecaria corriente de ís. 2 a 5 se convino entre las partes en 
que el capital y los intereses los abonará la deudora en el domi- 
cilio de la acreedora en esta Capital, eligiéndose la jurisdicción 
de los tribunales ordinarios de dicha ciudad en caso de no cumplir 
con lo estipulado en las fechas señaladas ; quiere decir, entonces, 
que la ejecutante ha ejercitado su acción personal en el lugar con- 
venido tiara el cumplimiento de la obligación conforme al artículo 
4.'-' del Código de Procedimientos, y de acuerdo con lo expresado, 
también» jx>r Kis artículos- 101 y 1197 del Código Civil. 

Por ello, lo dictaminado por el señor Agente Fiscal a fs. 25, lo 
expuesto por el acrcedor'qüe ejecuta, a fs. 27, y teniendo cu con- 
sideración por otra parte, que en el caso sub jttdicc la parte eje- 
cutada ha consentido todos los trámites del juicio, por halwrse li- 
mitado a ajwlar a fs. 18 solamente de los honorarios de la senten- 
cia de remate, oficíese at señor Juez requirente, con los recaudos 
pertinentes, haciéndole saber, que por las razones expuestas, juz- 
ga el suscripto ser competente en la causa, y que en caso de no 
aceptar estos fundamentos, remita los autos a la Suprema Corte. 
Repónganse las fojas. — Isaac Arriata. — Ante mi : Ricardo Bo- 
ttinL 

DICTA MEN DEL SEÑOK TKOCUKADOK GENERAL 

Buenos Aire», lulto 5 de 10» 

Suprema Corte: 

*<? 

Doña Josefina Martínez de Clérici demandó a doña María 
Zulcma Valdés de Murúa, por cobro de un crédito garantido con 
hipoteca de una finca ubicada en ta Capital de la Nación, y cuya 
escritura hipotecaria había sido otorgada en la misma jurisdic- 
ción. 
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1.a cansa se inri» ¡inte cr Juzgad de 1. a Instancia en la Ci- 
vil de esta Capital, dictándose semencia de. remate en primera 
instniicin el 31 de Agosto de 1935. 

Al notificarse dicha sentencia al esjxiso de la causante, éste con- 
currió recién a juicio ( fs. 18), con fecha 8 de Septiembre tic 
1925. dejando consentir aquella semencia en 1<i principal, y ape- 
lándola solañiente. cu cnanto a la reculación de ítoúiwarios qitte la 
misma contenía, e interviniendo interiormente en la causa. 

Cnn fecha pn^erinr a la referida presentación del demanda- 
da, éste acudió el 22 de octubre de 1925 al Juez en lo Civil. Co- 
mercial y Minas de San Juan, pnunoviendo inhibitoria ni fue* de 
la Capital Federal para conocer en la ejecución hipotecaria re- 
ferida, 

¡'.I Juez de San Juan ha hecho tugar al pedido, y substancia- 
da t n esa forma la contienda, han sido elevados los autos a Y. H. 
[inra (jue la dirima. 

Como se ve. se trata de una cuestión de jurisdicción promo- 
vida después de haber quedado concluida la causa con sentencia 
definitiva y consentida ésta por el demandado. 

X» existe pues, en realidad, contienda, ya que ésta sólo pue- 
de referirse a juicios en tramitación y no a los terminados como 
lo es el de la Capital Federal. 

Cor oirá parte. los términos expresos de la excritura de obli- 
gación hipotecaria si mielen el conocimiento de esta causa a la ju- 
risdicción de los tribunales ordinarios de la Capital. 

Cor lo expuesto, soy de opinión que corresponde declarar 
que al Juez de la Capital de la X ación corresponde conocer ere 
estas actuaciones. 

I Tarado R. Lanrtu. 
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I W.I.U Olí I.A CUKTlí SUPREMA 

Buenos Airei, Julio SU de 1¿>:G 

Amos y Vistos : 

hos do contienda de competencia entre un juez de lo Civil 
de la Capital y el Juez cu lo Civil. Comercial y Minas de la Pro- 
vincia <le San Juan, para entender en el juicio promovido por 
"Martinez de Clélici» doña Josefina, contra Val<lés de Murúa, 
doña María Zulcma". por cobro de i>csus. 

Y Considerando : 

Oue según aparece de las cláusulas 1 P y 2. n «leí documento 
agi^aáo a fojas 2 del espediente que tramita ante el Juez de lo 
Civil de la Capital, las partes convinieron, a los efectos del cum- 
plimiento de sus respectivas obligaciones, en fijar el domicilio de 
la acreedora, o el míe ésta indicara, eligiendo la jurisdicción de l'JS 
tribunales ordinarios de esta Capital con ese fin. 

Oue la sentencia dictada en el juicio de la referencia quedó 
consentida, puesto que a fs. 18 sólo se apeló de los honorarios re- 

Por ello, de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador General, se declara que el conocimiento de esta causa com- 
peto al Juez en lo Civil de la Capital, a quien se le remitirán los 
autos, haciéndose saber por oficio al Juez de San Juan. 

A. Bermejo. — J. Figuekoa Al- 
corta, — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto, — M. Lau- 
hencena. 
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Úm Amento Af&Mkl Kuk emtra don Bautista Araammiz, por 
¿obro 4t «¡qmlcrcs: incidente sobre embargo preventivo. 

s' a atan v: l:-' lm razones que informan ia disposición del ar- 
ticulo 0,7 de la ley 4055 que amplió la esfera «le acción de la 
Corte Suprema en las cuestiones tic competencia, justifican 
su intervención en un conflicto entre jueces de dirima ju- 
risdicción, respecto a la í acuitad de un Juzgado Federal, des- 
convida j>or fa justicia local. para trabar embargo de! SUcído 
de un litigante en la proporción determinada por la ley 951 1. 
(VA litigante era un Juez de provincia). Esa intervención se 
legiümn. ¡guiiímenlc. por la superintendencia general atri- 
buida a ta Corte Suprema jwir el articulo 10 de la citada lev 
4055 y 2." de la número /0W. 

1." El embargo preventivo decretado por un juez federal so- 
bre los sueldos correspondientes a un juez local en juicio 
ejecutivo seguido contra el mismo, en la proporción que es- 
tablece la !cy 951!. hasta cubrir la suma adeudada, está au- 
torizado po* el articulo 13 de la ley 48, y delic ser practicado, 
sin perjuicio de que el ejecutado haga valer sus derechos en 
el juicio que se le sigue, dado que. si un ciuliargo u otra me- 
dida de carácter pl -esa!, autorizada por su ley de procedi- 
mientros (Ley nacional 3375), es delegada por "un juez fede- 
ral a otro de carácter local, nu es éste el que pueda juzgar 
de su legalidad, suplantando su autoridad y jurisdicción al 
juez de la causa, sino que es el litigante interesado el que 
hará vabT los derechos (pie considere Ic corresponden ante 
el Juez que conoce del juicio, y cuya competencia no ha sido 
desconocida. 



Cuso : Lo explican las piezas siguientes ; 



ni: jrsTiciA i»k la n'.hh.n 



si:nt!;ncja dj;i. sitri-mo TRiniwwi. w justicia 

Eil fujnv. ;i tres de agosto de mil novecientos veinticinco, 
mvMm en la Saín de Acuerdos del Superior Tribunal tfc Justi- 
na, los señores eonjueeés titulares, ductores don Damián l'ticli. 
Héctor M. González Llamazares y Altarlo II. Grazi. liajo la pre- 
sidencia del primero, y en acuerdo extraordinario, vierun el ex- 
pediente número 227 1 , Libro Civil, caratulado: "F.l señor Juez 
Federal solicita su haga efectivo el embargo de sueldos tratado 
contra el señor Juez del Crimen, doctor 1 [amista Argañaraz. en 
ta proporción que establece la ley número 9511, Insta cubrir !a 
suma de setecientos pesos moneda nacional, y 

Considerando : 

Que el articulo 69 de] Código de Procedimientos Civiles y 
Comerciales de la provincia, en su segunda parte, establece qui- 
las primeras leyes que los jueces deben observar y aplicar, son ta 
Constitución de la Nación y de !i Provincia. 

Hite el artículo 96 de la Constitución de la Nación Argentina 
y el 119 de la Constitución tic la provincia, establecen imperati- 
vamente que los jueces recibirán por sus servicios una compen- 
sación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en 
manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones. 

Que todo juez, nombrado al anqviro de la cláusula constitu- 
cional, adqúiefe el privilegio contra toda disminución de sueldo. 
Que según la ley procesal C\rt. 510 del Código de Procedimien- 
tos Civiles y Comerciales), se exceptúa de embargo la remunera- 
ción acordada a los jueces, etc., y la razón que se ha tenido par;i 
ello, es de carácter constitucional. Se dice que siendo inmunes lo? 
jueces con el objeto de que puedan llenar sus funciones con en- 
tera libertad, debe ser inviolable, igualmente, el sueldo que ganan, 
porque se ha supuesto, al establecer este privilegio, que los jue- 
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ees. jKir.i su elevada investidura, deben dar ejemplo de probidad 
y rectitud. 

Que asi como el H. Congreso Nacional lia dictado la ley 
'HJ. por el cual se declaran inembargables bis sueldos menores 
de cien pesos, sin apoyar esta ley del Congreso sobre ninguna 
disposición constitucional que, establezca privilegios sobre dichos 
sueldos menores de cíen pesos, así también la H. Legislatura de 
,! tijuy, en uso de su* facultades propias, ha reglamentado el ar- 
ticulo 11" de la Constitución de la Provincia, concordante con e! 
articulo 96 de la Constitución de la Nación, estableciendo en el 
artículo 510 del Co<%í <l« Procedimientos C viles y Comereia- 

Que iu que ti pronunciamiento de este triluuial importe un 
desconocimiento de las facultades del señor Juez Federal, consi- 
dera que en virtud de las disposiciones citadas, no debe dar cum- 
plimiento a lo ordenado por el señor Juez Federal, pues, no con- 
siderando csi tribuna] inconstitucional la dis|K>sición del articu- 
lo 510 del Código ile l'n iccdimieiilos Civiles y Comerciales, es su 
obligación (ArL 128 de la Constitución de la Provincia) aplicar 
la Constitución y leyes nacionales, la Constitución de la Provin- 
cia, los tratados y leyes provinciales y los decretos de carácter 
provinciales que se armonicen con aquéllas. 

Que la ley número 95 II no es una ley nacional dictada por 
el Congreso de acuerdo a las facultarles que le confiere el articu- 
lo 67, inciso 11 de la Constitución, único caso en que su aplica- 
ción sería obligatoria para este tribuna], no obstante cualquier 
disposición en contrario de la Constitución o leyes provinciales 
(Constitución Nacional, artículo 3H. 

Por ello el Superior Tribunal de Justicia resuelve : 

Hacer saber al señor Juez Federal de esta ciudad, que no 
puede dar cumplimiento a lo solicitado en el oficio de referencia, 
llágase saber y redáctese en autos. — Damián Puch. — tft'ctor 
M. ir*. LlaWüsaris, — .-/. //. Graci, — Ante mí : VicaUc Cica- 
rrPi. 
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auto nix feiuirai. 

Muy. Aboíw 19 de im 

Vista: 

La riMíliK-iñu tjtip antecede, cid Supt-riur Tribunal ttc Justi- 
eia de esta provincia, en la nial, dice, <pic sin míe dio importe 
desconocer las facultades del suscripto, no puede dar cumplimien- 
to al ludida fie eniktryo de parte de" los súdelos de tm Juez del 
Crimen. |*.r o|miicrse a dio l<* ¡míenlos 96 de la Constitución 
Xacional y 1 19 de la tle J tijuy, que los garantizan contra toda dis- 
minución, y el articulo 510 dd Código de Procedimientos Civiles 
c|tic los declara inembargables, y 

Considerando: 

Oue este caso se ha originado por un pitido de embarco pre- 
ventivo formulado por don Antonio Montid Ruiz, de los sueldos 
dd doctor líautista Argañaraz. Juez del Crimen de Jujuy, al (pie 
d suscripto defirió a mérito de lo que dispunen los artículos 448 
del Código de Procedimientos du la Capital, aplicable en lo fede- 
ral, y 2 de la ley número 9511, mandando librar e] oficio del caso 
a dicho Superior Tribunal, a fin de míe dispusiera que su secre- 
tario, que es a ta vez habilitado pagador de lodo d Poder Judi- 
cial, hiciera efectivo el embarco en la proporción que determina 
la Citada ky 951 í, que complementa el procedimiento de los Tri- 
bunales Nacionales, 

Que el artículo «6 de la Constitución Nacional nada estatu- 
ye sobre los emolumentos de los jueces de las provincias ni los 
garantiza contra una eventual disminución de ellos ; sino que se 
limita a asegurar a fas Jueces de la Corte Suprema y de fas Tri- 
bunal s inferiores de la iXaeión, la conservación de sus cargos 
mientras observen buena conducta, y una compensación que no 
podrá ser disminuida mientras desempeñen sus funciones. 
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Que por tinto, no existiendo ese óbice constitucional, este 
juzgado pudo. Ic^lmemt, disponer, como lo Ira hecho, (|iie se 
embarga? la parte de lus sueldos del deudor, que corresj>unda a 
la prp|X)rcióií que fija la ley nümefo "51 1. complementaria del 
procedimiento de l^s tribunales íed< rales ; porque, "es de con- 
forniidad a sus propias luyes de procedimientos que debe actuar 
en toda la República el Poder judicial de la Nación, sin que pue- 
da ser turba* la su acción en forma alguna por leyes o disposicio- 
nes provinciales de alcance limitado a las causas substanciadas 
ante sus propios tribunales, puesto que las provincias no ejercen 
el poder delegado a la Nación ( Fallos, u>mn US. página 202)", 
según lo ha declarado la Suprema Corte en el falto del tomo 119. 
página 225. 

(Jue los tribunales de provincia tienen el deber de aplicar, rio 
únicamente las disposiciones de la Constitución y leyes naciona- 
les que armonicen con ta Constitución y leyes provinciales, como 
lo sostiene el Suprior Tribunal de Jtljuy en su resolución que 
antecede, sino antes que todo y sobre Indo, la Constitución y las 
leyes de la República, a pesar <lc que hubiera colisión con las de 
la provincia respectiva. I'or eso la misma Suprema Corte, ha de- 
clarado en el caso citado "que las prescripciones de la ley regla- 
mentaria del Pode* Judicial, delegado de la Nación, según el ar- 
ticulo l M y siguientes de la Constitución, dictada en conformidad 
con ésta (articulo <J. inciso 28 1, son la Ley Suprema de la Na- 
ción, a que las autoridades de provincia están obligadas a con- 
formarse, nu obstante cualquier disposición en contrarío que con- 
tengan las leyes o constituciones provinciales (articulo M de la 
Constít lición V. 

Que por lo tanto, la negativa del Superior Tribunal de Jus- 
ticia de esta Provincia es violatoria de esas disposiciones y del 
articulo t.í de la ley número 4K de jurisdicción y competencia de 
to- tribunales nacionales, según el cual las autoridades judiciales 
de las provincias están obligadas a cumplir los mandatos de los 
jueces nacionales, sea para hacer citaciones o practicar otros ac- 
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tos judiciales, porque implica en ti íortdu una limiíaciún de juris- 
dicción de este juzgado» conferida por la Constitución y leyes de 
la X ación, (pie no pueden alterarse en fornia alguna por las le- 
yes y disposiciones provinciales, pues lo contrario importa tanto 
cuino desconocer la supremacía que las leyes nacionales tienen 
sohíe las de las provincias, aún en el caso «Ir oposición entre sus 
disposiciones. 

Que de consiguiente, el artículo 510 arriba citado, que decla- 
ra inembargables ios sueldos de los jueces de la provincia, sólo 
puede invocarse y hacerse valer (y no importa para el caso que 
rt Superior Tribuna! no lo considere inconstitucional), en las 
causas que se substancien ante sus tribunales, pues que no existe 
limitación alguna a esc respecto en las leyes nacionales que for- 
man parte de las que reglamentan el ejercicio de! Poder Judicial 
de la Nación, que desenvuelve su acción con prcscindcncia del 
régimen local y que carecen, de consiguiente, de aplicación en lo 
que a ta justicia nacional se rcíierc. 

Que en el citado fallo del mismo tribunal federal que se re- 
iíistra'cn el tomo 11S. página 202, la Suprema Corte "legitimó- 
la ejecución que se seguía contra la Municipalidad del Rosario, 
no obstante lo que dispone el artículo 132 de la Constitución ríe 
la provincia de Santa Fe. y el articulo 14 de la Ley Orgánica líu 
nicípal de la misma, según las cuates "en ningún caso podrá ha- 
cerse ejecución o emlmrgo en las rentas o bienes municipales". 

Por estos fundamento^, revuelvo; cierra (n Suprema Cor- 
le estos nitrados, para i|itc en ejercicio de la facultad que le con- 
fiere el articulo ').". inciso <h de la ley número 4055. resuelva 
e~1a euotiiiii. haciéndose hMut al Siqierior Tribunal de Jtt>licia 
a sus efectos. Téjmcse razón y repónganse las fojas. — R. filiar 
falacia. 
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Autos y Vistos : 



Buenoi Aírt*. jutio ;s d< JflW 




lo de bs présbites actuac lunes que ni la ejecución 
ante ti Jugado Federal de Jnjiiy, por don Aniotiio Mon- 
Hd Rui/, contra el doctor Kantista Argauaraz, por cobro de al- 
rjmlms devengados, a instancia de parte, si: libró oficio al señor 
Presidente del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, pura 
que. [ior medio de su Habilitado, se cmliargaran preventivamente 
los sueldos correspondientes al ejecutado, en la proporción que 
establece la ley numero 9511, hasta cubrir la suma adeudada. 

Que el Superínr Tribuna!, aduciendo diversas eunsideracio- 
nes. resuelve no hacer lugar a ln solicitado. 



Y Considerando: 



Que las razones que informan la disposición de] articulo 9 * 
de la ley 4055, míe amplió la esfera di- acción de esta Corte en 
las cuestinnes de competencia, justifican su intervención en el 
casn. desde que se trata en realidad de un conflicto entre jueces 
de distinta jurisdicción, respecto a la facultad del Juzgado Fede- 
ral, dcsconne oor la justicia local para traljar embargo del suel- 
do de un litig;. s en la proporción determinada por la ley 9511. 

One esta intervención se legitima, igualmente, por la Supe- 
rintendencia General atribuida a esta Corte por el artículo 10 de 
ta citada ley y 2.' de la número 7099 sobre tos funcionarios de ta 
justicia federal, y que la autoriza a dictar los reglamentos conve- 
nientes a procurar la mejor administración de justicia. 

Que no tratándose así, de hacer cumplir por la fuerza públi- 
ca mandatos judiciales, carecen de aplicación al caso los fallos 
que se citan en el dictamen de fs. 13 y el del tomo 124, página 
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303, que también se cita, se refiere a un conflicto entre dos jueces 
de carácter local. 

Que la medida decretada por el juez Federal de Jujuy está 
autorizada por el artículo 13 de la ley de jurisdicción y competen- 
cia número 48. según el cual "siempre que un Juez Nacional di- 
rija un despacho precatorio a un juez Provincial, sea para hacer 
citaciones o notificaciones, o recibir testimonios, o practicar otros 
actos judiciales, será cumplido el encargo, Y siempre que lili al- 
guacil ü oficial ejecutor presente una orden escrita de un juez 
o Tribunal Nacional para ejecutar una prisión o embargo, las au- 
toridades provinciales y personas particulares estarán obligadas a 
prestar et auxilio que él los requiera para el cumplimiento de su 
comisión*', agregando la jurisprudencia qxie "las autoridades pro* 
viiíciak-, no pueden trabar la acción de la justicia federal en el 
ejercicio de su jurisdicción. 

^ Si un embargo u otra medida de carácter procesar, autori- 

es delegada por un Juez Federal a otro de carácter local, no es 
éste el que pueda juzgar de su legalidad, suplantando su autori- 
dad y jurisdicción a la riel juez de la causa. Es el litigante inte- 
resado el que bará valer los derechos (pie considere le correspon- 
den ante el juez que conoce del juicio, y cuya competencia no ha 



Por ello, oído el señor Procurador General, se declara: que 
el Superior Tribunal de Justicia de Jttjuy debe practicar el em- 
barco reclamado por el señor Juez Federal, sin perjuicio de que 
el interesado, doctor Argañaraz, haga valer sus derechos en el jui- 
cio que se le sigue. Devuélvase al señor Juez Federal de Jujuy 
para que reitere su oficio, con transcripción de la presente reso- 



A. BfjR ME JO. — J. Fic.ueroa Al- 
corta — Ramón Méniíi:z — Ro- 
berto 
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Exhorto Juez del Crimen de la 4.» nominación de la ciudad de 
Córdoba, al de igual clase de la 2.» nominación de la ciudad 
de! Rosarfo, solicitando la extradición de Rodolfo Soria, acu- 
sado de ejercer ¡legalmente la medicina. 

Sumario: U» exhortos dirigidos entre jueces de distinta juris- 
dicción, minen los requisitos legales y dehe ordenarse su di- 
ligcndamiento, sin necesidad de ser previamente autentica- 
dos, cuando llevan impreso el sello de tinta del Juzgado y la 
firma del Juez. 

(aso: Lo explican tas piezas .tgttienles: 



AUTO DEl„ SKÑOR JUl-Z HKL CHIMEN 

Córdoba, julio Itl de luís 

\tttos y Vistos; 

I'l exhorto devuelto sin diligenciar, por el señ..r Juez del Cri- 
men dé la 2.* Nominación de la ciudad de Rosario de Santa Fe, 

eu el proceso que se le sigue como autor de ejercicio ¡legal de la 
medicina : 

V Ci íflS id erando: 

Que hallándose excarcelado bajo fianza el referido ElizomR 
su fiador, d.tctor Avalos. renuncia á continuar garantiendo la li- 
bertad del ¡irc venido, por lo que el juzgado decreta nuevamente 
su detención 

(,)uc cu el exhorto de referencia se inserta, como recaudo, el 
proveído recaído al respecto, si Lien no figura autenticado jior el 
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ÍExciiiu. Superiur Tribunal de la Provincia. Que este, último n- 
4iii$.itp resulta innecesario, a estar a la jurisprudencia constante 
dé la Suprema Curte da Justicia de la Nación, sentada en casos 
análogos, entre titfm. I".- regateados en los Fallos de tos tomos 
1-11, página 3fi5: 14$ pjggltt 187 y el muy reciente de lecha 28 
de mayu próxiiiu. pasado, dónele sóki se exige e] sello en tinta del 
Juagado r\hnriamf. ron fa firma del juez. 

Que iralándn^c en el raso de ;inlr.s. de un o nit lí-tn entre jue- 
ces de distinta jurisdicción respecto a las inri nulidades tlel exhor- 
to librado, corresponde sea dirimido por este último tribunal, de 
aeuerdn a lo dispuesto en el articulo 9.', inciso d), ley 4055, 

í'or ello resuelvo: elevar estas actuaciones a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación a sus efectos, con la nota de esti- 
lo. Transcríl>ase y hágase saber - Aliaga Tcjertua. — Ante mí: 
.1/. Rodrigue de la Torre. 



PICTAUICN títíL KKXoit L'HOt ÜkAWk GENERAL 

Bueno» Aire», Julio y. de I9M 

Su] trema Curte ; 

Tiene roueltu Y. li. uniformemente que los cxlturtos dirigi- 
dos entre jueces de distinta juriMlieción reúnen los requisitos le- 
gales, y debe ordenarse su diligenciamiento sin necesidad de ser 
previamente autenticados, cuando llevan impreso el sello de tinta 
del juzgado y la firma fiel juez ( Aiordada de la Suprema Corte 
de 21 de Febrero de 1005 t. 4 

J'l jm?. ilel Crimen, Segunda Nominación de la ciudad dil 
Üosariu (Provincia de Santa I*e), bu denegado al de igual clase 
de la ciudad de Córdoba, el ditigeuciamieuto de un despacho pre- 
torio expedido en las condiciones antes indicadas, y en el que 
so! ici taita la extradición de Rodolfo 
ejercer ¡legalmente la medicina. 



Siendo ello asi, y atento a la naturaleza del conflicto, cuya 
resolución corresponde .1 V. E. (Tomo 141. página 420), soy de 
opinión que procede declarar que el exhorto de referencia llena 
ios requisitos lépales exigidos. 

Horacio R. Larrcta. 



PALLO U1C L.\ t uSUL SUPREMA 

Bvtno# Airet. Julio II de KW 

Autos y \ tstos ; 

Tengase pnr resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General ¡ en consecuencia, se dretara que el oficio ro- 
Gpttorio aludido está en deliida forma, y delie ser cumplido por el 
fnez del Rosario. -Vi i* efectos, devuélvame lo,* autos al sentir 
Jue> del Crimen de 6.1 Nominación de la ciudad de Córdoba, a 
fin de que reitere el exlmno de f*. i, ron transcripción de ta pre- 
sente resolución y de! dictamen de referencia. 

A Bkrmk.io. — J. FlUUERuA Al- 
COHTA. — RAMÓN' MÉNDE2. — 

HojiKRTCi Rl l-KTin - M. LAU- 



D&n Métimo Castre contra d 
dr fago. 



I. sobre mpftkwn 



Sumario: La fianza prestada en 3o> término* del articulo °2 di* 
la ley de Contal -ilidad, número conforme a la letra y al 
espíritu de esa disposición, sólo puede comprender las res- 
de actos <| t . apropiación de fondos 
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vmficailos por el empleado, a partir de ta fecha de su otor- 
ganiientu. con exclusión, pnr consiguiente, de las correspon- 
dientes a aquellos que verosímilmente se hayan producido 
durante el tiempo en que c j empleado ocupó el cargo de ha- 
Mfówfe en calidad da interino. 

Caso: Lo explican la* pieza?, siguientes: 



SHNTKNCL\ Util. SKÑok J\ \i'¿ J-EDI-HAL 

4t m¡. 



V Vistos: 

Los promovidos |x>r el «loi-tur Máximo Castra rumra el Fis- 
co N.ni. -nal, suhre repetición de jugo. 

Considerando : 

I.' Que el actor persigue la devolución de diez y nueve mil 
cuatrocientos cincuenta y tres pesos con cuarenta centavos ni/n . 
que fu¿ obligado a pagar en el juicio ejecutivo iniciado por el 
señor Procurador Fiscal, de cuyo juicio es una consecuencia el 
presente. 

Manifiesta el actor que prestó fianza con fecha U de Ahril 
de 1$ 10. según las leves vigentes, como garantía del fiel desempe- 
ño del cargo de ujier-habilitado de la .Suprema Curte, conferido 
pur ésta cun o*a fecha a Arturo Pons, quien recibió hasta Sep- 
tiembre del mismo año un mil sekeientus veinte pesos m/n. Por 
lo tanto, la defraudación cometida |K>r el hahilitado, de más de 
veinte mil pesos, con perjuicio fiscal, se produjo antes de otor- 
garle la fianza, y de consiguiente el fiador no tiene respnnsahifi- 
dad de ningún genero. 

Además, el actor sostiene que promedió negligencia por par- 
te de la administración púhlica en el control del manejo de los 
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íondog Je ijue >c iraia. m'xúii m- di -.prende de lo?, antecedentes 
■juf narra con minuciosidad, y i|ue (.-I juzgado tiene presentes. 

Invoca diversos precepto?, del Código t '¡vil y ley de Conta- 
¡.ilidad. y solicita su pronuncie condena intuirá d Fisco Xaciimal 
l«ir Ja expresada >inna, con «iterases desde d prinieró de octu- 
bre de t£K25, y tas costas* 

Kl señor Procurador Fisc J contenta la demanda de í>. 17 a 20, 
sosteniendo une defraudación cometida por l'ons ocurrió du- 
rante d periodo de duenda de ia fianza prestada por el aetor, no 
siendo aplicable. J>or otra parle, la ley de Contabilidad enmn pre- 
tende la demanda, pnra inferir negligencia de la administración 
pública, toda vez <jue en 1-k fondos sobrantes de propiedad de la 
Suprema Oírte constituyentes de la Caja de Habilitación, se eo- 
mí-lió ta defraudación referida. 

Niega la aplicación de íto dispuesto en d articulo Códi- 
go Civil, pretendid.. en favor jmr el dó^tof Castro, y termina el 
>eñor represéntame del Kisto pidiendo el rechazo, ton costas, de 
la demanda instaurada. 

_V* (Juc reducida a sus verdadera* proporciones, esa es la 

lilis. 

Corresponderá ahora hacer un estudio de las constancias del 
presente cxpcdiciilc y del ejecutivo, agregado, (file le da i irisen, a 
fin de pnuumciar la decisión que eu justicia y derecho sea peni- 
tiente. 

i .1 fia n /a uti timada por el doctor Castro, lleva fecha abril 
l,i de C'Jo. coinridetite con la del tinniliranncnto tle l'^us coínu 
l | mi* Habilitado de la Suprima Curie, y de auto» lio resulta eli 
inane i a alguna claramente especificado ipic la deuda de Putis 
emergente del manejo de los fondos a d encomendados, tuviera 
origen durante la vigencia de la fianza dd doctor Castro, Los in 
(uriñes de fojas I a del juicio ejecutivo establecen conclusiones 
inferidas de hipótesis y de elementos, no del todo per ícelos, así 
como también ocurre lo propio con la pericia do fs. 12.1 del mismo 
expediente. 
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l'un.i ha ilcsunijiefiadú las f tinv:* nu > de Ujier*} iahililado dé** 
de aliril hasta sfjitiúiil'rt' de IÍH6, con ta fianza del ductor Castro, 
habiendo recihido. según informe de ís. 4— juicio ejecutivo— la 
Sittñá de doscientos setenta ih-«w rn/it. durante- cada tino de esos 

meses. 

A ('¡rus de responsabilizar ai fiador, tiene y tenia il Ft$s¿e la 
obligación de probar (jue ta defraudación Hr Po»s acaeció duran - 
tr la vigencia de ta finn k:i . y semejante prueba nn se advierte éri 
ninguna forma en nxútm. 

Por razón de mero procedimiento, el Fisco Nacional apare- 
ce en este expediente como demandado» y atento ese carácter, 
acaso pudiera decirse rjue no le corresponde et fardo de la prue- 
ba de referencia, pent conviene no perder tle vista ijuc el Fisco 
Nacional, invocando su carácter de acreedor, dedujo juicio eje- 
cutivo, en el que transilorianienlc triunfó, pi>r haber dictado la 
Cámara la respectiva sentencia de fs. 171. 

lin tal virtud, debe reputármele siempre actor, y de consi- 
guiente ha debido cumplir con los requisitos inherentes a esa con- 
dición, so pena de alean/arte las disposiciones encuadradas en la 
lev 1, tídibi 14, Partida Tercera : ,¡<-ftrr upa probando, mis absol- 
viiiir, 

l'ero, sea lo que sea, tenga o no el Fisco obligación tic pro- 
liar en esta cansí, lo cierto es que el examen minucioso dv; todas 
las coitstanci ü de ambos expedientes, no permite aceptar la exac- 
titud de la tesis sostenida por el señur Procurador Fiscal, esto es, 
de ijiie tu defraudación se realizara durante la videncia de la fian- 
za otorgada por d doctor Castro, y |»or lo tanto, un se puede ha- 
cer rr;:b a su respecto, lo dispuesto en el articulo 11"S del Código 
Civil. 

33 Qflfc al contemplar desvie otm punto de vista la presente, 
causa, conviene recordar el fallo dictado ]>< or la Suprema Corte 
con fecha may<i 7 de 19J-I, en la causa Agnirrc Un fruí M. verstts 
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La cansa de referencia guarda mi profunda analgía con 
ésta en lo que concierne a la situación de| fiador, y en iat virtud 
este Juzgado reproduce las pertinentes reflexiones del alto tribu- 
nal para hacer lugar a la demanda instaurada por el doctor 
Castro, 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
el Pisco Nacional debe devolver al doctor Máximo Castro. **n el 
plazo de diez rliís de ejecutoriada esta sentencia, la suma de diez 
y nueve mil cuatrocientos cinco pesos con noventa centavos rro 
neda nacional, a qti« se refieren las actuaciones corrientes de fo- 
jas 187 a 207, riel juicio ejecutivo que dio origen al presente. Con 
intereses estilo líanco de la Nación, a contar desde la notificación 
He la demanda. Cosías por su orden. Notiíiqucse. repóngase el 
sellado, y oportunamente archívese. — Saúl \f. Es< übar. 



SENTENCIA OH LA CÁMAKA \ l-IH-K M. |>£ APELACIÓN 

Bueno» Airei, Octubre ' dt 19S6 

V Vímos: 

E'ur sus fundaineruus y los concordantes del caso Aguirre 
Rafael contra el Mm:o Nacional, resuelto por e>ta Cántara en di- 
cieniltre 25 de ]y2.í. se continua la sentencia apelada de fojas 49. 
sin cusías. Devuélvase y repóiuMrc las fojas en primera instancia. 

'/'. .Irias. Marccihw ¡inalada. H. .1. Xa-ar . \>\chorcna. 
— J. /'. Luna, 



KALI.U IIE I.A CORTE SI l-REMA 

atiene* Air*». Julio ?í d» Iftt 

Vistos y Considerando: 

One la Fianza otorgada pot $ doctur Máximo Castro al 
Cjíer Habilitado de e*ta Suprema Corte, dnn Arturo Pons, en 
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gnrantia del fiel cumplimientri de sus deberes, lu lité con fecha 
13 tk abril de l'MG. y en circunstancias tic hal>cr atendido el 
noml irado Polis, con carácter provisorio, desde alijún liempu 
atrás, las funciones propias do aquel cargo. 

Oír- la susodicha (imita, prestada cu lus términos del ar- 
ticulo 9, ley número 4-8, conforme a la leí ra y al espíritu de esta 
disposición, sólo ha podido comprender las responsabilidades de- 
rivadas de actos de apropiación de fondos verificados por [*nns, 
a partir de la fecha de su otorgamiento, con exclusión, \>or con- 
siguiente, de las corrcs|K>ndientcs a aquellos que verosímilmente 
se habían producido durante el tiempo en que el empleado ocupó 
el cargo en calillad de interino. 

Que si bien en la fecha recordada, 13 de abril de 1916, de- 
bía encontrarse depositada en el Banco de ta Nación Argentina 
la suma Tic diez y ocho mil i>csos moneda nacional, conforme a 
lo? asientos del libro auxiliar de caja filiforme de fojas 123 del 
juicio ejecutivo agregado), es lo cierto, que de acuerdo con el de- 
talle de la cuenta corriente baiicaria mantenida con la nombrada 
institución desde el l. v de enero de 1915 hasta el 31 de diciembre 
de 1917, sólo existían depositado* allí, en la fecha de suscribirse 
la fianza. Tu cantidad de noventa y nueve pesns con seis centavos 
moneda nacional. Véase informe del Banco de la Nación de f>. 
25 a fs. 1*8 del expediente principal. 

One en estas condiciones es evidente que la responsabilidad 
del Mador no puede comprender ni referirse a suma* de dinero, 
qu<- si bien aparecían en los libros como depositadas en ti Banco 
de la Nación, el habilitado Polis babia. en verdad, dispuesta de 
ellns antes del momento de constituirse ta canción. 

One en cuanto a la apelación del demándame, relativa a la 
pane de la sentencia que "absuelve a la demandada del pago de 
lus e* Mítas del juicio d<* primara y segunda instancia", con*e»pon- 
de devbraHas ;i cargo de cada litigan le. tu r;>/,óii de que el risco 
ha tenido motivos fundados para creer comprometida la respon 
sahilidad rkl fiador. 
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(Juu en cüáritü a la tVcha desde [ a cual debe computarse los 
ínteresrs, no habiéndose comprin* lido esta cuestión en la apela- 
ción interpuesta |>ara ante esta Corte, lo resuello por la Cámara 
Federal de la Capital tiene el valor d<- fa cosa juzgada acerca de 
aquéllos. 

Por estus fundana-ulos, se continua eti Uxfes sus partes la 
sentencia arlada. 1-is costas de r,ta instancia también por su 
orden. Repóngase el papel. 

V. Ukhmkjo — J. 1 : |(jl*i:koa Alcgk- 
COKta — Ramón Méndez — Ro- 
mm Ri:pi:ito. — M. Laurf.n- 
cesa. 



NOTAS 

Con fecha dos tle julio de mil novecientos veintiséis, la Cor- 
le Suprema declaró bien denegado el recurso extraordinario de- 
ducido por I-'rancisco Aybar. en la CMlSíl seguida en su contra ante 
te la Justicia del Crimen. j*ir resultar de ja misma cií\ lición dd 
recurrente, que éste lial>ía sido oído en las instancias ordinarias 
del juicio; agregándose, además, que correspondía dejar estable- 
cido, que at denegar al apelante su pedido de que se notificara a 
la parte querellante, se le diera vista de su pálido para que 
compareciese personalmente a la audiencia de conciliación, la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Criminal había procedido por inter- 
I elación y aplicación de disposiciones de derecho pnxcsal no 
impugnadas como contrarias a la Constitución, con las cuales no 
se había planteado ni resue o cuestión federal alguna, y, por 
consiguiente, ajenas a las que pueden plantear la procedencia del 
recurso extraordinario que prevén los artículos 14 y (\'> de las le- 
yes y 4055. respectivamente. 
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En |,i minua ícchu no se hizo lugar .1 la queja deducida por 
«luí Xn;n L. Bdttari. en autos ron doña .Mariana. Dceeico, sobre 
desalojamiento, pw resultar de Ja propia exposición del recu- 
rrente, que éste había sido oído en las instancias ordinarias del 
juicio, con lo que parecían llenados, en lo substancial, los rvquisi- 
tos di- la defensa, y no aparecer g& se hubiera planteado opor- 
tunamente cuestión federal alguna, desde que sólo se había sos- 
leu ido por el demandado la aplicación de un artículo del Código 
Civil, o sea, de disecciones de derecho común, ajenas al recurso 
extraordinario, según es de ley y constante jurisprudencia (Ar- 

■ ■ 

En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por doña Maria Eugenia y Josefina Diaz Velez. en autos 
con Cl diario *'J.a Epoca", sobre desalojamiento, por resultar de 
la propia exposición de las recurrentes, que en el pleito sólo se 
había deltatido cuestiones regidas por los Códigos Civil y de 
Procedimientos, es decir, extrañas al recurso extraordinario para 
;tnte la Corte Suprema ; agregándose, además, que cu el juicio 
no se había planteado cuestión alguna de carácter federal. 



En cinco del misino no se bino lugar al recurso deducido 
por don Amonio Cutiém-z l-cntáudez, en autos con don Julián 
I'nnelo, en razón tic no haberse llenado en el caso, los requisito;, 
exigidos por el artículo 15 de la ley número 48. 



Con ft-eha siete se: declaró improcedente la queja deducida 
por Miguel Carro, en la causa crimina) seguida en su contra, pot| 
homicidio, por 110 aparecer de la ex] posición fiel recurrente, que 
éste hubiera deducido jara ante la Corle Suprema recurso algu- 
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mo que le 1uihíe>e sitió denegado, y no lialwr>e llenadu lampote 
los requisitos exigidos por el articulo 15 de ta ley número 4X. 



i 

lili doce del misino la Curte Suprema no hizo lugar al recur- 
so (le revisión interpuesto por Juana Alaria del Castillo, conde- 
nada a <uírir la pena ele jn-tiitenciaria por tiempo indeterminado, 
de con íi trinidad con lo dispuesto en el artictdo 17 de la ley 4189 
\ 5 f * del Código Penal anterior, como autora del delito de horni- 
CÍdiOj perpetrado en la persona de su cs|*iso José Muñoz, en ra- 
zón de que la revisión solicitada ningún hcneíieio le reportaría, 
dado que el mismo delito encuadra en el artículo 80, inciso M del 
Código Penal ni vigor, que castiga con reclusión perpetua al que 
matare al ascendiente, descendiente u sónyuge. sabiendo que lo 
M<n. 



Con t relia dtéi y seis no se hizo lugar a la queja deducida 
por dnña Irma I'ilz de l'nnge y don Mermann Heininger, en au- 
tos coji la Municipalidad de la Capital, snljre reivindicación, |Hir 
aparecer de la exposición de tos recurrentes, que la decisión ape- 
lada kjC li.iliía limitado a interpretar preceptos de derecho común. 
. pircando, en el caso, lo dispuesto en el articulo 57 del C&ltgo 
de l"r>ieediiiiieutos de la Capital, lo que es ajino al recurso ex- 
traordinario, de acuerdo a lo que prevé el articulo 15 de la ley -18. 



I'.n la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducid;» por doña Marta tiudoas de Kohirosa. en autos con doña 
Vugttsta Te-iont de Xamhorú. sóbre ejecución ¡íi|H)tecaría. por re- 
sidíante los propios términos en que la queja *e fundaba, que la 
UMifnci.,n nrurrída. rio reunía los requisitos exigidos por el ar 
líenlo 14 tic 9a ley 4H. esto es, la sentencia definitiva que ponga 
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luí ni pleit... tfecío que en el caso se lrata1»a tic una ejecución hi- 
1-utcearia. en la que ni recurrente no le era permitido— de acuer- 
do con dtsjjosk-iumw procesales de la provincia de Santa Fe,— 
ffimffit me* la valide* <lel titulo con que se ejecuta, y de cuva 
resolución fina! podrá el apelante hacer valer sus derechos en el 
juicio ordinario respectivo. 



líii veintiséis del mismo fué confirmada ñor la Corte 
pruna la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Abla- 
ción de íü Plata, la que, a su vez, confirmó la dictada por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional del Río Xegro, que conde- 
nó a Juan Alvarez, Manuel Viegas y Andrés (¡ómez. a sufrir 
la pena de veinticinco años de reclusión; a José Segundo Rendo 
y Esteban Hernando, a la de ocho años años de la misma pena, 
como autores de los delitos de homicidio, rolm y violación de co- 
rrespondencia, jierpetrados en la persona de José Laixway, el día 
2.Í de abril de 19¿í, en la estancia ' Santa Lucia", jurisdicción de 
Lamarque. del expresado territorio. 



Kn la misma f .cha no se tuzo lugar a la queja deducida por 
don Migw-1 Soprano, en autos con la sucesión de don Miguel 
l'ierri. sobre desalojamiento, en razón de no haberse llenado por 
el recurrente el requisito eslabkííd» en la primera [Kirie del ar- 
ticulo 15 de la ley número 4tí. 



Kn la mi»ma fecha no se hizo lugar it la queja deducida por 
don José Arambarri. en autos con don Vinsj>earc Agesilao David 
Knbiueiti. sobre desalojamiento, por aparecer de la propia ex- 
t*.sieióu del nvurrenie. que las reeisiones rectúdas en el juicio se 
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lmiitalmu a iiucri Tetar precepto de derecho común, aplicando, en 
el caso, deposiciones contenidas en el Código Civil, ta i|iic es ex- 
traño al recurso extraordinario, sejiñn ta dispuesto ctt el articulo 
15 <le la ley 4tí. 



Kn treinta del mismo se declaró improcedente la queja de- 
< Incida por don Antonio A. Grana, en autos enn doña lYirona 
Salas de Uval, sobre desalojamiento, j»or nn estar el caso com- 
prendido dentro de ln qtte prevé el artículo 3.* de la ley núme- 
rr r 4055. 



